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No hace mucho tiempo que se acostumbraba escri- 
bir la Historia concretándola únicamente á la narración 
de sucesos militares y de episodios épicos, á dar cuenta 
de la continua sucesión de dinastías y de soberanos, y si 
más, á relatar los ruidosos acontecimientos en que figu- 
raron en primera línea ó como protagonistas, famo- 
sos caudillos como los Alejandros, los Mahomas, los Cé- 
sares y los Pompeyos. En tal manera de escribir se hizo 
poco caso de las particularidades que debieran servir 
para conocer el verdadero carácter y el modo de ser de 
los pueblos que produjeron esos hombres y que sufrie- 
ron su inñuencia y su yugo. 

No diremos que los datos que suministran los histo- 
riadores que siguieron tan imperfecto sistema en sus' 
trabajos, no hayan prestado en su ramo grandes servicios 
ni que sus estudios hayan sido del todo estériles ó de po- 
ca utilidad; pues, al contrario, es de justicia reconocer 
que en estos últimos tiempos la sana crítica recoge con 
avidez todo ese caudal de conocimientos que son como 
el esqueleto desarmado de un cuerpo social que se trata 
de reconstruir. 

Y es precisamente para obtener una completa re- 
construcción, y si se puede decir así, para cubrir con 
músculos y nei'vios y dar vida á ese conjunto de huesos 
descarnados y sin cohesión alguna, para lo que ha sido 
necesario el empleo de inauditos y extraordinarios es- 
fuerzos de actividad, de paciencia y de constancia. Con 
efecto, se ha hecho indispensable entrar en investigacio- 
nes particulares y de un orden más analítico, recogien- 
do acá ó acullá alguna preciosa reliquia del pasado, con- 
siderada antes como despreciable despojo, desenterran- 
do las momias y los monumentos cubiertos con el polvo 
de los siglos, interrogando las mudas inscripciones gra- 
badas en granito ; y, en fin, escudriñando las entrañas 
de la tierra para descubrir en las capas geológicas los fe- 
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nómenos geodésicos y los cataclismos de nuestro globo.- 
Y es porque en tales reñquias, momias y monumentos y' 
en tales inscripciones y cataclismos terrestres, se descu- 
bren huellas todavía visibles del paso del lionil3re, y esa&' 
huellas son el más seguro guía* para conducir por el ca- 
mino de la verdad. 

El espíritu modernOy indagador incansable, no po- 
día ni debía contentarse con las desnudas crónicas de la 
antigüedad, ni darse por satisfecho con él conocimiento, 
si se quiere perfecto, de un Sesostris, de un Giro,- ó de 
un Alejandro; porque hoy lo que se desea conocer no son 
las condiciones morales ó intelectuales de éste ó de aquel 
individuo que sobresalió entre los de su tiempo por al- 
guna circunstancia particular, sino á los mismos pue- 
blas en sus costumbres, en su moralidad, en su intelec-- 
tuaüdad y en su riqueza, ó mejor, para concretar el pen- 
samiento, en el curso que ha seguido su civilización 
mientras han figurado en el numera de las naciones.^ 

Se comprende desde luego que para obtener un re- 
sultado satisfactoria en tan feboriosa y útil tarea, es in- 
dispensable estudiar en todos sus aspectos el pueblo cu- 
ya historia se quiere escribir, así en sus manifestaciones • 
estéticas y en sus actos de vitalidad económica, conato en 
su modo de ser social, político y religioso. 

Hechas las precedentes observaciones se compren- 
derá perfectamente bien que si la Historia piopiamente 
dicha tiene una órbita tan extraordinariamente amplia 
y extensa, pues abarca en su conjunto leyes, literatura, 
costumbres, política, estado social, régimen económico, 
moralidad y religión y tantas otras materias de recono- 
cida importancia, es casi una temeridad^ el pretender es- 
cribir una Historia Universal que comprenda no sola- 
mente todos los ramos relacionados, sino también á to- 
dos los pueblos de la tierra. 

Es aquí, en esta parte importan^tísima de los cono- 
cimientos humanos, en donde se hace más indispensa- 
ble, y en donde es más provechosa la división del traba- 
jo, á ñn de que cada clase de ingenios pueda dedicar su 
actividad y su inteligentíia á estudios especiales, ya sea 
referentes á determinadcTipaís y con relación á varios 
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ramos, ó bien con respecto á varios países y con relación 
á uno solo de aquéllos. 

De esta manera es como se coronan trabajos histó^ 
ricos completos y verdaderamente útiles, sobre la Lite- 
ratura, el Derecho^ la Religión ó sobre cualquiera otra 
materia; y son todos esos estudios particulares y todas 
esas investigaciones especiales los que en conjunto vie- 
nen á constituir la Historia, tal como debe ser: el cono- 
cí miento- del hombre en todas sus manifestaciones du- 
rante su peregrinación sobre la tierra. Así es como la 
Historia viene á ser verdaderamente útil como enseñan- 
za para los que viven. 

Pero, si- como hemos dicho es de una imposibilidad 
casi absoltita el escribir la Historia con carácter de unt 
versal,, de manera que satisfaga y que sea completa, asi- 
mismo pensamos que la tarea del historiador, y especial- 
mente la del historiador moderno, por más que localice 
y estreche el radio de sus estudios é investigaciones, no 
podrá ser jamás la obra de un solo hombre, ni producto 
especial de sus propios conocimientos, ni de sus persona- 
les apreciaciones. 

No, la misión del historiador es tan múltiple y tan 
extraordinariamente complicada, que á una pereona 
cualquiera, por activa y diligente que sea, no le alcanza 
materialmente la vida para examinar por sí misma los 
documentos que existen en los archivos y bibliotecas pú- 
blicas ó particulares, ni tampoco para ver con sus pro- 
pios ojos los monumentos que suministran datos sobre 
el pasado. 

Necesita, pues, valerse de otros ojos, de los de todos 
aquéllos que se han dedicado á estudios especiales de la 
misma clase y que han recogido datos preciosos sobre 
tal ó cual suceso, y que con más ó menos aciei*to han 
lecho apreciaciones acerca de cada uno de ellos. Pero 
como tampoco le alcan-zaría la vida para leer las varias 
publicacnones que se han hecho y los grandes infolios 
(lue se han escrito, de los cuales muchos permanecen 
inéditos, sobre tales materias, se ve obligado á Umi- 
tar sus estudios á aquellas obras que han recapitula- 
do el contenido de otraS' muchas, de donde viene á ha- 
cerse patente que la tarea del historiador es un trabajo 
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constante y continuado de asimilar y acumular conoci- 
mientos que se trasmiten de mío á otro escritor, y en eí 
cual cada uno de éstos deja estampados el juicicv de su: 
particular criterio y sus personales impresioDíes*. 

Sólo viendo de esta manera las cosas se logra expli- 
car el que historiadores como Cantúy Menéndez Pelayo 
y otros de su talla ó de menor valía,, hayan produicido' 
obras de tanta extensión, tan ricas de conocimientos y 
de minuciosos datos. Fácil sería demostrar con preci- 
sión matemática que han tenido necesidad de los estu- 
dios especiales de sus antecesores, pues ni han podido- 
imponerse por sí mismos de los documentos ó fuentes» 
primitivas, ni aun siquiera han estado en la posibilidad 
de leer muchas de las obras á que hacen referencia. 

Ahora bien: se concibe fácilmente en mérito de las^ 
anteriores observaciones que en los estudios históricos- 
cada cual en su clase, en alta ó muy limitada esfera, es- 
tá en situación de poder prestar importantes servicios á 
la Ciencia, pues no hay noticia ni apreciación sobre éste 
ó aquel suceso que deban considerarse como completar 
mente estériles ó inútiles; al contrario, todo ese minucio- 
so conjunto de datos y de juicios personales son los que^. 
como se ha dicho, vienen á formar ó á constituir las^ 
fuentes de la Historia. De aquí que no haya exagera- 
ción alguna al afirmar que en el terreno histórico, así 
como en el de los demás conocimientos humanos, hay 
ancho campo para todos en donde no hay nadie que no 
esté en posibilidad de sembrar y recoger opimo frutor 
unos coleccionando leyendas ó crónicas populares; otros 
haciendo indagaciones sobre huellas ó vestigios huma- 
nos; éstos formando agrupaciones incoherentes^ si se 
quiere, de cuanto documento escrito llega á sus manos ;: 
aquéllos metodizando ó arreglando tales manuscritos 
para sacar de ellos lo útil y provechoso que contengan.^ 

Son innumerables los nombres de personas laborio- 
sas y pacientes que han dedicado su vida entera á reco- 
ger preciosos datos para enriquecer la Historia. Para no 
ir lejos en materia de citas, y para poder concretar el 
pensamiento al asunto que nos ha puesto la pluma en la 
mano, diremos de una vez que entre nosotros el Dr. Fer- 
nando Vélez Bajrientos es una de esas personas que, en 
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medio de sus ocupaciones de otro orden, no ha perdido la 
oportunidad de ilustrar la historia de su Patria con apun- 
taciones Y estudios especiales de gran valor, Pero entre 
los trabajos de esa clase que debemos á su ilustración y 
laboriosidad^ nin^no descuella tanto por su importan- 
cia, por su extensión y por su mérito intrínseco como el 
que lleva el modesto título de Datos paea la Historia 
DEL Derecho nacional, obra que se da hoy á la luz pú- 
blica y á la cual sirven de prólogo las presentes líneas. 

Pocas observaciones bastarán para hacer patente la 
grande importancia y la utilidad de la publicación alu- 
dida. 

Ya tenemos dicho en el curso de este escrito, y lo 
repetiremos ahora, que la Historia de un pueblo cual- 
quiera no es completa sino se conocen los elementos que 
sirven para determinar su carácter, su índole especial y 
sus intimidades ó costumbres privadas ; y siendo esto 
así, nadie podrá negar que uno de los más principales 
de esos elementos es el que se relaciona con su Legisla- 
ción ó derecho positivo. 

Se sabe, en efecto, que la Constitución política y ci- 
vil de un país es la fuente en donde mejor se apren- 
de á conocer al pueblo que tales instituciones se ha 
dado. Así, en el conjunto de las leyes civiles simplemen- 
te dichas, en las penales, en las comerciales, y aun en 
las procesales ó administrativas, encontrará el investiga- 
dor intehgente y de ilustrado criterio, abundantes ma- 
teriales para fijar en cada época especial el grado de ci- 
vilización que ha alcanzado el pueblo que estudia. 

A cuántas útiles reflexiones no se presta el examen 
de las disposiciones llamadas suntuarias, de las que ver- 
san sobre el estado civil de las personas, de las que defi- 
nen los deütos é imponen las penas y, en fin, de aquéllas 
que reglan y determinan la naturaleza de los contratos? 
No puede ocultarse á la penetración del lector que el es- 
tudio de las Legislaciones que han regido en un país 
cualquiera, es el más seguro derrotero para seguir el ca- 
mino que ha recorrido la civilización de éste en todos 
sus ramos, pues en las diversas lej^es se podrá conocer 
fácilmente cuál ha sido en determinada época la rique- 
za del pueblo, su grado de ilustración, su morahdad, la 
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índole de su religión efe.', y en casi todas predominará eií 
carácter dominante de sus costumbres publicas y priva-^ 
das. Por eso piensan muchos que más á fondo se cono-- 
ce el verdadero pueblo romano en sus Doce tablas y 
en sus Pandectas e Institutas, que en todas las demás 
huellas que su paso y sus victorias dejaron sobíe el sue- 
lo que ocupo. 

Diremos^ pues, en conclusión, que dé todos fbs mo- 
numentos que^ marcan el camino del hombre; no hay 
uno tan colosal ni que se presente más visible á ios ojos- 
del crítico que quiera seguir el mismo rumbo^ que aquél- 
que es formado por la Legislación positiva. 

Consideremos ahora en presencia dé las antferiores^ 
observaciones, y volviendo la vista á nuestra Patria^ 
cuan descuidados han sido hasta ahora los estudios his- 
tóricos en lo referente á nuestro Derecho nacion&l, pues 
salvo algutaa obra de carácter muy especial no tenemos 
nada serio que desentierre de los archivos ese innúmero^ 
de Constituciones, de Códigos y de Leyes que tanta 
sangre nos ha costado y que son nuestra obra, y así 
comprenderemos mejor cuan útil é importante es el tra- 
bajo del Dr, Vélez^ y nos formaremos idea de los gran- 
des servicios que está llamado á prestar en lo sucesivo.- 

La obra á que aludimos^ aunque no contenga el es- 
tudio minucioso del establecimiento- de cada ley ni la na- 
rración de los. debates surtidos en su expedición, ni dé 
cuenta de los motivos ócausas que la originaron ni de^ 
las contradicciones que tuvo al acordarla ó al darle apli- 
cación, es completa en su clase, y con ella se ha logra- 
do sentar con- entera solidez las bases del edificio histó- 
rico que tocará levantar á otros ó quizá al mismo se^ 
ñor si la Providencia no corta las alas de su incansable 
actividad. 

Por ahora lo que el Dr; Vélez ha hecho es mucho, y 
nunca se le agradecerá demasiado el que con mano 
maestra y admirable acierto haya sacado de ese con- 
junto heterogéneo de Constituciones, Códigos y Leyes un 
todo armónico, metódico y ordenado en donde podrán 
registrarse con toda facilidad los antecedentes de las 
disposiciones legales desde- su origen.^ 

Como se comprende, la obra del Dr. Yélez servirá 
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de pauta ó regla á quien pretenda escribir la historia 
del Derecho Colombiano que, dicho sea de una vez, en- 
contrará mucho hecho, y allanado lo más difícil del ca- 
mino; pero no será éste solo quien más provecho sacará 
de ella, pues salta á la vista que los Jurisconsultos, Jue- 
ces y Abogados tendrán también en este útil libro un 
precioso auxiliar y un guía experto^ que los encaminará 
con seguro paso por las oscuras sendas por donde aiites 
era imposible toda clase do tránsito ^n gran esfuerzo y 
sin gran pérdida de tiempo. 

Terminamos, pues, recomendando á nuestros ami- 
gos y á los amantes de todo adelanto intelectual, que no 
miren con indiferencia la obra á que nos venimos refi- 
riendo y que se apresuren á recompensar los esfuerzos 
del Sr. Dr. Vélez, en la inteligencia de que el gasto que 
les ocasione la consecución de ella^ será reproductivo y 
de gran provfecho; 

Medéllín, Eneró de 1891. 

LlSANDRO ReSTRÉPO — J ULI AN CoCIL BaYER. 
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Puede no haber llegado la época dé escribir la Historia del 
Derecho nacional, é indudabkmente no seríamos los llamados ár 
desempeñar airosamente la difícil é importante tarea de escribir- 
la. Pero esto no obsta para ir reuniendo y ordenando* los docu- 
mentos que deben servirle de base^ y á esto hemos limitado é£ 
presente trabajo que publicamos con temor, porque el acierto no» 
es cualidad nuestra. 

Una de las principales razones que nos hanr determinado á 
reunir y ordenar los presentes Datos, es la carencia de una obra 
en que los abogados y estudiantes^ de Derecho puedan imponer- 
se de las leyes que han regido en la República desde su existen- 
cia. Sabido es que en nuestros Colegios sólo se enseñan las leyes^ 
vigentes y que poco ó nada se dice de las anteriores, lo que pre- 
senta grave inconveniente para el conocimiento del Derecho pa- 
trio, y sobre todo, para el ejercicio de la profesión de abogado, 
inconveniente que sube de punto con las diez Legislaciones que 
hemos tenido: la general de la República y la de cada uno de los 
nueve Estados que dejaron de existir en virtud de la Constitución 
de 1886, que volvió la Nación á la antigua forma de Gobierno' 
central. 

Si no fuera indebida pretensión nuestra, nos atreveríamos á 
indicar que este libro podría suplir en los Colegios la falta de- 
una Historia del Derecho colombiano para la enseñanza de ésta.. 
No pretenderíamos que el libro sólo bastase para enseñanza taí^ 
indispensable. Nó: él apenas debería servir ai Profesor como de- 
rrotero para preparar sus conferencias, porque es indudable que 
el extracto descarnado de las leyes expedidas por nuestros Legis- 
ladores, carece de las condiciones que requiere el verdadero co- 
nocimiento del Derecho nacional. Faltándole la apreciación de 
aquéllas, ó sea lo esencial para adquirir tal conocimiento, es 
claro que debe hacerla el maestro de la materia. Para estudiar el 
Derecho español, que durante tanto tiempo rigió en la Repúbli- 
ca, que todavía puede tener aplicación y que es antecedente del 
nuestro propio, hay obras notables, entre las cuales nos atreve- 
mos á recomendar la Histoeia de la Legislación española 
I)or D. José María Antequera. 

Al comienzo del trabajo nuestra idea fue simplemente la de 
extractar las leyes sustantivas nacionales relativas al Derecho* 
privado. Pero luego nos pareció útil añadir algunas del Dere- 
cho público interno como las constitucionales, las penales y 
otras. El mayor número de capítulos se refiere á las leyes civi- 
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les, poique siendo las íinás numerosas é interesantes, no po* 
-dían reunirse en uno solo como las comerciales 6 de minas. Tam- 
bién pensábamos trater únicamente de las leyes generales de hit 
Rej)ública; pero habiendo tenido grande importancia las de los 
extinguidos Estados, y teniéndola aún, juzgamos oportuno ale- 
gar por lo menos las del Estado de Antioquia, sintiendo prescin- 
dir ae las de los otros Estados, que no nos era posible cono^e^r 
aGabadaanente en poco tiempo. 

S^ún ^sto, ios Datos no serán completos sino cuando cona^ 
ten de diez partes: la primera relativa á las leyes de la Bepúbli- 
oa y las otras, á las ley^s de cada uno de los nueve EstaKios ex- 
tintos. Bien se comprende qu^ para completar aquéllos ae nece- 
sita del concurso de varias personas. Nos atrevemos á insinuar 
que si en cada uno de los actuales Departamentos, que han Be- 
emplazado á dichos Estados, se dedicara uno de sus inuc^Qsilus^ 
traaos Jurisconsultos é ordenar los datos del Derecho respecjá- 
vo, siguiendo nuestro sistema ú otro mejor, no muy tarde po- 
dríamos contar con todos los que deben servir de fundamento á 
la Historia del Derecho nacional. 

Respecto del sistema qne hemos seguido en la ordenación 
de estos Datos, oportunas nos parecen unas pocas palabras. 
Sólo tratamos de los asuntos que han sido materia de las leyes 
nacionales, porque los demás se hallan en el Derecho español. 
Las disposiciones legales relativas á cada asunto, después de pre- 
cederlas de un extracto de las españolas que llamamos Antece^ 
^enteSy las mencionamos cronológicamente teniendo especial cui- 
dado de indicar las leyes derogadas de una manera expresa por 
otras posteriores. Los antecedentes sirven para conocer las dis- 
posiciones españolas que regían antes de las propiamente nacio- 
nales ó sancionadas por el Legislador colombiano. 

No se nos oculta que en la obra hay ciertos datos, como los 
relativos á resoluciones administrativas ó ejecutivas, que pueden 
calificarse de impropios, porque se crea que no se necesitan para 
escribir nuestra historia legal. Sin embargo, no hemos querido 
omitirlos, porque en este caso lo <jue abunda no daña, y sí pue- 
de dar un poco de más importancia, á lo menos actual, al libro, 
si alguna tiene. Muchas veces lo más difícil no es conocer las le- 
yes, porque éstas se publican en cuadernos, sino dichas resolu- 
ciones que no salen de periódicos oficiales poco leídos, y que 
presentan tantas dificultades para hallar lo que se busca entre 
lo mucho que contienen. Por esto hemos extractado las que se 
refieren á las leyes que nos han ocupado, pues deseamos facilitar 
el ejercicio de la profesión de abogado al mismo tiempo que or- 
denar los datos cuestionados. 

Aunque en una obra de esta naturaleza, que trata de asunto 
bien árido, no puede buscarse estilo elegante y florido, aliciente 
á la lectura, si no nos fuese tan extraña la buena y agradable 
forma literaria, hubiéramos podido darle una no tan seca é insi- 
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Eida como la usada á pesar nnéstro. Especialmente sentimos ha- 
er tenido que repetirnos muchas veces obligados por el deseo de 
completar en cada capitulo los datos relativos á las leyes á que 
se refiere. 

Sólo nos resta esperar que los lectores, «i es que los tene- 
mos, nos perdonen el atrevimiento de haber acometido un tra- 
bajo superior á nuestras fuerzas, y advertir que para llevarlo al 
cabo hemos tenido presentes las leyes é historias nacionales, al- 

funas Recopilaciones espaik)las, ^el Diccionario de Legislación y 
urisprudenciá de Esoriche, la Historia del Derecho español por 
Sempere, la de Antequera, el Derecho público interno de Co- 
lombia por D. José M.* Samper, el Derecho intewiacional priva- 
do por Fiore, los Principios de Derecho internacional privado 
por Torres Cainx>os, los generales de Política y Legislación por 
Pradier-Fodéré, varios Códigos Civiles extranjeros como el fran- 
cés, el español, el italiano, el portugués, el chileno y el argein,t> 
no, y algunos otros libros y documentos importantes. 




OMISIONES 



La multitud de disposiciones legales y de otros documentos que he- 

«¡mos tenido que consultar, han sido uno de los motivos principales de las 

amisiones y de otros yerros que pueden notarse en este. libro. Vamos á 

enmendar de esta falta lo qne nos sea posible, siguiendo el orden de los 

*capí talos de da Parte primera, que es donde principalmente se observa. 



CAPITULO PEELIMESTAK 

DERECHO PUBLICO INTERNO 

1843. — (Página 11). Al hablar de la Constitución de este año, inad- 
..vertidamente dijimos que fue ^Ha primera que dio al juicio por jurados 
6obre abusos de la prensa el carácter de una garantía individual." Para 
demostrar que esta afirmación no es exacta, nos basta copiar el artículo 
199 de la Constitución de 1832, que dice: ^*Lo8 juicios por abuso de 1¡- 
iertad de imprenta, se decidirán siempre por jurados." 



OAPrruLO V 

LEYES CIVILES 

1873. — (Págnias 79 á 86). Al comparar el contenido del Código Ci 
Til sancionado en 1873 con el contenido de algunos Códigos de otras 
Naeiones, omitimos el Civil español expedido en 1889, porque no lo 
conocíamos. Siendo para nosotros de grande importancia la Legislación 
española, hoy que-tenemos dicho Código á la vista nos permitimos ha- 
blar de él, previas algunas indicaciones acerca de su formación. 

La codificación civil, especialmente, ha presentado grandes dificulta- 
des en España, pues no obstante que se trató de ella desde 1813^ cuando 
las Cortes de aquel atlo dispusieron la formación de un Código Civil, y 
que en 1833, 1839, 1840, 1843, 1846 y 1880, se nombraron comisiones pa- 
ra formarlo, apenas se sancionó en 1889. La causa principal de esas difi- 
cultades ha dependido de las Legislaciones forales como las de Aragón, 
Catalana y ]í«íaYarra, que han rechazado la unidad civil que requería la 
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anulación de f aoros diferontee. Como medio para suprimir esa cansa, j 
por lo mismo las dificultades que engendraba, se adoptó la idea de res- 
petar en el Código Civil dichas Legislaciones, en lo esencial, dejándolas 
subsistentes como leyes excepcionales en las respectivas regiones ó co- 
marcas. Esta idea qaedó consignada en e\ articulo 12 del Código de 
1889. 

Llevada á cabo la codiñcación civil en España, puede decirse que de 
las principales Naciones europeas quizá la Oran Bre^Etfíaes la única donde 
todavía no existe la unidad civil, pues allí están regidas por leyes diversas 
Inglaterra,Lrlanda yEscocia. En América nos parece que ninguna de sus 
Bepúblicas ha dejado de codificar las leyes. Asi es que en monos de un 
siglo se ha realizado en el mundo cristiano, con rara excepción, la obra 
importante de reunir ordenadamente en Códigos las leyes relativas á ca- 
da ramo del Derecho. Esa obra, que es la codificación, fue iniciada defi- 
nitivamente por el Código Civil francés, conocido con el nombro de Có- 
digo Napoleón, el cual se sancionó en conjunto en 1804. 

Pasando ahora al Código español de 1889, con el fia de que se pue- 
da comparar su contenido con el de nuestro Código Civil, diremos sólo, 
siguiendo nuestro sistema, que está precedido de un Título preliminar 
que habla de las leyes, de sus efectos y de las reglas generales para su 
aplicación; y que los cuatro libros que comprende tratan: el primero de 
las personas; el segundo de los hienas, de la propiedad y de sus modifica- 
ciones; el tercero de los diferentes modos de adquirir la propiedad^ y el 
cuarto de las obligaciones y contratos. De manera que aunque comprende 
el mismo número de libros que el colombiano, el contenido de éstos no 
es el ibismo en ambos Códigos. 

1888.— (Página 88). Dejamos -de indicar después de la ley 35 de 
1888, la 39 de 3 de Mayo del mismo año,de laeual no hemos debido pres- 
cindir, no obstante que trata sólo del Notariado y que la mencionamos 
en la página 149, porque ofrecimos (página 75) que en la relación de las 
leyes civiles posteriores al Código Civil de 1873, no omitiríamos ningu- 
na de las expedidas. 



CAPITULO VI 

MATRIMONIO 

1850.^(Página 95). El Decreto del Libertador de 28 de Jtüíó de 
1828 (L. 16, P. 1.', T. 6.", E. G.) dispuso que los ttiilitares no iw)dfaii 
eotítraer matrimonio sin licencia de sus superiores. Olvidamos decir que 
en virtud del artículo 5? de la ley de 11 de Junio de 1850 ''adicional á 
las de montepio militar", "ningún individuo de la fueñsa armada nacio- 
nal de mar y tierra, necesitará en lo sucesivo de permiso del Gobierno 
para contraer matrimonio; fi^ro los Jefes y oficiales que se casen, darán 
aviso de ello ai Poder Ejecutivo por conducto del Gobernador de la Pro- 
vincia donde residan." Aunque la ley del850 no esté irigente^ la licencia 
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iTc^que se trato, no os obligatoria, pues no lia vuelto á oxigirge por niu- 
feunu ley de qiio tengamos conocimiento.. ... 



CAPITULO YIII 
PRIVILEGIOS 

» 

1845.— (Página 113). La ley de 7 de Mayo de éste año * 'sobre e<imi<- 
nos nacionales'^ (L. 3.*, P. 4*^ T.l.^ Ap. já la B.-G-.) [1] derogó (artímu 
lo 16) los capítulos 1.» y 3.« de fá ley do 31 de Julio de 1823 [L. 1% P.. 
4.% T. 1.**, R. J&.J 9^e tratan de la ¡concesión de privilegios exclusivos pa- 
ira obras públicaai, construccióii de éstas £ expensas del Tesoro, é indem- 
nización de la propiedad destinada á osos publioos. * ^ 

Nnestra omisión ien este caso consistió en no inencionar en el capí* 
tulo VIII la citada ley de 1845 que tió se limita á áeró^ar los indicados 
capítulos 1.' y 2." de la ley de 1828, sino' que da reglas en su artíce- 
lo 11 para que el Poder Ejecutivo hiciete ciertas concesiones especiales 
á los individuos, compañías ó corporaciones que quisiesen construir á 
su costa algún camino, canal, pnente ó calzada, ó parto de algún cami*. 
no ó canal nacional. La facultad que otorgad artículo 11 citado, se qo<» 
iToboró en el artículo 10 de la ley de 9 de Junio de 1846 fL. 8% P. 4%T. 
l.o, Ap. á la R.G.] adicional & la de 7 de Mayo mencionada. 

De la derogación que bizo la Ic^ de 1845 hablamos en la nota 1.' de 
la página 151. n ' í < . . 



CAPITULO IX 
BALDÍOS. VACANTES. MOSTRENCOS. TESOROS 
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1888.— [Página 120]. Omitimos citar los artículos que siguen do la 
ley 149, de 3 de Diciembre de l.$88 [Código Político y Municipal). 

"Art. 159. Los bienes, derechos, valores y acciones que por leyes 6 
decretos del Gobierno nacional, ó por cualquier otro título pertenecieron 
á los extinguidos Estados Soberanos^ ^O' adjudican 4 Jos .respectivos De- 
partamentos y las pertenecerán mientras tengan existencia legal. 

^'Se exceptúan loi^ baldíos, minas y salinas qué pertenecían á los Es- 
tados, y cuyo dominio ha recobrado la !N ación á virtud do lo dispuesto 
ent el artículo 202 de la Constitución. 

**Art. 238. Pertenecen & los Municipios los bienes, derechos y accio- 
nes que por cualquier título pertenecieren á los Distritos municipales ; 
loe bienes mostrencos y vacantes que se hallen ahora ó después dentro 



[llFue reformada por las leyes de 16 de Abril t 9 de Junio de 1846] leyese? yS% 
*. 4?, T. I.*", Ap. á la 11. G.]; pero no eu cuanto á la disposición á quesos referimos. 
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1? limitós; y también loa bienes de personaer que hayan mnerto 6 
; .,iieieii sin dejar herederos testaméntanos 6 adintestato, 

'*Los cdiñciosy puentes y demás obras cuya construcción se haya 
hecho con los fondos del Municipio; y 

^^Xios demás que la? señalen las leyes y ordenanzas. '^^ 



CAPITULO xni 

escribanías, notabiado. re&istro 

1888.— (Página 149). Entre las disposiciones legales de este año <*. 
vidamos el inciso 22 del artículo 181 de la ley 149, de 3 de Diciembre de 
1888, inciso que faculta á los Prefectos do cada JProvincia para '^no^m- 
bi <ir interinamente Registrador de instrumentos públicos y ifotáríos i» 
Circuito^ por falto absoüuts. ó j^ccidental de principal y suplentes." 



OAPITULO XV 
LEYES COMERCIALES 

Acerca de las omisiones en este capitulo, téngase presente lo que dii 
jimos en la página 326, daspués de hablar de la expropiaoiÓQ. 



CAPITULO XYI 
LEYES DE BQNAS 

1888.— (Páginas 174 y 187). La ley 149, de 3 de Diciembre de este 
año [Código Político y Municipal] en su articulo 159 estableció que no 
pertenecían á los Departamentos los baldíos, minas y salinas que habían 

'^ido de los Estados, jr cuyo dominio recobró la Nación á virtud del artí- 
culo 202 de la Constitucioo. Este articulo debimos citarlo al fin^l de la 
nota l.'^ de la página 174 y en la página 187 al hablar de las leyes de 
1888. 

1889. — [Página 187]. De las resoluciones sobre minas, olvidamos ci- 
tar dos del Sr. Gobernador de Antioquia, aprobadas por el Sr. Ministro 
de Fomento, en que se determinan los derechos que se deben á los em- 

'pleados que intervienen en la posesión de un^ mina, resoluciones publi- 
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cadas en el número 272-273 riel Repertorio Oficial de Antioquía, corres- 
pondiente al 22 de Febrero do 1889. Parece que dichas resoluciones no 
se insertaron en el Diario Oficial, 

Diremos de paso que la resolución número XVIl [página 189] se 
publicó también en el número 8,173-8,174 del #id5riV) Oft&ial de 7 de Sep- 
tiembre de 1890. 



CAPITULO XYH 

LEYES PENALES 

1886. — En lit nota primeria de la página 206 dijimos que el Gobier- 
no hizo uso de la facultad que le confiere el artículo K de la Constitu- 
ción en el Decreto 151 de 17 de Febrero de 18SS. Hemos debido agregar 
que antes de esté año-el 5 de Noviembre de 1886-liabía expedido el Go- 
bierno un Decreto "sobre libertad de Imprenta y juicios que so siguen 
por abusos de la misma", Decreto que so derogó en el 151 citado. 

1888. — [Página 208] A lo menos como nofa debimos citar después 
de la ley 7* de 1888, la ley 61 de 25 de Mayo de. ese afio^ **por la cual se 
conceden a1 Presidente de la República, algunas facultades extraordina- 
rias" cómo para prevenir y reprimir administrativamente los delitos y 
culpas cotítra el Estado que afecten él orden público. Esta ley que per- 
mite al Pr^idente imponer penf»s de con"fiTmmiento, expulsión del terri- 
torio, prisión 6 pérdida de derechos políticos en los casos de que tra- 
ta, consta de 5 artículos. Debe tenerse presente que las providencias que 
tomé aquél -alto empleado en el particular, nó pueden llevarse á efecto 
sin ser definitivamente acordadas en Consejo de Ministros. 



En la 'Parte segunda notamos, después de escrito lo precedente, que 
en el capíttíth'prelwiinar, en la nota 3.* de la página 243, olvidamos de- 
cir que en cuanto á promulgación de leyes la ley de 212 de Agosto dí^ 
1863 [Oaceta Oficial número 26] había dispuesto lo mismo que saneiouo 
el Código 27 Político y Municipal de 3 de Octubre de 1864, 
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lo 44 Exclusiva dtlffí^ G^óbierao Exclusiva del Go- 
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Como bien si compreude 
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y deQne la acdón de algunas 
palabras legales, 
efecto do las obligaciones; 
modos de extinguirse: 
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de la especie humana cuales- 
quiera que sea su sexo^ 
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e lps..que. carecen último y 
la obligación 

Ó en suprimir ^ agregar al- 
gunos artículos 

1151, 1182, 1197, 

y se indemniza el valor 

173 38 se llamaba de^*echos de quilo» 
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4'35 de4887, , 
lá dci xnismo áúo. 

JS'o nos detendremos á ha- 
cer un examen detenido de 
ellas. 

PRIVILEQlbá. 

1857, 1859 y 1871 



Lélse: 

Como bien se 
.comprendo 
y defino alguui^ 
palabras légale^ 
efecto de las obli- 
gaciones ; inter- 
pretación de \oÁ 
•contratos; modos 
(ie extinguirse 
las obligaciones: 
de la especie hu- 
pana cualquiera 
que sea su sexo, 
de los que caro;^ 
cen de ellos y lá 
/obligación 
.0 á suprimir ó 
agregar* algunos 
^^rtículos 
1051,1182,1197, 
y se indemnizará 
; el valor 
^e llamaba dere- 
chos de quinto. 
153 de 1887„ 
51 del lUiisino 
año, 

No nos detendre- 
mos á hacer un 
examen minucio- 
so de ellas. . 

LET^S DE JMSkA 

1857,1859 y 186Í. 



ABREVIATURAS 



E. G. -.^^- Kectopilacióu Granadina. 

Ap. á la fi. G. . • • é Apéndice á la Becopilación Granadina. 

L. P. T Ley, Parte, Tratado. 

L.. — ••. .-. Ley. 

D.. — .. — .•.. . Decreto. 

til En unos pocos ejemplares. ' .. ' -^ : 

r2j £n la ley se cita el articulo 1|151; pero esto es un yerro» porque el articulo de< 
regado es el 1,051. 



ABREVIATURAS 



XXI 



^^~/-i^N< 



lib-. ^-. 



Nov. Eec 

.^J • V/ •Íb^m* • • • • 



libro. 



> ■ 1. 



. . título. 

. . Eecopilación. 

. . Novísima Eecopilacióri. 

-- Diario Oficial. 

. . Eepertorib Oficial de Ant¡b.ciuia. 

^, ^ Boletín Oficial de Antioquiá. ^ 

Aquí es oportuno advertir que sólo indicamos el nVimero y fecha 
dol periódico oficial ^n que se 1)4 pubÜJcado una ley, jcúando esta no se 
encnentto en las colecciones da-layes publicadas en folleto por el Gobier- 
no, ó no *forma parte d'e la Eecopilación Granadina ó del Apéndice 4 
esca. \" . • • T •■ 

También advert¡romo$) yá que lo olvidamos en las Adyebtekoias, 
'que en cuanto á las leyes e?;pedida8 de 1831 á 1844, infelusive, sólo hemos 
extractado las que se encu.6jatran en la Eecopílaciónifíranadina, Asi es 
que hemos prescindido de las que no forman parto ^^ ésta por no alar- 
¿gardeni^^i^do el libro.. Ap^ena? m\a.,que otra vez.^,ppr motivos especia- 
les« júos referimos á leyes ^ue no comprende la Eeeopilación. 
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INTEOEDENTES (*) 

Tratándose de una colonia y de una colonia dependiente de una Mo- 
narquía absoluta, nos limitaremos á indicar la manera cómo se fundó 
nuestra nacionalidad. 

Alonso de Ojeda, primer europeo que descubrió tierra colombiana 
[1499], informó al Rey que cerca del puerto de Coquivacoa, en el golfo 
^e Maraeaibo, había halludo unos viajeros ingleses que debían de ocu- 
parse en exploraciones por cuenta de su Gobierno. Alarmado el Rey con 
esta noticia, resolvió establecer en aquel punto un Comandante intrépido 
y valeroso, como Ojeda, que le defendiese el territorio, que ya tenía como 
parte de sus dominios, contra las usurpaciones que en. él podían hacerse, 
rara lograr su objeto creó la Provincia do Coquivacoa en la Goajira y 
nombró Gobernador de ella al mismo Ojeda. Fué, pues, ésta la primera 
■ Gobernación, aunque nominal, que hubo en nuestra país. Ojeda volvió 
en 1502 á desempeñar su encargo eu Coquivacoa; pero por ser este punto 
muy estéril, pasó á una bahía, que se cree fué la denominada Bahía 
Honda, y resolvió establecerse allí, para lo cual comenzó la construcción 
<le una fortaleza. Las hostilidades de los naturales, la escasez de provi- 
siones y las disputas sobre el contenido de una caja en que so depositaba 
el oro recogido, fueron causa de que dos compañeros de Ojeda — Oeampo 
y Vergara — lo pusiesen preso y con 61, cargado de cadenas, regresasen á 
Santodomingo. La bahía fué completamente abandonada y con eUa, el 
primer Gobierno que se intentó establecer en lo que hoy se conoce con el 
nombre de República de Colombia. 

Hasta 1508 no se pensó en fundar ninguno otro, y los aventureros se 
limitaron á recorrer las costas del Atlántico, descubiertas ya por Colón y 
Rodrigo de Bastida, con el fin de robar en ellas ó de negociar con los na- 
turales. En aquel año Ojeda y Diego de Nicuesa solicitaron de la Corto 
■española el Gobierno de dichas costas para establecer en ellas una colonia. 
Como ambos pretendientes eran de mérito, la Corte resolvió crear dos 
Gobernaciones; la una denominada Xueva Andalucía, comprendida des- 
de el cabo de la Vela hasta el golfo de Urabá; la otra, que se llamó Cas- 
tilla de Oro, desde aquel golfo hasta el cabo de Gracias á Dios. La pri- 
mera se concedió á Ojeda y la segunda á INUcuesa quienes en 1510 se vi- 
nieron á tomar posesión de sus Gobiernos que tampoco joasaron de ser 



(*) Ehíos Antecedentes se han tomado de la Biografía de D. Andrés Díaa Venero dó 
Leiva por Fernando Yélez publicada en La Miscelánea de Medellín en 1887» 
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nominales. Ojeda, después de mil penalidades, se vio obligado á regre* 
sar á Síintodomingo donde murió en la mayor miseria; y Xiciiesa, des- 
echado por sus compafleros en la Antigua, tuvo que continuar su viaje 
para aquella isla en embarcaciones podridas,. y nada volvió á saberse de- 
él. Sin embargo,. esos dos hombres estuvieron á. punto de ocurrir á un* 
duelo para decidir, con la espada, graves diferencias que tenían respecto 
de los límites que separaban sus imaginarias Gobernaciones. 

Cuando OJeda estuvo en Santodomingo arreglando su última ex- 
pedición, comprometió á un bachiller de nombre Martín Fernández de 
Enciso, (i que tomase parte en ella. Algún tiempo después déla partida 
de Ojeíbi, vsalió el bachiller de Santodomingo, en su auxilio,, con gente,, 
armas y provisiones. Cerca fiel puerto de Cartagena encontró un mal 
bergantín en que iban, al mando de Francisco Pizarro,los pocos hombres^ 
que habían quedado de los compañeros de Ojcda. Enciso los obligó á 
regresar á San Sebastián,., población que había fundado Ojeda en la 
banda, oriental del golfo de Uiabá. Una vez allí, fueron tantas las cala- 
midades de que se vieron rodeados, que ni Enciso ni Pizarro, que tanto- 
se disliriguieron por su atrevimiento, sabían qu6 camino tomar cuando 
un tal Vasco Kúriez de Balboa, que oculto se había venido en el buque 
de Eiiciso huyendo de sus acreedores, les propuso que se pasasen á un 
pueblo donde él había estado con Bastida, situado en la margen occiden- 
tal del golfo, á orillas de un río llamado Darien. Aceptada la propuesta,, 
atríivesarnii el golfo, desembaroaron cerca del río y se dirigieron sobre el 
)ueblo, l)esi>u6s de vencer á un cacique, se apoderaron del lugar,. donde 
ijueiso resolvió establecer la cai)ital del Gobierno que se atribuía, á la 
cual denominó Santa María de la Antigua en cumplimiento de un voto 
que había hecho. 

A pocos días de instalado el Gobierno, comenzaron las discordias en- 
tre los pocos expedicionarios, originadas del nombramiento de Goberna- 
dor. Eneiso sostenía que él lo era de derecho; pero Balboa,. que aspiraba 
al empico, en su carácter de Alcalde,. lo enjuició legalmente por ejercer 
el destino de Alcalde mayor en ajena jurisdicción,. pues el. Gobierno, en 
el cual se le había concedido, no empezaba sino en la margen oriental del 
golfo. Kealmento estaban en la Gobernación de Castilla de Oro que co- 
rrespondía á Xicuesa á quien tampoco quisieron admitir como Jefe los 
vecinos de la Antigua. El rebultado de la acusa( ion contra tínciso, fué 
condenarlo á prisión y conñscarle sus bienes. Balboa,, una vez encargado 
del Gol)ierno de la Colonia por elección de sus compaOeroSj permitió ásu 
ooni])elidor que partiese para España, y deseando validar su empleo, es- 
cribió á Miguel de Pasamonte, Tesorero en Santodomingo, pidiéndole 
un nombramiento en debida forma. El mismo Pasamonte se creyó auto- 
rizado [>ara nombrarlo [I5l2] Capitán general délo que descubriese. Bal- 
boa, que >e sentía con fuerzas suticientes para acometer grandes empre- 
sas, n«> quería coiüinuar por la senda de las arbitrariedades que la necesi- 
dad lo híílua obli<íado á tomar. 

Balboa so levantó sobre las ruinas de Ojeda, de Xicuesa y de Enci- 
so. Aunque do hecho, su Gobierno fue el primero que realmente hubo en 
nuestro territorio. Las tentativas que hasta entonces se habían hecho 
para establecer alguno, como las de Ojeda en la Groajira y las de Colón 
en el Istmo, no habían proviucido ningún resultado, ni siquiera el de te- 
ner una i)oblación que sirviese de punto de partida para los descubri- 
211 ieutos posteriores, pues la que intentó fuudav Cpióu eu Veraguan, UQ • 
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se realizó, y la de San Sebastián fué abandonada. Hemos pasado-, pues, 
de los Gobiernos nominales á los efectivos, aunque tengamíos com!0 pri- 
mero uno que ptiede calificarse de intruso. 

Error de^ Balboa fué haber dejado ir para Espafía & Enciso. Este* 
bombre pintó allá con tan negros colores la conducta de Balboa que á pe- 
sar de la defensa que de este hizo su comisionado Zamudio, el Rey resol- 
vió nombrar de Gobernador de Castilla de Oro al Coronel Pedro Arias 
Dávila. Es necesario que conste^ para que sea menos grave la injusticia 
cometida con Balboa, que cuando se hizo aquel nonibraniionto, no se sa- 
bía en Espafl a quién fuese el descubridor del mar Pacífico^ ni siquiera 
que se hubiese descubierto e»te grande Océano. Pedrarias, al frente déla 
más brillante' y lujosa expedición que hasta entonces hubiese salido de 
la Península, se dirigió á la Antigua, nombrada ciudad metropolitana de 
la Castilla de Oro^ donde Balboa, que hubiera podido fácilmente impe- 
dirle el desembarque, lo recibió con las mayores atenciones reconociéndo- 
lo como legítimo Gobernador del país. Esto ocurrió en I5l4. Tres años 
después la mayor parte de los soldados de Pedrarias había muerto; la Co- 
lonia en vez de adelantar se hallaba en el estado más lamentable á causa 
de la conducta pérfida y cruel de aquel hombre con los indígenas, y Nú- 
Tiez de Balboa era asesinado judicialmente de orden del mismo Pedrarias. 
Mal comienza la era de los Gobiernos legales. En 1518 fundó Pedrarias 
la ciudad de Panamá, que debía ser la capital de su Gobernación, y al año- 
siguiente trasladó ésta á la costa del Pacífico. Poco después la Antigua 
fué abandonada, de tal manera que hoy apenas se con-serva su nombre. 
Cúpole la honra al autor '*del primer asesinato jurídico perpetrado en el 
Nuevo Continente", de fundar la ciudad más antigua de las que existen 
en nuestro país, y de fijar la residencia del primer Gobierno real que hu- 
bo en éste. 

Como se ve, en cerca de veinte años en el territorio colombiano, fue- 
ra de las exploraciones de Balboa en el Istmo,.que dieron como resultado 
el descubrimiento del mar Pacífieoj todo se había reducido á recorrerlas 
costa» del Atlántico y á fundar tres poblaciones de las cuales ninguuív 
subsiste debido seguramente á lo malo de los puntos elegidos para esta- 
blecerlas. Otros veinte años debían transcurrir todavía antes de que pu- 
diera considerarse descubierto el país y dominado en su mayor parte por 
los conquistadoreSi No sucedió lo mismo en otras naciones de América: 
en poco tiempo conquistó Hernán Cortés el imperio de México y Francis- 
co Pizarro el del Perú. 

Establecidos los españoles en el Istmo, que fué lo primero que ocu- 
paron de nuestro territorio, hasta 1521 no se trató de continuar coloni- 
zando la costa del' Atlántico. En ese año obtuvo Bastida áe la Cort-e quo 
le permitiese fundar una ciudad y una fortaleza en el punto que eligiera 
en la extensión comprendida desde el cabo de la Vela hasta la desembo- 
cadura del río- Mag:3 aleña,, extensión que hacía parte del Gobierno que se 
había denominadlo Nueva Andalucía. Este proyecto no pudo llevarse al 
calii;) sino cuatro años después. El 29 de Julio de 1525 arribó Bastida á 
una ensenada inmediata á Gaira, por lo cual se denominó la bahía Santa- 
Marta, nombre que se dio igualmente á la ciudad que fundó Bastida y 
al Gobierno de que ésta fué capítah Santa Marta fué el punto de partida 
d«^las primeras exploraciones al interior del país. 

En 1532^ se concedió á Pedro de Heredia el territorio comprendido 
«fttí© la desembocadura del Magdalena y el golfo de tiraba, resto de la^ 
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en Quito, según se dice, de un país llamado Cundinamarca df)nde líabía 
grandes riquezas; Semejante hakgüeña noticia lo decidía á descubrir y 
conquistar el nuevo Perú para crearse un Gobierno independientey pues 
no quería estar subordinado ni al mismo famoso conquistador del impe- 
rio de los Incas. En el mismo año [1536} en que Gonzalo Jiménez de 
Quesada y Nicolás de Federínán, teniente de Jor^é Espira,- Gobernador 
de Venezuela, se dirigían al país, de los Chibchas, el primero de Santa 
Marta 5^ el segundo de Venezuela, salió Belalcázar de Quito en busca del 
mismo país. La expedición de este notable conquistador dio como resul- 
tado el descubrimiento del actual Departamento del Caucay de la parte Sur 
del Tolima. En 1540 se creó la Gobernación de Popayán, que compren- 
día desde Pasto hasta las sierras de Abibe, y se concedió á Belalcázar. 
En 1538 había obtenido el licenciado Pascual de Andagoya Li Goberna- 
ción denominada S.ín Juan que' comprendía la costa del Pacífico que so 
extiende desde el golfo de San Miguel hasta elDagua. Andagoya llegó á 
pretender que las ciudades de Popayán, Cali y Anserma pertenecían á 
su territorio. La Gobernación de San Juan quedó incluida después en la 
de Popayán. 

En 154:0 el Mariscal Jorge Kobledo, teniente de Belalcázar, obtuvo 
del Visitador Miguel Diez de Armendáriz que lo nombrase su represen- 
tante en la Gobernación de Antioquia, establecida por Armendáriz, y de 
la cual éste se declaró Gobernador, cosa que improbó más tarde el Supre- '• 
mo Consejo de Indias á causa de que Antioquia pertenecía á la Goberna- 
ción de Popayán. Diremos de paso', para dai; mejor idea del número de 
Gobiernos que hubo en el país, que en 1570 se creó una nueva Goberna- 
ción del territorio que está entre el Caüea y el Magdalena inmediato á 
la unión de estos dos ríos, ó sea de la península interior formada por la 
conñueneia de ellos, Gobernación que se concedió á Andrés de Valdivia, 
j que en 1576 s6 restableció la Gobernación de Antioquia, á la cual se 
incorporó la de Valdivia, separando su territorio de la de Popayán. 

Planta 1539 los Gobiernos que existían de los mencionados, depen- 
dían de la Audiencia de Santodomingo. En ese afio se fundó la Real 
Audiencia de Panamá á la cual quedaron sometidas las Provincia»^ 
de Cartagena y Popa van y todo el Peni; Santa-Marta y Venezuela si- 
guieron dependiendo de la Audiencia de Santodomingo. Como esto 
presentaba giaves dificultades, en 1549, se creó la Real Audiencia de 
Santafó, que se estableció con gran suntuosidad en Abril del año siguien- 
te. Vino á ser ella el centro, en varios asuntos, de los Gobiernos de Santa 
Marta y Popayán y posteriormente de Cartagena y Ríohacha. A pesar 
de esto, hasta 1563 que se creó la Presidencia del Nuevo Remo de Gra- 
nada, (1) la primera establecida por la Corte española en América, no se 
fundó realmente nuestra nacionalidad, pues hasta ese año el país había 
hecho parte del Perú en lo esencial. A la Presidencia del Nuevo Reina 
pertenecieron i)arte de Centro-América y las Provincias de la Guayana, 
de Cumaná y de Maracaibo, j las islas de Trinidad y de Margarita. Agre- 
garemos que hasta que se estableció definitivamente el Virreiíuxto do 
Nueva Granada ó Santafé (1740) no cesó del todo la dependencia de la 
Nación respecto del Perú en algunos asuntos civiles y militares. Creado 



(1) El territorio que (lió el nombre de Nuevo Reino á la Nación, en sentido rigUí- 
joso, no había comprendido sino el del Zipa de Bogotá. 
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Constitución en el sentido de permitir que Ciindinamarca entrase en la 
Confederación. 

El 4 de Octubre de 1812 se reunió en la Villa de Leiva el Congreso 
federal, que puede considerarse como el primero de la Nación. Concu- 
rrieron á él Diputados de las Provincias de Antioquia, Cartagena, Casa- 
nare, Cundinamarca, Pamplona, Popayán y Tunja. Aunque el Congre- 
so no expidié inmediatamente ningiín acto legislativo que pudiera con- 
siderarse como Constitución, la Confederación de las Provincias Unidas 
debe tenerse como establecida desde aquella fecha. 

No corresjpondi endones referir acontecimientos políticos, prescindi- 
mos con gusto de decir cosa ninguna acerca de las luchas fratricidas en- 
tre federalistas y centralistas, que se verificaron durante el ano de 1813, 
las cuales tuvieron á su cabeza hombres tan ilustres como Torres y Na- 
riño. El resultado de esas luchas fué el triunfo de la federación y el so- 
metimiento de Cundinamarca, que era el fuerte del centralismo, al Con- 
greso federal que se había trasladado á Tunja y allí funcionaba. 

Reglamento de 18l4 constitutivo de la Unión. — Hasta Octu- 
bre de 1814 no expidió el Congreso un acto legislativo que denominé 
^'Reglamento legislativo délas Provincias Unidas de la Nueva Grana- 
da", el cual tuvo por objetóla organización del Croblerno General; pero 
de tal manera qno la federación se estableció dejando intacta la sobera- 
nía de las Provincias. Tanto se respetó ésta que el Reglamento nada di- 
jo ni de derechos, ni de deberes, ni de garantías de los ciudadanos, ni de 
elecciones, ni de asuntos de la incumbencia de la Confederación, segura- 
mente por temor de menoscabar aquella soberanía. 

Debe tenerse presente que las Juntas de que antes hablamos, si asu- 
mieron el Gobierno, no desconocieron los derechos de Fernando VII á 
gobernar el Nuevo Reino; al contrario, todas declararon que lo recono- 
cían como legítimo soberano. Pero este reconocimiento debía desapare- 
cer luego que las Juntas comprendieron que el grave paso que habían 
dado no podía tener otra consecuencia que la independencia absoluta de 
España y de su Rey. Los miembros del Cabildo de Momf^ós fueron los 
primeros que procíamaron, en reunión solemne de 5 de Agosto de 1810, 
**la independencia absoluta respecto de la España y de cualquiera otra 
nación extranjera". A esta proclamación siguió la de la Junta de Carta- 
gena (11 de Noviembre de 1811); y después de ésta, las demás Provincias 
fueron declarando sucesivamente el desconocimiento de los derechos del 
Monarca español, y proclamando, por consiguiente, la soberanía é inde- 
pendencia de la Potria. 

CoNSTiTUCioiTES DE LAS PROVINCIAS. — Casi todas las Provincias se 
dieron Constituciones; pero mucbas de éstas, así como de las actas de las 
Juntas, no se conocen porque desaparecieron en 1816 á causa del temor 
que infundieron las crueldades de Morillo y sus tenientes. Mencionare- 
mos algunas Constituciones de que se tiene noticia. La de Candinamar- 
<ía, promulgada el 4 de Abril de 1811, fnó reformada el afío siguiente. 
En la reforma se dio á esta Provincia el nombre de República do Cun- 
dinamarca. La de Tunja, que se denominó ^'Constitución de la Repú- 
blica de Tunja% fué expedida el '9 de Diciembre de 1811. El 14 de Junio 
del año siguiente se expidió la del Estado de Cartagena; y el 21 de Marzo 
de este mismo año, en Rionegro, la de la Provincia de Antioquia, la cual 
reformó el 6 de Julio de 1815, la Asamblea reunida en la ciudad de Me- 
4ellín. Mariquita, que tambiéa se denominó República, tuvo Constitu- 
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nominales. Ojeda, después de mil penalidades, se vio obligado á regre* 
sar á Santodomingo donde murió en la mayor miseria; y Nicnesa, des- 
echado por sns com pañeros en la Antigua, tuvo que continuar su viaje 
para aquella isla en embarcaciones podridas,. y nada volvió á saberse de 
él. Sin embargo,, esos dos hombres estuvieron á. punto de ocurrir á un 
duelo para decidir, con la espada, graves diferencias que tenían respecto 
de los límites que separaban sus imaginarias Gobernaciones. 

Cuando Gjeda estuvo en Santodomingo arreglando su última ex- 
pedición, comprometió á un bachiller de nombre Martín Fernández de 
Enclso, íi que tomase parte eu ella. Algún tiempo después déla partida 
de Ojei^a, salió el bachiller de Santodomingo, en su auxilio,, con gente, 
armas y provisiones. Cerca del puerto de Cartagena encontró un mal 
bergantín eu que iban, al mando de Francisco Pizarro,lo9 pocos hombres 
que habían quedado de los compañeros de Ojeda. Enciso los obligó á 
regresar á San Sebastián, población que había fundado Ojeda en la 
banda oriental del golfo de Urabá. Una vez allí, fueron tantas las cala- 
midades de que se vieron rodeados, que ni Enciso ni Pizanco, que tanto 
se distinguieron por su atrevimiento,. sabían qu6 camino tomar cuando 
un tal Vasco Núüez de Balboa,. que oculto se había venido en el buque 
de Enciso huyendo de sus acreedores, les propuso que se pasasen á un 
pueblo donde él había estado con Bastida, situado en la margen occiden- 
tal del golfo, á orillas de un río llamado Darien. Aceptada la propuesta, 
atravesaron el golfo, desembarcaron cerca del río y se dirigieron sobre el 
pueblo. Después de vencer á un cacique, se apoderaron del lugar, donde 
Enciso resolvió establecer la capital del Gobierno que se atribuía, á la 
cual denominó Santa María de la Antigua en cumplimiento de un voto 
que había hecho. 

A pocos días de instalado el Gobierno,, comenzaron las discordias en- 
tre los pocos expedicionarios, originadas del nombramiento de Goberna- 
dor. Enciso sostenía que él lo era de derecho; pero Balboa,. que aspiraba 
al empleo, en su carácter de Alcalde,.lo enjuició legalmente por ejercer 
el destino de Alcalde mayor en ajena jurisdicción,,. pues eL Gobierno, en 
el cual se lo había concedido, no empezaba sino en la margen oriental del 
golfo. Realmente estaban en la. Gobernación de Giistilla de Oro que co- 
rrespondía á ]^icuesa á quien tampoco quisieron admitir como Jefe los 
vecinos de la Antigua. El resultado de la acusa( ion contra Enciso, fué 
condenarlo á prisión y confiscarle sus bienes. Balboa,, una vez encargado 
del Gobierno de la Colonia por elección de sus compaflerosj permitió ásu 
competidor que partiese para Esj)afia, y deseando validar su empleo, es- 
cribió á Miguel de Pasamonte, Tesorero en Santodomingo, pidiéndole 
un nombramiento en debida forma. El mismo Pasamonte se creyó auto- 
rizado para nombrarlo [1512] Capitán.general délo que descubriese. Bal- 
boa, qutí se sentía con fuerzas suficientes para acometer grandes empre- 
sas, no quería continuar por la senda délas arbitrariedades que la necesi- 
dad le había obligado á tomar. 

Balboa se levantó sobre las ruinas de Ojeda, de ISTicuesa y de Enci- 
so. Aunque de hecho, su Gobierno fué el primero que realmente hubo en 
nuestro territorio. Las tentativas que hasta entonces se habían hecho 
para establecer alguno, como las de Ojeda en la Goajira y las de Colón 
en el Istmo, no habían producido ningún resultado, ni siquiera el de te- 
ner una población que sirviese de punto de partida para los descubri- 
mientos posteriores, pues la que inte^t6 fviuda.i; Colón, eu Veragua, n.Qi 
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se realizó, y la de San Sebastián fü^ abandonada. Hemos pasado-, pttes, 
de los Gobiernos nominales á los efectivos, aunque tengamos comió pri- 
mero uno que ptiede ealifíeurse de intruso. 

Error de Balboa fué haber dejado ir para Espafía á- Enciso. Este' 
íiombre pintó allá con tan negros colares la conducta de Balboa que á pe- 
sar de la defensa que de este hizo su comisionado Zamudio, el Rey resol- 
vió nombrar de Gobernador de Castilla de Oro al Coronel Pedro Arias 
Dávila. Es necesario qne conste^ para que sea menos grave la injusticia 
cometida con Balboa, que cuando se hizo aquel nombramiento, no se sa- 
bia en Espafía quien fuese el descubridor del mar Pacífico,^ ni siquiera 
que se hubiese descubierto e»te grande Océano. Pedrarias, al frente déla 
más brillante* y lujosa expedición que hasta entonces hubiese salido de 
la Península, se dirigió á la Antigua, nombrada ciudad metropolitana de 
la Castilla de Oro^ donde Balboa, que hubiera podido fácilmente impe- 
dirle el desembarque, lo recibió con las mayores atenciones reconociéndo- 
lo como legítimo Gobernador del país. Esto ocurrió en 1514. Tres años 
después la mayor parte de los soldados de Pedrarias había muerto; la Co- 
lonia en vez de adelantar se hallaba on el estado más lamentable á causa 
de la conducta pérfida y cruel de aquel hombre con los indígenas, y Nú- 
fíez de Balboa era asesinado judicialmente de orden del mismo Pedrarias. 
Mal comienza la era de los Gobiernos legales. En 1518 fundó Pedrariixs 
la ciudad de Panamá, que debía serla capiUil de su Gobernación, y al año- 
siguiente trasladó ésta á la costa del Pacífico. Poco después la Antigua 
fué abandonada, de tal manera que hoy a|;>enas se conserva su nombre. 
Cúpole la honra al autor *'del primer asesinato jurídico perpetrado en el 
Nuevo Continente", de fundar la ciudad más antigua de las que existen 
en nuestro país, y de fijar la residencia del primer Gobierno real que hu- 
bo en éste. 

Como se ve, en cerca de veinte años en el territorio colombiano, fue- 
ra de las exploraciones de Balboa en el Istmo,. que dieron como resultado 
el descubrimiento del mar Pacífico, todo se había reducido á recorrerlas 
costas del Atlántico y á fundar tres poblaciones de las cuales ninguniv 
subsiste debido seguramente á lo malo de los puntos elegidos para esta- 
blecerlas. Otros veinte años debían transcurrir todavía antes de que pu- 
diera considerarse descubierto el país y dominado en su mayor parte por 
los conquistadores; No sucedió lo mismo en otras naciones de América: 
en poco tiempo conquistó Hernán Cortés el imperio de México y Francis- 
co Pizarro el del Perú. 

Establecidos los españoles en el Istmo, que fué lo primero que ocu- 
paron de nuestro territorio, hasta 1521 no se trató de continuar coloni- 
zando la costa del Atlántico. En ese año obtuvo Bastida de la Cort-e que 
le permitiese fundar una ciudad y una fortaleza en el punto que eligiera 
en la extensión comprendida desde el cabo de la Vela hasta la desembo- 
cadura del ríoMagrlalena, extensión que hacía parte del Gobierno que se 
había denominado Nueva Andalucía. Este proyecto no pudo llevarse al. 
calií) sino cuatro años después. El 29 de Julio de 1525 arribó Bastida á 
tina ensenada inmediata á Gaira, por lo cual se denominó la bahía Santa 
Marta, nombre que se dio igualmente á la ciudad que fundó Bastida y 
al Gobierno de que ésta fué capitah Santa Marta fué el punto de partida 
d«-las primeras exploraciones al interior del país. 

En 1532^ se concedió á Pedro de Heredia el territorio comprendido 
€fiise la desembocadura del Magdalena y el golfo do Urabá^ resto de la^ 
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Gobernación de Nueva Andalucía que únicam-eüte estaba libre. Quedó 
ésta, pues, dividida en dos: la de Santa Marta y la de Heredia que-se 
llamó de Cartagena á causa del nombre que se dio á la ciudad f undaKla 
por este conquistador el 21 de Enero d<3 1533. Como límite de las dos 
Gobernacion-es se fijó^el río de la Magdalena, pero con la condición de que 
todas las islas de éste perteneciesen á la de Santa Marta. Tenemos hasta 
ahora tres Gobiernos en nuestro país: el de Castilla de Oro, con asiento 
en la costa -del Pacífico, conocido en seguida con el nombre de Panamá, 
que fué el de su capital, y los de Santa Marta y Cartagena en la costa 
Atlántica. 

Tres afios después de fundada la ciudad de Cartagena, Pedro Fer- 
nández Luis de Lugo, GoViernador de Santa Marta ^*por dos vidas", en 
atención á que le era perjudicial dejar ociosos ásus soldados, oído el dic- 
tamen do un Consejo de Capitanes, resolvió ensanchar los límites efecti- 
vos de su Gobierno descubriendo los nacimientos del río grande déla 
]\[agdalena. De Jefe de la expedición que debía realizar esta empresa, 
nombró á su JusHcia mayor el licenciado Gonzalo Jiménez de Quesada. 
Siendo nuestro objeto iinicamente dar una idea de los diferentes Gobier- 
nos que hubo en nuestro país en los primeros días de la conquista, nos 
limitaremos á notar que poco después de que Quesada so separó de Lu- 
go, concibió el proyecto de hacerse independiente de este estableciendo 
un nuevo Gobierno. Para lograr su objeto, de8[)ues de la batalla con los 
naturales de Chipatá (Enero de 1537), renunció ante sus compañeros el 
mando de la expedición, y éstos, comprendiendo lu que deseaba, en vez 
de aceptarle la renuncia, le confirmaron el mando declarándolo libro del 
Gobierno de Santa Marta. Puede decirse que eiitonces so dio el primer 
paso para establecer el Gobierno del Nuevo Reino de Granada que dentro 
de poco tiempo debía ser cabeza de los demás del ])aís. Algunas de las 
disposicií)nes posteriores de Quesada, demuestran que obraba como Jefe 
independiente. Entre ellas citaremos la de haber elegido á su hermano 
Hernán Pérez de Quesada, en 1539, su representante en el Gobierno, antes 
de partir para España en compaQía de Belaházar y Federrnán, y la de 
haber protestado desde Cartagena céntralos pre])arativos que hacía Jeró- 
nimo Lebrón de Quiñones, Gobernador de Santa Marta y sucesor de Lu- 
go, para venir á tomar posesión del Nuevo Eeino como j>erteneciente á 
su Gobernación, (i) Cuando Lebrón llegó á éste, los Cabildos de Santafé 
y^'unja, encargados de decidir á quién corres[>ondÍA el mando del Nue- 
vo Eeino, resolvieron que á Hernán Pérez, resolución que improbó des- 
pués el Oonsejo de Indias, y con la cual se conformó Lebrón no obstante 
que le minoraba sus dominios. £n 1542 al dar la Corte la Gobernación 
de Santa Marta á Alonso Luis de Lugo, declaró que á ésta pertenecía el 
Nuevo Reino, lo que hizo desaparecer el Gobierno de hecho creado por 
Jiménez de Quesada. 

Sebastián de Belalcázar, teniente de Francisco Fizarro, tuvo noticia 



(1) E« justo advertir qqe lodos los cronistas no h;icen a Quesada el cargo de ha- 
berse querido substraer á la obediencia que debía á J^uiro: que Quesada, para el nom- 
bramiento de Hernán Pérez, cousultó, aunque fuese i)or mera fórmula, la opinión de 
pus subalternos; que la protesta contra Lebrón la fundó en que éí>te sólo había sido 
elegido Gobernador de la primitiva jurisdicción de íSanta María; que hizo elecciones 
de empleados en Santafé como Teniente "eneral de Lugo: y que á éste se le adjudicó 
su parte respectiva en los repartimientos ael botín del Isueyo Keino, aunque después 
J.a tomó para sí Quesada, 
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€ü Quito, según se dice, de un país llamado Cundinamarca donde babía 
grandes riquezas; Semejante hakgüeüa noticia lo decidía á descubrir y 
conquistar el nuevo Perú para crearse un Gobierno independientey pues 
no quería estar subordinado ni al mismo famoso conquistador del impe- 
rio de los Incas. En el mismo año [1536J en que Gonzalo Jiménez de 
Quesada y Nicolás de Federhián, teniente de Jorge Espira,- Gobernador 
de A^enezuela, se dirigían al país^ de los Chibchas, el primero de Santa 
Marta 5^ el segundo de Venezuela, salió Belalcázar de Quito en busca del 
íñismo país. La expedición de este notable conquistador dio como resul- 
tado el descubrimiento del actual Departamento del Cauca y de la parte Sur 
del Tolima. En 1540 se creó la Gobernación de Popayán, que compren- 
día- desde Pasto hasta las sierras de Abibe, y se concedió á Belalcázar. 
En 1538 había obtenido el licenciado Pascual de Andagoya la Goberna- 
ción denominada Sarn Juan que' comprendía la costa del JPacífico que so 
extiende desde el golfo de San Miguel hasta el Dagua. Andagoya llegó á 
pretender que las ciudades de Popayán, Cali y Anserma pertenecían á 
su territorio. La Gobernación de San Juan quedó incluida después en la 
de Popayán-. 

En 154:0 el Mariscal Jorge Eobledo, teniente de Belalcázar, obtuvo 
delYisitatlor Miguel Diez de Armendáriz que lo nombrase su represen- 
tante en la Gobernación de Antioquia, establecida por Armendáriz, y de 
la cual éste se declaró Gobernador, cosa que improbó más tarde el Supre- • 
mo Consejo de Indias á causa de que Antioquia pertenecía á la Goberna- 
ción de Popayán. Diremos de paso', para dai; mejor idea del número de 
Gobiernos que hubo en el país, que en 1570 se creó una nueva Goberna- 
ción del territorio que está entre el Canea y el Magdalena inmediato á 
la unión de estos dos ríos, ó sea de la península interior formada por la 
confluencia de ellos, Gobernación que se concedió á Andrés de Valdivia, 
y que en 1576 S6 restableció la Gobernación de Antioquia, á la cual se 
incorporó la de Valdivia, separando su territorio de la de Popayán. 

Hasta 1539 los Gobiernos que existían de los mencionados, depen- 
dían de la Audiencia de Santodomingo. En ese año se fundó la Real 
Audiencia de Panamá á la cual quedaron sometidas Ljs Proviuciaj^ 
de Cartagena y Popayán y todo el Perú; Santa-Marta y Venezuela si- 
guieron dependiendo de la Audiencia de Santodomingo. Como esto 
pi'esentabagi a ves dificultades, en 1549, se creó la Real Audiencia de 
Santafé, que se estableció con gran suntuosidad en Abril del año siguien- 
te.- Vino á ser ella el centro, en varios asuntos, de los Gobiernos de Santa 
Marta y Popayán y posteriormente de Cartagena y Ríohacha. A pesar 
de esto, hasta 1563 que se creó la Presidencia del Nuevo Remo do Gra- 
nada, (1) la primera e3tablecida por la Corte española en América, no se 
fundó realmente nuestra nacionalilad, pues hasta ese año el país había 
hecho parte del Perú en lo esencial. A la Presidencia del Nuevo Reino 
pertenecieron parte de Centro-América y las Provincias de la Guuyana, 
de Cumaná y de Maracaibo, y las islas de Trinidad y de Margarita. Agre- 
garemos que hasta que se estableció definitivamente el Virreinato do 
Nueva Granada ó Santafó (1740) no cesó del todo la dependencia de la 
Nación respecto del Perú en algunos asuntos civiles y militares. Creado 



(1) El territorio que dio el nombre de Nuevo Reino á la Nación, en sentido rigiL' 
joso, no había comprendido sino el del Zipa de Bogotá. 
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el Virreinato, que comprendía también la Presidencia de Quito, el Vi- 
rrey de Santafé, fué independiente de todos los demás Gobiernos de 
América, y se entendía de una manera directa con la Corte de Espaüa. 



PEOVINOIAS UNIDAS Dü LA NUEVA GEANADA 

(l^lOfeil^lO) 

Durante el año de 1810, debido á cansas que no es del caso exami- 
nar aquí, se organizaron en las poblaciones notables del Xuevo Reino 
de Granada, y aun en lugares insignificantes, Juntas políticas que asu- 
mieron la dirección del Gobierno. Fué la primera la de Cartagena (22 de 
Mayo). A ésta siguieron las de Pamplona (4 de Julio), el Socorro (11 ce 
Julio), Santafé [20 de Julio], Santa-Marta, Antioquia, Medellín, Popa- 
yán, Tunja, Monijiós &* Se ha considerado á la Jur.ta de Santate, que 
se denominó Suprema de Gobierno, como la mas importante con motivo 
de que esa ciudad era la capital del Virreinato y centro, por lo mismo, 
del Gobierno f^spafiol. 

Todas las Juntas se establecieron de una manera independiente, lo 
que sin duda i)resentaría gravísimos obstáculos para la defensa de la 
causa que debía serles y bs fué común. La Junta Suprema de Santafé, 
una vez constituida, invito á las demás á que eligiesen Di])utados para 
formar un Cuerpo constituyente que organizase un Gobierno central que 
^"sirviera de lazo de unión á todas las Provincias". A su invitacióu sólo 
correspondieron unas pocas poblaciones, porque la tendencia de la ma- 
yor parte era completamente federalista. Sin embargo, después de algu- 
nas negociaciones entre las Provincias con el objeto de acordar un pacto 
de Confederación, yá que no se aceptaba el Gobierno central, se reunió 
en Santafé un Congreso de Comisionados de las de Antioquia, Cartage- 
na, Neiva, Pamplona y Tunja, los cuales firmaron el 27 de Koviembro 
de 1811, una **Acta de la Confederación de las Provincias Unidas de la 
ISTueva Granada^', en la cual se estableció que el nombre de la Confedera- 
ción sería el de Pkovijstctas Unidas de la Nleva Granadaj que és- 
tas conservarían su soberanía, y que, por lo tanto^ á ellas corresj)ondía 
determinar lo que estimasen conveniente respecto de los derechos, debe- 
3*es y garantías de los ciudadanos, organización de los Altos Poderes, del 
régimen municipal &" En el artículo 51 del Acta ó Pacto de Unión, se dis- 
puso que tan pronto como fuese posible se reuniría nn Congreso nacional 
para establecer el Gobierno de la Unión, y en los artículos siguientes 
hasta el 68, se dieron las reglas relativas á la manera de elegir los Repre- 
sentantes que debian componerlo, y á los procedimientos que observaría 
el Congreso en sus deliberaciones. 

En la Provincia do Cundinamarca, que yá estaba organizada cons- 
titucionalmente, no privaban líis ideas federalistas, motivo por el 
cual su Gobierno no había enviado Comisionado al Congreso que expidió 
ol Pacto de Unión, ni aceptado éste. No obstante, temiendo ella quedar- 
se aislada en medio de las demás, lo que la expondría á graves peligros, 
fíO resolvió á nombrar Representante al Congreso nacional, resolución 
que le exigió convocar un nuevo Cuerpo Constituyente que reformase su 
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Constitución en el sentido de permitir que Ciindinamarca entrase en la 
Confederación. 

El 4 de Octubre de 1812 se reunió en la Villa de Leiva el Congreso 
federal, que puede considerarse como el primero de la Nación. Concu- 
Trieron á él Diputados de las Provincias de Antioquia, Cartagena, Casa- 
nare, Cundinamarca, Pamplona, Popayán y Tunja^ Aunque el Congre- 
so no expidió inmediatamente ningiin acto legislativo que pudiera con- 
siderarse como Constitución, la Confederación de las Provincias Unidas 
debe tenerse como establecida desde aquella fecha. 

No correspondí endones referir acontecimientos políticos, prescindi- 
mos con gusto do decir cosa ninguna acerca de las luchas fratricidas en- 
tre federalistas y centralistas, que se verificaron durante el aflo de 1813, 
las cuales tuvieron á su cabeza hombres tan ilustres como Torres y Na- 
riíio. El resultado de esas luchas fué el triunfo de la federación y el so- 
metimiento de Cundinamarca, que era el fuerte del centralismo, al Con- 
greso federal que se había trasladado á Tunja y allí funcionaba. 

Reglamento de 18l4 constitutivo de la Unión. — Hasta Octu- 
bre de 1814 no expidió el Congreso un acto legislativo que denominé 
^'Reglamento legislativo délas Provincias Unidas de la Nueva Grana- 
da", el cual tuvo por objetóla organización del Oobierno General; pero 
de tal manera qao la federación se estableció dejando intacta la sobera- 
nía de las Provincias. Tanto se respetó ésta que el Reglamento nada di- 
jo ni de derechos, ni de deberes, ni de garantías de los ciudadanos, ni de 
elecciones, ni de asuntos de la incumbencia de la Confederación, segura- 
mente por temor de menoscabar aquella soberanía. 

Debe tenerse presente que la-s Juntas de que antes hablamos, si asu- 
mieron el Gobierno, no desconocieron los derechos de Fernando VII á 
gobernar el Nuevo Reino; al contrario, todas declararon que lo recono- 
cían como legítimo soberano. Pero este reconocimiento debía desapare- 
cer luego que las Juntas comprendieron que el grave paso que habían 
dado no podía tener otra consecuencia que la independencia absoluta de 
España y de su Rey. Los miembros del Cabildo de Monifíós fueron los 
primeros que procífimaron, en reunión solemne de 5 de Agosto de 1810, 
**la independencia absoluta respecto de la España y de cualquiera otra 
nación extranjera". A esta proclamación siguió la de la Junta de Carta- 
gena (11 de Noviembre de 1811); y después de ésta, las demás Provincias 
fueron declarando sucesivamente el desconocimiento de los derechos del 
Monarca espaQol, y proclamando, por consiguiente, la soberanía é inde- 
pendencia de la Potria. 

Constituciones de las Provincias. — Casi todas la^ Provincias se 
dieron Constituciones; pero mucbas de éstas, así como de las actas de las 
Juntas, no se conocen porque desaparecieron en 1816 á causa del temor 
que infundieron las crueldades de Morillo y sus tenientes. Mencionare- 
mos algunas Constituciones de que se tiene noticia. La de Cundinamar- 
<5a, promulgada el 4 de Abril de 1811, fué reformada el aílo siguiente. 
En la reforma se dio á esta Provincia el nombre de República do Cun- 
-dinamarca. La de Tunja, que se denominó ^'Constitución de la Repú- 
blica de Tunja% fué expedida el '9 de Diciembre de 1811. El 14 de Junio 
del año siguiente se expidió la del Estado de Cartagena; y el 21 de Marzo 
de este mismo año, en Rionegro, la de la Provincia de Antioquia, la cual 
reformó el 6 de Julio de 1815, la Asamblea reunida en la ciudad de Me- 
-dellín. Mariquita, que tambiéa se denominó República, tuvo Constitu- 
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ción el 4 de Agosto de 1815^ y el 31 de. erte mismo mesy expidió la snya 
la Provincia de Neiva. Sólo las Provincias Unidas do la Nueva Granada 
no tuvieron Constitución, á. menos. que se acepte como tal el Reglamen- 
to legislativo citado antes. , 

Demasiado lai'gas y aun^^ambrolladas son dichas Constituciones. Pa- 
ra comprobar esto nos basta observar qne generalmente constaban de 
más de 250 artículos (la del Estado de Oartugcna tenía 394»), y que en 
ninguna de ellas se prescindió de establecer los "derechos del hombre en 
sociedad y los debieres del ciudadano", conjunto en su mayor parte de 
preceptos morales, qne aunque verdaderos, son imprapios- de leyes 
positivas, ni se deslindaron claramente las atribuciones de cada uno 
de los tres Poderes: Legislativo, Ejecutivo y Judicial que todas recono- 
cen. Se ve en esas Constituciones, que proclaman la Religión Católica, 
Apostó! ica. y Romana como la única verdadera,, "fuera de la cual no hay 
esperanz¿i de salud eterna", la buena intención de sus autores unida á 
natural inexperiencia para la organización .del» Gobierno. Demuestran, 
ellas la honradez de nuestros primeros Legisladores, al mismo tiempo 
que su faltf^ de tino político, cosa., nada extraña si se tiene en cuenta que 
ensayaban una forma de Gobierno que les era completamente descono- 
cida. 

El 2t) de Mayo de 1816 entró el Pacificador D. Pablo Morillo á San- 
tafé, después de haberse apoderado do Cartagena el 5 de Diciembre del . 
año anterior, y quedó restablecido el Nuevo Reino; pero de una manera 
bien diferente á la época anterior á 1810. La quietud coloniíil fué reem- 
plazada con el terror que se originó de los inicuos procedimientos del 
sanguinario General español. Si desaparecieron las Provincias Unidas, y 
con ellas sus Constituciones y trabajos legislativos, fué para renacer des- 
])ués en forma más propia para conservarla independencia, y soberanía 
del País, pues era imposible que aquellos crueles procedimientos que hi- 
cieron verter la preciosa sangre de tantos pi'óceres, no diesen al "fin la 
descada libertad. 

El 7 de Agosto de 1819 triunfó Bolívar en Boyacá del Ejército rea- 
lista, que comandaba el Coronel Barreiro. Ese día memorable dejó dfi 
existir para siem])re el Gobierno español en el Nuevo Reino, y éste debita, 
formar parte en seguida do la Griin República de Colombia. 
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El Congreso de Angostura, al cual concurrieron Diputados de Nue- 
va Granada, expidió el 17 de Diciembre de 1819 una *^Ley fundamental 
de la República de Colombia", en la cual dispuso, entre otras cosas, que- 
las Repúblicas de Venezuela y la Nueva Granada quedaban desde ese día 
reunidas en una sola bajo el título glorioso de República de Colombia:; 
que ésta se dividiría en tres grandes Departamentos: Venezuela, ^Quito y 
Cundinamarca, que comprendía las Provincias de la Nueva Granada^, 
nombre que quedaba suprimido; que las capitales de los Departamentos 
serian respectivamente las ciudades de Caracas, Quito y Bogotá, quitadla. 
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la adición de Santafé fl]; que esta úttima ciudad sería también capital 
de la República- mieríí^^ras se fundaba otra denominada Ciudad-Bolívar; ; 
que el Congreso general de Colombia, que debía constituir la República, 
se reuniría el ITáe Ehcro de 1821 en la Villa del Rosario de Cúcuta, y 
que el Poder Ejecutivo de la República sería ejercido por' un Presidente 
y en su defecto por un Vicepresidente, nombrados arabos interinamente • 
por el. mismo Congreso de -Angostura. Este eligió para Presidente -al Li- « 
bertadory para Vicepresidente á D. Francisco A. Zea. 

Constitución DE 1821.— Reunido el Congreso de Cú'Cuta en 1821/ 
con asistencia de Representantes de los tres Departamentos-, después de 
expedir una^'^Ley fnudamental de la República de Colombia" que esta- 
blecía que quedaban reunidos en un solo Cuerpo de Nación los pueblos 
de la Nueva Granada, que comprendían lar República del-Ecuador, y Ve- 
nezuela, "bajo el pacto expreso de que su Gobierno será ahora y siempre 
Popular, RepresentaUvd'\ se ocupó en preparar la Constitución de la Re- 
pública, memorable documento que fué sancionado por el Libertador en 
la misma Villa de Cúcuta el 6 de Octubre de 1821. Esta Constitución, 
que comprende 191 artículos, es muy superior á las de las Provincias de 
que hablamos antes, tanto por su lenguaje correcto y preciso, como por- 
que prescinde de principios y máximas moraí es impropios de documen- 
tos que deben ser solamente prácticos. Respecto dé derechos ó garantías 
civiles, que es lo que se roza directamente con el Derecho privado, esta- 
bleció los necesarios á la segu rielad personal, á la propiedad, a la igual- . 
dad de todos los ci'Wdadanos ante la Ley, á la prensa, al domicilio, á la 
correspondencia y á la equi^lad de las penas. Así es que desde 1821 que- 
daron prohibidos los títulos nobiliarios, los mayorazgos ó vinculaciones 
y la confiscación de bienes, y garantizados los derechos de petición y aso- 
ciación, el de ser justamen4;e indemnizada la propiedad en caso de ex- 
propiación por motivo de^utilidad pública y la libertad de la imprenta, , 
pero siendo responsable ipor los abusos. Estos derechos se conservaron en 
las Constituciones de 1830, 1832 y 1843, lo que nos evita mencionarlos 
nuevamente al tratar do éstas. Después veremos las modificaciones qiío 
á algunos de ellos les hicieron las Constituciones siguientes ó la manera 
cómo los establecieron. 

En 1827, por circunstancias que no nos toca examinar, la Constitu- 
ción de Cúcuta estaba completamente desacreditnda, lo que determinó al 
Congreso de eso año á expedir, prescindiendo de lo dispuesto por aqué- 
lla, una ley en que convocaba una Convención Constituyente, la cual 
debía reunirse en Ocaña el 2 de Mar^o de 18^8. 

Hasta el 9 de Abril de este aílo no se declaró instalada la Conven- 
ción. Habiéndose dividido sus miembros en dos bandos de ideas diame- 
tralm en te- opuestas, el de la minoría, á quien se Wíxmó boliviano, que com- 
prendía 2r Diputados, se separó de 'la Conveución, lo'que impidió que 
ésta pudiese funcionar y tuvo que disolverse. A causa de estos gravísi- 
mos hechos, una Junta de Bogotá acordó conferir por su parte (13 de 
Junio) el Poder Supremo Dictatorial al Libertador-Presidente, íí invitar 
á todos los pueblos de la República áque resolviesen lo mismo. Habien- 
do seguido la mayoría de las poblaciones el camino trazado por Lr Junta 
de Bogotá, el Libertador juzgó que-tn las circunstancias anormales de 

^^^^■— ^ ■■■I.»» .1 11 — ^— ■ ■■■ I I I. ■■ ■ ■ I ■ ^ I m^m ■■■t P ■..■■■ « iw ■■-»■■■-■■■ ■!■■ .P* 

(1) Yá el Libertador, en Decreto de Septiemhfe del mismo añg, había mandado susil' 
tafr el uom-bre de Santafé ooii el á^Boyotát 
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la Nación, el patriotismo lo obligaba á consentir en lo que la mayoría de 
Colombia le exigía. Encargado del Poder Supremo dictó (27 de Agosto) 
Tin "Decreto orgánico", que rigió cerca de dos años como ley fundamen- 
tal de la República, según el cual el Libertador Presidente, como se de- 
nominaba r[ Jefe del Poder Ejecutivo, tenia no sólo las facultades pro- 
pias de este Poder., sino también algunas correspondientes al Legislati- 
vo, en virtud de las cuales expidió varios Decretos que figuran entre las 
leyes de la Recopilación Granadina, tales como el ^^RegJamento de 24 de 
Octubre de 1829 sobre minas". (L. 10, P. 4, T. 5.)E1 artículo 26 del De- 
creto orgánico dispuso que éste se observaría como ley eoastitucional has- 
ta que la Representación nacional, que debía convocarse para el 2 de Ene- 
ro de 1830, -expidiese la Constitución de la República. 

Constitución DE 1830. — El 20 de Enero de este afio se reunió en 
Bogotíí el Congreso Constituyente, al cual el Libertador, que lo había 
convocado, denominó admirable. El 5 de Mayo se sancionó la Constitu- 
ción expedida por ese Cuerpo, la que en realidad merece el calificativo 
de excelente. Habiendo renunciado el Libertador el puesto que servía, 
ol Congreso eligió para Presidente á D. Joaquín Mosquera y para Vice- 
jn-esidente al General D. Domingo Caicedo. Una insurrección militar 
derrocó el Gobierno, y se proclamó Dictador el 2 de Septiembre al Gene- 
ral D. Rafael Urdaneta, quien debía ejercer el Gobierno mientras regre- 
saba ol Libertador á encargarse de él. 

El General Urdaneta, en ejorcicio de la Dictadura, expidió el 13 de 
Enero de 1831 un Decreto en que declaraba vigentes las garantías indi- 
viduales contenidas en el título XI de la Constitución del aüo anterior. 
Por Decreto del mismo día, que daba por disuelta la República, que de 
hecho realn^ente lo estaba desde 1830, convocó á los Departamentos neo- 
gradinos é que eligiesen Representantes para una Convención Constitu- 
yente que debía reunirse el 15 de Junio del mismo aflo de 1831 en la Vi- 
lla du Leiva. El 28 de Abril de este afio, en virtud de acontecimientos 
}M)lí(ieos que no debemos referir, el General Urdaneta se retiró del Go- 
bierno y entró á ejexcerlo el Vicepresidente Caicedo. 



EEPUBLIOA DE LA NUEVA 6EANADA 

.(1S31 ¿i l^^S). 

Aunque Venezuela y el Ecuador se separaron de la República de Co- 
lombia desde 1830, declarándose Naciones independientes, la disolución 
de la Gran República, no se decretó legalmente por la Nueva Granada, 
sino en la Convención convocada por. el Vicepresidente Caicedo, la cual 
se reunió en Bogotá el 15 de Noviembre de 183L Dos dífis después de 
reunida expidió una ^'Ley. fundamental d-e la Nueva Granada" en que se 
*dispuGo que ^'las Provincias del Centro de Colombia formaban un Esta- 
do con el noríibre de Nueva Granada"; y que sus límites serían los 
mismos q,ue en 1810 dividían el territoiio de la Nueva Granada de las 
Capitanías generales de Venezuela y <xua.temala y do las posesiones por- 
?tiiguesas del Brasil; y por la píu'te meridional, los que definitivamente se 
¿señalasen al Sur de la Provincia de Pasto. 

Constitución oe 1832.— La misma Convenciáu m Decreto de Di- 
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ciembre de 1831, dispuso que continuaría observándose la Constitución 
'de 1830, que realmente no rigió en Colombia, mientras se publicaba la 
^de la Nueva Granada, la cual se sancionó el 1.® de Marzo de 1832. En 
esta Constitución, muy semejante á ia de 1830, se suprimieron los De- 
partamentos, y se resolvió que el territorio de la República se dividiese 
en Provincias, éstas en Cantones y los Cantones, en Distritos parro- 
quiales. 

Ni la Constitución de 1832, ni la siguiente tienen capítulo especial 
para enumerar los derechos que se garantizan á los individuos. Ambas, en 
el Título de '^Disposiciones generales ó varias", establecen tales derechos. 
De los de que trata la primera sólo hablaremos de la prensa respecto de la 
cual dispone que "todos los granadinos tienen el derecho de publicar li- 
bremente sus pensamientos y opiniones por medio de la imprenta, sin 
necesidad de examen, revisión ó censura alguna anterior á la publica- 
ción; quedando sujetos, sin embargo, á la responsabilidad de la Ley". 
Observaremos que la Ley de 17 de Septiembre de 1821 (Ley 3% P. 3.% 
T. 2? de la R. G-.] había suprimido la previa censura. 

CoiíSTiTUOiÓN DE 184;3. — En este año, sin duda ninguna á conse- 
cuencia en gran parte de la guerra de 1840, se expidió una nueva Cons- 
titución, la segunda de la Nueva Granada (20 de Abril). (1) Tocante á 
•esta obra nos permitimos observar que reconoce la ])rensa libre, pero res- 
ponsable, como había existida anteriormente; y que establece el "juicio 
])or jurados, para castigar los abusos que se cometiesen por la imprenta." 
El establecimiento de estos jueces de hecho estaba de acuerdo con lo dis- 
puesto por la ley de 1821 citada. Sm embargo, fué la Constitución de 
1843 la primera que dio al juicio por jurados sobre abusos de la prensa 
el carácter de una garantía individual. De las demás que reconoce indi- 
caremos algunas. Establece que ningún delito se castigará con la pona 
de confiscación; que ningún granadino podría ser privado de ])arte ele su 
propiedad por expropiación sino en el caso de ¡mblica necesidad con 
arreglo á la ley, pero no exige la previa indemnización; y que era prohi- 
bido el establecimiento de mayorazgos y de toda, clase de vinculaciones, 
y que h*ibiese bienes raíces inena jenables. Al tratar de otras Constitu- 
ciones mencionaremos con más detención los derechos individuales que 
reconocen y garantizan. 

Constitución de 1853. — La Constitución de 1843 estuvo en vigon 
•con diversas modificaciones que se le hicieron, hasta 1853 en que se ex- 
pidió otra por el Congreso de ese afio, la cual fué sancionada el 21 de 
3layo. (2) Si. las Constituciones que siguieron á la anarquía do las Pro- 
vincias Unidas, reconocieron la unidad y soberanía de la República, la 
•áe 1853, introdujo á este principio esencial de aquéllas, una modifica- 
ción de gran trascendencia abriendo las puertas al sistema federal que 
<3on8tituc¡oníilfíiente no. debía establecerse hasta 1858. Las abrió desde 
que reconocía la autonomía munici[)al de las Provincias, al detallar los 
asuntos que únicamente serían de la incumbencia del Goljierno general. 
Los otros era evidente que quedabün de competencia de las Provincia^, 



(1) Esta ConstUpción fué adicionada y reformada por los Actos legislativos de 20 dft 
^bril, 7 y.ZX de Mayo de 1849, 25 de Abril v 24 de Mayo (que la reforma en su totalidad 
•pero no rigió) áe 1851, 1.° de Mayo de 1852 y 25 de Abril de 1853). 

(2) La Constitución de 1853 fué adicionada por los Actos legislativos de 27 de Febre- 
íTO y 4 de Juicio de 1855, y IQ de Febretro de J.858. 
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las ciialea por^medio de su» Legislaturas debían darse Constituciones, y 
en efecto se las dieronr en número que llegó á unas treinta; y de una ma- 
nera más federalista todavía,^ si cabe, (ju-e la quíj les servía de base. Para 
demostrar esto, nos basta (observar que las de Nerva v el Sooori^o iban 
hasta reconocer una especie de autonomía á los IXistrítos parroquiales. 
La del Socorro los autorizaba para darse Constituciones locales/ Diremos 
de paso que la Constitución de la Provincia de Vélez, en su afán- de re- 
formas, fué hasta conceder -el sufragio - á^ l«s nm jetes,- ejemplo que no 
imitó ninguna atra. 

Nos hemos detenido en -las consideraciones au'teriores, porque la 
Constitución de 1853, modificó^ según h»mos dicho-y de una manera esen- 
cial la base y forma del Gobierno de la Repúblioo. En cuanto á princi- 
l>ios relacionados con el Deracho privado,^ llamaremos- la atención sobre 
algunos de los- más importantes que adoptó. 

Suprimió la prisión por deudas; :estableció« "la expresión libre del 
pensamiento^ entendiéndose que-por la imprenta es sin limitación algu- 
na, y por la palabra y los demás hec^hos, eon las limitaciones que tengan 
establecidas las leyes'' (1); estableció como garantía individual "el jui- 
cio por jurados, en todos los casos en que se proceda judicialmente por 
delito ó crimen que- merezca^ pena corporal ó la pérdida de la libertad 
del individuo, por más de dos años, con la excepción que puede hacer la 
ley, de los casos de ros}X)nsíil>ilidad de los funcionarios- públicos y de los 
procesos por delitos poKticos''; y dio al Poder Ejecutivo la facultad de 
'^conceder amnistías ó indultos generales ó particulares, cuando lo exi- 
gía algún grave motivo de conveniencia pública; pero en ningún caso 
podrá concederlos por delitos comunes, ni á los empleados públicos por 
faltas cometi<las en el ejercicio de sus funciones." Hasta 1853 el Poder 
Ejecutivo solo podía conreder amnistías ó indultos particuJareSf pero 
podía otorgarlos auu por delitos comunes. Por último la Constitución 
de 1853 decretó la completa separación de la Iglesia y el Estado, lo que 
derogó las leyes de Patronato definitivamente, y dispuso, por primera 
vez, que los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia y el Procura- 
dor General de la Kación también fueran nombrados por elección popu- 
lar y directa. 

Quizá como consecuencia natural, pero* absurda, de dicha Constitu- 
ción, siguió á ella lar creación sucesiva de verdaderos -Estados federales 
con facultades para legislar en materias civil, penaJ, comercial, procedi- 
mental, administrativa, ó sea en todos los ramos queip. comprende el De- 
recho. El primer Estado Soberano federal que se creó fué el de Panamá 
en 1855. A éste siguió el de Antioquia' en .1856; y luego los de Santan- 
der, Bolívar, Boyacá, Cauca, Cundinamaroa y Magdalena en 1857. De 
hecho desapareció el Gobierna unitario, y al desaparecer diversificaba^ y 
complicaba la Legislación de la República^ estableciendo tantas cuantos^ 
Estados había, además de la general. 

Advertimos que solo, trataremos de la Legislación nacional; pues 
para examinar la íle los Estados tendríamos que abandonar el plan que 
nos hemos trazado y acometeríamos una tarea superior á nuestras fuer- 
zas, lo cual alargaría considerablemente este trabajo. 
» .».. ■ ■ ■ ■ . .1 II I I « ■ ■ II. ■ 

(1) La Ley de 31 de Mayo de 1851 había declarado completamente libre la expresión/ 
del pensamiento por medio de la prensa, y derogado todas las- l«jfe» sustautivas y procedí^ 
mentales sobre libertad de imprenta. 
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CoKSTi*rüc»ÓN'r>E 1858.— La creación d« los ocho Estados federales 
decretada de 1855 á 1857, debía traer como consecucDcia una nueva 
Constitución que estuviese*en armonía con el nuevo modo de ser de la 
Kej>iiblica. Es indudable- que la Constitución de 1853 no lo estaba, pues- 
to que no se había expedido paní una organización claramente federal. 
Aquella necesidad se satisfizo con la Constitución de 22 do Mayo de 
1858 (1) sancionada el mismo día, la cual comienza con estas palabras 
que jnstiñcan nuestros conceptos: ^^Considerando quft en consecuencia 
de las variaciones hechas en la organización política de la Nueva Grana- 
da por los actos legislativos que han constituido en ella ocho Estados 
federales, son necesarias -disposiciones constitucionales que determinen 
con precisión y claridad las atribuciones del Gobierno federal y establez- 
can los vínculos de unión que deben ligar álos Estados'', se acuerda la 
Constitución política para la Confederación Granadina. 

•El artículo l.^ de la Constitución dice: ^*Los Estados de Antioquia, 
Bolívar, Boyaeá, Canea, Oundinamarca, Magdalena, Panamá y Santan- 
dee, se confederan á perpetuidad, forman una Nación soberana, libre é 
independiente, bajo la denominación de Confederacióít Graxadixa, 
y se someten á las decisiones del Gobierno general, en los términos que 
se establecen en esta Constitución''. Este artículo es la base de ella. El 
2.° establece, en suma, que la Confederación Granadina comprendía el 
mismo territorio de la República de la Nueva Granada que dejaba de 
existir, (2) ó mejor dicho cambiaba de nombre para tener uno más ade- 
cuado al nuevo sistema de Gobierno que constitucionalmentc se daba á 
la Nación. 

No siendo el principal asunto de este libro el Dereclio público in- 
terno de la República, nos limitaremos á hacer unas pocas observacio- 
nes acerca de la nueva Constitución. 

Es de notar, en primer lugar, que ésta no reconoció la soberanía de 
los Estados, ó no les dio á éstos el título de soberanos, no obstante que 
en los actos legislativos que los habían creado so les denominaba federa- 
les y soberanos. 

La Constitución sólo debía regir el modo de ser genenil de la Con- 
feduración, y por consiguiente todos los objetos que no atribuyese á ésta 
eran de la competencia de los Estados (artículo 8), y como respecto del 
Derecho privado solo le atribuyó *'todo lo concerniente á la Legislación 
marítima y á la del comercio exterior y costanero" y la ''Legislación ci- 
vil y penal respecto de las materias que conforme á este artículo (el 15) 
son de la competencia del Gobierno de la Confederación", entre las cua- 
les no están los ramos del Derecho privado, salvo la excepción indicada, 

(1) De la Constitución de 1858 tm aclaró el artículo 49 eu la L» y de 14 de Mayo de 
1S59. 

(2) Los límites de la Coiifeder«ción por la parte meridional, provisionalmente, eran 
]o8 designados en el Tratado celebrado con el Gobierno del Ecuador el 9 de Julio de 1806 y 
lod dewáfi que la separaran de aquella República. 
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quedaron éstos déla incamb<incia de los Estados. Inútil es advertir que- 
cada uno de éstos so dio su Constitución ó continuó con la que tenía des- 
de que fué creado. 

En cuanto á garantías sociales 6 derechos" individuales como los lla- 
ma, solo diremos que entre éstos están: *'Ija libertad de expresar los pen- 
samientos por medio de la imprenta sin responsabilidad de alguna clase"; 
*'La seguridad individual, que consiste en no ser presos, arrestados ni 
detenidos sino en virtud de hechos- determinados por leyes preexistentes; 
ni juzgados por comisiones ó Tribunales extraordinario»; ni penados sin 
ser oídos y vencidos en juicio'^j La libertad de industria que solo podía 
ser limitada cuando em:barazase las vías de comunicación, ó atacase la sa- 
lubridad ó la industria garantizada temporalmente á los autores de in- 
ventos útiles, ó las que se hubiesen reservado la Confederación ó los Es- 
tados eomo arbitrios rentísticos; La propiedad, pero permitiendo la ex- 
propiación por grave motivo de necesidad p-iiblica, previa indemnización,, 
nienos en caso de gneira que podía no ser previa. Los derecboH-se reco- 
iiociiin á todos los habitantes y transeúntes. 

Entre esos derechos no está el del juicio por jurados, seguramente 
per sor este asunto de la incumbencia de las Legislaturas de los Estados, 
como la concesión de indultos por delitos comunes, pues el Gobierno ge- 
neral solo podía otorgarlos generales por delitos políticos. Según el ar- 
tículo (jOj. los Magistrados- de la Corte Suprema eran nombrados por el 
(Congreso y el Procurador general por la Cáraai'a de Representantes. El 
nombramiento de los demás empleados del Poder Judicial quedó á cargo 
do los Estados, 

Diremos, por último, que á éstos fes era prohibido, entre otras co- 
sas, '^permitir ó autorizar la esclavitud, intervenir en asuntos religiosos^ 
é impedir el comercio de armas y municiones", y que la Constitución 
suprimió el cargo de Vicepresidente de la República que hasta entonces 
había existido.- Lo restableció la Constitución de 1886. 



ESTADOS UNIDOS DE COLOMBIA 

La guerra general que propiamente comenzó en 1860, trajo como* 
consecuencia, después- de larga y cruenta lucha entre los defensores del 
Gobierno de la Confederación y sus enemigos,, el ensanchamiento de las- 
facultades de los Estados, á quienes la revolución triunfante declaró so- 
beranos, y algunos cambios trascendentales en el Derecho público ititer- 
no y en el privado de la Nación. No h^iblamos de otras consecuenciaa^ 
que no nos toca apreciar. 

Las tropas del General Mosquera, Supremo Director de aquella gue- 
rni, ocuparon á Bogotá el 18 de Julio do 1861,. y ese día,, aunque no ter- 
minó la guerra que seprolougó hasta fines de 1862, puede decirse que 
dejó de existir la Confederación Granadinn,^ de cuyo Qx)bierno estaba 
encargado el Procurador General de la Nación, porque el período cons- 
titucional del Presidente, Sr. Dr.. Ospina, había concluido el 31 de Ma- 
yo del mismo año de 1861. 

Como la guerra proclamaba é invocaba la completa soberanía de los^ 
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Estados, el General Mosquera creyó que debía ligar á éstos por medio de- 
Pactos de Unión. Fundándose dicho Greneral en el Pacto celebrado en^ 
Cartagena el 10 de Septiembre de 1860 entre Comisionados de los Go- 
bc'rnadore& de Bolívar y el Caiicaí, Pacto á que se* adhirieron posterior- 
mente los Gobernadores de Boyacá,. Magdalena y Santander, se tituló^ 
primero Presidente Provisorio de los Estados Uítidos de Nueva Gra- 
ISTADA, y en su carácter de tal creó eV Estado Soberano del Tolima com- 
puesto de las antignus Provincias de- Mariquita y Neiva, segregadas del 
Estado áe Cundinamarca. En eL Pacto de 20 de Septiembre de 1861 ce- 
lebrado en Bogotá entre Plenipotenciaiios de 7 de los Estados, pnes so- 
lo faltaron de Antioqiiia y Panamá¿que au^n defendían la Confederación ^ 
ge dio al País el nombre de Estados Unidos de Colombia, que vino á 
reemplazar el anterior de Estados Unidos de Nueva Granada. 

CoNSTiTueiÓN DE 18C3,: — Triunfante la revolución en toda la Repú- 
blica, se reuni(> una Convención nacional en Río-Kogro en Febrero de 
1803 (1) la cual expidió* la nueva Constitución que fué sancionoda el 8 
de Mayo de ese a»o,,y que dejó insubsistentes los anteriores Pactos que 
habían tenido por objeto la organización provisional de la Nación. El 
artículo 1.° de la Constitucióu dice: *^Los Estados Soberanos de Antio- 
quia, Bolívar,. Boyacá., Cauca,. Cundinamarca, Magdalena, Panamá, San- 
tander y Tolimii, creados respectivamente por los actos de 27 de Febrero 
de 1855, 11 dfe Junio de 1856, 13 de Mayo de 1857, 15 de Junio del mis- 
mo año, 12 de Abril de 1861 yode Septiembre del mismo año, se unen 
y confederan á perpetuidad, consu'ltando su seguridad exterior y recípro- 
eo auxilio,, y forman una Nación libre, soberana 6 independiente, bajo el. 
nombre de Esfeit dos Unidos de Colombia:" Los límites del territorio de 
los Estados Unidos, comprendían el mismo de la Confederación. 

Mencicnaremos de la Constitución las disposiciones que so relacio- 
nen más directamente con el objeto de este libro. 

En el artículo 6? los Estados se comprometieron á consignar en sus 
Constituciones y en su Legislación civil el principio de incapacidad de 
las comunidades, corporaciones, asociaciones y entidades religiosas para 
adquirir bienes ríuces> y en cons^ignar, por punto general, que la ])ropie- 
dad raíz no puede adquirirse con otro carácter que el de enajenable y 
divisible á vohmtad exclusiva del propietario, y transmisible á los herede- 
ros conforme al Derecho común. En el artículo 7? convienen en prohibir 
á perpetuidad las- fundaciones, mandas,, legados, fideicomisos y toda chtse 
de establecimientos semejantes con que se pretendiese sacar una finca 
raíz de la libre circulación, y en no permitir que se impusiesen censos á 
perpetuidad de otro modo^que sobre el Tesoro público y de ninguna ma- 
nera sobre fincas raíces. 

El artículo 17 enumera los asuiítos de la- competencia exclusiva del 
del Gobierno general: los demás eran de la incumbencia de los Estados. 
Entre aquéllos están el régimen y la administración del comercio exte- 
rior, de cabotaje y costanero^, la acuñación de moneda,, la legislación y el 
procedimiento'judicial en los casos de presas, represas,. piraterías ú otros 
crímenes, y en general de los hechos ocurridos en alta mar^ y la Legisla- 
ción civil y penal en los casos de violación del Derecho internacional. 
Qaedó, pues, á los Estados la facultad de legislar en todos los ramos que 

(1) La Constitucióu de 1863 se reformó por el Acto Legislativo de 31 de Mayo do 
W76.. 
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también cootenían dispotícíones sobre el iisanto; pero bastan las citadas 
para imponemoa, en general, de los derechos de los amos respecto de sns 
esclavos. 

La Beal Cédnla de Aranjaez de 1789 (31 de Mayo) merece especial 
mención. Está dividida en 12 capítulos preec^dídos áe un preámbolo en 
qne se dice que siendo difícil que los propietarios <^e esclavos pudiesen 
conocer todas bis disposiciones sobre la materia, por hallarse en diferen- 
tes leves y reales órdenes, y que habiéndose permitido á los vasallos del 
Rey de Ilspaña por Cédnla de 28 de Febrero del mismo año de 1789 el 
libre comercio de esclavos, éstos se aumentarían considerablemente en 
ambas Américas, era conveniente nna instrucción completa sobre la ma- 
nera ffómo los amos debían tratar á sus esclavos. 

En consecuencia, los capítulos de la Cédula, qne de paso observa- 
mos iio están sabdiTidídos en artículos, dan reglas precisas y justas 
acerca de la educación que debía cLirse á los esclavos; de lu alimentación 
y vestuarios que debía suministrárseles; do las ocupaciones en que ¡po- 
dían ser empleados y durante cuánto tiempo; de las diversiones que les 
eran permitidas v á qne Umran derecho, y de sus habitaciones y enfer- 
merías. Estas reglas están contenidas en ios cinco primeros capítulos. Los 
signiente<j contienen disposiciones respecto de las consideraciones y cui- 
dados que debían tenerse con los esclavos viejos y con los que padeciesen 
enfermedades habituales y con los nifios; respecto de la imposición de 
penas mayores ó gnives, la cual no era permitida sino á la justicia; res» 
pecto de la reí>fiousabilidMd en qne incurrían los dueños ó mayordomos 
do esclavos por excesí)S que cometiesen con éstos; respecto de la en que 
incurrían los que injuriasen ó causasen daflo á los esclavos; acerca de 
las listas que debían llevar anualmente los amos para averiguar el para* 
dero de los escjlavos; y aeercadel modo de averiguar los excesos mencio- 
nados cometidos por los amos 6 sus mayordomos. El último capítulo or- 
ganiza la Caja de multas donde se depositaban las que se impusiesen por 
infracción de la Cédula. 

Bien merece la Real Cédnla de que tratamos el calificativo de cari- 
tativa, puesto que todas sus disposiciiMies están dictadas por el cristiano 
deseo de aliviar la triste condición de los esclavos. Notaremos que con* 
cluyo derogando las leyes, cédulas, reales órdenes^, usos y costumbres que 
fuesen contrarios á ella. 



DERECHO NACIONAL 

ABOLICIÓN GRADÜAI* 

1814. — Cupo á la Provincia de Antioquia Ta honra cJe- baber áado el 
primer paso en la Nuova Granada, en el sentido de abolir la esclavitud* 

La Legislatura de Antioquia en ley de 1814 declaró libres los parto» 
do los esclavosj impuso a los auiog la obligación de mantener á los liber- 
tos hasta la edad de diez y seis aflos en cambio dio los servicios que de- 
bían prestarles; prohibió que los hijos de los esclavos fuesen vendidos, 
separadamente de sus padres para sacarlos de las poblaciones; prohibid 
la importación y exportación de esclavos; díspnso que los testadores ma- 
numitiesen uno de cada diez cuando teníam herederos forzosos y la i uar* 



líERECHO ÍÚBLICO líTTERNO 1? 

Consecuencia de elias, que resumían las aspiraciones del partido vence^ 
dor en la guerra, fué buscar el medio propio para organizar la Repúbli- 
ca. Se halló como el mejor la convocación de un Consejo de Delegata- 
rios compuesto de dos por cada Estado, nombrados por los Gobiernos de 
■éstos, la cual fué resuelta en Decreto del Sr. Presidente de la República, 
^•datado el 10 de Septiembre de 188o. 

El Consejo se instaló en Bogotá el 11 de Noviembre de ese aüo, y el 
30 del mismo mes, por unanimidad de votos do los Delegatarios, acordó 
**Bases de reforma constitucional" para someterlas á la aprobación de 
los Concejos municipales de la Nación. Pasadas al Poder Ejecutivo, éste 
las sancionó el 1? de Diciembre. Las Bases, que contenían los puntos 
esenciales que debía desenvolver la Constitución, fueron aprobadas por 
<;asi todas las Municipalidades con excepción de 2 ó 3 que no las acepta- 
ron y de 3 ó 4 que no votaron por falta de los respectivos concejales. 

CoííSTiTUCióíir DE 1886. Discutida la Constitución, teniendo como 
punto de partida las Bases, se expidió el 4 de Septiembre de 1886 por el 
Consejo de Delegatarios, y al día siguiente la sancionó el Poder Ejecu- 
tivo nacional. Respecto de ella nos permitiremos algunas pocas observa- 
ciones, después de decir que quedó como nombre de la Nación el de Re- 
pública DE Colombia, y que á esta se le reconocieron los mismos lími- 
tes de antes. 

Sea la primera que varió completamente el modo de ser del Gobier- 
no ; pues de un federalismo exagerado, que no había hecho la felicidad 
de la Patria según confesión aun de los mismos partifiarios de este siste- 
ma, pasó á un centralismo semejante al que había existido desde 1821 á 
1853. En consecuencia, volvió la Nación, después de muchos años, á la 
República unitaria, ó sea á la unidad en tudo: en lo administrativo ó polí- 
tico y en la legislación. Se estableció un solo Gobierno y un solo Derecho 
público y privado. Desaparecieron consecuencialmentc la soberanía de 
los Estados, sus Constituciones políticas y las diversas legislaciones que 
tenían, para concentrarse todo en una sola mano, si así podemos expre- 
sarnos, á ver si realmente en la unidad está la fuerza, yá que la diviiión 
nos había debilitado tanto en todo sentido. 

Acerca de los derechos civiles y garantías sociales, notaremos quo 
entre la Constitución de 1863 y la de 188G, hay diferencia notable : la 
primera reconocía á todos los individuos, naturales y extranjeros, do- 
miciliados y transeúntes, ciertos derechos ó gannitias absolutos ó ilimi- 
tados como el de la expresión del pensamiento de palabra y por escrito; 
la segunda, no reconoce ninguno sin ponerle la lir .lación quo natural- 
mente debe tener. Así es que reconoce que la i)rer a, por ejem[)lo, es li- 
bre en tiempo de paz ; pero responsable, con arro lo á las leyes, cuando 
atente á la honra de las personas, al orden social ó á la tranquilidad pií- 
blica. No garantiza la libertad de la palabra. En cuanto á los extranje- 
ros dice el artículo 11 que ^^disfrutarán en Colombia de los mismos de- 
rechos que se conceden á los colombianos por Lis les-es de la Nación á 
que el extranjero pertenezca, salvo lo que se estipule en los Trntadv)S pú- 
blicos". De modo que el principio que les reconocía los mismos derechos 
civiles que á los colombianos, se sustituyó con el que se denomina de la 
reciprocidíxd en el Derecho iuternacional privado. 

Indicaremos algunos otros derecbos ó garantías siguiendo el sistema 
que hemos adoptado en el particular. 

Consagra la Constitución do 1880 que no habrá pena de muerfo poí 
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vieron á decretar la libertad de todos ios eselaTOSi sería porque juzgaron 
que no tenían derecho, lo que puede no ser cierto, para nacer semejante' 
declaración que arrebataría derechos adquiridos antes, los cuales, por 
más absurdos que fuesen, no debían dejar de existir repentinamente y 
sin otorgar la respectiva indemnización á quienes los poseían. También 
considerarían que la libertad repentina de los esclavos, podría ser perju- 
dicial á la sociedad y aun á éstos mismos, porque no estaban en condi- 
ciones propias para eLcstado de libres. Pero reconocer que nadie podía 
nacer esclavo, prohibir la importación de esclavos y crear un fondo para 
libertar á éstos, que son los tres medios principales adoptados por la ley 
para lograr la abolición de la esclavitud, no dejan de ser providencias 
importantes y meritorias que demuestran los humanos sentimientos de 
que estaban animados aquellos sabios legisladores. Detengámonos en el 
examen de esos medios. 

Primero. El artículo 1? de la ley,, que consta de 15 artículos,. dispo- 
ne que serían libres los hijos de los esclavos que naciesen desde el día de 
la publicación de la ley en las capitales de Provinciay y como tales se 
inscribirían sus nombres en los registros cívicos de las Municipalidades y 
en los libros parroquiales. 

Al declarar libres los partos, la ley tenía que proveer á Ta subsisten- 
cia de los recién nacidos, puesto que no podía dejarla, como en los casos • 
comunes, á cargo de los respectivos padres por razones que bien se com- 
prenden. Proveyó á esta necesidad concillando los intereses de los due- 
ños de las esclavas y de los hijos de éstas, al ordenar que los dueños ten-- 
dríiin la obligación precisa de educar, vestir y alimentar á dichos hijos, 
y éstos la de indemnizar los gastos que eso exigía prestando sus servi- 
cios, hasta la edad de 18 aQos, á los dueños. 

Puesto que quien nacía libre no era esclavo, dicha conciliacióo: no- 
podía mipedir que los padres de aquél ó sus parientes ó cualquiera per- 
sona extraña, lo sacasen del poder del amo, antes da que- cumpliera los 
diez y ocho años, pagando á éste lo que se regulara ¿usto por. los gastos 
indicados. 

Guando los libertos cumplían dieay ocho año», los amos de sus ma- 
dres debían informar á la Junta de manumisión, de que hablaremos en- 
seguida, acerca de la conducta de aquéllos á fin.de qué la Junta promo- 
viese que el Gobierno los destinara á oficios ó profesiones útiles. 

Segundo, El artículo 7?.dice: "Se prohibe la introduccion.de escla»- 
vos, de cualquiera manera que se liaga; prohibiéndose asimismo que nin- 
guno pueda tiaer como sirviente doméstico más de un esclavo, el cual no 
podrá enajenarse en el país; y á su arribo á los puertos de Colombia se 
hará entender al introductor la obligación de reexportarlo en que queda 
constituido, dando para ello las seguridades convenientes. Los esclavos 
introducidos contra la prohibición de esta ley serán por el mismo hecho 
libres." 

Tercero. Consistía en el establecimiento de* fondos para la manumi- 
sión de esclavos. Estos foi^dos se componían :, P De un tres por ciento- 
sobre el quinto de los bienes de los que morían dejando descendientes . 
legítimos; 2? De un tres por ciento sobre el tercio de los bienes de los . 
que morían dejando ascendientes legítimos; 3.** Del tres por ciento del í 
total de los bienes de aquellos que morían dejando herederos colatera- - 
les; 5.® Del diez por ciento sobre el total de los bienes de los que sola dar - 
jiiban herederos, extraños. 
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Para colectar los fondos indicados, conocidos con el nombre de renta 
de manumisión,. estableció la ley en cada cabecera de Cantón una Junta 
denominada "de manumisión''^ con un Tesorero de responsabilidad. Su& 
principales deberes eran llevar listas de los que morían y de las herencias 
que dejaban para cobrar el impuesto respectivo, y oon el producto de és-- 
te libertar los esclavos que pudiesen, prefiriendo los más honrados 6 in- 
dustriosos,, para lo cual pagaban á sus amos el precio correspondiente se- 
ñalado por peritos. 

E] impuesto ó renta de manumisión sólo debía durarmientt*as se ex- 
tinguiese la esclavitud en todo el territorio de la República, y ninguna 
autoridad podía aplicar la más insignificante porción de su producto á 
un objeto distinto de aquél á que estaba des tinado. 

La ley, además de establecer los tres medios indicados de abolición, 
en su artículo 5? prohibe que los esclavos pudiesen venderse para fuera 
de la Provincia en que se hallaban, separándose los hijos de los padres, 
prohibición qus solo debía subsistir hasta que los hijos llegasen á la pu* 
bertad. 

Como durante la guerra de emancipación, se habían declarado li- 
bres algunos esclavos y los partos de esclavas en ciertas Provincias, de 
acuerdo con decretos y leyes de los diferentes G-obier nos republicanos, 
como la ley d-e 1814, de la- Provincia de Antioquia, mencionada antes, 
el artículo 15 de la ley de 1821, declaró perpetua é irrovocablemento li- 
bres á esos individuos libertos aunque hubiesen sido vueltos á la esclavi- 
tud por el Gobierno español. 

La ley de-16de Octubre de 1821 [L. 12, P. 6* T. 1*^ B. Gl] adoptó 
otro medio para manumitir esclavos al declarar en su artículo único que 
podían ser admitidos al servicio de las armas bajo los pactos y condicio- 
nes que tuviese á bien imponerles el Gobierno, indemnizándose á los 
amos con calidad de preferencia de los fondos que so coactaran para la 
manumisión. 

1825.— La ley de 18 de Febrero de este año (L. 11. P. 6^ T. . 1? R. 
G.) establece penas contra los que se emplearan en el. tráfico de esclavos 
de África. Castiga con la de muerte á los comandantes, })iiotosy marine- 
ros de buques nacionales que en alta mar, ó en cualquiera de los puertos 
que están bajo la jurisdicción de la República, se encuentren llevando 
personas extraídas de África como esclavos; y á los mismos empleados 
de buques extranjeros que se ocupen en trasportar esclavos á los puer- 
tos de la República ó en comprarlos y venderlos en éstos. Esta ley, que 
consta de 6 artículos, era una especie do complemento de la de 21 de Ju- 
lio de 1821 en la parte en que prohibe la importación de esclavos al te- 
rritorio colombiano, puesto que uno de los medios más propios para im- 
portarlos es su tráfico. Castigado-éste con la pena más grave, lo probable 
era que no se verificase. 

1828.— El Libertador en decreto de 27 de Junio de 1828 (L. 9. P. 
6* T. l.o R. G.) con el fin de que la libertad de los esclavos tuviese lu- 
gar lo más pronto posible, dio reglasvde procedimiento para las Juntas 
de manumisión.. De este decreto^ que comprende 19 artículos, citaremos 
algunas de las disposiciones más importantes. . 

Comienza por disponer que dichas Juntas tengan, por lo menos, 
una sesión semanal para tratar de los asuntos de su incumbencia, y que 
los Gobernadores presidan la de la capital, en la primera semana de cada. 
mes^ coa eLfiu de cerciorarse> por el examen. del archivo y acuerdos. cor 
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la Nación, el patriotismo lo obligaba á consentir en lo que la mayoría de 
Colombia le exigía. Encargado del Poder Supremo dictó (27 de Agosto) 
un "Decreto orgánico", que rigió e^rca de dos años como ley fundamen- 
tal de la República, .según el cual el Libertador Presidente, como se de- 
iiomioaba aií Jefe del Poder Ejecutivo, tenía no sólo las facultades pro- 
pias de este Poder., sino también algunas correspondientes al Legislati- 
vo, en virtud de las cuales expidió varios Decretos que figuran entre las 
leyes de la Recopilación Granadina, tales como el ^'Reglamento de 24 de 
Octubre de 1829 sobre minas". (L. 10, P. 4, T. 5.)E1 artículo 26 del De- 
creto orgánico dispuso que éste se observaría como ley constitucional has- 
ta que la Representación nacional, que debía convocarse para el 2 de Ene- 
ro de 1830, "exjndiese la Constitución de la República. 

Constitución DE 1830. — Er20 de EneiK) de este afio se reunió en 
Bogotct el Congreso Constituyente, al cual el Libertador, que lo había 
convocado, denominó admirable. El 5 de Mayo se sancionó la Constitu- 
ción expedida por ese Cuerpo, la que en realidad merece el calificativo 
de excelente. Habiendo renunciado el Libertador el puesto que servía, 
ol Congreso eligió para Presidente á D. Joaquín Mosquera y para Vice- 
l^residente al General D. Domingo Caicedo. Una insurrección militar 
deri'ocó el Gobierno, y se proclamó Dictador el 2 de Septiembre al Gene- 
ral D. Rafael Urdaneta, quien debía ejercer el Gobierno mientras regre- 
saba el Libertador á encargarse de él. 

El General Urdaneta, en ejercicio de la Dictadura, expidió el 13 de 
Enero de 1831 un Decreto en que declaraba vigentes las garantías indi- 
viduales contenidas en el título XI de la Constitución del aüo anterior. 
Por Decreto del mismo día, (jue daba por disuelta la República, que de 
hecho realmente lo estaba desde 1830, convocó á los Departamentos neo- 
gradinos á (jue eligiesen Representantes para una Convención Constitu- 
yente que debía reunirse el 15 de Junio del mismo afio de 1831 en la Vi- 
lla de Leiva. El í^8 de Abril de este afio, en virtud de acontecimientos 
políHcos que no debemos referir, el General Urdaneta se retiró del Go- 
bierno y entró á ejercerlo el Vicepresidente Caicedo. 

EEPUBLIOA DE LA NUEVA GEANADA 

(15^31 ti 1^^^). 

Aunque Venezuela y el Ecuador se separaron de la República de Co- 
lombia desde 1830, declarándose Naciones independientes, la disolución 
de la Gran República, no se decretó legalmente por la Nueva Granada, 
sino en la Convención convocada por el Vicepresidente Caicedo, la cual 
se reunió en Bogotá el 15 de Noviembre de 1831. Dos dííis después de 
reunida expidió una ^'Ley fundamental d-e la Nueva Granada" en que se 
«dispuso que ^'las Provincias del Centro de ColomVna formaban un Esta- 
do con el nombre de Nueva Granada"; y que sus límites serían los 
mismos q,ue en 1810 dividían el territono de la Nueva Granada de las 
Ca])itanías generales do Venezuela y Gimtemala y do las posesiones por- 
tuguesas del Brasil; y por la parte meridional, los que definitivamente se 
señalasen al Sur de la Provincia de Pasto. 

Constitución de 1832.— La misma Convenciáu en Decreto de Di- 
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ciembre de 1831, dispuso que continuaría observándose la Constitución 
de 1830, que realmente no rigió en Colombia, mientras se publicaba la 
■de la Nueva Granada, la cual se sancionó el 1.^ de Marzo de 1832. En 
esta Constitución, muy semejante á ia de 1830, se suprimieron los De- 
partamentos, y se resolvió que el territorio de la República se dividiese 
en Provincias, éstas en Cantones y los Cantones, en Distritos parro- 
quiales. 

Ni la Constitución de 1832, ni la sigaiente tienen capítulo especial 
para enumerar los derechos que se garantizan á los individuos. Ambas, en 
el Título de '^Disposiciones generales ó varias", establecen tales derechos. 
Do los de que trata la primera sólo hablaremos de la prensa respecto de la 
^cnal dispone que "todos los granadinos tienen el derecho de publicar li- 
bremente sus pensamientos y opiniones por medio de la imprenta, sin 
necesidad de examen, revisión ó censura alguna anterior á la publica- 
ción; quedando sujetos, sin embargo, á la responsabilidad de la Ley". 
Observ:£iremos que la Ley de 17 de Septiembre de 1821 (Ley 3% P. 3.% 
T. 2? de la R. G-.] había suprimido la previa censura. 

Constitución de 1843. — En este año, sin duda ninguna á conse- 
cuencia en gran parte de la guerra de 1840, se expidió una nueva Cons- 
titución, la segunda de la Nueva Granada (20 do Abril). (1) Tocante á 
-esta obra nos permitimos observar que reconoce la prensa libre, pero res- 
ponsable, como había existido anteriormente; y que establece el "juicio 
]K)r jurados, para castigar los abusos que se cometiesen por ia imprenta." 
El establecimiento de estos jueces de hecho estaba de acuerdo con lo dis- 
puesto por la ley de 1821 citada. Sin embargo, fué ia Constitución de 
1843 la primera que dio al juicio por jurados sobre abusos de la prensa 
el carácter de una garantía individual. De las demás que reconoce indi- 
caremos algunas. Establece que ningún delito se castigará con la p'Dn a 
de confiscación; que ningún granadino podría ser privado de purte de su 
proi)iedad por ejxpropiación sino en el cíjso de ¡mblica necesidad con 
arreglo á la ley^ ))ero no exige la previa indemnización; y que era prohi- 
bido el establecimiento de mayorazgos y de toda clase de vinculaciones, 
y que hubiese bienes raíces inena jenables. Al tratar de otras Constitu- 
ciones mencionaremos con más detención los derechos individuales que 
reconocen y garantizan. 

Constitución de 1853. — La Constitución de 1843 estuvo en vigor» 
jQOn diversas modificaciones que se le hicieron, hasta 1853 en que se ex- 
pidió otra por el Congreso de ese año, la cual fué sancionada el 21 de 
Mayo. (2) Silas Constituciones que siguieron á la anarquía do las Pro- 
vincias Unidas, reconocieron la unidad y soberanía de la República, la 
'áe 1853, introdujo á este principio esencial de aquéllas, una modifica- 
ción de gran trascendencia abriendo las puertas al sistema federal que 
•<ion8titucionaímente no. debía establecerse hasta 1858. Las abrió desde 
que reconocía la autonomía municipal de las Provincias, al detallar los 
asuntos que únicametito serían de la incumbencia del Gobierno general. 
Los otros era evidente que quedaban de competencia de las Provincia^, 

(1) Esta ConstUpción fué adicionada y reformada por los Actos legislativos de 20 dfi 
Abril, 7 y.3jL de Mayo de 1849, 25 de Abril v 24 de Mayo (que la reforma en su totalidad 
.pero no rigió) de 1851, 1.° de Mayo de 1852 y 25 de Abril de 1853). 

(2) La ConstituciÓQ de 1853 fué adicionada por los Actos legislativos de 27 de Febre- 
jTo y 4 de.Jm;io de 1855, y IQ de Febretro de 1858. 
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respecto de aiertoe bienes,» poiral'gúir tiempo más. S¡ no se preaentiiban 
dentro del ténnino reapeetivo á^£ Janta de mannmísión, incarrian en. 
multa los responsablesyvj se lea señalaba na término de tres meses im- 
prorrogable. Conckiído éste, se exigía una mnlta doble de la pñmera, si 
no estaban beehos los in.'veQtarios, y se embargalian bienes sañcientes de 
la mortuoria para^satí^aeer el impuesto con su valor. Los iuTentarios 
debían espeeifíéar los bienes de la mortuoria» los eréditos^ activos y posi- 
voSj y lo qne estuviese litigioso, y esta califíeacióa se tenía presente para- 
liquidar el impuesto, que de eontado sólo se exigía de los btenes existen^ 
te» y no dndosos. 

Eran Protectores de los escla«ros los- Fiscales ante los Tribunales de 
Distrito y los Procuradores ante los Juzgados de primera instancia. Uno 
de los principales deb^es de los Protectores era promover que se- cum- 
pliesen las disposiciones de la Real Céduia de Aranjuez de 1789 de que- 
hablamos al comienzo de este capítulo.. 

1843. — Las leyes de que hemos tratado hasta ahora tenían en mira 
el interés exclusivo de los esclavos. El Legislador juzgo que debía prote- 
ger también á los amos en ciertos casos, y por eso expidió la ley de 22 
de Junio de 1843 (L^ 14. P. 6* T. 1.** R. G.) "sobre medidas represivas- 
de los movimientos sediciosos- de esoLivos". Castiga á los que con sus dis- - 
cursos, sugestiones á consejos provocasen á Li fuga á algún es'ílavo, co- 
mo á cómplices del delito de hurto- del valor del esclavo; como á encu- 
bridores del mismo delito, á los que diesen asilo ó protección al esclavo 
prófugo; y como á sedicioso* á los que invitasen á los esclavos á que se 
sustrajesená la obediencia (le sus amos. El esclavo que denunciaba y 
probaba la seducción de tres ó más esclavos para sublevarse contra sus 
amos, ó el concierta de cinco ó más para rebeLirse^ obtenía la libertad; 
pero al amo st^ le indemnizaba su valor de los fondos de manumisión. 

El artículo 4? deroga el 6? de la ley de 1821 y permite la venta de 
esclavos para fuera de la Nueva Granada con tal que la venta de los es- 
clavos casados se hiciese sin dividir los miitrimonios y bajo la condición 
de que los hijos de tales esclavos nacidos libres, en- virtud de la ley, no 
ge extrajesen contraía voluntad de sus padres, y sin que constara en eL 
documento de^ venta do éstos la condición libre de sus hijos* Este artí- 
culo implicaba un retroceso en cuanto á los medios para lograr la aboli- 
oión gradual de la esclavitud sin que los esclavos saliesen de la Repú^- 
blica. 

El artículo 6.% último de líi ley, permite que los jóvenes libres hi- 
jos de esclavos que según el artículo G? de la ley de 29 de Mayo de 
1842, estaban destinadosal ejército^ pudiesen emplearse en formar nue- 
vas poblaciones dentro de la Re|)ública. - 

1846.-1^ ley de 16. de- Abril de este año (L. 1* P. 6i* T. 6P del 
Apéndice á la Recopilación Granadina) reformó el orden establecido por 
el artículo 17 de la ley 6 decreto de 27 de Junio de 1828, para libertar- 
á los esclavos C/On los fondos de manumisión, y eximió á algunos libertos 
del concierto á que quedaban sometidos en virtud de la ley de 29 de Ma- 
yo de 1842. 

Aíjuel orden quedó así: "Serán preferidos para darles libertad: l.o 
Los esclavos del tosuidor; 2.^ Las madres de familia casadas con hom-- 
bre libro; 3? Los padr¿8 de familia casados con mujer libre; 4? Los indí-- 
viduos que deben cuidar de la subsistencia de parientes niños ó ancia- 
nosj 5? Los qiio por cualquiera otracircunstaucia se hallen en. estado 4^-/ 
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Ck>KSTi*rüCiÓN'i)E 1858. — La creación d^ los ocho Estados federales 
decretada de 1855 á 1857, debía traer como consecuencia una nueva 
Constitucióa que estuviese^en armonía con el nuevo modo de ser de la 
Kepública. Es indudable que la Constitución de 1853 no lo estaba, pues- 
to que no se había expedido para una organización claramente federal. 
Aquella necesidad se satisfizo con la Constitución de 22 de Mayo de 
1858 (1) sancionada el mismo día, la cual comienza con estas palabras 
que justifican nuestros conceptos: ^^Considerando quo en consecuencia 
de las variaciones hechas en la organización política de la Nueva Grana- 
da por los actos legislativos que han constituido en ella ocho Estados 
federales, son necesarias -disposiciones constitucionales que determinen 
con precisión y claridad las atribuciones del Gobierno federal y establez- 
can los vínculos de unión que deben ligar álos Estados'', se acuerda la 
Constitución política para la Confederación Granadina. 

•El artículo 1.^ de la Constitución dice: ^*Los Estados de Antioquia, 
Bolívar, Boyacá, Canea, Cundinamarca, Magdalena, Panamá y Santan- 
dee, se confederan á perpetuidad, forman una Nación soberana, libre é 
independiente, bajo la denominación de Confederación Granadina, 
y se someten a las decisiones del Gobierno general, en los términos que 
se establecen en esta Constitución". Este artículo es la base de ella. El 
2.° establece, en suma, que la Confederación Granadina comprendía el 
mismo territorio de la República de la Nueva Granada que dejaba de 
existir, (2) ó mejor dicho cambiaba de nombre para tener uno más ade- 
cuado al nuevo sistema de Gobierno que constitucionalmente se daba á 
la Nación. 

No siendo el principal asunto de este libro el Derecho piíbhco in- 
terno de la República, nos limitaremos á hacer unas pocas observacio- 
nes acerca de la nueva Constitución. 

Es de notar, en primer lugar, que ésta no reconoció la soberanía de 
los Estados, ó no les dio á éstos el título de soberanos, no obstante que 
en los actos legislativos que los habían creado se les denominaba federa- 
les y soberanos. 

La Constitución sólo debía regir el modo de ser general de la Con- 
feduración, y por consiguiente todos los objetos que no atribuyese á ésta 
eran de la competencia de los Estados (artículo 8), y como respecto del 
Derecho privado solo le atribuyó **todo lo concerniente á la Legislación 
marítima y á la del comercio exterior y costanero" y la '^Legislación ci- 
vil y penal respecto de las materias que conformo á este artículo (el 15) 
son de la competencia del Gobierno de la Confederación"', entre las cua- 
les no están los ramos del Derecho privado, salvo la excepción indicada, 

(1) De la Constitución de ISbS ae aclaró el articulo 49 eu la L'j de 14 de Majo de 
1S59. 

(2) Los límites de la Coví federación por la parte meridional, provisionalmente, eran 
jos designados en el Tratado celebrado con el Gobierno del Ecuador el 9 de Julio de 1856 y 
loe deuáfi qne la separarau de aquella Hepública. 



•_'3:.._. 



' L^- i.ii'.'.Oili. -ir. 



• ^ r- 



*.\' :\-JJ.i'r .jr 



■ - ».. ^- L k«>. ><. 



- I • 



.::'.:j 



>i 



> . 1 






ESCLAVITUD 31 

inanidad, como por ejemplo cuando entrañan una injusticia notoria^ 
porque violan sagrados derechos naturales, deben ceder á éstos. Cierta 
que los derechos particulares adquiridos legalmente, merecen respeto. 
Pero más respeto merecen los derechos de la humanidad, que están so- 
bre aquéllos. Así es que en oposición los derechos legales de los amos al 
valor que representan sus esclavos, con los derechos naturales de éstos á 
ser libi (s, la ley debe tener efecto retroactivo inmediato para que la jus- 
ticia recobre el puesto que le arrebatan miserables intereses pecuniarios. 
Contra la justicia eterna nada debe prevalecer. 

Consecnen es con estas i- leas, creemos que hizo bien el Legislador 
de 1851 en suprimir la esclavitud devolvieiido ó reconociendo la libertad 
natural de los esclavos. Era una reparación que debía hacerse sin pensar 
en sus^consecnencias. Con la abolición gradual se quiso pagar previa- 
mente el precio de esa libertad á los amos. La abolición definitiva esta- 
bleció como lo previo la libertad. Hubo, pues, un cambio trascendental 
de método en el asunto. Con ese cambio los esclavos recobraron sin de- 
mora lo que j listamente les pertenecía — su libertad — y los amos podían 
perder el todo ó parte de sn derecho U»gal,.esl:o ?s, podían perder dinero. 
La extinción gradual era una expropiación, previa indemnización; la ex- 
tinción definitiva fué lo mismo; pero sin que la indemnización fuese pre- 
via; por que la satisfacción de los sagrados derecbos de la justicia eter- 
na debe ser inmediata. Kada, absolutamente nada debe retardar esa in- 
dijípensable satifacción. En el caso de que tratamos, ante todo debía ser 
ciar libí^rtad á los esclavos, ó mejor dicho, reconocerles y hacerles efec- 
tiva la que recibieron de Dios. Los intereses pecuniarios de los amos,, 
serían después. 

1851. — El Congreso de este aüo expidió una ley titulada '^sobre li- 
bertad de esclavos", la cual se sancionó el mismo día de su expedición, 
el 21 de Mayo. El título d:ce claramente su objeto. A pesar de esto, lla- 
maremos la atención acerca de algunas do sus disposiciones, es})ecial- 
mente para que se sepa cómo atendió á los intereses de los dueílos de es- 
clavos, que eran los perjudicados con la ley. 

El artículo I." dice: "Desde el I.** de Enero de 1852 serán libres to- 
dos los esclavos que existen en el territorio de la República. En conse- 
cuencia, desde aqueUa fecha gozarán de los mismos derechos y tendrán 
las mismas obligaciones que la Constitución y las leye» garantizan é im- 
ponen á los demás granadinos". 

El artículo 2.^ dice: **E1 comprobante de la libertad de cada escla- 
vo será la carta de libertad expedida en su favor con arreglo á las leyes 
vigentes, previos los respectivos avalúos practicados con las formalidades 
legales, y con 1 ai; demás que dictare el Pnder Ejecutivo." 

Como la ley reconocía á los amos el valor de sus esclavos, contiene 
reglas para fijar éste, y señala los fondos para satisfacerlo. Las Juntas 
de manumisión eran las encargadas de dar á los amos la certificación en 
<iue constase tal valor, certificación que en la Secretaría de Hacienda na- 
cional se cambiaba por vales denominados de manumisión, que no gana- 
rían intereses. Para verificar los avalúos, Ja ley da estas reglas. Ningún 
esclavo menor de 45 años debía valorarse en más de 1,600 reales, si era 
varón, y si hembra, en más de 1,200; ningún esclavo varón, mayor de 45 
años, en más de 1,200 reales, y mujer, en más de 800. Los esclavo» 
prófugos uo debían apreciarse antea de su aprehensión^ Los mayores de 
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*^60 años y los manumisos nacidos después de la Iqj de 1821, estaban ex- 
ceptuados del avalúo, porque eran libres sin reconocerse su precio. 

Los fondos que señala la ley para pagar el valor de los esclavos eran 
los mismos de manumisión, creados por las leyes anteriores, los cuales 
aumenta así. Al seis por ciento el impuesto sobre las sucesiones en que 
había descendientes, ascendientes y colaterales, madres é hijos naturales; 
y al quince por ciento cuando los herederos eran extraños. Al dos por 
ciento el gravamen sobre las rentas de Uis Provincias y sobre los sueldos, 
dietas, viáticos y pensiones que se pagasen del Tesoro nacional ó de las 
rentas provinciales. Al dos por ciento el uno de los derechos de impor- 
tación. Además estableció estos gravámenes. El cuatro por ciento sobre 
las rentas provenientes de capellanías y fundaciones piadosas para festi- 
vidades eclesiásticas; el dos por ciento de todas las rentas provenientes 

-de beneficios eclesiásticos y propiedades de monasterios, y cualesquiera 

• bienes conocidos bajo la denominación común de "bienes de manos 
^muertas", con excepción de las rentas de los establecimientos de caridad, 

• beneñcencia y educación pública; y el cuatro por ciento de las pensiones 
civiles y militares que alcanzaran á 200 pesos anuales, y el uno más so- 

'bre esta base de las pensiones que excediesen de dicha suma. 

Con el producto anual de los fondos mencionados, el Poder Ejecuti- 
vo formaría lotos de 1,000 á 10,000 reales, los cuales serían rematados en 
'pública subasta al mejor postor, que lo sería el que ofreciese mayor can- 
tidad en los vales indicados por cada lote. 

De las demás disposiciones de la ley, merecen especial mención és- 
tas. El artículo 14 dice: '"Son libres de hecho todos los esclavos proce- 
dentes de otr:>s Naciones que se refugien en el territorio de la Nupva Gra- 
nada, y las autoridades locales tendrán el deber de protegerlos y auxi- 
liarlos por todos los medios (pie estén en la esfera de sus facultades''. El 
artículo 15 autonza ;d Poder Ejecutivo para que celebre un Tratado pú- 
blico con el Gobierno del Perú, en virtud del cual se obtuviese la liber- 
tad de los esclavos granadinos (pie habían sido importados á esa Nación. 
Según el urtículo 18, que es el [)enú!timo, los que reconociesen censos di- 
va hii)oteea consistiera en esclavos, ó en fincas con estos, podían redimir- 
los con los vales de que se trata, los cuales se les recibirían por su valor 
nominal. 

8e calcula que el número de esclavos libres en virtud de esta ley, as- 
cendió á once mil. 

1852. — Como en la ley precedente nada se dijo del concierto de los 
manumisos, la de 17 de Abril de 1853, (pie consta de 13 artículos, decla- 
ró que los hijos de esclavos nacidos libres de acuerdo con la ley de 18*^1, 
"habían quedado exonerados desde el 1.° de Enero del presente aüo 
(18^2) de toda obligación de servicio ó concierto especial (pie á título de 
tales les habían impuesto leyes anteriores de la República." 

Las dcínás disposiciones de la ley tienen jxu* objeto puntos secunda- 
rios corno fijar el impuesto sobre las pensiones, el cual sólo sería del 
cinco por ciento cuando pasal)an de 200 ])esos; autorizar al Poder Ejecu- 
tivo para que encargase la recaudación do las rentas de manumisión á 
cualquier empleado de hacienda; clasificar los vales de manumisión en 
dos clases; prorrogar por seis meses la existencia de las Juntas de manu- 
misión con el objeto de que ex})¡d¡esen los certificados que faltaban sobre 
avalúo de esclavos; señalar penas contra los empleados (pie dispusiesen 
de los fondos de manumisión arbitrariamente, las cuales serían las im- 
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puestas en el Código Penal á los defraudadores de las rentas publicas &* 

1860,^-Ley de 24 de Abril **adicional á las de mamimisión" (7 arti- 
enlos). Ríconoce á cargo de la Confederación Granadina la deuda de 
manumisión, ó sea el valor de los vales ó billetes de dos clases que re- 
presentaban él precio de los esclavos, para pagarlo con los fondos des- 
tinados á la amortización de esta deuda, según leyes anteriores. Declara 
que las rentas de los Estatios y los sueldos, pensiones, dietas y viáticos 
que ellos pagaban, no formarían parte de aquellos fondos. Dispone lo 
conveniente para rematar éstos por lotes cada seis meses á cambi«) do 
los vales ó billetes (1). 

1861. — Diremos qué fin tuvieron ios fondos de manumsión. El De- 
creto de 9 de Septiembre de 1861 **^orgánico del crédito nacional", dicta- 
do por el Presidente provisional de los Estados Unidos de Nueva Grana- 
da, en el inciso 6.° del artículo 24, declara que desde el 31 de Diciembre 
de dicho ano en adelante quedaba abolida la renta de manumisión. 

186G. — El artículo único de la ley 44 de 5 de Junio de este año, ce- 
dió á los Estados de la Unión colombiana los créditos correspondientes á 
dicha renta hasta el 31 de Dicimbre de 18C1, que no hubiesen sido sa- 
tisfechos. 

Antes de concluir, y con el fin de cerrar este resumen de una ma- 
nera satisfactoria al patriotismo, copiaremos dos disposiciones constitu- 
cionales. El artículo 12 de la Constitución de 1803 dice: "No habrá escla- 
vos en ios Estados Unidos de Colombia." El artículo 2:2 de la Coustitu- 
ci5n de 1886 va más lejos, pues dice: ''No habrá esclavos en Colombia. 
El que, sitndo esclavo, pise el territorio de la República, íjuedará li- 
bre." Esto demuestra que la esclavitud no tiene partidarios en Colombia, 
y que es imposible, j)or lo mismo, que vuelva á manchar las páginas de 
nuestra Historia. 



CAPITULO II 

indígenas 

1. AiíTECEDEKTES.— II. Dekecho NACIONAL. Le)/es de 1821, 182-1. 1K2G, 1828, 1832, 
líi3.3, 1834, 1840, 1842. 18á8, 1844, 1847, 1818, 1849, 1851, 18.52, ISÜU, 1868, 1870, 
-1874, 1876, 1887 y 1888. 

X 

ANTEOEDEÍÍTÉS 

Al tratar del estado de los indígenas de América durante la época 
colonial, es preciso distinguir dos cosas bien diferentes: el derecho y los 

[1]. Según Decreto del Presidente provisional de los Estados l'nidos de Nuera- 
Granada, datado e? 20 de Julio de 18C1, esta ley sólo rigió hasta e^e día, pues dicho 
Decreto no declaraba vigentes en lo» Estados Unidos de Nueva-Granada, sino las le- 
yes generales de la Confederación Granadina anteriores al I? de ¿"ebrero de 1859. Por 
tanto, los fondos de manumisión quedaron como ant«s de esta fecha. [XV 3? art. 17 
de la Ley 42 de 1865]. 

9 
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rreepon (lien tes, si la Janta cumplía con sus deberes. Cuando los Gober- 
nadores 80 hallaban fuera de la capital, debían visitar las demás Juntas 
con el mismo fin. 

El decreto en sus artículos 3.® 4? y 5.** señala con detención los de- 
beres de los Tesoreros Contadores, Secretarios y Recaudadores de las 
Juntas. 

El artículo 7? ordena que el impuesto úe manumisión sobre las 
herencias debía satisfacerse dt?ntro de un aflo contado desde el falleci- 
miento de la persana respectiva. El artículo 9.**, que los Tesoreros asistie- 
sen á la práctica de los inventarios y avaluaos délos bienes de las sucesio- 
nes en que tuviese interés la manumisión, con el objeto de velar porque 
éste fuese respetado, haciendo las gestiones correspondientes, si era ne- 
cesario. Si los inventarios se verificaban sin la presenciado ese empleado 
ó do un recomendado de su confianza, eran nulos. De acuerdo con el 
artículo 10, el Tesorero debía llevar Ksta oe los one morían dejando 
bienes sujetos á los derechos de manumisión, y los Uuras de las parro- 
quias tenían el deV)er de pasar mensualmente á la Junta de manumisión 
re8}>ectiya una lista sobre el mismo asunto. 

Los Escribanos y Jueces antCv quienes se otorgaba algún testamento 
íibierto, ó cuando se abrían los cerrados, debían de comunicarlo á. la 
Junta de manumisión dentro de los ocho dj^is siguientes já la verificación 
de cualquiera de estos dos actos. 

El decreto establece pena de multa contra los'Curag, Escribanos y 
Jueces quejio cnniplían.cun los deberes indicados, y contra las mortuo- 
rias que haqían fraude á la renta.de in«iiumisiói), la del duplo áe lo de- 
fraudado además del pago délos justos derechos. 

El artículo 17 dice que serían prefetidds por la Juntft de manumi- 
sión para darles libertad: l.o Los esclavos dcí mismo testador, en cuyo 
vaJor se cobraría todo el impuesto si había bastante número para dejarlo 
pago; 2? Los más ancianos de los (¡¡ne pertenecieran al tentador, si la su- 
.nia á que montaba el impuesto que había de, pagar la herencia no álcan- 
ísaba para darlos á todos por libres; 3.^ 'Los más honrados é industriosos 
de;los esclavos del Cantón, prefiriendo siempre entre ellos á los más an- 
cianos; 4. o Los demás esclavos de la Provincia, siguiendo el mismo or- 
den de preferencias; 5." Los esclavos de los otros Departameirtos con- 
forme al juicio del Intendente de aquel .4 quien pertenecían los fondos 
.festinados para la manumisión. 

Concluye el decreto (artículo 19) dando á'los 0-obernadores la su- 
pervigilancla sobro cada una de las Juntas de manumisión, *á las que 
debían obligar á que cumpliesen exactameate sus deberes, valiéndose de 
.apremios, si er^ necesario; autorizándcflos para resolver las dudas que 
.ocurriesen acerca de las disposiciones del decreto, y pidiéndoles que 
inforniasQíi cuáles otras convendría adoptar para la buena organización 
del ramo de manumisión con el objeto de que'*^se llenasen por la^ Juntas 
3'' 'demás autoridades los santos fiues que se propuso la ley de 21 de Ju- 
líJo do 1821". 

Como complemento del decreto anterior, vino otro del Libertador 
í]atado el 15 de Febrero de 1828 (L. JO, P. ^VT. 1? R. G.) en que se es. 
tableció que los derechos de manumisión debían pagarse en él Cantóri 
donde existiese la mayor parte de los bienes del fin,ado, aun cuando hubie- 
se otros en distinto Cantón. Este decreto sólo tiene un artículo. 

JÍ842.— Juzgando el Legislador granadino, pues durante la Eepúbloa 
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de Colombia solo se dictaron sobre la esclaYÍtud las leyes do 1820 á 1828 
de que hemos hablado, que sería muy conveniente averiguar el número 
de esclavos que había en la Nueva Granada pnrr> los efectos de dichas 
leyes, dispuso en la de 12 de Abril de 1842 (L. 13 P. 6* T. V R. G.) 
que se formasen estos censos anuales: uno que comprendiese el número 
de esclavos con diferencia de sexos, dividido en 4 chises por sus edades: 
la 1! de esclavos menores de 40 años; la 2* de los de 40 á 50; la 3? de 50 
á 60; y la 4* de los mayores de 60; otro censo del número de hijos de 
mujeres esclavas nacidos libres en virtud de la ley do 1821, también con 
diferencia de sexos y dividido en tres clases por edades: 1"? menores do 7 
años; 2* de 7 á 14; y 3* de 14 á 18; y otro de los esclavos que se hallasen 
fugitivos ó cimarrones, el cual sería formado de los datos suministrados 
por los amos. Este censo debía dividirse como los anteriores. Era también 
obligación de los amos manifestar el delito cometido por el fugitivo, y 
su vicio público dominante. Los censos debían pasarse al Congreso por 
el Secretario de lo Interior con las observaciones convenientes. La ley 
eonsta de 5 artículos. 

Como la ejecución de las leyes anteriores no dejaría de presentar 
BUS inconvenientes, bien porque en ellas no estuviesen previstos todos 
los casos que podían ocurrir en el asunto, ó bien por que algunas de sus 
disposiciones no fuesen claras ó acertadas, el Congreso de 1842 expidió 
el 29 de Mayo una }ey (L. 8. P. 6.' T. 1? E. G.) adicional á la de 21 de 
Julio de 1821, respecto de la cual haremos un resumen para dar id-ea de 
fiu contenido. 

Sus 20 artículos tienen estos objetos principales: 1.® Lograr que los 
libertos por nacimiento saliesen, al cumplir 18 anos, del poder de los 
amos de sus madres; 2.° Darles ocupación; 3? Aclarar el impuesto sobre 
algunas sucesiones; 4.** Organizar la práctica de los inventarios de éstas; 
y 5." Dar Protector á los esclavos. 

Como podía suceder que luego que el liberto cumpliese los 18 años, 
el amo lo retuviese con cualquier pretexto, la ley impone á éste el deber 
de presentarlo al Alcalde de su Diatr'to para que 1« expidiese un certifi- 
cado en que constara que se hallaba, por ministerio de la ley, en pleno 
derecho y uso de su libertad. Si el amo no lo presentaba, el joven podía 
ocurrir al Alcalde, por medio del Personero Municipal, á reclamar el 
certiflcaflo previa comprobación de que había cumplido aquella edad. 
El Alcalde debía llevar un Registro acerca de estas presentaciones. 

Después de entregada la certificación al jcven, el Alcaide debía des- 
tinarlo hasta los 25 afios á un oficio, arte, profesión ú ocupación útil 
concertándolo á servir con su antiguo amo ó Qpn otra persona de respe- 
to que pudiera educarlo é instruirlo. Para verificar el concierto debía 
consultarse la voluntad del joven y oirse al Personero. Guando los jóve- 
nes no ei'an concertados ó se fugaban del concierto ó no cumplían con 
SQS obligaciones, el Alcalde los destinaba al ejército como á l<>s vagos. 

El impuesto de manumisión en herencias de lujos naturales por parr 
te materna, se 6ja en tres por eiento deducido del quinto de ios bienes 
respectivos; en herencias correspondientes á madres naturales en tres por 
ciento dáducido del tercio; y los bienes dejados por el testador á benefi- 
cio de su alma debían pagar el diez por ciento. 

Los encargados de hajer los inventarios de las sucesiones, debían 
practicarlos dentro de seis meses después del fallecimiento. Este término 
podía pix>rrogar9e por otros seis meses, y en casos especiales, pero sólo 
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respecto de<$iertos bienes^ por algún- tiempo más. Si no se presentaban 
dentro del término respeetivo & la Junta de mannmisión, incarrían en:* 
multa los responsables,. y se les señalaba un término de tres meses im- 
prorrogable. Conoluido é6te,.se exigía una mnlta doble de la primera, si 
no estaban hechos los inventarios, y se embargaban bienes suncientes de 
la mortnoria para. satisfacer el impuesto con su valor. Los inventarios 
debían espeeiñear los bienes áe la mortuoria, los eréditos^ activos y pasi- 
vos, y lo que estuviese litigioso, y esta calificación se tenia presente para- 
liquid^urei impuesto, que de contado sólo se exigía de los bienes existen^ 
tes y no dudosos. 

Eran Protectores de los esclavos los Fiscales ante los Tribunales de 
Distrito y los Procuradores ante los Jlizgados de primera instancia. Uno 
de los principales deberes de los Protectores era promover que se- cum- 
pliesen las disposiciones de la Real Cédula de A^anjuez de 1789 de que- 
hablamos al comienzo de este capítulo.. 

1843. — Las leyes de que hemos-tratado hasta ahora tenían^ en mira 
el interés exclusivo de los esclavos. El Legislador juzgo q^ue ddbía prote- 
ger también á los amos en ciertos casos, y por eso expidió la ley de 22 ' 
de Junio de 1843 (L. 14. P. 6? T;1.** R. Gr.) "sobro medidas represivas 
de los movimientos sediciosos- de esclavos". Castiga á los que con sus dis- - 
cursos, sugestiones ó consejos provocasen á la fuga á algún ©solavo, co- 
mo á cómplices del delito de hurto- del valor del esclavo; como á encu- 
bridores del mismo delito,, á los que diesen asilo ó protección al esclavo 
prófugo; y como «a sediciosos á los que invitasen á los esclavos & que se 
sustrajesen ala obediencia desús amos. El esclavo que denunciaba y 
probaba la seducción de tres ó más esclavos para sublevarse contra sus 
amos, ó el concierta de cinco- ó más para rebelarse,, obtenía la libertad; 
pero al amo se le indemnizaba su valor de los fondos de manumisión. 

El artículo 4? deroga el 6? de la ley de 1821 y permite la venta de 
esclavos para fuera de la Nueva Granada con tal que la ventado los es- 
clavos casados se haciese sin dividir los matrimonios y bajo la condición ^ 
de que los hijos de tales esclavos nacidos libres, jen. virtud de la ley, no • 
se extrajesen contraía voluntad de sus padres, y sin que constara en el:- 
documento de^ voata de éstos la condición libre de sus hijos. Este artí-- 
culo implicaba un retroceso en cuanto á los medios para lograr la aboli- 
oión gradual de la esclavitud sin :c[ue los esclavos saliesen de la Repú-í- 
blicti. 

ELai'tículó G.**,. último de la ley, permite que los jóvenes libres hi- 
jos de esclavos que según el artículo 6? de la ley de 29 de Mayo de 
1842, estaban destinados^al ejército^ pudiesen emplearse en formar nue- 
vas poblaciones dentro de la Eopública. . 

1846.— Ija ley dé 16* de- Abril de este año (L. 1* P. 6i» T. 6.o delv 
Apéndice á la Recopilación Granadina) reformó el orden establecido por 
el artículo 17 de la ley ó decreto de 27 de Junio de 1828, para libertar'- 
á los esclavos con los fondos de manumisión, y eximió á algunos libertos 
del concierto á que quedaban sometidos en virtud de la ley de 29 de Ma- 
yo de 1842. 

Aquel orden quedó así: "Serán preferidos para darles libertad: l.o 
Los esclavos del testador; 2.° Las madres de familia casadas con hom-- 
bre libre; 3? Los. padres de familia casados con mujer libre,- 4? Los indi-- 
viduos que deben cuidar de la subsistencia do parientes niños 6 ancia- 
nos; 5 V. Los que por cualquiera otraciccunstaocia se hallen en. estado de.- 
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* que su libertad sea más útil á otras personas 6 á los mismos esclavos. 
La buena conducta del esclavo será la principal recomendación á su fa- 
vor." Indudablemente este orden consultaba mejor lob intereses sociales 
que el de la ley de 1828. Notaremos que como según las leyes de Parti- 
da, el esclavo quedaba libre cuando, con consentimiento de su señor, 
contraía matrimonio con persona libre, los casos 2? y 3? debían referirse 
al en que faltase dicho consentimiento. 

Quedaban libres de concierto los hijos de esclava mayor de diez y 
ocho afios que contrajesen ó hubiesen contraído matrimonio. Esta excep- 
ción no «ólo era justa, sino indispensable puesto que el estado del matri- 
monio -era incompatible con el concierto cuestionado. 

La ley que examinamos consta de 5 artículos. 

1847.- La ley de 28 de Abril de ese año (L. 3- P. 6* T. 1? Ap. ala 
R. G.) "prohibitoria de la importación y exportación de esclavos" (4 ar- 
tículos), como se deduce de su título, adoptó una providencia que debía 
acelerar la abolición de la esclavitud, y que evitó los obstáculos de la ley 
de 1843. 

El artículo 1? prohibe la importación de esclavos á la República, en 
-cualquier número que fuese, quedando libres los introducidos contra es- 
ta prohibición. Esto suprimió la facultad que concedía la ley de 1821 
para traer uq esclavo como sirviente doméstico. Los que se habian traí- 
do con este carácter debían ser extraídos dentro de un año, y si no se les 
extraía en este término quedaban libres. 

El artículo 2.° deroga los artículos 4.^ y 5.° de la ley de 1843, y en 
<;onsecuencia prohibe la exportación de esclavos de la República. El que 
los exportase quedaba obligado á restituirlos al país dentro de cuatro 
meses, y restituidos aran libres. Si no se les restituía, el responsable in- 
curría en la multa de 4,000 reales por cada esclavo, la cual ingresaba 
on los fondos de manumisión. 

1850. — El 22 de Junio de este año se sancionó una ley mucho más 
favorable á la abolición de la esclavitud que las anteriores, como podrá 
-observarse con solo tener preseates algunas de sus disposiciones más im« 
portantes. Es inútil notar que d.ejó subsistentes las otras en lo que no 
le fuesen contrarias. 

En su artículo 1.® aumenta les fondos de manumisión de una mag- 
uera notable. Dice: **Son fondos para la gradual extmción de la esclavr-. 
tud en la Nueva Granada: 1.° El pnducto total de los antiguos fornidos 
de manumisión que continuarán .cobrándose en toda la República : el 
tres por ciento de que hablan los tres primeros párrafos del artículo 8.^ 
L. 7"? y el artículo 11, L. 8''^ P. 6/ T. 1.° R. G., [leyes de 1821 y 1842] 
se elevará desde el día en que se publique la presante ley al cuatro por 
ciento: y el diez por ciento de que habla el párrafo 4.^ de dicho artículo 
8.° y el mismo artículo 11, al doce y medio por ciento. 2P. Los bienes 
que correspondan al Fisco, según las leyes vigente^ por defunción desús 
dueños, sin dejar herederos. 3.° Las deudas á la renta decimal en la 
parte correspondiente al Estado, hasta el día 30 de Junio de 1848. 4.^ El 
uno por ciento de las rentas de las Provincias sea cual fuere su proceden- 
cia. 5.^ Las donaciones dt) los filántropos, 6." Las multas que imponga 
la Junta de manumisión á los (jue desobedezcan ó no cumplan sus órde- 
nes en las negocios de su competencia, las que podrán ser de 8 á 400 
reales. 7.° El derecho doble que se cobrará ala testamentería 6 albaceas, 
^egún su caso, siempre que cumplido el año fatal no se hayan satisfecho 
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loa derechos de manninisión por culpa de los herederos 6 nlbaceas. 8.^ 
Cincuenta rail reales qne se aplicarán cada año de las rentas nacionales. 
9/ El uno por ciento de todos los sueldos, dietas, viáticos y pensiones 
qne se paguen del Tesoro nacional ó de las rentas municipales de las 
Provincias. 10. El uno por ciento con que se recargan los derechos de 
importación sobre ías respectivas liquidaciones de la Aduana. 11. El pro- 
ducto de los bienes mostrencos. 12. Oclio reales que pagarán al afio los 
dueños de esclavos por cada uno de los que posean." 

La ley establece en cada capital de Provincia una nueva Junta de 
manumisión compuesta del Gobernador, que la presitlía,. del Tesorero y 
Personero de la Provincia y del Secretario de la Gobernación, que lo era 
de la Junta, la cual debía vigilar los asuntos del ramo. En el Cantón ca- 
pital ejercíalas funciones de Junta cantonal de nauíumisión. Las demás 
Juntas cantonales quedaban subsistentes; pero con organización distinta. 
Se componían del Jefe político, que las presidía, del Juez letrado 1.* del 
Circuito, y en su defecto del Juez 1.^ |»arro(juial, del Presidente del Ca- 
bildo, del Tesorero parroquial y del Secretario de la Prefectura, que lo 
era de la Junta. Estas dependían do la provincial y eran las encargiwias 
do cumplir los deberes de las anteriores Juntas do manumisión, los cua- 
les detalla el artículo 9. Los artículos 12 y 13 señalan los deberes de los- 
empleados que recaudaban algunos fondos de manumisión comoColecto- 
rci ó Tesoreros. 

Para obtener que ninguna sucesión dejase de satisfacer el impuesta 
de manumisión, se adoptó un nuevo medio: prohibir que ninguna perso- 
na entrase en el goce de herencia sin acreditar previamente con recibo del 
empleado respectivo, el pago de ese gravamen. 

El artículo 21 otorga á los esclavos un nuevo derecho: el de cambio- 
de amo. Para esto, sus amos debían darles boletas en que constase su va- 
lor, que si era exesivo, se regulaba, c<>n el fin naturalmente de que satis- 
fecho éste i^or el nuevo amo, quedaba verificado el cambio. Los amos no 
eran obligados á dar dichas boletas sino cada tres meses. Si la disposición 
de este artículo no procuraba la libertad del escLivo, si podía aliviar su 
suerte dándole un amo mejor que el que tuviese. 

El artículo 23, último de la ley, manda imprimirá continuación de 
esta, lo que se hizo, la Real Cédula de Aran juez datada el 31 de Maya 
de 17S9, la cual, según hemos visto, estaba vigente en la República. És- 
to tenía por objeto hacer más presentes á los amos las benéficas disposi- 
ciones de dicha Cédula. 

ABOLICIOISr DEFINITIVA 

Treinta años habían transcurrido desde que só dictó la primera ley 
nacional sobre abolición gradual de la esclavitud, cnando el Legislador 
juzgó que debía abolir semejante bárbara institución de una manera de- 
finitiva. Si había adoptado la abolición por grados, sería seguramente por 
la razón principal de que merecían respecto derechos adquiridos, por más 
absurdos que fuesen, de acuerdo con el principio de que la ley no deber 
tener efecto retroactivo. Pero bien: ¿Será cierto que no debe tenerlo en 
ningún caso, absolutamente en ninguno? Para nosotros cuando los iere- 
«hos particulares ó individuales son opuestos á ciertos derechos de h»- 
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inanidad, como por ejemplo cuando entrañan una injusticia notoria^ 
porque violan sagrados derechos naturales, deben ceder á éstos. Cierto 
que los derechos particulares adquiridos leffalmento, merecen respeto. 
Pero más respeto merecen los derechos de la humanidad, que están so- 
bre aquéllos. Así es que en oposición los derechos legales de los amos al 
valor que representan sus esclavos, con los derechos naturales de éstos á 
ser libi(s, la ley debe tener efecto retroactivo inmediato para que la jus- 
ticia recobre el puesto que le arrebatan miserables intereses pecuniarios. 
Contra la justicia eterna nada debe prevalecer. 

Consecuen.es con estas iileas, creemos que hizo bien el Legislador 
de 1851 en sui)rimir la esclavitud devolviendo ó reconociendo la libertad 
natural de los esclavos. Era una reparación que debía hacerse sin pensar 
on sus^consecnencias. Con la abolición gradual se quiso pagar j)rev:a- 
inente el ])rec¡o de esa libertad á los amos. La abolición definitiva esta- 
bleció como lo previo la libertad. Hubo, pues, un cambio trascendental 
de método en el asunto. Con ese cambio los esclavos recobraron sin de- 
mora lo que justamente les pertenecía — su libertad — y los amos ])odían 
EBrder el tí^do ó parte de su derecho U'gal,.esto ?s, podíau ])erder dinero, 
a extinción gradual era una expropiación, previa indemnización; la ex- 
tinción definitiva fué lo mismo; pero sin (pie la indemnización fuese pre- 
via; por que la satisfacción de los sagrados derechos de la justicia eter- 
na debe ser inmediata. Nada, absolutamente nada debe retardar esa in- 
dispensable satifacción. En el caso de que tratamos, ante todo debía ser 
üar libí^rtad á los esclavos, ó mejor dicho, reconocerles y hacerles efec- 
tiva la que recibieroc de Dios. Los intereses pecuniarios de los amos,, 
serian después. 

1851. — El Congreso de este aüo expidió una ley titulada ^^sobre li- 
bertad de esclavos", la cual so sancionó el mismo día de su expedición, 
el 21 de Mayo. El título dice claramente su objeto. A pesar de esto, lla- 
maremos la atención acerca de algunas do sus dispí)Siciones, especial- 
mente para que se sepa cómo atendió á los intereses de los dueílos de es- 
clavos, que eran los perjudicados con la ley. 

El artículo 1.' dice: *.*Desde el 1.* de Enero de 1852 serán libres to- 
dos los esclavos que existen en el territorio de la República. En conse- 
cuencia, desde afjUeUa fecha gozarán de los mismos derechos y tendrán 
las mismas obligaciones que la Constitución y las leye» garantizan é im- 
ponen á los demás granadinos". 

El artículo 2.^ dice: *'E1 comprobante de la libertad de cada escla- 
vo será la carta de libertad expedida en su favor con arreglo á las leyes 
vigentes, previos los respectivos avalúos practicados con las formalidades 
legales, y con lai; demás que dictare el Poder Ejecutivo." 

Como la ley reconocía á los amos el valor de sus esclavos, contiene 
reglas para fijar éste, y señala los fondos para satisfacerlo. Las Juntas 
de manumisión eran las encargadas de dar á los amos la certificación en 
í|Uo constase tal valor, certificación que en la Secretaría de Hacienda na- 
cional se cambiaba por vales denominados de manumisión, que no gana- 
rían intereses. Para verificar los avalúos, la ley da estas reglas. Ningún 
esslavo menor de 45 años debía valorarse en más de 1,600 reales, si era 
varón, y si hembra, en más de 1,200; ningún esclavo varón, ma^'^or de 45 
años, en más de 1,200 reales, y mujer, en más de 800. Los esclavo» 
prófugos no debían apreciarse antes de su aprehensión^ Los mayores d& 
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'60 años y los manumisos nacidos después de la ley de 182 L, estaban ex- 
ceptuados del avalúo, porque eran libres sin recüiiocerse su precio. 

Los fondos que señala la ley para pagar el valor de los esclavos eran 
los mismos de manumisión, creados por las leyes anteriores, los cuales 
aumenta así. Al seis por ciento el impuesto sobre las sucesiones en que 
había descendientes, ascendientes y colaterales, madres é hijos naturales; 
y al quince por ciento cuando los herederos eran extraños. Al dos por 
ciento el gravamen sobre las rentas de las Provincias y sobre los «neldos, 
dietas, viáticos y pensiones que se pagasen del Tesoro nacional ó de las 
rentas provinciales. Al dos por ciento el uno de los derechos de impor- 
tación. Además estableció estos gravámenes. El cuatro por ciento sobre 
las rentas provenientes de capellanías y fundaciones piadosas para festi- 
vidades eclesiásticas; el dos por ciento de todas las rentas provenientes 
•de beneficios eclesiásticos y propiedades de monasterios, y cualesquiera 
bienes conocidos bajo la denominación común de "bienes de manos 
-muertas", con excepcióíi de las rentas de los establecimientos de caridad, 
beneficencia y educación pública; y el cuatro por ciento de las pensiones 
civiles y militares que alcanzaran á 200 pesos anuales, y el uno más so- 
bre esta base de las pensiones que excediesen de dicha suma. 

Con el producto anual de los fondos mencionados, el Poder Ejecuti- 
vo formaría lotes de 1,000 á 10,000 reales, los cuales serían rematados en 
pública subasta al mejor postor, que lo sería el que ofreciese mayor can- 
tidad en los vales indicados por cada lote. 

De las demás disposiciones de la ley, merecen especial mención és- 
tas. El artículo 14 dice: ''Son libres de hecho todos los esclavos proce- 
dentes de otras Naciones que se refugien en el territorio de la Nupva Gra- 
nada, y las autoridades locales tendrán el duber de protegerlos y auxi- 
liarlos por todos los medios í|U0 estén en la esfera de sus facultades''. El 
artículo 15 autoriza :tl Podor Ejecutivo para que celebre un Tratado pú- 
blico con el Gobierno del Perú, en virtud del cual se obtuviese la liber- 
tad de los esclavos granadinos que habían sido importados á esa Nación, 
Según el artículo 18, que es el penúltimo, los que reconociesen censos (u- 
ya hipoteca consistiera en esclavos, ó en fincas con éstos, podían redimir- 
los con los vales de que se trata, los cuales se les recibirían por su valor 
nominal. 

Se calcula que el número de esclavos libres en virtud de esta ley, as- 
cendió á once mil. 

1852. — Como en Li ley precedente nada se dijo del concierto de los 
manumisos, la de 17 de Abril de 1853, que consta de 13 artículos, decla- 
ró (jue los hijos de esclavos nacidos libres de acuerdo con la ley de 18:^1, 
"habían quedado eximerados desde el 1.° de Enero del presente año 
(1852) de toda obligación de servicio ó conciertt) especial que á título de 
tales les habían im[)ncsto leyes anteriores dt- la República." 

Las detnás disposiciones de la ley tienen por objeto puntos secunda- 
rios como fijar el impuesto sobre las pensiones, el cual sólo sería del 
cinco por ciento cuando pasaban de 200 pesos; autorizar al Poder Ejecu- 
tivo para que encargase la recaudación de las rentas de manumisión á. 
cualquier empleado de hacienda; clasificar los vales de manumisión en 
dos clases; prorrogar por seis meses la existencia de las Juntas de manu- 
misión con el objeto de que expidiesen los certificados que faltaban sobre 
avalúo de esclavos; señalar penas céntralos empleados que dispusiesen 
de los fondos de manumisión arbitrariamente, las cuales serían las im- 



puestas en el Código Penal á los defraudadores de las rentas publicas &**: 

1860.^Ley de 24 de Abril ^'adicional á las de manumisión" (7 artí- 
culos). Reconoce á cargo de la Confederación Granadina la deuda do 
manumisión, ó sea el valor de los vales ó billetes de dos clases que re- 
presentaban el precio de lr)s esclavos, para pagarlo con Jos fondos des- 
tinados á la amortización de esta deuda, según leyes anteriores. Declara 
que las rentas de los Esta»]os y los sueldos, pensiones, dietas y viáticos 
que ellos pagaban, no formarían parte de aquellos fondos. Dispone lo 
conveniente j)ara rematar éstos por lotes cada seis meses á cambio do 
los vales ó billetes (1). 

1801. — Diremos qué fin tuvieron los fondos de manumsión. El De- 
creto de 9 de Septiembre de 1861 **^orgánico del crédito nacional", dicta- 
do por el Presidente provisional de los Estados Unidos de Xueva Grana- 
da, en el inciso 6.^^ del artículo 24, declam que desde el 31 de Diciembre 
de dicho año en adelante quedaba abolida la renta de manumisión. 

1866. — El artículo único de la ley 44 de 5 de Junio de este año, ce- 
dió á los Estados de la Unión colombiana los créditos correspondientes á 
dicha renta hasta el 31 de Dicimbre de 1861, que no hubiesen sido sa- 
tisfechos. 

Antes de concluir, y con el fin de cerrar este resumen de una ma- 
nera satisfactoria al patriotismo, copiaremos dos disposiciones constitu- 
cionales. El artículo 12 de la Constitución de 1863 dice: ^^l^o habrá escla- 
vos en los Estados Unidos de Ct)lombia." El artículo 22 de la Constitu- 
ción de 1886 va más lejos, pues dice: ''No habrá esclavos en Colombia. 
El que, siendo esclavo, pise el territorio de la Ropúblioa, f{uedará li- 
bre.'' Esto demuestra que la esclavitud no tiene partidarios en Colombia, 
y que es imposible, por lo mismo, que vuelva á manchar las páginas de 
nuestra Historia. 



CAPITULO II 

indígenas 



1. ASTECEDEXTES. — II. DrUECHO NACIONAL. Zí.f/Í-Í do 1821, IH'U. 1S2G, 1838, 1833, 
1>Í3.% 1834. 1840, 1843, 1843, 1844, 1847, 1818, 1849, 1851, 1853, 18ÜU, 1868, 1870, 
1874, 1876, 1887 y 1888. 



ANTECEDENTES 

Al tratar del estado de los indígenas de América durante la época 
colonial, es preciso distinguir dos cosas bien diferentes: el derecho y los 

[11. Según Decreto del Presidente provisional de los Estados Unidos de Nueva- 
Granada, datado el 20 de .Tulio de 1801, esta ley sólo rigió hasta e<e día, pues dicho 
Decreto no declaraba vigentes en los Estados Unidos de Nueva-Granada, sino las le- 
yes generales de la Confederación Granadina anteriores al I? de Febrero de 1859. Por 
tanto, los fondos de manumisión quedaron como antes de esta fecha. [N? 3? art. 17 
de la Ley 42 de 1865]. 
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hechos, esto es, his providencias dictiid.is por el Gobierno aeercíi de 1» 
niMiiora de gobernar á esos desgriiciados y el modo cómo se cumplieron 
dichas providencias. Tun rápidamente como nos sea posible hablaremos- 
de ambas cosas. 

Luego que se verificó el descubrimiento de América, el Gobierno es- 
pafiül juzgó que debía considerar á los indígeuas ó indios como si fuesen 
})U]»ilo8, & (quienes no podía dejárseles el uso com])leto de su libertad, co- 
mo á los demás vasallos del lley, debido á su falta de aptitudes para el 
gol>ierno de su persona 6 intereses. De aquí se originó un Derecho es])e- 
cial para los indios, el cual se consignó en diversas cédulas, provisiones, 
acuerdos y despachos de los Monarcas es])aíi()les, documentos que se reu- 
nieron en el libro sexto de la Kecopilación de Indias, que puso en vigor 
Don Carlos II en 1680. 

Para dar idea del estado legal de los indígenas durante la Colonia^ 
croamos lo más acertado indicar el contenido de dicho libro, ya que he- 
mos tenido la paciencia de leerlo. Aunque á éste siguif ron. otras provi- 
dencias del Gobierno respecto del asunto de que trata, prescindiremos der 
ellas, porque nos piu'ece que un ligero examen de aquel contenido es lo* 
más propio para (iesenipefiar nuestra tarea, que no deja de ser interesan- 
te, y muy superior á nuestro» conocimientos en la materia» 

El lil)ro cuestionado se divide en 19 títulos, cada uno de los cuales 
se subdivideen leves lo mismo cjue los demás titules que comprende ca- 
da libro de hi Eccopilación. La Junta encargada de formar esta obra^ 
clasificó, en aquellos 10 títulos, las cédulas y demás providencias diota- 
das por los ^Monarcas esj)añóles, acerca del gubierno de los indios, desdó- 
los lieyes católicos hasta Carlos II inclusive. Veamos algo de lo que di- 
een tales providencias ó leyes,, hablando separadamente del contenido do 
cada título. 

Título I. Trata dolos indios en general. Manda, entre otras cosas,, 
que éstos sean favorecidos y amparados por las Justicias eclesiásticas y 
seculares; que se puedan casar libremente; que la india casada sea del 
pueblo de su marido; que los indios solteros vivan con sus padres y los 
h¡j('S de indias solteras, con éstas; que los indios puedan poner á sus hi- 
jos vn los oficios que quieran mientras los hijos no sean tributarios; que 
los de tierra iría no sean sacados á la caliente, ni al contrario; que los^ 
indios no pudiesen ser llevados á España, ni mudados de sus residencias;- 
que se pusiesen escuelas pai\i enseñarles el castellano, donde fuera posi- 
ble; (|ue fuesen puestos en policía sin ser oprimidos; que pudiesen criar 
toda es})ecie de ganado mayor y menor, comerciar libremente con los es- 
paii'les y vender sus haciendas con autoridad de la justicia, en pregón 
y aluioneda ]»úbliea, y que no i)udiesen comprar armas ni tenerlas, ni 
andar á caballo, ni comprar vino. Ko entraremos en excepciones, porque 
tendríamos que alargarnos demasiado: nos limitaremos á indicar las re- 
ghis generales. Sirva esta advertancia para los demás títulos. Eespecto 
de éste agregaremos (jue la pena más generalmente impuesta á los indios 
era la de azotes. Consta el título de 48 leyes. 

Titulo 11. *^De la libertad de los indios'\ Reconoce de una manera 
categórica y terminante que los indios son libres y no están sujetos á. 
servidumbre. Luego veremos () lie sólo eran libres en el nombre. Seme- 
jante reconocimiento se hizo dcsd(; el descubrimiento de América, y pa- 
ra que fuese efectivo, el título establece penas contra los encomenderos' 
que vendieren s,us indios, 6 que ejecutaseu otros actos violatorips de líK 
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libertad de éstos. Citaremos otras dos disposiciones del título. Los Co- 
rrefridores y Alcaldes mayores debían dar cuenta á las Audiencias, 6 á 
los Fiscales del Key, de las causas seguidas á los que atentaban contra 
dicha libertad. Los indios no podían prestarse, ni enajenarse por ningún 
título, ni ponerse en las ventas de la» haciendas. (16 leyes). 

Título IIL "De las reducciones y pueblos de indios." Manda que és- 
tos sean reducidos á poblaciones con el objeto princijíal do instruirlos en 
la santa fe católica; que se procure fundar pueblos de indios cerca de 
donde hubiera minas; que en Lis reducciones hubiese Alcaldes y Eegido- 
res indios; que ninguno de éstos pueda irse de su pueblo á otro, ni se le 
dé liíícncia para vivir fuera de el; que en las roducciones ó pueblos no 
puedan vivir españoles, negros, mestizos, ni mulatos &*} (29 leyes). 

Título IV. Trata de las cajas de censos y bienes de comunidad, y su 
administración. Da reglas para la administración j disposición de los 
censos y bienes comunes de los indios, cosas que debían depositarse en 
las cajas (le la comunidad y no podían gastarse sino en beneficio de ésta. 
(38 leyes). 

Título V. "De los tributos y tasas de los indios-'. El tributo que se 
exigió di' éstos en favor del Rey ó de los españoles encomenderos á quie- 
nes se cediese, se fundó en que era cosa juí^ta y razonable que los indioF, 
que se pacificaron y redujeron á la obediencia y vasallaje del Rey, le sir- 
viesen y diesen tributo y reconocimiento del señorío y servicio que le de- 
bían. Ño eran obligados a pagar tributo los indios soltero»? menores do 
18 aílos, los caciques y sus hijos, las indias, ni el indio Alcalde. El tri- 
buto cidria señalarse por una Junta nombrada por los Virreyes, Presi- 
dentes ó Audiencias, según el caso. La ley 21 de este título da reglas mi- 
imciotas ptira hacer el señalamiento. El tributo debía pagarse general- 
mente en especie como en víveres, ropa, mantas, algodón &* y en el do- 
micilio del indio respectivo. Una parte de los tributas era para las igle- 
sias de los pueblos de indígenas. Debían moderarse en tiempo de peste ó 
epidemias. Si los encomenderos remitían en sus testamentos los tributos 
que se les debían, por algunos años, se cumplía su voluntad. Del pago de 
tributos nunca se eximió á los indios (I). Este título tiene C6 leyes. 

Título VI. "De los Protectores de indios". Establece quiénes eran 
los Protectores de éstos y les señala sus funciones, entre ellas, la de man- 
dar relaciones á los Virreyes y Presidentes acerea del estado de los indí- 
genas para que las remitiesen ai Consejo de Indias, naturalmente con el 
objeto de que éste indicase las nuevas providencias que convenía adop-^ 
taren el asunto. (14 leyes). 

Título VIL "De los caciques". Se les reconocen los derechos que te- 
nían soi)re los indios antes de la conquista con algunas modificaciones 
como la de no poder recibir en tributo á las hijas de sus indios, la de no 
permitir que se matasen algunos de éstos para enteri-arlos con sus caci- 
ques, y la de que éstos no tenían j"urisdicción en causas criminales en 
que hubiese pena de muerte^ mutilación, ni otro castigo atroz. Después 
se dispuso que las poblaciones de indios fuesen regidas por un Cabildo 



[1] Xada más arbitrario que la clase y cuantía de los tributos. AI comienzo de la^ 
fnnqui;;t:i se estableció uno que "consistía en la cantidad do oro en polvo que cupie- 
»€ en un cañón de pluma." Hubo parte eu que se exigiese á cada indio un tributo^ 
aiuul de cien pesos. 
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(le dos AlciUdes y otros tantos Regidores, todos indios, y los Protectores 
i'^idicados, lo que aeabó con la autoridad de los caciques. (17 leyes). 

Título VIII. **De ]os repartimientos, encomiendas y pensiones de in- 
dios y calidades de los títnlos.'' La ley 1" de este título dice (^ue el Ade- 
lanta lo, el Gobernador 6 Pacificíulor de cada Provincia conquistada y so- 
metida, reparta los indios entre los pobladores, *'para que cada uno se 
oncai'gue de los que fueren de su repartimiento y los defienda y ampa- 
re'', y C'í?quihne únicameuto entendieron los encomenderos. Hé aquí el 
origen de las tunjostaíj encomiendas que dieron derecho al tributo antes 
mencionado, y fueron causa de otras cosas j)eore8. El título contiene dis- 
'>osiciones respecto de las pei*sorias ti quienes debían darse las encomien- 
ilas: y [«rohibe que los Alcaldes ordinarios pudiesen encomendar indios: 
que (stos se encomendasen ]X)r donación, venta, renunciación, traspaso, 
periniua, ni otro título prohibido; en suma, el único váli<lo era el de la 
yjroviíiiún hecha por el Crobierno y el de herencia; prohibe también que 
ius indios se pud-esen alquilar y dar en prond.is: y ordena que las enco- 
miendas se redujesen á cierto número de indígenas, de 35 á 90, según 
ol ]>unto, y que no se dividiesen. Posteriormente cesaron las encomien- 
das: pero nó lus pa<iecimientos de los naturales, ni mejoró la suerte de 
éstos, (ol leyes). 

Título ÍX. "De los encomenderos de indios''. .Manifiesta más clara- 
mente ^ue el anterior, el objeto de los encomenderos que era el de que 
tuviesen á su cargo á los indios, y les defendiesen sus personas y hacien- 
das. »r 'Curando ouc no reeibiestu nincrún acn-avio: v da reírlas minucio- 
sas rt-spect^ de la muíiucta que debían observar los encomenderos con 
.-LIS indios, y est.ibi.lcce ias penas en que incurrían cuando faltaban á los 
deberes que ella les imponía. Las penas generalmente eran la de priva- 
ción del tributo y aun de la encomienda, la multa ó ei destjerro. Una do 
las princi|»alcs obligaeioi7es de los encomenderos era procurar ministros 
á los iuiiios ]>ara que les ensenasen la doctrina y les administrasen los sa- 
cramentos. Xmgún encomendero podía ser esciibano, y para serlo debía 
]>resci!ídir de la encomienda. Los encomenderos debían prestar juramen- 
to de que tratarían bien á sus indios. (37 leyes). 

Titulo X. **Del buen tratamiento de los indios". Contiene disposi- 
ciones para Iqgi-ar que los indios fuesen muy bien tratados, lo que nun- 
ca se logró; establece que se castigase á quien los tratara mal, y señala 
los empleados y justicias que debían proceder en el asunto, á todos los 
cuales encarga que procurasen el buen tratamiento de los naturales. Los 
indios no podían ser ocupados en hacer ropa para los ministros de justi- 
cia, ni para los curas, ni ser apremiados á llevarles aves y otras cosas, ni 
á ejecutar ningún oíicio sm su voluntad y pagándoles su trabajo. A los 
españoles les era prohibido andar en hamaca^ ó andas conducidas \)0T los 
indios sin notoria enfermedad. Los delitos contra los indios debían cas- 
tigarse eon mayor rigor que los contra españoles. Palabras y nada más. 
(:l'o leyes). 

Titulo XI. ^'De la sucesión de encomiendas, entretenimientos v ayn- 
das de costa.'' Lstablece las reglas de la sucesión de las encomiendas por 
causa de muerte. Xotaremos solo que dichas reglas eran semejantes á las 
de los mavorazíjos ó vinculaciones. Por consiíjuiente, 1í\s encomiendas 
no se dividían entre los herederos, sino que pasaban íntegras al llamado 
á disfrutarlas, según el orden de sucesión correspondiente, (lí) leyes). 

Título XII. '*Dél servicio personar'. Permite que á ios indios pudie-s 
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sen imponérseles ciertos trabajos personales como el de cargar/ y dispo- 
ne qne los pueblos suministrasen á las haciendas cierto número dé indios 
para labor de los camposj cría de ganados y trabajo, de las minas* Esta 
disposición, qué fue la causa de lok mayores padecimientos de los indí- 
genas, comprendía el derecho de" las mitas, voz derivada de la palabra 
indígena mitimaes, nombre dé una tribu del Perú, establecidas por los 
c*.on(juistadores y aprobadaíí por Carlos V,las cuales facultaban para ocu- 
par á los indios de la manera indicada; El título contiene reglas minu- 
ciosas acerca de las cuitas, (49 leyes). 

Los títulos XIII (26 leyes), XIV (3 ib,) y XV [21 ib.] tratan del ser- 
vicio de los indios en las chacras [^'habitación rústica sin pulidez, la (|uo 
usan los indios, con estancias separadas"], viñas, olivares/ obrajes, inge- 
nios, perlas, tambos, requas, carreterías, casas, ganados y bogas; y en 
el cultivo de la coca y el aflil; y en las minas. Las disposiciones de' estos 
títulos, que son ampliación del XII, tienen por objeto conseguir el buen 
tratamiento de los indios en dichos servicios, y que éstos se les pagasen 
cuando fuera el caso. Respecto deltrabajo en las minus, que sacrificó 
tantos indígenas, hay muchos pormenores favorables á éstos; pero que 
fueron letra muerta. 

Los Títulos XVI [C7 leyes] y XVII [13 ib.) se refieren r el primero 
(x los indios dé Chile y el segundo á los de Tucumán, Paraguay y Río de 
la Plata. El Título XVIII [13 leyes] trata de los sangleyes ó sea de los 
chinos de la isla de Luzón. El Título XIX [6 leyes] trata de las conñr- 
niaciones de encomiendas, pensiones, rentas y situaciones. Diremos sólo 
que toda encomienda, para ser válida, necesitaba de la conñrmaeión del 
Rey. 

Agregaremos á esto, para dar idea nías exacta del estado que legal- 
monte debían tener los indios, que estaban exentos del servicio militar; 
que no les era vedado ningún género de industria; que en nuestro país 
tenían ciertos derechos en las salinas, y que desde el tiempo de Don An- 
drés Díaz Venero de Leiva, primer Presidente del Nuevo Reino de Gra- 
nada [1,564-1,574], se les distribuyeron terrenos con el nombre de Res- 
(jnardoSj bajo la. condición deque no pudiesen enajenarlos. Agregaremos 
también que el Gobierno español mandó constantemente misioneros pa- 
ra ensefíar la fe católica á los indios», y para reducirlos á la vida cristia- 
na. Los misioneros fueron uno de los medios que el Derecho español ha- 
lló más propio para el establecimiento del orden en la justicia en sus 
posesiones americíinas. 

Resumiendo, á riesgo de repetirnos y para ser más claros, tenemos 
que á los indígenas se les declaró libres; pero que á semejanza de los pu- 
pilos con quienes se les comparaba, estaban bajo la inmediata guarda del 
Gobierno espafiol, la cual no siempre fue acertada: las leyes establecen 
respecto de ésta hasta pormenores absurdos ó insignificantes, según he- 
mos visto; que estaban obligados á pagar ciertos tributos, á veces excesi- 
vos, lo cual era injusto atendidas la naturaleza y cuantía de éstos; quo 
estaban igualmente obligíidos á prestar servicios personales en las labo- 
res del catnpó, en los trabajos de las minas y en otras cosas, obligación 
injusta en^ sumo grado especialmente por la crueldad con que se hacía 
cumplir; qaei estaban eximidos de toda contribución de sangre, y que se 
les adjudicaron tierras con el carácter de i nena jenables. De este resumen 
podemos deducir que en lo general el Derecho especial á que estaban so- 
iuetidos los indios> era saludable^ y fruto del caritativo sentimiento de 
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aliviar y mejorar la suerte de seres tan desgraciados. Pero cuáii diferente 
(le i'«(' Derecho y fie la idea que lo ent^endró, fue la manera cómo se 
])iis<> en práetien. La cünoceren;os diciendo unas pocas palabras respecto 
de los procedimientos ejecutados contra Ljs indíg.*níis, 6 sea de los he- 
chos -le que fueron víctimas. Tocante á estos no en ti aremos en pormeno- 
res, pues unas pocas observaciones bastan para establecer la diferencia 
qiio hiibo entre el Derecho indicado y el modo cómo se cumplió. 

Ks innegable que el Gol)¡enio espafiol se propuso conservar y civili- 
zar cristianamente la raza indígena. Para lograr esto adoptó j)roviíiencias 
más ó menos acertadas; ])ero inspiradas casi fiiempre ])or el deseo de ha- 
cer el bien. Origi-n laincipal de (.días fueron los inicuos procedimientos 
ejecutados por los conquistadores contra los indios. Puede decirse que 
para cada abuso de los primeros dio remedio la Corte española: pero que 
á pesar de esto los abusos se repitieron y aumentaron. No |)odía ser de 
oLra manera, ¡x-rqne las leyes en favor de los indígenas se obedecían, pe- 
ro no se cumplían. Así es (jue no obstante lo (|ue dis])onen, los coníjuis- 
tadoros y sus sucesores, no se preocuparon con otra cosa que con esquil- 
mar, de la manera más ventajc^sa para ellos, sin pararse en los medios, á 
los desdichados natui'ak'S de Auicriea, de lo que resultaron para estos 
crueles padecimientos que trajeron como consecuencia fatal y necesaria, 
ruiíiíi y muerte de millares d(í indígenas. Esto es la verdad, y para de- 
inostrarLi nos es suíiciente notar sólo dos hechos relativos á nuestro país; 
pero que pueden referirse tambi(ju de la manera debida, á las demás na- 
ciones hispaiio-americanas. 

Según cálculos, arbitrarios sin duda, la población indígena de nues- 
tro territorio al tienq)© de la conquista, ascendía á unos diez millones de 
habitantes. Poco des})ués de ésta quedaron reducidos á unos doscientos 
mil. ;,Cómo desapareció el enorme número de más de r>ueve millones? 
No lo mataron las buenas leyes, no lo mató el Derecho especial de que 
hemos hablado: matáronlo, en su mayor parte, las crueldades de los es- 
pañoies, quienes en vez de atender á Dios y á la Ley, sólo escuchaban 
sus j'ropios intereses ó lo insaciable de su codicia. Hubo excepciones, es- 
to es, hubo e.-paú(des caritativos; pero siendo los menos y no habiendo 
podi'lo i:n])edir las crueldades que devoraron á la raza indígena, no pue- 
den Servirnos para establecer la regla gen(4'al en el asunto. En suma, pa- 
ra «Icniostrar esas crueldades, violatorias de la moral y del Derecho posi- 
tivo, nada es más elocueutc (jue el número de las víctimas. 

El segundo hecho es muy significativo y queda demostra<lo con el 
anterior suponiendo que no hubiese otras pruebas que lo confirmasen. 
Lo suerte de los indios era mas desgraciada que la de los esclavos, como- 
puede averiguarlo quien lea la Historia de la Conquista y la Colonia. Es-. 
to lo dice todo. Sin embargo, la esclavitud se importó á América para \j\\^ 
viar y mejorar la condición de la raza indígena! 
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Estaba en el espíritu de la guerra de la Independencia hacer desapa- 
recer todas las desigualdades sociales provenientes del Gobierno colonial^ 
bajando al nivel de" las leyes á los que les eran superiores y elevand(^ á 
su altura á los que estaban debajo de ellas, como los esclavos, é indios^ 



para establecer la igualdad de todos ante la Ley. Lejos de nosotros re- 
chazar semejante espíritu de igualdad, el único compatible con los Go- 
biernos republicanos; pero no podemos menos de notar que es dudoso en 
nuestro concepto que los indígenas estuvieran suficientemente prepara- 
dos para el nuevo estado civil que debían tener. iS'i lo estuvieron antes, 
ni lo están todavía; y quizá por esto lo más acertado habría sido que la 
Eepública los hubiese mantenido durante algún tiempo bajo su guarda 
inmediata. Las escasas aj^titudes intelectuales do la raza indígena requie- 
ren una especie do Gobierno paternal. Su inferioridad lespocto de las de- 
más de nuestro país, so demuestra con observar que en s^us relaciones con 
-éstas, siempre lleva la i)oor parte. Reclama, pues, ]n-utejci(3n especial, 
cosa bien diferente á la esclavitud acerca de la cual yá dimos nucstr;i 
op-.nión. Veamos lo que ha dispuesto la República respecto de los indí- 
genas. 

1821. — El Congreso de este afío expidió la ley de 11 de Octubre [L. 
1? P..G" T. 1? R. G.] titulada "sobre abolición del tributo, y repartimien- 
to de los resguardos de indígenas", que claramente numi Cesta la condi- 
<3ión que á éstos correspondía en la époe.i re])ublieana. E^a condición, lo 
diremos de una voz, del)ía ser la misma de los ciudadanos, según apare- 
ce del artículo 1? de la lo}', que d¡c<K *^Los indígenas de Colombia, lla- 
mados indios en el Código es|)nriol, no pagarán en lo venidero el im})ues- 
to conocido con el degradante nombro de 'tributo'; ni podrán ser desti- 
nados á servicio alguno por ninguna clase de i)ersonas, sin pagárseles 
-el corros[)ondiento salario que antes estipulen. Ellos quedan en todo 
iguales á los demás ciudadanos, y se regirán por las mismas leyes.'' 

En seguida de esta disposición, que es lo esencial de la ley, vienen 
otras sobre puntos f[ue pueden considerarse secundarios. Las menciona- 
remos rápidament(\ 

Los resguardos d(5 tierras que poseían los indios en comunidad ó en 
])orcioncs distribuidas á sus f-imilias, d» bían repartírseles en pleno do- 
minio luego que lo pormitioson las circunstancias, Para verificar esta dis- 
tribución debian formarse listas do los indígenas y tomarse datos respec- 
to de la extensión de los rosí^utirdos. Mientras se llevaba á cabo, los natu- 
rales continuarían po.sryen.lo los resguardos de la misma manera que an- 
tes, y tendrían el i)oqnoño Cabildo qiu- les concedían las leyes; pero sólo 
para la administración económica de los bienes de la comunirlad. 

Los Protectores de los indígenas, únicamente ejercerían su cargo 
para representar los intereses comunales; ])oro las acciones, tanto en lo 
civil como en lo crimmal, que fuesen i)ersonales, debía ejercerlas el res- 
pectivo interesado, como los demás colombianos, sin que jmdiera cobrár- 
seles derechos judicÍMlos, ])uos l(»s indios queiaban amparados como po- 
bres de solemnidad. So docbíró á estos con derecho á obtener toda clase 
de destinos siempre que fuesen aptos para desempeñarlos. 

La ley permite que en las parrorpiias de indígenas, que no debían 
llamarse pueblos como antes, pudieran establecerse cualesquiera otros in- 
dividuos, pagando el correspondiente arrendamiento por los solares que 
ocuparan sus casas y sin perjudicar á los indígenas. Esta disposición, 
que })arece muy razonable, produjo graves males á éstos, porque en mu- 
chos casos los iiizo víctimas de la astucia y aun maldad de sus huéspe- 
des. 

La ley, que consta de 12 artículos, concluyo derogando las anterio- 
res en lo que le fuesen contrarios. 
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1824. — El Legislador de este aüo juzgó cjue debía prestar sn protec- 
ción á los indígenas emintes con el objeto principal de reducirlos á po- 
blaciones, y por est.o en la ley do 3 de Agosto fL. 5. P. 6" T. 1? Rk 6.] 
estableció que el Poder Ejecutivo haría distribuir de las tieira» baldías 
de la Eepiiblica las. ''fanegadas propoi-oianadas á cada nna de las tribus 
de indpgenas- gentiles que (|uisierau abandonar su vida errante y se reduz- 
can á formales parroquias'' gobernadas de la misma manera que las de- 
más. A las tribus se les auxiliaría, en cuanto fuera posible, con lo nece- 
sario para su establecimiento en parroquias, se les proveería de párrocos 
y de paramentos y alhajas para sus iglesias y de lo indispensable para 
el servicio del culto católico. El artículo 6?, último de la- ley, dispone 
que el Poder Ejecutivo forme reglamentos para el régimen de las nuevas 
parroquias y para el de las antiguas misiones. 

1826.— En este año [ley de 1« de Mayo, C* de k P. 6%.T. 1" R. G.] 
se dispuso que las tribus de iníMgenas de las costas de la Goagira, Darién 
y Mosquitos y las demás no civilizadas que existían en la República^ se- 
rían protegidas y tratadas como colombianos dignos de la consideración 
y especiales cuidados del Gobierno, el cual debía adoptar las providen- 
cias necesarias para la civilización do dichas tribus, promoviendo, entre 
otras cosas, los arreglos convenientes para lograr que entrasen en rela- 
ciones de comercio tanto con los nacionales como con los extranjeros. Pa- 
ra los gastos que demandase el cumplimiento de la ley, que sólo tiene 5 
artículos, se destinaron cien mil pesos por año, que debían sacarse de las 
rentas aplicadas á las misiones,. y en su defecto del Tesoro nacional. 

1828.— Convencido el Libertador de que el haber igualado á los indí- 
genas con los demás colombianos. en cuanto á derechos y obli'raciones, 
era, más bien que útil, perjudicial á los primeros, expidió el 15 de Octu- 
bre de 1828 un decreto que establece l.i contribución personal de los in- 
dígenas y dispone. otras cosas favorables á estos.. El Decreto se funda en 
que ^'cs un deber indispensable de todos los colombianos contribuir al 
sostenimiento de todas Jas cargas del Estado, bien sea de un modo directo 
ó bien indirecto, de cuya obligación no están exentos los indígenas"; que 
habiendo igualado la Ley á éstos, respecto de contribuciones, con los de- 
más colombianos, con el fin de favorecerlos,, empeoró su condicióa; y que 
"los mismos indígenas desean generalmente, y una gran parto de ellos 
ha solicitado,, pagar una sola contribución personal quedando exentas 
de los cargos y funciones anexas á los demás ciudadanos." 

El Decreto consta de 35 aitículos, precedidos de los considerandos 
indicados, distribuidos en siete títulos, acerca del contenido de los cuales 
haremos algunas observaciones. 

Título I. "Nombres, tasa y tiempo de la contribución que deben pa- 
gar los indígenas." Establecía que "los indígenas colombianos pagarán 
desde la edad de 18 años cumplidos hasta la de 50, también cumplidos, 
una contribución que se llamará contribución personal de indígenas"; 
que "será igualmente para todos la de tres pesos cuatro reales al año" j 
que ''los indígenas que además de las tierras dé comunidad ó resguardo 
])oscan un capital en propiedad de valor de mil pesos ó más en fihcas 
raíces, ó en bienes muebles, dejarán de pagar esta contribución y queda- 
rán sujetos á las ordinarias del común de los ciudadanos"; que "serán 
también exceptuados todos aquellos indígenas que se hallen lisiados ó 
enfermos habitualmente hasta el extremo de no poder trabajar y ganmv 
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tm salario"; y que la mitad de la contribución debía satisfacerse el 80'de 
Junio y la otra mitad el 31 de Diciembre de cada aflo¿ 

Eespecto de los demáfs títulos sólo mencionaremos las disposiciones 
que nosparezcan más importantes. 

Título II. "De los recaududores, sus obligaciones; fianzas y gratifi- 
caciones." Establece que h contribución se recaude por las pereonas 6 
empleados que designe el^ Gobierno; que éstos aseguren su manejo con. 
fianzas; y les da laa reglas que debían observar para el cumplimiento de 
sus deberes, una de las cuales era la formación de un padrón general de 
todos los indígenas varones con expresión de la edad de cada uno. 

Título líl. *^De las -exenciones que deben gozar los indígenas." Que- 
daban eximidos de todo servicio en el ejército, á menos que voluntaria- 
mente quisieran alistarse en Ios-cuerpos veteraiiosj de i>:igar derechos pa- 
rroquiales y de toda otra contribución nacional de- cualquiera clase que 
fuese; y de los derechos do los tribunales y juzgados seculares y eclesiás- 
ticos; y no podían ser -des tinados "á servicio- alguno por ninguna clase de 
personas, sin pagarles- el correspondiente salario, segvín la costumbre del 
pais." 

Título IV". ^^De los Cabildos y demás em])]eados (]& los indígenas.'" 
Dispone que se conserven "los pequefios Cabildos y etn})loados que han 
tenido las parroquias de indígcKas para su régimen puramente económi- 
co", y establece las. pocas obligaciones de los empleados^ que se reducían 
á celar la conducta de sus subordinadosy á noticiar á los recaudadores 
qué indígenas se ausentaban de-la parroquia y cuáles venían á ella, á 
ayudar al cobro- de la contribución personal, y á avisar al Cura cuándo 
enfernmba de gravedad algún indígena para que le administrase k^ sa- 
cramentos. 

Título V. "De los -resguardos y tierras de los indígenas." Ordena 
que eulas parroquias donde hubiera tierras de^comunidad ó resguardo, 
se asignaí^o á cada familia de indígenas la parte noeosaria para su habi- 
tación y cultivo, además de lo que necesiten en común ])ara sus ganados 
y otros usos; y que donde hubiese sobrante de tierras, podían arrendarse 
á beneficio de la comunidad de indígenafs. 

Título VI. "De los Protectores generales y particulares de los indí- 
genas;" Los Fiscales de las Cortes de Justicia eran lo primero, y los 
Agente» fiscales, lo segundo. Los Fiscales debían proponer al Gobierno 
lo que juzgasen útil á-la civilización y bienestar de los indígenas. Los 
Agentes fiscales debían principalmente defender en las Provincias la per- 
sona y propiedades de aquéllos y promover el establecimiento de escuelas 
para la educación de sus hijos. 

Título VIL Establece los estipendios de los Curas, y en cuanto á la 
obsei'vancia del Decreto, que *'su ejecución podíti ser gradualmente en 
todo 6 en parte, según las. órdenes sucesivas'' del Gobierno. 

Este decreto no forma- parte de la Recojjilación Granadina, pues no 
se mandó incluir en ésta como puede verse en la ley de 4 de Mayo de 
1843 '^mandando recopilar las leyes nacionales \igGntes.'' Sin embargo 
hemos creído conveniente hablar de él, porque corrobora la idea de que 
ios indígenas necesitaban de la protección del Gobierno, y que el igua- 
larlos con los demás colombianos en derechos y obligaciones, les causaría 
graves males. 

1832.— En ley de 6 de Marzo de esto año (L. 2 P. 6^ T. 1? E. G.) 
sa dispuso que el-Poder Ejecutivo dictai'a pravidencias eficaces para quo, 
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íi más tardar, dentro deua año quedasen cumplidas las disposiciones de 
la lev (lo 1S21 acerca de la distribución do los resguardos do tierras en- 
tre los indígenas. La ley no se Umita ú disponer esto, sino que establece 
qnc para su mejor ejecución se obierven los preceptos que contiene, de 
los eiiakíS indicaremos algunos. 

Antes do verificarse la dislril/ución debían separarse de los resguar- 
dos de 8 ti 20 fanegadas en área de la respectiva población y sus contor- 
nos, \)i\vi\ destinarlas á fomentar c'íí:a, vendiéndolas ó arrendándolas. La 
lien a del resguardo de caíla comunidad debía distribuirse en doce por- 
cionrs de igual valor: dos, ó por lo menos una, para sostener con sus pro- 
ducios la escuela de la parro(|UÍa; otra ])ara los gastos de nu'dieión y re- 
l)aitiniiento; y las restantes para re[)artirlas en propiedad entro loa indí- 
genas cié acuerdo con las bases que da el artículo 5? El avalúo y medi- 
ción debía hacerse por peritos nombrados j)or la autoridad i)ública con 
aquiescencia del Cabildo de indí.i::<.nas. 

El artículo ?" dispone que uiiigiin indígena podía vender la porción 
de tierra (|ue se le adjudicase autos de 10 años, sino cuando variase de 
doniítiilio y con previa licencia del Jefe político del Cantón, ó cou per- 
miso ti el Poder Ejecutivo, el cual i)odía concederlo observando ciertas 
íonnaliuades. 

El artículo 8?, último de Itt lev, suprime la contribución personal 
imi/Ursía á los judígenas en el Decreto de 1828, y dispone que en adelan- 
te «.'^^arán ^'sometidos al pago do las ((uo efecten á todos los granadinos." 
^ ÍA\ ley de 10 de Marzo de iís:32 [L. 13, P. 2.^, T. 4.° H. G.] destinó 
las iiaciendas do las misiones de C.ruanapalo, Macuco, Suri mena y Casi- 
HKua, al sostenimiento de aquellos pueblos y á la civilización de los in- 
díg.na.s eri'antes de Casanuio. J^a ley consta de 5 artículos. 

18.')X — En este año se dictaron las disposiciones que se juzgaron 
opoi Minas para el arreglo de las misiones de Casanare: las contiene la 
L.*y de i 5 de Mayo, que c(msta de 11 artículos (L. 14. P. 2."^ T. 4? R. G.) 
^-V;: .'ui el artículo 8 ol Poder Ejecutivo debía dictar los reglamentos ne- 
cesarios píira evitar el fraude y la disipación de lienzo, síd^ herramientas 
y di más Ktiies que, ])or disposiciones anteriores y por una costumbre 
iuví terada^ se distribuían j>or dos veces en el año á los indígenas, si los 
])r()(iuctos «le las haciendas de las misiones, permitían que se pudiesen 
seguir observando dichas disjio.-ieiones. El artículo 0.^ dice: "Los indí- 
genas de (jue habla el artículo anterior, reducidos á la vida social en 
nue\i:s ])oblaciones, estaráíi exentos de toda contribución ])ersonal, ci- 
vil y eclesiástica, por el espacio de 20 años. Las casas y plantaciones de 
estos nuevos pobladores gozarái\ de la misma exención, y por igual tiem- 

1)0.*' 

ÍSm.—Nueva ley se dictó ol 2 de Junio de este aüo (L. 3^ P. G.» T. 
1." It. G.) acerca del repartunu'íito de los resguardos con el fin de mejo- 
rar y adicionar las dis})osiciones de la ley de G de Marzo de 1832. 

Para obtener que el re})ariimiento se hiciese con más facilidad, se 
encargó á las Cámaras de Provincia que, oídos los informes de los Go- 
beriiadoi-es, quienes debían recibir los de los Jefes políticos, reglamenta- 
sen la ejecución de las leyes de 1821 y 1832 en la parte que tratan de la 
disiriijución de los resguardos. Las Cámaras, en sus reglamentos, debían 
ol'Srrvar lo dispuesto })or diclias leyes y las reglas que contiene la de 
1S3±. Notaremos que estas uo hacen variación sino respecto del modo 
/de repartir Us porciones de tierra coiTespondiente^ á los indígenas, y 
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<\ne de éstos los qne no hubiesen tributado ó no estuviesen tributando, 
no tenían derecho á resguardos. 

De las demás disposiciones de la ley,qno consta de 21 artículos, indi- 
<3aremos éstas. A las parro'iuias de indígenas que no tenían resguardos, se 
les repartirían tierras baldías. Los indígena? en sus pleitos relativos á de- 
rechos originados de los resguardos, serían considerados como pobi-es de 
solemnidad. Los Protectores de los indígenas continuarían ejerciendo su 
ministerio siempre que éstos tuviesen que s<»<ten^r sus d'='reehosá los res- 
guardos que se les hubiesen distribuido. El destino de Protector lo servi- 
rían en los Cantones los Personeros público.s, y los Fiscales ante los Tri- 
.bunales. El Poder Ejecutivo podía suspender el repartimiento de lc>s res- 
•guardos en aquellos Cantones en que lo estimase conveniente, á pedi- 
mento de la Cámara de Provincia. 

1840.— La ley de 28 de ]\layo (L. 15, P. 2* T. 4« R. G.) arregló la 
administración de las haciendas de misionen del Meta, estableciendo que 
correspondía á la G-obernación de la Provincia de Casanare. Entr<í otras 
cosas manda restablecer el antiguo pueblo di- los indígenas tunebos, de- 
jiominado Guátiva; que una vez restablecido, se le den de las bacn-ndas 
de las misiones del ]\[eta ^00 reses de cría y 50 bestias; y que á las ])a- 
rroquias de Tame, Macaguane y Betoyes, se den 100 reses á cada una 
•por una sola vez para que destinen los ])rotluctos al sostenimient-o del 
culto, y con igual objeto que se diesen á cada una de las parroquias Í300 
á 300 reses de cría y 25 á 50 l)estias. La lev (comprende 8 artículos. 

1842.— En ley de 28 de AI)ril (L. 10, P. 2.\ T. 4.« R. G.) se manda- 
ron establecer uno ó más Colegios de misiones y las casas de escala que 
fuesí^n necesarias jiara atender á las misiones de Casanare, San Martín, 
Andaquí, Mocoa, Goagira y Veraguas, La Iry, íjue tiene sólo 5 .-üíícu- 
los, autoriza al Poder Ejecutivo para designar los lugares d(»nde <!ei)ían 
fundarse los colegios y casas mencionadas y para elegir el inst-ituto reli- 
gioso á que debían pertenecer, y señala los fondos para los gastos corros- 
2)ondientes. 

1843.-— El Legislador de 1843 juzgó ccvu veniente dar alguna y-roíec- 
ción especial á los indígenas, y la ordenó en la ley de 2-'^ de dui.io (L. 
4*^ P. '6*^ T. 1" R. G.), que coujprende 15 artículos. Veamos cómo. 

Según el artículo 1° la prohiiiición impuesta á los indíj^enas de no 
poder enajenar sus resguardos, se extendería á 20 años c"ntad''S d^^sde 
la S'inción de la ley. El artí(iulo 2.° dice que ''está CíuniM'cndidit en la 
proiiibicicn de enajenar, la de gravar ó hipuiecar especial ó gencrahr.en- 
te'' los resguardos. Estas disposiciones (b^muestran íi".e se u-inía, c ie.du- 
dablemcnte con razón, que si so dejaba á los indígenas facult:id d»- enaje- 
nar sus tierras, ..serían víctiin-jis, á causa de su sencillez, de [)ers(»nas as- 
tutas que quisieran despojarlos de sus propiedades. 

La ley establece como Procuradores protectores de los indígenas á 
los Personeros muninicipales, y á los Agent'\s Fiscales ante los Juzga- 
dos, y á los Fiscales ante los Tiibunales, según el caso ; y les impone á 
los Personeros el deber de intervenir en l<>s contratos de arrendamiento 
qne los indígenas hiciesen de sus terrenos, contratos que no serían váli- 
dos sin el consentimiento de. esos empleados. El término do ios arren«la- 
Uiientos no podía pasar de tres años. Los Personeros debían además 'j- 
presentar á los indígenas en las acciones que tuviesen que entabl-!' en 
defensa de sus deree líos, y promover cuanto les conviniese á sus ínter©» 
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ses y bienestar. Esto no obstaba para qne los indígenas pudieran nom- 
brar un procurador especial en sus litigios. 

Las demás disposiciones de la ley se refieren ni repartimiento de los'^ 
resguardos, y á 1» parte de éstos destinada al sostenimiento de las escue- 
las, con el objeto especial de hacer efectivos los preceptos- de las leyes * 
anteriores sebre el particular. 

1844.— La ley 17 de 11 de Mayo {?. 2* T. 4.^ R. G.) de 4 artículos, 
dispone que- los curatos en que se esteblezcan casas de escala para aten- 
der íé las misiones, serían encomendados á sacerdotes misioneros y que á 
éstos mismos podían encomendárseles los curatos contiguos á las misio- 
nes, y los que por su situación fuesen más á propósito para auxiliar á los 
misioneros. 

1847.^La ley de 27 de Abril (L. 2. P. 6. T. l.«. Ap: á la B. G.) 
aprobó el articuló 1.^ del I>ecreto expedido en 1í^ Cámara provincial de 
Bogotá el 22 de Septiembre de 1840, sobre administración y debida in- 
versión de las cantidades procedentes de resguardos de indígenas. 

Mencienamos esta ley, que sólo consta de un artículo, porque no 
queremos omitir ninguna de las que ha ex])edido la República sobre in- 
dígenas, y además para que sevca la clase de intervención que las Cá- 
maras prorinciales estaban tomando cu el asunto, en virtud d¿ las atri- 
buciones que les dio la ley. 

1848.~-En este año<lcy de 29 de Marzo, la 4» de la P. G» T. 1° Ap. 
á la R. G.) se exceptúa del alistamiento y servicio militar en el ejército 
y guardia nacional auxiliar á los indígenas aalvnjes que se redujeran á 
la vida social, y también á sus hijos. La ley tiene un artículo. 

1849. — El Legislador de este año concretó su atención á los- indíge- 
nas de la Provincia de Casanare y Territorio de San Martín, respecto d^ 
los cuales adoptó ciertas ])rovidencias en la ley de 29 de Mayo (L. 5.^ 
P. 6.* T. l.o Ap. á la R. G.) Mencionaremos algunas. 

En los Distritos parroquiales de la Provincia y territorio menciona- 
dos, donde hubiera indígenas que no tuviesen resguardos, se destinarían 
piíra estos de una á dos leguas cuadradas de terreno baldío contiguo á 
la cabecera del Distrito. Este terreno quedaba exceptuado del reparti- 
miento mandado ejecutar por las leyes anteriores. Los Curas de esa« pa- 
rroquias que gozasen renta del Tesoro nacional, quedaban obligados á 
servir gratuitamente las t^scuelas de los respectivos Distritos, y tenían 
derecbo al usufructo de quinientas fanegadas de tierras baldías siempre " 
que no estuviesen ocupadas por ])obladores. La ley contiene 7 artículos. 

1851.— En este afio (ley de 20 de Mayo, 4 artículos) se dispuso que 
el Poder Ejecutivo en uso de la facultad que le concedía la ley de 2 de 
Junio de 1847 scjbre inmigración de extranjeros, promoviese el estableci- 
ni lento de una colonia de estos en el territorio goajiro. Se juzgó induda- 
blemente que si se lograba la colonia, ésta sería uito de los medios más 
propios para obtener la reducción de los goagiros á la vida civilizada. 
Inútil es agregar que no hubo tal colonia. La ley establece los modos de 
fomentarla que consisten en conceder á los inmigrantes por 25 años las 
exenciones de que habla el artículo 5.0 de la ley de 1847 citada, y en 
destinar 40,000 reales del Tesoro nacional para el asunto. 

1852. — La ley dé 12 de Abril de este año contiene algunas- disposi- 
ciones adicionales á las leyes orgánicas del territorio goagiro. Las 
principales tienen por objeto conceder ciertas autorizaciones al Prefecto 
de ese territorio para el castigo de algunos delitos cometidos por goagi- 
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ix)s. ninguna providencia se adopta para la ciyilizacióa de estos. La 
ley consta de 4 artículos. - 

1860.— En ley de 7 de Marzo [un artículo] se autorizó el Poder 
Ejec ^ivo piara que del Tesoro de. la Confederación destínase bástala su- 
ma dé. ''os mil pesos anuales, para los gastos de reducción de tribus sal- 
vajes q». Uabitaseu los baldíos de la Confederación, y para la fundación 
de nuevas poblaciones en los puntos.de las fronteras que estimara más 
conveniente. En el asunto debía proceder de acuerdo con los Gobiernos 
de Jos Estados respectivos. 

Inútil-«s decir que lo que esta ley- dispuso no se llevó a cabo, pues 
ella apenas rigió basta el 20 de Julio de 18G1 de acuerdó con el Decreto 
de esa fecha expedido por el Presidente provisional de los Estados Uni- 
dos de Jsueva Granada, decreto de que hablamos en el capítulo ante- 
rior. 

1868. — En este año se expidió una ley ^'sobre civilización de indí- 
genas" [Ley 40 de 5 de Junio] [1] que consta de 7 artículos. Declara que 
las tribus y familias de indígenas no civilizados que existan en la Eepú- 
biica, serán protegidas y tratadas como colombianos dignos de la aten- 
ción y especial cuidado del Gobierno. Para hacer efectiva la protección, 
el Poder Ejecutivo debía dictar las providencias del caso, y además adju- 
dicar en propiedad hasta 25 hectáreas de tierras baldías á cada una de Lis 
familias indígenas que quisieran abandonar su vida errante y establecer- 
se en aeterniinada localidad; auxiliar á esas familias con habitaciones, 
vestidos, animales domésticos, herramientas y lo demás que les fuera 
necesario para su establecimiento; Y emplear misioneros cristianos con el 
objeto de reducir á los indígenas á la vida civilizada. 

La ley dispone la captura de las tribus de indígenas que atacasen 
los poblados ó establecimientos agrícolas ó que estorbasen el comercio y 
el libre tránsito por los caminos y ríos de la Kepública. LTna vez captura- 
das, debía establecérseles en locabdad fija ó instruírseles en la religión cris- 
tiana, en la agricultura y en las cosas y i)rácticas de la vida civilizada, 

1870. — La ley anterior fue derogada por la de 4 de Junio de 18T0 
[L, 45] titulada "sobre reducción de indios salvajes", la cual dispone que 
el Poder Ejecutivo de la Unión haciendo uso de las autorizaciones que le 
conceden la Constitución y la misma ley, procure, por todos los medios 
posibles, la reducción á la vida civil de las tribus salvajes de indígenas 
que existen en la República y la colonización del territorio que ocupan. 
Para lograr el objeto de la ley, quedaba facultado el Poder Ejecutivo, 
entre otras cosas: para celebrar contratos para establecer grupos de po- 
blación que sirviesen de centro á las misiones; para destinar una parte 
de Iq. fuerza pública á la fundación de colonias; para conceder hasta diez 
hectáreas de tierras baldjas á cada familia que se estableciese en las colo- 
nias; para auxiliar á los colonos y á las familias de indígenas que se re- 
dujesen á la vida civil^ con herramientas, animales, semillas y demás ob- 
jetos indispensables para su establecimiento; para solicitar el apoyo do 



[1]. Observaremos que aunque fue el Congreso de 1873 [Ley 1? de 21 de Febrero] 
el que dispuso gue todas las leyes que se expidiesen cada año, se numerasen, cosa quci 
antes uo se había verificado, al hacer la Recopilación de leyes de 1875, deque des- 
pués hablaremos, el Poder Ejecutivo ordenó que en ésta fuesen numeradas desda 
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las i<;rlosias cristianas del pMÍs para conseguir la reducción; y para abrir 
en el L*resupuesto un crédito aiuinl hnsta de 25,000 pesos para atender á 
los pistos que ocasionara la colonización. La loy^ que tiene 5 artículos,, 
manda que el Podvr Ejecutivo preste i)roferente atención á la civiliza- 
ción de los indígenas goajiros. Fue adicionada por la ley (36 de 1874. 

1874. — Ley 11 de 27 de Abril *^sobre fomento déla colonización- 
de los territorios de Casanarey San Martín." [19 artículos] Est.t ley, 
df'Si>ués de disponer que es de cargo del Tesoro nacional, en cunipli- 
mieiito de las condiciones con que el Gobierno federal aceptó la cesión 
del Territorio de San Martín, [1] la construcción de un camino de Bo- 
gotá á cierto punto del río Meta, y el establecer cómo debía verificárse- 
la construcción de esta vía, la de otra que cíHuunicase la capital del 
Estado de Boyacá con el Territorio de Casanare y la reparación de otras, 
entra (i tratar de los indígenas que habitan dichos Territorios. Veamos- 
lo que ordena acerca de ellos. 

El Poder Ejecutivo debía adoptar los medios necesarios para ponerse 
en comunicación con las tribus no reducidas de los dos Territorios con el 
fin do averiguar su número, ])oblación, estado social y residencia habi- 
tual, y de establecer con ellas relaciones regulares y pacíficas que fo- 
mentasen su civilización. Las relaciones tendrían, entre otras bases, las 
siguientes: reconocimiento del derecho de propiedad de las tiibus en el 
territorio que ocupasen con trabajos agrícolas; reconocimiento de sus au^ 
toridades y leyes en sus relaciones interiorusj arreglo de relaciones co- 
merciales pcír medio de tratados; probibición del comercio de licores y 
bebidas embriagantes y de armas de fuego con las tribus; empleo perse- 
verante de la influencia del (lobierno y de los misioneros que se estable- 
ciesen entre los indios en el sentido de que éstos adoptasen para su régi- 
men interior costumbres análogas á 1-as instituciones republicanas; me- 
diación para evitar guerras entre las tribus; fomento á los establecimien- 
tos agrícolas de éstas; establecimientos permanentes de misioneros; y 
sostenimiento de Comisar iob del Gobierno ante los indios con el objeto 
de celebrar tratados y de averiguar sus necesidades, quejas y proposi- 
ciones. 

El artículo 13 autoriza al Podes Ejecutivo para nombrar y mantener 
con un sueldo de COO á 900 pesosf anuales, hasta dos misioneros ambu- 
lantes de la religión Cristian», que recorriesen los Territorios con el fin 
indicado antes. El 17 lo autoriza para que adjudique hasta 50 hectáreas úl 
cada familia de las tribus que se reduzcan á la vida civilizada. Los demás 
artículos de la ley tratan de asuntos que no están relacionados princi- 
palmente con los indígenas. 

En 1874 se expidieron otras dos leyes relativas á los indígenas, la 
itltinia de las ctiales contiene disposiciones importantes. Indicaremos su 
contenido, 

Ley 53 de 20 de Junio [8 artículos]. Tiene por objeto fomentar La 
colonización del Territorio del Caquetá y promover la navegación de Ios- 
ríos Putumayo y Ñapo. Para lograr la colonización se autoriza al Po- 

[1]. Los Territorios de San Martín, San Andrús y San Luis de Providencia lé fue- 
ron cedidos por el Estado de Cundinamarca el primero, y por el de Bolívar los dos- 
últimos al Gobierno federal, y éste aceptó la cesión en la ley 39 de 4 de Junio de J86&^ 
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der Ejecutivo para que, con alguna sociedad 6 algún individuo ó empre- 
sario particular, proceda á contratar la fundación de dos ó más colonias 
en dicho Territorio sobre las riberas de los ríos mencionados y hacia la& 
fronteras del Ecuador, Perú y Brasil, con el fin de propender á la civili- 
zación de los indios salvajes de aquel Territorio. La ley señala las conce- 
siones que podían otorgarse al que fundara las colonias, las seguridades 
que debían exejirsele y el procedimiento para otorgar aquellas. 

Ley 66 do 1.*^ de Julio '*sobre reducción y civilización de indíge- 
nas. '^ (¿O artículos) Para atender á esto divide el territorio colombiana 
en seis corregimientos, á saber: el de Bogotá, capital Bogotá; el de Boya- 
cá, capital Tunja; el del Magdalena, ca[)ital Santa Marta; el de PaiUíináy 
capital Panamá; el del Cauca, capital Popayáu y el de Síiutander, capital 
Socorro. En cada capital habría una Junta general encargada de inspec- 
cionar y reglamentar la reducción y civilización de los indígenas del 
respectivo territorio. Componían las Juntas, entre otras personas, el Di- 
rector de las misiones en la Diócesis ó su delegado y el Rector del Cole- 
gio de éstas. 

A las Juntas les daría el Poder Ejecutivo auxilios en dinero siem- 
pre que sus reglamentos contuviesen las condiciones que indica el artí- 
culo 3.O. 

El artícuo 6.° dispone que en cada reducción hubiera un comisario 
del Gobierno encargado de mantener el orden en ella. El comisario, el 
maestro de escuehj,, un misionero y un rejiresentante do los indígenas 
comprendidos en el Corregimiento, formarían una Junta subalterna de la 
general (artículo 7.^), Los artículos 8.° y 9.® señalan las atribuciones 
de estas Juntas, 

Los comisarios eran los encargados Je adjudicar en proi^iiedad tie- 
rras baldías á los nuevos pobladores y á los ijidígenas de acuerdo con el 
parecer de la Junta general del Corregimiento y conforme á las disposi- 
ciones legales. 

Serían Protectoi'es de los indígenas el Comisario y losmisioneros en 
las relaciones de aquéllos con la gente civilizada, con el objeto de impedir 
que á los indios se les privase con cu;ilquier pretexto de las tierras en. 
que estu vieran establecidos; de que se les vendiesen bebidas embriagan- 
tes; de que por medio de la violencia ó de la astucia se les tomasen los 
productos de sus industrias por un valor menor del que se fijase en el 
mercado libre; y de que quedaran impunes lus actos de violencia contra 
las personas ó propiedades de los indígiuias. 

El Poder Ejecutivo quedaba autorizado para contratar la impresión 
de Gramáticas y vocabulario» de las lenguas de los indios que debían 
eivili¿ai-se. 

Para dar cumplimiento á la ley se destinaron del Tesoro nacional 
31,000 pesos anuales. La ley no tendría efecto sino después de que los 
Estados respectivos le prestasen su aquiescencia ó cediesen los Territorios 
al Gobierno geueraL. 

1876. — La ley 99 de 3 de Julio, que consta de 7 artículos, con el 
fin de lograr la colonización y civilización de los indígenas de la hoya 
del Sarare, autorizó al Poder Ejecutivo para que concediese privilegio 
exclusivo á la Compañía anónima;, que lo, solicitara, para la ejeGucióa á&. 
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varias obras como apertura de uu camino y navegacióa del río Sarare. 
Una de las obligaciones de la Compafíía era pouerse en comunicación 
con los indígenas no reducidos, averiguar el número de tribus, su pobla- 
ción, est/ido social y residencia habitual, y establecer entro las tribus mi- 
sioneros que fomentasen la civilización de los indios y asegurasen sus 
lebieiones regulares y pacíficas eon las poblaciones civilizadas, observan- 
do en cuanto fueran aplicables las reglas del artículo 11 de la ley 11 de 
1874. 

1887, — La ley 1.* de 13 de Enero [2 artículos] destina permanente- 
mente del Tesoro nacional la^sumade 2,000 pesos anuales para el sosteni- 
miento de las mistiones católicas del Caquetá establecidas por el Obispo de 
Pasto. Destina además 1,800 pesos para costear el transporte de 6 mi- 
sioneros para la Goagira y la llevada. 

La ley 153 de 24 de Agosto del mismo aüo de 1887 en su Parte oc- 
tava ^'Legislación de tribus bárbaras" faculta al Gobierno para modifi- 
car ])or medio de decretos y reglamentos, el Dereciio común parala reduc- 
ción y régimen de las tribus bárbaras y salvajes existentes en la Repii- 

blica. 

1888. — En el artículo 25 del Convenio celebrado con el Sumo Pon- 
tíñoc y aprobado ])or la ley 35 d-,' 27 de Febrero de 1888, se estipuló que 
el Gobierno de Colombia se obligai)a á asignar á perpetuidad, una suma 
anual de 100,000 pesos para destinarla, entre otras varias cosas, al auxi- 
lio de misiones. 

No daremos fin á este capítulo sin hacer algunas observaciones ge- 
Tiorales acerca de los indígenas colombianos. 

Como bien si comprende pueden dividirse en dos clases: civilizados 
y salvajes. Los primeros desde \a Ley de 1821 so sometieron al Derecho 
común. Por lo mismo, desde entonces puede decirse que gozan de los 
mismos derechos que los demás colombiano?, y que tienen las mismas 
obligaciones que éstos. Aunque es cierto que el Decreto del Libertador 
de 1828, los sometió á un DercMího especial, como ese Deci-eto rigió 
transitoriamente, no interrumpió de una manera estable la observancia 
de la ley citada. La mayor parto de las leyes expedidas hasta 1843 tu- 
vieron por objeto resolver los puntos que establecían algunas diferencias 
entre los indígenas reducidos á poblaciones y los otros colombianos. De- 
saparecidas completamente como lo están, no puedo hacerse ninguna 
distinción entre los unos y los otros. 

Kespecto délos indígenas salvajes, que según cálculo ascienden á 
unos 200,000, la República ha expedido varias leyes con el fin de redu- 
cirlos á poblaciones y civilizarlos. Hemos hablado de esas leyes y hemos 
visto que los medios que establecen para lograr su objeto, han sido las 
misiones y el fomento de la colonización de los territorios ocupados por 
los indígenas. Debemos agregar que casi ninguna de dichas leyes se ha 
cumplido, y que lo poco que se ha hecho en el asunto, no ha producido 
ningún resultado satisfactorio. Ese poco, puede decirse, se ha limi- 
tado á la expedición de las leyes. Parece que ya se piensa seriamente en 
hacer algo de provecho, puesto que se ha comenzado á gastar dinero en 
las misiones, que son en nuestro concepto el mejor medio de civilizar á 
los mdios. Pueda ser que llegue el día en que no se hable de salvajes co» 
lombianos, por que no los haya. 
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ANTECEDENTES 

El título 6.° del libro primero de la Recopilación de Indias tra- 
ta detenidamente del Patronazgo real de las Lidias, que les pertenecía 
á los Rey«s de España "en todo el Estado de las Indias, según lo declara 
la ley 1.* de dicho título, así por haberse descubierto y adquirido aquel 
Nuevo Mundo, edificado y dotado en él las iglesias y monasterios á nuestra 
costa [la del Bey D. Felipe II autor de esta ley] y de los Señores Reyes 
católicos nuestros antecesores, como por habérsenos concedido por Éu- 
las de los Sumos Pontífices de su proprio motu, para su conservación y 
de la justicia que á él tenemos." Después de las leyes del título mencio- 
nado, que son 51, se expidieron oti*as sobre el asunto de qne tratan. Para 
dar idea del Patronato, indicaremos algunos de los derechos que conce- 
día al Gobierno español. 

Era prohibido erigir, instituir, fundar ni constituir iglesia catedral 
ni parroquial, monasterio, hospital, iglesia votiva, ni otro lu^r pío ni 
religioso sin expresa licencia real. [Ley 2% tít. QP, lib. I de dicha Reco- 
pilación.] 

Los monasterios de religiosos hechos 6 comenzados sin real licencia, 
dobían demolerse y quedar en el estado que antes tenían. [L. 1.% tít. 3.* 
lib. lib.] 

El Consejo de Indias, que tenía la jurisdicción suprema de todas 
las Indias occidentales, examinaba, antes que el Rey las aprobase y 
mandase guardar, las ordenanzas, constituciones y otros estatutos one 
hiciesen los Prelados, Capítulos y conventos religiosos. [L. 2. T. 2.', lib. 
IIib.l 

El Rey en virtud del Patronazgo estaba en posesión de que se des- 
pachase su cédula realdiiigida á las catedrales en sede vacante, paraaue 
entretanto que llegaran las bulas de Su Santidad y lo» presentados á las 
prelacias eran consagrados, les diese poder para gobernar los arzobispa- 
dos y obispados de Tas Indias. (T. 6.' lib. I. de la Recop., al fin.] 

Los arzobispados, obispados y abadías de Indias, se proveían por 
presentación hecna por el Rey al Padre Santo. [L. 3* T. 6? lib. I. ib.J 

Para la provisión de curatos debía observarse la ley 24, del título y 
libro citados. Según ella cuando vacaba un beneficio curado, el respecti- 
vo Arzobispo ú Obispo, debía poner edictos públicos en que se invitase 
á oposición. De los opositores, que debían ser examinados, escogían los 
Arzobispos ú Obispos tres, de los cuales el Virrey, Presidente 6 Gober- 
nador, elegía uno para que so lo diese la colocación. 

4 
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Las sacristías se proveían por el Patronazgo, según la ley 21 del 
título y libro mencionados, 

A los actos de oposición á las cnatro canongías llamadas de oficio 
debía concurrir el Virrey, Presidente ó Gobernador, ó su representante, 
y las propuestas debían entregarse abiertas á estos mismos empleados 
para que las enviasen á S. M. con informe 6 parecer. (L. 7. tit. 6. lib. 1 
ib. y cédula de 17 de Junio de 1799.) 

El Rey podía instituir cuantos obispados nuevos ocurriesen en las 
Indias, dividir, restringir, unir 6 suprimir los que creyese necesarios, 
sin otro cargo que dar cuenta á Su Santid<ad de lo que (juisiese innovar 
y las causales que para ello tuviesej y la Santa Sede sm más examen 
expedía su bula de aprobación. . 

En una palabra: en cuanto (i nombramiento para empleos eclesiás- 
ticos, si no los bacía la autoridad civil, bc consultaba su concepto; en 
cuanto a fundaciones de conventos y otros establecimientos religiosos so 
requería el consentimiento de esa autoridad, y el número y composición 
de los obispados dependía de lo que ella dispusiese. 



DEfiEGHO NAGION&L 

Sin entrar á examinar si el Gobierno republicano, que sucedió al 
Gobierno español, tenía dorecho al Patronato de que el último disfruta- 
ba, cuestión muy discutida, nos limitaremos á indicar las leyes sobre el 
asunto expedidas durante la República, para que á lo menos se conozca 
el curso que ha seguido entre nosotros uno de los negocios públicos 
más graves é importantes. 

1821, — Aunque en este año todavía no se había sancionado ninguna 
ley, de que tengamos noticia, que declarase que el Gobierno estaba en 
ejercicio del Patronato, el Legislador, seguramente en virtud de éste, en 
ley de 6 de Agosto [L. 8. P. 3" T. 4 R. G.J decretó la supresión de todos 
los conyentos de regulares que no tuviesen por lo menos 8 religiosos de 
misa, exceptuando solo los hospitalarios. Los edificios de estos conven- 
tos debían destinarse con preferencia á colegios ó casas de educación, y 
los restantes, á establecimientos de benificencia pública. Sus d^nás bie- 
nes, á la dotación de tales colegios. La ley prohibe las reducciones de 
censos y enajenaciones de bienes que correspondieran á los conventos 
suprimidos, naturalmente para que no fuese nugatoria. Debía cumplirse 
de acuerdo con la autoridad eclesiástica en todo lo que ésta debía inter- 
venir. Consta de 5 artículos. 

El mismo aílo en ley de 17 de Septiembre (L. 23, P. 3* T. 2? R. G.) 
se declaró extinguido para siempre el Tribunal de la Inquisicióu, llamado 
también **Santo oficio^', y se dispuso que sus bienes y rentas ingresasen 
al Tesoro público. Oomo consecuencia de esto, la autoridad eclesiástica 
reasumía la jurisdicción puramente espiritual para conocer de las causas 
de fe con arreglo á los Cánones; pero solo respecto de causas seguidas 
con los católicos romanos nacidos en Colombia, con sus hijos y con los 
que habiendo venido de otros países se hubiesen hecho inscribir en los 
registros parroquiales de los mismos católicos; mas no con los extranje- 
ros que vinieran á establecerse temporal ó perpetuamente, ni con sus 
descendientes, quienes no podían ser molestados de ningún modo á causa 
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de SU creencia. El artículo 4."*, último de la ley, dispone que en todos los 
negocios y causas relativas á la disciplina externa de la Iglesia, como 
prohibición de libros y otros semejantes, so conservarían íntegras é ile- 
sas las prerrogativas de la potestad civil, lo mismo que todas aquellas que 
correspondían al Supremo Gobierno en calidad de tal y como á protector 
de la Iglesia de Colombia. 

1823.— La ley de 21 de Junio [L. 9. P. 2? T. 4. E. G.] prohibió que 
se exijiesen bajo ningún pretexto por la autoridad eclesiástica, derechos 
3or dispensas y proclamas matrimoniales; y dispuso que pam ocumr por 
as dispensas no se instruyesen por escrito informaciones de parentefico, 
sino que se hicieran verbales ante los párrocos; y que éétos tampoco las 
instruyesen para la indagación de soltería de los contrayentes, y que en 
caso de ser necesarias serían verbales y gratuitas. Respecto de los matri- 
monios do los vagos y ultramarinos, quedaban subsistentes las disposicio- 
nes anteriores. La ley contiene 6 artículos. 

1824 — Fue en este año cuando la República se declaró en ejercicio 
del derecho de Patronato (1). La ley de 28 de Julio (L. 1*^ P. 1.* T. 4*». 
R. G.), que consta de 42 artículos, dispuso lo conveniente sobre tan 
grave materia. Veamos cómo, citando algunos de sus preceptos. 

El artículo 1.^ dice: *'La República de Colombia debe continuar en 
el ejercicio del derecho de Patronato que los Reyes de España tuvieron 
en las iglesias metropolitanas, catedrales y parroquiales de esta parte de 
la América.'' 

Esta es la base de la« demás disposiciones. 

Según el artículo 3."^ el derecho de PatronatOj el de Tuición y pro- 
tección se ejercían: 1? Por el Congreso; 2.^ Por el Poder Ejecutivo con 
el Senado; 3.° Por el Poder Ejecutivo solo; 4.® Por los Intendentes; 5.^ 
Por los Gobernadores. La Alta Corte de la República y las Cortes supe- 
riores conocerían de los asuntos contenciosos que se suscitaran en esta 
materia, y que detalla la ley. 

Al Congreso correspondía las erecciones de nuevos arzobispados y 
obispados, circunscribir sus línáites, designar el número do prebendas 
que hayan de tener las catedrales quó se erijan; arreglar los límites de 
las Diócesis; permitir la celebración de concilios nacionales y provincia- 
les; permitir ó no la fundación de nuevos monasterios y hospitales ; 
suprimir los existentes y dar inversión á sus rentas; y formar los arance- 
les délos derechos parroquiales, y los que debían cobrarse en las curias 
eclesiásticas; arreglar la administración é inversión de los diezmos; dar 
á las bulas y breves que traten de disciplina universal ó de reforma del 
las constituciones do regulares, el pase sin el cual sus disposiciones no 
serían observadas en la República; y elegir y nombrar los que habían de 
presentarse á Su Santidad para los arzobispados y obispados. 

' El Poder Ejecutivo con el Senado nombraba las personas que de- 
bían ocupar las dignidades y canongías que no fuesen de oficio. 

El Poder Ejecutivo solo, tenía, entre otras atribuciones, éstas: pre- 
sentar á Su Santidad los decretos del Congreso sobre nuevas erecciones 
de arzobispados y obispados y arreglo de límites de éstos; presentarle 
igualmente los nombrados para Arzobispos y Obispos; elegir la persona 
que debía de representar al Gobierno en ios Concilios nacionales, provin- 

[1] Constitncionahnente lo asumió la República por primera vez de una manera 
solemne en 1880. 
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cíales y diooe8anos; nombrar los curas de las Diócesis en que residiera; 
j aprobar definitivamente las erecciones de curatos quede acuerdo con 
los Prelados eclesiásticos é Intendentes, se hicieran en cualquiera de las 
Diócesis de Colombia. 

Los Intendentes nombraban y presentaban á los respectivos Prela- 
dos eclesiásticos los curas de las Diócesis de sus Distritos ó jurisdicción; 
elej^an los sacristanes mayores de las iglesias catedrales y de las parro- 
quiales, y erigían, oido el informe de la autoridad eclesiástica, las nue- 
vas parroquias; pero la erección no se llevaba á efecto sin la aprobación 
del Poder Ejecutivo, según hemos visto. 

Los Gobernadores, quienes en seguida tuvieron las atribuciones 
de los Intendentes cuando éstos fueron suprimidos, nombraban ios ma- 
yordomos de fábrica do las iglesias catedrales de su» Provincias; y á pro- 
puesta de las Municipalidades, designaban los síndicos, mayoraomos y 
administradores de los hospitales; y permitían ó no, la fundación de 
capillas é iglesias que no fuesen catearales ni parroquiales, ni de monas- 
terios. 

La Alta Corte de Justicia conocía de las cansas sobre infidelidad á' 
la República de los Arzobispos y Obispos, de las en que se tratnra do 
usurpación por estos prelados de las prerrogativas de la Nación, de su 
soberanía y del derecho de Patronato; de los pleitos sobre límites de las 
Diócesis; y de las controversias oue resultaran en los Concordatos que el 
Poder Ejecutivo hiciera con la Silla apostólica. 

Las Cortes Superiores (después Tribunales de Distrito) conocían do 
las causas contra los Provisores, Vicarios superiores, dignidades y pre- 
bendados, Vicarios foráneos, curas y demás eclesiásticos por los dehtos 
de infidelidad y usurpación mencionados, y decidían las competencias en- 
tre Jueces eclesiásticos y civiles. 

Mencionadas las principales atribuciones de los que ejercían el dere- 
cho de Patronato, nos parece conveniente llamar la atención acerca de 
otras disposiciones de la ley. 

Según ésta (artículo 16) los individuos designados por el Congreso 
para Arzobispos y Obispos, antes de ser presentados á Su Santidad por 
el Poder Ejecutivo, debían prestíir ante éste, ó ante la persona que dele- 
gara al efecto, el juramento de sostener y defender la Constitución de la 
Kepública; de no usurpar su soberanía, derechos y prerrogativas, y de 
obedecer y cumplir las leyes, órdenes y disposiciones del Gobierno. 

Para la provisión de las conongías de oficio debía preceder el con- 
curso y oposiciones que habían sido acostumbradas. £n la provisión de 
curatos y lo mismo en 1; de sacristías, debían guardarse las formalida- 
des que prescribe el capítulo 18, Sesión 24 del Concilio de Trento, y jK)r 
esto se abría concurso á los beneficios vacantes cada seis meses á lo más. 
De las ternas que en estos casos debían presentarse al Poder Ejecutivo 6 
á los Intendentes, éstos elegían para las canongias ó beneficios, á los opo- 
sitores que les pareciesen mas dignos; pero si á ninguno lo juzgaban 
digno, devolvían las ternas para que se rehiciesen. 

El Poder civil no tenía intervención en las deposiciones decretadas 
por el eclesiástico, con ai-reglo al Concilio de Trento, de los Curas á 
quienes sus delitos y oxcesos les atrajesen dicha pena. 

Ningún eclesiástico podía obtener aun tiempo una dignidad ó pre- 
benda y un beneficio carado, ni tampoco dos curatos distintos. 

iodo beneficio eclesiástico, arzobispado, obispado, dignidad, pre- 
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benda, curato, sacristía y cualesquiera otros de cualquier naturaleza, de- 
bían proveerse precisamente en naturales de Colombia, ó en nacionaliza- 
dos en la República conforme á las leyes; pero la calidad de naturales era 
necesaria é indispensable en los Arzobispos y Obispos. 

El último artículo de la ley (el 42) revoca las leyes, cédulas y reales 
ordenes anteriores sobre la materia, y dispone que si en los puntos de 
que ella trata se hallare algún vacío, se consulte con el Congreso para 
que dicte la resolución del caso. 

1825,— La ley de 8 de Marzo [L. 2. P. 1% T. 4.« R. G.] en su artí- 
culo único autorizó al Poder Ejecutivo para devolver las ternas sobro 
pwvisión de las canongías de oficio, siempre que se debiera haber prefe- 
rido en ellas á otros más dignos. 

En la ley de 29 do Marzo del mismo año [L. 3, P. 1.* T. 4 R. G.] 
se declaró que todos los eclesiásticos que por hallarse ausentes ó impedi- 
dos por causa de la República, no pudieran presentarse á tomar personal- 
mente canónica institución de las prebendas» á que fueran nombrados, 
podían verificarlo por medio de procurador. [Un artículo]. 

1826. — En este año se expidió una ley de 4 de Marzo [L. 1* P. 2.* 
T. 4 R. G.] que señala la edad necesaria para profesar en las órdenes re- 
ligiosas. Según esta ley, que consta de 5 artículos, ninguna persona, de 
ambos sexos, podía ser admitida en calidad de novicio en convento ó mo- 
nasterio, antes de haber cumplido 25 años: los prelados que permitían 
su admisión antes de esa edad, sufrirían la pena de destitución de su 
prelatura y la de inhabilitación perpetua para obtener otras; si el prela- 
do ora Arzobispo ú Obispo, se le castigaba por la primera vez con una 
multa de la cuarla parte de la renta que disfrutase en el afio en que co- 
metía la falta; por la segunda, con la mitad de dicha renta, y por la ter- 
cera con la de extrañamiento de Colombia y ocupación de sus tempora- 
lidades. En cualquier caso que un menor de 25 años tomase el hábito en 
calidad de novicio, el Jefe político lo haría salir del convento ó monas- 
terio y lo entregaba á su padre, tutor ó curador, y si no los tenía, orde- 
naba su educación como hi de un huéi'fano. 

En 1826 se expidió otra ley relativa á la supresión de conventos me- 
nores, datada el 7 de Abril (L. 10. P. 3. T. 4 R. G.) respecto de la cuíd 
sólo notaremos que es adicional á la de 1821, y que dispone que los con- 
ventos de regulares, excepto los hospitalarios, que en lo sucesivo no tu- 
vieren el número de 8 religiosos sacerdotes de continua residencia den- 
tro do sus claustros, si no se completaba en el término de 3 meses, que- 
daban también suprimidos. Esta ley, que comprende 7 artículos, permito 
que en ciertos casos pudieran enajenarse, por cuenta del Gobierno, los 
bienes de los conventos suprimidos. La enajenación podía ser al contado 
ó á censo. 

En 7 de Abril de 1826 se expidió una ley (L. 1^ P. 2.' T. 4.o R. G.) 
"sobre la edad hasta la cual se necesita del consentimiento paterno para 
contraer matrimonio, y sobre las demandas de esponsales" de que habla- 
remos detenidamente en el capítulo relativo al matrimonio. 

Otra ley de este afio fue la de 28 de Abril [L. 16 P. 1.» T. 4.o R. 
G.] "sobre vacantes canonicales". [4 artículos]. Dispone la suspensión 
provisional de la provisión de dignidades, canongías, raciones y medias 
raciones de las iglesias catedrales, que estuvieran vacantes ó vacaran en 
lo sucesivo, con excepción de la catedral de Bogotá, donde podía com- 
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l)lctarse el número de 10 prebendas y en líis otras el de 7, sean de la clase 
y dignidad que f iiei'en. 

1828.~.E1 Libertador, en decreto de 12 de Marzo (L. 2.» P. 2* T. 4? 
R. G.) dispuso lo conveniente para lograr que los curas residiesen per- 
manentemente en sus respectivos beneficios, sin que so les admitiera ex- 
cusa ni pretexto ninguno para no cumplir esta orden. [2 artícnloej» 

1832.— En este año se expidieron varias leyes relacionadas con el 
asunto de este cupítulo. Las mencionaremos tan rápidiimento como nos 
sea posible. 

Ley de 13 de Enero [L. 11, P. 3.*» T. 4. o R. G.j Declara nulo» los 
decretos del Libertador de 10 y 30 de Julio de 1828, y en consecuencia, 
que habían estado y estaban vigentes las leyes de 1821 y 1826 sobre su- 
presión de conventos menores. Los decretos mencionados habían resta- 
blecido la mayor parte de éstos. Líi lev tiene 3 artículos. 

Ley de 21 de Enero (L. 17, P. i^ T. 4? R. G.). En su único artí- 
culo restablece en todas sus partes el imperio de la ley *^sobre vacantes 
canonicales" de 1826. 

Ley de 30 de Enero [L. 5. P. 1. T. 4? R. G.] Señala los términos 
de las Diócesis de Bogotá y Popayán por los lados confinantes con Vene- 
zuela y el Ecuador. (5 artículos). 

Ley de 13 de Febrero [L. 10, P. 2 T. 4 R. G.] El artículo 1? declara 
en toda su fuerza y vigor la ley de 21 de Junio de 1823 sobro prohibición 
de exigir derechos de dispensas matrimoniales y de proclamas, ley que 
había sido suspendida por el decreto del Libertador de 15 de Marzo de 
1828 sobre pago de asignaciones hechas á las curias eclesiásticas, en to- 
do lo que fuera contraria á ese decreto. El artículo 2? y último de la ley 
autoriza al Poder Ejecutivo para que asigno la dotación de las Seoretíi- 
rías de aquellas Diócesis, que por su pobreza no tienen lo necesario para 
subsistir, dando cuenta para su aprobación ó reforma. 

Ley de 14 de Febrero (L. 6 P. 1 T. 4 R. G.) Su artículo único dis- 
pone que la sede episcopal de la Diócesis de Antioquia, continuaría es- 
tablecida en la ciudad de este nombre, y que en ésta residirían su Obispo 
y Capítulo catedral, con arreglo á las bulas y cédulas de su erección. 

Ley de 5 de Marzo [L. 7 P. 2* T. 4? R. G.] Concede á la parroquial 
de San Victorino de la ciudad de Bogotá la iglesia del extinguido con- 
vento de capuchinos, para celebrar en ella las funciones parroquiales y 
demás correspondientes al culto. (Un artículo). 

Ley de 6 de Marzo (L. 12 P. 3* T. 4? R. G.) Exceptúa de la supre- 
sión de los conventos menores, los de la Provincia de Pasto y el de agus- 
tinos calzados, llamado de la Candelaria del desierto, en la Provincia de 
Tunja. (2 artículos). 

Ley de 16 do Marzo [L. 13 P. 3" T. 4 R. G.] Destina las haciendas 
de las misiones de Guanapalo, Macuco, Surimena y Casi mena al sosteni- 
miento de aquellos pueblos y á la civilización de los indígenas errantes 
de Casanare. [5 artículos]. 

Ley do 2 de Abril [L. 5»? P. 3 T. 4? R. G.] Habilita á los eclesiásti- 
cos regulares secularizados para obtener beneficios curados, en el modo y 
forma que los Cánones lo permitan á los eclesiásticos seculares, y por su- 
puesto de acuerdo con el procedimiento de la ley de 1824 sobre Patrona- 
to eclesiástico. [3 artículos]. 

1833.— La ley de 15 de Mayo de este año [L. 14, P. 2^ T. 4? R. G.] 
arregló las misiones de Casanare disponiendo, entre otras cosas, que los 
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padres agustinos descalzos y dominicanos, dies -n con preferencia á toda 
otra ocupación, religiosos á las parroquias de dichas misiones; y asignan- 
do sueldo á éstos, el cual debía satisfacerse con el producto de las ha- 
ciendas correspondientes á las misiones, y lo que faltare, del Tosoro pú- 
blico. Esta ley, de que hablamos en otra parte, consta de 11 artículos. 

1834 — De este afio tenemos tres leyes. La de 5 de Mayo [L. 9 P. 3.* 
T. 4.® li. G.] que aclara el artículo 2 de la ley sobre supresión de conven- 
tos menores indicando á qué colegios debían destinarse los bienes do 
aquéllos. [1 artículo]. 

La ley de 11 de Mayo [L. 7 P. 1 T. 4 II. G.] que erige el obispado 
d© Pamplona con los mismos límites de esta Provincia. La residencia del 
diocesano y su capítulo sería la ciudad de Pamplona. El Obispo gozaría 
de toda la cuarta episcopal, si no pasaba de 4,000 pesos; si pasaba, el ex- 
<ieso sería para el fomento de las escuelas primarias de la Provincia. [5 
artículos. 

La ley de 22 de Mayo (L. 3 P. 2 T. 4? R. G-.) que dispone que en 
las Diócesis donde la renta de los Obispos sobre los diezmos, pase de 
4,000 posos, los curas no debían las cuartas llamadas funerales y de obla- 
ciones, y que tampoco las pagarían, cualquiera que fuese aquella renta, 
si la suya no pasaba de 600 pesos. [2 artículos!. 

1835. -En 3ste año la ley de 11 de Mayo [L. 17 P. 3» T. 4? R. . G.] 
adjudicó ciertos edificios de conventos suprimidos á las rentas provincia- 
les; dispuso que algunos edificios de la Oompafíía de Jesús se enajenasen 
en pública subasta, y aplicó al fomento de la educación otros de conven- 
tos suprimidos por las Cortes españolas. (3 artículos). 

La ley de 20 de Mayo [L. 9 P. 1^ T. 4? R. G.] estableció un Obispo 
auxiliar del de Popayán en Pasto, con residencia en esta ciudad y con la 
renta anual de 4,000 pesos que se deducirían de los diezmos de la Pro- 
vincia de Pasto, La ley consta de 4 artículos. 

1836.— La ley de 19 de Abril (L. 13 P. 3 T. 4° R. G.) exceptúa tem- 
poralmente de la supresión de conventos, los colegios de misiones de Po- 
payán y Cali, los cuales continuarían por 16 aüos más contados desde el 
dia en que su número de religiosos no llegase á 8. Ese día debía formar- 
se inventario de los bienes y valores de dichos conventos, y do tales bie- 
nes y valores no podía disponerse sino con arreglo á las fundaciones he- 
ch¿i3 por los particulares. 

El Legisktlor de 1836 juzgó conveniente tomar razón de los bienes 
pertenecientes á las comunidades, entres otros objetos con el de lograr 
su conservación. Por esto, la ley de 16 de Mayo (L. 6*! P. 3* T. 4.**, R. 
G.) (1) dispuso que en todas las Provincias en que hubiese monasterios, 
el Secretario de la Gobernación llevaría un libro en que debían regis- 
trarse dentro de seis meses después de publicada la ley, todas las escritu- 
ras de propiedad, reconocimientos, censos, usufructos ó cualesquiera 
otros derechos de las comunidades religiosas de uno y otro sexo. 

Los principales, fincas raíces ó alhajas de oro ó plata pertenecientes 
á los conventos, no podían venderse ó cambiarse sino con ciertas forma- 
lidades [artículo 4?J Todo pi'incipal que se redimiese sería con el objeto 
de imponerlo de nuevo, y la redención en lo general no podía hacerse si- 

[1] Esta ley fue derogada en todas sus partes por la ley do 3 de Junio de 1853, de 
la cual hablaremos en el capítulo sobre mayorazgos. 
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las iglesias cristianas del piiís para consegnir la reducción; y para abrir 
en el Presupuesto un crédito anunl linsta de 25,000 posos para atender á 
los pCMstos fjiie ocasionara la colonización. La ley^ que tiene 5 artículos,, 
manda qne el Pod^^r Ejecutivo preste preferente atención á la civiliza- 
ción de los indígenas goagiros. Fue adicionada por la ley 66 de 1874. 

1874, — Ley 11 de 27 do Abril '^sobre fomento de la colonización: 
délos territorios de Casanare y San Martín." [19 artículos] Est.t ley, 
des]>ué3 de disponer que es de cargo del Tesoro nacional, en cumpli- 
miento de las condiciones con que el Goniorno federal aceptó la cesión 
del Territorio de San Martín, [1] la construcción de un camino de Bo- 
gotá á cierto punto del río jíeta, y el establecer cómo debía verificárse- 
la construcción de esta vía, la de otra que comunicase la capital del 
Estado de Boyacá con el Territorio de Casanare y la reparación de otras, 
entra a tratar de los indígenas que habitan dichos Territorios. Veamos^ 
lo que ordena acerca de ellos. 

El Poder Ejecutivo debía adoptar los medios necesarios para ponerse- 
en comunicación con las tribus no reducidas de loa dos Territorios con el 
fin de averiguar su número, población, estado social y residencia habi- 
tual, y de establecer con ellas relaciones regulares y pacíficas que fo- 
mentasen su civilización. Las relaciones tendrían, entre otras bases, las 
siguientes: reconocimiento del derecho de propiedad de las tribus en el 
territorio que ocupasen con trabajos agrícolas; reconocimiento de sus au- 
toridades y leyes en sus relaciones interiores^ arreglo de relaciones co- 
merciales por medio de tratados; probibición del comercio de licores y 
bebidas embriagantes y de armas de fuego con las tribus; empleo perse- 
verante de la influencia del (jí-obierno y tío los misioneros que se estable- 
ciesen entre los indios en el sentido de que éstos adoptasen para su régi- 
men interior costumbres an¿'ilogas á las in&tituciones republicanas; me- 
diación [)arii evitar guerras entre las tribus; fomento á los establecimien- 
tos agrícolas de éstas; establecimientos permanentes de misioneros; y 
sostenimiento de Comisario.^ del Gobierno ante los indios con el objeto 
de celebrar tratados y de averiguar sus necesidades, qiu^jas y proposi- 
ciones. 

El artículo 13 autoriza al Podes Ejecutivo para nombrar y mantener 
con un sueldo de COO á 900 pesosí anuales, hasta dos misioneros ambu- 
lantes de la religión Cristian», que recorriesen los Territorios con el ñn 
indicado antes. Él 17 lo autoriza para que adjudique hasta 50 hectáreas á. 
cada familia de las tribus (pie se reduzcan á la vida civilizada. Los denuis 
artículos de la ley tratan de asuntos que no están rclacionadosi princi- 
palmente con los indígenas. 

Fax 1874 se expidieron otras dos leyes relativas á los indígenas, la 
última de las cuales contiene disposiciones importantes. Indicaremos su 
contenido. 

.Ley '):> de 20 de Junio [<S artículos]. Tiene por objeto fomentar la 
colonización del Territorio del Caquetá y })romover la navegación de los' 
ríos Patumayo y Ñapo. Para lograr la colonización se autoriza al Po- 

[1]. L(js Territorios de San 3rjirlíii,S{in Andrós y Sun Luis de Providencia lé f ne- 
rón cedido^ por el Estado de C.'undinamarca el primero, y por el de Bolívar Ids dos 
últimos al Gobierno federal, y éste aceptó la cesión en la ley 39 de 4 de Junio de J868L, 
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der Ejecutivo para que, con alguna sociedad ó algún individuo ó empre- 
sario particular, proceda á contratar la fundación de dos ó más colonias 
en dicho Territorio sobre las riberas de los río« mencionados y hacia la& 
fronteras del Ecuador, Perú y Brasil, con el fin de propender á la civili- 
zación de los indios salvajes de aquel Territorio. La ley señala las conce- 
siones que podían otorgarse al que fundara las colonias, las seguridades 
que debían exejirsele y el procedimiento para otorgar aquellas. 

Ley 66 do 1.*^ de Julio ^^sobre reducción y civilización de indíge- 
nas. '^ (20 artículos) Para atender á esto divide el territorio colombiano 
en seis corregimientos, á saber: el de Bogotá, capital Bogotá; el de l^oya- 
cá, capital Tunja; el del Magdalena, ca[)ital Santa Martaj el de Panamáy 
capital Panamá; el del Cauca, capital Popayáu y el de Síiutander, capital 
Socorro. En cada capital habría una Junta general encargada de inspec- 
cionar y reglamentar la red ucci6n y civilización de los indígenas del 
respectivo territorio. Componían las Juntas, entro otras personas, el Di- 
rector de las misiones en la Diócesis ó su delegado y el Rector del Cole- 
gio de éstas. 

A las Juntas les daría el Poder Ejecutivo auxilios en dinero siem- 
pre que sus reglamentos contuviesen las condiciones que indica el artí- 
culo 3.0 

El artícuo 6.° dispone que en cada reducción hubiera un comisario 
del Gobierno encargado de mantener el orden en ella. El comisario, el 
maestro de escuela^ un misionero y un rc])resentante de los indígenas 
comprendidos en el Corregimiento, formarían una Junta subalterna de la 
general (artículo 7.^). Los artículos 8.° y 9.® señalan las atribuciones 
de estas Juntas, 

Los comisarios eran los encargados Je adjudicar en propiedad tie- 
rras baldías á los nuevos pobladores y á los ijidígenas de acuerdo con el 
parecer de la Junta general del Corregimiento y conforme á las disposi- 
ciones legales. 

Serían Protectoi'es de los indígenas el Comisario y losmisionoros en 
las relaciones de aquéllos con la gente civilizada, con el objeto de impedir 
que á los indios se les privase con cuíiNjuier pretexto de las tierras en. 
que estuvieran establecidos; de que se les vendiesen bebidas embriagan- 
tes; de que por medio de la violencia ó de la astucia se les tomasen los 
productos de sus industrias por un valor menor del que se íijase en el 
mercado libre; y de que quedaran impunes los actos de violencia contra 
his personas ó propiedades de los indígena í*. 

El Poder Ejecutivo quedaba autorizado para contratar la impresión 
de Gramátioíis y vocabularios- de las lenguas de los indios que debían 
eivili¿aitíe. 

Para dar cumplimiento á la ley se destinaron del Tesoro nacional 
31,000 pesos anuales. La ley no tendría efecto sino después de que los 
Estados respectivos le prestasen su aquiescencia ó cediesen los Territorios 
al Gobierno generaL. 

1876. — La ley 99 de 3 de Julio, que consta de 7 artículos, con el 
íin de lograr la coionización y civilización de los indígenas de la hoya 
del Sarare, autorizó al Poder Ejecutivo para que concediese privilegio 
«xclusivo á la Compañía anóuima;. que lo. solicitara^ para la ejeGucióu á&. 
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que les dé carácter y personería para manejar sus rentas y bienes. Declara 
que los cementerios reconocidos como de la comunión católica, son de la 
exclusiva pertenencia de ésta. 

Las leyes relativas al matrimonio, están relacionadas con el Fuero, 
pero como de ellas tratamos en capítulo apaite, las omitimos en el pre- 
sente. Sin embargo, para que se conozca el estado actual del asunto, ha- 
cemos las indicaciones que siguen. 

1887. Según la ley 57 (15 de Abril) la nulidad de los matrimonios 
católicos se rige por las leyes de la Iglesia, y de las demandas de esta 
especie corresponde conocer á la autoridad eclesiástica (artículo 17). 
Esto se aplica igualmente á los juicios de divorcio relativos á dichos ma- 
trimonios (artículo 18). 

El artículo 263 de la ley 153 de 24 de Asrosto de 1887 establece quo 
la provisión de capellanías colativas y demás boneficios eclesiásticos ó 
religiosos, es do la exclusiva competencia de la autoridad eciesiástiea. 

El artícnlo 16 de la misma ley dice: ''La legislación canónica es in- 
dspendiente de la civil, y no forma parto de ésta; pero será solemnemen- 
te respetada |>or las autoridades de la Kepúbliea." Sin embiíre<>. esto no 
autoriza para que la apliquen, porque ellas no pueden hacer efectiva otra 
que la civil. 

1888. El Convenio con la Santa Sede aprobado por la Ley 35 de 27 
de Febrero de este año, resumo, si así podemos expresarnos, las faculta- 
des de la Potestad eclesiástica, en los artículos que pusamos á indicar. 

Según el artículo 1® los Poderes públicos se obligan á proteger y 
hacer respetar la Religión católica, apostólica, romana, lo mismo que á 
sus miembros, conservándola a la vez en el pleno goce de sus derechos y 
prerrogativas. 

Art, 2? '*La Iglesia católica conservará su plena libertad é indepen- 
dencia de la Potestad civil, y por consiguiente sin nmguna intervención 
de ésta podrá ejercer libremente toda su autoridad espiritual y su juris- 
dicción eclesiástica, conformándose en su gobierno y administración con 
sus propias leyes." Este artículo reconoce el fuero esencial ó espiritual de 
la Iglesia. 

El artículo 3P repite el artículo 16 de la ley 153 citado í^ntes. 

Art. 8.^ ^'El Gobierno se obliga á adoptar en las leyes de procedi- 
miento criminal disposiciones que salven la dignidad sacerdotal, siempre 
que por cualquier motivo tuviere que figurar en el proceso un ministro 
de la Iglesia.'' 

Art. 19. *^Serán de la exclusiva competencia ilo la autoridad ecle- 
siástica las cansas matrimoniales que afecten el vinculo dc*l matrimonia 
y la cohabitación de los cónyuges, asi como las que st* refieran á la vali- 
dez de los esponsales. Los efectos civiles del macruuonio se regirán por 
el Poder Civil." 

El artículo 32 establece que el Conveni»), que consta de 33 artículos, 
deroga todas las leyes, órdenes y decretos quo en cualquier modo y tiem- 
po se hubieren promulgado, en la parte en (^ue contradijeren ó se opu- 
sieren á dicho Convenio, cuya fueiza cu lo porvenir será tirme como de 
lev del Esiado. 
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ANTECEDENTES 

Al tratar de las leyes civiles en general nos ha parecido más conve- 
niente hacer uua descripción del contenido de las principales Reeopüa- 
oiones de leyes ó Códigos generales de España y de la. Recopilación es- 
pecial de America, que entrar en el examen de los puntos qne compren- 
de el Derecho privado común ú ordinario, aunque es verdad que dichas 
Recopilaciones tratan también de asuntos que no son propios ó exclusi- 
vos de ese Derecho. 

Sólo hablaremos de los Códigos generales y principales, porque para 
hablar de los demás tendríamos que alarirarnüs demasiado. Así es que 
prescindimos de decir cosa alguna del Código de Tolosa, del de Alarico, 
del Fuero Juzgo, del Setenario, del Espéculo, del Fuero Keal, de las Or- 
denanzas de las Taruf crías, de las leyes del Estilo, del Fuero de Sepúl- 
veda, del Ordeuaniiento de Alcalá, de las leyes de Toro y de los Fueros 
{disposiciones especiales para Provincias, para Municipios y aun para cier- 
tas clases de personas), y de otras leyes menos conocidas. Nos limitare- 
mos á hablar de Las Siete Partidas, La Nueva Recopilación, La Novísi- 
ma Recopilación y La Recopilación de Indias, que fueron los Códigos de 
especial aplicación durante la Colonia y después de ella. 

Las Siete Partidas. Acerca de esta colección de leyes que fué la 
más acabada de su época; "que no ha tenido rival en tiempos posteriores; 
que ha sido y es la admiración de propios y extraños; y á laque tributan 
de consuno sus elogios, así los partidarios como los adversarios de sus 
doctrinas", (1) diremos en primer lugar que aun no ha podido esclare- 
cerse quién fué su autor; pero que no hay motivo para negar que son obra 
del mismo D. Alfonso X Rey de Castilla y de León, Uaniado el Sabio, en 
el reinado del cual se expidieron; que el título primitivo con que fueron 
conocidas fué el de Libro de las leyes ó Fuero de hs leyes; que se les co- 
menzó á llamar Partidas desde el siglo XIV^ á causa de estar divididas 
en siete partes; que fueron empezadas á componer el 23 de Junio de 
1256 y se terminaron en I2(j3 ó 1205; que se formaron según parece en 
Sevilla; y que no se les dio fuerza legal sino en. 1348 durante el reinado 
de D. Alfonso XI, época en que recibieron algunas modificaciones. (2) 

Haremos un breve resumen de cada uno de los siete libros ó^.;«r/i- 
das en que está dividido el Código de D. Alfonso el Sabio, 

(1) Antequera.— J7/í{fí>r«rt de la Ler/hlación española. 

(2) Entonces {Ordeimmkiito de Alcalá, 1348) so esfablceió la primera reíala do 
prelación legal así: \P Las levos dol Ordonamionto; 2.^ l^as del Fuero Uoal y los 
Fueros municipales do población; y 3.'-' Las leve;* de las Partidas. 
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P..r:: Tn. prin;era. Tiar.». «S.- la L. y. .]fí u.-o y de l:i c»:stambre. prclimi- 
nar*:> í.-r »; - -'.e •:' -i '.' r;i -i»- si •.•'•i-»-: v lu -íT'"»» »^'''. «len-rli » eclos láctico. 

I.-:- r'r:i> s y .S..;* "•! t-^s. ]n^ n:i'2'«'»^"^ v Su-S vo:os, I;ts eícuriiiinioiies y 
¿r>" :::-:'• ...>. !•.? ::1 r s y ^'"t< y!\v -.-^j:'"-. I05 íi:-.':ia^:^r: ¿ y o::S.i5 roli- 
V: --ü;-. irti ¿-: "Ir ::":-. oI I" :l ."'.-; «l^ r ct :■'♦-' :i .i t "■. I--S ■j'í^n-rioi»»^, !:l simonía, 
LiiS í:íO::!?¿:'>:, 1- ^ --i-L- .' i^?, L-^ ;l--:!i:-»s, 01 Lii^er :Ie los clérigos, la 
¿:=i..rd. 'io Iv< ::•:-: ..-. iv:! •/:;::•.-. l".: -t.:i=. iv-UCvOS y p»} re grillos: lié aquí 
el úL'.I.-ii c-i. 'ri: .jí v-.i-.t:- :;r.rv :!:íl -s .1-- ♦^st::. Pi.i'iiuit. «fj.e comprenden 






Ll Pur::-!:: ^:-j:r\ '.:i .ITe^:' ':or.=: k".irs? como na rr'.ti.Io de Dere- 
cLo p-:aIí::o=^ y llv:--í:-. ..i-^s "t^l'i d? ^'^ :}':ipv7:il r^^s. ^r. d: Ijs reyes, et 
d-- Ljs o:ros LC!-"«-íid-_'-: S ■'■>':■■:> .'. .* '.a ri.-iT.i ■•:u* la n:iír d.^ iníintoiier eu jus- 
ticia e: ver Jal." Es:a ?ur::ia ,.s:á diviriida eu M rírai-js. 5ul .divididos eu 
30 J leres. Los 10 ;:r:r:i:r.>i t't.iijs ii.. jlaii del ílt-v v de sas obliiracioncs 
para consi^-o y Ljs -ie sm c-isa y »í':'::o: '^tros 10. d».* las r-laciorios entre ul 
Rcv V et Tii^j! >. V el ^l. d-I e.s:a<lo v uM.:raci'»nes de los caballeros. Los 
tícLilos 23 al oJ t:-ci::ir. lo la jiierra ui.iriticna y teiTes:re, de los eaadillos 
y soldi-.d ;s. 'Je Ioí d-.-.-;) >j s y marivra do i-:ria:*:i:*I:''S, tlc^ los premios é in- 
demnizi-.oi-.n'^.s t •-•r «]aii"S sufrid^ís en ia ciierra, •ie los S!s:e:ua5 de orera- 
niza^iOn n2;I:tar v del aca'ju? v def ePi.sa de las olazas. Ei título 31. esta 

tifr-licaMO íi L'S cs:li']:<js ::i:ivoi*es v inecores, respacto de lo caal contiene 
...... • - -" ^ 

Par:ila teLv-:ra. Ezp"»no la sus:an::acióu civil y criminal: las 
personas niie iurervienen en los juicios: el niérodo y alternativa qne 
deben sruardar I'jS htÍ2':in:es en s.is denr.indns, c^-ntestaciones v res- 
puestas; lia: ln de les jueces y magistrados civile-, sus clases y di- 
fíroncias, cñcijs y obíigaciónes, auioridad y jurisdicción: de los per- 
sonercs ó prccarad'>re>, escrib.-inos reales de v¡Il;s y pueblos, su nú- 
m.ro v circnnstancias: de b.s voceros ó aboira.los, cavo ministerio se eri- 
^*i en oicío páblic'/: <lel orden délos jnTei'}s, sns trámites, eni;^í:izam len- 
tos, rebeldías y asentarnieiiros: de his diferenvs clises *le pruebas, como 
juramento, examen de testiiros, con<">scencia ó confesión de parte, ]x^s- 
quísa, escritari.s ú itistriinientos píibíicos, de cayos formularios se habla 
proiijufiiente y con ^cnii iiovedaí, y de su conservación y perpetuidad 
por el establecimicnro du registros y protocolos: de los modos do adqui- 
rir, conservar y penler la propiedad, tides como la prescripción; de h\ i>o- 
fiosión- d=; las servidumbres v de las dennucius de obras nueva v vieja. 
LsL Partida indicada so divide en o*2 tita los que comprenden 083 leyes. 

Partida cu:irta. Según su epígrafe ''fabki de los desposorios et dolos 
casamientos." El i'roemio dtl título 1? determina lo? puntos materia de 
este libr.», L-s cuales son: desposorios, casamientos, condiciones de éstos, 
írapeJirnentos p: ra con'.raerios, arras, dotes, donaciones por razón de ma 
triraon'Oy hijos legítimos, hijus ilegítimos, prohijamientos ó adopción, 
poder «le los padres sobre los hijos, criados, sierv«;s, señores y vasallos, 
feul'.s y amistad. Está dividida la Partida en 27 títulos que constan de 
27j(j leyt'S. 

Partida quinta. Sas 15 títulos subdivididos en 3T4 leyes están dedi- 
cados principalmente á los contratos. En consecuencia tratan de los prés- 
tamo?, íltl comodato, del depósito, do las donaciones, de la compra-ven- 
ta y de los ciuubios ó permutas, de los arrendamientos, de las fianzas, de 
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las prendas 6 peños, del pago y de la compensación. El título 7.% trata do 
los mercaderes y de las ferias; el 9°, de los navios y de las condiciones do 
transporte en ellosj el título 10, de las compañías; y el 15, de la cesión de 
bienes. 

Partida sexta. Esta Partida, que consta de 19 títulos con 270 leyes, 
está destinada á la sucesión por causa de muerte; y por lo mismo habla 
de los testamentos, de cómo deben ser abiertos, de la institución de here- 
dero, de las asignaciones condicionales, de las substituciones, de la acep- 
tación de la herencia, del desheredamiento y la indignidad, del testamen- 
to inoficioso, de las mandas ó legados, de los cabezaleros ó albaceas, de 
la disminución de los legados, de los codicilos, de la sucesión abintesta- 
to, de la partición de la herencia y de las guardas do los menores. 

La Partida séptima comprende la legislación penal en sus o4 títulos 
subdi vid idos en 363 leyes. Las acusaciones, las traiciones, los rieptos, 
las lides, las infamias y falsetlades, los homicidios, los delitos contra la 
honra, las fuerzas ó violencias, desafíos y tregUMS, los robos y hurtos, los 
daños que hacen los hombres ó las bestias, los engaños, malos y buenos 
como los califica la ley, los delitos contra la castidad, los agoreros y adi- 
vinos, los judíos y moros, los herejes, los suicidas y los blasfemos, todos 
tienen disposiciones que les conciernen, y por el orden en que los he- 
mos expuesto. Da fin á esta Partida la guarda de los presos, los tormen- 
tos, penas y perdones; y vienen luego, ciuno conclusión de la obra, los tí- 
tulos sobre la significación de las palabras y las reglas del Derecho. Al 
fin de las Partidas se encuentra un índice general ó Repertorio alfabéti- 
co relativo al contenido de ellas. 

XuEYA KecopilaciÓi^. Esta colección de leyes, que poco satisfizo 
por falta de orden y porque no compendió sólo las que estaban vigentes, 
se publicó en 1567 durante el reinado de Felipe II. Fué comenzada por 
D. Pedro López de Alcocer, abogado de VaUadolid, y continuada por los 
doctores Guevara, Escudero y Airieta, de los cuales el último la conclu- 
yó, y revisada por el licenciado Atienza. 

La Pecopilación comprende nueve libros, divididos en títulos. El 
primer libro habla *.{e la lieligión, de la fe católica, de los monasterios ó 
iglesias, de sus ministros, de los diezmos y patronatos, délos estudios ge- 
nerales, de los ."jueces eclesiásticos, de las bulas, de los cautivos, romeros 
y peregrinos. Son asunto del segundo los tribunales, el Eey, su Consejo, 
las Chancillerías y Audiencias, los Alcaldes, Juzgados de provincia, no- 
tarios/ procuradores, Hírícales, registradores, relatores, escribanos y otros 
oficios de la curia. Del mismo asunto trata el libro tercero que contiene 
las leyes relativas á algunas jurisdicciones extraordinarias, y también á 
los barberos, al béi tares, herradores y examinadores. Concluye esta ma- 
teria en el libro cuarto, que expone los procedimientos, y contiene los 
aranceles de coscas y derechos procesales. Trata el quinto de los casa- 
mientos, dotes, arras, testamentos, mayorazgos, herencias, donaciones y 
contratos. El sexto, de los caballeros, hijos-dalgo, castillos y fortalezas; 
de las Cortes, ])rocuradores del Ileino y embajadores; de los pechos, tri- 
butos é im])osicionos. El séptimo, de los ayuntamientos y sus ordenanzas, 
de los privilegios de Lis ciudades, y de los oíloius ])úblicos y privados. 
Contiene el octavo la legislación criminal, o¿pociricundo miüucio¿ainente 
los delitos y penas. Y elr noveno^ la legislaüióu de vuntiis. 

A las diferentes ediciones que hubo de esta colección, se les agre- 
garon nuevas leyes; y á la iiltima que fué de lv'45, un tomo le 500 prag- 
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no por cnai*tas partes por lo menos, si el total no excedía de 1,000 pesos^ 
y si excedía, por monos de 500 pesos [artículos C y 7^]. 

La ley tiene 8 artículos y no creemos necesario citar ninguna de sus 
otras disposiciones. 

Lía ley de 28 de Mayo [L. 8 R 1.* T. 4. o R. Q.] reformó en parte la 
ley que creó el obispado do Pamplona, disponiendo que su Capítulo se 
compondría de estas sillas: un dcanato, un arced canato, una maestresco- 
lía y una tesorería, |3 artículos]. 

1837. — De este año tenemos tres leyes, que merecen mención. La de 
22 de Abril fL. 11, P. 1? T. 4? R. CI.J que estableció la manera de formar 
el inventario de los bienes de los Obispos de nuevas Diócesis. [Un artí- 
culo]. 

La ley de 28 de Mayo [L. 12 P. 1* T. 4.« R. G.] que aserró al Ar- 
zobispo de Bogotá la dotación anual de 8,000 pesos, que debía comple- 
tarse del haber del Estado cu la renta de diezmos, en caso de que la 
cuarta arzobispal no alcanzase á producir dicha cantidad libre. [4 artícu- 
los]. 

La ley de 11 de Junio [L. 13 P. 1"* T. 4 R. G.] que asignó á los 
Obispos de Cartagena, Pamplona, Panamá y Santander la renta anual 
de 4,000 pesos á cada uno, sin opción á cobrar cuartas, ni otra pensión 
del Tesoro público. [2 artículos]. 

1838 —El único artículo do la ley de 14 de Mavo [L. 18 P, 1? T. 4.*^ 
R. G.] aplica á la canongía doctoral de Cartagena los fondos de dos ca- 
nongías de merced de la misma iglesia. 

El artículo único de la ley de 18 de Mayo fL. 14 P. 1.* T. 4.° R. 
G.] fijó el día desde fl cual empezarían á correr las rentas asignadas al 
Arzobispo de Bogotá y á los Obispos de Cartagena, Pamplona, Panamá 
y Santamarta, de que antes hablamos. 

1839.— La ley de 5 de Junio de este aOo [L. 1^'P. 3? T. 4? R. G.] 
suprimió los conventos de la Merced, Santo Domingo, San Francisco y 
San Agustín de la Provincia de Pasto, y destinó la mitad de sus bienes 
y rentas al fomento de las misiones de Mocoa y la otra mitad á los esta- 
blecimientos de educación de la misma Provincia. La ley contiene otras 
disposiciones relativas al cuidado de las iglesias de los conventos supri- 
midos, al estipendio de los eclesiásticos á quienes se encomendase ese cui- 
dado y á otros puntos secundarios. Esta ley, (|ue consta de 13 artículos, 
fue reformada por la de 20 de Mayo del año siguiente, según veremos en 
seguida. 

1840.— El artículo linico de la ley de 25 de Abril (L. 16 P. 3! T. 4.* 
R. G.) dispuso que fuesen reputados como conventuales los religiosos 
misioneros, ó coadjutores ó excusad ores de los párrocos. 

Ley de 20 de Mayo [L. 15 P. 3* T. 4. o R. G.] Esta ley restableció 
los conventos de Santo Domingo, San Francisco y San Agustín, supri- 
midos por la ley de 5 de Junio de 1839 y ordenó que se les restituyesen 
sus bienes. De modo que sólo el de la Merced quedó deñnitivamente su- 
primido en virtud de esta ley. [2 artículos]. 

La ley de 28 de Mayo [L. 15 P. 2.* T. 4.« R. G.] arregló la admi- 
nistración de las haciendas de las misiones del Meta, disponiendo que la 
Gobernación de la Provincia de Casanare ejercerla la dirección é inspec- 
ción de ellas. Esta ley, que comprende 8 artículos, y de la cual hablamos 
en otro capítulo, asigna en calidad de congrua al cura de Guatavita y á 
los curas de las misiones do Casanare, 300 pesos anuales á cada uno y la 
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nía, prerrogativas ó derecho de Patronato, usurpación de jurisdicción ci- 
vil; de las quejas sobre agravios que hicieren en sus visitas los Prehidos 
eclesiásticos ó sus represoatantesj de los recursos de fuerza ó atentados con- 
tra las autoridades eclesiásticas; del recurso de protección de regulares, 
y do la competencia entre Jueces eclesiásticos y civiles del territorio á 
que se extendía la jurisdicción del Tribunal respectivo. 

Comparando estas disposiciones con las correspondientes de la ley 
de Patronato de 1824, se observa que ésta no trataba de causas de res- 
ponsabilidad contra los Arzobispos, Obispos, Provisores y Vicarios capi- 
tulares ó foráneos por mal desempeño en el ejercicio de la jurisdicción 
que tenían en materias que no i)ertenecieran al dogma ó á la moral. Por 
consiguiente, en 1836 se privó á dichas autoridades eclesiásticas de la ju- 
risdicción en materias de culto y de disciplina, y se atribuyó á la Potes- 
tad civil. 

La ley de que hemos hablado consta do 28 artículos. 

i843. En este año se expidió una ley ^'do procedimiento en los jui- 
cios de responsabilidad contra empleados y funcionarios públicos" (Ley 
de 8 de Abril, 2*^ P. 3 T. 2V K. G.) dividida en 3 capítulos que compren- 
den 64 artículos., 

, Las disposiciones de esta ley eran aplicables á las autoridades ecle- 
siásticas. 8egún el artículo 22, cuando un Tribunal ó Juzgado declaraba 
que había lugar á formación de causa criminal de responsabilidad contra 
un empleado público, se entendía por el mismo hecho decretada la sus- 
])ensión de éste; y de acuerdo con el artículo 23, se daba cuenta de ésta 
á la autoridad á quien correspondía hacer el nombramiento de reemplazo 
respectivo. Así es que dictado auto de enjuiciamiento contra un Obispo, 
por ejemplo, y debía dictarse cuando éste faltaba al cumplimiento desús 
deberes, se le declaraba suspenso en el ejercicio de su mmisterio, y se no- 
ticiaba el hecho á la autoridad eclesiástica que debía disponer quién lo 
reemplazaba. 

1845. La ley de 12 de Abril (L. l^í P. 1.* T. 2.° Ap. á la R. G.) dis- 
puso que en todas las causas que ante los Juzgados eclesiásticos se si- 
guiesen contra individuos que gozaban del fuero eclesiástico, por actos 
que tuviesen señalada pona en el Código Penal ó en otra ley de la Repú- 
blica, en vez de hi voz del Promotor fiscal se oiría la voz del Ministerio 
fiscal. De modo que esta rlisposición reemplazó en aquellas causas un 
empleado eclesiástico con uno civil. 

El artículo 3.% último de la ley, ordena que en las capitales de las 
Diócesis, que no eran residencia de un Tribunal do Distrito, se estable- 
ciese un agente fiscal de libre nombramiento y r^ímoción del Poder Eje- 
cutivo, con los mismos deberes y carácter legales que los demás funcio- 
narios. Estos agentes, como se comprende, debían reemplazar á Jos Pro- 
motores en los casos antes mencionados. 

En el mismo año de 1845 se expidió una ley (de 25 de Abril, L.* 1;* 
P. 3* T. zP del Ap. ala R. G.) *'sobre juicios de responsabilidad de fun- 
cionarios eclesiásticos." Indicaremos sus principales disposiciones. 

Según el artículo IP el Arzobispo, Obispos y demás Prelados y 
Corporaciones eclesiásticas eran responsables por mala conducta en el 
ejercicio de las funciones que les atribuía la ley, y debían responder ante 
los Tribunales civiles ó eclesiásticos, á quien tocara juzgarlos, del mal 
desempeño de esas funciones. Estas causas de responsabilidad debían se- 
guirse de acuerdo con la ley 2*? P. 3.*' T. 2."* de la Ilecopilación Granadina. 

6 
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fiión religiosa de los ÍDdivíduos que qnieran abrazar ese estado^ hecha 
después de cumplidos 21 años, en los conventos que tengan casa de no- 
Ticiado y misiones asignadas,, ó que 80 obliguen á servir his que se les 
asignen. [2 artículos]. 

Liíi ley de 30 de Mayo (L. 11 P. 2 T. áP K. G.) manduque se exigie- 
sen do los Prelados diocesanos de la República los aranceles eclesiásticos, 
para publicarlos con el fin de que sirviesen de regla fija y no se pudiese 
obligará ptigiir otros derechos eclesiásticos que los señalados on aquéllos. 
(3 artículos). 

1843.— El artículo único de la lev de 4 de Abril [L. 4 P. 2 T. 4.o R. 
G.] asigna congiua de sustent-ición al párroco de Medina. 

En este año se arregló la administración de las rentas de fábrica de 
las iglesias por medio de la ley de 14 de Junio [L. 12 P. 2* T. 4? IL O.] 
que consta do 11 artículos. Indicaremos algunas de sus dispoiiciones. 

Según el artículo 1.** cuando las i*entas de fábrica no Dastaban á sa- 
tisfacer los gastos que de ellas debían hacerse, y por esto debían contri- 
buir los vecinos para aquéllos, el Cabildo hacía la distribución de la su- 
ma que fijara la minuta del vecindario conforme al artículo 2P que di- 
ce: **Corres|>onde á los padres de familia católicos, asociados cod el pá- 
rroco: 1.° Fijar la minuta anual de gastos que deban hacerse en la igle- 
sia parroquial, previo el presupuesto que ])resentará el párroco; 2.^ Ele- 
gir el mayordomo de fábrica que ha de administrar todos los fondos de 
ella, asignándole un tanto por ciento, que no exceda al máximum de que 
disfruten los tesoreros parroquiales; 3.^ Elegir el llavero que maneje la 
3! llave del arca triclave (la en que so depositaban los caudales de fábri- 
ca y las alhajíis y pa|)eles que requiriesen custodia); y 4.^ Determinarla 
seguridad que deba dar el mayordomo para su administración." 

Los demás aiiií culos tratan de puntos relacionados con el nombra- 
miento de mayordomo, de las arcas triclaves, do la manera de hacer los 
gastos de las catedrales y de las cuentas de Fábrica. El último artículo 
deroga la cédula do 10 de Julio de 1797 y el decrtto legislativo de 2 de 
Mayo de 1825. 

1844,— La ley de 11 de Mayo (L, 17, P. 2« T. 4? R. O.) autorizó al 
Poder Ejecutivo para que oído el informe del res[)ectivo prelado dioce- 
sano^ pudiese encomendar ciertos curatos á sacerdotes misioneros. (4 a.'ts.) 

La ley de 20 de Mayo (L. 19, P. 1.* T. 4. R. G.) asignó á los canó- 
nigos de la catedral Je Santa Marta, estos extipendios: al i)ean $ IOOO,al 
arcediano, chantre y tesorero $ 800 á cada uno. Estas asignaciones de- 
bían completarse del Tesoro público sobre lo que correspondía á cada 
una de las sillas mencionadas en la 4.* capitular do los diezmos do aque- 
lla iglesia. La ley tiene 2 artículos. 

La ley de 25 de Mayo [L. 10, P. 1.» T. 4.« 11. G.) estableció un Obis- 
po coadjutor en Panamá, el cual g<;zaría de la renta de $ 3000 anuales 
pagaderos del Tesoro nacional. (3 artículos)- 

La ley de 38 de Junio (L. 5. P. 2 T. 4.° R. G.) apropió fondos para 
la iglesia, el párroco y el culto de una nueva parroquia en la montaQade 
Quindío. Fueron: $ 600 anuales del Tesoro público para pagar el Cura; 
$ 2000 del miámo Tesoro para construcción de iglcjia; y $ 100 anuales 
también del erario público para el costo de oblata y demás gastos precisos 
para el culto. Estas concesiones durarían 15 aüos. (3 artículos). 

La ley do 27 de Junio (L. 15, P. 1.^ T. 4.^ K. G.) asigna djl Te.oro 
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en 2* instancia en los negocios civiles dol orden temporal, y en los i)lei- 
tos promovidos contra individuos del clero secular ó regular, de que has- 
ta 1851 había conocido la autoridad eclesiástica. 

A los Tribunales de Distrito correspondía el conocimiento en 1* y 
2* instancia de las causas criminales que se siguieran contra los Proviso- 
res, Vicarios generales y capitulares por los delitos de que habla el ar- 
tículo 2.° 

A estos Tribunales incumbería conocer igualmente, en 2.*^ instancia, 
de las causas civiles con individuos del clero secular ó regular, ó que ver- 
saran sobre asuntos del orden temporal, de que hubiese conocido la au- 
toridad eclesiástica, y también de las criminales que se siguieran contra 
individuos de uno y otro clero, por los delitos indicados en el articulo 
2.% si de ellas habían conocido en 1^ instancia los Jueces de Circuito. 

Estos y los Jueces parroquiales conocerían, según el caso, en 1.* 
instancia de las causas civiles con individuos del clero secular ó regular, 
y de los demás asuntos del orden temporal de que había conocido ía au- 
toridad eclesiástica. También conocerían en I.'* instancia de las causas 
criminales que se siguieran á los mismos individuos por los delitos men- 
cionados en el artículo 2. o 

De la suspensión de los individuos del clero en las causas crimina- 
les, la autoridad civil debía dar cuenta á la eclesiástica respectiva, para 
los efectos de la ley de 25 de Abril de 18-45, que quedaba en su fuerza y 
vigor. 

Hemos creído conveniente insertar casi íntegra la ley de que trata- 
mos, que consta de 8 artículos, por sus graves consecuencias, 

1853. De la ley de 15 de Junio de este afio, de que hablamos deteni- 
damente en el capítulo del Patronato, copiaremos el artículo 3** que di- 
ce: ^^Los Prelados eclesiásticos y Ministros ó funcionarios de cualquier 
culto religioso, sean de la clase y condición que fueren, quedan someti- 
dos á las leyes de la Kepública, tanto en los asuntos civiles como en los 
csiminítles, en los mismos términos, ante las mismas autoridades tempo- 
rales, y por los mismos trámites que los granadinos que pertenecen al 
estado civil". 

1855. Ley de 14 de Mayo ^*sobre libertad religiosa". (5 artículos). 
Deroga la de 15 de Junio de 1853, esto es la mencionada antes, las que 
ésta indica en su artículo 14 y las de 9 y 14 de Mayo de 1851 . La de 9 de 
Mayo trata de '^Comunidades religiosas'\ La de 14 la examinamos hace 
poco. No obstante su derogación, no revivió el fuero eclesiástico como 
estaba establecido antes. 

La de 1855 que nos ocupa declara que no hay religión de Estado y 
que en consecuencia las autoridades civiles se abstendrían de intervenir 
en los actos, arreglos y negocios concernientes á la creencia y culto de 
los granadinos siempre que con dichas creencia y culto no se turbase 
la paz pública ni se ofendiese la sana moral ni se alterara el orden consti- 
tucional y legal. Si la ley no reconocía religión de Estado, es claro que el 
Fuero eclesiástico, por lo menos el accidental ó privilegiado, continuaba 
extinguido. 

Dispone además la ley de 1855 que las respectivas iglesias y las con- 
gregaciones de cualquiera comunión que sean, se incorporen por una ley 
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El artículo único de la ley de 4 de Abril (L. 5. P. 1.* T. 4.' Ap. ala 
R. G.) en atención á que estaba pendiente en Roma la erección del Obis- 
pado do Pasto, dispuso que la persona que el Cunprreso eligiese para 
Obispo auxiliar de Popaván, m entendía elei^rida ])ara Obispo de aquella 
Diócenis, siendo ésta ra tincad a por la Hilla apostólica. 

La ley de 10 do Mayo (L. C* P. 1." T. 4." Ap. á la K. G.) permito 
que las Corporaciones municij)alo8 y las compañías ó personas ]»articn' 
lares, puedan establecer hospitales, hospicios y demás institutos de bene- 
ficencia y reglamentarlos como lo estimen conveniente. Esta ley, que 
solo tiene 2 artículos, reforma el parágrafo o.Q del artículo 4.Q, y el pa- 
rágrafo 4.» del artículo 8, de la L. 1.% P. l^ T. 4? R. G. 

La ley de 10 de Mavo (L. 4.* P, :e., T. 4.^ Ap. á la R. G.) disjwne 
que el examen y fenecimiento de las cuentas do fábrica de las iglesir^s ca- 
tedrales, se verifique por la Corte de Cuentas; y deroga el artíoulo 9? de 
la L. 12. P. 2. T. 4r» de la R. O. (2 artículos). 

El artíoulo único de la ley de 10 de Mayo (L. 5.* P. 2. T. 4.^ Ap. á 
la R, G.) hace extensiva á las iglesias ])arrofjniali'S la disposición del ar- 
tículo 3.' de la ley 6.* P. 2* T. l.'de la R. G., artíoulo que exime de de- 
rechos judiciales á las Provincias, Cantones y Distritos. 

1849. La ley de 4 de Abril (L. G.- P. 2.» T. 4. Ap. á la R. G.) en su 
artículo único destina del Tesoro nacional ICOO reales anuales para con- 
grua del cura de Zapatosa en la Provincia de Casanare. 

La ley de 2 de Junio (L. 7." P. I.** T. 4. Ap. á la R. G.) dispono que 
las dignidades y Canongias de la Catedral de Cartagena disfrutarían de 
estas asignaciones; el Dean de 8,000 reales; y el arcediano, chantre, te- 
sorero, maestrescuela y magistral H400 reales cada uno; y que las Canon- 
gias do oficio, doctoral y penitenciaria, de 5600 reales cada una. Estas 
asignaciones 6 parlc^ de ellas, según el caso, debían salir del Tesoro na- 
cional. 

1851, Én este afio so expidió una ley, de 9 de Mayo, titulada ^^sobre 
comunidades religiosas", de la cual citaremos algunas disposiciones. 

Su artículo 1.* ost^iblece que con excepción de la Compañía de Je- 
sús, ó cualquiera otra que se forme con miembros de ella, es permitida 
la fundación de toda sociedad ó comunidad religiosa, siempre que no 
sea contraria á las lej^es de la moral. Se reputaban como contrarias á és-* 
ta las que tuviesen por base de su instituto el secreto de sus operaciones, 
la delación mutua y la obediencia pasiva. 

Para fundar una comunidad religiosa había que solicitar licencia 
del Congreso, acom pagándole copia de ios reglamentos de ella. 

No se podía emplear la fuerza pública para resistir ó compeler al 
cumplimiento de votos monásticos. Si un individuo de una comunidad 
religiosa, pedía la protección de la autoridad para lograr su libertad, 6 
si la autoridad averiguaba que no quería continuar en la clausura quo 
en aquélla se le tenía, debía dársele la protección solicitada. 

La ley, quo consta de 8 artículos, deroga el artículo 3.** de la ley IC, 
P. 2.* T. 4." de la R. G., y retira el pase que se había concedido albre- 
re que autorizaba al Arzobispo de Bogotá para visitar y reformar los es» 
tableeimientos de regulares existent.es en la República. 

En este mismo año, la ley do 27 de Mayo, adicionó y reformó las do 
Patronato, declarando que á los Cabildos parroquiales oorrespondía el 
nombramiento y presentación de los curas, tomados de entre las pro- 
puestas que les [wisaran los respectivos diocesanos; que á las sesiones de 
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LEYES CIVILES 
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ANTECEDENTES 

Al tratar de las leyes civiles en genenil nos ha parecido más conve- 
niente hacer uua descripción del contenido do las principales Recopila- 
ciones de leyes ó Códigos generales de España y de la. Keeupilación es- 
pecial de America, que entrar en el examen de los puntos que compren- 
de el Derecho privado común ú ordinario, aunque es verdad que dichas 
liecopilaciones tratan también de asuntos que no son propios ó exclusi- 
vos de ese Derecho. 

Sólo hablaremos de los Códigos generales y principales, porque para 
hablar de los demás tendríamos que alaríjarnos demasiado. Así es que 
prescindimos de decir cosa alguna del Código de Tolosa, del de Alarico, 
del Fuero Juzgo, del Setenario, del Espéculo, del Fuero Keal, de las Or- 
denanzas de las Taruferías, de las leyes del Estilo, del Fuero de Sepúl- 
veda, del Ordeuan)iento de Alcalá, de las leyes de Toro y de los Fueros 
(disposiciones especiales para Provincias, para Municipios y aun para cier- 
tas clases de personas), y de otras leyes menos conocidas. Nos limitare- 
mos á hablar de Las Siete Partidas, La iS^uev¿i Recopilacióu, La Novísi- 
ma Recopilación y La Recopilación de Indias, que fueron los Códigos de 
especial aplicación durante la Colonia y después de ella. 

Las Siete Partidas. Acerca de esta colección de leyes que fué la 
más acabada de su época; "que no ha tenido rival en tiempos posteriores; 
que ha sido y es la admiración de propios y extraños; y á laque tributan 
de consuno sus elogios, así los partidarios como los adversarios de sus 
doctrinas'^, (1) diremos en primer lugar que aun no ha podido esclare- 
cerse quién fué su autor; pero que no hay motivo para negar que son obra 
del mismo D. Alfonso X Rey de Castilla y de León, ILmiado el Sabio, en 
el reinado del cual se expidieron; que el título primitivo con que fueron 
conocidas fué el de Litro de las leyes ó Fuero de hs leyes; qne se les co- 
menzó á llamar Partidas desde el siglo XIV á causa de estar divididas 
en siete partes; que fueron empezadas á con":poner el 23 de Junio de 
1256 y se termiaaron en 1203 ó 12G5; que se formaron según parece en 
Sevilía; y que no se les dio fuerza legal sino en 1348 durante el re;n:ido 
de D. Alfonso XI, época en que recibieron algunas modiíicacioues. (2) 

Haremos un breve resumen de cada uno do los siete libros ó i^arti- 
das en que está dividido el Código de D. Alfonso el Sabio, 

(1) Antequeka. — IJütoria de la Lcf/í. ilación española. 

(2) Entóneos {Ordenamknto de Alcalá, 134S) se cstablecií^ la primera reírla do 
prelación legal así: 1.^- Las levos del Ordenamiento; 2.' lijis del Fuero Keal y los 
Fueros municipales de población; y 3.^- Las leyes de las Part ¡das. 
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contribución alguna forzosa ptim el sostenimiento <lol culto ó sns minis- 
tros; y que se derogaban todas las leyes anteriores reíacioaadas con el 
Patronato. 

Estas íon las disposiciones oseneiíiles íle la ley, la cnal fné conse- 
cuencia precisa de la soparación de bi Iglcsbi v el Estado, separaí ion que 
todavía subsiste. Solo íios falta agregar que esta no ha impetüdo que se 
expidan varias leyes rebicionadas con la lífbsia, délas cuales hablaremos 
en otra parto, pues el objeto del presente capítulo es únicamente indicar 
la manera cómo el Grobierno civil ejerció el derecho de Patronato y la épo- 
ca en que éste concluyó. La ley meneiona«la se dei-ogó por la de 14 do 
Mayo de 1855j pero (piedando subsistente la separación de la Iglesia y el 
Estado. 

1888. N"o daremos fin á este cajiítulo sin decir que en el C<mvenio 
con la Santa Sede, aprobado por la Ley 35 de 1888 (27 de Febrero), de 
ios antiguos derechos que el Patronato concedía al Gobierno, solo so re- 
conocieron í éste do)S, pero esoneialnjento modificados, begán el articu- 
le 15 de dicho Convenio aunque corresponde á la Santa Sede nombrar 
los Arzobispos y Obispos, ésta acepta qne al nombramiento preceda el 
agrado del Presidente de la Ilepnblica. De acuerdo con el artícnlo 16 la 
Santa Sede puede erigir nnevas Diócesis y variar la circnnscripcumde las 
qne existen consultando ]irev¡amente al (lobieruo y acogiendo las indi- 
caciones de ésto que íneren justas y convenientes. 

1 
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Fuero eclesiástico es el poder que tiene el Juez eclesiástico para ccv» 
uoeer de las causas que por disposiciones civiles y canónicas le conrpe- 
ten, sea contra legos, sea contra eclesiásticos; y el misnrio Juzgado ó Tri- 
bunal eclesiástico en que se conoce de dichas causas. La jurisdicción ecle- 
siástica era de dos clases: propia y esencial de la Iglesia y accidental 6 ad- 
quirida por privilegio. 

En virtud de la primera, que es meramente espiritual, le correspon- 
día á la autoridad eclesiástica el conocimiento de las causas sacramenta- 
les, y especialmente de las relativas á la validez del matrimonio y los es- 
ponsales, á los impedimentos, al divorcio y á la legitimidad de les hijos 
(Leyes 56 y^ 58, T. 60, P. L*y Ley 7.*, T. 10, P. 4»); de las demandas coiv 
cernientes a beneficios eclesiásticos y al derecho de Patronato (L. 56, T, 
6?, P. 1."); de las causas sobre propiedad de diezmos que no estuvieran 
secularizados, mas no las relativas á su posesión ó á su pas^o, pues éstas 
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l>ertenecían & los Tribunales seculares; dé las causas de fe y detnás de 
<\\ie conocía la Inquisición; de ks <le simonía (L. 58, T. tí.'' P. 1*); dé- 
las de sacrilegio (ib. ib.), do las cuales tanil) én podían conocer los ¿fue- 
ees seculares; de las de adulterio cuando súlo tenían por objeto el divor- 
cio, pero noel «ustigo del delito; y de las d<' perjurio cometido en los*- 
negocios seguidos ante los Jueces celes i áiS ticos, (L. 58, T. 6. P. 1% y le- 
yes del tit. 6? lib. 1;^ Noy. Kec.) 

La jurisdicción privilegiada daba á la Iglesia el conocimiento de los- 
pleitos oi viles que ios clérigos suscitasen entro sí unos contra otros, y Jos: 
que pwmovieseu contra ellus los IcjCfos, fuese por acción real, fuese por 
íicción personal. (L. 57, T. G? P 1" y L. 3" T. 1? L. 2» Nov. Rec); y de 
las causas f)or delitos comunes ó civiles de los clérigos, esto es, de los de- 
litos que los clérigos cometían como ciudadanos; de suerte que la Iglesia 
no sólo conocía de los delitos wlesiás ticos en virtud de su propia juris- 
dicción, sino tauíbién de los delitos comunes de los clérigos de acuerdo 
con la juiHsdiecióu privilegiada. (Leyes del Tit. 6." P. 1*^ y lev 3.* T. 1.** 
L. 2.«Nov. liec) 

I^i« dos r^gliis anteriores, es decir la relativa á la jurisdicción esen- 
cial j la correspondiente á la jurisdicción privilegiada de la Iglesia, tie- 
nen varias excopcioiícs: pero no entraremos á mencionarlas, porque 
iiufstro objeto es sólo dar una idea de los asuntos con teci osos de que co- 
iioííía la autoridad eclcsiástiea en tiempo de la Colonia. 
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Será conveniente recordar que en la República quedó vigente el De- 
recho esfuiDol; pero qub ésta le fué introduciendo reformas, á veces en 
puntos esenciales. Hasta 1887 no slí declararon abolidas todas las leyes 
eoi>añolad, (Art. 35, Lev 153). Y recordamos aquello para observar que 
al comienzo de la Ikpó))liea la Iglesia tenia el fuero eclesiástico tal como 
lo había reconocido el Derecho mencionado. Sin embargo, pronto el Le- 
gislador colombiano priaci[)ió á hacerle reformas notables, de las cuales 
lasamos á tratar, hasta que por último fué suprimido. Prescindiremos 
de dar conceptos sobre el asunto limitándonos á hacer una especie de re- 
vista do laíS leyes que con respecto á éste se han expedido. 

1821. La priuiera ley que expidió el Legislador colombiano relacio- 
nada con el Fuero eclesiástico, fué la de 17 de Septiembre de 1821 (L. 23 
P. 3* T. 2? R. G.) de que hablamos en el capítulo sobre el Patronato, 
titulada '*sobre el modo de conocer y proceder en las causas de fe.'' Se- 
^úu ya lo notamos, después do extinguir para siempre el Tribunal de la 
Inquisición, dispuso que las causas de fe eran de la competencia do la ju- 
risdicción eclesiástica, puramente espiritual, y que no podrían seguirse sí- 
hq contra los colombianos y contra los extranjeros que se hiciesen. inscri- 
bir en los registros de los católicos. Así es que esta ley se limitó á decla- 
rar que un asunto que era de la ci>m})etencia de la Inquisición, quedaba 
de la incumbencia del ordiiuirio eclesiástico en atención á que aquel Tri- 
bunal se suprimía. ICi artículo 4?, último do la ley, establece que en to- 
dos h)S negocios y causas relativos á la disciplina externa de la Iglesia, 
como prohibición do librus y otros scniejintes, se conservarían íntegras 
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6 ilesas lag prerrogativas de la Potcfitarl civil, lo mismo que todas aquellas 
<|i'.e corrospondían al Supremo Gobierüo en su calidad de tal y como á 
protector de la Iglesia de Colombia. 

lS-24. La ley de 28 de Julio **8obre Patronato eclesiástico^' (L. 1? P. 
1", 'J\ 4P 11. Ct.) comenzó á cercenar Las atribuciones de la autoridad 
rclesiástica, reconocidas por el Derecho español, desde (\ne on sus artícu- 
los 9.° Y 10 es])ec¡ahuente, dispuso que la Alta Corte do Justicia y las 
Cortes Superiores C(»uoeerían de c'ertt»» ns'intos relacionados con dicho 
fuero. Como de esta ley, que tiene 42 artículos, hicimos nn examen dete- 
nido en el capítulo acerca del Patronato, juzgamos iunecesario repetir 
lo que va está dicho. 

18¿6. La ley de 7 de Abril (L. 1" P. 2.' T. 4P B. G.) dispuso que el 
coiiocnnienlo de lt>8 demnndas sobre esponsales tocaba exchisivamente á 
los Jtir.giidos y Tribunales civiles. Como antes esta cbme de demauda» 
así como las que se rozabnn c<m el niJitrituonio, debían scf^uiree ante la 
autoridad eclosiásticn, es claro íjuo la ley citada, que consta de 17 ar- 
tículos, quitó a es.i autorid.id una de sus atribuciones anteriores, 

1834 La ley de 10 de Mayo '^orgánica do los Tribunales y Juzga- 
dos'^' que consta do 150 artículos y de la cual bablareinos detenidamente 
en otro aparte (L. 1" P. 1." T. '¿*í II, G.), al tratar del procedimiento 
civil dispuso (ait. 108) que **en los recursos de fuerza cjue se lleven á los 
Tribunales de apelación, tendrá In^ar el recurso de nulidad para la Su- 
prema Corte en los casos !?iguientes: -. 

2,"" Cuando en el modo de conocer y proceder el eclesiástico contra- 
venga á la ley expresa, y el Tribunal Sui)erior á quien se eleve recurso 
no declare la fuerza que se hace contraviniendo d ella, '^f Cuando la re- 
solución del Tribunal de apelaciones cetla en perjuicio de la jurisdicción 
civil." Advertimos que el recurso de fuerza tenía ])or objeto que las au- 
toridades civiles examinaran si los eclesiásticos abusaban de su poder 
cou el fin de inipedn^lo, y que este recurso estaba reconocido por las le- 
yes españolas. 

1836. En este a fío se expidió una lev ^'adicional á la ley orgánica do 
los Tribunales y Juzgados" de 1834 (Ley de 16 de Abril de 1830, 2" P. 1» 
T. 2? de la R. G.) en la cual se dispuso que la Corte Suprema de justicia 
conocería en 1" y 2" instancia de los pleitos que resultasen entre dos ó 
más Diócesis, sobre límites de ellas; de las controversias que resultaran 
en los Concordatos que el Poder Ejecutivo hicieía con la Silla apostóli- 
ca; de las causas que se formasen á los Arzodispos y Obispos, para hacer 
efectiva la resinnisahilidad que determine la ley, en los casos de mal des- 
empeño en el ejercicio de su jurisdicción, en materias que no pertenez- 
can ai dogma ó á la moral; y de las causas que se formaran álos mismos 
Prelados sobre infidel idid á la Repiiblica, usurpación de la soberanía ó 
l)rerrogativas de la Nación ó usurpación del derecho de Patronatoj y ge- 
neialmente, de todas aquellas causas ]»or las que los referidos Prelados 
debían ser expulsados del territorio de la República. 

Segim esta ley A los Tribunales de Distrito correspondía conocer en 
1** y 2'* instiincia de las causas de responsabilidad (|ue se formaran á los 
Provisores, Vicarios capitulares ó foráneos por mal desompeflo en el 
ejercicio de la jurisdicción que ejercían en materias (|ue no pertenecen 
al dogma ó á la moral: cu las misuuis circunstancias de las causas contra 
Provisores, Vicarios, Dií^iiidades y Prebendados, Curas y demás eclesiás- 
ticos, por delitos de intidclidad á la República, usurpación de su sobcra- 
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lies do hijos-drilgo, juez mayor de Vizcaya, alguaciles mayores, canciller, 
registnulor, abogados, relatores, escribanos de Cámara, del crimen, de 
juzgados y de hijos-didgo, veoeptorcs, repartidor, tasador, procuradores, 
])ortoros y ulguaeiles. 

El libro sexto titulado ^'JJe los vasallos, su distinción de estado y 
fueron, obligaciones, cargas y contribuciones'', comprende en sus 22 títu- 
los las leyes relativas á los sefjores de vasallos, grandes de España, no- 
bles 6 liijos-dalgo, caballeros , militares, Consejo supremo de Guerra, 
servicio militar, Marina, Corso, empleados de Hacienda, Consejo de Ha- 
cienda, extranjeros y transeúntes, tratamientos, trajes, uso de muebles y 
alhajas, sillas de manos, coches y literas, muías y caballos, criados, ser- 
vicios, pechos, imposiciones y tributos, bagajes, alojamientos, portazgos 
y pontazgos. 

La administración nunicipal es el asunto del libro séptimo como lo 
indica su epígrafe: *4)e los pueblos y de su Gobierno civil, económico 
y político.*' Versan las leyes de sus 40 títulos sobre los muros, castillos 
y fortalezas de los pueblos, los concejos y ayuntamientos, las ordenanzas 
])ara el buen gobierno, elección de otícios, calidades para obtenerlos, pro- 
hibición de arrendarlos, su renuncia, diputados y procuradores de los 
concejos para negocios de los pueblos, corregidores, jueces de residencia, 
jueces visitadores, escribanos y notarios, propios y arbitrios, abastos, 
venta y tasa del pan, ])ósit()S, términos de los pueblos, despoblados, bal- 
díos, montes y plantíos, dehesas y pastos, concejo de la Mesta, cabana 
de carretería, cría mular y caballar; caza y pesca, extinción de animales 
nocivos, ])olicía, obras públicas, caminos y puentes; ventas, posadas y 
mesones; expósitos, hospitales, socorro de pobres y policía sanitaria. 

El libro octavo que conij)rende 26 títulos, trata de las '^Ciencias, ar- 
tes y oficios*', y en consecuencia sus leyes hablan de las escuelas y maes- 
tros, estudios de latinidad. Seminarios, Universidades, protomedicato, mé- 
ilieos, cirujanos, boti^iarios y albéitares, impresores, libros de rezo ecle- 
siástico, libros prohibidos, bibliotecas públicas, reales academias, socieda- 
des económicas, nobles artes, oficios, fábricas, menestrales y jornaleros. 

Libro noveno ''Del comerííio, moneda v minas." Sus ^0 títulos ver- 
san sobre la Junta general de estos ramos, los consulados, cambios y 
Bancos públicos, comerciantes, revendedores, corredores, ferias y mer- 
cados, comercio marítimo, pesas y medidas, moneda y su ley, contraste, 
cosas i)rohibidas para la introducción ó extracción, minas y pozos. 

Los 24: títulos del libro décimo ''Contratos y obligaciones, testamen- 
tos y herencias", tratan de los contratos y obligaciones, esponsales y ma- 
trimonios, arras y dotes, bienes gananciales, emanci])ación y legitima-, 
ción de los hijos, mejoras, donaciones, préstamos, depósitos, arrenda- 
mientos, deudas y fianzas, ventas y compras, retractos y derecho de tan- 
teo, juros, censos, hipotecas, mayorazgos, testamentos, comisarios, heren- 
cias y legados, testamentarías, vacantes y mostrencos, escri tinas públicas 
y uso del papel sellado. 

•'De los juicios civiles, ordinarios y ejecutivos", se titula el libro un- 
décimo, en el cual se hallan las leyes relativas á los jueces ordinarios, re- 
cusaciones, demandas, emplazamientos, asentamientos, contestaciones, 
excepciones, prescripciones, juramento de calumnia, pruebas, testigos, 
sus tachas, restitución Í7i integrum^ alegatos, sentencias, su ejecución ó 
nulidad, costas, apelaciones, sui)licaciones, segunda suplicación, recurso 
de injusticia notoria, pleitos de tenuta, secuestros, depósitos judiciales, 

7 
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Cuando se declaraba que había lugar á formación de cansa contra 
un funcionario eclesiástico, no se entendía que se le supendiese de la di*^- 
nidad eclesiástica ni del poder es])iritual que le es propio, sino del ejer- 
cicio de la jurisdicción y demás funciones temporales anexas á dicha 
dignidad, de los sueldos j rentas del empleo, y del permiso otorgado por 
la autoridad civil para ejercer en la República las funciones del Minis- 
terio eclesiástico. 

Si el eclesiástico contra quien se procedía era un Prelado diocesano, 
luego que se le notificaba el auto de suspensión, debía nombrar un Pro- 
visor vicario que lo reemplazase. Si no lo nombraba ó si ejercía sus fun- 
ciones, se le aplicaría la pena de extrañamiento y ocupación de tempo- 
ralidades. 

Si el eclesiástico suspendido dependía de algún Prelado ó superior 
residente en la Eopública, era este quien debía designar al que debía 
reemplazar á aquél en sus funciones. Si no lo designaba incurría en las 
penas mencionadas. 

La ley consta de 9 artículos. 

1848. El Código de procedimiento en los negocios criminales de 11 
de Mayo de este aflo (L. 21 P. 3"^ T. 2 del Ap. á la R. C^O contiene algu- 
nas disposiciones relacionadas con el Fuero eclesiástico. Veamos cuáles. 

El artículo 11 atribuyó á los Prelados, Provisores y Vicarios, tanto 
capitularec como cantonales, la calidad de funcionarios de instrucción, 
para practicar los sumarios en negocios criminales sujetos al conocimien- 
to de la jurisdicción eclesiástica. El artículo 12 dispuso que actuaran en 
los sumarios con un Notario, ó con un Escribano ó dos testigos. 

El artículo 100 incluyó A los Vicarios cantonales v á los Prelados 
diocesanos entro los Jueces competentes para conocer de los negocios 
criminales, según las atribuciones que les seüalaba el Código de Organi- 
zación judicial. 

De acuerdo con los artículos 308 y 300 los Vicarios cantonales de- 
bían proceder en conformidad con los trámites señalados á los Jueces do 
Distrito en el Título 1? del Libro 3.° del Código, y los Prelados, en con- 
formidad con el procedimiento de los Jueces de Circuito establecido en 
el mismo libro. 

* # 

DESAFUERO ECLESIÁSTICO 

1851. La ley de 14 de Mayo titulada "sobre desafuero eclesiástico'', 
en su artículo 1.° dispuso: ''Desde la sanci(>n de la presente ley queda 
extinguido todo fuero ó privilegio eclesiástico." En consecuencia los ar- 
tículos siguientes tienen por objeto principal distribuir entre los em- 
pleados civiles el conocimiento de los asuntos que habían sido de la 
competencia de la autoridad eclesiástica. 

La Corte Suprema de Justicia conocería en 1^ y 2.^ instancia de las 
causas criminales que, por mal dcsempefio en el ejercicio de sus funcio- 
nes, ó por delitos comunes que tengan señalada pena en alguna ley civil 
de la República, so siguieran contra los ArzobisjK)s v Obispos (artí- 
culo 2.0) 

El mismo Tribunal conocería también de los recursos de nulidad é 
injusticia notoria que se mterpusieran contra las sentencias pronunciadas 
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en 2* instancia en los negocios civiles del orden temporal, y en los plei- 
tos promovidos contra individuos del clero secular ó regular, de que has- 
ta 1851 había conocido la autoridad eclesiástica. 

A los Tribunales de Distrito correspondía el conocimiento en 1* y 
2* instancia de las causas criminales que se siguieran contra los Proviso- 
res, Vicarios generales y capitulares por los delitos de que habla el ar- 
tículo 2.° 

A estos Tribunales incumbería conocer igualmente, en 2.* instancia, 
de las causas civiles con individuos del clero secular ó regular, ó que ver- 
saran sobre asuntos del orden temporal, de que hubiese conocido la au- 
toridad eclesiástica, y también de las criminales que se siguieran contra 
individuos de uno y otro clero, por los delitos indicados en el artículo 
2.^, si de ellas habían conocido en 1*^ instancia los Jueces de Circuito. 

Estos y los Jueces parroquiales conocerían, según el caso, en I.** 
instancia de las causas civiles con individuos del clero secular ó regular, 
y de los demás asuntos del orden temporal de que había conocido la au- 
toridad eclesiástica. También conocerían en 1." instancia de las causas 
criminales que se siguieran á los mismos individuos por los delitos men- 
cionados en el artículo 2. o 

De la suspensión de los individuos del clero en las causas crimina- 
les, la autoridad civil debía dar cuenta á la eclesiástica respectiva, ])ara 
los efectos de la ley de 25 de Abril de 1845, que quedaba en su fuerza y 
vigor. 

Hemos creído conveniente insertar casi íntegra la ley de que trata- 
mos, que consta de 8 artículos, por sus graves consecuencias. 

1853. De la ley de 15 de Junio de este aíio, de que hablamos deteni- 
damente en el capítulo del Patronato, copiaremos el artículo 3° que di- 
ce: **Los Prelados eclesiásticos y Ministros ó funcionarios de cualquier 
culto religioso, sean de la clase y condición que fueren, quedan someti- 
dos á las leyes de la República, tanto en los asuntos civiles como en los 
csimin.tles, en los mismos términos, ante las mismas autoridades tempo- 
rales, y por los mismos trámites que los granadinos que pertenecen al 
estado civil". 

1855. Ley de 14 de Mayo ^*sobre libertad religiosa". (5 artículos). 
Deroga la de 15 de Junio de 1853, esto es la mencionada antes, las que 
esta indica en su artículo 14 y las de 9 y 14 de Mayo de 1851 . La de 9 de 
Mayo trata de ^^Comunidades religiosas^'. La de 14 la examinamos hace 
poco. "No obstante su derogación, no revivió el fuero eclesiástico como 
estaba establecido antes. 

La de 1855 que nos ocupa declara que no hay religión de Estado y 
que en consecuencia las autoridades civiles se abstendrían de intervenir 
en los actos, arreglos y negocios concernientes á la creencia y culto do 
los granadinos siempre que con dichas creencia y culto no se turbase 
la paz pública ni se ofendiese la sana moral ni se alterara el orden consti- 
tucional y legal. Si la ley no reconocí a religión de Estado, es claro que el 
Fuero eclesiástico, por lo menos el accidental ó privilegiado, continuaba 
extinguido. 

Dispone además la ley de 1855 que las respectivas iglesias y las con- 
gregaciones de cualquiera comunión que sean, se incorporen por una ley 
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que les dé carácter y personería para manejar sus rentps y bienes. Declara 
que los cementerios reconocidos como de la comunión católica, soa de la 
exclusiva pertenencia de ésta. 

Las leyes relativas al matrimonio, están relacionadas con el Fuero, 
pero como de ellas tratamos en capítulo apajtc, las omitimos en el pre- 
sente. Sin embargo, para que se conozca el estado actual del asunto, ha- 
cemos las indicaciones que siguen. 

1887. Según la ley 57 (15 de Abril) la nulidad do los matrimonios 
católicos se rige por las leyes do la Iglesia, y de las demandas de esta 
especie corresponde conocer á la autoridad eclesiástica (artículo 17). 
Esto se aplica igualmente á los juicios de divorcio relativos á dichos ma- 
trimonios (artículo 18). 

El artículo 263 de la ley 153 de 24 de Agosto de 1887 establece quo 
la provisión de capellanías colativas y demás Ix'neíicios eclesiásticos ó 
religiosos, es de la exclusiva conipetonííia de la autoridad eclesiástica. 

El artículo ItJ de la misma ley dice: 'M^a legislación canónica es in- 
dapendiente de la civil, y no forma parte do ésta; pero será solemnemen- 
te respetada por las autoridades de la República.-' Sin embargo, esto no 
autoriza para que la apliquen, porque ellas no [)uedeu hacer efectiva otra 
que la civil. 

1888. El Convenio con la Santa Sede aprobado por la Ley 3o de 27 
de Febrero de este año, resume, si así podemos expresarnos, las faculta- 
des de la Potestad eclesiástica, en los artículos que pusamos á indicar. 

Según el artículo 1? los Po«lere8 públicos se obligan á proteger y 
hacer respetar la Religión católica, apostólica, romana, lo mismo que á 
sus miembros, conservándola á la vez en el pleno goce de sus derechos y 
prerrogativas. 

Art, 2? ''La Iglesia católica conservará su plena libertad ó indepen- 
dencia de la Potestad civil, y por consiguiente sin ninguna intervención 
de ésta podrá ejercer libremente toda su autoridad espiritual y su juris- 
dicción eclesiástica, conformándose en su gobierno y administración con 
sus propias leyes." Este artículo reconoce el fuero esencial ó espiritual de 
la Iglesia. 

El artículo 3P repite el artículo 16 de la ley 153 citado q,ntes. 

Arfe. 8. o ''El Gobierno se obliga á adoptar en las leyes de procedi- 
miento criminal disposiciones que salven la dignidad sacerdotal, siempre 
que por cualquier motivo tuviere que figurar en el proceso un ministro 
de la Iglesia." 

Art. 19. ''Serán de la exclusiva competencia do la autoridad ecle- 
siá.stic.a las causas matrimoniales que afecten el vínculo del matrimonio 
y la cohabitación de los cónyuges, asi como las que se refieran á la vali- 
dez de los esponsales. Los efectos civiles del matrimonio se regirán por 
el Poder Civil." 

El artículo 32 establece quo el Convenio, que consta do 33 artículos, 
deroga todas las leyes, órdenes y decretos que en cualquier modo y tiem- 
po se hubieren promulgado, en la parte en (pie contradijeren ó se opu- 
sieren á dicho Convenio, cuya fuerza en lo porvenir será firme como de 
lev del Pastado. 
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ra de Colombia, fi las que ex])idió la Convención, y á las que haya dado 
ó diere ol CoiígrevSO constitucional de la Nueva Granada." 

En capítulos siguientes lia) liaremos de leyes en njateria- civil ante- 
riores k 1834, qne modiíicaron algunos princi])ios del Derecho español. 

Creados los Estados federales que formaron luego la Confederación 
í.íranadina, la legislación nacional, (jue continuó siendo durante algunos 
años la misma, española, vino á carecer de im|)ortancia, porcpie aquéllos 
quedaron con facultades para legislar en los ramos del Derecho 
])rivado. Todos modiíicaron primero que la Nación el Derecho espa- 
ñol sancionando Códigos basados en ley(»s de otros p.-ííses. En cuanto á 
las leyes civiles, adoptaron, puede decii se, las do Chile que tienen su 
fuente principal en las de Francia. Pero como sobre esto Iiablaremos más 
detenidamente en seguida, nos limitaremos por ahora á observar que el 
Derecho privado nacional, sólo tuvo a;)Iica(ión durante la federac.ón en 
los p.ocos asuntos de la incumbencia del (íobierno general, y en los Te- 
rritores que éste administraba directamente. 

1858.— La Confederación Granadina en la ley de 29 de Junio '*or- 
pánica dol Poder Judicial de la Confederación'', estableció el orden en 
que debían observars-j Ins leyes en los asuntos que la Constitución de es- 
te año había dejado de la competencia de aquélla. El orden fue éste (art. 
49) : ^ 

**1? Las que expida el presente Congreso y las que en lo sucesivo se 
expidan por los Congresos de la Confederacióu; 

2. o Las expedidas por los Cougresos de la Nueva Granada desde 
1845 hasta 1S57; 

3P Las de la Recopilación Granadina; 

4V Las pragmáticas, cédulas, órdenes, decretos y ordenanzas del Go- 
bierno espaílol, expedidas hasta el 18 de Marzo de 1808, que estaban en 
observancia bajo el mismo Gobierno español en el territorio que forma la 
Confederación Granadina; 

5.° Las de la Recopilación de Indias; 

(j.o Las de la Nueva Recopilación de Castilla; 

I."" Las de las Partidas." 

Según el artículo 50 de la ley á que nos referimos ''los funcionarios 
del Poder Judicial de la Confederación no pueden ejercer atribuciones 
que expresa y claramente no so les hayan conferido por la Constitución 
ó las leyes; pero i-n los casos de falta, deñciencia ú oscuridad en las leyes 
quo determinan los derechos de las partes, ó que arreglan los procedi- 
mientos civil ó crimimü, deberán decidir en todo caso, apoyando su de- 
cisión en razones tomadas de la conveniencia general, de la razón, ó en 
costumbiei; ó jirácticas debidamente comprobadas. En lo criminal jamás 
se aplicará pena que no haya sido señalada por ley preexistente, ni se 
procederá por hechos que, aunque parezcan punibles, no tengan señala- 
da pena.^' 

1861. — El Presidente provisional de ios Estados Unidos de Nueva 
Granada, en decreto do 20 de Julio de 18G1, que consta de 3 artículos, 
declaró vigentes "en los Estados Unidos de Nueva Granada las leyes ge- 
nerales de la extinguida Confederacióu Granadina, anteriores al 1." de 
Febrero de 1859.'' [1] 



[1] 1861.-— En decreto de 19 de Agosto de este año el mismo Presidente provisio- 
nal declaró yip:cntc.s en el Estado Soberano del Tolima, que había creado el 12 de 
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1865. — La ley 42 de 16 do !\ravo "adicional y reformatoria do la de 
30 do Abril de ISO-i, orgánica del Po'ler Judicial de la Unión", en su ar- 
tículo 1? dice: ^*El orden en que deben observarse las lej'es en los asun- 
tos judiciales de la Unión, es éste: 

1.^ Las le3'os que (-xi)ida el jM'osente Congreso y las que en lo sucesi- 
vo se expidan por el Congreso de la Unión; 

2° Las leyes expedidas por el Congreso anterior de 1864 y por la 
Convención nacional de Ríonogro en 1863; 

3.' Los decretos de carácter legislativo expedidos por el Gobierno 
provisorio desde 1861 hasta el 4 de Febrero de 1863; 

4.* Las expedidas por el Congreso de la Confederación Granadina de 
1858; 

o® Las expedidas por los Congresos de la Nueva Granada desdo 1845 
hasta 1858 inclusive; 

6. o Las de la Recopilación Granadina; 

7.* Las pragmáticas, cédulas, ordenes, decretos j'' ordenanzas del Go- 
bierno español, expedidas hasta el 18 de Marzo de 1808, que estaban en 
observanoia bajo el Gobierno espafiol en el territorio que forma hoy la 
Unión Colombiana; 

8? Las de la Recopilación de Indias ; 

0.° Las de la Xueva Recopilación de Castilla; 

30» Las de las Partidas.^' 

1872. — Todavía en este aflo, en el Código Judicial (Ley 57 bis de 7 
de Jumo) se estableció el orden en que debían observarse las leyes. Era 
el siguiente, según el artículo 1,941: 

**1? Las leyes que expida el Congreso de este ano, y las que en lo su- 
cesivo expida la misma Corporación; 

2.° Las expedidas por la Convención nacional de 1863, y por los Con- 
gresos posteriores á ella, y anteriores al del presente aflo, en orden cro- 
nológico inverso; 

3? Los decretos de carácter legislativo expedidos por el Gobierno 
i:)rovisorio desde 18G1 hasta el 4 de Febrero de 1863; 

4." Las leyes expedidas por el Congreso de la Confederación Grana- 
dina en 1858; 

5? Las expedidas por los Congresos de la Nueva Granada desde 1845 
hasta 1857, en orden cronológico inverso; 

6.® Las de la Recopilación Granadina; 

7. o Las pragmáticas, cédulas, órdenes, decretos y ordenanzas del 
Gobierno español, expedidos hasta 18 de Marzo de 1808, que estaban on 
observancia bajo dicho Gobierno en el territorio que forma hoy la Unión 
Colombiana; 

8/ Las leyes de la Recopilación de Indias; 

9.^ Las de la Nueva Recopilación de Castilla; y 



Abril de ese año, las leyes que regíaa en el Estado Soberano de Cundinamarca, mien- 
tras la Legislatura correspondiente proveía lo necesario en la materia. 

1863. — El mencionado Presidente, no ya de los Estados Unidos de Nueva Grana- 
da, sino de los Estados Unidos de Colombia, en decreto de 9 de Noviembre de 1882, 
declaró, entre otras cosas, que continuarían observándose en el Estado Soberano de 
Antioquia las leyes vigentes el día 18 de Octubre de 1862 en que había sido sometido 
al Gobierno de dichos Estados, en todo lo que no se opusieran á los actos, decretos, 
providencias v resoluciones del Poder Ejecutivo nacional, encargado de la Goberna- 
ción del Estado. 
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]0. Ltis ele las Partidas." 

1873. — Hasta este afio, corno se hn visto, rigieron en los asuntes na- 
cionales las leyes españolas con las Qiodifieacion(»s que les introdujo el 
Legislador colombiano. Estas, respecto del Derecho civil, sólo tuvieron im- 
])ortancia en llocos puntos como el de los mayorazgos y vinculaciones: en 
lo demás, puede decirse que íiquellas leyes continuaron tales como ha- 
bían estado en vigor durante la Colonia. En 1873 so resolvió el Gobierno 
nacional á hncer lo fjue desde algunos aGos antes se había verificado en 
los Estados: á sustituir el Derecho civil español con otro cuya fuente 
principal estaba en el Derecho civil francés, expidiendo un Código Civil 
que casi no debía tener aplicación sino en los Territorios nacionales que 
administraba directamente dicho Gobierno. 

CÓDIGO Civil de los Estados Unidos de Colombia. (Ley 84 de 26 de 
Mayo.) Aunque este Código fué adoptado en 1887 para toda la Repú- 
blica, y reemplazó á los de los antiguos Estados, y por lo mismo es bien 
conocido, nos permitiremos hablar de el con alguna detención, no para 
examinarlo filosóficamente, que para tanto no alcanzan nuestras débiles 
fuerzab, sino para indicar su contenido, su origen y sus diferencias con 
otros, especialmente con el de Chile que le sirvió de base mediata. 

Consta el Código civil de 2684 artículos; está dividido en 4 libros, 
precedidos de un título preliminar, los cuales están subdivididos en títu- 
los, la mayor parte de éstos en capítulos y algunos de éstos en pará- 
grafos. 

Título preliminar. Habla del objeto y fuerza del Código, de la ley, 
sus efectos, su interpretación y su derogación, y define la acción de algu- 
nas palabras legales. 

Libro primero. Sus 3G títulos tratan ^*De las personas." Su naciona- 
lidad y domicilio; principio y fin de su existencia; esponsales; matrimo- 
nio; nulidad de éste; su disolución; divorcio; segundas nupcias; obliga- 
ciones y derechos entre les cónyujes; hijos legítimos concebidos en ma- 
trimonio; adopción; patria ])Otestad; emancipación; hijos naturales; obli- 
gaciones y derechos entre los padres y los hijos naturales; maternidad 
disputada; habilitación de edad; pruebas del estado civil; alimentos que 
se deben por ley á ciertas personas; tutelas y curadurías en general; dili- 
gencias y formalidades que deben preceder al ejercicio de la tutela ó cu- 
raduría; administración de los tutores y curadores relativamente á los 
biener; reglas especiales relativas á la tutela, á la curaduría del menor, 
á la del disipador, á la del demente, á la del s<udo-mudo; curadurías do 
bienes; curadores adjuntos; curadores especiales; incapacidades y excusas 
para la tutela ó curaduría; remuneración de los tutores y curadorcb; re- 
moción de éstos, y personas jurídicas: hé aquí detalladanqente el conte- 
nido de este libro. 

Los 14 títulos del libro segundo que trata '*De los bienes y do su do- 
minio, posesión, uso y goce", versan sobre las varias clases de bienes; el do- 
minio; los bienes de la Nación; la ocupación; la accesión; la tradición; la 
posesión; las limitaciones del dominio: propiedad fiduciaria, derechos de 
Tisuf ruto, uso y habitación y servidumbres; la reivindicación, y las accio- 
nes posesorias generales y especiales. 

El libro tercero que habla '*I)e la sucesión por causa de muerte, y de 
las donaciones entre vivos", comprende 13 títulos dedicados á estos pun- 
tos: definiciones y reglas generales; reglas relativas á la sucesión intesta- 
da; ordenación del testamento; asignaciones testamentarias^ asignaciones 
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111 ática??, cédulas, órdenes y rlecrctos, coji el nombro de ** Auto» acor- 
liados del Consejo.'^ 

NovísiM.v IÍkcopilxció.nt. (1) El plan de esta obra, que se concluyó, 
011 1.S04, se debió á 1). Juan de la Reguera V'aldelomar. Revisada dos 
veces, se decretó su impresión en Junio de 1805 reinando D. Carlos IV. 
Comprende las leyes expedidiis hasta dicho año y que estaban vigentes. 

La Xovísinia Kecopdaeión consta de doce libros subdivididos en tí- 
tulos. 

El libro ])rimero habla en sus 30 títulos, ^Me la Santa Iglesia, sus 
derechos, bienes y rentas, Preladt)s y súlxlitos y patronato real." El por- 
menor de sus dispo.sicionrs versa sobre la Santa Ee católica, las iglesias 
y cofradías, los cementerios, asilos, bienes de las iglesias y monasterios,. 
tiiezmos, novenos y tercias ; sobre los prelados, clérigos, seminarios, cape- 
llanías y beneíicios eclesiásticos; el real patronato y sus incidencias, dis- 
pensas en materia beneli(íial, órdenes regulares, religiosas, cautivos cris- 
tianos, romeros y peregrinos. 

Libro segundo. "'De bi jurisdicción eclesiástica, ordinaria y mixta, 
y de los tribunales y juzgados en que se ejerce''. Comprende en sus 15 
títulos las leyes relativas á la juiisdieción eclesiástica, recursos de fuerza, 
Bulas y Breves; al Nuncio Apostólico, tribunal de la nunciaturu, vica- 
riato general, castrense, tiibunal de la Inquisición, Consejo de las órde- 
nes, real junta apostólica, Comisaría general de Cruzada, real gracia del 
Excusado, Colecturía de ex polios y vacantes, notarías, y uso de aranceles 
y papel sellado en los juzgados eclesiásticos. 

Los 2'^ títulos del libro tercero *^Del Roy y de su real casa y corte", 
tratan dol Rey y de la sucesión al trono, de las leyes, de los Eneros pro- 
vinciales, pragmáticas, cédulas y i)rovisiones, donaciones reales. Secre- 
tarías del I3es[)acho, Consejo de Estado, Cortes y procuradores del Rei- 
no, embajadores, casas, sitios y bosques reales, guardias do la real casa y 
sus primitivos fueros, Real bureo, superintendencia de correos y postas, 
aposentadores y regalía de íiposento, |)ro veedores, abastos, fieles, policía, 
rondas, alcalcaldes de barrio, pretendientes y forasteros. 

El libro cuarto está destinado á la alta jurisdicción, ó sea ^*La real 
jurisdicción ordinaria y su ejercicio en el Supremo Consejo de Castilla.'* 
Son materia do sus 30 títulos las lejes relativas á los tribunales y sus mi- 
nistros, Consejo y Cámara de Castilla, su personal, sus atribuciones y 
procedimientos; consultas, comisiones, residencias, cartas y provisiones 
del Consejo; ministros superintendentes, fiscales, juez visitador, escriba- 
nos de Cámara, abogados, rcla.:ores, receptores, tasadores de derechos y 
])orteros; procuradores, agent(ís, alcaldes de Corte, escribanos y otros 
funcionarios subalternos. 

Libro quinto ''De las Chancillerías y Audiencias del Reino, sus Mi 
nistros y oficiales." Es asunto de sus 34 títulos la administración de jus- 
ticia en los Tribtmales 8u|)eriores, esto es, en las Audiencias de Vallado- 
lid, Granada, Galicia, Asturias, Sevilla, Canarias, Extremadura, Aragón, 
Valencia, Cataluüa y Mallorca; lo relativo á los Presidentes y Oidores, al- 
caldes del crimen, alcaldes de ctiartel, alcaldes-jueces de provincia, alcaU 

^ ■' ■■■ ■■■- ■ --■■■ " ' ' ■ ■ ■----— - — ■-—■■ I ■« -ii. — i.iiii ■- .^ , I ¡■■■■■■■I -I , 

(1) Este C()di.i^o dejó vigentes las leyes auterioros, y estableció esto orden de pre- 
lación legal [L. 3'?, tit. 2.% lil>, 3.^]: 1° ]jas leyes posteriores á la Novísima; 2.» 
Las eonteüidas en ella; 3." Las de) Fuero Keal y fueros municipales; y 4.o Las de las 
l-'artidas. 
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des de hijos-dalgo, jiiex mayor de Vizcaya, alguaciles mayores, canciller, 
registrador, abogados, relatores, escribanos de Cámara, del crimen, de 
juzgados y de hijos-ilalgo, voceptores, repartidor, tasador, procaradores, 
¡lorteros y alguaciles. 

El libro sexto titulado ^'J.)e los vasallos, sii distinción de estado y 
fnero.«, obligaciones, cargas y contribuciones", ^eomprende en sus 22 títu- 
los las leyes relativas á los scfíores de vasallos, grandes de Espafla, no- 
bles e bijos-dalgo, caballeros , mili cares. Consejo supremo de Guerra, 
servicio militar, Marina, Corso, empleados de Hacienda, Consejo de Ha- 
cienda, extranjoros y transeúntes, tratamientos, trajes, uso de muebles y 
alhajas, sillas de manos, coches y literas, muías y caballos, criados, ser- 
vicios, pechos, imposiciones y tributos, bagajes, alojamientos, portazgos 
y pontazgos. 

La administración nunicipal es el asunto del libro séptimo como lo 
indica su epígrafe: *^De los pueblos y de su Gobierno civil, económico 
_j político.^' Veriían las leyes de sus 40 títulos sobre los muros, castillos 
j fortalezas de los pueblos, los concejos y ayuntamientos, las ordenanzas 
n)ara el buen gobierno, elección de oficios, calidades para obtenerlos, pro- 
Z3i¡bición de arrendarlos, su renuncia, diputados y procuradores de los 
^cjoncejos para negocios de los pueblos, corregidores, jueces de residencia, 
jueces visitadores, escribanos y notarios, propios y arbitrios, abastos, 
entíi y tasa del pan, pósitos, términos de los pueblos, despoblados, bal- 
ios, montes y plantíos, dehesas y pastos, concejo de la Mesta, cabana 
le carretería, cría mular y caballar; caza y pesca, extinción de animales 
locivos, ]K)licía, obras públicas, caminos y puentes; ventas, posadas y 
esones; expósitos, hospitales, socorro de pobres y policía sanitaria. 
El libro octavo que conii)rende 26 títulos, trata de las ''Ciencias, ar- 
es y oficios^', y en consecuencia sus leyes hablan de las escuelas y maes- 
ro3, estudios de latinidad. Seminarios, Universidades, pro tonzedicato, mé- 
licos, cirujanos, boti^iarios y aibéitares, impresores, libros de rezo ecle- 
iástico, libros prohibidos, bibliotecas públicas, reales academias, socieda- 
Oes económicas, nobles artes, oficios, fábricas, menestrales y jornaleros. 

Libro noveno '^Del comercio, m(meda v minas." Sus ^0 títulos ver- 
s^an sobre la Junta general de estos ramos, los consulados, cambios y 
II3ancos públicos, comerciantes, revendedores, corredores, ferias y mer- 
cüados, comercio marítimo, pesas y medidas, moneda y su Uiy, contraste, 
Oíosas prohibidas para la introducción ó extracción, minas y pozos. 

Los 24: títulos del libro décimo ''Contratos y obligaciones, testamen- 
"fcos y herencias", tratan de los contratos y obligaciones, esponsales y nia- 
'triinonios, arras y dotes, bienes gananciales, emanci})ación y legitima-. 
<5Íón de los hijos, mejoras, donaciones, préstamos, depósitos, arrenda- 
xnientos, deudas y fianzas, ventas y compras, retractos y derecho de tan- 
teo, juros, censos, hipotecas, mayorazgos, testamentos, comisarios, heren- 
cias y legados, testamentarías, vacantes y mostrencos, escriíiiir.ii públicas 
y uso del papel sellado. 

''De los juicios civiles, ordinarios y ejecutivos", se titula el libro un- 
décimo, en el cual se hallan las leyes relativas á los jueces ordinarios, re- 
cusaciones, demandas, eníplazamientos, asentamientos, contestaciones, 
excepciones, prescripciones, juramento de calumnia, pruebas, testigos, 
BUS tachas, restitución Í7i intcgrwn^ alegatos, sentencias, su ejecución ó 
nulidad, costas, apelaciones, suplicaciones, segunda suplicación, recurso 
de injusticia notoria, i)leit,os de tenuta, secuestros, depósitos judiciales, 

7 
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juicios ejecutivos, prenda*?, juicios de acreedores, esperas 6 moratorias, 
j,nic¡08 de despojo y derechos de los jaeces y sus oficiales. 

El libro duodécimo, de los "Delitos y de sus penas y de los juicios 
criminales'', comprende en sus primeros 31 títulos las disposiciones sobre 
judíos, moros, y moriscos, herejes y excomulgados, adivinos, hechicei'os 
y agoreros, blasfemos, perjuros, traidores, falsarios y desertores; sobre los 
que resisten á la justicia, tumultos y asonadas, ayuntamientos, bandos v 
ligas, máscaras y otros disfraces, hurtos, robos y fuerzas, gitanos, bandi- 
dos, ocultadores de malhechores, uso de armas prohibidas, desafíos, ho- 
micidios, usuras, juegos prohibidos, rifas, injurias y denuestos, delitos 
contra la honestidad, y vagancia; y en otros 11 títulos (desde el 32 al 42 
y último) trata de las causas criminales y modo de proceder en ellas, de 
las delaciones y acusaciones, pesquisu^, alcaldes de Hermandad y bu ju- 
risdicción, procedmiiento contra reos ausentes, alcaides y presos, visitas 
de cárceles, penas personales y pecuniarias, indultos y perdones reales. 

De acuerdo con una real cédula, la edición de la Reco[)ilaciün do 
1807 contiene un suplemento con 122 hyes, distribuidas en los libros y 
títulos á que corresponden. Sigue á la obra un copiosísimo índice alfa- 
bético que facilita el hallar las disposiciones que se busquen entre 4020 
leyes que aquella contiene. Otro índice cronológico de las disposiciones 
completa el anterior. 

Recopilación de indias. Aunque este Código es anterior á la No- 
vísima Recopilación, lo examinamos después de ésta, porque fue especial 
f)ara América mientras que los mencionados antes fueron generales para 
a monarquía española. 

El que primero ordenó que se formase una Recopilación de las leyes 
y reales provisiones que se ht^bían expedido para el buen gobierno de las 
Indias, fue D. Felipe II en 1570; pero no pudo llevarse á cabo sino en el 
reinado de D. Carlos II, quien la puso en vigor en 1C80. Se titula: "Re- 
copilación de leyes de los Reinos de las Indias. '^ Teniendo á la vista la 
tercera edición de 1774, impresa en Madrid por Andrés Ortega, daremos 
idea de su contenido. Consta de nueve libros, subdivididos en títulos y 
éstos en leyes. 

Los 24 títulos del libro primero tratan de la santa fe católica, las 
iglesias, monasterios, hospitales, inmunidad de las iglesias, patronato 
real de Indias; Arzobispos y Obispos; Concilios provinciales y Sinodales; 
Bulas y Breves apostólicos; Jueces eclesiásticos y conservadores; digni- 
dades y prebendados; clérigos, páiTocos, diezmos, sepulturas; del santo 
oficio; de la santa cruzada; cuestores y limosnas; universidades, colegios 
y seminarios, y libros quo se imprimen y pasan á las Indias. 

Libro segundo. Sus 34 títulos contienen todo lo relativo á las leyes, 
provisiones y ordenanzas; al Consejo real de Indias y sus diversos miem- 
bros y funcionarios, asunto de 13 títulos; á las Audiencias y Chancille- 
rías de Indias, que ocupan 17 títulos; y al juzgado de bienes de difuntos.. 

Libro tercero. Sus 16 títulos tratan del dominio y jurisdicción de 
las Indias; de la provisión de oficios; de los Virreyes; de la guerra; de 
las armas, pólvora y municiones; de las fábricas y fortificaciones; de los 
castillos y foitalezas; de los capitanes, soldados, corsarios y piratas; y de 
los correos y cartas. 

Libro cuarto. Son asunto de sus 26 títulos los descubrimientos por 
mar y por tierra, pacificaciones y poblaciones; las ciudades y sus preemi- 
nencias, concejos, oficios concejiles, repartimientos de tierras, pósitos. 
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se trasmite el dominio de aquéllos, á continuación del modo de otor- 
gar las diferentes clases de tcistamontos, viene él examen de las asigna- 
ciones testamentarias, asunto grave v difícil, puesto que éstas pueden 
ser condicionales, a dia^ modales, á titulo univereal, á título singular y 
pueden ser acrecidas ó tener sustitutos. 

Hasta aquí se tí'ata de las asignaciones que dependen de la voluntad 
del testadot'. Pero como la ley lo obliga á dar cierta parto de sus bienes 
á determinadas personas, establece después las asignaciones forzosas por 
alimentos, por porción conyugal y poi* legítimas y mejoras, permitiendo 
el desheredamiento pot ciertas causas* 

IJn testamento to puede tenerse poí firme ó definitivo sino cuando 
no ha sido revocado ó reformado. Por esto su revocación y reforma vie- 
nen á continuación de lo anterior. 

Para que la Sffcesión trasmita el dominio no basta la voluntad del 
testador, ó las disposiciones legales: se requiere además el consentimiento 
tie los asignatarios. Esto indica por qué se trata ^n seguida de la apertu- 
ra de la sucesrón, de su aceptación y repudiación y del beneficio de in- 
ventario en virtud delcuallos herederos que aceptan no son responsa- 
bles de las obligaciones hereditarias, sino hasta ooncarrencia del valor 
total de los bienes que han heredado. Oorrelativo de este detecho «g el 
dé separaciónj que viene después, el cual permite á los acreedores del di- 
funto pedir que no se confundan los bienes de éste con los del heredero. 

ün testamento, que es una ley, requiere un ejecutor. Por eso se tra« 
tá de los albaceas en general y de los albace$s fiduciarios ó espécisdéis. 

Gomo la ley no obliga á nadie á tener sus bienes en común con otra 
.personi, viene en seguida la partición de los bienes entre los heredaros. 
Para partirlos se necesita pagar las deuda-s hereditarias y testamentarias, 
y esto es el^a^nto del título 11. En el siguiente se establece el benefi- 
cio de separación de que 'bemos hablado. • 

A la parte segunda del libró, que trata de las donaciones entre vi- 
vos, está «destinado* eltítulo 13, úMmo de aquéL 

El libro cuarto contiendas disposiciones relativas alas oblígacio- 
nes en general y á los contratos. Esto demuestra que propiamente no 
deberían formar parte de sa contenido los títulos 42 y 48 dedicados al 
Notai-iado y^al registro de instrumentes públicos. - 

Las definioienes y clasificaciones del título l.o nos dan la clave del 
método deV libró. Veámoslo: Las obligaciones' nacen: I.* Del concurso 
real dentad Voiluntades de dos ó más pei^sonas, como en los contratos 6 
eonvenciones; 2.* De un hecho voluntario de la persona qiie se obligii 
cómo -en la arCeptacién de una herencia «ó legado y en todos los cuasi con- 
tratos; 8." A consecuencia de un hecho que há inferido injuria ó daño á 
otra persona como en los delitosj 4.' !Por disposición de la ley; como 0n- 
tre los padres y los hijos de familia. De esta última fuente no trata el 
libro, pues -ostá ordenada oñ el libro primero. 

Siendo los contratos ó convenciones quizá lo más inportantoj el tí- 
tulo los deifine y los clasifica en unilaterales, bilaterales^ gratuitos, one- 
rosos, conmutativos, aleatorios, principales, accesorios, reales, solemnes 
y oODsensuales, y señala las cosas que son de su esencia, las que son de 
sií naturaleza y las puramente accidentales. 

. Teniendo esencial importancia la voluntad 'de las personan, puesto 
qué ee^l principal origen de las obligación^ ol titulo 2?, establece los 
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tos que directa 6 indiroctamonte 7io so Dponp'in á cRt.'i Constitución ni á 
los dooretos y leyes que expidiere el (yoiigr^so.'' (Art. J.^s.) 

1825. -Líi ley de proced ¡miento oi vil, sancionadíi el 13 de Muyo d»; este 
nfio, que no figura entre las de la Keeopilación, en su artículo ])rimero 
dice: **E1 orden en que deben observárselas levos en todos los Tribunales 
y Juzgados de la Re])úbl¡ca, civiles, eclesiásticos y militares, asi en mate- 
rias civiles como criminales, es el siguiente: 1? Las decretadas ó que en lo 
sucesivo se decreten por el Poder Le^ifislativo; 2" Las i)ragmáticas,cédalap, 
órdenes, decretos y ordenanzas del Gobierno (.'Si)ariol sancionadas hasta 
el 18 de Marzo de 1808 <jue i'.staban vn observancia bajo el mismo Go- 
bierno en el territorio que forma la Rejuiblica; o" Las leyes de la Recopi- 
lación de ludias; 4.° Las de la iS'uuva Rt-copüación de Castilla; y 5? Las 
de las Siete Partidas/' [1] Por tanto, según el artículo á.o no ten- 
drían vigor ni fuerza alg-niia en la República las leyes, ])ragmáticas &.* 
posteiiores á la fecha ind¡ca<!a, ni las mencionadas en el artículo l.o en 
todo lo que directa ó indirectamente se opusieran á la Constitución ó las 
leyes y á los decretos que expidiera el l\)der Kji.'cutivo. 

18'3-L--La ley de U de Mayo (L. 1'^ P. 2." T. 2. 11. G.) "orgánica 
del procedimiento civil", dice en su artículo 1": "'El onlen con que de- 
ben observarse las leyes en todos los Tribunales del Estado, civiles, ecle- 
siásticos y militaros, es cJ siguiente: 

l.o Las decretadas ó que en lo sucesivo se decreten por la Legislatu- 
ra de la Nueva Granada; 

2. o Las decretadas por la autoridad legislativa do Colombia; 

3." Las pragmáticas, cédulas, ónlcnes, decretos y ordenanzas del 
Gobierno español, sancionadas liaí^ta el 18 de Marzo de 1808, qno esta- 
ban en observancia bajo el mismo Gubierno es})aíioi en el territorio ([ue 
forma la República neogranadina; 

4:.° Las leyes déla Recopilación de Indias; 

o.** Las de la Nueva Recopilación de Castilla; 

G." Las de las Partidas.'' 

*'En consecuencia, dice el artículo 2", no tendrán vigor ni fuerza al- 
guna en el Estado las leyes, ])ragmáticas, cédulas, órdenes y decretos del 
Gobierno españ(d, posteriores al 18 de Marzo de 1808. Tampoco tendrán 
fuerza y vigor ks demás leyes españolas expresadas en el artículo ante- 
rior, en todo lo que se opongan á la Constitución, á los decretos que dejó 
vigentes el artículo 219 de la misma [2], á las leyes que dio la Legislatu- 

(1) Se rotará que entrfi los Códií^os españoles mandados observar, tanto en la pre- 
sente (tisposiciÓQ como en las posteriores, no se incluyó la Novísima llccopilación. 
Sin embargo, de las leyes de ésta estaban vigentes las que se encuentran en la Nue- 
va Kecopiiación, lo mismo que las pragmálicas, cédulas, órdenes, decretos y ordenan- 
zas del Gobierno español, expedidos hasta el 18 de Marzo de lb08. Las leyes de la No- 
vísima Recopilación, que no se hallan en este caso, i.o rigieron en la Nación, y 
así se resolvió, según parece, en ca'íos particulares por la antigua Corle Suprema de 
Justicia de la República. La Novísima se citaba con frecuencia en los pleitos» en aten- 
ción á que comprendía muchas leyes vigentes. No se olvide que la segunda edición de 
esta obra [1807] fue anterior al mencionado año de 1808. 

(3) El artículo 219 de la Constitución citada, que es la de 1832, dice: "Se declaran 
en su fuerza y vigor todas las leyes y decretos qi:e lian regido en la República, y que 
estaban en observancia al lit^mjío que se publico la ley fundamental de la Nueva Gra- 
nada [sancionada el 21 de Noviembre de 1831J; siempre que dichas leyes y decretos 
no sean contrarios á esta Constitución, ó á los decretos y leyes que haya expedido ó 
expida la presente Convención.' 
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ra (le Colombia, a las que cx])i(iió la Convención, y í\ las que haya dado 
ó difre el Conc:reso oonstitiuional de la Nueva Granada." 

En capítulos siguiorites lial Jaremos de leyes en materia civil ante- 
riores á 1834, qne niodilicaron algunos prinei])ios del Derecho español. 

Creados los Estados federales que formaron luego Ifi Confederación 
Granadina, la legislación nacional, (¡ue continuó siendo durante algunos 
afios la misma es})afiola, vino á carecer de importancia, porque aquéllos 
quedaron con facultades i;ara legislar en los ramos del Derecho 
])rivado. Todos niodilicaron ])rinu'ro que la Xación el Derecho espa- 
ñol sancionando Códigos basados en leyes de otios paises. En cuanto á 
las leyes civiles, adv)ptaron, puede deciise, las de Chile que tienen su 
fuente principal en las de Francia. Pero como sobre esto }ia})laremos más 
detenidamente en seguida, nos limitaremos por ahora j'i observar que el 
Derecho privado nacional, sólo tuvo aplicación durante la federac.ón en 
los pocos asuntos de la incumbencia del Gobierno general, y en los Te- 
rritores que éste administraba directamente. 

1858.— La Confederación Granadina en la ley de 29 de Junio '*or- 
gánica del Poder Judicial de la Confederacióir', estableció el orden en 
que debían observars-j las leyes en los asuntos que la Constitución de es- 
te aüo había dejado de la competencia de aquélla. El orden fue éste (art. 
49) : ^ 

**1? Las que expida el presente Congreso y las qne en lo sucesivo se 
expidan por los Congresos de la Confederación; 

2. o Las expedidas [)or los Cougresos de hi Nueva Granada desde 
1845 hasta 1^>57; 

3. o Las de la Recopilación Granadina; 

4V Las pragmáticas, cédulas, órdenes, decretos y ordenanzas del Go- 
bierno español, expedidas hasta el 18 de Marzo de 1808, que estaban en 
observancia bajo el mismo Gobierno español en el territorio que forma la 
Confederación Granadina; 

hP Las de la Recopilación de Indias; 

O.o Las de la Nueva RecopiLición de Castilla; 

I,"" Las de las Partidas." 

Según el artículo 50 de la ley á que nos referimos ''los funcionarios 
del Poder Judicial de la Confederación no pueden ejercer atribuciones 
que expresa y claramente no se les hayan conferido por la Constitución 
ó las ley^is; pero i-n lo>; casos de falta, deficiencia ú oscuridad en las leyes 
quo determinan los derechos de las partes, ó que arreglan los procedi- 
mientos civil ó criminal, deberán decidir en todo caso, apoyando su de- 
cisión en razones tomadas de la conveniencia general, de la razón, ó en 
costumbieí; ó prácticas debidamente comprobadas. En lo criminal jamás 
se aplicará pena que no haya sido señalada por ley preexistente, ni se 
procederá por hechos que, aunque parezcan punibles, no tengan señala- 
da pena." 

1861. — El Presidente provisional de ios Estados Unidos de Nueva 
Granada, en decreto de 20 de Julio de 18G1, qne consta de 3 artículos, 
declaró vigentes "en los Estados Unidos de Nueva Granada las leyes ge- 
nerales de la extinguida Confederación Granadina, anteriores al 1." de 
Febrero de 1859.^' [1] 

[1] 1861.-— En decreto de 19 de Agosto de este año el mismo Presidente provisio- 
nal declaró vigentes eu el Estado Soberano del Tolima, que había creado el 12 de 
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1865. — La ley 42 de 16 rio ^Favo "adiclonjil v refornuitoria do la do 
oO (le Abril de ISO-i, orojinica d'A Po'ler Judicial do la Uiiiórr', eu su ar- 
tículo 17 dice: **Kl orden ea que deben observarle las leyes en los asun- 
tos judiíMalr-s de ia Unión, es éste: 

1.0 Las leyes que ( xj)ida el presente Congreso y las que en lo sucesi- 
vo se expidan por el Con:,q'eso de la Unión; 

2° J-as leyes expedidas por el Congreso anterior de 1804 y por la 
Convención nacional de Ríonegro en 1863; 

3.* Los decretos de carácter legislativo expedidos por el Gobierno 
provisorio desde 1861 hasta el 4 de Febrero de 1803; 

4.** Las expedidas por el Congreso de la Confederación Granadina de 
18o8; 

ó** Las expedidas por los Congresos de la Nueva Granada desdo 1845 
hasta 1858 inclusive; 

6. o Las de la Recopilación Granadina; 

7.* Las pragmáticas, cédulas, ordenes, decretos }'' ordenanzas del Go- 
bierno espaílol, expedidas hasta el 18 de Marzo de 1808, que estaban eu 
observancia bajo el Gobierno español en el territorio que forma hoy la 
Unión Colombiana; 

8? Las de la Recopilación de Indias ; 

0.° Las de la Nueva Recopilación de Castilla; 

30. Líis de las Partidas." 

1872. — Todavía en este aüo, en el Códipfo Judicial (Ley 57 bis de 7 
de Jumo) so estableció el orden en que debían observarse his leyes. Era 
el siguiente, según el artículo 1,941: 

**1? Las leyes que expida el Congrese de este aüo, y las que en lo su- 
cesivo expida la misma Corporación; 

2.° Las expedidas por la Convención nacional de 1863, y por los Con- 
gresos })osteriores á ella, y anteriores al del presente año, en orden cro- 
nológico inverso; 

3? Los decretos de carácter legislativo expedidos por el Gobierno 
provisorio desde 18(31 hasta el 4 de Febrero de 1863; 

4." Las leyes expedidas por el Congreso de la Confederación Grana- 
dina en 1858; 

5? Las expedidas por los Congresos de la Nueva Granada desde 1845 
hasta 1857, en orden cronológico inverso; 

6.® Las de la Recopilación Granadina; 

7.0 Las pragmáticas, cédulas, órdeues, decretos y ordenanzas del 
Gobierno español, expedidos hasta 18 de Marzo do 1808, que estaban on 
observancia bajo dicho Gobierno en el territorio que forma hoy la Unión 
Colombiana; 

8."" Las leyes de la Recopilación de Indias; 

9.^ Las de la Nueva Recopilación de Castilla; y 

Abril de ese año, las leyes que regíaa en el Estado Soberano de Cundinamarca, mien- 
tras la Legislatura correspondiente proveía lo necesario en la materia. 

1862. — El mencionado Presidente, no yá de los Estados Unidos de Nueva Grana- 
da, sino de los Estados Unidos de Colombia, en decreto de 9 de Noviembre de 1862, 
declaró, entre otras cosas, que continuarían observándose en el Estado Soberano de 
Antioquia las leyes vigentes el día 13 de Octubre de 1862 en que había sido sometido 
al Gobierno de dichos Estados, en todo lo que no se opusieran á los actos, decretos, 
providencias y resoluciones del Poder Ejecutivo nacional, encargado de la Goberna- 
ción del Estado. 
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1873. — Hasta este afio, como se hn visto, rigieron en los asuntos na- 
clónalos las leyes esp-ifioLis con !as niodificiciones que le3 introdujo el 
Legislutlor colonibijino. Estas, respecto del Derecho civil, sólo tuvieron im- 
])ortancia en ])Ocos puntos como el de los niajorazg:os y vincuhicionefc;: en 
lo demás, puede decirse que íiquellas leyes continuaron tales como ha- 
bían estado en vigor durante la Colonia. Eu 1873 so resolvió el Gobierno 
nacional á hacer lo ípie desde algunos aGos antes se había verificado en 
los Estados: á sustituir el Derrocho civil español con otro cuya fuente 
principal estaba en el Derecho civil francés, expidiendo un Código Civil 
fjue casi no debía tener aplicación sino en los Territorios nacionales que 
administraba directamonto dicho Gobierno. 

CÓDIGO Civil de los Pistados Unidos de Colombia. (Ley 84 de 26 de 
Mayo.) Aunque este ('ódigo fué Mdoptado en 1887 para toda la Repú- 
blica, y reemplazó á los de los antiguos Estados, y por lo mismo es bien 
conocido, nos permitiremos hablar de 61 con alguna detención, no para 
examinarlo filosóficamente, que para tanto no alcanzan nuestras débiles 
fuerzab, sino para indicar su contenido, su origen y sus diferencias con 
otros, especialmente con el de Chile que le sirvió de base mediata. 

Consta el Código civil de 2684 artículos; está dividido en 4 libros, 
precedidos de un título preliminar, los cuales están gubdivididos en titu- 
les, la mayor parte de estos en capítulos y algunos de éstos en pará- 
grafos. 

Titulo preliminar. Habla del objeto y fuerza del Código, de la ley, 
sus efectos, su interpretación y su derogación, y define la acción de algu- 
nas palabras legales. 

Libro primero. Sus 3G títulos tratan ^*De las personas." Su naciona- 
lidad y domicilio^ principio y fin de su existencia; esponsales; matrimo- 
nio; nulidad de éste; su disolución; divorcio; scüTundas nupcias; obliga- 
cioucs y derechos entre les cónyujes; hijos legítimos concebidos en ma- 
trimonio; adopción; patria ])Otestad; emancipación; hijos naturales; obli- 
gaciones y derechos entre los ])adres y los hijos naturales; maternidad 
disputada; habilitación de edad; pruebas del estado civil; alimentos que 
se deben por ley a ciertas personas; tutelas y curadurías en general; dili- 
gencias y formalidades que deben preceder al ejercicio de la tutela ó cu- 
raduría; administración de los tutores y curadores relativamente á los 
biener; reglas especiales relativas á la tutela, á la curaduría del menor, 
á la del disipador, á la del demente, á la del sordo-mudo; curadurías do 
bienes; curadores adjuntos; curadores especiales; incapacidades y excusas 
para la tutela ó curaduría; remuneración de los tutores y curadorcb; re- 
moción de éstos, y personas jurídicas: he aquí detalladanqente el conte- 
nido de este libro. 

Los 14 títulos del libro segundo que trata "De los bienes y do su do- 
minio, posesión, uso y goce", versan sobre las varias clases de bienes; el do- 
minio; los bienes de la Nación; la ocupación; la accesión; la tradición; la 
posesión; las limitaciones del dominio: propiedad fiduciaria, derechos de 
Tisnfruto, uso y habitación y servidumbres; la reivindicación, y las accio- 
nes posesorias generales y especiales. 

El libro tercero que habla '*De la sucesión por causa de muerte, y de 
las donaciones entre vivos", comprende 13 títulos dedicados á estos pun- 
tos: definiciones y reglas generales; reglas relativas á la sucesión intesta- 
da; ordenación del testamento; asignaciones testamentarias; asignaciones 
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forzosas; ivvocnoión y rofonnii del tcstanionto; apertura do la siiccsióii^ 
su iiceptacióu, re]>ndia(MÓii 6 iriveninrio; ojccutorrs testamentarios ó al- 
baceas; albaccas fidnciario??; partición de los bit-ncs; ]y*i¡!;o de las dendas- 
testameiif arias y lieriilit-.iiias; beneiieio ile separación, y donaciones entro 
vivos. 

El libro cuarto, í[ue es el más larír^^ de todos, trata *'l)e las obliga- 
ciones en o^eneral v de los contrato.s" ?Sxí:i jusunto, en cor.Si'cueneia, do 
sus 44 títulos detluiciones generales; actos y declaraciones de voluntad; 
obligaciones civiles y meramente naturales, ol;ligaciones condicionalesy 
modales, aplazo, alternativas, facultativas, de genero, solidarias, divisi- 
bles ó indivisibles y con cláusula penal; efecto de las obligaciones; modos 
de extinguirse: pago, novación, remisión, eomj>ensación, confusión, ])6r- 
dida de la cosa que se debo y nulidad y rescisión: prueba de las obliga- 
ciones; capitulaciones matrimoniales y sociedad conyug.d; compraventa; 
permutación; cesión de derechos; arrendamiento; sociedad; mándate»; co- 
modatu ó préstamo de uso; mutuo ó préstamo de consumo; depósito y se- 
cuestro; contratos aleatorios; cuasicontrato?; resj>onsal)iÍidad común ])or 
delitos y culpas; fianza; prenda; hip.)te';a; anticresis; transacción; prela- 
ción de créditos y prescripción. Los títulos 4á y 43, (jue realmente no son 
materia del Derecho civil, tratan de lc)s Notarios piil. lieos y del registro de 
instrumentos públicos. El título 44 dispone lo conveniente acerca de la 
observancia del Código. 

Para dar mejor idea del plan del Código, nos parece útil, de>pués do 
haber indicado el contenido de éste, hacer un resumen acerca de los pun- 
tos que son materia de cada libro. Pero antes dii-emos que hi palal)ra 
Código en sumas amplia acepción significa colección -'c disposiciones le- 
gales ordenadas con cierto método, y (|ue Código civil es el conjunto de 
disposiciones dal Derecho privado común ú ordinario. (1) 

Nuestro Código como los demás modernos, está precedido de un 
título j)^'eli minar (en 1886 se le agregó otro) ípie contiene ilisposicio- 
ncs que no son propias de Código determinado, j)ues (pie comprenden 
todos los ramos de la legislación en general, pero que se ha creído 
mrs conveniente colocarlas á la cal)eza del Código civil, porque éste 
es de todos el más importante. Dichas disposiciones indican las con- 
diciones que requiere la ley ])ara ser obligatoria, seDalan su alcance juris- 
diccional y sus efectos, establecen las diterencias esenciales entre el Poder 
que la hace y el que la aplica y los principios generales i)aia resolver los 
casos de obscuridad de la ley y los conflictos entre leyes opuestas ó in- 
compatibles, y definen varias palabras de uso frecuente en las leyes para 
que no se dude de la significiición legal que debe dárseles. 

Comienza el libro primero por definir las personas diciendo que son 
todos los individuos de la esi)ecie humana cualesquiera que sea su sexo, 
estirpe ó (jondición. Además de estas personas, que son las naturales, 
reconoce las jurídicas, de las cuales habla el título 36, último del libro. 
Así es que éste puede considerarse dividido en dos partes j)rincipales: 1.^ 
Personas naturales; 2^ Personas jurídicas. Indicaremos el desenvolvi- 
miento de la ley al tratar de las primeras. 

Definidas las personas naturales, fija la época en que principia y 

(1) Así se le distingue de los Derechos privados especiales que so reticren ii cierta 
dase de pcrsonaü como á loa comercian leu, á los mineros, á los militares óí.* 



termina su existencia legal, t laa ndioa señalándoles domicilio A fwin: 
d'ad. Después cdhetitnye el mfttrimonio oomo «1 ongea legitim^de las 
|iei80Das^ estaUece sasnalidades, disolnoión ; i^ivorcio y determina iM te- 
lacififaos dé lo^^poeos' entre si 7 las de éstos con los bíjoa nftcidd» 'del ma-' 
trimOnio ^¿lá^áb )a pHtría potestad y la emaEcipaeión. Como reconoce 
Üí pareáti^ico ciiil, üt$ cuul tambiéa ae originan relaéioneiSi de pitdre, de' 
ÍMdre y dé hiló, regia' la adopción do donde resulta; 'En'Seguids'tratade 
otraBfaentes'liue aka existlétloia á las p^soníie, ' talesson la' natarálidM 
y lailegítibifda'it,' y'lienalá el tnódo'de t^coDÓcer y le^timar á los hijos 
naturales, y'eI'raodo''<íe constituir' la fllíabífja dé loa'ilegítfnioB,' A loBpH* 
toeros les opnoede derechos civiles m;éntrs,s que álossegufidos salo lesdit 
derefiho^tláturalesl'De acuerda con áate prínicipio'eat&'btecetils relaciones 
aeldsbtíorf.natnralesy de los ilegltitnoa con su'á padres!, ^ ■ '" ' '■ ■ 
' HflíUiaqñi tfliieftiosel eaíií(í»cii'í7 rtué "eelalbalidad de un indivi- 
dno en ctaátoWliabili^pílra ejercer cíettos deree'lioaó cpntrí¿rbiert« 
ob^i^ioii^s civilea." ' Siendb importantÍBima lá'prueba de ese estado, el 
Mr»-iABt:itaiyecdtno la principal Ine actas 'ó iiégiepros 'del estado civil ooií 
el fin'de qué en ellas conste la feclia del matriridnio, Ift del tiatimionto J 
la de la miterte, como los puntos de partida eieniijules que determinan 6 
iDodiSoan téí capacidad civil de las personas. Tftinllién indica las píuebaK 
taptetori» del «stádo civit, tjne pueden 'reemplazar á las actas 6 rggistíoS 
OBandd élftos falten' legalmentél ' '■ " ' ' ■ 1 ■ • r ■ 1 , . c «I « 

' Como la ley dbbe pro^^ oon especialidAd & la «onseiraeión de í^t 
persddAs, desptiiéti'dfa estabffioidá m exlbté^tüa y de indjcJr la nllmkta ñb 
irobaí^, B^ Mtiftlfebe ef üerdttio de ^íi&eiitoB en favor de loa qué'caiecen 
Je ellbi y I<»'dbtí^tón cdrrelatlvd' de ^ú« los oost^n cierta oltwe'de na' 
henteir6 aqta'61 i cfnien se biso tan^ don^oifn cuantiosa. '" 

lA'perittna'aesi^ qtr6 existe legnlibéiate'es na eéroapaz de dersckos 
civiles; ñéró'btíhicf nó pbédan ejercerse sibo desde oierta'edad 'y' en cier^ 
tas conoicitihies. él librd pHmero,' orgdtiízs, de^ués de lo dicho, laagnar- 
d», 6 sean he Lútelas y ouradarías, en faior de los menores 'qutí no es^ 
táa bajóla tilítriapOtestáid,' de los pródigos;' de los deméátesy'de los sor' 
Bo-inuaóá'bWiró' pned&iV du^ & eatenaet por éscritü, para que Snplalh 
la ÍDesÍ>^cIdi<d 'éini 'd^ estos indi viduoR rc^reténtandb sari dérechok deOlt 
manera 'tetatHÍBúída por la ley, manera que tiene por Objef» gantatíA^r In 
bcta'áid.dtilli^ttiátá&n'delosgaardadores:' 'I , ' " i iil ■ 

"-"lü'Begntlda^árte ¡leltiero primero, que antes mencíonainos, tratAide 
Íes p^Aooaa ijarídicsS, 'que aunque rqiroseiitaaks pof perdona natnrales; 
6 ooml|^estaf}'de estás, debed 'ctin^ldAr^rse y e6 consioetail" totilo eatíds- 
descómpIíEitámebte distintas á loa 'iudividnos qt^e'lu represéfitáb 6 1»:^ 
terauca', HMsÜb los establ^imlAitbs'db bene^enciit&^ "Pot&0'eBa& ¿m 
tidades ne^íit^Upara existir déla ^dob|e capa(ñdad'|ie'-adqniñl' ydd'Dblr- 
ffotlL la ley Irá fionbedé el oaríoter ^ los «tríbntoa d« pwSbiiüa oÍTileH rc^ 
¿lando ana dé^^Mhoia T tiblijwion^ .~ >' 1 >. • t-. <>i, 

Sestea de tratar'^l -Código de la personas, gue es el svieto del de- 
recho de |»oi»edád, sin el iSnal la logislacióta civutíorecieiriawbase'ydú 
fin, entiv eíl el libro segun'ád'á lAblár ^e laa'cosbfl'qne forman! 'el BÍití* 
detféedsreiohó. ■ u , n .. . ,■ l ■ ... ■ 1 - , ■ ■■ ' 

' ' Oomiento e^ libro por clasifioar los bieneB en oorporalea é ineoipom- 
les «ábtA^diendb los primeros en maebles 6 iumneblesy loaségaúdos'é'i 
'jdcrMhosredesópersonatee. Luegoreoonooe el doDiime 6 propiedad, 
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esto es, el dereclio quo las personas naturales ó jurídicas tienen para go- 
zar y disponer arbitrariamente de los biones.que adquieran conforme á 1^ 
ley, no siendo contra ésta ó oojptra derecho ajeno; y establece ei^tos cinoa 
modos de adquirir el dominio: ocupación^ accesión, tradipión^ ^Vlc^Bión 
por causa de muerte y prescripción. 

Después de mencionar los bienes qno son propiedad Je la Kaojón, 
c^to es, ios bioneg de uso público y los ñscales, trata de tres do los cinco 
modos do «adquirir el dominio: la ocupación, la accesión y la tradición. 
Siendo la posesión el elemento primordial del dorecbo de propiedad, por-t 
que es el signo visible de ésta, puesto que el dominio sin la posesión, es 
sólo un titulo, un derecbo, habla de ésta clasificándola é indicando Ioq 
medios de adquirirla. Como el dominio puede ser limitado, examina en 
seguida la propiedad fiduciaria, es decir, la que ha de pasar á otra perso^ 
na en Tirtud de una eondición; los derechos de usufructo, uso y habitan 
ción, y laQ servidumbres que son las limitaciones del dominio. 

Copcluye el libro estableciendo los derechos de reivindicación del 
dominio y de la posesión, ó sea las acciones de dominio y posesorias. Aun^ 
que la posesión consiste en el hecho y no en el derecho sobre la cosa, co- 
mo por el hecho de poseer se nos reputa dueños mientras.no se pruebe lo 
contrario, la ley debe damos medios ofícaces para conservar la posesión 
y para recuperarla si de ella.se nos despoja. Hé aquí la razón do las 
accioiies posesorias. Como hay actos que aun ejecutados en propiedad 
ajena datarían la nuestra, y como el objeto del libro es garantizar satis- 
íactoriamouto el deireoho de propiedad, establece por último algunas ac^ 
cienes posesorias especiales como la denuncia de obras nueva y vieja. 

El libro teriQoro está destinado e^Lclusivamente al medio de adquirir 
el dominio en la sucesión por causa de muerte y por las donaciones en- 
tre vivos, ó sea a título gratuito, .á causa de que éste es un medio que por 
sn grande importancia y dificultades, requería vacias y meditadas dispor 
siciones. 

Puede dividirse el libro en dos partes principales: 1^ Sucesión por 
causa de muerte; 2? Donaciones entre vivos. Aunque en los dos casos sq 
adquiere el dominio gratuitamente, hay diferencia notable entre ellos; 
puesto que en el primero no lo trasmite sino la muerte del tradente, y 
en el segundo no ^e recjuiere ésta para que se verifique su tradición. 

El libro, en su primer título, oon las definiciones de ciertaa palabras 
legales. como asignación, asignatario, herencia, legado, delación y trasmi-' 
sion, y con la clasificación de las pei*sonas en incapaces 6 indignas de fsa^ 
ceder, sienta Ips elementos del impórtente asunto que trata. 

Como el dominio de los bienes qne deja una perdona que fallece de- 
be pasar a otra ú otras, la ley establece que pase de acuerdo co^ lo que 
aquélla disppnga^ dentro de sus facultadas legales, antes de su muerte; 
pero si A^a d^spusjei;e en el padrticular^ ó. si sus disposiciones son nujas^ 
la misma ley regla la trasmisión de ese dominio, Hé aquí las aucesioue^ 
testam^entarjas y la» intestadas ó abintestato. El libro comienza por las 
últimas, Ip que hace pn su 2.^ título, estableciendo á quién corresponden 
los bjenes.de un individuo muerto, que no ha dispuesto de ellos. 

A esto sigue la sucesión testamentaria; y por consiguiente, la mane- 
ra de otorg:ar los testamentos, actos má^ ó menos solimnes en que las 
personas disponen .de sus bienes para después de sus días. Teniendo sus 
disposiciones por objeto esencial la manera^ forma ó condición^ con que 
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se trasmite el dominio de aqiiéll OS; á contintiación del modo de otor« 
gar las diferentes clases de tedtamontos, viene él examen de las asigna- 
ciones testamentarias, asunto grave y difícil, puesto que éstas pueden 
ser condicionales, a díaj modales^ á título univereal, á título singular y 
pu^en ser acrecidas ó tener sustitutos. 

Hasta aquí se Ü'ata de las asignaciones que dependen de la voluntad 
del testador. Pero como la ley lo obliga á dar cierta parto de sus bienes 
á determinadas personas, establece después las asignaciones forzosas por 
alinaentos, por porción conyugal y por legítimas y mejoras^ permitiendo 
el desheredamiento pot ciertas causas* 

Un testamento Uto puede tenerse poí firme 6 definitivo sino cuando 
no ha sido revocado ó reformado. Por esto su revocación y reforma vie- 
nen á coñtinuaci'on de lo anterior. 

Para que la áacesión trasmita el dominio no basta la voluntad del 
testador, ó las disposiciones legales: se requiere además el consentimiento 
de los asignatarios. Estx> indica por qué se trata en seguida, de la apertu- 
ra de la sucesfón, de su aceptación y repudiación y del benefido oe in- 
ven titrio en virtud del cual los herederos que aceptan no son responsa- 
bles de las obligaciones hereditarias, sino hasta oóncnrrencia del valor 
total de los bienes que han heredado. Correlativo de este derecho es el 
de separación; qué viene después, el cual permite á los acreedores del di- 
santo pedir que no se confundan los bienes de éerté con los : del heredero, 

ün testamento, que es una ley, requiere un ejecutor. Poresd se tra- 
ta de los albaeeas en general y de los albdK^eets fiduciarios ó eepecialeis. 

Gomo la ley no obliga á nadie á tener sus bienes en •común con otra 
j)erson¿, viene en seguida la partición de los bienes entre los heredareis. 
Pai^ psnrtirlos se necesita pagar las deudas hereditarias y testamentarias, 
y esto es el'a^nto del títuloll. En el siguiente se establece el benefi- 
cio de separación de que betnos hablado. 

A la parte segunda del libró, que trata de las donaciones entre vi- 
vos, está «destinado el título 13, último de aquél. 

El libro cuarto Contiene las disposiciones relativas á las obligacio- 
nes en general y á los contratos. Esto demuestra que propiamente no 
deberían formar parte de su contenido los títulos 42 y 48 dedicados al 
Notaiiado y^a;l registro de instrumentos públicos. 

Las definicienes y clasificaciones del título l.o nos dan la clavé' del 
método del libro. Veátaoslo; Las obligaciones nacen: !.• Del concurso 
real deted Vó^luntades de dos ó más peleonas, como en los contratos ó 
eoiivenciones; 2.* De un hecho voluntaiio de la persona qiiese obligti 
cómo -en la •aceptación de una herencia -ó legado y en todos loi^ cuasi con- 
tratos; 3." A consecuencia de un hecho que ha inferido injuria ó daño á 
otra persona como en los delitos^ 4." l^or disposición de la ley; como en- 
tre los padres y los hijos de familia. De esta última fuente no trata el 
libro, pues "está" ordenada OTi el libro primero. 

Siéndolos contratos ó convenciones quizá lo más inportainte, el tí- 
tulo los define y los clasifica en unilaterales, bilatemles, gratuitos, one- 
rosos, conmutativos, aleatorios, principales, accesorios, reales, solemnes 
y oonaensuales, y señala las cosos qne son de su esencia, las que son de 
fiti naturaleza y las puramente accidentales. 

Teniendo esencial importancia la voluntad 'de las persona^, puesto 
«qUé 66^1 principal origen de las obligaciones^ el titulo 2?, establece los 
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rsqnjeitOB indjapeosables; para qa« uva persona se obliguo á otra por na 
acto ó declai;»qt¿iit,de ^oliiiit^. Qootrayeodo una obligaron. 

.. A eetaiMUe fugue 1^ 4Í8tmcí6)i,A9 'f"* obligacionea ciyiles de las mer 
ramente nBtqralcB, y i e»lo «1 examen de laa diforentea obligaciones qoe 
.pueden contraene ^n los contj'atOB; eeto es, el estudio de las obligocioDeé 
oondicionaleB y tnódale^ de: jas obligaciones á^laBO» alterg&tivas, faciü- 
tatiras, degenero, solidarias, divisibles é inclivisibles y con cláosota pe- 
Bal. ,, .1,1 ,;., . I, ... 

Yie^e después el efecto que en general producen lu obligaciones^ y 
Ja maneta de interfiretar los contratos donde se establecen, j^udiéndqee 
.extinguir, laa.objigaeion'es, í oontínnocÚQ se sellalnn toa ,n^f»di;>^;i)]ie laa 
extinguen, qoe 8(i|a;«lj)4go, la novación, la remisión, la coiáp^ij^oión, 
la confusipn, la pérdida .^^ lá cosa que se ^^bcj la luiiv^ítd y la rescisión. 
El inf^o a» prooarlaa, cosa itnportantísii¿4>, Sigue. .i.,)^tq.„ l 

Hasta ai(ni se ha tratado da laS obligaciones fin gepferak ^ro como 
esto DO basta en el aenoto, el libfo eka^ina^ cqptftio^ión los ^ontratoá 
prinoipalef, denominados capitnlaojónes m^tninonifuos ó so^í^a^ cpnyn- 
f^, eompray^lita, pennnta, oesiÓDiíAe dét^nof^ arri^^nfienfo, sociedad, 
.mandato, C9mo^to^,;muttfo,,^p¿8J^^,loa aíeatonos qne son juego y 
apuesta y.eonstutición ,daI:9ntá,.yítaIioIE^, .. , ,„ ,-. i ^ . 
t Coqio l^;(tbljga«ione«, pueden o^igÍQt9^.ta^fé[i de io^ ciinsicontra- 
iasy delaR-injuríasó daOos, el libro,, despa^.deeiafuirutdcfs lo^ contr%- 
toapríneipales, dispone lo conveniente acerca (le la .aé^^cia oñoiosa {i 
ge^ÓQ de negocios ajenos, pego de ^o, no debido y <;;omuuidad, .^ue son 
.uw cuasicontratos, y de la responsabilidad común ])or los delitos y las 
culpas. . rl , ■ ^. 

Vienen después los contratos accesorios: danza» prenda, litpQf«oa f 
,anticre^s. Fndiendo las obligaciones lluviosas ser .mutivo de transacción 
entre Íat|ft>aties, ^igue á contratos accesorios la transaccm. ; 
1, . Sie^ái^f^il one un individuo no Bstipfega sua oblíg^cippes persona- 
les, él .tíjIjtUp, 40 ,"]¡!fe 1» prelaciÓR de ciédi^s" establece la llanera cómo 
^HiiéiW<^]^|pnerBe de sos bienes raioes ó mqeblea 'para hacerlos efectivos. 
,, 1 ,,Xtt{t)tiito 41, que. puedo considerarse oomo ^1 ^ltimcvdel libro, habla 
:del modo ^ adcjairir el dominio por la preacri^óu. Así es {^ne este li- 
;bro puede .dirjdirse también en dos par^, principales i-omo el 1? y el 3*¡ 
1! ODli^ionés y ooilt!ratos; 3.' Pre8ariiíoi6n.,| . 4 ^ ^ (4 

Ya hemos indicado el contenido de tos titalos,0i 43 J,^ S6I9 no- 
,taremos qne en esto ftttiipo se dispone qu^ el Gódiígo oomeiízaria álregiF 
desdo SQ publica<iióq,,$ que desde eni(Oincos quedarían derogadas toda^ 
las leyes y disposióiottes, sustantivas, afitefriores en ma^riaoiy^l de la con\- 
.petencia de la F^ióá, ñiosen 6 nó cqjlt^BJ-ías.á 1^ t^ntenida's 'éá el Có- 
digo. Por tanto, ^te derogó todo til pereceo ciyil eSpafiol..^ i 

La comparaciónoeunesto) Código Ciyil con el do Chile, demuestra 
que en 1873 en vez de expeoirse n'n Código, no so hizo otra cosa quf) 
adoptar el chileno con alonas podas modifícaoiones, siguiendo el' egetq- 
plo de otras Bepúblioas hispano'xstn^rjcanas y de los Estados Colombia' 
,Dos. Entre nosotros el primer Est^o que lo adoptó fue el de Cundios^ 
marca en 8 de Enero de 1859. Siguió a ésto el del Cauca en ese mismp 
,aflo. El Estado de Antioquia adoptó diflnltivamente el de Cnndinamaif- 
,ca p<h; le;y , sancionada ^1 17 de Septiembre de 1664 haciéndole nnaspq- 
cas £ insigniácañtAfl i«fi:ánmt)ii £a atracón & eeto ooe parece opwüuo 
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^nsccr algalias observaciones respecto del Código de Gliilet para en segdi- 
da indicar auó lo diferonci» ael , áüéBtro. ,, i 

^ D. ^arés Bello, iliiatre hi)o dé.Vuii.'^zuela por míenos titalos, ni';' 
dica^Pi^alA Repáblicu de Ghilo^^ésde ha^u mitcñ,ps &ñ6á, fue el aotor 

.del proyecto de Código Civil para 9sá Nación, Preseiítiiáo et proyecto aJl 

.Congreso, ésto lo adoptó en pasi todaeaas parfes y'fuü !ey üp la Eepúblí^^ 
ca desde ol l?,de Enero de 1857. IJuvo cpAiobase tío aolo. el Código Civil' 

.francéé,'promiiifflid|Q en conjunto el 31 de ..Marzo ,de 1804, sino tambiéa| 

.otros y,«domÉs,^ DerecIi,o coni'úii espaüól 4í>e P'gió en la Amórica es- 
pafiolif aaranto mnclios .años. ., . ¿, .,, . , ., 

Ij}.iliriaiÓR„de loa.dna,CódiÍ¡<>a en ciíanto.a ^bros'eBlaiíiisuia: hoy 

,el nuestro tiene>im ií^oto preliiniúar maa. que Be te agregó en 1S86, j que 
no ^ 0^0 qnedS.'.deía Constatación ^o eso níIó, ej oual ir&^ de loaao- 
rechos 9JTÍles y gíti'antí^^ocíalék Ltá cuatro librosjae'íimboá.eatáa di- 
Tidido^ en títolo^'; pero'éstpti en el cliilono estíiii subdiViflidoB sólo en pa- 
rágraf^^^nicntras qae en eT^cól^mbianp se aubdiviíicrónen capítulos y 
algano^,gp éatoa po pará^áfos» 'difereo^ia que esorigeV^^ a^gl{na3 citas 
equivocadas del nuestro. JA. liamos Ti^to que éato cóolp'rendéSj'ésí artí- 
culos; oX (le Cliilp sólo tienp 2,58^, , ,. . ■ ■ ' u t- 

Én cnanto al contenido nótkrémos qne ol Código coloUfiDÍano trata 

t.T.i.._:_j. .. 3. 1 -ii-ÍL^- a.. ' :-i.Jz¡ Cu j._ m -i_ 'd.' ■,...„ j„« 



,del STotüiodo y de las oficint^,^» registra,, llamad as en Cliilc 'Registro del 
,C!Mi«ért^Ior, y qae el de e^ Se'p^bltóa iip trata de estos dositauatos. En 
el coloj^^jaao ee suprimid ^ utiílo d^ 1^ conetitnción del cenüQ, que se 
le agrególa 1887, y de Ic^ qoñtratoa'aleatortos, la coníitituciÚn'dél censo 
T¡taTioiOk,£n cambióse leagregó^enS'twra fírímero ln adopción de quo 
carece el.Código chileno. Coi¡no Iste^.sülo reconoced mutrímonio reli- 
gÍD«o(l)„^jó á la autoridad eclesiástioa. k celebración daél,suuTiIidady 



pantos eiundo se'trat«doth^tnmoQÍo religioso. , _ .; ^ , 

£L CMigo colombiabo establece la mayor edad ^ic^ ^ htíot, sepá^ 
, rédese «el chileno qnela'fij&á los25,'y snprimió }k inerte civil réco^ 
nocida p^ 6ate. , , , ,, i i r i 

, La^ d^mfis di^erenéiás eritrg'lóa ^cl,os Códigos ee refieren 'Í3n sii míiyor 
parte á puntos secundarios, talles cpmo el de reujiir en el nuestro, eii un 
.splo artíettlo, disposiciones del otro qn^ sé eneuehtrnp en dos ó más, ó al 
Sontarariój.Beparar píi.artjcuIoH, incisos 'del Código adoptado;, 'ó en eapri- 
mír óagfégar algunos artículos ó'íiscíbos (2),^ cambiar sil 'redacción ó 
.contení^, ^^tas^ariacionoa, qiie de suyo no tienen, impbríancia esen- 
,cial, sue^cu aa: cansa en el Código colombiaab de dóotraSiccioncs, omi- 
siones ó coafasioDes. 

O.) t^pae presente que para hacer la ccmparacióu de los dos Códlgoa. b61o nm 
TvfeiliiiM al d« qhlle tal como comenzó 6. t^t el 1.° de Enero de 18ST y no á laa té- 
' jw paatBdores i él qUe puedan modlficailo ó que lo modifiquen. 

, (9) 13 C6dlgD colombiano, por ejemplo, suprimió loa articulas 1,SI4 y 1,700 y ^- 
nkñtea'jBel Coaiso chileno que dan efectoa & la promesa de celebrar conuatós, y que 
ÜfitiluiéimoFdelaaoblieiúclonMque deben constar por eicríto. La ley 1S8 de 
t^dáAgoBlo'dfr 1487 agr^dlcboe sitículoa «1 Código) pero IxacléntUikB algunas fia- 
rautones. 
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Agregaremos que como los Códigos chileno y colombiano se dividon, 
entre otros, los de Friburgo, Soleare, Sajonia, Znricli, Olarie y México. 
El de la República Argentina también se divide en 4 libros; pero el con- 
tenido de cada nno de éstos difiere del chileno; pnes el libido 1? trata dé 
las personas; el 2". de los derechos personales en las relaciones civiles; el 
o. o, de los derechos reales, y el 4.*, do los derechos reales y personales. 

El Código Civil francés se divifle en tres libros: de las pe^soilft,s; dé 
los bienes y diferentes modiñcacibnfes de la propiedad, y de los diferen-^ 
tes modos de adquirir la propiedad. En ésto, sil difei'fenóia con él Códi- 
go colombiano consiste pn que el francés reúne éii el libro dP el éonteñi- 
do de los libros 3.^ y í.^ ue adiiél, i^ncé trata en ese solo librb de los mo- 
dos de adquirir el doininiíJ á titulo gi-atüitw y á tStulb oneroso. Como el 
Código Napoleón ó fmilcéá ée díviaen loS do Italia^ LüiSiaba; Valaisj 
Neüfchatél é Islas 'Jónicas. 

, tios Códigos do Badeh, Bóllviáj Betña Jr Litc'erria so dividen en dos 
libros ó tratadobi p'órSouas y coáds; pero los de los dos últimos países sub- 
dividen el segundo libto en dos siéccioaés: diérechos realeo y derechos per- 
sonales. 

El Código de" Austria se divide oh trefe parteé: dtérechrt dó las j|;^erso- 
"Áas, dereclioá íéales y ][5érsonáles áoljrre las cosas, y disnoálciones comu- 
nes á ambas Secciones. Análoga división tienen lo& de Tessino y ííervia. 

El Código de Portugal está dividiáo eh 4 partes* I." De la capaci- 
'áád civil: 2* J[)e la adquisición de los deretihós, que se subdivide en treá 
libros; B.^ pól derecho d'e riropiodad ; 4^ Do la lesión de los derechos y dé 
su tépíii'ációii, qtie sosubaiviae en dos libros. 

I88'6.~El Código que líos ha ocunado, qno ñ'ó ifegía én los I¡^tíld'Oi> 
no sufrió riiodilfcaciene^ hAstá 1887, cuando debido ál establecimiento de 
la República riftitaria, ó Sóa de la forma de Gobiertio tiiíntíál, se adoptó 
para toda la Nación. Siú embargo, debemos llamar la atención íácénia do 
ün principio d« la Constitución de lá80, qué tiene ffrandie imjportancia 
en cuanto al derecho privado. Sé'gún su ".artículo 11 Mos e^ctríinjeros dis- 
frutarán <en Colombia de los misúios derechos que se coñcedaíi á los co- 
lómtdaWds ipohc las leyes de la Nación á Vjue el extranjeW pertetiézisa; sál^ 
vo lo qtie se estipule en los Tratados públicos." Antes no sé hacía dife- 
i*enciá entté el naáoñal y el éxtránjeto én teuánto á la iadqtiisición y al 
gocé de los derechos cfíyiies. 

' Otro" ai-tíc^lo'dé lá Constitución qtfe Se 'Aebe tener' presente coh 'es*- 
pecialidddWéi 52, éñ virtud del cuál las disposiciones -del tit. 3;^ dé 
aquélla qite tr&tade loé derechos civiles y garánKtis sedales^ se iifeórpo»- 
i-arán en él*Códigó Civil cómo tituló preliminar, y no podrán ser altera- 
das sino J)or acto tefortnatorio de la Constitución. Así es que el Código 
Civil quedó con dos títulos preliminares, como yá lo observamos. 

En 1886 se expidié además una ley importante en materias civiles: 
la 2.* de 17 úe Agosto quesólo contiene un artículo que dice: "En Co- 
lombia no és trasferible la prppiedad raíz á . Gobiernos extraüjeros.^ El 
principio de esta ley se corroboró en la 153 de 1887, que dispone que di- 
chos Gobiernos no tienen representación jurídica para adquirir tales bie- 
nes. (Art/SI). ■ . ■ ':.' . . 

De 26 de Octubre de 1886 es la ley 32 "sobr« propiedad literata y 
artística" iacorporada al Código Civil por el artículo 88 die la 1^ 153 de 
1887. De la ley 32 trataremos en el capítulo sobre privilegios. 
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I 

1887. — Precedió íí la ley fie adopción del Código Civil, la 34 de 5 do 
Mar?o de este afío. **por la cual se establecen los derechos de registro de 
instrumentos públicos y privados", ley (\ue consideramos como civil, por- 
que el Código trata .del ISotaciado y el Kegistro (1). De esta ley liablai'c- 
nios ou otro. cp.pítu]q. , 

Lp, ley 57 de la -do Abril de 1^87,, que hemos citado tantfis veces, 
dispuso que regirían en la KepuBlica, 9p días después de la publicación 
de dicha lj8y (^), con Jas .adiciones y reformas de que. ella trí^ta, entré 
otros Códigos, el .Civil dé ía Nación, sanciopado el 26 de Mayo de 1873, 
.que antes examiü|an;^os- Indicaremos 1^ reformas, que le hizo la Ipy ci- 
tada. . . 

.. Pespués-de advertir (^rt. 2.9) qu|e:]os tériiiiinoá Territorio, Prefecto, 
Unión, Estados ünido§ d.e Colombia, I^re^idente del Estado, empleados 
;eu éi Óódíjgo, deben encenderse dichos pon ref^eucia á W nuevas enti- 




4x) al prjlaii^yo títiilp . p^-elimiuar, le hace reformas respecto del caso en 
que haya i^qpíapíitibjUdad .entre disposición legal^cónstítucional oentre 
(iisposiciones de los Coditos, para gaber cu.ál de las disposiciones es de 
preferente aplicación, y ^espQc/:o de ludefinicioü de varias palabras de 
.uap fr^oneníe en las leye^s, 

. Las reformas al libro 1? s^ j-jefieren al pripcipip y fin. de las perso- 
náis, á Ja pres«UQÍón de muerte p9r ^esaparecimaQutQ,- al matrimonio, á 
Ja nulidad de éste y sus efectos, á Ip.? hijos legítimos concebidos en ma- 
tríoipuio. á ios hijos iiajburales, á la,s prueb^ del e;stádo civil, á la cura- 
duría .(Í€Í,sordo7-iíiudo y á las personas jurídicas. 

Al libro ?.? uó se le hizo ningima variación. I^as del libro 3? son re- 
lativas á lakttcesión in,testa(^a, á. laj^ asi|(nácÍQnes... testamentarias y á jas 
donac¡o^€i5 reyq/aablcs. En cuanto al libro 4?, l^reJEo^mas son á la.coin- 
pra-vent^, á la c^ión ,de créditos personales, á Ipíi cuasicontratos^ á la 
prelación de oi;éditps^ ¿ jos ííótario^s y á los Registradores. Todas las rp- 
iormas indicadas están comprendidas del artícalp ,4.® al. 44 inqlusiye. ]Pé- 
ro los artículos 332 y 333 de la J33,isma ley cpi^tiéije^ dos disposiciones rp- 
lacipua^as cp^;el KpLari^dp.' 

El artículo. 45 de la ley dide: "IJeróg^^nse los artículos 10, 24, 51, (50, 
94, 114, 139j 146, 147, 318^ 328, 329, 332, a^^, 644,^45, 647, 651, 1,045, 
1,151, 1,182, 1,197, i, 949, 2,302 r 2,598 del G^di^o; y Jos incisos 2.? dpi 
articulo .52, 2,® del artículo 105, Io$ nM,rcíidos con los números 4? y 10, 
13 y 14 del articulo 140, el incido qae sigue al marcacjo con el número 
14, en el mismo artículo 1^0^ y.pl inciso 1? del artículo 1*17^* todos dpi 
tCódigo de que sp tr^ata." (3) 

— ^^ :: . -. -^ : r—r rrf^. — '• ' — r; ^ — ' — ' '. '. "T" 

[11 La ley 14 de 4 de. Febrero de 1387, en .su. artículo 12 dispone que los Kotarips 
y los Hegistradores sean nombrados por los Gobernadores á propuesta en terna de los 
respectivos Tribunales de Distrito. 

,\i) La ley 57 se puljlióó en los númerots 7,019, 7,02p y 7,021 del Diario Oficial, 
correspondientes álOTdíisis 20, 21 y 32 de Abril dé 1887. 

(3) La ley 62 de 24 de Abril de 1887, prohibe ocupar los caminos públicos con 
/víÉis f éneafl, con ciertas excepoío^e^. Entese relaclQnaeon lo^ bie^ies públicos, asunto 
,del Código :CÍviL 
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Sn 1887 ^expidió o^^a ley importante: la 153 de 24 d». Apttto, 
"que «dicioíiB y reforma lo6 Códigos nacionales, la ley 61 de l^^j'la' 
57 de 1887." ^ ' ' 

La fjhrte primení de la ley 153 nontiene reglas generales S0|1;^ t«U- 
Oez y anlfii^iun do las leyes. Esta parte corresponde al tí talo pi^imibar' 
del Cómgp. y resaelve algunos puntos reUtivoH al efecto retroafi^vo 'de 
lasWcs. 

Lii P(íl-{¿! «?«♦»*« está destinada á introducir ciertas niMtifimcipnes 
áloB cuatro librbs del Có<iigo. Las del libro 1° sercfioren aT'itiktríinoi^ño,' 
á la legitimación, á la patria potestad conñríéndolo a, In ma^rie por Diñó- 
te del ]>a.di-s, á \ós hijos naturales,' i' los derechos ; (^Y'igacibnes eat^lbs 
padres yWÍiiJci^itatui-ales, & los Imo^ legítimos no reconocidos solemne-' 



mente, á' la« pr'uebaa dct oetado civil' y á las personas jnrldííné. 

Seepectp ^eVlibro 2? se dice que los bienes Tabuntesyn! 
n ele los Mi'iliciípioB (art. 83¡i, y que queda íncorp¿Va(la en el 



Seepectp ^eí libro 2? se dice que los bienes rabuntes y niostrencos 

de los MiiniciípioB (art. 83¡i, y que queda íncorp¿Va(la en el'^ódigo 

Civil la léy 32'de 2G de OctuBtede 1986, sobre propiedad literaria *y &-' 

tíatica. ■' ■ ^ ' '■ ■^■"''- • '•' - ■ 

LoB varjaoipnes en el \i^m 3.° son relativas á la sncesión intestada; 

y en el ij, A la promesa 'íe celebrar "b/^ntrntos, & las nnlidaderi ábwHntas,- 



pruebas Aeías obíi^eioúcs, iVlos Üootratos aleatorios y ¿1, registro,- 
aás'á este filtjind libro B¿ le'azremnn titnlo sobre censos.' ' 

CT-i- i._ i, ' 1. _!.(_' i_.U.: 11'.?: u j_i rxr.Ji: r>:_:i. _ ;i_ _j 




Sfegan el attloulo ^21, por virtud do ^a ley 57 y de la 153, quedó 
abolida \& legislación' i^^ joS extinguidas ^tados, extíepto las -dliipositjio^' 
nes de carácter administif^BtiTO seccional y' las 'de' pdiicín, ó sea aqn^Iaa 
que terseirl sobre iiatetias cava regulU^iób com'pe^ á las Asa'&bleas De-' 
partaméotales con arreglo 'á los artlpliló's'iSS'ii^lqp de la Consdtncffin. ' 

Xo^rémós especialmente qne el articuló' io de la ley Ífi3 d:éclM« 
que tódás las'leyes españolas están 'al)C)lídas. Asi bb que en delante e6-' 
lo se aplióarán en las controversias y meito^ sobre contratos Celebrada, ó 
actos ejecutados dnrante la vigencia q6 esas leyes,' ' 

1888. — Ley 9' de 31 de hnero ^^ppr la qnal se reforman aiffttnas dis- 
posiciones sobrQ Régimen político y miiáioipal y la lev 48 d¿ 1887.? Los" 
2 jiriraerOB artiíOQlos de ^sta ley se refieren i las íacnltades'de los" Seore-' 
tmos municipales pata antorisar escrituras y & la o().ncelación de éstas. ' 

La ley 30 de 25 de Febrero de este misino ^fio ^fqno rh'físrniktíVó- 
digo Judií ial y variaif otras leyese', contiene disposiciones sqWe oí inatrí- 
fficnio y sobre el cuasicontrato de comunidad. ' '' "' ''" ' ' 

La ley 35 de 27 do Febrero qae aprobó el convenio celebrado e\ SX 
de Diciembre de lí)?7 con \i 'SantÜ'gede, da tuerza de'ley é élansilis re- 
lativas al niatrimodia de'ígue tabla^éinoe en el capüitlo ' soto»' ase'C'on- 

La ley 50 de ?! de Mayo determina que el período de dnnwióQ de 
los Notarios y Registrtidoíes serft eí'Üe 5' años, (íontad<te desde ¿I 1? de 
Enero siguiente fl su elec¿ióa. ''''-■ 

La ley 83 de SO de Octubre dispone que en el Departamento de Pa- 
namá regirán las leyes que ea materia civil rigen en el reato de la Bep'^- 



MATKIMOKIO 89 

blica f 1]. Esto on virtud á que la Constitucióu establece que ese Depar- 
tamento será íidminÍ8tra;io con arreglo á leyes especiales. 

La ley 100 de 14 de Noviembre, que tiene 6 artículos, reforma el 
Código CiVil, la ley 153 de 1887 y la 8*? de 1888 en cuanto á personas ju- 
rídicas anteriores, y á las facultades de los Secretarios municipales para 
otorgar escrituras. 

La ley 149 de 3 de Diciembre de 1888 [Código político y municipal] 
modifica el título preliminar del Código Civil (artículo 12) respecto de 
la promulgación de las leyes, estableciendo la simultánea en \ez de la su- 
cesivUf y de la manera de contar los plazos legales de días, meses y años. 
(Artículos 4. o, 54&61). 



CAPITULO VI 

MATRIMONIO 



I. Antecedentes. — ll. Derecho nacional.— Matrimonio religioso. — Leyes de 
1823, 1820, 1828, 1832, 1837 y 1850.— Matrimonio ciyil.— Leyes de 1653^ 1856, 
1873, 1886, 1H87 y 1888. 



ANTECEDENTES 

El matrimonio, que es la base de la familia, la cnal á su vez lo es de 
la sociedad, tiene que ser asunto de grandísima importancia de cualquie- 
ra manera que so le considere. En el presente estudio vamos simplemen- 
te á iudicar las dis[)OSÍcioues legales que respecto de él han regido en la 
Ilación. Comenzaremos por las del Derecho español, pero ad virtiendo 
que nos referimos sólo á las que estuvieron en vigor entre nosotros, pues 
las demás no serín-a propias do este trabajo. 

Según la ley 1"*, título 2.**, Partida 4" el matrimonio es la sociedad 
legítima del honíbrí- y de la mujer, que se unen con vínculo indisoluble, 
para perpetuar su cs[)L'cie, ayudarse á llevar el peso de la vida, y partici- 
par de una misma suerte. 

En el matrimonio puede distinguirse el contrato del sacramento. 
Las leyes españolas hicieron inseparable lo primero de lo segundo y lega- 
ron á la autoridad eclesiástica tanto la celebración del matrimonio coma 
la decisión de puntos relacionados con éste, tales como esponsales, divor- 
cio y nulidad. Por lo mismo, lo dispuesto por dichas leyes está de acuer- 
do con el Derecho Canónico. 

Como al matrimonio suelen preceder les espo^isales, que son la pro- 
mesa de casarse que se hacen mutuamente el varón y la mujer con red- 
il] El artículo 1? do dicha ley dice: "Re^iráu en el Departamento de Panamá las 
leyes que en materia civil, de comercio, de minas y penal rigen en el resto de la Re- 
pública." 

En Panamá hay disposiciones especiales acerca de las Icgislacicncs judicial, fiscal, 
militar y de instrucción pública, según la misma ley. 

9 
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proca aceptación (L. 1* Tít. 1?, P. 4"), hablaremos de ellos previamente. 

Para la validez de los esponsales, se requería que los contrayentes 
tuviesen por lo menos 7 años cumplidos, que diesen su consentimienta 
con palabras, escritos 6 señales claras que exclujeson toda duda, y que no 
hubiese entre ellos impedimento dirimente. (Leyes 2% 4? y 6% Tít. 1.**, 
P. 4.*) 

Los esponsales contraídos por impúberes, para tener fuerza coactiva, 
debían ratificarse expresa 6 tácitamente por el varón en llegando á 14 
años cumplidos y por la hembra en llegando á los 12. (L. 8, Tit. 1?, P. 4') 

Los esponsales producían dos efectos : 1? Obligación recíproca de ca- 
sarse; pero si uno de los esposos rehusaba cumplirla, no podía compeler- 
le el Juez eclesiástico sino indirectamente, negándole la licencia para ca- 
sarse con otra persona; 2.° Una especie de afinidad, llamada de pública 
ho7iestidad, entre el uno de los desposados y los parientes del otro, limi- 
tada al primer grado por el Concilio de Trento. 

Entre las causas que disolvían los esponsales, de las cuales trata la 
Partida 4" citada, se encuentran el mutuo consentimiento de las partes,^ 
y el matrimonio de cualquiera de los desposados con otra persona. Es de 
advertir que el no cumplimiento de los esponsales daba derecho áindem- 
nización de perjuicios. 

El varón menor de 25 años y la mujer de 23, necesitaban para ca- 
sarse del consentimiento de su padre; en defecto de éste del de la madre; 
pero entonces el varón adquiría la libertad de casarse á los 24 años y la 
mujer á los 22. A falta de padre y madre el menor de 23 años y la hem- 
bra de 21, necesitaban del consentimiento del abuelo paterno, y á falta 
de éste del materno. A falta de los ascendientes indicados, se requería el 
consentimiento de los curadores, y no habiéndolod, el del Juez del domi- 
cilio; mas en este caso el varón era libre para casarse á los 22 años y la 
mujer á los 20. Ninguna de estas personas tenía que indicar la causa de 
su negativa. Los menores que se casaban sin el consentimiento incurrían 
en la pena de expatriación y confiscación de bienes y podían ser deshere- 
dados por sus padres. Los Vicarios eclesiásticos que autorizaban su ca- 
samiento incurrían en la misma pena de expatriación y en la ocupación 
de sus temporalidades. (L. 18, Tít. 2?, Lib. 10 Nov. Kec.) 

Los requisitos para la validez del matrimonio eran estos: 1.^ La pu- 
bertad, esto es, que el varón tuviese catorce años cumplidos y la mujer 
12 (L. 6.% Tít. 1.", P. 4.''). 2P El consentimiento de los contrayentes, 
el cual podía darse por palabras ó por sefias, de modo que podían casarse 
los sordo-mudos (L. 3.* y 6.*, Tít. 2.% P. 4*). 3.o La libertad de todo- 
impedimento dirimente, que son los que resultan del parentesco de con- 
sanguinidad ó afinidad; de la pública honestidad; del voto solemne de 
castidad; del delito de homicidio contra el primer cónyuge ó bien de adul- 
terio, cometido con esperanza ó promesa de casamiento ; de la diferencia 
de culto; del casamiento anterior que todavía subsiste; de la impotencia; 
del rapto, y de las Ordenes mayores. Estos impedimentos eran absolutos 
6 relativos, y unos, los impedientes ó prohibitivos, no admitían dispensa, 
y otros, los propiamente dirimentes, se podían dispensar por autoridad 
legítima (Leyes de la Part. 4.*). 4.° La presencia del Párroco y de dos 
testigos. No era necesaria la concurrencia personal de los dos contrayen- 
tes, pues podía contraerse el matrimonio por medio de apoderados, con 
tal que uno de aquéllos no se arrepintiese de haber dado su consentimien- 
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to por medio de poder antes de que el otro lo hubiese aceptado, aunque 
el apoderado y la persona con quien contraía, ignorasen absolutamente la 
revocación (Leyes 1*, Tít. 1/ y 5.% Tít. 2?, P. 4.*). 

El matrimonio válido era indisoluble. Por lo mismo, mientras durara 
la vida de los cónyuges, no podía ninguno de ellos contraer otras nup- 
cias. Sin embargo^ si no se había consumado el matrimonio, y uno de 
los cónyuges abrazaba la vida monástica, aunque fuera contra la volun- 
tad del otro, éste quedaba libre para casarse de nuevo. También cuando 
de dos consortes infieles, se convertía el uno al cristianismo, y no quería 
el otro seguir cohabitando con él, el convertido podía pasar á nuevas 
nupcias [Leyes 1.% 3.» y 7.% Tít. 2.% P. 4.»]. 

El divorcio era la separación de bienes y habitación entre el marido 
y la mujer; pero no disolvía el vínculo matrimonial fuera de los dos ca- 
sos mencionados en el párrafo procedente* 

La mujer podía pedir el divorcio si el marido la trataba con cruel- 
dad 6 sevicia; si vertía contra ella continuas amenazas acompaüándolas 
de graves injurias; si le armaba asechanzas para quitarle la vida j si le co- 
municaba algún mal, y continuaba viviendo en la disolución; si la acu- 
saba de adulterio ú otro delito grave sin probarlo; si llegaba á concebir 
contra ella un odio capital; y si la inducía al mal con pertinacia. El ma- 
rido podía pedir el divorcio, si la mujer había cometido adulterio; si bus- 
caba medios para quitarle la vida ó el honor, ó si le implicaba en alguna 
-acusación capital. 

Decretado el divorcio, el cónyuge culpado debía alimentar á los hijos, 
á menos que fuese pobre y el otro consorte rico; pero siempre debía criar- 
los y tenerlos en su poder el inocente. Prescindiendo de esto, el deber de 
alimentar y criar á los hijos hasta los tres años correspondía á la madre, y 
do esa edad en adelante al padre, á no ser que éste fuera pobre y aquélla 
tuviera por sí facultades para hacerlo [Ley 3, Tít. 19, P. 4.'J. 
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:matrimonio religioso 

1823. La primera ley expedida por la República respecto de puntos 
relacionados con el matrimonio, fue la de 21 de Junio de 1823 [L. 9.*, 
P. 2.% T. 4,o R. G.j *'que prohibe se exijau derechos por dispensas y pro- 
clamas matrimoniales^', la cual consta de 6 artículos. Se dispuso en ella 
que no se exigiesen derechos por las dispensas ; que para solicitarlas no se 
practicaran informaciones escritas j que todo se redujera á una certifica- 
ción del cura sobre el resultado de las diligencias hechas por él ] que no 
se practicaran informaciones de soltería; y que, en caso de ser necesarias, 
«e hiciesen verbales y sin derechos ; y finalmente, que no se exigiesen de- 
rechos por las dispensas de proclamas. De esta ley hablamos en el capí- 
tulo sobre Patronato. 

1826. La ley de 7 de Abril [L. 1.% P. 2.% T. 4.o R. G.] titulada '^so- 
bre edad hasta la cual se necesita del consentimiento paterno para con- 
traer matrimonio, y sobre las demandas de esponsales", ley que consta de 
17 artículos, contiene las disposiciones que siguen. 
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Los hombres menores de 21 años y las mujeres de 18, no podían con- 
traer matrimonio sin el conseati miento i^revio: 1.° Del padre y madre ; 
2.° Del abuelo paterno } S.' Del abuelo materno j •!.• DjI Curador j 5/ Del 
Alcalde. 

Dichas personas ejercían esa autoridad en el orden y del modo si- 
guientes: En primer lugar ambos padres, y en caso de divergencia pre- 
valecía el dictamen del padre aunque fuese opuesto al matrimonio. Por 
muerte 6 impedimento de alguno de ellos, reasumía toda la autoridad el 
sobreviviente, si era hábil para manifestar su voluntad. En el caso de 
mnerfce 6 de inhaDiÜtaeión de ambos, ejercía en segundo lugar dicha au- 
toridad el abuelo paterno; y en los mismos casos sucesivamente en terce- 
ro, cuarto y quinto lus^ar el abuelo materno, el curailor y el Alcalde. 

Se entendía sólo por inhabilitado el que se hallase en uno do estos 
cuatro casos: 1? Demencia perpetua ó temporal, ni i en tras duraba; 2? Au- 
sencia á países extranjeros de donde no podía recibirse contestación an- 
tes de seis meses; 3? Destierro perpetuo d^-l territorio de la República; y 
4? Condenación á pena infamatoria, mientras no se obtuviese rehabilita- 
ción. 

La calidad de empleado no dispensaba de hi obligación de pedir el 
consentimiento á las personas mencionadas, ni sujetaba á solicitar el de 
ningún otro superior en su carrera. 

El Presidente y Vicepresidente de la Hepiiblicu necesitaban el permi- 
so del Congreso para casarse con una extranjera TI]. 

Los militares únicamente est:iban obligados a jiJirticipar su matrimo- 
nio y el nombre de la persona con quien lo habían contraído, á las auto- 
ridades siguientes: Los soldados hasta sargento iuídusive al Comandante 
de su cuei*po; de Subteniente hasta Teniente Coronel inclusive al Coman- 
dante general del Departamento en que estuvieran acantonados, ó al Ge- 
neral del Ejército bajo cuyas órdenes sirviesen; y desde Coronel en ade- 
lante al Poder Ejecutivo de la República. 

Los varones des le los 21 hasta los 25 años, y las mujeres desde los 
18 hasta los 21, que tuviesen padre, estaban obligados á solicitar su per- 
miso para caí-arse, pero si se lo negaban, debían suspender el matrimonio 
por tres meses, en cuyo término lo pedirían nuevamente; y si pasados 
otros tres meses insistían los padres en su negativa, podían contraer li- 
bremente ijiatrimonio. Este permiso debía pedirse por medio del Alcalde 
respectivo, quien certificaría lo que resultaba; y si el interesado estaba au- 
sente, })odía valerse de apoderado al efecto. 

Ningún Juez, autoridad ni Tribunal de la República podía conocer 
de demanda alguna de los hijos, nietos y menores, cuando sus padres, 
abuelos, curadores ó Alcaldes respectivos hubiesen negado su consenti- 
miento para los matrimonios que intentasen contraer, ó cuando los pa- 
dres no querían dar el permiso de que trata el párrafo anterior. De modo 
que la negativa del consentimiento en todo caso era inapelable. 

El menor de 21 años y la menor de 18 que contrajesen matrimonio 
sin el consentimiento previo de las personas nombradas, podían ser casti- 
gados con la desheredación, ó bien con una prisión de seis meses á un afio, 

ri] Parece indudable que esta exótica disposición quedó derogada desde la sanción 
del artículo 86 de la Constitución de 1830; y corroborada después la derogación por el 
artículo 107 de la Constitución de 1832. 
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6Í tenían padre ó madre; si sólo abuelos paternos ó maternos, con una mul- 
ta á su fíivor de 50 á 500 pesos, ó de uno á tres meses de cáreol en defec- 
to de bienes; y si el curador, ii ocupando el Alcalde su lugar para estoca- 
so, por no tenerle, con la multa de 2o á 200 pesos 6 de 15 días á 2 meses 
de prisión por falta de bienes. 

El menor de 25 aüos y mayor de 21, ó la mujer mayor de 18 y me- 
nor de 21 que se casaba sin el permiso previo, ó antes del término que 
fija la ley en caso de negativa de éste, podía ser deslieredíido en Ja quin- 
ta parte de lo que le perteneciese, ó condenado á prisión por uno y hasta 
por tres meses. 

El padre como los abuelos paternos y maternos eran arbitros exclusi- 
vos para pedir ó nó la imposición de las penas mencionadas en los casos 
respectivos; pero el Curador y el Alcalde estaban obligados a hacerlo, di- 
rectamente el primero, y|)or medio del Procurador Municipal el segundol 
Todos ellos debían hacer uso de esta facultad dentro de un plazo íijo, que 
era de tres meses para el padre ó madre, siendo menor de 18 ó de 21 la 
hija ó el hijo casado sin su consentimiento, de un mes para los abuelos, 
el curador y el Alcalde, y de 15 días para el padre sic^ndo mayor de 18 y. 
menor de 21 ó mayor de 21 y menor de 25 el hijo ó hija casados sin per- 
miso ó antes del término prescrito. Estos términos debían contarse des- 
de el día en que cada uno de aquéllos tuviese noticia de haberse verifica- 
do el casamiento. 

Las demandas sobre el asunto debían entablarse ante la autoridad 
judicial, única competente para imponer las jjenas de cárcel ó multa; y 
el Juez, citado el reconvenido, oídas ambas partes, apuntadas en una re- 
lación sencilla sus razones respectivas, y sabido el hecho por ellas, daba 
su fallo, contra el cual no se admitía más recurso que el de queja, «i en 
el fallo se imponía una pena mayor de las prescritas, á fin de que, exigida 
la responsabilidad, se obtuviese la indemnización de los dafíos y peijci- 
clos sufridos. 

El Cura que administraba voluntariamente el matrimonio, presen- 
ciando el de menores de 18 ó de 21 afíos, según el sexo, que no tuviesen 
el consentimiento previo de las personas á quienes debía pedirse, qnedaba 
privado de su beneficio ó inhabilitado para obtener otro f*or d<« añOs ala 
primera vez, por tres á la segunda, y por siempre á la tf^reera: t £i los 
menores lo eran de 21 ó 25, pero mayores de 18 ó 21, serf.?! el miaño 
sexo, la pena en que incurría era un año de suspensión del uAnz^omoyor 
la primera vez, dos á la segunda, y los dos mismo» años de Rií^WfDSJÓn, 
pero unida á la reclusión en un Convento, á la tercera y en !íü5 sn^esesra^ 

Ijii ley concluye derogando cualesquiera leyes y dwfiKtfjcioDí* ífue le 
faeseii contrarias, sobre licencias ó permisos para conlnwrr mstriffiOLÍo. 

1828. En este año fue suspendida por el Lil>fna.iíiT, en de^rrev^ 'í*? 
15 de Marzo sobre pago de asignaciones hechaB á las e-eras eírie^íífetí'ii^s 
la ley de 21 de Junio de 1823 (L. O, P. 2, T. 4* IL <}j tZi lo ^y. t i .kwz 
contraria á dicho decreto. Este, que consta de íi «¡nífsttioi, zj* ÍÓj-tlíl : ü:- 
te de la Recopilación. 

El Libert;idor en decreto do 28 de Jubo de litt ÍL l-I K '■*. T. "'- 
R G.) consid'-rando que las disí^osiciorje.? del» iej '3e lí^C. o : ■: '^í- -_'_ z-j^ 
á los militares contraer matrimonio sin lj^3t:TjeA c»«2 ^>'o.e:v '/* , l. :a^* 
jniso de sus respectivos Jefes, eran con tiarint i la hií/aL ¿I*,:. • _ilí ^ 
ralidad del Ejército, dispuso lo que «igne. . * -^ - 
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Los Jefes j Oficiales del Ejército hasta Subteniente 2? inclasive, no 
podían contraer matrimonio, sin obtener preyiamente el penniso del Go- 
l)ierno, que debían solicitar por medio de los Comandantes generales del 
De})artamento respectivo, ó por conducto del Comandante en Jefe del 
Ejército, ó División en que sirviesen. 

Las clases de tropa desde Sargento 1." inclusive abajo, no podían 
contraer matrimonio sin previa licencia de los respectivos Comandantes 
generales de los Departamentos, ó del Jefe del Ejército, 6 División á que 
pertenecieran. 

El artículo 3.', último del decreto, suspendió las disposiciones de la 
ley de 1826 (artículo 5.**) relativas al matrimonio de los militares en lo 
que le fuesen contrarias. (1) 

El 31 de Octubre del mismo año de 1828 (L. 17, P. 1% T. 6, B. G.) 
el Secretario de Guerra, General José M.* Córdoba, en circular adicional 
al Decreto precedente, manifestó que consultándose si en la palabra Ejér- 
cito de dicho Decreto estaban comprendidos todos los individuos que co- 
rrespondían á él aunque se hallasen como reformados con licencia indefi- 
nida, ó dispersos, así como los milicianos que gozaban del fuero de gue- 
rra, se resolvía que los milicianos en ningún caso necesitaban de lieencia 
del Gobierno para casarse, ni tampoco los oficiales retirados con goce do 
fuero y uniforme ; pero sí los que sólo estaban en uso de licencia tempo- 
ral indefinida. 

1832. La ley de 13 de Febrero (L. 10, P. 2% T. 4", R. G.) declaró en 
su fuerza y vigor en todas sus partes la ley de 21 de Junio de 1823 "so- 
bre prohibición de exigir derechos de dispensas matrimoniales y de pro- 
clamas", la cual había sido suspendida, según hemos visto, en decreto 
del Libertador de 1828. 

1837. El Código Penal expedido en este año (Ley de 27 de Junio, 
L. 1% P. 4.' T. 2.°, R. G.) derogó las penas impuestas por la ley de 7 de 
Abril de 1826 á los que contraían matrimonio sin licencia ó permiso, y á 
los Curas que los autorizaban, al establecer las que siguen. 

Los que contrajesen matrimonio [artículo 457| sin las formalidades 
establecidas, serían castigados de esta manera. Si las formalidades eran 
de aquellas cuya omisión causa nulidad, los que á sabiendas contrajesen 
semejante matrimonio nulo, sufrirían una reclusión de 3 á 6 años; pero 
si después de cometido el delito, y antes de sentenciados revalidaban el 
matrimonio con las formalidades necesarias, sufrirían un arresto de 4 á 
6 meses. Si las formalidades omitidas no inducían nulidad, pero sí eran 
de las que se requieren por derecho para la celebración de tales contra- 
tos [como la licencia de padres, abuelos &*] los contrayentes sufrirían 
un arresto de tres meses á un afio. 

El sacerdote que autorizaba un matrimonio nulo por falta de forma- 
lidades, era inhabilitado perpetuamente para obtener empleo, cargo 6 be- 
neficio, y sufría destierro de la Provincia en que se había celebrado el ma- 
trimonio, por 2 á 4 años. Si la falta de las formalidades no anulaba el 
matrimonio, sufría un destierro de la misma Provincia, por 1 á 2 años. 

[1] Citaremos como hecho que no deja de tener importancia que en 9 de Agosto 
de 1828 dispuso el Libertador Presidente que no se permitiera contraer matrimonio en 
Colombia á niagún español mientras durase el estado de guerra con España. 
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Los testigos que á sabiendas presenciaban un matrimonio nulo, su- 
frían recínsión por 4 meses á 1 año. 

Los funcionarios públicos, eclesiásticos ó civiles, á quienes tocaba in- 
tervenir en los matrimonios, que autorizaran ó permitieran que se con- 
trajese por personas no habilitadas con la licencia que la ley requería, eran 
suspnsos de sus empleos ó beneficios por 4 á 6 años. Los testigos que á 
sabiendas presenciaban el matrimonio de personas no habilitadas con tal 
licencia, sufrían un arresto de 2 á 6 meses. 

Es inútil agregar que el Código castiga á los bigamos y á los que se 
casaban sabiendo que tenían impedimentos dirimentes. La pena que se 
les imponía era la de presidio. También castiga el amancebamiento y el 
adulterio [1]. Sobre estos puntos hablaremos en el capítulo destinado á 
las leyes penales. 

1850. En este año se expidió la ley de 21 de Marzo "sobre mayoría 
de edad", que aunque no trata del matrimonio está relacionada con éste, 
y por eso creemos oportuno hablar de su contenido. 

Según dicha ley, que consta do 15 artículos, eran infantes los indivi- 
duos de uno y otro sexo, desde su nacimiento hasta la edad de 7 años; 
próximos á la infancia desde los 7 hasta los 10 J; próximos á la juventud 
desde esta edad hasta los 14 años los varones y hasta los 12 las hembras; 
y menores los individuos de ambos sexos que no habían cumplido 21 años 
[2]; y se llamaban pupilos los varones menores de 14 años y las hembras 
menores de 12, que hubieran salido de la patria potestad. 

Dispone que á un pupilo que no tuviera tutor testamentario, se le 
nombrase uno por el Juez, si los parientes no solicitaban la tutela den- 
tro de 30 días contados desde la falta de representante del menor; que á 
los menores que no estuvieran bajo la patria potestad debía nombrárse- 
les un curador ad hona cuando lo pidieran, y uno ad litem para compare- 
cer en juicio; que los casados mayores de 18 años y menores de 25 [?J sa- 
lían de la cúratela y entraban en el libre manejo de sus intereses y de los 
de su consorte, y no disfrutaban de otro privilegio que del de la restitu- 
ción in integrum conforme á las leyes; que los contratos celebrados por 
los pupilos sin. consentimiento de sus tutores, eran nulos cuando perju- 
dicaban á los pupilos y válidos si les eran útiles; que los contratos cele- 
brados por loa tutores ó por los pupilos con consentimiento de aquéllos, 
quedaban suj^os á la restitución m integrum, se^ún la ley; y que los con- 
tratos celebrados por los menores sin consentimiento de sus curadores, 
eran nulos cuando les perjudicaban á los menores, y los hechos con ese 
consentimiento, ó por menores que no tuviesen curador, quedaban suje- 
tos á la restitución in integrum. 

El artículo 12 indica cuándo debían comenzar á contarse los cuatro 
años para pedir esa restitución en los diferentes casos que podían ocurrir. 

El articulo 13 dice que los pupilos, al cumplir 14 años los varones y 
12 las hembras, salían de la tutela [3]; y el 14 que ^*los menores al cum- 

[1] Notaremos que el Presidente provisional de los Estados Unidos de Colombia, en 
Decreto de 18 de Junio de 1862 derogó los artículos de este Código que castigan el 
amancebamiento^ y que el Código Penal de 1873 no irapu3o pena á ese delito. 

[2] De acuerdo con el Derecho español eran menores cuando no habían cumplido 
25 ^os. 

[3] Lo mismo disponía el Derecho español. 
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plir los 21 años entraban en el libre manejo de sus bienes y peculios ad-' 
venticio, castrense y cuasi castrense y hacían suyo el usufructo del ad- 
venticio". 

* * 

3IATRIM0NÍC> CIVIL 

1853. Ley de 20 de Junio "sobre matrimonio". Esta ley, que esta- 
blecía en la República por primera vez que el divorcio disolvía el raatri-' 
monio, está dividida en 8 títulos, subdivididos algunos de éstos en capí- 
tulos, y comprende 55 artículos, liaremos algunas observaciones sobre lo 
principal de su contenido. 

El título 1? trata de las personas que pueden contraer matrimonio. 
El varón mayor de 21 aüos y la mujer de 18 podían contraerlo libremen- 
te. Los menores de esas edades necesitaban el permiso escrito de sus pa- 
dres ó de uno de éstos j á falta de ambos, el del curador; y á falta de éste, 
el del Alcalde respectivo. La falta de permiso hacía responsables á los 
funcionarios correspondientes y á los menores, quienes incurrían en las 
jienas señaladas en los artículos 457 y 461 del Código Penal de 1887, las 
cuales mencionamos antes, según el caso. Sin embargo, la falta del per- 
miso no anulaba el matrimonio. 

El título 2.° trata de los impedimentos para poder contraer matri- 
monio; y el título í3.% de las formalidades para su celebración. Sólo no- 
taremos que entre las personas que no podían casarse, están el varón me- 
nor de 14 años y la mujer de 12, y que el matrimonio debía celebrarse an- 
te uno de los Jueces parroquiales del Distrito de la vecindad de la mujer, 
con la presencia y autorización de dos testigos hábiles previamente jura- 
mentados. La ley no reconoce el matrimonio religioso. 

El título 4.° trata de los derechos y deberes que emanan del contra- 
to del matrimonio ; el 5.°, de las demandas sobre nulidad de éste. No 
podían intentarse sino i)or los contrayentes, sus padres, Curadores ó por 
algún tercero interesado en ello, y de ellas conocían los Jufcces de Circui- 
to observando los trámites de los juicios ordinarios. 

El título 6.** trata de la disolución del matrimonio. So disolvía (ar- 
tículo 30) por la muerte de alguno de los cónyuges ó por divorcio legal- 
mente decidido. Este título está dividido en 2 capítulos, de los cuales 
el l.o habla del divorcio por delito de uno de los cónyuge^, y el 2.^ del 
divorcio por el consentimiento mutuo de éstos. Ambos divorcios disol- 
vían el vínculo. Los delitos causa de divorcio eran : adulterio de la mujer;- 
amancebamiento del marido; graves y frecuentes injurias ó maltratamien- 
to de uno de los cónyuges hacia el otro, y ausencia de un cónyuge aban- 
donando al otro por más de tres años. El consentimiento mutuo no era 
causa de divorcio en estos casos : si el varón era menor de 25 años y la 
mujer de 21; si no habían transcurrido dos años después de celebrado el 
matrimonio; si habían transcurrido 20 después de esto; si la mujer tenía 
40 años cumplidos, y si los padres de los cóuyuges no convenían en qxio 
el divorcio 80 efectuase. El divorcio voluntario no podía decretarlo el 
Juez sino después de un año de solicitado, y previas ciertas formalidades 
que tenían por objeto ver si se lograba la reconciliación de los cónyuges. 

El título 7.® trata de los efectos del divorcio. Sólo observaremos que 
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resuelto judicialmente el divorpio voluntario, los hijos menores de 7 afios 
y las mujeres en todo caso, quedaban en poder de la madre, y los hijós'. 
Varones mayores de 7 años en poder del padre. Si el divorcio &e decreta- 
ba por delito de uno de los cónyuges, los hijos quedaban á cargo del ino- 
cente. ^ i * 

Entre las (disposiciones viarias del título 8.®, la del artículo 55 dice: 
"Por la presfehteley no se innovan en manera alguna las leyes "^o per- 
miten la separación de los consortes por tiempo, -ni las que determinan 
los efectos civiles do estas separaciones.'- 

1856. Ley de 8 de' Abril *^sóbre matrimonio^. Está dividida en 6 tí- 
tulos que comprenden 68 articiilos. ' * - • • • 

En las disposiciones 'preliminares del título IP, se establece que el 
matrimonio sólo puede disolverse por Ta muerte de alguAo dé los cónjru* 
ffes. Desapareció, pues, en este año el divorcio como* disolución del ma- 
trimonio, que permitía la ley de 20 de Junio de 1853. Ningutia ley pos- 
terior nacional [no hablamos de las de los antiguos Estados] ha vuelto á 
establecer el divorcio como disolución del vírículo matritíioniai. 

El título 3.^ trata de las personas que^pued'en edntraer matrimonio 
y de las cualidades y condiciones que se requieren yiata contraerlo. El 
hombre ei-a nubil á los 14 años y la mujer á ios 1^.* En este punto no se 
ha introducido hasta ahora variación álDerechd espáfioL El varón me- 
nor de 21 años y la mujer de 18 necesitaban para feaaarae del consenti- 
miento de sus padres/ á falta de éste del del -curador, y á falta de éste, del 
del Juez parroquial. El matrimonio contraído sin este consentimiento, 
no era nulo; pero los contrayentes y los funcionarios respectivos, incu-^ 
rrían en* la^ penas de los artículos 457 y 461 de la Lrey It, P. 4.*, T. 2?, 
IR. Gr. (Códigp Penal de 1837). Era prohibido el matrimonio en la línea 
recta de ascendientes ó descendientes, entre herma^osy hermanas, en- 
tre adoptantes y adoptivos y entre adúlteros. El cónyuge que intencio- 
lialmente^ matara ó hiciese matar al otro ó maquinare con este objeto, y 
el que estuviera casado, ?io podían contraer matrimonio; este mientras 
subsistía el vínculo anterior. ' . ;. \ 

Et título 3.** señala las fornuilidacles para la celebración d^ matri- 
monio. Debía celebrarse ante el íí otario, y donde no lo hubiese, ante:el 
Juez parroouial'de la viecindad de lá mujer:- Las formalidades era« se- 
mejantes á las de hoy. El artículo 3. ^^ de este título, dice: "Es válido, 
para los efectos civiles, el matrimonio celebrado conforme al rito religio- 
so de los contrayentes, cenital que después de la celebr^ión comparez- 
can ante el Notario ó Juez del Distrito de la vecindad de ki mujer y dos 
testigos y expresen que ha habido mutuo y libre ' consentimiontoj y con- 
lonrran lai^ .eualidad.e& y condiciones del título 2." de esta ley.'' El matri- 
monio celebrado* en el extranjero entre granadinos, ó entre éstos y exr 
tranjeros fera* válido, siempre que se celebrase según las leyes del país en 
que se había contraído. 

El título 4.0 trata de la nulidad del matrimonio. Sólo notáremos 
que los cónyuges podían ocurrir á la awtoridad religiosa de su respccti- 
nra comunión para solicitarla nulidad siempre que ella hubiese celebrado 
el matrimonio. Los Jueces civiles competentes en el asunto eran los de 
ílircuito. El matrimonio declarado nulo producía efectos ciyilesá respecto 
^de los esposos 6 hijos si se había contraído de buena fe. 

El título 5.* señala las causas de separación de los cónyuges. Eran: 

10 
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adulterio de la mnjer^ amancebamiento del marido v graves y frecuentes 
injurias 6 maltratamientos de obra de uno de los cónyuges hacia el otro. 
El articulo 63 dice: "La separación de los cónyuges decretada por la au- 
toridad correspondiente de la congregación religiosa que haya celebrado 
el matrimonio, tendrá la misma validez y surtirá los mismos efectos 
que si hubiera sido resuelta por las autoridades, con las fórmulas oue ee 
han prescrito, si los contrayentes se sometieren yoluntariamente á la ju- 
risdicción de la expresada autoridad religiosa." 

Del título 6.% "Disposiciones varias", sólo insertaremos el articulo. 
68. Dice: ^'Los matrimonios celebrados después de la sanción de la ley 
de 20 de Junio de 1853, sin llenar las formalidades establecidas en ella, 
serán, no obstante, válidos, con tal que se l^ayan verifícado conforme al 
rito religioso de los contrayentes y q^e éstos cumplan lo dispuesto en eJ^ 
artículo 30 de la presente ; esto es, que comparezcan ante el Notario ó 
Juez del Distrito para llenar las formalidades imp^uestas á ^os q^e ^p^- 
traian matrimonio religioso de que antes hab^ap^os (1). 

1873. — El 26 de Mayo de este aÁo «e saip^cio^ó un Código Civil Na- 
cional (Ley 84) basado en el chileno. Como es el que actualmente rige 
en toda la República desde el 23 de Julio de 1887^ de acuerdo con. la ley 
57 de ese a^o^ noa limitaremos á ^nas pocas cbs^yacictues respecto d^ ^o 
que dispone acerca del matrimonio (2). 

[11 Como después de la creaei6^ de los Estados tienen quizá más importancia la^ 
leyes de éstos aue las de la Re^xública, porque casi todas las de ésta relatiyas al Dere- 
cho prtyado sólo rigieron en los Territoiios nacionales, agregamos un Apéndice sobr^ 
el Dereclio ailtioquef^o q\^e comprende 4^ 18516 á 1886. A pesar de ^tp y amos á anti- 
cipar algunas obseryaciones acerca de las leyes sobre matrimonio que :^giero9 en e^ 
eztineqTdo Instado de Antioquia. 

1896.— La de 27 de Noyfembre de este a|Ío íi^e la primera. Reconoce como váli- 
dos los matrimonlof celebrados conforme á las prácticas y ritos religiosos d^ los con-, 
trayentes. 

1866. — ^El Código de Cundinamarca que se adoptó para el Estado, y que comen- 
so á regir el !.• de Suero de este afio, reconoce el matrimonio puramente ciyil cpmq 
regla general y el religóse como excepción; pero obligatorio en ciertos casos, cómo 
para los católicos, según la ley adoptante. 

1875. — ^Habiéndose suspendido por la Corte Suprema los artículos del Código, 
que reconocían los matrimonios religiosos, se expidió la ley 281 de 10 de Septiembre 
de 1875 que yuelve á darles validez. 

1876. — En este afio anul^ el Seni^Q tanto aquellc^s artículos con^o iQS correspon- 
dientes de la ley citada, que yá habían sí4q sqspeqdidos por )a Corte, y por coüqsí- 
yuiente sólo quedó el matrimonio ciyil. 

1877.-1^ lev 43 de 6 de Pioienibre de este afio declaré) que sólo producían efec-: 
tos civiles y politioos los matrimonios civiles. 

1881.-^Iia ley 106 de 18 de Enero de este año, derogó la ley precedente númerq 
48; pero sólp recouoció el matrimonio civil. 

1^. — El Decreto número 815 de 24 de Septiembre de este aQo, expedido por el 
Jefe Civil y Militar del Estado de Antioquia, dispuso que rigiría^ las disposicionea 
del Código Civil como estaban en la edición de 1870, con las únicas variaciones que 
les hace el Decrete, y agrega [artículo 14] que son válidos los matrimonios religiosos. 

En el Apéndice entraremos en pormenores sobre el contenido de las leyes mencio- 
nadas, asi con^o acerca de la ley de 6 de Julio de 1863 que adopta Códigos, entre f^llpn 
el Ciyil de Cundinamarca. 

[2] Cuando se celebra un matrimonio hay unión de personoi y de bienes: lo pri- 
mero constituye el matrimonio y lo segundo las capitulaciones matrimonicUes. El Codir 
go Civil trata del matrimonie en su libro primero, y de las capitulacioQps ejí ^j puar? 
to. Del presente capitulo sólo es asunto e) matrimonio. ' 
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Según el artigo 1^0 tos esponsales 6 desposorio^, 6 sea la promesa 
de matrimonio tnntaamente «catada, es nn necho privado qne las leyes 
íiometen enterátíiente al hofíiot y ccmciencia del individuo, y que no pro- 
duce obli^aciión ningtina anto la ley tsivil. Sin embargo-, de la multa es- 
tipulada a íáVor de uno de lús -esposos para el caso de no cumplirse loi^ 
esponsaléfe ^ que se hlibiere TSatisfecho, no puede pedirse devolución ; y 
hay derecho para deniütiáar la tei^ituci&& de las cosas donadas bajo la 
éófidicHón dé un matrimonió i^ue no se lia efectuado. 

El matrimonio es ún cdüírafto solemne ;por el cual un hombí^ y una 
tóu jer 88 unen con el fin de Vivir jtintos> de procrear y de auxiliarse mu* 
tuamente (artículo 113). Esté douítrato puede -cdiebrarse por me^ de 
apoderado. 

El Varón iháyor de ^1 áfios y la mujer de 18, pueden contraéí: Itta- 
trimóttió libremente. Los menores áe éstas edades para celebrarlo necé- 
,sitan del permiso expreso, poi* escrito, de>us ^adi'es legititnos ó natura- 
les; del padre y de la iñadre adoptantes; de losínscendientesóáe Un ctr- 
Vador, según el éaso. Soló éste está obligado á indicar -la'Cáttda porque 
niegk el pormliso, ^la cual no fpuede ser ^no una d^ Itüs ^ue. menciona ie& 
•abitólo 122. ... 

El que no habiendo cuítiplido la edad dé; Que se trata, se case sin él 
'bonáéntimidñto de un ascendiente, puede ^^er desheredado por éste, quien 
además puede revocar las doná,6iones que antes del matrimonio le naya 
hecho,, y por los ótrós ascendientes. Si la.lgUno de éstos muriere intesta* 
'<do, él descendiente no tendrá tüás que la mitad de la porción de bienes 
que le hubieren coiTesppndido en la sucesión del difunto. El nUitrimonio 
cóütráí&o'sin consentiürientb no privlt der&etééhp'&e'áKmentoS. 

^ 'El matrimonio sé belébrará ante él Juez dé \Distríto 9e la vecindad 
de la itíiijér, con la presenciay autorización áé dos testigos 'hábiles, píe- 
viadente juramentados. Por tanto, él Código isólotrecónoce el matrimo* 
nio civil y no da ninguna vslidez al religioso. , 

El ár tí cilio *14Ó ésti9,bléce 14 motivos de nüliila& dermatrímonio. Só¿ 
•ló ndtaremo^s que étítre éátos están el haberse celebrado el matrimonio 
entt'é una mujer menor dé 21 años, aunt][ue esté habilitada de edad,, y el 

Sud^dador que haya administi^do 6 a^mihistre sus bienes, si la cuenta 
e. la administración no ha sido aprobada por el Juez; y el haberse con- 
^tr^do'Bntre los descendientes del tutor ó curador y su pupilo ó pupila 
aunque esté habilitado. Estos dos motivos no anulaban el matrimonio, 
'SÍ habiaáido autorizado por el ascendiente, cuyo consentimiento fuese 
lieci^a^o para contraerlo. 

^Las nulidades absolutas 'del matrimonio, entre las clntlesise encuen- 
tran Isra prevenientes de parentesco de consanguinidad en línea aseen- 
'diélite ó descendiente ó de segundo grado enla trasversal entre los con- 
trayentels, y él vínculo de uno de'és^s en máttímonio anterior, no po- 
dían sanearse (artículo l46) por la ratificación de las partes, ni por Un 
lapso de tiempo menor d^ 20 años. Por lo mismo, un matrimonio absolu- 
tamente nulo^ aun por una de estas dos bausas, podía validarse por pres- 
cripción, lo que parece tin absurdo. 

Los hijos procreados en un matrimonio que se declare nulo, son le- 
gítimos en todo caso respecto de ambos padres (ai?t. ^149). ^. 

El articulo 153 dice: ''El divorcio no disuelve el matrimonio, pero 



iÓO DERECHO COLOMBIANO 

suspende la vida comúu de los casados." Por consiguiente, sólo lo disuel- 
ve la muerte de uno de los cónyuges y asi lo establece el artículo 152. 

Las causas de divorcio son; el adulterio de la niujer, el amanceba- 
miento del marido, la embriaguez habitual de uno de los cónyuges, el 
absoluto abí^ndouo en la mujer de los deberes de esposa y de madre y el 
absoluto abandono del maridó en el cumplimiento délos deberes de es- 
poso y do padre, y los ultrajes, el trato cruel y los maltratamientos de 
obra, si con ellos peligran la vida de Jos. cónyugues, ó so hacen imposi- 
bles la paz y el sosiego domésticos. El divorcio sólo puede ser demanda- 
do por el cónyuge que no Jiaya dado lugar ^ ól. 

No reconociendo el Código sino el matrimonio civil, de los juicios 
de nulidad y divorcio únicamente podía ccnociir la autoridad civil. 

El Código Penal sancionado en 1873 (Ley 112 de 2G de Julio), quo 
derogó el de 1837, eu el capítulo sobre Delitos contra el matrimoiiio con- 
tiene estas disposiciones» , , . 

Art. 337. Los que por razón dp su ministerio^ ó en ejercicio de sus 
funciones, autorizaren la celebración d^ un. matrimonio por menores nó 
habilitados con la licencia que la ley requiere, serán destituidos de sus 
empleos, «i éstos fueren lucrativos, y si fueren onerosos, pagarán una 
multa de 20 á 100 pesos. ... . , . ^ 

Los testigos de la ceremonia, que l^i presenciaren á sabiendas de fal- 
tar la licencia requerida, pagarán la niitad de la multa señalada en este 
artículo. . '; ( • 

Art. 338. ;Los menores que contrajeren matrimonio sin la licencia 
que la ley requiere, sufrirán arresto de quince días á dos -meses en edifi- 
cios distintos, tS i la licencia no debía obtenerse sipo por uno de los con- 
trayentes, y el otro fuere sabedor de que faltaba, será castigado como 
auxiliador,, ,-•,... - 

188G. JEn 1885 desapareció de ¿echo la iederación, y en el año 8\- 
guieute la Constitución política declaró que la ]^í ación se reconstituía 
en forma de República unitaria. íío obstante esto, como era imposible 
expedir inmediatamente todas las leyes que debían regir ea el Pais, en 
ib1 artículo H transitorio de la Constitución estableció ,qtie mientras el 
Poder Legislativo no dispusiese otra cosa, continuaría rigiendo en cada 
Departamento la Legislación del respectivo justado, al ciflal reemplazaba. 
Pero esto no significa que hubiese quedado derogada la naciong-l. . 

En el asunto de que traíamos, lo que poden^o^ llamar interregno, 
í6 sea época en que transitoriamente sigicron rigiendo las Iéy¿ de los 
antiguos Estados, duró basta 

' . .1887. La ley 57 de 15 de Abril ''sobre adopción de Códigos y nnifi- 
caéión de la Legislación nacional" introdujo reformas al Código Civil en 
el asunto del matrimonio. Mencionaremos algunas. 

El art. 12 dice: ''Son válidos para los efectos civiles y políticos, los 
matrimonios que se celebren coniforme al rito católico." 

Según el art. 14 mientras una mujer no hubiere cumplido 18 años, 
no será licito al tutor 6 curador que haya administrado 6 administre 
sus bienes, casarse con ella sin que la cuenta de la administración hay^ 
sido aprobada por el Juez con las formalidades legales. Igual cprohibi- 
ción habrá para el matrinaonio entre los descendientes del tutor ó cura- 
dor y el pupilo ó pupila. El hombre que se case católicamente, median- 
do el impedimento expresado en este artículo, quedará privado ^de la 
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administra^iión de los bienes de su mujer. Desapareció, pues, la nulidad 
del matrimonio que establepía el Código Civil en estos casos. 

El art. 15 declara insúbsanableg las ntilidade? absolutas del matri- 
monió. Por consiguiente, no podrán ¿anearse por ^resoripcióu de más 
de 20 años, , . . • , 

La nulidad, de los matrimonios católicoé, y Tx>s juicios de divorció 
de éstos, se regirán perlas leyes do la Iglesia (arts. 17 y 18). 

Los matrimonios católicos, celebrados en cualquier tiempo, surtirán 
todos- los efectos civiles y políticos desde la promulgación de la ley de 
que tratamos (artículo 19).. 

Esta ley y las siguietires dejaron subsisteníe el matrimonio civil. 

El Código Tenál del extinguido Estado do Cundinamarca, adoptado 
para toda la República por la citada ley 5Í, y que vino á reemplazar á 
Iqs de los Estados y al,nacional de. 1873, en el cajüítitlo sobre, "bigamos 
y personas que se casáfi con impedimento, ó sin las debidas formalida- 
des", castiga con una multa de 25 á 100 posos y con a'percilbimiento al 
funcionario público que en la celebración de los matrimonios omita algu- 
na formalidad que no anule el matrimonió, seguramente como el consen- 
/timiento que necesitan los menüres pat^ casarse y de que antes habla- 
mos. El Código no señala pena para éstos cuando se casen sin dicho con- 
jsentimiento. Inútil es agregar que tíá^tiga^ á los qáe. contraen matrimo- 
. nios nulos á sabiendas, y á los que 1qs= presencian como testigos ó . como 
empleados píiblicos [artículos 322 y eáguií^inte^J. ^ • 

La ley .153 de 24, de Agosto del mism6 í;iño de 1887, declara, como 
explicación al .artículo 19 de la ley 57, que los matrimonios celebrados 
en la Repúb\ica.'ei\ cu,alquier tiempo conforme, al rijbp católico, se reputan 
legítimos, y surten, desde que se administró el sacramentó, los efectos 
civiles y poííti(5os qi^e la ley seí^ala al matrimonio, en cuanto este benefi- 
cio no afecte d^fecnos adquiridos por actos ó contratos realizados por 
ambos cónyuges, ó. por uno.de ellos, cqn terceros, conarreglo á las leyes 
civiles que rigieron en el respectivo Estado ó Territorio antes del 15 de 
Abril de 1887. :...,.. 

Según el artículo §1, de los ji\ioio§ de nulidad y de divorcio do ma- 
trimonios católicos celebrados en cualquier tiempo^ conocerán exclusiva- 
mente los Tribunales eclejgi^sticóg, pon.arreglo á. laSj leyes caiiónicas. 

1888.— rLa ley 30 de 25 de Febrero contiene estas disposiciones re- 
lativas alipatrimonio: • i : :• . ; , 

Art. 31. El matrimonio cóntraíidp conforme á los Vitos de la Reli- 
gión católica anula ipso jure el njatrimojiio puramente civil> celebrado 
'ante9 por los contrayentes con otra persona. . ., , ^ 

Art. 35. Para los efectos meramente civiles> la ley reconoce la legi- 
timidad de los hijos concebidos antes de que se anule un matrimonio 
civil á virtud de lo dispuesto en el artículo anterior. 

Art. 36. Él hombre que habiéndose casado civilmente, se case luego 
con otra qiujer con arreglo á los ritos de la Religión católica, es obliga- 
do á suministrar alimentos congruos á la primera mujer y á los hijos ha- 
bidos en ella, mientras ésta no se case católicamente. 

Según el Convenio celebrado con la Santa Sede y aprobado por la 
ley 35 d© 27 de Febrero de 1888, el matrimonio que deberán celebrar to- 
dos los que profesan la Religión católica^ debe verificarse de conformi- 
dad con Jas disposiciones del ConciHp áe Trertta; la celebración aera pre- 
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«eaciada por el fuíicionario (jue 1a ley detcrm¡r\c pará que se llev^ eí 
registro civil; [IJ pero la omisión de esto no anula el matrimonio; y se- 
%*áii de 'la exclusiva competencia de ia autoridad et^lcuiástica las cansas 
inatrimdtiiales que afecten el vínculo del matrimonio y lá cóUábitacióu 
'<le ios cónyuges, así cónio las que se refieran á la validez dé, lod esponda- 
ks. Lois efectos civilc^s del matrimonio so regirán por el poüef ^ivih 
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MAYORAZ&OS 



I. Antrc8!6entA.— 6. jDKRtícHo Nacional*. Lepa de 1821, léu, ifléo, 1848, lÍ85á; 
186?, 1876, leáe, fSé? y l€f58. 



ANTECEDENTES 

Mayorazgo es el deí*dc«o de suceder éu los bienes Vinccilííidos, é¿to es^ 
•éti los bienes sujetos al perpetuo doAibió en alguna familia con prohibi- 
ción de enajenación. Sucedía en ^Uos el primogénito {2) de la familia 
con la condición de conservarlos íntógl'os pata trasmitirlos á quien co- 
rrespondían por sil muerte. Con la palabra trtAyorazgo «e designa !táni«' 
bien el conjunto do bienes vinculados, y lá persona qHíe los posee 6 lia de 
heredarlos. , 

Los mayorazgos comenzaron en España en el siglo XIII imitando 
los ricos y poderosos lo dispuesto en las Partidas (L. 2»'% tít. 16, P. 2?) 
sobre sucesión á la Corona. Las leyes de Toro los impulBaroiñ y i'egnílari^ 
zaron, disponiendo especialmente que se entendiesen amayorazgadas laá 
obras y mejoras hechas en los mayorazgos. A fines del siglo XV fue. 
cuando empezaron á propagarse con más entusiasmo, y desde principios 
del XVl no hubo 'familia, piléde decirse, poseedora de mediana fortuna^ 
que ttíí^la vihciilase para conservar su lustre y su nombre. 

Los tñlEiyórifzgos se fundaban |k)r testamento ó por contrato. Así es 
que cualquiera pei*sona hábil para testdi* y contratar, podía instituir ma- 
yorazgo u vínculo, de parti^ ó de todos Sus bienes, con tal de que no se 
perjudicase en su legítima á los herederos forzosos. Fundado el mayo* 
razgo los bienes que lo constituían üLdquiríian el Carácter de inenajena- 
bles, pues necesariamente habían de -pasar á determinadas personas. Pa- 
ra vincularlas legítimas se necesitaba liceticia real. Eáto hasta 1789, 
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[1] En las cabeceilas de Circuito de Notaría, el Notario; én los deAiás B^tritoi^ 
Secretario del Concejo mumcipal, según resoluciones del 8r. Ministro de Qotiiemo dB 
22 de Junio y 28 de Agosto-de 1^, publiifiiadas respectivamente en los niimerbe 7i^l81 
y 7,50 L del Diario Ofiaal, pues hasta ahora la ley no ha detenninado el funeionaTÍo 
que debe llevar el registro ciyil del matrimonio, ni las obligaciones de este empleado 
en el particular. 

[2] Había mayorazgos en que no sucedía el primogénito; pero según algunos ^X^ 
pofiitores, no lo eran propiamente. Había otrts temporales. 



porque en aquel aíío se exigió esa licencia en toda xincnlación; y ad:emási 
se autorizó á los fundadores para revocar los mayorazgos íiOtSta Isi hora^ 
de la muerte. Antes había casos en que no podían s^r revocados^ 

Los mayorazgos se dividían en perpetuos y temporales,, y en regula- 
res ó irregulares. Se llaraabf|.n perpetuos cuando los bienes debían per^. 
manecer siempre vinculados. En este caso si se ei^tinguía la familia 4 
cuyp favor se había instituido, se pasaba á otros parientes, fuera de los- 
Jlauip,do8, y de éstos á los extrjiños que nombraba el último poseedor. 
Eran temporales cuando se fundaban únicamente para ciertas líneas 6. 
ppvponas, mandando el fundador que acabadas 6 muertas cesase la vín- 
pulaoiqn de sus bienes, y pudiese el ultimo poseedor dijsponer de ellos 4 
su arbitrio, Jfip la sucesión del mayorazgo regular se QbservabajUj las re- 
glas de la sucesión á la Corone; así es que se llamaba primero al hijo va- 
rón mayor v á sus descendientes legítifnos prefiriendo siempre el muayor 
al menor, y (bÍ varón á la hembra; y después se llamaba á los (^más hi- 
jos y á su¿ descendientes observándose el mismo orden. En el mayoraz- 
go irregular no so guardaban aquellas reglas, sino lo que el fundador dis- 
ponía en el particular. 

A todos los mayorazgos se les aplicaban varias reglas, tales como la; 
de que eran indivisibles, la de que debíi^n tenerse preseip^tcs cuatro cosas, 
para adjudicarlos: la Ifnea, el grado, el í^exo y la mayor edad (leyes 8 j 
9, tit 17, lib. 10, Nov. Rec); la de que el hijo legitimado por subsi- 
guiente matrimonio se entendía llamado ^ la sucesión desde el (iempodo 
su legitimación [L. 1.*, tit. 13, P. 4.»]; lá de que la proximiaad de pa- 
rentesco se había de considerar respecto del último poseedor; la de que 
.en los mayorazgos no se sucedía á éste por derecho hereditaiip, sino de, 
sai^gre; y que por lo mismo el mayorazgq pertenecía al prinp(ogénito del 
poseedor aunque éste 1q hubiese desherisd^do ; la de que las fortalezas, 
cercas y e4ifícios que se hicieranl ó repararan en los pueblos y hereda- 
mientos de mayorazgo, cedían y correspqriilían á éste [L; 6, tit. 17, lib. 
^0, Nov. ¡feec.]; l^de que el mayorazgo se podía probar, entre otros, por 
estQs medios: esieritura de fundapión, testigos y costumbre inmemorial 

ÍL. 1.% tit. 17, lib. 10, Noy. Bec.]; la de que en los mayort^zgos todas 
18 reglas cedían á la voluntad del fundador &.* 

Podían suceder en el mayorazgo el clérigo, %\ mudo y sordo, el ][o- 
iCo, el mentecato y el ciego cuando no estaba prohibido por el íundadpr, 
UU poseedor del mayorazgo debía hacer inventaiio do éste, reparar y con- 
servar las fincas en que consistía con sus projiuctos; dar caución á los 
ini;p^iatos sucesores en casfo de que disipara ó deteriorara los bienes; re- 
sarcir las pérdidas ó desmejoras notablies opasionadas por su culpa; pa-; 
gs» los censos, pensionéis, tributos y cargos reales que nabian de ^tiáa- 
cerse ani;ialmente; suministrar alimentos á§us hermanos pobres, y 4^tar 
k j^j^ hermanas, y d^r alimentos al inmediato sucespr, aunque no fuese 
pobre según el arbitrio de los Jueces. Podía perder el mayorazgo por in- 
^u^ir en injfamia de hecho ó de derecho, por ingrij^titud, por disipación 
de tod9>s ó parte de sus fincas, si el fundador lo mandaba expresamente, 
,ó por cometer alguno de estos tres dielitos: lesa ma||9stad divina y huma- 
na, sodomía y herejía. 

Bepetiremos ]o que hemos dicho en otras part/es: que sólo hablamos 
4e lo que .disponía el Derecho español que rigió en la Colonia y que e$- 
;buTO vigente en la Bept^bUca mi0^tras ésta no lo rjoformó ó derogó. En 
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cuanto á mayorazgos, sabido es que en Espafia se suprimieron las tíucu- 
lacioncs desíJc 18?0; poro esta supresión no vino a ser deünitiva sino en' 
1841, pues en 1823,' éío habían repuesto. ^ 

La Recop¡laci(3n'do Indi.is contiene disposiciones acerca do los ma- 
yorazgos. La ley 20. t^t. 33, lib. 2P indica las d.i]i<<encias que habían de* 
preceder para su fundación. En la ley 24, tit. 3; lib. 4 se establece que 
podían fundarlos ios (descubridores principales. 
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lios mayorazgos, que «acaban de la circnlación industrial ciertos bie- 
nes destinándolos á determinadas personas paia que á sit vez los trasmi- 
"tlé8en''á*.otras, con perjuicio do la conveniencia pública y menoscabo de 
la jufetidia, tenían que ser incompatibles con el Gobierno que sncedió en 
el paí<g' ai Monarca español, porque establecían y perpetuaban desigual^ 
dades infundadas entre los ciudadanos de una Eepública. Así fue que 
desde antes'que las leyes hablasen en el particular, debió darse por abro- 
gado ^^(fórecho que concedían las leyes españolas para fundar vincula- 
clones.' Bnonanto á las fundadas antes de lia República veremos en se- 
guida la suerte que corrieron. 

1>821:-— La Constitut;ión de este año, la primera de la República de 
CoJoai»bia,"*éa su tit. 8.' compuesto de "Disposiciones generales", procla- 
mó cOiiúío garantía individual la igualdad de los ciudadanos sin privile- 
gios ni distinciones! y can prohibición de establecer títulos nobiliarios, 
mayorazgos '^ yitiotilacíones. En consecuencia, quedó establecido qu» 
ningún bien ^odia tener carácter de inenajenablo, lo que indndablemen* 
te ademán de suprimir una injusticia, era conveliente á la industriado 
la naéíente*í4épublica. ' 

■'■ 1824:*— íll lo d« Jcilioide este año se sancionó una ley [L. 7, P. 2.*, 
T. 2/* R.'€^.]* q«ie extingue los mayorazgos, vinculaciones y sustüacíonesi 
Yáné 9e tratab[a de lo futuro, que había sido resuelto constitucionalmen^ 
te desdo 1821: se trataba de lo pasado para poner remedio á sus conse- 
cuencias que 60 iQonsidsraban perjudiciales é inaceptables; Veamos cómo 
lo puso laley^ ' • ' ^ » 

Elarticnlo 1.9 de ésta, que constado 12 artículos, dispone quecorres- 
pondeirá la* República todos los bienes de mayorazgos, vincuíSaieiones y 
sustituciones que después de la publicación de la ley,- se hallaren sin le- 
gitimo poseedor [1]. 

El artioulo 2.*, que es el esencial, dice: '^Quedan extinguidos todos 
los mayorazgos, vinculaciones y sustituciones qué el dia de la promulga* 
ción de e^ta ley existan en Colomrbia, y de cuyos bienes podrá su actual 
poseedor disponer libremente como verdadero propietario." 



Como sé ve. estas dos disposiciones tienen por objeto hacer la ádju- 
cióii^ definitiva 'de lÜs 'bienes de los mayorazgos para que perdiesen el 



[1] Lá ley de 20 de Abril de 1888 "orgánica del crédito nacional" [L. 1. P. 2?, T. 
5? R. G.] dMtioó lo que correspondía de los mayorazgos al Estado al pago de la deu» 
da interior.- « 
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carácter de inonajenables y entrasen en la libre circulación que requiere 
Ja industria: unos de esos bienes se adjudicaron en propiedad al Estado, 
Y otros, á su poseedor, ó sea al mayorazgo, quien quedaba, por lo tatito^ 
libre de trasmitirlos á otra persona en cumplimiento de lo ordenado en 
la respectiva íundación 6 en ta ley. ' 

'" Sin embargo, }asegi;ndíV adjudicación tuvo sus limitaciones, pues 
on virtud delartícúlo 3.°ia faóültad de disponer libremente (Je los bie- 
nes dé que se trata dtorgadá al poseedor de ellos, rio ooáiprendía'él tiel*- 
feio y mitad del i^uinto del valor que tuviesen en 1824 los bienes, siémpte 
cjue hubicíse inmediato sucesor presunto dé ellos, nacido ó concebido póí 
nacer; pues entonces éste debía suceder precisamente en dichos tercio y 
initad delquíntoJ " " ' 

* Los artículos 4/ y 5.' disponen lo conveniente gara hacer efectivo el 
derecho establecido en el articuló 3? en favor de los presuntos sucesores 
'de las vinculaciones. ' • . 

Otra deduccifiri que debía hacerse de los bienes do ellas, er^ el grar 
vamen qtie tuviesen de alguna pensión. En éste caso, 6 se tomaban bie- 
nes que produjesen un intei'és igual á ésfS, 6 se reconocía á censo la pen- 
sión sobre parte dé los bienes. [Artículos^ 6? y'??]' * ^' 

' ErWrtículo g? declara nula toda íundación de capellanías y patronal- 
tos de légós qiié se hiciera con la cláusula directa 6 indirecta fie no eá- 
ajenái* los bienes en qué consistía la fundación. Pudiéndole epajenai? 
eran permitidos se^ún el articuló 9.° • * ' ' • 

Érartícuio 10 declara que todas las fincas correspondientes á cape- 
llanías, patronatos dé legos, ó á óúalqiiiéra btra obra pía, fee podían ven-? 
^er, 6 reconociéndose á censo redimible su valor á'' favor de la funda- 
ción, ófde contada imponiéndose en otras fincas con las formalidades 
^)rescritas paíá estos caSos. " ' '' . -' »• t • 

3B¡f artículo 11 dice: "Los bienes raíces que por testamento 6 de cual- 
quiera otro modo se dejaren en lo sucesivo á las ruanos muertas [1] de"- 
Iben véñderge en almoneda é imponerse su producto á censó eh las teso - 
teñm nacionales, aplicándose la pensión anual al objetó señalado en el 
contrato que sea título pafa la adquisición.^ Luego veremos que por ley 
'de 1S30 se suspen<jij¿ parte de est<> artículo. ' i - , í^ ' . > 

' En eaéo de litigio pendiente sobre algún mayorazgo, vinculación 6 
sustitación, se reputaba actual poseedor para los electos de Ja ley, á a^quél 
*en 'cuyo favor se decidiese el pleito en última instancia (artículo 12). • ' 
- '• 1850.— La ley'do 25 de Enero [L. 8, f. 2.*,'T. 2.o E. G.J, qWconsr 
ta dé ¿'artículos, suspende la disposición del articuló íl de la-ley de 1824 
tín la )?9irto que previene la precisa obligación de vehder en almoneda lofe 
Triones iqúe ¿é dejasen á nianós niuei"tas,' é imponer su producto en las te- 
asorería]^ nacionales; y ordena qtie Jos Jiiends taíces dejados á tales manos 
'^mn lo sucesivo se ofendan indispensslb^^metité en almoneda 6 de una nía- 
:»era privada áégún mejoír cónvéngaálós interesados, y que'ese producto 
«se imponga &i¡^ii^, ya sea en los nri^mos bienies ó en otros equivalentes 
^3on las seguridades neceáárias, y sin que para esta^ ventas hubiese nece- 
~ idad dé ^ne precediera información d,e utilidad. 

[2] Se denominan btejies de manos muertas los que pertenecen á entidades ó ttso- 
jadones de duración permanente ó indefinida y que tieaen el carácter de inenajena- 
'ks. Entre ellos se encuentran los de las comunidades ó entidades religiosas. 

11 
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1843. — Aunque ninguna Constitución do la República ha variado la 
prohibición de establecer mayorazgos y vinculaciones consignada en la 
Constitución de 1821, nos peimitimos copiar el artículo 166 de la do 
1843, que dice: "Es prohibida la fundación do mayorazgos, y toda clase 
de vinculaciones^ y no habrá en la Nueva Granada bienes raices inenaje-: 
Hables/' 

1853. — El 2 do Junio de este año se sancionó una ley '^adicional á 
la 7/, P. 2.% T. 2? de la R. G. [Ley de 10 de Julio de 1824], por la cual 
se extinguieron los mayorazgos, vinculaciones y sustituciones, y derogan- 
do la que establece condiciones para la enajenación de Ancas de regula- 
res." 

La ley de 1853 consta de 3 artículos. De acuerdo con el 1? "son írri- 
tas, y no tendrán valor ni producirán efecto alguno, las cláusulas conte-r 
nidas en testamentos, esenturas de fundación u otros actos ó documcur 
tos cualesquiera, cuyo objeto sea prohibir, limitar ó restringir de algún 
modo la liore circulación de las fincas ó bienes vinculados, iipprimiéndo- 
les el carácter de inenajenables, y conminando con lá privación de de- 
rechos ú otras penas, á los llamados á usufructuarlo^ que soliciten ó pro- 
muevan su venta y partición. Todos y cualesquiera interesados en que 
estas operaciones se practiquen, podrán reclamarlíj,s ante log Tribunales 
y Juzgados, hasta obtener que se hagan efectivas, siu iupurrir en las i>e- 
nas indicadas, las que se declaran inoficiosas." 

El artículo 2.° establece que se tendrán por actuales poseedores de 
las vinculaciones, pÉ^ra los efectos de la ley 7* de 1824 citada, á ^'todofj 
los individuos coexistentep, que por la fundación estén llamados á usur 
fluctuar los bieues cuya venfca y partición se obtenga en virtud de aque- 
lla y de la presente ley; y en el caso de que una fundación se haya hechq 
en cantidad determinada, y la finca sobre que se haya constituido tenga 
un valpr mayor, el exceso de éste se repartirá entre los que, conforme á 
las leyBs comunes, deban heredar al fundador." 

El artículo 3.° deroga en todas sus partes la ley 6.' P. 3* T. 4.o do 
la B. G. (ley de 1836) de la cual hablamos en el capítulo sobre el Par 
tronato. 

18,63. — Como 1^ Constitución de este aflo fue aun más explícita que 
las disppsicioncs anteriores sobre el apunto de que tratanios, niencionar 
repios JO qiíie dice. 

EflL di articulo 6P los Estados se obligaron á consignar en bi¡é <0om$< 
tituciones y en su legislación civil el principio de incapacidad de las cor 
munidad^s, corporaciones, asQcjaciones y entidades religiosas, para ad- 
quirir bienes raíces^ y en consagrar, po?: punto general, que la propieda4 
raiz no puede adquirirse con otro carácter que el de enajenable y divi4- 
\)le á voluntad exclusiva del propietario, y de transmisible á los hereder 
ros cpnfornjp m1 Derecho común. Quedaron, pues, prohibidos los mayo- 
razos. 

En el artículo 7.° se obligaron á prohibir á perpetuidad las funda- 
ciones, mandas, logados, fideicomisos y toda clase do establecimientos 
con que S3 pretendiese sacar una finca raíz de la libre circulacióu. 

1873,—- El Código Civil sa^cilonado el 26 de Mayo de este aüo íLey 
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384), contiene disposiciones consecnenciales de los principios sentados en 
las Constituciones y leyes anteriores acerca de la materia que nos ocupa. 
Las citaremos tan rápidamente como nos sea posible. 

Según el artículo 643 (1) del tit. 13 lib. 1.° que trata de las perso- 
nas jurídicas, las Corporaciones pueden adquirir bienes de todas clases, 
pero no podrán conservar la posesión de los bienes raices que adquieran 
fiiu permiso especial del Congreso de la Unión. 

De acuerdo con el artículo 644 (1) las comunidades, asociaciones y 
entidades religiosas eran absolutanaente incapaces para adquirir bienes 
raíces aunque tuviesen el carácter de personas jurídicas. 

El art. 805 prohibe constituir fideicomisos sucesivos de manera que 
restituido el fideicomiso a una persona, lo adquiera ésta con el gravamen 
áo restituirlo éventualmente a otra. Si se constituyen de hecho, adqui- 
rido el fideicomiso por uno de los fideicomisarios nombrados sé extiAgüi- 
irk para siempre la expectativa de los otros. Igual prohibición hay coü 
Tesi)ecto á los usufructos (art. 828.) Se basan éstas disposiéionés prín- 
cipíjlm'énte én la prohibición de que haya bienes inénajena'bles. 

Segiía el artículo 1038 la ley no atiende al origen de los bienes pa- 
ra reglar la sucesión intestada ó gravarla con restituciones 6 i'eservas;. 
El artículo 1039 dispone que en la sucesión intestada no sé atienda al 
sexo ni á la primogenitura para la distribución de los bienes. Esto no 
deja huellas de los mayorazgos. 

1886.— La Constitución dé este año en su artículo 37 dice : '*No ha- 
brá en Colombia bienes raíces que no sean de libre enajenación." 

1887.— La tej 57 de 15 de Abril'^tie adopta el Código Civil de 1873 
para toda la República, declaró personas jurídicas i la Iglesia católica y 
"á las asociaciones religiosas cuya existencia esté autorizada por la respec- 
tiva superioridad eclesiástica (Atts. 25 y 26)^ y estableció que las perso- 
nas jurídicas piíéden adquirir bienes de todías clases, pol: cualquier títu- 
lo, pero ccHiÁ carácter 'de enajenables. (Art. 27). 

La ky ie 24 de Agosto del níisíno af5o de 18S7) agregó al Código 
Civil iiñcfvpít'ulo én que se permite la fundación de censos; pero sin que 
las fincas gravadas con ellos tengan carácter de inenajenablés. 

. 1888,' — Eqi el Convenio con la Santa Sede aprobado por la ley 35 de 
1888, se estipuló que la Iglesia tiene facultades de adquirir por justos tí- 
tulos, de poseer y administrar libremente bienes muebles ó inmuebles en 
la forma establecida por el Derecho común, y que sus propiedades y fun- 
daciones serán no menos inviolables que las de los ciudadanos de la Se- 
pública (Art. 5?). Por consiguiente no puede tener bienes con carácter de 
inenajenablés, porque esto lo prohibe el Derecho común. (Arts. 37 de la 
Constitución de 1886 y 27 de la ley 57 de 1887.) 



(1) Este anículo fue derogado por el 45 de la ley 57 de 188T. 
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PRIVÜiEeiOS (•) 

I Antecedentes. II Derecho nacional. LeyenáelSQÍ, 1828, 1825, 1834,1897* 
1841, 1844, 1848, 1853, 1858, 1863, 1869, 1873, 1886, 1887 y 1888. 



ANTECEDENTES 

• •• • ■ ^ 

Privilegio^ según las leyes espaílolas, era la gracia ó prerrogativa 



cuando so otorgaba á una ó más personas determinada:^ sin pasar á sus 
herederos, y era i^al cuando so concedía pov razón de ppsá>.cájrgo .6 estar- 
do, á que iba inherente, de modo que permanecía, er^ los sucesorQg. Asf 
es que el privilegio personal solo podía se;: temporal, á níenos que otra 
(Cosa se dijese en la conceslóji, y el real por su naturaleza era perpetuo. 
(L. 27, tit. 7. P. 5* y L. 3. tit. 7» f. 5.'). ,, . . 

En cuanto á la causa á orígeUj de. los privilegios,, éstos s^ dividían 
len graciosos 6 gratuitos, remullera tivos ú onerosos: los primeros tenían 
por objeto permitir la ejecución de una cosa, cprao el estutblecimiento de 
tin mercadOj.y.Jios ^egqndosy eximir de una qbliffación, como áe pagar 
pechos, poi-tas^os ú otrq servicio. (L. 42,. tit. 18, P» 3*) ', ^ 

Los pfi^yilegips favprables, esto os, los, que favorecían al privilegiado 
sin perjudicar ániyguno, se interjpretabái^ latamente. Ál contrario, lo^ 
odioso8,t*cs decir los qiie- cedían en perjuicio del , pueblo ó de^tercero, de- 
bían. intCirpretarsc estrictamente, reduoién,dolos á lo mínimo ^J)os¡ble. 

Ltos privilogios se extinguían : 1.** Por muerte del privilegiado, sí 
era personal; ,%^ ÍPor acabarse la cosa privilegiada, , siendo real; 3? Por 
cesar la causa flñal .por^que se concedió, ^\ era odioso;. 4?. Por espirar el 
tiempo de sti concesión; 5** Por renuncia, del privilegiando; 6.® Por em;. 
pezar á ser nocivo .el priviíe^io; 7? Por. convertirse ,en daño de muchos 
á causa del mal ? uso del sigraciado; .§^ ÍPor abusar de ella persona privi- 
legiada previa sentencia firme;- 9J Pór njó alegarle en. juicio para su de- 
fensa la persona privilegiada, :ó no apelar de, la se^ntenciá cpMonátoria; 
10. Por no usarle en el término de dieís años,, si ora afirmativo, y en el 
de treinta si era negativo, salvó si en, ambo^ casost. era favorable y 4e 
pura gracia; 11 Por el uso contrario siendo privilegio negativo y gravo- 
so á otros; y 12 Por la revocación ó derogación i^xxe fuese suficiente se- 
gún la naturaleza del privilegio. 

Se llamaba privilegio del canon el que gozaban las personas del es- 

* • 

(*) Colocamos las disposiciones sobre privilegios entre lao leyes civiles no obstante qu^ 

no han pertenecido al Código relativo á éstas, porque en definitiva su objeto es conceder \% 

.'propiedad exclusiva de ua derecho durante cierto tiempo. Esta colocación queda ¡ustiívcadn 

vpn el artículo 83 de la ley 153 de 1887 que incorporó en el Código Civil la ley 32 de 1886 

''sobre propiedad literaria y artística." 



• \ 
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tado eclesiástico, y consistía en que si algún individuo ponía manos tío- 
lentas en una de ellas, incurría en la pena de excomunión reservada aí 
JPapa. Privilegio áe\ fuero era el que tenían los eclesiásticos para ser juz- 
gados en sus Tribunales. Privilegio ZomZ era el concedido. íi algún lugar 
determinado, fuera del cuaj no sé extendía; tal era el priviléj^io de asilo; 
Se llamaba privilegio rodado el que antiguamente después 'de la data 
'contenía una rueda, en el centro de la cual se colocaba el sello real, y al 

Í' ededor las firmas ^e los jefes de la casa del Rey, y luego Isúá de los Pre- 
ados y ricos lioiábres. 



-V 



DEÉEOHO NACIONAL 

i: Los privilegios, geúéplmente hablando, eran incompatibles con la 
íonna de gobierno que adoptó la Nación al declararse independiente de 
la monarquía española. Privilegios procedentes de seQorío; cómq los dé 
fíaza, pesca, hornos &" no podían subsistir en una República que procla- 
maba la igualdad. De modo que desde el prirjiíer día republicano puede 
clecii:se que quedaron abolidos. No sucedió lo ihismo con los privilegios ó 
patentes de privilegio otorgados á los inventores, introductores 6 p.erfec- 
jcionadóres de ^Igún arte ó industria útil.á la Nación; ó á,lo8 autores de 
una obva Ifteraria ó. artística*, ó a los ejecutores de una obra de pública 
utilidad cómo úil carninp, un puente &? A esta 6lásé de privilegios, es á 
la única, á que nos refer'jmos en seguida. , 

, , ]¡82J^.— Sin epí^ljargo, será bueno observar quo la primera Cotistitu- 
ción de Í€^ Eepúblicá de Colombia decretó la ií^úaldad de los ciudadanos 
sin priviÍ€|gÍQ8 ni d¡^tinciones y con prohibición de )e1stablecer títulos uo- 
,biliarios, 6 cualquiera derecho que hiciese á ciertoá individuos de iúejor 
.conáición legal que á los demás. Esta disposición 'constitucional, derogó 
.en parto considerable el Derecho español en el asunto de que tratamos, 
Gomo no ha. sido modificada por ninguna, de las Constituciones ^osterio- 
jTes, será innecesario que mencionemos loé preceptos de éstas respiecto de 
la materia. 

. .^ 1823. -y La primera ley general sobre coúcfesión de privilegios, pues 
.pféscindirenios de hablar de la,s especiales, ó sea, de aquellas en que se 
conceden \priviíegios determinados, es áe 31 de Julio de 1823 (L. 
,1.* P. 4.** T. 1.^ R. G.) Establece reglas para la concesión de privile^os 
.exQlusivos para obras públicas, construcción de éstas á expendas del Te- 
soro, é indemnización, de la propiedad destinada á usos públicos. Consta 
■ de 46 artículos comprendidos 'en 4 capítulos de los cuales el 1** trata de 
- las reglas qlie han de guardarse para la concesión de los privilegios; el 
- 2.*, 4^ losrelativos á la construcqión de obras públicas por cuenta del 
. •Tesoro nápional; el 3.", de la ocupación de la propiedad para dichas obras 
^ indemnización de les propietarios; y el 4.% de la concesión de privile- 
gios para nuevas invenciones ú otro^género de empresas. 
* : Del capítulo 3.** hablaremos en Ja Expropiación. Como el 2.° no se 
: 3»efiere al asunto que nos ocupa, omitiremos examinarlo. Vamos, pues, á 
^^ñdicar lo principal de los capíti;ilos IP y 4? 

En suma correspoiidía al Congreso (art. 7.°) conce^er.privilegio cx- 
"^^lumo para la apertura y composición de un camino ó de un canal; pa- 
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la Ix construcción ó ropaiMción de puentes; para la navegación de loa 
1 los y sus ramales ó brazos principales en buques de vjtpor; para hacer 
cómoda, expedita y corta la navegación de algún río en cualesquiera 
otros buques; y en fin pura otras empresas de utilidad pública. 

El colombiano ó extrarijero que (quisiera lograr privilegio para uno 
de los objetos indicadbs, debía ocurrir al Gobernador de la Provincia res- 
pectiva con la solicitud correspondiente en qne manifestase las cotidicio- 
)les con que quería fel privilegio y la» circunstancias que debía, tener 1a 
obra, y ofreciese las cauciones necesarias f)ara en caso db que falt-ara & suá 
compromisos. A la solicitud debía acomjíafíar los planos y nivelaciones 
respectivos para dar idea de la obrA. 

El Gobernador pasaba la solicitud y ])lanos á la Junta provincial y 
en su defecto á la Municipalidad dé la Capilal v del Cantón ó Cantoneé 
respectivos, para que informa<?en sobro la necesiílad, utilidad y ventajas 
del proyecto", y hacía imprimir en los plapelcs públicos la solicitud em- 
plazando á los que quisieran hacer otras proposiciones sobre lA materia 
para que sé las presentasen en el término legal. 

Concluido este, las diligencias so remitían al Gobierno de la Repú- 
blica quien debía avisar ai piiblico do la capital, por medio de la im- 
prenta^ las proposiciones que se habían hecho, para que los que quisie- 
sen mejorarlas pudieran hacerlo dentro del término señalado que era dó 
20 á 40 días. 

Terminado esté plazO) y oídos los informes que el Gobieni'o juzgase 
oportunos, pasaba al Congreso él expediente indicando los términos en 
que sogiin su concepto podía concederse el privilegio, ó aquellos en qué 
lo había convenido con la precisa condición de que no sería efectivo sin 
la aprobación del Congreso. La concesión que éste hiciera, debíft publi- 
carse por la prensa. 

Las solicitudes de privilegio también podían dirigirsíe di^ect&metl^ 
te al Gobierno nacional-, y entonces éste debía practiear las diligenciad 
que eran de la incumbencia de los Gobernadores. 

Los deniás artículos del capítulo tratan do la éjecttcióil de la'obrav 
del recibo dó ésta y de la declaración de que el privilegiado éfitrába etí 
el goce de sus derechos. 

El artículo único del capítulo 4? (Art. 46) dice: "Se autoriza al 
Poder Ejecutivo para que oiga las solicitudes de los que pretendeá 
privilegios exclusivos para la introducción de fábricas, en favor de la in- 
vención de otras, y para cualesquiera empresas útiles no comprendidas 
en los artículos anteriores de esta ley, á fin de que acuerde la condiciones 
más ventajosas para la República; dando cuenta al Oongi'eso en su pri- 
mera reunión para que apruebe 6 reforme, y conceda los derechos qué 
tenga á bien." 

1825.— Ley dé 22 de Abril (L. 2.* P. 4.» T. IP R. G.) oue concede 
exenciones á los que establezcan posadas ventas ó mesones en loscaminoft 
públicos. Entre esas exenciones se encontraba la de ser exceptuados del 
sorteo para servir en el ejército, y cuando las posadas estaban en cami- 
nos nacionales qne atravesaban páramos ó desiertos, la de no pagar con- 
tribución municipal ni ninguna otra por razón del establecimiento. Para 
gozar de las exenciones Se necesitaba que la posada distase lo menos dos 
leguas de las establecidas y que el Jefe político concediese licencia para 
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f iindaiTas. La resolución fie este empleado era apelable para ante el Gq-. 
bcrnador de la Provincia. La ley comprende G artículos. 

1834. — En este aüo se expidió la primera ley que asegni'aba por cior-; 
io tiempo la propiedad de las producciones literarias y de algunas otras; 
«G sancionó el 10 de Mayo (L. l''\ P. l'í T\ 3." B. Gr.) y ^ estado en vigoii 
eii la liepáblica hasta 1§8G. Congta de IG artículos. ludicaremos sus 
principales disposiciones. 

Loe nacional/ss y los extranjeros residentes en el ti^rritQrío de la llp- 
l^ública, qne fueran autores do una obra literaria ó de un mapa, plí^no ó 
pintura, diseflo ó dibujo ó composición musical, tenían derecho de ob* 
tener privilegio exclusivo para imprimirla, grabarla, litografiarla y re- 
producirla durante cierto tierppo siempre que esto se liiciera deiitro do 
la Nueva Granada. También podía concederse privilegio parg. h> impre- 
sión de las leyes, decretos y demás escritos oficialeí^ lo mismo que para 
la publicación de tradnccioneg d,e obras escritas en lengua fíxtranjera. 
En el primer caso el privjlegjo duraba por 15 años, prorrogable por otros 
15 á solicitud del autor ó de aquel á quien hubiese trasmítidp sps dere^ 
olios; en el segundo caso los primeros 15 años eraij improrrogables; y eii 
el tercero, cuando se trataba do publicación de traducciones, el privile- 
gio sólo duraba la mitad del tiempo concedido á la^ obras origipales. 

Para lograr el priyilegio, el que lo pretendía ¿ebía dirigirse al Go- 
bcrnador de la Provincia presentándole el título de Ja obra íi cpmposi- 
ción. El Gobernador recibía juramento al solicitante de que la obra no 
había «ido antes impresa, grabada ó litografiada, y prestado, expedjía la 
patente en términos bien conocidos, pues se hallaij en la^ portadas do 
muchos libros donde debían imprimirse de acuerdo con Iq, ley. El solici- 
tante debía además depositar un ejemplar de la obra en la ofici^a de]l 
Gobernador. Guando so trataba úq la impresión dp leyes, decretos y ac- 
tos oficiales, ésta debía hacerse siempre bajo la inspección de la autori- 
dad imblica que daba el privilegio. En I09 ca3ps de publicación de tra- 
ducciones, en el juramento no SQ expresaba que la obrjsi no halbía sido 
traducida, ó que no existían otras fcradiicciopes 4^ ell^i^ sino que la nais; 
Qia traducción para la .cual se pccjía el privilegio no había sido impresa 
en la Nueva Granada ni en país extranjero. Las composiciones dramáti- 
cas privilegiadas, no podían ser representadas eu ningún teatro público 
sin el penniso esci'ito del autor ó del que representaba sus derechos. Co- 
mo consecuenoia del privilegio, era prohibida la introducción de la obra 
á que se refería, impresa, grabada ó litogr$.fiadg, en país extranjero. La 
ley señalaba las penas contra I03 que violaban un privilegio, }^s cuales 
fueron remplazadas por el Código renal de 1337. 

No se reputaba .como violación .de ui;i pávilegio, la put)lic%cióii de 
compendios ó extractos de la obr^ priyüegi^^da, .6 la inserción de trozos 
de ella en otras composicioues ó escritos que se publicasen, qon tal que 
estos trozos no excedisen de la niitad de la obra. Eespecto de mapas, 
planos, pinturas, diseños ó dibujos, era violación del privilegio la repro- 
ducción del todo ó más de la tercera parte de la obra con los mismos 
delineamientos, signos y proporciones aunque fuese en una escala me- 
nor ó mayor que la de la obra original. 

Si se probaba que el propietario de una obra privilegiada, no tení^ 
derecho al privilegio de acuerdo con la ley, so lo privaba de éste y se le 
cpndejiaba á una multa eje &0 á ^00 $. Cuando moría el dueño de un pri- 
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yilegio, y el Estado era el heredero confoiinc á las leyes, caducaba el pri- 
vilegio. 

En 1^ ley do 19 de Mnyo (\c\ mismo aüo de 1834 (L. 1.* P. 2. T. !.• 
R. G.) **8obrQ régimen político y municipal de las Provincias, Cantones 
y Distritos parroquiales?-, 80 copcedió facultad para otorgar privilegios 
•exclusivos para obras públicas á Ins Cámaras provinciales y á los Conce- 
jos municipales. (Árt. 124 atrib. 20 y art. 156 atrfb. 16, L. 1? P. 2.* T. 
1? R. G.) Do mbdq'que en ese fiflo dejó de ser exclusivo 'del Congreso \a 
concesión de tales privilegios; y por lo misnaó, teniendo las Cámaras y 
(Concejos facultad de otbT!g£^rlos, para esto debían observar los preceptos 
de esta ley con líis moíjiñcacioués correspondientes. ' '* 

í.b{37.— El Código penal de este ario (L. 1» P. 4.* T. 2.* B. G.), cas- 
tigaba al que violaba un ])rivilegio con la pérdida de los objetos 6 efec- 
tos en que consistía el jolito y con la pena de í} meses á d^^s aflos do pri- 
sión y una multa de oO á5Q0 pesos. Los introductores de las obras 
contraheclias en el extranjero, eran castigados con las mismas pen^.' 
(Arts. 870 y 871.) .« . 

1841. — En este año se adicionó la ley de 10 (Jo Mayo de 1834, por me- 
dio de la de 3 de Abril (¿1. 2.* P. 1* T. 3.» H. G.) decjaraíido bue tam- 
bién tenían derecho u privilegios para obras literarias ¿artísticas los 
granadijuos residentes en país extranjero siempre que cum'pjióóen las con- 
diciones exigidas en la ley de 1?34; que 1¿ publicación de laé obras privi- 
legiadas podía hacerse en el extranjep; qiie los que faltaran á cualqaieiíá 
de los requisitos exigidos en el artículo 5.? de la citada ley, no incurriaá 
en otra pena qu^ en la ¡pérdida del privilegio; y que los privilegios def 
bían extenderse eu cierta clase de papel sollado. La ley de ].84). consta 
de 4 artículos * ■ '» 

1844.— La ley de 1.» d^ Junp ,(L. 5.* P. 4. T. 5.* E. G.) *^8obre re, 
gistros de instrum<;íntos públicos 'y anotación de hipoteca^', exigió "poi; 
primera vez que se registrasen los títulos de privilegios exclusivos (Art. 
4." N.° 7.'). El registro debía verificarse en la oficina del Cantón respecv 
tivo (Art. 5.®) y su derecho era de cien reales (Art. 7.®) 

184S.— Ley de 15 de Mayo (L. 5.* P. 1.^ T. 3.* Ap. á la R. Gt.) 
'^sobre patentes de invención ó mejora de máquinas ó píoductos indus- 
triales." Consta de 8 artículos. . . 

Los granadinos ó extranjeros residentes en la Nueva Granada, po- 
dían obtener del Poder Ejecutivo, ñna patente de privilegio por ittvenix) 
ó peifección de alguna máquina, íaparato mecánico, combinación do ma- 
terias ó métodos dé pi*ocedi;niento3 de útil aplicaóióñ á la industria, ar- 
tes ó ciencias, 6 alguna manufactura ó producto industrial, que les ase- 
gurase exclusivamente por un término de 5 á 20 aíl os para si 6 para 
cjuien representara sus derechos, la fabricación, venta ó «ejercicio de su 
invención ó mejora. La simple variación de fohtias, adornos ó proporcio- 
nes, indiferente á lo sustancial del objeto, no constituía invenciói^ ó me- 
jora. 

Para obtener el privilegio, el interesado debía ocuryir al Poder Eje- 
cutivo declarando ía mvenoión ó mejora de que era aui^or, explicándola 
con claridad. Si se le otorgaba, para entrar en la posesión de él y lograr 
la patente, tenía que presentar dentro de cuarenta días un diseno de la 
máquina ó aparato, ó una descripción del método 6 procedimiento, y 
una muestra de Ja manufactura si era posible su conservación. La pa- 
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tente se publicaba en la Gaceta Oficial. Los que la violaban incurrían 
en líus penas señaladas en los artículos 870 y 871 del Código Penal dq 
1837. 

Concluido el término del privilegio, se publicaban las descnpciones 
presentadas por el inventor, y podían darse copias de los diseños 6 mor 
délos respectivos á quien las pidiese. 

Caducaba un privilegio? 1.' Si se había obtenido con usurpación dqi 
derecho de otro; 2.° Si se había obtenido después de estar en práctica en 
otra Nación ó por seis meses en el país, la invención 6 mejora, ó de estar 
descrita en alguna obra impresa ó litografiada; 3.® Si se solicitaba y obtenía 
por más de lo que en realidad había de invención ó líiejoni; 4.? Si los 
diseños, modelos 6 descripciones presentados no eran exactos. Lft de- 
claración de caducidad se dictaba por el Poder Judicial, previo el jui- 
cio correspondiente. 

Muerto un inventor ó perfeccionador sin obtener patenta de inveijr 
ción, podían solicitarla sus legítimos sucesores con arreglo á la ley. 

La ley de 3 de Junio de 1848 (L. 51 P. 2 T. 1? Ap.á la E. G.) f ^Or- 
gánica de la administración y régimen municipal" en el número 6.* del 
artículo 3.* señaló como una de las atribuciones de las Cámaras provincia- 
lefi la de '^Conceder por tiempo limitado, privilegios exclusivos, ó las ven- 
tajas ó indemnizaciones convenientes con el fin de promover la realiza- 
ción ó mejora de empresas ú obras públicas, interesantes 4 la Provincia, 
ó el establecimiento de artes ó industrias desconocidas en la Provincia, 
asi .como el adelanto de las artes é industrias ya conocidas en ella.-^ 

1853. — La Constitución de este año (número 13, artículo 10), estg.- 
bleció que el Gobierno general tenía la facultad de conceder privilegios 
exclusivos ú otras ventajas ó indemnizaciones, para objetos de utilidad 
pública reconocida, que no tuviesen carácter puramente provincial. 

Fue esta la primera Constitución que reconoció que fuera de la Re? 
pública, había entidades que podían concader privilegios, no obstante 
que aún no se habían creado los Estados federales que comenzaron cqu 
el de Panamá en 1855. Establecidos éstos, tuvieron también la atribución 
de otorgar aquéllos. 

IS^.rrLa Oonstitucién de este año^ que organizó la federación, dis- 
puso que era atribución exclusiva del CongresQ (artículo 29, uúnjerq 
10) "Conceder privilegios y auxilios parala navegación por vapor en aque- 
llos ríos que sirvan de canal para el comercio de más do un Estado; y 
para construir caminos do hierro, carreteros ó de herradura, que pongan 
jsn comunicación el interior de uno ó más Estados con los lüos navega-r 
bles, puertos de mar, ó con las Naciones limítrofes; sin que esta facul- 
tad prive á los Estados de poderlo hacer según sus leyes, y disponer que 
tales caminos pasen por tierras baldías de la Confederación." 

El artículo 48 dice: **Son atribuciones del Presidente de la Confede- 

.3tu$ién: ,.. 14. Conceder patentes garantizando por determinado 

"tiempo la propiedad de las producciones literarias, de las invenciones 
"útiles aplicables á nuevas operaciones industriales, ó á la perfección de 
las existentes, á los autores de dichas producciones ó invenciones." [1] 

{!]. Es bueno tener presente que en cuanto á la manera de otorgar los privilegios 

^•tos pueden dividirse en dos clases: 1^ Concedidos en virtud de una ley general, los 

cuales son ó para la publicación de una obra literaria ó artística, ó por el invento ó per- 

•J2 



114 DERECHO COLOMBIANO 

1863. — La Constíinción de este año dispnso, en eustancia, sobre el 
particnlar, lo mismo que la precedente [artículos 49, número 8, y 66, nú-- 
mero 13]. 

1869. — El 13 de Mayo so sanciónala ley 35, todavía vigente, "Sobre' 
patentes de inyención, mejora ó introducción do nuevas industrias.^ Es- 
ta ley, que eonsta de 14 artículos, derogó la de 15 de Mayo de 1848 so- 
bre "Patentes de invención ó mejora de máquinas ó aparato» industria- 
les." 

Según la ley de que tratamos, tos colombianos ó extranjeros (yá no 
se requiere que estos sean residentes en la Nación) pueden obtener una 

S atente de priyilegio en los mismos casos mencionados en la eitada ley 
e 1848, y por un termina de 5 á 20 aflos. No se concederán privilegios 
para la introducción de productos naturales ó fabricados de procedencia 
extranjera. Los que hayan obtenido privilegio en otro país para sus des- 
cubrimientos, también pueden lograrlo en CoIombia,^ si éstos no son del 
dominio público. 

El procedimiento para solicitarla patente es el mismo que estable- 
cía la 1^ de 1848. Pero debe tenerse presente que el Gobierno al conce- 
der ui^ patente ne declara que sea verdadera ó útil la invencióu y mejo- 
ra, ni que el privilegiado es realmente el inventor, ni que el objeto es 
nuevo, ni fieles las descripciones ó modelos; pues queda el derecho & 
salvo á los demás interesados para probar en juicio lo contrario. 

El Poder Ejecutivo debe anunciar en el Diario Oficial, antes de con- 
eeder la patente y con antieipaciós, de 30 días,^ la solieitud Iiecha pa- 
ra obtenerla. 

No se conceden patentes cuando no se cumplen las formalidiaáes de* 
la ley ó cuando la invención^ mejora ó nueva industria sean contrarias á 
la salud ó seguridad públicas, á las buenas costumbres ó- & derechos an-^ 
teriores. 

Cumplido el término del privilegio,, reconoce lia ley Io»mfismes dere- 
chos en favor de terceros que la de 1848. 

Las patentes caducan cuando se han^ expedido en perjuicio de ter- 
cero,, previa sentencia judicial, y si es para nueva industria, cuando ésta^ 
haya permanecido un año sin ser e}ercida,s»lvo casos fortuito» y de fuer^ 
za mayor. Si se expide patente por invento ó mejora que la ha obteni- 
do en otro país, la patente colombiana queda caneelaáa tan luego coma 
termine el período de la extranjera. 

Toda patente causa un derecho de 5 ¿ 10 peso» por cada año de eon-» 
cesión,, una BÓh vez y al tiempo de recibirla. 

La violación de las patentes se castiga con? arreglo* ¿ las leytts pe-^ 
nales. 

1873.— El Gódigo Penal de este afio [Ley 112 de 26 de Junio] casti- 
ga al que turbe el goce de un privilegio con la pérdida de los objietoB 6* 
efectos respectivos y con un arresto de des meses á un año y una muita^ 
de 50 á 500 pesos [artículo 591]. 

I - - - - ■ — ■- — - - 

feccionamiento de máquinas^ precedimieBtos é industrias &^; 2.* Especiales para obra» 
determinada eomo la apertura de na eami&o, concedidos ó por el Condesa ó por las- 
Asambleas 6 por los Cabildo», privilegio» que participan de la esencia de los con- 
tratos. Bolo tratamos de los de la 1? clase; pues los de hi 2.*, de los cuales hay mucho fi- 
en nuestras leyes, no pueden ser asunto de un escrito de esta naturaleza que única- 
mente tiene por objeto dar cuenta de las leyes generales y no de los eonvenios ó conr 
tratos aunque sean aprobados por leyes. 
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1886.^^La Constitución de este año, en cuanto á la propiedad litera- 
ria y artística, fue más condescendiente que las disposiciones anteriores, 
pues en su artículo 35 establece que será protegida como propiedad trans- 
ferible, por el tiempo do la vida del autor y ochenta aüos m£s, mediante 
las formalidades que prescriba la ley. 

La misma garantía se ofrece á los propietarios de obras publicadas 
en países de leng'ua española, siempre que la Nación respectiva consigne 
en su Legislación el principio de reciprocidad^ y sin que haya necesidad 
de celebrar al efecto convenios internacionales* [1] 

Corresponde al Preádente de la República la concesión de patentes 
de privilegio temporal á los autores de invenciones 6 perfeccionamientos 
útiles, con arreglo á las leyes (artículo 120, número 20). 

Del mismo año de 1886 es la ley 32 de 26 de Octubre "sobre propie- 
dad literaria y artística^, en que se desenvuelve el principio establecido 
en el artículo 85 de la Contitución, 

De esta ley^ que se incorporó en el Código Civil en virtud del artí- 
culo 83 de la ley 153 de 1887, sólo diremos que consta de 75 artícnloa 
distribuidos en 6 capítulos que tratan: el l.',de definiciones y disposicio- 
nes generales; el 2?,de la transmisión de la propiedad literaria y sus efec- 
tos legales é internacionales; el 3. o, de la inscripción de las obras y de- 
más formalidades legales; el 4.®, de las disposiciones particulares sobre 
diversas especies de obras como cartas y papeles privaídos, lecciones ora- 
les y discursos, transcripciones y antilogías, traducciones y compendios, 
obras inéditas, anónimas y postumas, obras en colaboración y periódicos, 
documentos oficiales, pleitos y causas^ obras dramáticas y musicales y 
obras pictóricas y plásticas; el 5.% de la penalidad; y el 6,*, de disposicio- 
nes finales* 

Concluye la ley derogando tas leyes 1.* y 2.* del título 3.^ de la Ke- 
copilación Granadina, es decir^ las leyes de 10 de Mayo de 1834 y 3 de 
Abril de 1841:, y todas las disposición f»s legislativas que fueren contrarias 
á ella [artículo 75]. En el artículo anterior dispone que el Supremo Go- 
bierno reglamente la ley. 

1887. — La ley 57 de lo de Abril '^Sobre adopción de Códigos y uni- 
ficación de la Legislación nacional", en su artículo 338 deroga los artícu- 
los 55y 56 de la ley 32 de 1886, anterior, 

El Código Penal, adoptado por dicha ley 57, castiga al que turbe el 
goce do un privilegio con la pérdida de los objetos res¡)ectivos y con una 
multa de 100 á 800 posos [artículo 665]. Yá hemos visto que la ley 32 
de 1886 tiene capítulo sobre penas contra los que violan la propiedad li- 
teraria y artística. 

La ley 153 de 24 de Agosto del mismo año de 1887 dispone en su 
artículo 326 aue el contenido del artículo 54 de la ley 32 de 1886 no au- 
toriza á los editores [de leyes, reglamentos y demás actos públicos] para 
alterar la enumeración auténtica de las disposiciones legales. 

1888.— La ley 74 de 26 de Septiembre [Diario Oficial, N.* 7,536] 
dispone principalmente que cuando la ley ó el contrato respectivo no fije 
término especial para dar principio á las obras materiales privilegiadas, 
éstas deberán iniciarse á la expiración de 6 meses contados desde la san- 



[1] La ley 31 de 25 de Octubre de 1886 aprueba la ConyaiciÓQ entre Colombia y 
España sobre propiedad intelectual. 



116 DEEECHO COLOMBIANO 

ciÓQ de la ley ó la fecha del contrato; que en caso contrario, el privile^rio 
se tendrá por extinguido ó caducado; y que se entiende por dar princi- 

{)io á ana obra,cuando el contrato respectivo no lo estipule con claridad, 
a presentación de trabajos que se hayan establecido sin interrupción por 
lo menos CO días antes y quo manifiesten por su naturaleza la intención 
de emprender seriamente la obra á que se refieren . Esta ley consta de J^ 
artículos. 

El Código Político y Municipal [Ley 149 do 3 de Diciembre de 
1888] pone entre las funciones de la Asamblea de cada Departamento 
la de* ^Conceder privilegios para obras de interés público; pero tales con- 
cesiones necesitan la aprobación del Gobierno de la República, cuando 
interesen á más do un Departamento.'^ f Artículo 129, numero 2.*] [1]. 
Entre las atribuciones de los Concejos Municipales establece la de "Con- 
ceder privilegios para obras de interés público del Distrito; pero las con-. 
cesiones no serán válidas sin que las apruebe el Gobernador, oyendo pre- 
viamente el informe del respectivo Prefecto. Si las obras interesan á más 
de un Distrito, corresponde á las Asambleas conceder el privilegio" (ar^ 
tículo 208, número 16). 



CAPITULO IX 

baldíos, vagantes, mostrencos, tesoros. 

1. Antecedsntbs.— II. Debbcho Nacional. Leyes de 1833, 1853, 1867, 1878 y 188Tr 



ANTECEDENTES 

Baldíos, según la Legislación cspafiola^eran los terrenos que no sien» 
do de dominio particular, ni se cultÍYaban ni estaban adehesados. No 
obstante que iüspafia abundaba en baldios^ sus leyes no permitían la 
enajenación de éstos^ pues estaban destinados al uso común de los habi- 
tantes de las ciudades, villas y lugares que los tenían por propios (L. 1,* 
tit. 23, lib. 7 Nov. Rec.) En 1609 y 1632 en cédulas de Felipe Ul y Fe- 
lipe IV, se estableció que jamás se venderían ni enajenarían tierras bal- 
días, ni árboles, ni el fruto de ellos, sino que quedaría siempre lo uno y 
lo otro para el aprovechamiento de los naturales. (L. 2, tit. 23, lib. 7, 
Nov. Rec.) En 1738 se ordenó la formación do una Junta suprema para 
que entendiese privativamente del negocio de baldíos y promoviese su 
adjudicación y venta (nota 1.», tit. 23, lib. 7 Nov. Eec); pero en 1746 

— ■ - II 111 II .■_■■■■ r^^^ 

[1] Es bueno recordar (jue la ley 14 de 4 de Febrero de 1887, dispuso que los Go» 
beraadores antes de la reunión de las Asambleas Departamentales, fuera de las facul- 
tades que la Constitución les atribuye, ejercerían las que corresponden a dichas Asam- 
bleas (artículo 6?). Así fue que otorgaron privilegios, no obstante que el Código Polí- 
tico y Municipal es posterior á dicha ley, porque la Constitución de 1^86 indirjBCt%- 
mente permitió que las Asambleas pudiesen concederlos. (Artículo 185.) 
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fefe revocó esto y se declararon niílas las adjudicaciones hechas á la Coro- 
na ó a particulares y se reintegró á los pueblos en la posesión y libre uso 
tle los baldíos que gozaban en 1737 (L. 3/ y nota 2.*, tit. 23, lib. 7. Nov. 
Rec.) x\sí continuaron las cosas hasta el 5 de Agosto de 1818, en que se 
resolvió la venta de los baldíos y realengos para el pago de réditos y 
amortización de la deuda publica. 

Nada de esto tiene qué ver con la América española, como bien se 
tjomprende. Refiriéndonos á nuestro país, diluirnos que cuando la con- 
quista y después de ella, los españoles 6 se apoderaban de los terrenos 
que les convenían ó los recibían de la autoridad en adjudicación. El Pre- 
sidente D. Andrés Díaz Venero de Leiva (1566)liÍ2o distribuciones de las 
mejores tierras entre los indios, á las cuales denominó resguardos, pro- 
hibiéndoles enajenarlas. Las demás era natural que quedasen á disposi- 
ción de los colonos. Pasados los desórdenes consiguientes á la conquista, 
se expidieron ordenanzas para la adjudicación de las tierras baldías, que 
eran casi todo el territorio. 

Vacantes eran los bienes que quedaban sin dueño por haber muerto 
é\ que lo era sin herederos testamentarios ni legítimos. En este caso, 
después de pagadas las deudas, la herencia se aplicaba al Pisco. 

Mostrencos se decía de las alhajas ó bienes que no tenían dueño co- 
nocido^ y que por eso pertenecían al príncipe ó comunidad que tenían 
privilegio de él. Según la ley el que hallaba cosa ajena, debía entregarla 
al Alcalde, qUien la depositaba en persona idónea que la tuviese de ma- 
nifiesto un año y dos meses; si durante este término se presentaba su 
dueño, se le restituía exigiéndole los costos de guarda; si no se presen- 
taba, se vendía y su producto se aplicaba á la construcción y conserva- 
ción de caminos (L. 6.*, tit. 22, lib. 10, Nov. Rec.) 

Tesoro es el depósito antiguo de dinero ó alhajas, que estando escon- 
dido de tiempo inmemorial, no tiene yá duefio. El que en su casa ó he- 
redad hallab^ tesoro casualmente ó buscándolo, lo hacía suyo por ente- 
ro; pero si alguno lo hubiese escondido y podía probar que le pertenecía, 
debía entregársele; si lo hallaba en «asa ó heredad ajena labrándola ó en 
otro modo casual, debía partirlo por mitad con el dueño de ella; más era 
todo de éste cuando lo hallaba buscándolo estudiosamente; y lo mismo 
se entendía, si el tesoro se hallaba en casa ó heredad perteneciente al Es- 
tado ó al coman de ún Distrito. {L. 45, tit. 28, P. 3.*] 



DEBEOHO NACIONAL 

Al hablar de las diferentes clases de bienes á qlie se refiere este ca- 

Íítulo, es nuestro objeto indicar sólo a quién han pertenecido durante la 
República. Por consiguiente nada diremos de las leyes relativas á proce- 
dimiento para hacer la adjudicación de dichos bienes, pues el examen de 
ellas será asunto de otro libro. 

Las tierras baldías siempre han pertenecido á la Nación. Las mu- 
chas leyes que se han expedido acerca de ellas, han tenido por fin princi- 
pal lograr su cultivo. Así es que se han destinado ó á fomentar la inmi- 
gración ó se han dado á los cultivadores, ó se han vendido. También se 
han empleado algunas para el pago de ciertas deudas, y varias porciones 
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se han dado á entidades como Compañías, Distritos y Estados. Pero de 
todo esto hablaremos en lugar oportuno. 

Los bienes vacantes y mostrencos siempre han pertenecido á los Dis- 
tritos [1]; }7ero durante algún tiempo estuvieron destinados á la manu* 
misión de esclavos, y respecto de tesoros la primera ley se expidió en 

1833.— La ley de 13 de Junio [L. 12, P. 4, T. 5.o, R. G.J en su úni- 
co articulo dice: ''El oro, plata y piedras preciosas que se encuentren en 
las sepulturas, templos, adoratorios y guacas de indios y demás conoci- 
dos con el nombre de tesoros, desde el día de la publicación de esta ley, 
corresponden integi*amente al inventor ó inventores, sin más obligación 
que la de pagar los derechos de quinto y fundición con arreglo á las dis- 

{)osÍ8Íones de la materia (2) quedando en consecuencia derogadas todas 
as leyes y disposiciones que sean contrarias á la presente." 

1853. — La ley de 28 de Mayo "Sobre bienes mostrencos", dice en su 
artículo IP: "Los bienes mostrencos, así muebles como raíces, se vende- 
i*án en pública subasta, después de practicadas las diligencias que pre- 
viene esta ley, para averiguar su calidad de mostrencos." Citamos este 
artículo para notar que la ley no hace diferencia entre bienes vacantes y 
mostrencos, pues á todos los menciona con esta última palabra. Luego 
veremos la diferencia legal entre esos bienes. 

De acuerdo con el artículo 9.* cuando se hallasen satisfechas todas 
las deudas que afectaban á los fondos de manumisión, y hubiesen i)or 
consiguiente de extinguirse dichos fondos, los bienes mostrencos [esto es 
los vacantes y los mostrencos] pertenecerían al común de cada Distrito pa- 
rroquial donde se encontraran, según estabadispuesto por los leyes sob're 
régimen municipal. Los Cabildos dispondrían entonces lo que a bien tu- 
viesen sobre tales bienes, después de declarada su calidad de mostrencos, 
conforme á la ley. 

1857. — La l^y Je 2 de Junio, en su artículo único dispuso que ^%s 
terrenos sin diieño que estén fuera de las poblaciones son baldíos, perte- 
necen á la República y no son por consiguiente denunciables ni pueden 
adjudicarse como bienes mostrencos." [8] 

1873. — ^El Código Civil [Ley 84 de 26 de Mayo] contiene las si- 
guientes disposiciones sobre el particular. 

Art. 675. Son bienes de la Unión todas las tierras que estando si- 
tuadas dentro de los limites territoriales, carecen de otro dueüo. 

Art. 706. Estímanse bienes vacantes los bienes inmuebles que se en- 
cuentran dentro del Territorio respectivo, a cargo de la Nación,6in due- 
ño aparente ó conocido; y mostrencos, los bienes muebles que se hallen 
en el mismo caso. 

Art. 707. Los bienes vacantes y los mostrencos de los Territorios per- 
tenecen á la Unión. La enajenación y aplicación de tales bienes se arre- 
glarán á lo que sobre la materia disponga el Código Fiscal. 

El Código hizo diferencia entre vacantes y mostrencos, designando 

^^1^— — — III ■ I !■ ■ II « I ■ I ■■■■■■■ I M ■ I I ■ .^^ 11 I ■ ^^m^^m^ ■ ■ ■ I p » M ■ ■■ ■■III. ■ ■ m ' ■i^— ^■^^■^ ■ ^— ^—^^■^■^»^M^—.^^^i»^P^ 

[1] Menos los de los Territorios nacionales [artículo 707 del Código CivU úb 
1873]. 

(2) Ley de 10 de Junio de 1844 [L. 11, P. 4 T. 5,°, R. G.] 

[3] El 25 de Mayo de 1857 se dictó una ley sobre el uso de terrenos proindiviso, 
esto es, pertenecientes en común á yarías personas. La citamos porque se relaciona in- 
directamente con el asunto. 
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con la primera palabra los bienes raíces sin dueño aparente ó conocido, 
V con la segunda, los muebles que estuviesen en el mismo caso. Pode- 
mos, pues, decir que la diferencia entre los bienes vacantes y los teiTenos 
'baldíos, consiste en que los primeros han estado en el dominio del hom- 
bre, pero no se sabe quién sea su dueño, y los segundos, nunca han caído 
5)ajo tal dominio. 

Los baldíos, no obstante la federación, siguieron siendo propiedad 
^e la República. Poro en cuanto á los vacantes y mostrencos, sólo perte- 
necieron á ésta k»s que estaban situados en los Territorios que administra- 
ba como lo dice el tirtículo 707. 

Respecto do tesoros dice el Código : 

Art. 700. El descubrimiento de un tesoro os una especie de inven- 
ción ó hallazga Se llama tesoro la moneda ó joyas ú otros efectos precio- 
sos que elaborados por el hombre, han estado largo tiempo sepultados 6 
escondidos, sin que haya memoria ni indicio de su dueño. 

Art 701. El tesoro encontrado en terreno ajeno se dividirá por par- 
tes iguales entre el dueño del terreno y la persona que haya hecho el 
•deícubr i miento {!). Pero esta última no tendrá derecho á su porción, si- 
no cuando el descubrimiento sea fortuito, ó cuando se haya buscaílo el 
tesoro con permiso del dueño del terreno. En los demás casos ó cuando 
«ea una misma persona el dueño del terreno y el descubridor, pertenece- 
rá todo el tesoro al dueño del terreno. [2] 

Art. 702. Al dueño de una heredad ó de un edificio podrá pedir 
cualquiera persona el permiso de cavar en el suelo para sacar dinero 6 
alhajas que aseguro perteneoerle y estar escondidos en él ; y si señalare 
■el paraje en que están escondidos y diere competente seguridad de que 
probará su derecho sobre ellos, y de que abonará todo perjuicio al dneñt) 
de la heredad ó edificio, no podrá éste negar el permiso, ni oponerse á la 
extracción de dichos dineros ó alhajas. 

Art. 703. No probándose el derecho sobiM3 dichos dineros 6 alhajas, 
serán considerados ó como bienes perdidos, ó como tesoro encontrado en 
suelo ajeno, según los antecedentes y señales. En este segundo caso, de- 
dncidos los costos, se dividirá el tesoro por pai*tes iguales entre el denun- 
ciador y el dueño del suelo; pero no podrá éste pedir indemnización de 
perjuicios, á menos de renunciar su porción. 

Respecto délos bienes de individuos que Ho dejan herederos testa- 
mentarios ni legítimos, el Código los adjudica al Pisco (artículo 1,040). 

1887. — El Código de Minas adoptado por la ley 38 de 15 de Marzo, 
dice en su artículo 15: "Las guacas ó sepulturas y patios de indios, se 
-declaran de propiedad de los individuos que los exploten, los cuales ten- 
xlrán derecho para hacer las exploraciones y establecer los trabajos con- 

[1] Como en el Código chilena. El Código de Antioquia [artículo 722] y Tel d« 
•Oundinamarca [artículo 721] daban al dueño del terreno la cuarta parte y las otras tres 
411 descubridor. El artículo 15 del Código de Minas declara las guacas 6 aepvUuras y 
patios de indios, que son tesoros según el Código Civil, propiedad de los individuos 
•^ue los exploten. 

[2] Según el artículo 1,787 del Código Civil la parte del tesoro que de acuerdo 
•con la ley, pertenece al que lo encuentra, se agregará al haber del cónyuge que lo en- 
-cuentre; y la parte del tesoro que, según la ley, pertenece al dueño del terreno en que 
fle encuentra, se agregará al haber de la sociedad conyugal, si el terreno perteneciere 
á ésta, ó al haber del cónyuge que fuere dueño del terreno. 



120 DERECHO COLOMniAKO 

venientos á sn explotación; pero de esto derecho sólo podrán hacer uscl 
cuando tal explotación no pueda perjudicar a las obras públicas, las po- 
blaciones, las aguas de que en ellas se hace uso y las habitaciones de par- 
ticalarcs« Son, además^ extensivas al presente caso, las restricciones esta- 
blecidas, para los descubridores de minas en el artículo 5. o" 

Es bueno tener presente que el Códipjo de Minas se adoptó primero 
t^ue el Código. Civil mencionado, pues éste no fue adoptado sino por Isk 
ley 57 de 15 de Abril de 1887. 

El artículo 14 de la ley 48 de 23 de Marzo de ese aílo, dice: "Perte- 
necen á los Municipios los bienes, derechos y acciones que por cualquier 
título pertenecieron á los Distritos municipales; los bienes mostrencos y 
yacantes que se hallen ahora ó luego dentro de sus límites; y también los 
bienes de perso.nas que hayan muerto sin dejar herederos testamentarios 
ni abintestatp," [1] 

La ley 153 de 24 de Agosto diB 1887, dice; 'SSon llamados á la sucar 
sión intestada—A-..--^- en último lugar, el Municipio de la vecindad del 
finado.^' [artículo 85]. 

Tenemps, fen consecuiencia, que los terrenos baldíos son de la íía- 
ción, la cual loa adjudica en propiedad á los cultivadores, ó á cualquiera 
persona á cambio de títulos denominados de concesión; que los bieneá 
vacantes y los mostrencos y los que dejan las personas que carecen de he- 
rederos testamentarios y legítimos, pertenecen á ios Distritos ó Munici- 
pies; y que los tesores son del descubridor y del dueño del ten*eno donde 
se encuentren por partes iguales. En cuanto á los vacr.ntes y á los mos- 
trencos, debemos agregar que la ley concede ciertos derechos á las per- 
sonas que los denuncian; (Articuló 1^405 del Código Judicial, edición dé 
1889). 



CAPITULO X 

sbCESIONES DE EXTRANJEROS 

1. Antecedentes.— lí. Derecho ÑacionaÍí. Leyes dé 1829, 1847, 1850, 1$72, 187á; 
1886 y 1887. 

I 

ANTEOEDEIÍTES 

En EspañiEi, durante ia Edad Media, se tenía liiás consideración pot 
los extranjeros que en los demás países de Europa, según ló demuestran 
sus leyes. Baste observar que los derechos de auhmia y naufragio [2],tau 

[1] En virtud del artículo 130 de la ley 153 de 1887 ciertos censos vacantes perté- 
ilecen á los Municipios en que estuvieren situadas las fincas censidas. 

[2] Derecho de aubana ó albinagto era el que se atribuían los Gobiernos respecto 
de los extranjeros para menoscabarles el derecho de sucesión, apoderándose el Estado 
de todos los bienes que poseían ó de una parte de ellos. Cuando retenían una porción, 
de los bienes que se querían sacar del país, se llamaba de detracción. En virtud del 
derecho de naufragio, los señores vecinos á las Costas se apoderaban de los efectos de 
los náufragés que iban á ellas. 
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generalizados en Europa y que t-cín rigurosamente se aplicaron en Fran- 
cia 6 Inglaterra sobre todo el primero, no eran reconocidos por aquellas 
leyes. 

Citaremos alf,^unas de las leyes españolas sobre este asunto del Dere- 
cho ititernacioníil privado. 

SegÚD la ley 2/" tit. 24, lib. 4 del Fuero Real ^'todo home á quien 
no es defendido por deroclio, ha podor facer manda de lo suyo; ca nin- 
guna cosa vale tanto á los hoiues como ser guardadas sus mandas, é por 
ondo queremos, que los romerosj quien quier que sean, ó donde quier 
que vengan, puedau también en sanidad como en enfermeí^ad, facer 
manda de sus cosas según su voluntad, 6 ninguno no sea osado de embar- 
garle poco, ni mucho: 6 quien contra esto ficiere, quien en vida del ro- 
mero, qnieii después en la muorte, quanto tomare tórnelo todo á aquel á 
quien lo mandó el romero, con las costas ó daños, á bien vista del Alcal- 
de que sobre ello fuere puesto, é peche otro tanto de lo suyo al Rey: é 
bí no tomó nada de lo del romero, mas embargó que no ficiese la man- 
da, peche cinquenta maravedís al Rey, y en aquello sea creída la palabra 
del romero ó de sus compañeros que andan con él: é si no hubiete dé 
'que lo pechar, el cuerpo está á merced del Rev." La misma doctina sien- 
tan la ley 2, tit. 12, lib. IP de la Recopilación, y la ley 2.'^ tit. 30, lib. 
1.* de la Novísima Rcco])ilaeión, 

La ley 3.' del tit. 24 del lib. 4.^ del ihisriio Fuero dice: "Si romero 
muriere sin mandar, los Alcaldes de ia Villa do muriere reciban sus bie- 
nes, 6 cumplan delios ío que íuere menester á su enterramiento, ó lo de- 
más guárdenlo, é fáganlo síiber al Rey, y el Rey mande lo que tilviere 
por bien.'' Conforme con esta disposición es la de la ley S.**, tit. 12, lib. 
l.o de la Recopilación y la de la ley o.% tit. 30, lib. 1.^ de la Novísima 
Recopilación. [1] 

Pi,iede decirse, en consecuericia, que según el Derecho español los 
extranjeros, transeúntes ó domiciliados, podían disponer libremeiate de 
sus bienes por contrato entro vivos ó por última voluntad, tanto en fa- 
vor de extranjeros coihó de naturales; y que si inórían sin testamento, 

[1] Nos parece conveniente dar una idea general de la condición de los extranje- 
ros en España que sirva de complemento á lo que hemos dicho acerca de sucesiéneS. 

La ley 4.*, del titulo 7S^ de la Partida 5? otorga á tada clase de extranjeros cris- 
tianos, judíos 6 moros, así fueran como niercaderes á las ferias, fcomo en ótí'a sazón 
cualquiera, que sean salvos sus cuerpos, sus haberes, su mercadería y todas stls cosas 
«sí en mar como por tierra.. Varias disposiciones de la Novísima Recopilación sin va- 
riar esencialmente los derechos fundamentales de los extranjeros en España, regulari- 
zan su ejercicio. Esto demuestra que lá Legislación española siempre fue justa con los 
extranjeros en la Península, ó por lo menos mas benévola con ellos que la Legislación 
tie btras Naciones. 

Las leyes posteriores de España han conservado los principios dfe las anteriores. 
De acuerdo con el Decreto de 1852, con las Constituciones de 1869 y 1876 los extraü Je- 
ros pueden establecerse libremente en territorio, español, ejercer su industria y dedi- 
carse á cualquiera profesión, para cuyo ejercicio no exijan las leyes títulos de apti- 
tud; pueden adquirir toda clase de bienes inclusive los raices y disponer libremente de 
ellos por contrato oneroso ó á título gratuito. Si mueren abintestato, la herencia co- 
rresponde á sus sucesores legítimos, aunque sean extranjeros. El Código Civil sancio- 
nado en 1889 establece que los extranjeros tienen en España los mismos derechos ci- 
yiles que los nacionales. 

En Colombia hasta la Constitución de 1886 les eran reconocidos á los extranjeros 
ios mismos derechos civiles que á los ccJombianos. Dicha Constitución adoptó en el 
tisuntó el sistema de la reciprocidad como lo veremos en seguida. 
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no se confiscaban los bienes de la herencia, sino que se entregaban á«ns 
herederos legítimos, aunqne fuesen extranjeros. Estos principios están 
además consignados en varios Tratados de España, anteriores á la Inde- 
pendencia de nuestro país. 

Sin embargo, debe tenerse presente que respecto de America, las le- 
yes españolas consignadas en la Recopilación de Indias, presentaron va- 
rios inconvenientes á los extranjeros. En el libro 9 do este Código se en- 
cuentran la mayor parte de esas leyes, una de las cuales (L. 1% tit. 27) 
prohibe que los extranjeros pudieran venir á las Indias sni licencia real. 
También les era prohibido tratar y contratar mientras no estuvieran na- 
turalizados, y otras muchas cosas de que hablaremos en otro capítnlo. 
En cuanto á herencias, que es el punto que nos ocupa, la ley 44, tit. 32, 
lib. 2 (cédulas de D. Felipe IV de 9 de Enero de 1023 y 28 de Mayo de 
1625), dice que "si personas legítimas con recaudos bastantes acudieron 
á pedir los bienes de difuntos en las Indias, se los manden entregar (los 
Virreyes y Audiencias), no siendo de extranjeros ni de naturales á ex- 
tranjeros, en que han de tener particular cuidado y advertencia." 
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La Independencia produjo, entre otros grandes resultados, éstos: se- 
pararnos completamente de la Madre Patria, lo que no quiere decir que 
no continuase vigente en Colombia el Derecho Civil privado deella,pues 
la continuidad de éste no puede interrumpirse, y la comunicación con 
los pueblos extranjeros, á los cuales les estaban cerradas las puertas de 
la América española. Estas se abrieron de la manera más favorable para 
el exterior, pues en cuanto á derechos civiles para los extranjeros, la Ee- 
pública se puso á la altura de las Naciones civilizadas, como lo demues- 
tran sus Tratados, que son ley en el particular (1). 

1829. — Hablando de un asunto tan importante como éste, nos pa- 
rees conveniente citar hasta los hechos más insignificantes en aparien- 
cia. 

En Circular de 9 de Febrero de 1829, dirigida á los Prefectos, ma- 
nifiesta el Sr. Ministro de lo Interior que el Libertador Presidente había 
resuelto que las sucesiones de los franceses muertos abintestato en el te- 
rritorio de la Eepública, se entregasen á los Cónsules y Agentes comer- 



[1] En los Tratados que pasamos á citar se estipuló que los extranjeros pudiesen 
disponer libremente de sus bienes por venta, donación, testamento ó de otro modo, j 
que si morían abintestato, sucederían en éstos las personas de su Nación. 

1824. Tratado con los Estados Unidos de América [aitículo 9]. 

1829. Con los Países Bajos (artículo 14). 

1844. Con Chile [artículo 101. Habla solo de la sucesión abintestato. 

Del mismo año con Francia [artículo 8J. 

1846. Con los Estados Unidos de América (artículo 12). 

1847. Con Cerdeña [artículo 6.«] 

1854. Con las Ciudades anseáticas [artículo 5.^1 

1856. Con Francia [artículo 8?] 

1858. Con el Perú [artículo 36]. 

1865. Con Portugal [artículo 17]. 

Del mismo año con Inglaterra [artículo 17].-'Basta de citas. 
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-cíales de Francia, previas l»s diligencias de inventarios y avalúos, y el 
pago de sus créditos al Estado y á los particulares á quienes debieran en 
^1 país. 

1847. — La primera ley que hallamos sobre sucesiones abintestato de 
los extranjeros, es de este aíio (L. 8% P. 1", T. 7.*^ Ap, á la R. G.): se 
.-sancionó el 27 de Marzo, y en su ímico articulo dispone que **el derecho 
-de sucesión ex-testamento ó abintestato do los extranjeros en la Repúbü- 
-ca, se conformará en cuanto á los bienes de eualquier clase que posean en 
-ella, á las leyes vigentes en el país respecto de la sucesión de los nacio- 
nales, ya sea ex^-tfistamento ó abintestato, salvo las excepciones que por 
Tratados públicos se hayan hecho ó puedan hacerse sobre esta materia." 
De modo que en virtud de esta ley, siempre que no hubiese Tratado 
^ue dispusiera algo sobre esta clase de sucesiones, para saber quiénes eran 
Jos herederos, y en qué proporción, de los bienes que poseía un extran- 
jero en la República, se aplicaban las leyes de ésta que no eran otras que 
^as españolas. 

1850. — La ley anterior se adicionó en la de 29 do Mayo de 1850, que 
^consta de 5 artículos. Veamos su contenido. 

Según el artículo 1." "Las sucesiones de los extranjeros que mueran 
'Cn el territorio de la República sin dejar en él disposición testamentaria 
ni herederos legítimos, se entregarán á los Cónsules de las Naciones 
á que dichos extranjerob pertenezcan, pero para que esto se verifique se- 
rá necesario: !.• Que la autoridad local competente, con asistencia del 
respectivo Cónsul, sí lo hubiere en el mismo lugar, y en caso contrario 
=sin 61, practique previamente los inventarios y avalúos de los bienes «iel 
-difunto, y satisfaga los derechos é impuestos legales y los créditos de 
particulares, de quienes el difunto resultare deudor en el país; sacando 
-de todo lo actuado dos copias legalizadas para remitirlas á la Secretaría 
-ide Relacionas Exteriores por conducto del respectivo Gobernador; y 2,° 
-Qu« transeurra un año después de haberse publicado en uno ó más perió- 
--ilicos del país, jwr tres veces consecutivas, el aviso de la muerte del res- 
pectivo extranjero, sin que durante este intervalo se presenten personas 
que, según las leyes granadinas, deban suceder al difunto 6 cuidar de 
=5us bienes como albaceas; pues en cualquier tiempo en que tales perso- 
jiaK se presenten, si no hubiere para ello ningún inconveniente legal, de- 
berá entregárseles la sucesión, bien sea que haya pasado á poder del res- 
pectivo Cónsul, ó que permanezca á disposición de la autoridad local 
^competente, ó de albaceas nombrados por ella." 

El ai'tículo 2/ señala las atribuciones de los Cónsules en las sucesio- 
nes abintestato de sus nacionales en el caso del artículo anterior. Eran: 
-cruzar sus sellos sobre los que se hubieran puesto por la autoridad en los 
-efectos y papeles del difunto; asistir á los inventarios, avalúos y demás 
^otos judiciales de la testamentaría; y proponer á la autoridad una ó 
más personas, que con el carácter de albaceas, se encargasen de los bie- 
nes del difunto, y de cuidar de los intereses de la sucesión. En este caso 
^1 Cónsul no podía intervenir en el manejo de bienes, papeles y libros de 
la sucesión, ni pedir que ésta se le entregase, salvo el derecho de exigir 
responsabilidad á los albaceas, conforme á las leyes. 

En virtud del artículo 3. • en el procedimiento de que trata la ley, 
especialmente en la formación de inventarios y pago de los derechos fis- 
cales correspondientes, debían observarse siempre las leyes de la Repú- 
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blira, en cuanto no se opusienin á lo estipulado ó que se estipulase cit 
los Tmtádos públicos. 

El artículo 4.' üice que lo disj)ucsto en la ley acerca de los Cónsules 
en general, s(; entiende no sólo respecto de los (cónsules particulares, si- 
no también do los Cónsules generales y de los Vice-Cónsules. 

El artículo 5.* establece que se adiciona en los términos anteriores 
la lev de 27 de Marzo de 1847. Entre las dos hav esta diferencia sostan* 
cial: la de 1847 es sustantiva y ia de 1850 jmranidnte proCedimentaL La 
primera establece un derechujy lascj(üuda los medios para que fuese ver- 
daderamente efectivo; 

1872. — En el Código Judicial de este año [Ley 57 bis de 7 de Junio] 
al hablar de las diligencias judiciales para evitar el extravío ó la pérdi- 
da de los bienes hereditanos,se dice: "Artículo 1,148 (1). Si el difunto fue- 
re un extranjero-, el Juez [para practicar esas diligencias] citará al Cón- 
sul de la Nación de aquél, si lo hubiere en el lugar donde se han de 
practicar las diligencias referidas, para que concurra, si quiere^ á pre- 
senciarlas; pero la no Concurrencia del Cónsul no impedirá la práctica 
do las diligencias." 

Según el artículo 1,151 [2], "si la sucesión fuero de uñ extranjero 
el Juez nombrará de curador de la herencia a la persona que iüdiquo fel 
Cónsul de la Nación á que pertenecía el difunto, si esa persona fuere aptil 
y abonada, á juicio M Juez." 

1873.— El Código Civil (Ley 84 de 26 dé Mayo) contiene sobte el 
asunto las disposiciones que pasamos á indicar. 

Art. 1,053. Los extranjeros son llamados á las sucesiones abintesta- 
to abiertas en el Territorio [hoy en Colombiaj artículo 2, ley 57 de 1887] 
de la misma manera y sogún las mismas i*ei5las que los miembros de él. 

Art. 1,054. En la sueesióñ abintestato de un exti*anjero que fallez- 
ca dentro ó fuera del territorio, tendrán los miembros de él, á título de 
hei'encia, de porción conyugal ó de alimentos, los mismos derechos que 
según las leyes vigentes en el Territorio les corresponderían sobre la sa- 
cesión intestada de un miembro del Territorio. 

Los miembros del Territorio interesados podrán pedir que se les ad- 
judique en los bienes del extranjero existentes en el TeiTÍtorio [hoy en Co- 
lombia, lo repetimos] todo lo que les corresponda en la sucesión del ex- 
tranjero. 

Esto mismo se aplicará, en caso necesario, á la sucesión de un miem^ 
bro del Territorio que deje bienes en un país extranjero. 

Hasta aquí el Código. 

Si aquello ocurre en la sucesión intestada,claro es que los extranjeroB 
pueden disponer de sus bienes por testamento como á bien lo tengan; 
pero conformándose á las leyes colombianas si tuvieren herederos domíj- 
«ciliados en la República respecto do los bienes, do cualquiera clase que 
sean, que tengan en ésta, puesto que según el artículo 20 del Código Ci- 
vil todos los bienes situados en Colombia, aun cuando sus dueños sean 
•extranjeros y residan fuera de ésta, están sujetos á las disposiciones del 
Código, y que de acuerdo con el articulo 18 de éste, la ley es obligatoria 
tanto á los nacionales como á los extranjeros residentes en Colombia. 



[Ij 1,238 en la edición de 1889. 
\^] 1,S41. edición de 1889. 
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Así es que el principio de la ¡ex loci '¡^ei site se aplica, en virtud del Cót 
digo, tanto á los bienes raíces como á los muebles. 

Hablando de herencias yacentes, dispone el Código [artículo 570] 
<jne **sí el difunto á cuya herencia es necesario nombrar curador, tuviere 
lierederos extranjeros, el Cónsul de la Nación de éstos tendrá derecho 
para proponer el curador ó curadores que hayan de custodiar y adminis- 
trar los bienes." 

El artículo 571 dice: "El Magistrado discernirá la curaduría al cu- 
rador ó curadores propuestos por el Cónsul, si fueren personas idóneas.^ 
y á petición de los acreedores, ó de otros interesados en la sucesión, pq- 
'l^ú agregar á dicho curador ó curadores otro ú otros, según la cuantía 
y situación de los bienes que compongan la herencia." 

J886. — Habííí» sido principio de nuestra Legislación que los extraur 
jeros, ya fuesen domiciliados, ya transeúntes, gozaban de los mismos de- 
rechos civiles que los colombianos; pero la Constitución de 1886 en su arr. 
tJÍculo 11 dice que "los extranjeros disfrutarán en Colombia de los mist 
x^os derechos que se concedan ft ios colombianos por las leyes de la !N^ar 
<ii6n á que el extranjero pertenezca, salvo lo que se estipule en los Trata- 
dlos públicos." Kespecto del asunto que nos ocupa debe tenerse presente 
«sa disposición. Sin embargo, y aunque no estén de acuerdo las aprecia- 
ciones filosóficas <5on el plan de este libro, nos permitimos observar que 
«1 principio de la reciprocidad, que consagra el artículo citado, se reputa 
<5onio injusto, puesto que para corjiceder derechos civiles á los extranje- 
ros no se debe tomar como regla de conducta lo que hagan sus respecti- 
-^•as Naciones. Pero distinguiendo entre esos derechos los que son reco- 
gQocidos por la ley civil, de los que ésta crea, quizá puede aceptarse qua 
£Í los primeros, que vienen de la ley natural, no deben negarse á nadie^, 
«n cuanto á los segundos nada hay de injusto en que una Nación procur 
TQ, estableciendo el principio de la reciprocidad, que les sean otorgados 
Á sus ciudadauos en el extranjero. Nuestra Legislación no niega á los 
extranjeros los derechos naturales reconocidos por la ley civil, y mucho 
jnenos aquéllos, que como el de herencia, les están expresan) ente reconc- 
omidos, y que no créenlos afectados en lo mínimo por el artículo 11 de la 
Constitución. El Código Civil francés eu su artículo 11 estat)lece que **el 
extranjero gozará en Francia de los mismos derechos civiles que Ips con- 
cedidos á los franceses por los Tratados de la Nación á que el extríj-njerp 
pertenezca", y no obstante que esta disposición es aun más desfavorable 
óiae la nuestra para los extranjeros, en Francia sólo ha sido aplicada, á 
derechos expresamente negados por la ley francesa á los extranjeros en 
razón de reciprocidad. De modo que los demás derechos, entre los cu.i^les 
se encuentran el de adquirir propiedad raíz, el de contraer matriinonio, 
el de heredar, el de presentarse en juicio &/, les están reconocidos á los 
extranjeros independientemente de los Tratados. 

Entre los derechos que tienen los extranjeros en la República de 
una manera definitiva, esto es, que no dependen de lo que dispongan sus 
leyes patrias, y fuera de los que les reconozcan los Tratados púbncoe, se 
encuentran los que les reconocen de una manera expresa las leyes poste- 
riores á la Constitución, entre las cuales está el Código Civil, en virtud 
del artículo 6? de la ley 153 de 1887 que establece que **una disposición 
expresa de ley posterior á la Constitución se reputa constitucional; y se 
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aplicará aun cuando parezca contraria á la Constitución." Así es que ef 
artículo 11 de ésta no sería obstáculo para aplicar aquélla. 

Pocas son nuestras disposiciones legales que iiablen expresamente 
de los extranjeros ó que resuelvan puntos do Derecho internacional pri- 
vado; pero entre los resueltos se halla uno de los más importantes, cual 
es el de las sucesiones, aunque de una manera que no está de acuerdo 
con los principios que defienden los últimos expositores do aquel Dere^ 
cho. 

Dicho punto lo resuelve el artículo 1,053 del Codig'o Civil, según he- 
mos visto antes. Deteniéndonos en el examen de este artículo, observare- 
mos que es indudable que los extranjeros no están excluidos en ningún 
caso ae heredar entre nosotros; pero que según el artículo cit.'ido y el 20 
del mismo Código quo somete á las leyes nacionales tanto los biene raí- 
ces como los muebles que se encuentren en la República, en cuanto á los 
bienes que estén en ésta sólo pueden heredar ahiniestato de acuerdo cott 
nuestras leyes. Así es que respecto de sucesiones de extranjeros^sí los Tra- 
tados públicos no establecen excepciones á ese principio [1], sí>n nuestra» 
leyes las únicas que pueden determinar quiénes sean los herederos y e» 
qué cuantía en los bienes del extranjero difunto existentes en Colombia. 
Lo repetimos: este prnicipio no está de acuerdo con los últimos adelantos 
de la ciencia. Para demostrarlo, notaremos qne en cnanto á la ley que de*- 
be regir las sucesiones de los extranjeros, hay varios sistemas, de los cua- 
les los principales son tres. El primero considerando la herencia como 
una continuación de la personalidad del difunto, someto todos los dere- 
chos hereditarios á la misma ley á que la personalidad se hallaba sujeta. 
Los partidarios de este sistema al indicar esa ley, se dividen: los nnos 
sostienen que la del domicilio del difunto; los otros que la del Estado á^ 
que el difunto pertenecía, ó sea la ley nacional de éste. El segundo siste- 
ma somete á la ley del país donde so encuentran los bienes de lasucesión^ 
las relaciones que de ésta se derivan. El tercero es mixto, pues sólo some- 
te á esa ley los bienes raíces mientras que subordina los nraebles á la ley 
del domicilio del difunto. 

El primer sistema con aplicación de la ley nacional del difunto, está 
adoptado sólo por los Códigos Civiles italiano [artículo 8J y espafiolt 
sancionado en 1889 [artículo 10]; el segundo sistema es el de los Códi- 
gos colombiano y chileno; y el tercero, el de casi todos los Códigos euro- 
peos, entre los cuales está el francés después de la ley de 1819 que lo mo- 
dificó en el particular. No obstante esta diversidad de sistemas y no obs- 
tante que el artículo 11 de nuestra Constitución establece el principio de 
la reciprocidad y como hemos visto, creemos que en cuanto á suoesiones- 
de extranjeros no podría haberla por lo que antes indicamos, y que por 
lo mismo las sucesiones intestadas de españoles ó italianos respecto do los 
bienes que dejaran en la Nación,'^tendrían que someterse á nuestra» leyese 

Es bueno agregar que el primer sistema mencionado' acepta la apli- 
cación de las leyes territoriales, ó sea de las que rigen donde se encuen- 
tran los bienes, cuando con la aplicación de las extranjeras, se menosca- 
be la soberanía ó se ofenda al Derecho ó al orden público, ó se violen 
intereses generales del país donde se pretendiera su aplicación. Así e»- 



[1] Véase la nota número 1, pág. 132, 
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que si nuestras leyes siguiesen ese sistema, sería, por ejemplo, inaplicable 
la extranjera que consagrase los mayorazgos. 

Depués de escrito lo anterior, notamos que nos hemos extendido de- 
masiado en la consideración de puntos extraños al objeto de este libro j 
pero prometemos no reincidir en la misma falta á trueque de que se nos 
permitan las consideraciones precedentes. 

1887.--La ley 57 de 15 de Abril adoptó para la Eepública los Códi- 
gos Judicial y Civil mencionados sin introducir reformas á las disposi- 
ciones que hemos citado. 



CAPITULO XI 
CENSOS T CAPELLANÍAS 



1. Antecbdentes.— II. Derecho Nacional.— X«y«« de 1831, 1824, 1834, 1836, 1844, 
1851, 1853, 1854, 1835, 1800, 1861, 1863, 1863, 1864, 1865, 1866, 1870, 1871, 1873. 
1876, 1877, 1886, 1887 y 1888. 



ANTECEDENTES 

CensOy segím el Derecho español, era un contrato por el cual se ad- 
<3[uiría el derecho de percibir una pensión anual, mediante la entrega de 
«itlguna cosa; ó bien el mismo derecho de percibir la pensión, caso cu quo 
iBe dividía en consignativo, enfitéutico y reservativo. 

El consignativo daba derecho de exigir de otro cierta pensión anual^ 
iDor haberle dado el que ^e la exigía cierta suma de dinero sobre los bie- 
^les raíces del que la pagaba quien quedaba con el dominio directo y útil 
«3e ellos. Se podía también constituir consignando la suma sobro la in- 
Opstria personal del que quedaba debiendo la pensión. Este censo se di- 
"Vidía en perpetuo y temporal, y el perpetuo se subdividía en irredimible 
^ muerto y en redimible ó al quitar. También solía dividirse en real, 
X^i^sonal y mixto. Había otra especie llamada juros. 

Tres cosas debían considerarse en el censo consignativo: el precio ó 
oapital, la pensión ó rédito y la cosa en que se aseguraba. Bespecto del 
X>reci0; 6 sea de la suma dada para lograr la pensión, notaremos que la 
confesión de entrega era prueba de que se había cumplido este requisito, 
y que estaba admitida la constitución de censo aun dando el capital en 
cosa que no fuese dinero. La pensión tenía que ser al 3 **/o en los censos 
redimibles, al 10 '^o en los vitalicios, y al 2 '^o, según el uso. en los irredi- 
mibles (leyes 6, 8 y 9, tit. 15, lib. 10, Nov. Rec). Si se establecía pen- 
sión más alta, el censo no era nulo; pero sólo se debía la legal (L. 8.% tit. 
15, lib. 10, Noy. Rec.) La pensión se pagaba en dinero, y en frutos don- 
de había esta costumbre (leyes S."*, 4.' y 9, tit. 15, lib. 10, Nov. Rec.) 
Las cosas en que se consignaban los censos, debían ser fructíferas é in- 
muebles, teniéndose por inmuebles los derechos incorporales adhereutes 
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á líi ticrrn, como los de pacer, pescar, diezmar &.* Una misma cosa podíii, 
Hor gravada con varios censos siempre que pudiese soportarlos (L. 2, tit, 
15, lib. 10, Noy. Eec.) 

Los censos se extinguíim: 1.° Por perecer enteramente la cosa coiisÍt 
da ó por hacerse infructífera en un óodo y para siempre; 2.* Por la di- 
misión ó abandono que hacía de la cosa el censatario á favor del aeree- 
dor del censo; 3.- Por la prescripción de 30 años, esto es, cuando duran- 
te este tiempo s.e poseía de buena fe la cosa como libre; 4.' Por la reden- 
ción cuando el deudor restituía al acreedor el precio ó capital que éste la 
había dado al tiempo de la constitución del censo. 

El censo enfitéutico daba derecho de exigir ilo una persona cierto 
canon ó pensión anual en razón de haberle transferido i)ara siempre ó pa- 
ra largo tiempo el dominio útil de alguna cosa raíz, reservándose el do-, 
minio directo el que le transfería el útil. (L. 3.', tit. 14, P. 1." y L. 28, 
tit. S.% P. 5.») 

El dueño directo ó censualista tenía estas ventajas: 1* Conservaba 
el dominio directo de la cosa censida; 2.' Adquiría derecho á las pensio- 
nes, y si dejaban de pagársele por dos ó tres años, según el caso, caía ei; 
comiso la cosa y podía tomarla para sí; 3.* Gozaba el derecho (^o/adiga^ 
tanteo, retracto ó prelación, en virtud del cual debía ser preferido por el 
tanto á cualquier otro comprador siempre que el enfiteuta vpndía la co- 
sa; 4.' Gozaba también el derecho de laudemio ó luismio que era el 2 •/. 
del precio leí fundo cuando se vendía (leyes 28 y 29, tit. 8.®, P- 5.') 

El enfiteuta tenía estos derechos: 1° Adquiría ol dominio útil de la 
cosa, la cual no se le podía quitar sino cuando dejaba de pagar la pen- 
sión por dos ó tres años; 2.® Podía imponer servidumbre, censo ú otro 
gravamen sobre la cosa, como también empeñarla ó bipQtecarla, sin no- 
ticia del dueño directo; 3.* Podía igualnient.e venderla, con tal que lo avi- 
sase al dueflo directo, por si quería usar del derecho ae fadiga ó tanteo 
dentro de 2 meses; 4." Se libertaba del pago de la pensión si la cosa pa- 
decía tal quebranto que no quedaba de ella sino menos de la octava par- 
te; y 5.** Tenía la facultad de redimir cuando quería la carga del canon 
6 rédito anual, entregando al dueño directo el capital ó precio regulado 
al respecto de ciento por uno v medio del rédito ó según u^o v costumbre 
del país. (Leyes 28 y 29, tit. 8, P. 5; y leyes 12 y 22, tit. 1.5, íib. 10,Nov. 
Kec.) 

El censo reservativo ó rentitivo era el derecho de exigir de una per- 
sona cierta pensión anual en frutos ó en dinero por haberle transferido el 
dominio directo y útil de alguna cosa raíz. Se diferenciaba del enfitéuti- 
co en que transmitía al censatario el dominio directo y el útil, en que no 
producía á favor del censualiata los derechos de fadiga y luismio, ui el 
beneficio do comiso aunque no se le pagase la pensión por muchos años^á 
no ser que se pactase lo contrario. Así es que el censatario quedaba due- 
ño absoluto de la cosa sin otra carga que la de la pensión. El censo reser- 
vativo se dividía en perpetuo y temporal, como el cousignativo. 

Agregaremos que censualista o censuario érala persona á cuyo favor 
se imponía ó estaba impuesto algún censo, ó la que tenía derecho á per- 
cibir sus réditos, y que censatario era el que pagaba los réditos del censo. 

Acerca de las capellanías diremos unas pocas palabras. 

Capellanía era la fundación hecha por alguna persona con la car^a ú 
obligación de celebrar anualmente cierto número de misas en cierta igle- 



8ia, capilla 6 altar. Se dividían en mercenarias, llamadas comunraontd 
loicales ó profanas, colativas y gentilicias. En las loicales se imponía so- 
bre un inmueble nn capital á cierto interés, en beneficio de determinadas 
personas, quienes tenían la obligación de ejecutar algunos actos piadosos. 
Eran en suma vmculaciones ó mayorazgos con el gravamen de celebrar ó 
mandar celebrar sus poseedores en las iglesias, ciipillas ó altares designa- 
dos por los fundadores, cierto número de misas. Las colativas en cuanto 
k su constitución eran Semejantes á las loicales; pero se diferenciaban de 
éstas respecto á la aplicación de sus réditoS) pues ellos so destinaban, á 
manera de beneficio eclesiástico,á proporcionar congrua sustentación aun 
ministro del culto, jen que requerían colación y canónica institución por 
parte de la autoridad eclesiástica. También imponían al capellán la obli- 
gación de ejecutar determinados actos piadosos. Capellanías gentilicias 
eran las capellanías colativas en que tenían derecho de patronato cierta 
^ente ó familia designada por el fundador; de manera que las gentilicias 
eran de la misma naturaleza que las colativas, á diferencia de que los pa- 
tronos eran siempre legos. 

Los bienes de las capellanías no podían antes de 1798 enajenarse ni 
prescribirse, ni desmembrarse. En cédula de 19 de Septiembre de ese 
año, se permitió la enajenación de todos los bienes raíces pertenecientes 
Á obras pías, memorias, patronatos de legos &*; y se autorizó la de bienes 
de otras fundaciones. Puede decirse que los de las capellanías colativas 
estuvieron espiritualizados, lo que significa que estaban exentos de pe- 
ichos y tributos por estar destinados al sustento de sacerdotes y al pago 
^e algunos gastos religiosos» 
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1821. — Habiendo prohibido la Constitución de este año establecer 
vinculaciones y mayorazgos, juzgamos que quedó también prohibida la 
fundación de las capellanías que tenían el carácter de mayorazgos, según 
"^imos antes, y la de cualquiera otra cosa que participase de la naturale- 
za de éstos. 

En el mismo año de 1821 se ejtpidió el 6 de Agosto una ley (L. 8., 
IP, 3.* T. 4 R. G.) en que se dispuso que los censos pertenecientes á los 
Conventos menores suprimidos por ella, se aplicaran á los Colearlos ó ca- 
«as de educación de la respectiva Provincia» Así es que en esta ley se dio 
<&. ciertos censos aplicación distinta á la que indicaba la respectiva funda* 
^i6n. 

1824.— La ley de 10 de Julio (L 7* P. 2* T. 2? R. G ) declaró nu- 
3as las capellanías fundadas con pacto de no enagenar los bienes, y per* 
:anitió expresamente la fundación de las que no contuvieran ese pacto 
Jarticulo 8.°] y la venta de Jas fincas correspondientes á capellanías, pa- 
'Uronatos de legos &.* [artículo lOj. De esta ley hablamos en el capítulo 
^^)bre mayorazgos. 

En 1824 se expidió otra ley relacionada con el asunto: la de 11 de 
-Agosto [L. 9. P. 2.* T. 2^ R. G-.] "Sobre reducción de censos." Consta 
^e 13 artículos Tiene por objeto establecer que quedaban extinguidos 
^08 censos que gravaban fincas destruidas enteramente por consecuencia 

13 
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« 

áe la gaerra de la Independencia, por terremotos ú otro caso fortuito, y 
que debían minorarse los réditos a los censnatarios qae hubiesen tenida 

Sérdidas considerables en los productos de sus bienes por laá causas in- 
icadas. El articulo 4.* dice: ''Los censos que no tenían hipoteca espe^ 
cial, sino ^ue gravaban la generalidad de los bienes, quedan extinguidos,- 
si todos los bienes se han extinguido enteramente." 

1834.— El artículo 228 do la ley de 19 de Mayo [U 1.; P. 2.* T. !.• 
B. 6.] ''Sobre régimen político y^ municipal de las Provincias, Cantones 
y Distritos parroquiales'', permitió la venta de los bienes de las Iglesias 
a cen80 redimible^ y con ciertas condiciones. 

1836.— La ley de 27 de Abril [L. 18, P. 2.« T. 3.* B. G.] en su artí- 
ónlo único dispuso que los réditos del principal de 13000 pesos deque dis^ 

?' onia la Junta general de diezmos del Arzobispado de Bogotá, desde el 
lempo de la dominación española, y sin la sanción posterior de ley al« 
¿una, se adjudicaban en esta forma: 1 ^ Los réditos de 8000 pesos sobre la 
hacienda de Fute, para la propagación de la educación primaria; y %* 
Los réditos de los 5,000 pesos restantes, impuestos sobre diversas fincas, 
á favor de la Casa de refugio, instrucción y beneficencia de Bogotá. 

La ley de 16 de Mayo de 1836 (L. 6.' P. 3.» T. 4? B. G.) dispuso 
que todo censo perteneciente á las comunidades religiosas que se redimie- 
ra, se volviese a imponer de nuevo (artículo 6?) [1] 

1844.— La ley de 16 de Junio (L. 14, P. 2. T. 3 • E. G.) mandó ex- 
presamente imponer á censo ciertos fondos del Colegio de minas de Pa- 
namá; y dispuso que en caso deque ese fondo se redimiese, volviera á 
imponerse de nuevo. La ley coneta de 4 artículos. 

El 8 de Julio del mismo año se siincionó una ley (L. 10. P. 1' T. 3? 
B G.) ''Sobre estudios y fondos de los Colegios provinciales y Semina- 
rios, y fenecimientos de cuentas de las Universidades", la cual consta 
de 8 articulus. En virtud del 6.^ los réditos de las capellanías ecle- 
siásticas y laicales que, como áejure devoluio, se hubiesen aplicado ó se 
aplicasen á los Colegios provinciales, pertenccian íntegramente á éstos 
por todo el tiempo que hubiese durado ó durase la aplicación, sin que tu- 
viesen obligación de restituir ninguna parte de ellos al capellán que se 
nombrara conforme á las fundaciones. De acuerdo con el artículo 7.^, 
en donde hubiese Colegios Seminarios, les correspondía también íntegra- 
mente los réditos de capellanías eclesiásticas que como át jure devoluto 
se les hubiesen aplicado á aplicasen, en los mismos términos del artícu- 
lo 6?; pero no podían aplicárseles otras capellanías que las que hubiese 
én la Provincia donde estaba el Seminario y las de aquéllas en quo no hu- 
biese Colegio á que pudieran destinarse. 

1851. — El 30 de Mayo se sancionó otra ley que autorizaba al Poder 
Ejecutivo para hacer uso de vanos arbitrios rentísticos, la cual consta dé 
4 artículos. Se le facultaba para contratar un empréstito y además para 
admitir la ponsignación de la mitad de los capitales impuestos á cei^so 
én favor de cualquiera persona ó Corporación de la Nueva Granada eu 
redención de la totalidad del censo, del cual quedaría completamente li- 
bre el que hiciese la redención. En reemplazo del primitivo deudor, se. 
subrrogaba el Estado, y al efecto se emitirían certificaciones de recono- 

(1) Esta ley fue derogada en todas sus partes x>or la ley de 2 de Junio de 165S 
6Dmo yá lo notamos en el capitulo sobre mayorazgos. 
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cimiento sobre el Tesoro por el total valor nominal rlol censo redimido; 
y al interés qne le correspondiera antes de la redención. Los cupones ct¿ 
dichas certificaciones qne^ así como éstas, serían nominales y no al porta^ 
dor, se admitirían en las épocas de su rendimiento, y de ahí en ade- 
lante, en pago de las contribuciones nacioi^ales y de los efectos renales del 
Estado. 

El artículo 2.° dice: '^Los censos de que se habla en esta ley son 
aquellos en que el que los reconoce no tiene plazo alguno señalado par^ 
la redención del capital, y cuyo interés estipulado ep la correspondiente 
escritura pública antes de la sanción de la presente ley,no exceda del 6'^, 
anual .^' 

1852.— La ley de 31 de Mayo "Sobre arbitrios" (11 artículos] en su 
artículo 2P autorizó al Poder Ejecutivo para admitir en redención de los 
capitales impuestos á censo, al rédito de b^¡o anual, la mitad de estos 
mismos capitales, y en virtud de tal consignación quedaba el individuo 
que la hacia completamente exento de toda responsabilidad personal pro- 
veniente del reconocimiento del censo redimido, y libre la nnca sobre 1^ 
cual estaba impuesto el capital, cualquiera que fuese la persona, ccrpo^ 
ración ó establecimiento á cuyo favor se hubiese impuesto el censo 6 que 
estuviese disfrutándolo. 

El parágrafo de dicho artículo dispone que en la misma proporción 
establecida para los capitales acensuados al 5% anual, sería aanjisiblc- 1^ 
redención de todos los demás capitales que ganasen rédito mayor ó me- 
nor. 

El Tesoro nacional reconocía íntegramente el censo redimido [ar- 
tículo 3.**] Las certificaciones respectivas de censo ganarían el 5% anual, 
y para el efecto de que la suma de este interés fuese igual á la que paga- 
ba el censatario antes de la redención, se rebajaría el capital si el interés 
Cira menor del 6%, ó se aumentaría el mismo capital si el interés era ma- 
yor, todo en la proporción correspondiente [artículo 4.oj El artículo 7.° 
dice que los censos de que trata la ley son los que existen en la Repúbli- 
ca sean de la clase que fueren. (1) 

1854. — La ley de 30 de Marzo mandó hacer ciertas ventas á censo. 
Citamos esta ley para dar mejor idea del curso que ha seguido en la Bct 
pública el asunto de los censos. 

1855. — La ley de 24 de Abril (3 artículos) dispuso que cesaba la au- 
torización concedida al Poder Ejecutivo por el artículo 2.* y su parágra? 
fo de la ley de 31 de Mayo de 1851 "Sobre arbitrios". Por consiguiente, 
hasta la publicación de la ley de 24 de Abril, duró la redención de cen- 
sos en el Tesoro. Debe tenerse presente que ésta había sido voluntaria, 
£1 artículo 2P de esta ley declaró válidas las redenciones que se habían 
verificado. 

1860. — En la ley de 14 de Marzo ^^Sobre en^isión y amortización da 
renta sobre el Tesoro", se dispuso que la Confederación admitía sobro 
su Tesoro las imposiciones de censo al 57», siempre que se consignase un 
capital igual en renta sobré el Tesoro al 6^/0; y ^^^e en los mismos tér^ 

■ !■ I I ■ ■ i . ■ I ■ ■■ . —1^ 

(1) La ley de 28 de Mayo de este mismo año adjudicó al Colegio de Santa Marta 
los réditos de las capellanías eclesiásticas y loicalcs áejure devoluío encadas en ]a Pro 
Yincia del mismo nomlire, y algunos de las del Seminario de aquella ciudad ü la Pro- 
vincia de Valle Dupar. 
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minos admitiría los traspasos Je censo qno qjuisieran hacerse por común 
acuerdo de los interesados, siempre quo tuviesen facultad para ello con* 
forme á las leyes y á las respectivas fundaciones. La ley consta de 4 ar» 
tículos. 

1861. — El Presidente provisional de los Estados Unidos de Nuera 
Granada expidió con fecha 9 de Septiembre de 18G1 un Decreto **Sobre 
desamortización de bienes de manos muertas" que consta de 16 artícu- 
los. Citaremos de él las disposiciones que se relacionan con el asunto que 
nos ocupa. 

El artículo 1? declaró que todas las propiedades riisticas y urbanas, 
derechos y acciones, capitales de censos &.• que tenían ó administraban 
ciertas corporaciones civiles y las eclesiásticas, se adjudicaban en propie- 
dad á la Nación por el valor correspondiente á la renta neta quo produ- 
cían 6 pagaban, calculada como rédito al 6°¡o anual; y reconociéndose 
en renta sobre el Tesoro al o^/o en los términos del Decreto. Según el 
articulo 2.% con el nombro de Corporaciones se comprendían todas las 
comunidades religiosas de uno y otro sexo, cofradías y arcbicof radías, 
patronatos, capellanías, congregaciones, hermandades, parroquias, muni- 
cipalidades, hospitales y, en general, todo establecimiento que tuviese 
carácter de duración perpetua ó indefinida. El artículo 4.° indica qufr 
edificios y terrenos se exceptuaban de la adjudicación. 

El artículo 13 prohibe que en lo sucesivo se impusieran censos sobro 
fincas raíces á favor de las Corporaciones mencionadas; pero permito 
que se impusiesen sobre el Tesoro. El artículo 14 dispone que no se per- 
mitieran traspasos de censos de las propiedades gravadas á otras, y que 
cuando un censatario quisiera libertar la finca que poseía, debía verificar 
la redención consignando el capital en la Caja de amortización. 

1862.-^En otro Decreto, datado el 8 de Junio, del Presidente provi- 
sional de los Estados Unidos de Colombia, se dispuso que se permitía la 
consignación de los documentos de deuda pública correspondientes, para 
la constitución ó redención en el Tesoro de los censos pertenecientes al 
ramo de desamortización. Este Decreto consta de un solo artículo. 

1863.— El artículo 7.** de la Constitución de este afio prohibió ái per- 
petuidad las fundaciones, legados, fideicomisos y toda clase de estableci- 
mientos semejantes con que se pretendiese sacar una finca de la libre cir- 
culación. También declaró que en lo sucesivo no podrían imponerse cen- 
sos á perpetuidad de otro modo que sobre el Tesoro público, y de ningu- 
na manera sobre fincas raíces. 

La ley 31 de 19 de Mayo del mismo afio de 1863 "Sobre desamorti- 
zación de bienes de manos muertas'' (27 artículos) contiene algunas dis- 
posiciones relativas al asunto. 

De acuerdo con el artículo 19 los censatarios á favor de manos 
muertas quedaban en libertad para redimir el censo en el Tesoro, dando 
bonos de deuda pública cuyos intereses anuales produjeran una suma 
igual á la producida por los réditos del censo. 

El artículo 20 dispone quo hecha la redención de un censo que se re- 
conocía á favor de manos muertas, el poseedor de la finca antes gravada 
quedaba libre de toda responsabilidad por los réditos devengados en los 
anos precedentes á los cinco anteriores á la redención. 

En conformidad con el artículo 21 las fincas en que se hubiesen fun- 
dado capellanías y que se hallasen en el caso del artículo 2.° de la loy de 
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2 de Judío de 1853 Jl], sin qne la familia de los fundadores haya hecho 
uso del derecho que le concede esta hy, se rematarían como los demás 
bienes desamortizados; pero el excedente en el remate del valor de la fun- 
dación sería entregado por el Gobierno á los que probasen qne les corres- 
pondía de acuerdo con el artículo 2.^ citadlo. 

El artículo 27 dice: ''Desde la public.ición de esta ley, el Tesoro na- 
cional sólo pagará á los usufructuarios, piitronos ó capellanes, por razón 
de todos los censos desamortizados, las sumas necesarias para atender al 
objeto piadoso de las respectivas fundaeíonet?, sea que aquéllos se hayan 
redimido en el Tesoro nacional eu virtud de las leyes de 1831 y 1852, 6 
qae se rediman en lo sucesivo, ó que no se rediman.'' [á] 

1864.— En este año se expidió la lev 41, de 29 de Mavo *'Sobre bie- 
nos desamortizados"', la cual derogo la precedente. De sus 78 artículos 
liaj algunos relativos al asunto que nos ocupa. 

El artículo ?.• reprodujo el 21 de la lev de 18C3. El 9P establece 
C[ue son nulas, de ningún valor ni efecto, las cláusulas por las cuales en los 
instrumentos de fundación de capellanías, patronato?, memorias 3c.^ se 
ordene la caducidad de las respectivas fundaciones, como consecuencia ex- 
clusiva de la adjudicación que, en cualquier tiempo, pudieni hacer la Na- 
ción en 6U favor, délos bienes afectos á ellas, ó de la extinción de las co- 
munidades religiosas; y declara que tales bienes han pasado, como los de- 
jñás de manos muertas, al dominio de la Nación. 

El articulo 67 diré: "Todos los censos y deudas de plazo indefinido 
á favor del ramo de desamortización, inscritos en los registros antes del 
I.* de Julio del presente aSo, se considerarán de plaxo cumplido tres 
Jk&os después de la publicación de esta ley; y el Gobierno nacional podrá 
liacerlos efectivos por la vía ejecutiva y en dinero, ó sacarlos á remate 
con esta condición á favor del rematador, si antes no hubieren sido redi- 
midos los expresados censos ó deudas." 

De acuerdo con el artículo 68, durante aquellos 3 afios se admitían 
las redenciones de censos consignando los censatarios una cantidad tal 
en bonos flotantes que devengase el mismo interés que el capital del 
censo. 

1865.— La ley 47 de 22 de Mayo "Sobre bienes desamortizados", dis- 
puso que las redenciones de censí»s correspondientes á la desamortiza- 
ción, que se verificasen hasta el 31 de Acrosto de este año, continmirían 
haciéndose con los vales de deuda pública prescriios en la ley, menos un 
5*;, del capital del censo que debía consignarse en dinero sonante: que 
respecto de las que se verificasen en el año económico de 18C5 v 1866, la 
Consignación sciía de un 8'7o» q^^ ^'^ cuanto á las que se realizasen de 
ahí en adelante hasta el vencimiento de los 3 años de que trata la ley do 
29 de Mayo de 1864, la parte pagadera en dinero sería un 10'/.; y que 
relativamente á la redención de censos no pertenecientes al ramo de des- 
amortización, las cuotas pagaderas en dinero serian, respectivamente, en 
las épocas indicadas, de 10, 16 y 207o (articulo 15). 

^ - - , , ^^ ^, , - ^ _ - — 

[1] De esta ley hablamos en el capítulo sobre mayorazgos. 

[3] El Poder Eiecutivo nacional expidió el 7 de Judío de 18(» un decreto en que 
^ioe que correspondía á lo» EbtadoR disponer la manera de extinguir ciertoe pairon»- 
U^B 6 mpellaníap, conforme á los artículos 6.- y 7.^ de la Constituci^»». 
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De acnerdo con el artícnlo 16, en la redención de censos no inscrítoB 
6C exigiría el doble de las caotas mencionadas. 

1866. — La ley 58 de 26 de Junio, adicional y reforn»atoria de la de 
1864, dispuso gue los censos de que hablan los artículos ?.• y 8? de esta 
ley, se redimirían en el Tesoro nacional, conforme á las disposiciones vi- 
gentes, como los demás censos que se reconocían 4 favor del ramo de 
desamortización. 

1870. — En la ley 22 de 18 de Mayo (2 artículos) se ordenó que los 
réditos de las capellanías que se declararan de jure devoluto y se desti- 
naran á la educación, fuesen satisfechos al Estado respectivo. 

La ley 51 de 13 de Junio del mismo año (5 artículos) dispuso que se 
devolvieran á los Estados los capitales y los réditos de ciertos censos, y 
que se borraran del registro de bienes desamortizados, los que aun no se 
hubiesen redimido. 

1871.— Ley 73 de 6 do Junio (4 artículos). Indica la manera cómo 
podían imponerse censos sobre el Tesoro nacional. 

1873. — La ley 58 de 8 de Mayo señaló término para el reconocimien- 
to de capitales y censos procedentes de la desamortización. 

En el Código Civil sancionado en el mismo afío (26 de Mayo) se su- 
primió el capítulo sobre censos, que contiene el Código Civil de Chile 
que sirvió de base al colombiano. 

1876. — La ley 84 de 30 de Junio prorrogó indefinidamente el térmi- 
no para el reconocimiento de capitales provenientes de patronatos y ca- 
pellanías que hubiesen sido ó fuesen rematados ó redimidos por causa de 
Ja desamortización. Esto reformó la lev 58 de 1873. 

1877. — La ley 8.' (2 artículos) declaró cancelada toda la renta nomi- 
nal perteneciente á las iglesias, cofradías, archicof radías, patronatos y 
capellanías y, en general, a todas las entidades religiosas ó eclesiásticas 
de cualquier clí»se y denominación que sean fl]. 

1886. — T a Constitución de este afio no prohibe la fundación de cen- 
sos á perpetuidad; pero sí establece que no habrá bienes raíces que no 
sean de libre .enajenación, ni obligaciones irredimibles (artículo 37). 

1887. — La ley 153 de 24 de Agosto agregó al Código Civil un capí* 
tulo (artículo 101 y siguientes) que permite la constitución de censos. 
Sólo notaremos que el artículo 107 dice: "Todo censo, aun estipulado 
aon la calidad de perpetuo, es redimible á voluntad del censatario." 

1888. — Agregaremos que en el Convenio con la Santa Sede, aproba^ 
do por la ley 35 de 27 de Febrero de 1888, se arregló lo relativo a la re- 
dención de censos y capellanías pertenecientes á la Iglesia [artículos 23^ 
á 29]. 



[1] La \ey 83 de 1881 reconoció á Cundinamarca d usufructo de algunas fnnda- 



CAPITULO xn . 

ínteres, quita, espera 

1 Aktecbdbnte».— II. Dbbbcho Nacional. Leuei de 1885, 1836, 184S, 1858, 1861, 
1868, 1870, 1873, 1873, 1886 y 1887. 



ANTECEDENTES 

Tratamos del interés, déla quita y esperas en \\n solo capítulo, por- 
que lo dispuesto por las leyes respecto de estos tres puntos^ ha tenido por 
objeto favorecer á los deudores. 

El interés, ó sea el beneficio que saca un acreedor del dinero que se 
le debe, puede dividirse en compensatorio, punitorio y lucratorio. Se llama 
compensatorio, que tiimbién 8e dice por algunos restauratorio, el que se 
exige por razón de daño emergente ó de lucro cesante; punitorio ó íkio- 
ratorio, el que se exige ó impone como pena de la morosidad ó tardanza 
del deudor en la satisfacción de la deuda; y lucratorio ó lucrativo, el que 
se exige de la persona á quien se presta dinero, no por razón de daflo 
emergente ó Incro cesante ó por morosidad en la devolución, sino preci- 
samente por razón del préstamo. A este último, que tantas disputas ha 
suscitado en todos tiem})os, limitaremos nuestras observaciones, puesto 
que respecto de los otros no se dictó le^ especial en la República que re« 
vocase las españolas mientras éstas rigieron. 

Haremos rápida mención de lo dispuesto por algunas de esas leyes. 

El Fuero Juzgo autorizó el interés ó usura de uno por ocho que 
equivale al doce y medio por ciento anual [leyes 8 y 9, tit. 5, lib. 5]. El 
Fuero Real lo autorizó hasta el 25% (L. 6, tit. 2, lib. 4). Las Partidas 
prohibieron absolutauíente toda usura ó iuúerés, declarando nulos los 
contratos, pero Quisieron que el mutuario restituyese el capital (L. 58/ 
tit. 6.0, P. 1, y leyes 31 y 40, tit. 11, P. 5). Las leyes que siguieron á 6s- 
tüs, couñrmaron la prohibición de las Partidas variando sólo los medios 
para impedir que se violase. De una cédula de Carlos III de 10 de Julia 
de 1764 [L. 23, tit. 1, lib. 10 Nov. Rec.) aprobatoria de unos contratos, 
dedujeron algunos que se autorizaba el interés de 2^ 6 3%. El mismo D. 
Carlos en cédulas de 1.^ de Septiembre de 1772 y 28 de Marzo de 1784, y 
D. Carlos IV en orden de 24 de Abril de 1792 v cédula de 14 de Febrero 
de 1803 [leyes 14. 17, 18 y 21, tit. 13, lib. 10, Nov. Rcc] autorizaron el 
interés de 6 por ciento entre mercaderes y fabricantes. D. Carlos IV por 
cédula de 16 de Julio de 1790 (L. 5, tit. 8, lib. 10, Nov. Rec.) permitió 
este mismo inteiés del G en los préstamos de dinero ó géneros aprecia- 
dos que los comerciantes hicieran entre año á los labradores y cosecheros 
para sostener su¿ labranzas. 

Como se ve, el Derecho español, así como al canónico, siempre con- 
sideró usura cualquier interés. Cuando últimamente permitió el 6 fue á 
determ'nadas personas; poro la costumbre, que llegó á tener fuerza de 
ley, autorizó ese mismo interés para toda clase de prestamistas. Puede, 
en consecuencia; decirse que el único interés lucratorio autorizado por 
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las loyes espafiolas que regían cuando la Independian cia nacional, era el 
seis por ciento, y que el interés convencional no podía pasar de allí. In- 
útil es agregar que el interés comjmesto ó capitalizado era prohibido. 

En virtud «'el beneficio de quita, se perdonaba á los deudores que 
no podían pagar, una parte de las deudns (L. l.*,tit. 14, P. 5.') La ley 
6.', tit. 15, de la misma Partida, establece el procedimiento que debían 
observar los acreedores para hacer la condonación, y el número de votos 
que ésta requería para ser efectiva. No gozaban del beneficio de quita los 
mercadcTcs ó tratantes que so hubiesen alzado con sus bienes y libros 
[leyes 7 y 1.' á 3, tit. 32, lib. 11, Nov. Rec] Se revocaban los quitamien- 
tos hechos maliciosamente ó en fraude de los acreedores [leyes 11 y 12^ 
tit. 15, P. b."] 

El beneficio de espera imponía á los acreedores la obligación de dar 
algún plazo á sus deudores, á quienes contratiempos ó trabajos impe- 
dían pagar á tiempo. La ley 5.*, tit. 15, P. 5.* establece el procedimien- 
to que debía observarse, luego que presentaba el deador el pedimento de 
espera al Juez, para otorgar ésta en reunión de acreedores. El deudor á 
quien se concedía espera no estaba obligado á dar fianzas ú otra canción, 
pero no podía hacer cesión de sus bienes. Si renunciaba el beneficio no 
podía gozarlo después. Sólo el deudor do buena fe tenía derecho á la es- 

1)era, la cual por lo mismo, no so concedía á los quebrados fraudulentos 
leyes 2 y 6, tit. 32, lib. 11, Nov. Rec] 

Otro beneficio en favor de los deudores era el de moratoria, plazo 
para pagar dando fianzas, que sólo podía concederse por el Rey ó su 
Consejo Supremo. (L. 33, tit. 18, P. 3, y ley 15, tit. IP, lib. 5.^, Ñor. 
Rec, Leyes 1.*, 3.* y 4.% tit. 33, lib. 11, Nov. Rec.) 
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El Legislador colombiano considerando quizá que el interés del di- 
nero, ó sea el alquiler que se pnga por el uso de un capital, depende de 
diversas circunstancias como el alquiler de las demás cosas, y que porlo 
tanto, no es el mismo, ni puedo serlo, en todos los países ni en todos 
ios tiempos, resolvió declararlo libre permitiendo á los particulares que 
fijasen en sus préstamos el que tuviesen por conteniente, así como seña*' 
lan libremente el precio de las cosas que son materia de sus contratos. 

En prueba de la exactitud de este razonamiento, puede observarse 
que con el misnio fundamento con que se fija el inter6s del dinero ó sea 
el alquiler de un capital, debería fijarse el alquiler de todas las demás 
cosas, como una casa, un caballo &.*; y que un interés, como el de 6"/^ 
anual que no es usurario entre nosotros, lo sería en Inglaterra, porque 
allí hay abundancia extraordinaria de capitales y aquí son muy esoaso8. 

No quiere decir esto que la ley no pueda establecer un interés que 
se llama legal, para ciertos casos en que debe pagarse, como el do daflo 
emergente, y no sea ó no pueda ser convencional. 

1835.— En este año se declaró libre el interés del dinero en la ley do 
26 de Mayo [L. 1.% P. 5.% T. l.o, R. G.] 

Dice la ley: 

Art. 1." Se deroga el auto acordado 16, titnlo 21, libro 5.% de la Be- 
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copilaeión Castellana, y demás leyes ó icsol liciones que limitan ó fijan el 
alquiler del dinero dado á premio ó interés. 

Art. 2.° En los casos en que dándose dinero no se haya fijado por 
los contrayentes el interés ó premio, se entenderá ó regulará en los nego- 
cios comerciales al seis por ciento, y en los no comerciales al cinco anual. 

Tan lacónica ley resolvió, en el sentido de la libertad, uno de los 
puntos más graves é importantes, el cual había sido materia de tantas 
disposiciones legales, que con el pretexto de favorecer á los deudores, los 
habían perjudicado además do presentar inconvenientes al natural des- 
arrollo de la industria. 

1836. — Las Ordenanzas de Bilbao declaradas vigentes en ley de 
28 de Mayo de 1836 [L. 11, P. 2.', T. 2.% R. G.] disponen que las tres 
cuartas partes de acreedores con las dos tercias de créditos, ó al contra- 
rio, las dos tercias de acreedores con la.s tres cuartas de créditos, podían 
hacer ajustes ó convenios con el deudor,obligatoriospara todos los acree- 
dores, como el de concederlo quitas ó esperas [números 20 y 55 del capí- 
tulo 17]. 

1843. — En este aílo se expidió una ley que establece el procedimien- 
to para hacer efectivos los beneficios de quita y espera: la ley de 6 de 
Abril [L. 12, P. 2.*, T. 2.% R. G.] Tratamos de ella, porque á veces del 
procedimiento depende el derecho. 

El deudor que pretendía algún plazo para el pago de sus deudas, ó 
la remisión de parte de estas, debía solicitar privadamente el consenti- 
miento de cada uno de lo» acreedores; si lo obtenJ?, presentaba al Juez 
las exposiciones de éstos y una lista en que indicase el nombre, vecindad 
y crédito de cada acreedor con juramente do ser exacta y completa [ar- 
tículo l.oj 

El Juez exigía de los acreedores el reconocimiento de sus exposicio- 
nes, y si resultaba que todos convenían en la espera ó quita, la declaraba 
concedida; si alguno la contradecía, no había lugar al beneficio solicitado 
[artículo 2. 0] 

Desaparecieron, en consecuencia, los juicios contenciosos para obli- 
gar á un acreedor á que pasase por las esperas ó quitas concedidas por los 
otros acreedores, cualquiera que fuese su número, cuantía y naturaleza 
de si^s créditos [artículo 3."J 

La ley no impide la espera ó quita que alguno de los acreedores 
quiera conceder al deudor, judicial ó extrajudicialmente, respecto de su 
crédito [artículo 4.°] 

El artículo 5.^ último de la ley, establece que las disposiciones de 
ésta no comprendían las esperas ni quitas concedidas, ni aquéllas sobre 
que hubiese juicio pendiente, las cuales debían decidirse con arreglo á 
las leyes que regían cuando se iniciaron. [1] 

Puede decirse que esta ley suprimió los beneficios de quita y espera, 
puesto que para que existieran, según ella, era preciso el consentimiento 
do TODOS los acreedores, lo que no exigían las leyes espauolas. 

1853. — Citaremos algunas disposiciones del Código de Comercio san- 

[11 Véase el artículo 46 de la ley de 13 de Jimio de 1843 [L. 13. P. 2», T. 29 R. 
G.l que indica la manera de hacer las notificacioaes y de continuar el procedimiento 
•n los juicios de quitas v cTíperas pcudittDlto. 

14 
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cionado el 1.* de Junio de esto año acerca de intereses en el contrato de 
préstamos. 

No se debían réflitos fie las cosas prestadas si expresamente no se 
pactaban por escrito [artículo 355]. Si el deudor los pagaba voluntaria- 
mente, sin haberlos oatipiilado ó convenido, no tenía derecho de restitu- 
ción [artículo 356]. No se debían réditos de intereses devengados en los 
préstamos mercantiles, ni en otra especie de deuda comercial, mientras 
no se liquidasen y se incluyesen en un nuevo contrato, ó que de comim 
acuerdo ó por liquidación jurada, se fijase el sald(» de cuentas, incluyen- 
do en él los réditos devengados [artículo 368]. Intentada demanda con- 
tra el deudor por capital é intereses, no podía hacerse acumulación de 
les que fuesen devengándose [artículo 359] . 

En cuanto á quitas y esperas, parece que el Código las otorga, siem- 
pre que fuesen acordadas por un número de acreedores que compusiesen 
la mitad y uno más de los concurrentes á las juntas que debían verificar- 
se en las quiebras por convocación del Juez, y que el interés de esas 
acreedores en la quiebra, cubriese las tres quintas partes del total pasivo 
del quebrado (artículos 1075, 1081 y 1083). Quebrados alzados ó fraudu- 
lentos no gozaban de estos bemñcios [artículo 1,076]. Ni nticúu acreedor 
podía hacer un convenio particular cou el quebrado, y si lo hacía era nu- 
lo y perdía sus derechos en la quiebra [artículo 1,079]. Los convenios 
entre acreedores y deudor en las juntas necesitaban la aprobación del 
Tribunal, y éste para darla debía observar el procedimiento legal [ar- 
tículos 1,084 á 1,089]. Si en el convenio se concedía quita, quedaban 
extinguidas las acciones de los acreedores por la parte de sus créditos 
condunada, á monos de pacto expreso en contrario [artículo 1,093], 

1861.— El Decreto de 7 de Septiembre **Sobre interés del dinero'* 
(2 artículos) expedido por el Presidente provisional de los Estados Uni- 
dos de Nueva Granada, dispone que en el Distrito federal, creado por 
Decreto de 23 de Julio de ese año. Distrito que comprendía la ciudad de 
Bogotá y cierto territorio al rededor de ésta, era lícito á los habitantes 
establecer en sus contratos el pago de intereses que estimasen convenien- 
te; pero que el Poder Judicial sólo podría obligar al pago de éstos en los 
términos siguientes; 5^/o anual en las transacciones que no fuesen co- 
merciales, y en éstas 1^ por ciento mensual, lo mismo en cambio y giro 
de letras, compra y descuento de éstas; IO^/q anual por falsa libranza ó 
letra protestada en pago de perjuicios é intereses, y l^ por ciento men- 
sual por demora en el reembolso del valor de la letra, si no se hacía in- 
mediatamente después de devuelta. Cuando no se estipulaban intereses 
en un contrato, no se podían cobrar sino por demora después de hecho 
el cobro y liquidado el crédito. A este Decreto, que debía aplicar también 
la Corte Suprema, se le dio efecto retroactivo. 

1863.— Ley 7.* de 27 de Febrero [1 artículo]. Deroga el Decreto de 
7 de Septiembre de 1861 '*Sobro interés del dinero". En consecuencia, 
quedó libre tal interés de acuerdo con la ley de 26 de Mayo de 1835. 

1870. -^El Código de Comercio [Ley 1Ó2 de 11 de JulioJ de este año 
sólo trata del comercio marítimo, y por eso nada dice del interés comer- 
cial. Sin embargo, notaremos que el préstamo marítimo ó préstamo á la 
gruesa [articulo 377] no está sujeto á tasa alguna y que puede estipular- 
se libremente el premio ó interés. 

1872.— El Código Judicial de este año [Ley 57 bis de 7 de Junio] 
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no da derech-» á l^s con?r.rsa'^05 en nir.srnn caso á quitas y esperas que 
no sean v-jlnr^taria- de parre de toJos L-s acreeaore?, pero Tale la cr.ndo 
nación qae r.no de éeros culera hacer de sa créiiro [articolos 1,065. 
1,066 V 1.0.>Sj. ;21 ' 

18T3.— En el Códiz> Civil [Ley 84 de '26 de Mayo] se fija el inte- 
rés legal en 6^:^ anual para el caso en que deba pasrarse y no se haya fi- 
jado por las parres, y s? est:ib'ece q-e 1 >s intereses atrasados no produ- 
cen interés [artículo 1.617]. Resneet? del mutuo dispone que se pueden 
cstipníar intereses en dinero ó cosas fnngibíes [artíeiiio*2.230]; que el in- 
terés convencional que exiecla de una mítüd al one se probare haber si- 
do interós corriente al tiempo de la convención, será reducido por el 
Juez á dicho interés corriente, si lo s*:>licitare el deudor [artículo 2.231]: 
que si en la convención se estipulan intereses sin expresarse la cuota, se 
entenderán f j-idos los intereses lesrale? qne son un seis por ciento 
anual [artículo 2,232]: que si se han pagado interess, aunque no estipu- 
lados, no polrán repetirse ni imputarse al capital [artículo 2,233]: y que 
se prohibe estipular intereses de intereses [artículo 2,235]. Claro es que 
en el préstamo 6 mutuo si no se estipulan intereses, no se debe sino la 
suma numérica enunciada en el contrato [artículo 2,224]; pero no inte- 
reses, á menos que haya mora en el pagro, y en este cas > la iniemnización 
de perjuicios por ell i se reduce al pii^o de los intereses (aríiouío 1,617). 

De acuerdo con los artículos 1.6S0 y 1.6S1 del Cckligo citado, hecha 
cesión de bienes por un deudor, pueden los acreedores hacer con él los 
arreglos que estimen conTcnientes, y éstos son obligatorios si fueren 
aprobados por la mayoría de los acreedores. Esta es la regla general. Co- 
mo de esos arreglos no se exceptúan los que tengan por objeto otorgar 
quitas ó esperas al deudor ¿podrá lograr éste una de las dos contra la vo- 
luntad de la minoría de los acreedores? Si se responde que sí, tenemos 
que el Código Civil está en contradicción conelJudicial eu el particular, 
según hemos visto antes. [3] 

1886.— El Presidente de la República con fecha 26 de Abril expidió 
el Decreto número 254 "sobre pago de obligaciones públicas y privadas, 
y sobre circulación de billetes de Banco." 

Este Decreto, que se funda principalmente en los trastornos produ- 
cidos por la guerra de 1S85, en sus 4 artículos disj)one lo que sigue. 

Declara interregno le;]^l para el vencimiento de plazos y reconoci- 
miento de intereses en oblisracionrs públicas v privadas, de cualquier fe- 
cha, desde el 18 de Diciembre de 1884 hasta el 26 de Abril de 1886. Por 
tanto, los ]ilazos quedaron interrumpidos en ese tiempo, durante el cual 
los deudores no son obligados á abonar otro interés que el de 6*/, anual. 
T-ias demás disposiciones se refieren á los billetes del Banco nacional y á 
la moneda de 0,500 declarándolos de obligatorio recibo. 

1887. El Código de Comercio de Panamá, adoptado para toda la Re- 
pública por la ley 57 de 15 de Abril de 1887, respecto del contrato de 
Eréstamo mercantil, contiene estas disposiciones que no se opouen á la li- 
ertad de pactar intereses. La gratuidad no se presume en los préstamos 

— 
[2] En la edición de 1889, artículos 1154, 1155 y 1157 respectivamente. 

[3] Yá que hablamos de beneficios en favor de los deudores citaremos los que per- 
miten reemplazar la prenda dada (artículo 3,421 del Código Civil), y la reducción do 
Ja hipoteca [artículo 2,45o ibídem]. 
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mercantiles, y éstos ganarán intereses legales, salvo que las partes acor- 
daren lo contrario [articulo 931]. El prestamista que retarde el cumpli- 
miento de las obligaciones que le impone el préstamo, haya ó no estipu- 
lación de intereses, queda obligado á i)agar el interés corriente, desde el 
día en que fuere reclamado el pago on virtud de una ]n'ovidencia judi- 
cial ó de requerimiento ante un Notario público [artículo 934]. Los inte- 
reses de un capital prestado pueden producir nuevos intereses, mediante 
una demanda judicial ó un convenio especial, con tal que la demanda 6 
el convenio verse sobre intereses debidos á lo menos por un año comple- 
to [artículo 937 J. 

El Código no da derecho á quitas y esperas, puesto que en el parti- 
cular se remite al Código Judicial en la parte de éste de que hemos ha- 
blado [artículos 135, 153 y 178]. 

Sólo nos resta observar que los Códigos de Comercio de 1870, Civil 
y Judi'jial citados, se adoptaron para toda la República por la ley 57 de 
1887, y que no han sido modificadas las disposiciones que de ellos hemos 
mencionado. 

Dicha ley 57 en su artículo 56 dice: "Los Bancos y Compañías anó- 
nimas no podrán cobrar, por las sumas que den á préstamo, un interés 
mayor del 8 por ciento cuando el crédito fuere hipotecario, ni del 10 por 
ciento en los demás casos." 



CAPITULO xin 
escribanías, notaríado. registro. 

I. Antecedentes.— II. Derecho Nacionat.. Leyea de 1844, 1852, 1873, 1887 y 1888. 



ANTECEDENTES 

Los Escribanos eran oficiales 6 secretarios públicos que estaban des- 
tinados á redactar y autorizar con su firma los autos y diligencias de los 
procedimientos judiciales, así como también las escrituras de los actos y 
contratos que se celebraban entre las partes. Así es que tenían dos clases 
de funciones bien diferentes: la una, las de los actuales Secretarios délos 
Tribunales y Juzgados, y la otra, las de nuestros Xotarios. Vamos sim- 
plemente á tratar de esta segunda clase, porque nuestro Código Civil, se- 
f)arándose de los demás Códigos que conocemos, trae como parte ^e sa 
ibro cuarto el Notariado. De la primera clase de funciones hablaremos 
en el libro sobre las leyes orgánicas y procedimentales. 

En Espafía antiguamente los contratos se celebraban ante algún sa- 
cerdote, monje ó religioso, con asistencia de varios testigos de todas cla- 
ses. Esto se observó hasta que D, Alfonso el Sabio creó los Escribanos pú- 
blicos, disponiendo que en cada pueblo, cabeza de jurisdicción, se esta- 
bleciese cierto número de ellos para autorizar las escrituras ó instrumen- 
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tos con asistencia de dos ó tres testigos. Desde entonces so les señalaron 
ciertos derechos por su trabajo. Los Escribanos se calificaron después en 
escribanos reales, escribanos numerarios, escribanos de Concejo ó Ayun- 
tamiento y escribimos de Cáinnra. Los reales ejercían su jurisdicción en 
todo el Reino, menos donde había numerarios; éstos sólo la ejercían en 
el pueblo ó Distrito á que estaban asignados, poro con exclusión de los 
demás; los de Concejo autorizaban los acuerdos ó resoluciones de éstos, 
y los de Cámara actuaban ante los Tribunales Superiores. 

Para ser Escribano se requería ser hombre libre y no esclavoj ser lego 
y no eclesiástico; tener 2o años; haber adquirido la instrucción suficiente 
para el buen desempeño del oficio, y practicado 4 años con un escribano; 
gozar de buena reputación, y poseer bienes, á fin de poder responder de 
los excesos y culpas que cometiera en su oficio [Leves 7 y 8, tit. 9, P. 2; 
ley 2.% tit. Í9, P. 2; k-yes 2, 5, 6, 7, 8 y 10, tit. I5,*'lib. 7, Nov. Rec] 

Citaremos algunas de las obligaciones délos Escribanos en su carác- 
ter de Notarios, si así podemos expresarnos. Autorizarlos actos y contra- 
tos á que fueren llamados y extender las correspondientes escrituras [L. 
3, tit. 8, lib. l.o Fuero Keal, y L 16, tit. 15, lib. 7, Nov. Rec.l Dar fe y 
testimonio de lo que ante ellos pasare [L. 3, tit. 23. lib. 10, Nov. Rec] 
Llevar un registro ó protocolo para extender las escrituras (L. 1.*, tit. 
23, lib. 10, Nov. Rec ) Extender los intrumentos sin abreviaturas, po- 
niendo todas las letras de los nombres de personas ó pueblos, y usando 
de todas sus letras y nó de números ó guarismos para expresar cantida- 
des ó fechas (L. 7°, tit. 19, P. 3.') Dar á las partes copias'de las escritu- 
ras que ante ellos pasaren, dentro de cierto tiempo; pero no podrán dar á 
Olida parte, sin mandamiento de Juez, más que una sola copia, cuando 
de la duplicidad pueda resultar perjuicio á la otra [leyes 3."* y 5% tit. 23, 
lib. 10, Nov. Rec, y byes 10 y 11, tit. 19, P. 3.°| Conservar con todo 
cuidado los registros ó protocolos [leyes 4 y 6, tit. 23, lib. 10,Nov. Rec] 
De sus obligaciones como Secretarios en los procedimientos judiciales, 
no nos toca decir nada. Sin embargo, notaremos que en sustancia eran 
las mismas qne tienen actualmente los Secretarios de los Tribunales y 
Juzgados, tanto en lo civil como en lo criminal. 

A los Escribanos les era prohibido, entre otras cosas, autorizar es- 
crituras ó contrato que quisieren otorgar ante ellos personas desconoci- 
das, á no ser (jue les presenten dos testigos que las conozcan [L. 2, tit. 
23, lib. 10, Nov. Re.]; intervenir en contratos ó com[)ras al fiado que 
hicieren los hijos de fawiüia ó los menores sin licencia desús padres ó cu- 
radores [L. 17, tit. 1.* lü). 10, Nov. Rec]; autorizar Ins contratos que 
hicieren al fiado eualrs<|uiera personas, mayores ó menores, á condición 
de pagar cuando se casen ó hereden ó sucedan en algún mayorazgo ó 
tengan más renta ó hacienda [ley J7, tit. 1 ", lib. 10, Nov. Rec.]; hacer 
escrituras en que alguno ponga bienes en cabeza de otro con perjuicio 
del Estado ó de tercero (L. 2, tit. 9, lib 10, Nov. Rec); y hacer escritu- 
ras en que los legos se sometan á la juiistlicción eclesiástica sobre cosas 
profanas ó no pertenecientes á la Iglesia (L. 7, tit. 1, lib. 4, y ley 5, tit. 
1, lib. 10, Nov. Rec.) Por la infracción de las cuatro últimas prohibicio- 
nes perdía el Escribano su oficio; por la infracción de la 1 * se lo podía im- 
poner pena pecuniaria. En su carácter de Secretario en los procedimien- 
tos judiciales, tenía varias prohibiciones, tales como la de actuar en cau- 
sas contra sus padi'es, suegros, hijos, hermanos, primos hermanos &.* 
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La falsedad cometida por el Escribnno en cartas ó piivilegios rea* 
les, se castigaba con pena de muerte y confiscación fie bienes, y la que 
cometía en otros instrumentos 6 en los procesos y causas en rpie actua- 
ba, con la de nintilución de la mano derecha y la de infamia perpetua 
[leyes 7 y 8, tit. 9, P. 2; L. Ifi, tit. 19, P. 3 • y ley f?/, tit. 1.% P. 7/j ^ 

Notario, segiin las leyes espafiolas, era lo mismo que escribano pú- 
blico: sin embargo, en algunas partes prevaleció la costumbre de llamar 
escribano al que entendía en los negocios seglares, y notario al que en- 
tendía en los eclesiásticos. 

Para los negccios eclesiásticos había en cada Diócesis cierto número 
de Notarios mayores y de Notarios ordinarios, á voluntad de los Prela- 
dos i^iocesanos. Tanto los unos como los otros debían tener 25 afíos de 
edad, y 4 ó 5 de prácticn; debían sor legos y no clérigos [L. o, tit. 14, 
lib. 2, Nov. Rec.J; no podían usar de sus oficios entre legos, ni recibir es- 
crituras sino en cosas de las iglesias ó pertenecientes á elhis, ni dar fe so- 
bre negocio tocante ala jurisdicción real y temporal, bajo la pena de 
nulidad, de ser desterrado^ y de pi^rder la mitad de sus bienes [leyes 1* 
y 2", tit. 14, lib. 2?, Nov. Rec] Queda, pues, la palabra Notario para 
designar á los Escribanos públicos eclesiásticos. La diferencia entre los 
notarios y los escribanos era, en consecuencia, la deque los primeros in- 
tervenían en asuntos eclesiásticos y los segnndos en los seglares; pero 
con unas mismas atribuciones en el respectivo ramo. 

El registro era el asiento que se hacía en la oficina de hipotecas con 
el fin de tomar razóu do las escrituras que se otorgaban ante los Escriba- 
nos para que pudiesen llegar á noticia de todos las compras, ventas, hipo- 
tecas, censos, tributos y cualesquiera otro? gravámenes de los bienes raí- 
ces. En reales cédulas de 9 de Mayo de 1778 y 16 de Abril de 1783, se 
hizo extensivo á América el establecimiento de esas oficinas, con el obje- 
to y bajo las reglas mencionadas. 
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Después de la independencia continuaron las escribanías organiza- 
das durante mucho tiempo como lo habían e:<tado antes y, por consi- 
guiente, los Escribanos continuaron con las dos clases de funciones que 
les atribuían las leyes españolas. De la primera clase de que trataron 
nuestras leyes, fue de la que tenían como empleados en los procedimien- 
tos judiciales, la cual no nos toca examinaí en este capítulo. [1] 

[1] Sin embargo, indicaremos algunas leyes correspondientes á esa clase, las cua 
les examinaremos con detención en el libro sobre leyes orgánicas y procedimentales. 

1834.— La ley de 28 de Julio [L. 17, P. 2, T. 2.», K. G.] sobre arancel general de 
derechos judiciales, establece los de los escríbanos, notarios y registradores de los Tri- 
bunales. También establece los derechos del anotador de hipotecas [artículos 107, 108 
y 109). 

1834.— La ley de 10 de Mayo (L. 1.». P. 1, T. 2.», R. G.) "Orgánica de los Tri- 
bunales y Juzgados", establece el número de escribanos numerarios y sus funciones 
Judiciales [artículos 98 y siguientes]. 

La ley de 14 de Mayo de 1834 (L. 1?, P. 2, T. 2, R G.] ''Orgánica del procedí 
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En cuanto al registro se expidió primero una ley que respecto do es- 
cribanías. Fue de 

1844.— Ley do 1.° de Junio (L. 6, P. 4, T. 5, R. G.) ^^Sobre registro 
de instrumentos públicos y anotación de hipotecas." Consta de 5 capítu- 
los que comprenden 26 artículos. Kespeoto de esta ley importante hare- 
mos algunas observaciones con el objeto de notar las diferencias quo 
existen entre ella y las actuales disposiciones sobre la materia. 

El capítulo l.o establece que habrá en cada uno de los cantones de 
ia Rtpiiblica una oficina de ^'Registro de instrumentos públicos y anota- 
ción de hipotecas"; que el Poder Ejecutivo podrá reunir ese destino á 
otro del orden político, municipal ó de hacienda, y que se podrán así 
mismo nunir en una sola oficina las correspondientes á alguno ó algunos 
cantones. 

El capítulo 2.-, después de establecer que '^el objeto del registro de 
los actos é instrumentos públicos, es darles mayor autenticidad para que 
valgan en juicio y fuera de él", indica qué libros debe llevar el Registra- 
dor; cómo debía extender las diligencias de registro (que era de la mis- 
ma manera que hoy); qué actos y documentos debían registrarse indiS" 
pensablement© y dentro de (|ué término. 

Debían registrarse [artículo 4.°J sentencias, decisiones de arbitros, 
poderes generales y especiales, testamentos, codicilos y poderes para tes- 
tar, ^1) patentes de navegación y de corso, títulos de privilegios y de mi- 
nas,eserituras ))úblicas de compra, permuta, arrendamiento, de mutuo, de 
imposiciones, de traspasos y subrogaciones de censos y, en general, de to- 
da especie de contrato, que constare en tales escrituras; títulos y despa- 
chos de los empleados civiles, militares y eclesiásticos y diligencias de re- 
mates de bienes raíces. 

Como se ve, no estaba sujeto al registro de una manera especial co- 
mo hoy, **todo contrato ó acto entre vivos, que cause mutación ó trasla- 
ción de la propiedad de bienes raíces, como donación, venta, permuta, 
transacción." 

El registro debía verificarse en la oficina del Cantón en que se hubiesen 

miento civir' habla de algunos deberes de los escribanos y notarios [artículos 168, 203 
y 308]. 

1835.— La ley de 18 de Abril [L. 7, P. 4, T. 5, R. G.j ''Orgánica de la renta de 
diezmo»" establece ciertos derechos de los notarios [artículo 56j. 

1836. -La ley de 16 de Abril [L. 2. P. 1, T. 3. R. G.J adicional á la orgánica de 
Tribunales y Juzgados, establece quién nombra los escribanos y qué cualidades se re- 
querían para serlo [artículos 24 y 3o j. 

1837. — líl Código Penal (L. 1.", P. 4?, T. 2, R. G.) varía las penas españolas con- 
tra los escribanos y notarios [artículos 503 y 530]. 

1842. — La leyde 15 de Junio [L. 11, P. I.*, T, 2, R. G.] establece quién nombra 
los escribanos interinos y qué requisitos se necesitaban para serlo. 

1843.— La ley de 33 de Marzo [L. 5, P. 2.*, T. 3?, R. G.] señala los motivos de 
recusación de los escribanos y notarios. 

1848.— El Código de procedimiento criminal [L 2. P. 3, T. 2, Ap. á la R. Q.] se- 
ñala los deberes de ios escribanos en lak> causas criminales [artículos 13, 16, 78, 81 , 85, 
96, 106, 206, 228. 234, 232, 402, 509]. 

» I ■ ■■■■II M ■ ■■ i^ — ■ — ■■ I ■ I ■■ ^^■^■■ ■» 11 I ■ II ■■■ ■ ■■ ■■ I 1 ■ ■ ■ !■ — « ^ ■■■■ I ■■I-.— ^a^.»»»^»! II » ■ !■■■■■■ i-i—-. ai ,... . 

[1] Inútil es advertir que hoy no se puede testar por medio de apoderado, pues 
según el artículo 1,060 del Código Civil la facultad de testar es indelegable, y que di- 
cho Código no habla de codicilos, lo que no impide que los testauíeatos puedan ser 
reformados y revocados por medio de otros Le¿tumcntos. 
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celebrado, expodido 6 ejecutado respoctivamento los actos y documentos 
menoionados, dentro del término de 20 días, contados do la respectiva 
fecha. Píisado este término ]>ndí:in registrar.se pagando dobles los corres- 
pondientes derechos de registro. 

El capítulo dP trata '*De los derechos de registro y de las personas 
que deben sarisfacorlos". Los derechos qne establece eran dcstle medio 
real hasta cien reales, según la clase de acto 6 contrato; pero prescindien- 
do de indicarlos particuhirmeiite, sólo diremas qne el registro de la sen- 
tencia lo pagaba hi parte en cnvo f^ivor se linbiese dado, quedándole su 
derecho á salvo para repetir contra quien hubiese sido condenado en cos- 
tas; el de las transacciones lo pagaban ambas })artes; el de las escrituras 
de venta y otros contratos, los vendedores y otorgantes, ó los aceptantes 
de tales escrituras, si para ello hubiere habido convenio especial; el de 
las cancelaciones, la persona ó interesado (pie quedaba libre de la obliga- 
ción (jue se cancelaba; y el de los reniates, el rematador. (2) 

El capítulo 4.® habla especialmente *'De la anotación de hipotecas". 
Establece que **no habrá hipoteca especial y expresa si no es constituida 
por escritura pública, anotada y registrada coníorme á esta ley." Da re- 
g-las minuciosas, semejantes á las actuales, para verificar la anotación. 
Dispone que pasados los 20 días para hacirla, nunca sería admisible, y 
que el derecho de anotación lo pagaría el (pie debía otorgar la escritura. 

El capítulo bP contiene algunas '^prevenciones generales" en cuan- 
to á la manera como el registrador debía formar los índices de sus li- 
bros; al mérito de los actos que debían registrarse y que no estuviesen 
registrados, que legalmente no era ninguno, y á otros puntos secunda- 
rios. 

1852. — En este añ© perdieron los Escribanos las funciones que tenían 
en el otorgamiento de instrumentos públicos, en las cuales fueron reem- 
plazados por notarios públicos que creó y organizó la ley de 3 de Junio. 
Consta de 62 artículos (íistribuídos en 8 títulos, y por ser la ja'imera en 
el asunto, merece algunas observaciones para que se comprenda mejor 
su objeto. 

El título 1? trata ''Del establecimiento de los Notarios, sns funcio- 
nes y deberes generales." Se establecieron para recibir y extender todos 
los actos y contratos á que los individuos ó corporaciones quisieran dar 
autenticidad, para conservarlos, demostrar la fecha de su otorgamiento, 
y expedir bis copias y extractos Je ellas que hagan cumplida prueba de 
las obligaciones y derechos que naoen de su contenido. No exige la ley, 
diremos de una vez, que determinados contratos se otorgasen ante el No- 
tario. 

Correspondía también á éstos llevar el registro del estado civil de 
las personas, á saber: el de los nacimientos, matrimonios, adoj)ciüncS, le- 
gitimaciones y reconocimientos de los hijos naturales. 

Para ser Notario se necesitaba ser ciudadano en ejercicio y saber leer 

[2] La ley de 19 de Marzo de 1847 [L. 7.*, P. 4, T. 5, Ap. á la R. G.] sobre los 
derechos que podían cobrar los registradores, en 6* artículo línico dice: "Los dere- 
chos que únicamente pueden cobrar los registradores de instrumentos públicos y ano- 
tadores de hipotecas, son los que señalan el artículo 108 de la ley 17, P. 2, T. 2, de la 
R. G., y el artículo 11 de la ley 6.*, P. 4.\ T, 5. No están vigentes los artículos 107 y 
1§9 de la citada ley 17." 
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y escribir covreetamente. jMo podían ser Notarios además los que hubie- 
sen sido condenados 4 pena corponil ó infamante, aunque se les hubiese 
rehabilitado, y los ascendientes, (Jcscendientes, hermanos, tíos, sobrinos, 
suegros, yernos ó cuñados de los otros Notarios del mismo Cantón. El 
destino de Notario era incoiíipatiblDcpn otros [artículo 5?] 

En todo Cantón debía haber una Notaría; pero si no bastaba, (i jui- 
cio de la Cámara provincial, ésta podía ordenar el establecimiento do dos 
ó más. 

Los Notarios oran nombrados en propiedad, y removidos, por la ma- 
yoría absoluta de votos de las Asambleas electorales. El Jefe político del 
Cantón nombraba los interinos cuando faltaba el suplentje que debían 
nombrar los Cabildos. Los Notarios duraban en sus desfiings iX)r todo el 
tiempo de su buena conducta. ' .- .• ^ 

Los Notarios no podían dar conocimiento de los actos ó contratos 
<}ue pasaban ante ellos, sino á los que fuesen parte en él negocio,' ó á 
sus herederos ó apoderados, salvo el caso de que los otorgantes autoriza- 
r4n sú publicidad. Tampoco podían autorizar instrumento de que les resul- 
tase provecho li ellos, óá ciertos parientes [artículo 17]. 

El título 2." indica los libros que debían llevar los Notarios. Eran és- 
tos: el Minidario para anotar las cláusulas y condiciones del acto ó con- 
trato de cuya redacción se les encargaba; el Registro en que se asentaban 
los actos ó contratos con los requisitos legales; y la Lista c¿y¿7,para el re- 

fistro del estado civil que debía hacerse según ciertas reglas [artículo 
9] Desde el IP de Euero de 1853 e^e estado sólo podría comprobarse 
con certiíicación del Notario, siempre que se hubieso adquirido después 
de dicha fecha. ■ 

En el título 3." se dan las reglas para extender los instrumentos ju'i- 
blicos que pasaban ^nte Notario, y paní la expedición de sus copias. Ci- 
taremos algunas de dichas reglas. Los actos ó contratos debían ser firma- 
dos por los otorgantes, dos testigos mayores de 21 años, vecinos del Can- 
tón, y por el Notario. En los testamentos abiertos debía haber por lo me- 
nos tres testigos, y en los cerradps por lo menos cinco; No podían ser tes- 
tigos ciertos parientes y-relacionaidos del Notario ó de los otorgantes. Es- 
te debía conocer á las personas cuyos actos ó contratos autorizaba; si no= 
las conocía no debía prestarles su oQcio k menos que le presentasen dos 
individuos conocidos y do buen crédito, que tuviesen jas cualidades prio- 
ra ser testigos, que aseguraran que las conocían y cómo se llamaban. Los 
Notarios ño respondían de la parte sustancial de los actos ó contratos que 
antorizaban; pero cuando algún contrato ó cláusula les parecía ilegal, 
debían advertirlo á las partes sin rehusar la autorización en ningún ca- 
so. Aunque nada áe expresara, debía el Notíirio dar una copia del instru- 
mento á cada uüo de los otorgantes, si se la pedían dentro del término do 
cien días despuSs del "otorgamiento. Fuera de este? caso sólo podían dar- 
las con orden de Juez competente. Do un instrumento chancelado, no' 
debían darla sino con orden del Juez 6 insertando ía nota do cbancela- 
cion: ' 

' El título 4.^ trata ^*Del modo de chancelar los instrumentos públí- 
cos."^ La cancelación se hacía por medio de \\\v\ escritura en que so* de-. 
claraba quedar cancelado tal instrumento. A éste se le |)onía atravesada 
una nota en que se dijera: ^'Chancelado en la pieza de liegistro del afxo. 
.... bajo el númfero .-: .:..'' 

lo 
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Habla *'Do los archíros de las Notarías y sns visitas", el título 6P 
Tjob Notarios debían conservar en el mejor orden su archivo, extendien. 
do al fin do cada año nn inventario minucioso y exacto de lo aumentado 
en el aflo, y cuidando de que los documentos y libros no se destrnye- 
»en ni deteriorasen. Las visitas á las Notarías debían hacerlas los Jefe» 
políticos de los Cantones: eran dos ordinarias, una se hacía en los últi- 
mos quince días de Enero y la otra en los último» quince de Julio. 
liOS Gobernadores de bis Proyincias también debían visitarlas, cuando 
}uicían visita general á estas. 

El título 6." señala los derechos que debían pagar los otorgantes 
por el otorgamiento y autenticidad de los instrumentos que pasaban an- 
te los Notarios. Eran 4 reales por el otorgamiento 6 inserción en su re- 
gistro de cualquier acto 6 contrato, si no pasaba do una foja, y si pasa- 
ba, cuatro reales por cada una de las otras; ocho reales por cada copia; si 
pasaba de una hoja, cuatro por cada una de las siguientes; dos reales 
por la sustitución de un poder; por una cancelación, 4; por una certifica- 
ción de ella, 8; y 10 reales i)or el hecho de concurrir al otorgamiento de 
un instrumento fuera de su oficina; si concurría de noche, 20. 

El título 7.' habla del modo de suplir el oficio de los Notarios. Yá 
hemos dicho quién nombraba los Notarios interinos y los suplentes. En 
los Distritos parroquiales cuya cabecera distaba más de 3 leguas de la 
del Cantón, ejercían las funciones de Notarios los Secretarios de los Ca- 
bildos para el registro del estado civil y para los testamentos, poderes, 
protestas y otros actos cuya demora fuese perjudicial, que debían otorgar 
pesonas enfermas ó impedidas, y para los contratos cuyo valor principal 
no excediese de 500 pcbos. 

Según el título SP ''Disposiciones generales", la ley comenzaba á re- 
gir el l.o de Enero de 1853; ese día cesaban los Escribanos en el ejercicio 
de las funciones que tenían en el otorgamiento de los instrumentos pú- 
blicos, y sus registros y protocolos y demás documentos conexionados, 
debían pasar á las Notarías. En otro libro veremos cuándo cesaron Ios- 
Escribanos en sus funciones judiciales. [1] 

1873.-— El Código Civil de este año [Ley 84 de 26 de Mayo] en lo» 
dos últimos títulos [42 y 43] de su libro cuarto arregla el Notariado y la& 
Oficinas de registro, el primero según los principios esenciales do la ley 
de 1852, y las segundas, sobre poco más ó menos, como la ley de 1844. 

El título 42 se refiere á los Notarios. Está dividido en 7 capítulos^, 
de los cuales el 1.^ trata del establecimiento de Notarios públicos, búa 
nombramiento, despacho, duración, sus renuncias y licencias y modo de^ 
reempazarlos; el 2?, de los libros que deben llevar; el 3.% de los actos- 6 
instrumentos que pasan ante los Notarios y copias que expiden; el 4.% 
de la cancelación de los instrumentos públicos; el 5?, de los archivos de* 

fc» I I I ■ ■ ■ ■ I ■ I . I ■! I I I ■ I ■ - 

[1] La ley 23 de 1." de Mayo de 1866 ''Orgánica del servicio diplomático y coa* 
Bular" entre las atribuciones de los Cónsules genérale?, Cónsules, Vice-Cónsulee y 
Agentes consulares pone las de autorizar los actos de nacimiento, matrimonios y de- 
funciones de los colombianos en el Distrito de su competencia; la de presen clac: como 
Notarios pdbiicos el otorgamiento y apertura de testamentos; y la de autonaaír contra- 
tos y poderes lo mismo que los Notarios ó Escribanos públicos siempre %xte los intere- 
nados, nacionales q extranjeros, ocurran ante ellos. Esta ley está reformada por el Có- 
digo Fiscal (lery 106 de 1873) y por la ley 47 de 1880; pero no en ctanto á las disposi^ 
CÍOB68 citadas. 
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los Notarios y sus visita?: el 6?, ele los derechos dei Notario por los ac- 
tos de su oficio; y el 7.% del modo de suplir al Notario para ciertos actos 
en algunos lugares. 

El título 43 está dedicado al registro de instrumentos públicos^ So 
divide en 9 capítulos^ de los cuales el 1.* habla del objeto del registre; 
el 2.",do la oficina de registro y deberes del empleado encargado de ella;, 
el 3.°,de los libros que debe llevar el Registrador; el 4.% de los títulos,ac- 
tos y documentos sujetos al registro; el 5.% del modo- de hacer el regis- 
tro; el 6.% de los derecho» del Registrador; el 7.% de los efectos del regis- 
tro; el 8.% de la cancelación de éste, y el 9?, del archivo de las oficinas de 
registro y de las visitas á éstos [1]. 

1887. — Vuelta la Nación á la República unitaria por la Constitución 
de 1886, antes de adoptarse el Código Civil de 1873 para toda ella, se ex- 
pidieron dos leyes fen 1887 relacionadas con el Notariado y el Registra. 

La primera la 14 de 4 de Febrero **que contiene disposiciones ma- 
yormente transitorias sobre administración departamental y municipal/^ 
Su artículo 12, fuera del 11 quo indica qué Circuitos de Notaría y Re- 
gistro subsistirían [2J, que es el único que tiene que ver con el asunto, 
dice: "Los Notarios y los Registradores serán nombrados por los Gober- 
nadores á propuesta en terna de los respectivos Tribunales de Distrito-/^ 

La segunda, la 34 de 5 de Marzo "Por la cual se establecen los dere- 
chos de registro de instrumentos públicos y privados." Consta de 8 artí- 
culos. En el primero dispone que los Registradores de instrumoi^tos pú- 
blicos, lleven además de los libi'Os prescritos en el artículo 2,641 del Có- 
digo Civil, uno para el registro de mstrumentos privados, que los intere- 
sados quieran revestir de la formalidad del registro, de acuerdo con esta 
ley. Los artículos 2.' y 3.** ñjan el término para hacer los registros d© to- 
da clase de instrumentos [3]. Los artículos 4.'' y 5.* señalan los derechos 
de registro [4}. El artículo 6P dispone que los Notarios no otorguen es- 
crituras mientras no se compruebe que se satisfizo el derecho respectivo». 
El artículo 7.® indica á quién corresponde el pago de los derecho» (5) f y 
el 8? exime de éstos las escrituras en que tengan interés el Fisco nació- 

— —^^l^l^ll*»! I I ■ ■■ ■ ■ ■ I ■ ■■■■■■■■■■ I ■ ■! III ■ 1^ I II ll»!^.! — ■ — É „^m III ■ »i ■ — ^W^— ■ ■ ■■ — .^— —^ 

[1] El artículo 1,085 del Código autoriza el otorgamiento de testamentos de co- 
lombinos ante un Ministro diplomático de Colombia ó de una Nación amiga, ante 
Bn Secretario de legación ó ante un Cónsul con ciertas formalidades; pera nó ante un 
Vice-Cónsul. 

[2] La ley 43 de 1887 establece cómo subsistirían los Circuitos de Notaría y Re- 
idstTo de que kábla el articulo 11 de la ley 14 citada. 

J3] S^plki el articulo 3? todos los documentos sometidos al registro^sin excepción, 
B& r^^btrarse en cualquier tiempo, esto es, pasados los veinte dias señalados por 
él articalo ^, pagando los derechos dobles. Por ser esta disposición anterior al arti- 
culo !S,605 del C^igo Civil, puesto que éste se adoptó para toda la República en la 
ley 57 de 1^67, y por ser el artículo 2,665 citado especial, en nuestro concepto,no pue- 
de reffistrarse el titulo constitutivo de hipoteca cuando se presente al Rei^trador des- 
pués del vigésimo día contado desde el otor^miento del mismo titulo. Eñ los veinte 
dias se cuentan los feriados y de vacantes [Kesolución de 35 de Abril de 1889, D. O. 
numero 9,776]; pero se excluyen de aquellos los de las distancias, menos cuando se 
trata del registro de títulos constitutiyos de hipoteca. [Resolución de 21 de Septiembre 
de 1889, D. O. números 7,887-7,888]. 
^[4] Estos derechos corresponden á los Departamentos [arlículo 3.°, ley 48 de 

[5] Véanse el articulo 1,862 del Código Civil que dispone que las costai de la es- 
critura de venta serán diyisibles entre éí vendedor y el comprador, á menos de otn^ 
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nal, los Departamentos y Municipios, los Establecimientos de Instrnc- 
ción pública y los do Beneficencia (1). 

La Ky 57 de 1887, qno adoptó el Código Civil, dedica sus artículos 
'>7 íi 44 {\ los Notarios y Registradores para inOicar, respecto do estos úl- 
timos, ciertos libros (jiio deben llevar, y a'.lemíis dice: 

Alt. 332. La prohibicióu de que habla el artículo 6.^ de la ley 34 de 
1S87 fde que los ]N otarios otorg.iscn escrita ras y protocolizasen documen- 
tos sin que se les.comprobase haber pagado el derecho de registro res- 
pectivo], con relación á los Notarios, no implica la nulidad de las escri- 
turas (|ue otorguen ni la de los documentos que protocolicen, si antes de 
verificar el registro respectivo so pagare el correspondiente derecho. 

Art. 333. No se anularán los instrumentos públicos por la omisión 
do las formalidades de que habla el artículo 2,595 del Código Civil adop- 
tado, cuando sean conocidos el Notario ante quien se otorgaron, las per- 
sonas que intervinieron como otorgantes, aceptantes y testigos, y sean 
láuyas las fii*mas aunque no sean enteras. 

El jirtículo 45 de la ley 57 deroga el artículo 2,598 del Código Civil, 

La ley 153 de 1887, contiene estas disposiciones : 

Avt. 96. La omisión por parte del Notr.rio de las advertencias pro- 
venidas en el capítulo 3P, tit. 42, lib. 4.** del Código Civil, no anula el 
iustrumento sobre el cual haya recaído la informalidad; pero el Notario 
que la cometa incurre en responsabilidad legal. 

Art. 97. El registro de autos do embargo y do demandas civiles se 
hará en*la oñcina u oficinas de registro d^l Círculo á ^^6 pertenezca la 
ífaca embargada, ó sobre la cual versa la demanda. 

Art. 98. Derógase el artículo 2,609 del Código Civil. 

Art- 09. Los documentos privados que conforme al artículo 1.° de la 
ley 34 d(? 5 de Marzo de 1887 hayan de registrarse, serán presentados 
pcrsonal|iiente al Registrador por los que los suscriban, y la diligencia 
que i?e extienda en el libro respectivo será firmada por los mismos y por 
el Kegistrador. Queda, en estos términos, reformado el artículo X.^ de la 
ley aquí citada. 

Art. 100- En los juicios de sucesión por causa de muerte, no se co- 
brará otro impuesto de registro que el que corresponda por la escritura 
de protocolización del proceso en la Oficina del Notario (2). 

1888. — Ley 8 de 31 de Enero "por la cual se reforman algunas dis- 
posiciones sobre régimen político y municipal y la ley 48 de 1887. '' 

El artículo 1.° dice: "En aquellos Distritos cuya cabecera se halle á 
más de dos miriámetros de la del respectivo Circuito de Notaría, los Se- 
cretarios de los Concejos municipales podrán autorizar escrituras que 
contengan poderes de toda clase y actos ó contratos que no versen sobre 

estipulación, y la resolución publicada en el Diario Oficial numeres 8,002 y 8,003 de 
9 de Marzo de 1890, en que se dispone á quién corresponden los gastos que ocasiona 
el otorgamiento de una .escritura. 

(1) Véase la resolución del Sr. Ministro de Gobierno de 6 de Noviembre de 1889 
(P. O. número 7,920). 

(2) Por las planillas de hijuela se cobran derechos. [Resolución publicada en el 
número 7,795 del D. O. de .30 de Marzo de 1889.)— Véase el artícujio 2,654 del Código 
Civil. 



ESCaiBANIAS. XOTARTADO. REGÍSTI^O HO 

fioinjira ó yenta de fincas raíces enyo valor no exceda do mil pesos, pres- 
tando así ol oficio de Notarios. Los protocolos que formen dicliOs Secre- 
tarios serán pasados al ñu de cada afío al Notario del respectivo Circuito 
])ara los efectos legales.^' 

Art. 2.^ La cancelación de toda escritura se puedo hacer ante cual- 
cjuier Notario, sin necesidad de que esté presente sino la parte acreedo- 
ra, ó sus herederos 6 sucesores; debiendo, en todo caso, hacerse la cance- 
lación del registro en el Circuito respectivo. 

El artículo 6." habla del restablecimiento de algunos Circuitos do 
Notaría y Registro; pero como el número de éstos no es materia de que 
debamos tratar, nada diremos ni de eso artículo, ni de las leyes relativas 
al asunto de que tmta. 

La ley 39 de 3 de Mayo, en su único artículo aclara el IP de la ley 
8.* anterior, en el sentido de que los Secretarios de los Concejos munici- 
pales podrán autorizar toda clase de actos y contratos, cuyo valor no ex- 
ceda de 1,000 pesos y que no versen sobre compra ó venta de fin 6a s raí- 
ces. 

La ley 56 de 21 do Mayo determitia que el período de dutación de 
los Notarios y Registradores será el de 5 años contados desde el 1." de 
Enero siguiente á su elección. 

La ley 100 de 14 de Noviembre reforma el Código Civil, la ley 153 
de 1887 y la 8." de 1888. La reforma á ésta se refiere á las facultades de 
los Secretarios municipales para otorgar escrituras. Encur.nto á esas fa- 
CLiltíides dice (artículo 5.") que el Gobierno puede autorizar por sí 6 por 
medio de los Gobernadores á los Secretarios de los Concejos municipales 
de los Distritos que se hallen á más de 2 rairiámetros de distancia de la 
respectiva cabecera del Circuito de Notaría, para prestar el oficio de No- 
tarios en las esctituras que contengan poderes de toda clase y sustitucio- 
TiCs de éstos, contratos de compraventa de bienes raíces por valor hasta 
de ti-escientos pesos, y actos ó contratos de otra naturaleza, -cuya cuan- 
tía no exceda de quinientos pesos. [1]. 



(1) El Gobernador del DepartaiAcnto de Aiitioquia en virtud de la resolución de 
Gobierno de 18 de Diciembre de 1888, por Decreto de 4 de Enero de 1S89 {Repertorio 
Oficial números 259 y 260), autorizó á los Secretarios de los Coi^cejos municipales que 
se hallen á más de 2 midámetros de distancia de la re&pectira cabecera de Ciicuito de 
Notaría, para prestar el oficio de Notarios en los casos de la ley ICO. 

El mismo Sf. Gobernador lia dispuesto on varias resoluciones relativas á las res- 
I>ectivas distancias que separan las Distritos de las cabeceras de Circuito, que tales 
distancias son Jas que señala el cuadro de éstas publicado en el número 551 del ?>v^c 
Un Oficial de 1872. 

El Sr. Ministro de Gobierno con feclia 9 de Octubre de 1889 (D. O. núu:o](; '¡905; 
resolvió: "La autorización que se concede á los Secretarios de los Concejos, pura hft- 
jcer las veces de Notarios, está limitada, en lo que respecta á contratos de compraven 
la de bienes raíces y actos ó contratos de otra naturaleza, á las Ancas ubicadas en el 
Distrito, residencia del empleado y siempre dentro de la órbita de la ley. Esta resolu- 
ción comprende á los Secretarios que han obtenido la autorización referida." 
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EXPROHACION 

I. Antbcbdbntbs.— II. DxRBCHO Nacional. Leye* de 1831, 1823, 1880, 1883, 184S, 
1846. 1848, 1898, 18S8, 1860. 1861, 1868. 1866, 1872. 1882 y 1886. 



ANTECEDENTES 

La expropiación ó enajenación forzosa,, que es la cesión ó venta que 
una persona 6 cuerpo tiene que hacer de una cosa de sa propiedad por 
motivos de utilidad pública, fue permitida por las antiguas ley^s espa- 
ñolas que rigieron en nuestro país; pero previa la correspondiente in- 
demnización. Para demostrar esto^ nos basta citar dos leyes de Us Siete 
Partidas. 

La ley 2.» tit. 1.° de la P. 2." entre las facultades que concede ai 
Monarca, coloca la de que pudiera tomar algún bien que nubicse menes- 
ter para hacer alguna cosa '"que se tornase á pro comunal de la tierra''; 
pero para tomarlo ^'tenudo era por derecho del dar ante buen camio por 
ello que vala tanto ó mas, de guisa que él ñnque pagado á bien vista de 
homes buenos." La ley 3J, tit. 18, P. 3.* dice: ^'Contra derecho natural 
non debe dar previllejo nin carta emperador, nin rey nin otro seflor, et 
si lo dieren non debe valer: et contra derecho natural serie si diesen por 

f)revillejos las cosas de un home á otro non habiendo fecho cosa por que 
os debiese perder aquel cuyos eran, fueras ende si el rey las hobiese mo- 
ester para facer dellas o en ellas alguna labor^ ó alguna cosa que fuese 
á pro comunal del regno, así como si fuese alguna heredat en que ho- 
biesen á facer castillo., ó torre, ó fuente ó alguna otra cosa semejante 
destas que tornase á pro ó á am paramiento de todos ó de algunt logar 
señalado: pero esto deben facer en una destas dos maneras, dándol ca- 
mio por ello primeramente, ó comprándogelo segunt valiere," 
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1821. — La Constitución de este año permitió la expropiación por 
moÜTO de utilidad pública, pero indemnizando al dueño del bien expro- 
piado. 

Después de las leyes españolas sobre la materia, es en dicha Constituir 
ción donde hemos hallado la primera disposición colombiana que permi- 
ta expropiar, 

1823. — El 31 de Julio de este año se sancionó una ley [L. 1* P^ 4^ 
T. 1.** E. G.] que establece ireglas para la concesión de privilegios exeln- 
jsiyos para obras públicas, coi^rucción de éstas á expensas del Tesoro, 
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é indeinnizucíóa de la propiedad destinada á usos públicos. (1) £1 9a« 
pitillo 3.* de esta ley trata ^'Dc la ocupaeióii do la propiedad para las 
obras públicas, ó indeniuizucióii de los propietarios", naturalmente en 
desarrollo de la facultad constitucional de 1821 sobre el asunto. Dire- 
mos algo sobre el contenido de dicho capítulo. 

El artículo 32, que es el con que comienza, dice: *Tara la construc- 
ción de cualquiera obra pública de conocida utilidad, bien se haga por 
empresarios competentemente autorizados, 6 á expensas del Tesoro na- 
cional, se ocupará ó atraveserá la propiedad particular en la extensión, 
dirección y forma que sea necesario^ indemnizando antes á sus dueQos, 
ú bien visto de hombres buenos." 

Los artículos 33 á 35 inclusive indican lo que comprendía la indem- 
nización que debía concederse á los propietarios. 

El artículo 36 faculta al Gobierno ó á particulares competentemente 
autorizados ])ara que desecasen lagunas, marismas ó terrenos encharcados 
y pantanosos de propiedad pública ó particular. Si los respectivo» pro- 
pietarios querían encargarse de esto, en igualdad de circunstancias se 
ios prefería para llevarlo á cabo. 

De acuerdo con el artículo 37, la tasación de los terrenos y edifi- 
cios ocupados, suprimidos ó desmejorados de cualquiera manera, por 
cansa de una obra pública, que comprendían la expropiación, debía ha- 
cerse con arreglo al valor que tenían al tiempo de empezarse la obra res- 
pectiva. 

Los artículos 38 y 39 disponen que la ejecución de una obra públi- 
ca no podía impedirse ni suspenderse á pretexto do daños ocasionados 
á particulares; pues si eran efecti vos, debían íudí.nnnizarse, y si «e temían, 
bastaba aiianzar su indemnización para si se verificaban. 

Los artículos 40, 41, 42 y 43 contienen las reglas para averiguar la 
cuantía de la indemnización. Esta debía fijarse por tres peritos nombra- 
dos: uno por el propietario; otro por el empresario, esto es, por el Go- 
bierno ó por el particular que ejecutaba la obra; y otro por el propieta- 
rio y empresario, y en caso de discordia, la «lección do este último de- 
bía decidirla el Gobernador de la Provincia respectiva. Los tres peri- 
tos acompañados de los interesados ó de sus representantes reconocían 
la propiedad correspondiente; si los dos primeros peritos estaban de 
acuerdo en cuanto á la indemnización, quedaba terminado el asunto; si 
no lo estaban, decidía el perito tercero. 

El artículo 44 dice: "Las quejas á que diere lugar el juicio de peri- 
tos, y todas las reclamaciones que se originen sobre cumplimiento de 
convenios, contratos, decretos de concesión y demás relativos á la ejecu- 
ción y conservación de las obras públicas, se juzgarán por los Tribuna- 
les de las Provincias respectivas, conforme al orden que hau señalado 
las leyes.'' Parece, pues, que esas quejas y reclamaciones quedaban some- 
tidas al procedimiento común. 

En virtud del artículo 45, último del capítulo, los gastos que oca- 

(1) Notaremos que los capítulos l.« y 2? que tratan de la concesión de privilegios 
fueron derogados por el artículo 16 de la ley de 7 de Mayo de 1845 [L. 8.*, P. 4^, T. 
1.*, Ap. 6, la R. G.] *'Sobre caminos nacionales", que da reglas para otorgar privile- 
gios para la construcción de caminos, las cualss fueron confirmadas por d artículo 10 
de la ¡«y áe 9 de Junio ds 1846 [L. S\ F. 4?, T. 1?, Ap. á la K. G.] 
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«i07ial>a el nombramiento y operaciones d<e los pericos, eran á cargo de Ik 
empresa. 

1S30. — La Cüiistitución de este atlo nada varió en cnanto á expro- 
piación, de lo que establecía la de 1821. 

1832. — Lo mismo decimos de Ja Constitución de 1832 qué fne ]k 
primera de la República de la Kueva Granada. 

1843. — El artículo 162 de la Constitución de este aílÓ dice: *'A ex- 




calificada tal con arreglo á la le}', así lo exija, en. cuyo caso debe sor in- 
-íiemnizado de su valor." Notaremos que no exijo esta disposición que la 
indemnización fuese p)revia. 

1846. — El 2 de Junio de este aíio se sancionó una ley (L. 7* P. 4.* 
•T. 1.° Ap. á ]h R. G.) qüo determina los casos en que pueden tomarse 
las propiedades para usos públicos, y las formalidades que deben obser- 
Tarso para tomarlas. 

Esta ley, la primera que detenidamente art-egló el asunto que nos 
ocupa, consta de 34 artículos destribuidos en 4 capítulos. Indicaremos su 
contenido tan rápidamente como nos sea posible. 

El capítulo 1." se limita á señalar los casos do expropiación; establez- 
co dos: l.o Caso de necesidad de ejecutar una obra de conocida utilidad 
pública, como construcción de Ijospi tales, casas do beneficencia, cami- 
nos, puentes, calles, erección do, nuevas poblaciones &."; y 2.^ Caso de 
que fuese indispensable y urgent; ocupar edificios para cuarteles y pabe- 
llones, tornar cabaílctías, carruajes^ embarcaciones, objetos alimenticios 
y vestuarios pava el ejército. Cuando se trataba del beneficio de una 
Provincia^ Cantón ó Distrito, sólo podía expropiarse en el primer caso. 

El capitulo 2.^ determina las autoridades que podían decretar la 
aplicación de las pro])iedade3 á uáos público»: eran los Gobernadores, los 
Jefes políticos y los Alcaldes: los primeros cxiando la otra fneáo ile uti- 
lidad nacional ó provincial; los segundos cuando fiiese cantonal, y los 
terceros cuando fuese parroquial, hn el segundo caso de, expropiación, 
ésta se verificaba inmediatamente; pero el que la decretaba debía dar 
cuenta al inmediato superior dentro de 8 días, de lo que se había expro- 
piado, por quién, á quién y en cuánto estaba valorado. Bl capítulo auto- 
riza á los empleados mencionados para que obtuviesen lo que se quería 
expropiar por medio de contratos celebrados con los despectivos propie- 
tarios; pero el precio correspondiente debía fi jaise por peritoSi . 

En el capítulo 3.** se seílalan los trámites que debían seguirée para 
expropiar. Como el primer caso de expropiación que hemos indicado era 
el normal, ó sea el que se verificaba en tiempo de paz, requería un pro- 
cedimiento más detenido quQ el segundo. El procedimiento en ese pri- 
mer caso se reducía á lo que sigue. 

Rssuclta la ejecución de la obra por la autoridad correspondiente, 
debía probarse plenamente que la obra era de utilidad pública, y que para 
llevarla á cabo había necesidad de tomar la. propiedad ajena. Con estos 
comprobantes se presentaba el Agente del Ministerio público ante la rea- 
pectiva autoridad solicitando que decretase la ..expropiación. Verificado 
el traslado.de la petición, se señalaba un término que no bajaba de 
15 días ni excedía de 30 para la presentación de pruebas. Concluido 
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ose término la autoridad dictaba la providencia qno fuese justa sin poi^- 
niitir demohis ni dilaciones. Las ])rovidencias debían consultarse. 

Esto era lo esencial en el procedimiento en el primer caso de expro- 
piación. Respecto del seseando, que era rá])ido, la caliñcació.n de hi no- 
ieesi'dad y nrgcncia.debía hacerse por los Gobernadorcf-, los Jefes políticos 
ó los Alcaldes, de oficio ó á pedimento del Ministerio público, verbal '6 
^uniariamentei bastando la deposición de dos testigos ó la notoriedad de 
la necesidad y urgencia. 

Capitulo 4." Trata de las indemnizaciones y modo de satisfacerlas. 
Debía fijarse el precio de ellas por avalúo de peritos como lo disponía, 
J)oco más ó íiienos, lÜ ley de 1823. Cuando so trataba del ])rimer casó de 
expropiación, ó sea del norpal, no podía tomarse la propiedad sin qii'e 
J)rcvi'amente se hubiese satisfecho el |)recio, á menos de que otra cosa se 
conviniese con el intercsaí^o. En el segundo caso de expropiación, la iii- 
ílemnización so verificaba én dinero de contado, si había foiidoá j^ara 
ello; si no los había, se daba al interesado un documento en que constív- 
ran los bienes tomados y su preci'o. Este ganaba el interés de un.inedio 
por ciento mensual. El capitulo 'determina 'quién debía satisfacer é\ va- 
lor de las indemnizaciones. 

Los artículos 29, 30 y 31 del capítulo dan alp:unas realas pata fijar 
las indemnizaciones en ciertos casos. El artículo 32 trata de la deseca- 
ción do terrenos de la misma manera que el artículo 36 de la ley de 1823. 
El articulo 33 renrodúce los artículos 38 y 39 de ésta ley en cuanto dispo- 
nían que no ^odia impedirse ni suspenderse la ejecución de una obra 
pública íi pí-etéito de 'daüos efectivos ó presumidos. El artículo 34 dice 
que contra la expropiación deci-t^tadá no podía intentarse acción do de'S- 
l)OJo, ni el bxífteficio de restitución. 

1848. — Ley de 2 de Junio *SSobre exprópiacióh por causa de utili- 
dad pública^' [L. 14, P. 4.% T. 1.^, Ap. á la K. G.] Esta ley, que derogo 
la anterior, consta de 44 aHíciilos divididos en tros títulos. 

Título 1.0 ''Disposiciones preliminares". Señala oiice casos de nece- 
sidad pública para la exoropíúcióú en desarrollo del artículo 162 de la 
Constitución de 1843. Entre ellos están la construcción de fortificacio- 
nes, parques militares, caminos, ittuelles, faros, telégrafos, i'glesias, cs- 
T?uelas, cárceles, fuentes públicas, hospitales, casas de aislamiento, casas 
de posta, la provisión de víveres para lá. fuerza armada &.* Establece que 
corresponde al Poder Judicial en los cafeos ordinarios, y h las autorida- 
des del orden político 'administrativo en los extraordinarios y iirgentes, 
decretar la expropiación; y que ésta suponía siempre la indemnización 
Víorrespondiente: inmediata en los casos ordinarios, y en su oportuno y 
'debido tiempo en los extraordinarios y urgentes. 

El titulo 2.*' ^*De la expropiación dé inmtiebles" coúipróndt) dos capí- 
.tulos que tratan: el 1.° de los trámites del procedimiento para verificar 
la expropiación en los casos ordinarios; y el 2.* de la indemniiaciónque 
debía darse al dueño del bien expropiado. 

Según el procedirníento, á l¡a ocupación d(? la propiedad territorial, 
ó do cualesquiera edificios urbanos ó rurales, deben preee'der siemjDre es- 
tas diligencias: 1^ Haber sido decretada la ejecución de la obra pública 
por la autoridad política que era: para las obrñs nacionales el Poder Éje- 
r3utivo; para las provinciales el Gobernador; para las de los Territorios el 
Prefecto, y para ias cantonales y comunales, el Jefe político con apróba* 
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íii07ial)a el nomorftrniento y operaciones de los pcriios, oran á cargo de ]h 
empresa. 

1S30. — La Cüiistiiuciüii de este aíio nada varió en cníinto á expro- 
piación, de lo que establecía la de 1821. 

1832. — Lo mismo decimos de la Constitución de 1832 que fue Ik 
primera de la liepüblica de la A'ueva Granada. 

1843. — El artículo 162 de la Constitución de este afío dice: *'A ex- 
cepción de las contribuciones establecidas por ley, ningún granadino se- 
;i*á privado de parte alguna de en propiedad para aplicarla á usos piiblr- 
Xíos, sin su libre «jonseü ti miento* á menos qiie alguna pública necesidacj, 
calificada tal con arreglo á la ley, así lo exija, en cuyo caso debe ser in- 
-íiemnizado de su valor. ^' Notaremos que no exijo esta disposición que la 
indemnización fuese previa. 

1846. — El 2 de Junio de este aíio se sancionó una ley (L. 7* P. 4.* 
•T. 1.° Ap. á lii R. G.) qüo determina los casos en que pueden tomarse 
las propiedades para usos públicos, y las formalidades que deben obser- 
Tarso para tomarlas. 

Esta ley, la primera que detenidamente arh^gló el asunto que nos 
ocupa, consta de 34 artículos destribuidos en 4 capítulos. Indicaremos su 
contenido tan rápidamente como nos sea posible. 

o 1." se limita á señálai* Jos casos do expropiación; estable- 
ce dos: l.o Caso de necesidad de ejecutar una obra de conocida utilidad 
pública, como construcción de hospitales, casas do beneficencia, cami- 
nos, puentes, calles, erecpión de nuevas poblaciones &."; y 2.^ Caso de 
que fuese indispensable y urgcnt; ocupar edificios para cuarteles y pabe- 
llones, tomar cabaílctías, carruajes^ embarcaciones, objetos alimenticios 
y vestuarios pava el ejército. Cuando so trataba del beneficio de una 
'Provincia, Cantón ó Distrito, sólo podía expropiarse en el primer caso. 

El capitulo 2.^ determina las autoridades que podían decretarla 
aplicación de las proi)iedade3 á usos público&: eran los Gobernadores, lofe 
Jefes políticos y los Alcaldes: los primeros cxiando la otra fuefiíeVie uti- 
lidad nacional ó raovincial; los segundos cuando fdese cantonal, Jr los 
terceros cuando fuese parroquial. En el segundo caso de. expropiación, 
ésta se verificaba inmediatamente; poro el que la decretaba debía dar 
cuenta al inmediato superior dentro de 8 días, de lo que se había expro- 
piado, por quién, á quién y en cuánto estaba valorado. Bl capítulo auto- 
riza á los empleados mencionados para que obtuviesen lo que se quería 
expropiar por medio de contratos celebrados con los despectivos |)ropie- 
tarios; pero el precio cori*espondiente debía fijarse por peritoSi , 

En el capítulo 3.** se sefialan los trámites que debían segnirée para 
expropiar. Como el primer caso de expropiación que hemos indicado era 
el normal, ó sea el que se verificaba en tiempo de paz, requería un pró.- 
cediraiento más detenido quQ el segundo. El procedimiento en ese pri- 
mer caso se reducía á lo que sigue. 

Eesuclta la ejecución de la obra por. la autoridad correspondiente, 
debía probarse plenamente que la obra era de utilidad pública, y que para 
llevarla á cabo había necesidad de tomar la. propiedad ajena. Con estos 
comprobantes se presentaba el Agente del Ministerio público ante la re&- 
pectiva autoridad solicitando que decretase la (expropiación. Verificada 
el traslado , de la petición, se señalaba un término que no bajaba de 
15 días ni excedía de 30 para la presentación de pruebas. Concluido 
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ose téruiino la autoridad diciaba la providencia qne fuese justa siu per- 
mitir demohis ni diiaciones. Las ])rovidencias debían consultarse. 

Esto era lo esencial en el procedimiento en el primer caso do expro- 
piación. Respecto del sesrnudo, que era rápido, la calificación de la ne- 
cesidad y nrgoncia.debía hacerse j)or los Gobernadores, los Jefbs políticos 
ó los Alcaldes, de oficio ó á pedimento del ^linisterio público, verbal 6 
^rumanamente, bastando la deposición de dos testigos ó la notoriedad de 
la necesidad y urjrf:encia. 

Capítulo 4.' Trata de las indemnizaciones v modo de satisfacerlas. 
Debía fijarse el precio de ellas por avalúo de peritos como lo dispon ut, 
poco más ó íiienos, lá ley de 1823. Onando so trataba del ])riiner casó de 
exju'opiílción, ó sea del normal, no podía tomarse la propiedad sin qii'e 
previamente se linbiese satisfecho el |)rec¡o, á menos de que otra cosa se 
conviniese con el interesado. En el segundo caso de expropiación, la in- 
demnización se verificaba en dinero de contado, si halnu íoiidos para 
ello: si no los había, se daba a! interesado un documento en que consta- 
ran los bienes tomados y su precio. Este ganaba el interés de un ínedio 
por ciento mensual. El capitulo determina 'quién debía satisfacer di va- 
lor de las indemnizaciones. 

I^s artículos 29, 30 y 31 del capítulo dan alp:unas realas para fljár 
las mdemnizacionés en ciertos casos. El artículo 32 trata de la deseca- 
ción do terrenos de la misma manera que el artículo 36 de la ley de 1823. 
El articulo 33 renroduce los artículos 38 y 39 de ésta ley en cuanto dispo- 
nían qne no podía impedirse ni sus]>enderse la ejecución de una obi'a 
pública á plretéxto de daüos efectivos ó presumidos. El artículo 34 dice 
que contra lá expropiación decnetadá no podía intentarse acción de des- 
]>ojo, ni el btítieflcio de restitución. 

1848. — Ley de 2 de Junio *SSobre expropiación por causa de utili- 
dad pública' [L. 14, P. 4.% T. 1.^ Ap. á la li. G.] Esta ley, que derogó 
la anterior, consta de 44 artículos divididos en tres títulos. 

Título IP * 'Disposiciones preliminares''. Señala otíce casos de nece- 
fíidad pública para la exoropíáción en desarrollo del artículo 162 de la 
Constitución de 1843. Entre ellos están la construcción de fortificacio- 
nes, parques militares, caminos, nluelles, faros, telégrafos, iglesias, es- 
ruelas, cárceles, fuentes públicas, hospitales, casas de aislamiento, casas 
de posta, la provisión de víveres para lá fuerza armada &.* Establece que 
corresponde al Poder Judicial en los casos ordinarios, v á las autorida- 
des del orden político administrativo en los extraordinarios y urgentes, 
decretar la expropiación; y que ésta suponía siempre la indemnización 
VíoiTespondiente: inmediata en los casos ordinarios, y en su oportuno y 
'debido tiempo en los extraordinarios y urgentes. 

El titulo 2.* ^*Do la exj>ropiaciÓQ dé inmuebles'' compi'endo dos capí- 
.talos que tratan: el 1.° de los trámites del procedimiento para verifican* 
la expropiación en los casos ordinarios; y el 2.* de la indemnización que 
<lebía darse al dueño del bien expropiado. 

Según el procedimiento, íi la ocupación de la propiedad territorial, 
ó do cualesquiera edificios urbanos ó rurales, deben preee'der siempre es- 
tas diligencias: 1^ Haber sido decretada la ejecución de la obra pública 
•por la autoridad política que era: para las obras nacionales el Poder Eje- 
tíutivo; para las provinciales el Gobernador; para las de los Territorios el 
Prefecto, y para ias cantonales y comunales, el Jefe político con apróba- 
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ción del Gobernador de la Provincia; 2.* Formación de planos, diseños 
ó proyectos relativos» á la obra; 3.' Decisión, en vista de ellos, de cuáles 
terrenos 6 edificios deben ocuparse; 4*^ Constancia do haberse requerido á 
los dueños de éstos de que los cediesen j o^ Juicio de expropiación ante el 
Poder Judicial; 6.* Arreglo de la indemnización y consignación f^e su va- 
lor. 

Antes de dictarse la decisión acerca de los terrenos ó edificios quo 
deben ocuparse [3.'J, !a autoridad respectiva pondrá en noticia del pro- 
pietario, el designio de ocuparla para que dentro del término que so lo 
señale, que no sera menos de 15 días ni excederá de 30, pero oue puedo 
prorrogarse baceta el doble cou justa causa, haga sus observaciones sobre 
el asunto, presente pruebas y alegue los derechos que lo favorezcan. Ven- 
cido el término y declarada la necesidad de la expropiación, se requiere 
al propietario á que ceda la propiedad y acepte la indemnización; si ac- 
cede á esto, termina el curso del negocio; si no accede, corresponde al 
Juez respectivo decretar la expropiación en vista de lo actuado, y á ges- 
tión del Agente del Ministerio público comisionado al efecto. El fallo del 
Juez es apelable para ante su inmediato superior. Para dictarse el fallo 
sólo se debe examinar: 1." Si es legal la causa de necesidad pública; 2P 
Si se ha procedido con las formalidades legales; y 3." Si se ha obrado im- 
])areial mente y con suficientes datos para declarar que la propiedad cues- 
tionada debe ser ocupada máy bien que otra. 

Decretada definitivamente la expropiación, la autoridad política en- 
tra á ocuparse en el señalamiento de la indemnización respectiva. Se se- 
ñala de dos maneras: ó por ofrecimiento ó propuesta de esa autoridad, 6 
por decisión de un jurado de arbitramento. La autoridad antes de hacer 
su propuesta, debe oír al interesado y al Ministerio público, y recibir las 
noticias y reclamaciones que se le dirijan. Si su propuesta no es aceptada 
por el propietario, el negocio queda de la com|)etencia del jurado pura 
fijar la indemnización. El jurado se compone de 5 individuos tomados á 
la suerte de entre 15 electores ó vecinos y de 2 arbitros nombrados por 
las partes. Sin entrar á indicar el procedimiento para nombrar los jura- 
dos, ni el que éstos deben observar, nos limitaremos á decir que el jura- 
do de arbitramento fija la cuantía de la indemnización por mayoría ab- 
soluta de votos; y que su veredicto es apelable para ante un segundo ju- 
rado constituido de 5 individuos y con las mismas formalidades que el 
primero. Contra el fallo del segundo jurado no queda más recurso que el 
de nulidad por infracción de la ley, del cual conoce sumariamente el Tri- 
bunal del Distrito. 

El pago de las indemnizaciones debe verificarse como lo determine 
el Juez, Presidente del jurado, con arreglo al veredicto definitivo, salvo 
cualquier convenio posterior con los interesados. 

El título 3.° trata de la expropiación de bienes muebles. Por causa 
de necesidad pública pueden las autoridades del orden político tomar ca- 
ballerías, carruajes, embarcaciones, víveres, armamentos, vestuarios y lo 
demás que por las circunstancias pueda calificarse como artículo de gue- 
rra, contra la voluntad de sus dueños. En casos de incendio, inunda- 
ción, epidemia ú otra calamidad, también pueden tomar ú ocupar tem- 
poralmente otros objetos de propiedad particular. En estos dos casos, la 
autoridad hará un repartimiento entre las personas que puedan dar los 
objetos que se necesiten. A éstas se les indemniza con arreglo á los pre- 
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en todo ni en parte, sino por pena ó apreuiio, 6 iiidemnizaoi.Hi, ó cou- 
{;rib«ción general, con arreglo á Iíís leyes. 

Por gr:ivey niotivo»s cié utilidad pública, defiuidos por el Legislador, 
podrá haber luga i' ú enajenación forzosa, nied.iiMite niandanjít-iito judi- 
cial, y se indemniza el \alor de la prppiadad antes de verificar la ex[)ro- 
piución. 

Arfc. 33. En eq,so de guerra, y sólo para atender al restableeiniiento 
(Jel orden públleo, la necesidad do uTia expropiación podrá ser decretada 
por autoridades que no perteüczcau al orden judicial y no ser previa la 
indemnización. 

En el expresado caso la propiedad inmueble sólo podrá ser tempo- 
ralmente ocupada, ya pitra atender á las necesidades de la guorra, ya pa- 
ra destinar á ella sus ])rodiictos, como ])ena pecuniaria impuesta á sus 
dueños Qonfornir á lad leyes. 

La Nación será siempre responsable por las expropiaciones que el 
Gobierno haga por sí ó por medio de sus agentes." 

Como hemos visto, la expropiación debe hacerse con arreqlo á las Je- 
yes; pero como después de la Constitución no se ha expedido ley sobre 
la maiteria, y sólo existe el procedimiento del Código Judicial de 1872, m 
ha suscitado la cuestión de si la ley de 2 de Junio de 1848 está vigento 
ó nó. Consultado el Consejo de Estado sobre el asunto, resolvió por ma- 
yoría el 24 de Septiembre de 1889, esto: *'E1 Consejo de Estado entiende 
que la ley neogranadina sobré expropiación, sancionada en 2 de Junio 
d'e 1848, no derogada formalmente' y sólo parcialmente subrogada por le- 
yes posterioi-es, es ley de la República, sin qne por esto prejuzgue de, la 
aplvcaeión que deban ó nó tener sus disposiciones á casos particulares so- 
metidos ó que se sometan á decisión judicial. 

Opina que las formas protectoras del derecho de propiedad estable- 
cidas por dicha ley como antecedentes de todo juicio de expropiación, 
debetí observarse por las autoridades administrativas, y, en cuanto les 
concierna, por los empresarios de obras legalmente declaradas do utilidad 
pública."' 

El Gobierno, obtenido ese concepto, y absteniéndose de dictar ww^ 
declaración de carácter general sobre la vigencia de la ley de 1848, el 4 
de OctubM de 1889, resolvió en sustancia que á los juicios de expropia- 
ción deben preceder las diligencias administrativas que establece dicha 
ley, correspondiendo practicarlas '^al Poder Ejecutivo en las obras y tra- 
bajos nacionales; al Gobernador en las departamentales, y al Prefecto, 
con aprobación del Gobernador, en las municipales." 

Los informes de las comisiones del Consejo sobre este importante 
asunto, el dictamen de esa H. Corporación, y la resolución del Gobierno 
ci^tada, están publicados en los números 7,897-7,808 y 7,902-7,903 del 
Diario Oficial, correspondientes respectivamente á los días 13 y 20 de 
X)ctubre de 1889. 
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c/ión en cuanto ;il jiroceJiniicuto que táciíaineiite lo infrodajo Ja ley de 
If) do Mayó (le 1800. 

18(53. — lIcKpccho de expropiación, l:i Cónstitneión de ií?sfe año dis- 
puso lo mismo (artículo 15, número ;").*) que la de 18r)f>. 

] 800.— La ley 30 de í2'i de Mayo ^'Sohre. proecdimiento en los negó- 
c]K)H eiviles cuyo conocimiento corresponde á los Tribnnales de la 
^"nión'', que es reproducción de la ley de 15 de Mayo de 1860 en lóeseii- 
eíí\l, estabicce procedimiento para verifícAr e.^propiaeiones [artículos 
129 á 133 inclusive). No difiriendo del (ie aquella ley, siuh eli la dura- 
ción de l(jR términos respectivos, creemos ilinceesano indicarlo. Según la 
lev do 1868 el término del trasladó de la demanda es de 48 hoi*as, el de 
])ruebas cuando se trata de bienes raíces de lí:! días, respecto de muebles 
do 0; el traslado de los autos de ^ días, y de 5 ])ará dictar la éentencia. 
Volvió, pues, á quedar modificado el procedimiento de la ley de 1848. 

1872. — El Código Judicial de este afio (Ley 57 bis de 7 de Junio) 
adoi)tado para \m Repúblic;^ de Colombia por la ley 57 de 1887,^ Código 
que derogó todas las disposiciones anteriores sobro ])rocediniiento qn los 
negocios civiles y criminales, de la competencia de los Tribunales y 
Juzgados de la Unión, contiene procedimiento especial para los, juicios 
de expropiación [artículos 1268 á 1275 inclusive.] [ij liste procedimieiilto 
solo se diferencia del de 18G0 eu los términos que quedaren: de 48 ho- 
ras para el traslado déla dt^manda; para presentar i)ruebas de 10 días 
comunes é improrrogables en todo caso; de 3 para la presentación de 
alegatos, y de 5 para dictar sentencia. 

1882. — En este año se expidió la ley 60 de 9 de Septiembre '^Sobre 
garantías para personas y projiiedades en tiempo de guerra" la cual tra- 
ta de la ex[)rV)piación en este tiempo. Consta de 12 artículos. Siempre 
que la alteración del orden público deba reprimirla el Poder Ejecutivo 
federal, éste podrá declarar la necesidad de expropiar caballerías, gana- 
dos y. artículos que se necesiten para el armamento, equipo, vestuario y 
alimentación del ejército. Sólo el Presidente de la República ó los em- 
pleados i)úblícos, políticos ó militares á quienes delegue expresamente esa 
facultad, son competentes p^ra depretar y llevar á efecto las ejcpropiacio- 
nes de que trata la ley. Veriücada la expropiación, el precio de su avalúo 
se paga al contado en billetes de Tesorería. Las personas, empleados 6 
particulares que decreten una expropiación, fuera de los casos de la ley, 
ejecutan un hecho que los hace personalmente responsables tanto por la 
acción criniinal como por la civil. De la responsabilidad civil en favor de 
]>articulares, ño se les puede eximir en indultos, amnistías, convenios 6 
tratados. En tiempo de guerra la propiedad raíz sólo jniede ocuparse 
temporalmente para atender á alguna necesidad del Servicio militar; pe- 
ro lio puede sor confiscada ó rematada para hacer efectivo el pago de 
contribuciones ó exacciones de guerra. En este caso puede embargarse la 
renta ó el usufructo de la propiedad hasta el día en que quede satisfecíio 
lo que se d-cba al Fisco. Hé aquí las principales disposiciones de la ley Cft 
lo qué puede considerarse relacionada con la níatel'ia que nos ocupa. 

1886. -i-La Constitución de este año dice: 

"Aft. 32. En tiempo de paz nadie podrá ser privado de su propiedad 
[i] En la edición del Código de 1889, artículo? 1;359 á 1,366, inclusire. 
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en todo ni en parte, sino por pena ó apremio, 6 Í!i(lemni;jaoi«Hi, ó cou- 
l^ribución general, con arreglo á l:is leyes. 

Por gr:ivey motivos ue utilidad iráhlica, definidos por el Legislador, 
podrá haber lng¿Xx- a enajenación forzosa, nied.ii^iite niandandi-nto judi- 
cial, y se indemniza, el valor de la prppiadad antes de veriíicar la ex[)X*o- 
piación. 

Art. 33. En cq,so de guerra, y sólo para atender al restablecimiento 
<iel orden público, la necesidad do uiia expropiación podrá ser decretada 
por autoridades que no pertenezcan al orden judicial y no ser previa la 
dodemnización. 

En el expresado caso la propiedad inmueble sólo podrá ser tempo- 
ralmente ocupada, ya p¿ira atender á las lu-cesidades de la guerra, ya pa- 
ja destinar á ella sus ])roductos, como ])ena pecuniaria mipuesta á sus 
dueños ponfo rmr á lad leyes. 

La Nación será siempre responsable por las expropiaciones que el 
Gobierno haga por sí ó por medio de sus agentes." 

Como hemos visto, la expropiación debe hacerse con arreqU á ¡as le- 
yes; pero como después de la Constitución no se ha expedido ley sobre 
ia materia, y sólo existe el procedimiento del Código Jndicial de 1872, sh 
ha suscitado la cuestión de si la ley de 2 de Junio de 1848 está vigento 
ó nó. Consultado el Consejo de Estado sobre el a^sunto, resolvió por ma- 
yoría el 24 de Septiembre de 1889, esto: ''El Consejo de Estado entiende 
que la ley neogranadina sobré expropiéición, sancionada en 2 de Junio 
de 1848, no derogada formalmente' y sólo parcialmente subrogada por le- 
jes posteriores, es ley de la República, sin qne por esto prejuzgue de la 
aplrcaeión que deban ó nó tener sus disposiciones á casos particulares sor 
metidos ó que se sometan á decisión judicial. 

Opina que las formas proteiítoras del derecho de propiedad estable- 
cidas por dicha ley como antecedentes de todo juicio de expropiación, 
deben observarse por las autoridades administrativas, y, en cuanto les 
concierna, por los empresarios de obras legalmente declaradas do utilidad 
publica."' ' 

El Gobierno, obtenido ese concepto, y absteniéndose de dictar una 
declaración de carácter general sobre la vigencia de la ley de 1848, el 4 
de OctubM de 1889, resolvió en sustancia que á los juicios de expropia- 
ción deben preceder las diligencias administrativas que establece dicha 
ley, correspondiendo practicarlas ''al Poder Ejecutivo en las obras y tra- 
bajos nacionales; al Gobernador en las departamentales, y al Prefecto, 
con aprobación del Gobernador, en las municipales." 

Los informes de las comisiones del Consejo sobre este importante 

asunto, el dictamen de esa H. Corporación, y la resolución del Gobierno 

citada, están publicados en los números 7,897-7,898 y 7,902-7,903 del 

Diario Oficial, correspondientes respectivamente á los días 13 y 20 de 

jOctubre de 1889. 



CAPITULO XY 

LETES comerciales: 

I. Antecedentes. — Las Partidas. Notísima Recopilación. RecopiUvción de indias. — fif. 
Derecho Nacional. Leyes de 1833, 1835 y 1838. Ordeminzas de Bilbao, Leyes de 
1837, 1843, 1844vl852. Código de Coniei-cio (U ia53. Leyes de ISliñ, 1858, 1860, 
1863 y 1864. tíodiffo de Comercio marítimo de 1870. Z^cí í7c 1873, 1875, 1876 y 
1886. Códigos de 1887. Leyes de 1887 y 1888. 
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Durante el Gobierno español rigieron en la Nación, acerca del oo^ 
mercio, disposiciones especiales de las Partidas, de las Ordenanzas de- 
Bilbao, de la Kovisima Recopilación y de la Recopilación de indias. Va- 
mos á dar nna idea general de aquéllas; poro prescindiendo por ahor« de* 
las Ordenanzas mencionadas, aunque pueden considerarle como un- 06^ 
digo general de España, porque como se hizo expresa alusión á ellas cn< 
ley de 1836, las examinaremos al tratar de las leyes de aqnel año. 

Siete pabtidas. Tres títulos dedica la Partida 5* al comorcio: el 
7.**„ el 9.» y el 10. El título 7." trata **De los mercaderes, ct de las fe- 
rias et de ios mercados en que compran et venden las mercaderías et del^ 
diezmo et del portadgo que han á dar por razón dellas^'. Mercaderes, se^ 
gún el proemio de este título, ''son aquellos homes que señaladamiente 
más usan entre sí vender, et comprar et camiar una cosa por otra"; y la^ 
ley 1^ que le sigue dice que ''propiamente son llamados mercaderes todo» 
aquellos que compran las cosas con eutención de las vender á otri por 
ganar en ellas." Esta miisma ley dispone que los comerciantes <?eben por-^ 
tarse en el desempeño de su oñcio con lealdad y buena fe,r sin vender á^ 
sabiendas una cosa por otra, ni mezclarlas de modo que se adulteren 6^ 
deteriore su calidad, ni usar de pesas ó medidas que no sean justas, bajo 
las penas impuestas á les falsarios. Según la ley 2.^ no podían tampoco^ 
hacer conciertos, juramentos ni cofradías para ñjar el precio á las cosas* 
de su tráfico y no venderlas en menos, bajo las penas de confiscación y 
destierro. 

No nos detendremos en el examen de las otras 7 leyes del título 7> 
Sólo diremos que la 3*! establece dónde y cómo debían veriñcai^se las ferias* 

Í' los mercados; que la 5.*^ señala^ el impuesto llamado áeportadgoa sobre 
as mercaderías, del cual declara exentas algunas, y que la 6.^ á^la 9^ in- 
clusive siguen tratando de puntos relacionados con ese impuesto. 

El título 9.' '*De los navios y del precio dellos'^^ comprende 14 leyes y 
tiene por objeto, según lo dice su proemio, establecer las obligaciones de- 
l)os maestros de naves y de los marineros respecto de los comerciantes que- 
los ocupen, y la manera de compartir el daño cuando á causa de tormen- 
ta hubiere que arrojar al mar parte de las mercaderías. 

El título 10 trata en 17 leyes *'De las compañías que facen los mer- 
cadores el los otros homes unos con otros por razón de ganancia." La 
ley I.*" defíuG la compañít» diciendo que''Cs ayuntUiniento de dos hornos ó» 
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de mas con intención de ganar de so uno." Según esta loy la compafiía 
podía hacerse hasta cierto tiempo ó por toda hi vida de 1<)S socios; podía 
hacerla el maj^or de 14 años; pero antes de cumplir 25, podía pedir res- 
cisión si se le seguía dafio ó había sido engafíado. La ley 2." indica so- 
bre qué cosas se podía hacer compañía. No era ])erniiti(la la que tenía 
objeto ó causa ilícita. La ley 3.* establece las maneras de hacer compa- 
ñía: la una era universal y la otra particular ó singular. Las leyes 4.*, 5* 
y 6* tratan de los pleitos entre los socios. La 7.' y la 8.' de la manera do 
partir las ganancias. En la 10* se señalan los motivos de disolución de 
ía compafiía: la muerte natural de alguno de los socios, el ser desterra- 
do i)ara siempre ó el estar cargado de deudas, están entre aquéllos. Al- 
gunas de las otras leyes vuelven á tratar de los pleitos entre los socio» 
y de la división de las utilidades en ciertos casos. 

La k"0Vísima. recopilación trata del comercio, moneda y minas en 
su libro 9 que comprende 20 títulos, los cuales se refieren á la Junta ge- 
neral de esos ramos, á los consulados [Tribunales de comercio], cambios 
y Bancos públicos, comerciantes, revendedores, corredores, ferias y mer- 
cados, comercio marítimo, pesas y medidas, moneda y su ley, contraste, 
cosas prohibidas para la introducción ó extracción, minas y pozos. El li-^ 
bro 10 también contiene disposiciones sobre el comercio. Citaremos al- 
gunas. Según la ley 17.* título 1 .• ningún mercader puedQ vender ni dar 
en fiado mercaderías ni otros géneros á los hijos de familia ni á los que es- 
tén bajo guardador sin licencia de éste ó del padre. Si los da sin éste re- 
quisito no puede cobrar su precio é incurre en pena de j)rivación de ofi- 
cio y multa en ciertos casos. Tampoco puedo darlas á los mayores para, 
cuando se casen ó hereden ó sucedan en algún mayorazgo (la misma ley). 
La ley 2." tit. 18 prohibe que los mercaderes puedan demandar en juicio' 
las mercancías que dieren al fiado para bodas. La ley 3' tit. 8 establece 
que el que diere á préstamo alguna cantidad en mercaderías do cualquier 
especie, incuire en la pena de perderla á favor del Juez, Fisco y denun- 
ciador. Según la ley 7, tit. 4, lib. 9 los comerciantes deben manifestar á 
los compradores los defectos de los brocados, sedas, paños y demás artir 
culos que expusieren á la venta; y si no los manifestaren, tienen derecho 
los compradores para devolver lo comprado y rescindir la venta^ aún; 
cnando ya hubieren hecho ropas, con tal que no las hubiesen usado. 

La Novísima Recopilación dejó vigentes, en cuanto no se opusieran 
á^ sus leyes, las Ordenanzas de comercio de Bilbao, de Barcelona, Valen- 
GÍa.'Saii Sebastián, Burgos, Cádiz, Sevilla, Alicante, Santander, Cataluña,. 
Palma y San Lucar, y esto introdujo gran confusión en el Derecho mer- 
cantil. 

Recopilación de indias. El libro noveno dividido en 46 título», 
tiene por asunto la casa de contratación de Sevilla y sus funcionarios y 
atribuciones; las flotas y armadas que venían á las Indias,- y sus jefes- y 
oficiales; los mareantes, pasajeros, extranjeros, fabiicadores y calafates; 

{'árcias, fletes^ aprestos, registros, carga y descarga, visita^ navegación, 
cuques de aviso, buques arribados, aseguradores, riesgos y seguros, puer- 
tos y consulados. 

Después de observar qiue el primer puerto de España habilitado para 
hacer el comercio con Amériea^f ue Sevilla; que más tarde lo fue también 
Cádiz; que ese comercio no era permitido sino á los españoles, ó me- 
jor dicho á compañías como la casa de contratación de Sevilla; y que los 
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oxtnuijeros no podíaii venir á Auicricíi sin licencia ospeci.il, lios lijare- 
mos Folo en el {;ítulo 30, *'De los aseguradores y délas personas que po- 
ílíau {láegiirar/' el ciifil e¡isuá5Sleyes'trata (le las pólizas (, seguroj de los 
corredores (jue las autiorizaban: do los frt'-neros (\ue ¡joiliaii asegurarse, 
•'riesgos de ida ó venida de las Indiaí;'' coaio dice la 1.* ley; do la époc» 
en que podía exigirse el seguro; do lo fine ó'^te comprendía; <Je h\ forma 
en qiip debía otorgarse la póliza de ¿e^uro de venida á las ludias [leyes 
35 y 44]; de la íprrna do la do r^-gresp [leyes 46 y 54] y (Je otros puntos 
importantes. . 



PERECEO NACIONAL 

La J.udííi'^u^^^'iicii?' ifljrió las puerLas del país al comercio exterior sin 
distiücionef:; de ninguna clase. Dejó, pues, do ser industria exclusiva do 
la madre pieria. £J«rao, por otra parte, aíjuel iniportanfco acontecimiento 
trajo como consecuencia ciertos principios políticos, como el de la igual- 
dad ante la Ley,desaparecierGn de hecho ciertas disposiciones Jegales so- 
bre la materia que emn incompatibles con esos principios. A pesar de es- 
to, el Derecho mercantil espaóol continuó vigente en la Kepública, y ex- 
presamente no so le hicieron refornnis sino con lentitud y respecto do 
puntos secundario3. Mencionaremos algunps de éstos, nó porque tengan 
importancia, sino para dar idea de la marcha del asunto, 

1832.— En la ley de 21 de Marzo (L. i, I\ 1.», T. 5.», K. (1.) "Orgá- 
nica de la Hacienda nacional" [IJ, se prohibió, bajo la pena de destitu- 
ción, el ejercicio del comercio á los Directores de bs Casas de Moheda, 
á los Tesoreros generales, á los Tesoreros de Provincia, á los Adnjinis- 
trauoresy demás empleados de las Aduanas, al Administrador y ál Con- 
tador general dé Correos y á los Contadores de }a Contaduría gen^raJ 
[artículo 64]. 

1835.--La ley de 26 de Mayo [L. 1.*^ P. 5.% T. 1.°, R. G.] que de- 
claró libre el interés del dinero, en su articnlo ^J.** y último dice: *^En los 
casos en que dándose dinero no se haya flljado por los contrayentes el lin- 
teres ó premio, se entenderá ó regulará en los negocios comerciales al 
seis por ciento, y en los no comerciales al cinco anual,^^ 

1836.— La ley de 23 de Mayo [ley IJ, P. 3.% T. 2,% R. G.] ''Sobre 
inicios de comercio'', dice: "Art. 1? Los Jueces letrados, y en su defecto 
los qne hayan de reemplazarlos en calidad de Jueces de 1." instancia,, 
conocerán conforme á la ley do 14 de Mavo de 1834 sobre procedimiento 
civil y á su adicional de 20 de Abril de *'Í836 Jleyes 1? y 2% P..2, T. 2, 
R. G.J de todos los pleitos y diferencias que ocurrg,n ó estén pendientes 
sobre los actos de que tratan las Ordenanzas de Bdbao.'' 

"Art. 2P [último de la ley]. Las causas de que habla el artículo an- 
terior se decidirán conforme á lo dispuesto e)>. las citadas Ordenanzas de 
Bilbao, y en su defecto por las leyes comunes vigentes." 

De acuerdo con esta ley, los juicios de comercio quedaron sometidos 

[i] Esta ley fue derogada por la de 7 de Junio de 1847. [L. 16, P. 1?, T. 5?, Ap.á 
luR. G.] [artículo 15i]. 



El ;pix)cediiüiónto do las juicios corntrnes y ^\ coijOcimiefit& dé léfs J'tíé^élé 
ordinarios, puesto que las leyes de 1834 y 1836 citadas, se refieréniá éSÍA 
clase de juicios. " . í 

Ordjskanzas de Bilbao. En nuestro concepto ésttts Ordenanzas eíi' 
tában en vigor en la Nación defedo la época del Gobierno colonia], ^ntíé 
eran uno de los Códigos generales de España no obstante su áénot^iüü^ 
ción. En prueba de ello podemos observar que la ley que eXáminiifn¿s 'ftd 
las adopta, sino que disiK)úe que de acuerdo oon ellas se fallen Iftít 6ttU¿ 
(saa de comercio, de lo que deducimos que las demfiá leyes comeícifeléS ^-^ 
pa&olas quizá quedaron tácitamente derogadas desde qtie entró eü Vitfóí 
aquella ley. También observaremos que efLibertador en decteto que dicté 
enGuayaquil el 1." de Agosto de 18^9, sobre creación de ün Juzgado dé 
comercio en ese puerto, dispuso que el Juzgado 6 Consulado entendéríft 
en las causas de comercio conforme á las Orienanzas de Bilbao y leyi^i 
de Indias que se bailaban vigentes. 

La nrimerii vez que se dieron Ordenanzas especiales á los cotíidrcíátí* 
tes de Billjao fue en 1511. Las dudas que sobre ellas íe suscitaron y ^í 
notable incremento dei comercio de aquella ciudad española, füéroii 
causa de que en 1737 «e sancionasen nuevas'^Ordenanzas de la ilustre übii 
versidad y casa de contratación de la M. N. y M. L. villa de Bilbao'', \^é 
cuales rigieron no sólo entre los bilbaínos, sino también eíx la inayoí 
parte del Reino de Espuñu hasta que ttUi se promulgó el Oódigo ^b Co- 
mercio. 

Las Ordenanzas están divididas en 29 capítulos, y las dispobiclones 
dé cada uno de éstos separadas por medio de números, que en (;ad^ ca* 
pitillo comienzan desde la unidad y que no están precedidos de la pa)á<t 
brá artículo. 

El capítulo !.• trata de la jurisdicción del Consulado ó Tribunal de 
Comercio de Bilbao, de sus privilegios y orden de proceder en 1.% 2.* y 
3.* instancias. Los capítulos 2.* á 8, inclusive, están dedicados á los em-» 
pleados del ramo, y en consecuencia, hablan de la elección de Prior, 
Cónsules, Consiliarios y Síndico; y calidades que deberán tener los tí^- 
tores y elegidos, y su posesión; del nombramiento de Contador y Tesó-' 
rei'o de Averías, y lo que éstos deberán ejecutar; del nombranriento dé 
Secretario, Archivero, Veedor-Contador de descargas, Alguacil, Poi^te- 
ro, Gnarda-Bia de Olaveaga, Piloto mayor de la barra, Barquei^o y 
Agente de Madrid; de las Juntas ordinarias y extraordinarias de Frior^ 
Cónsules y Consiliarios, y cómo se ha de nombrar alguno de éstos, éí fa^- 
Uecíere; del salario del Prior, Cónsules y demás oñeiales; de la pagíi de 
averías, y lo qiie deberán hacer el Contaílor, Tesorero y Veedor dé des* 
cargos para su custodia y buena cobranza y administración; y de lo qai 
deberá correr al cuidado del Síndico. 

Los capítulos 9 á 16, inclusive, están destinados al comercio en ge- 
neral; y tratan por lo mismo de los mercaderes, libros qu3 han de tdner. 
y con qué formalidad; c*e las compuñias de comercio, y las calittódés y 
oircvústanoiais con que deberán hacerse; de los contratos de c6toiércio 
^i^eBe hicieren entre mercaderes, y sus catlidades; de las comisiones. dé 
étttífé tíier(:;adei*es, modo do cumplirlas, y lo qué se ha de llevar^ por élhisj 
de las letras de canlbio, sus aceptaciones, endosos, protestos y términos; 
<lelos vales y libranzas de comercio, sus aceptaciones, endosos y térmi- 
"«i, y las cartas-órdenes también df^ comercio; y de los cotredoíes de 

IG 
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mercaderías, cambios^ segaros y fletamentos; su número y lo qne dobe*^ 
rán ejecutar. 

Se ocupan en el comercio marítimo el capítulo IC y los capítulos 18 
& 29, inolusivo, en los cuales se trata de los corredores de navios^ intér- 
pretes, de sus capitanes ó maestres y sobrecargos,^ número de ellos y la 
fjue deberán bacen.de los ñctamentos denavíos^ y conocimientos quo ha-' 
cen los capitanes o maestres, y su forma;, de los nunlragiosde navios, y 
forma con que se deberá proceder en ellos; de las a veidas ordinarias, grne^ 
Eas y simples, y sus diferencias; de la foi*ma de contar y regkr la averiai 
gruesa; de los seguros, sus ]iólizas y forma de hacerse; de las contratas^ 
del dinero ó mercaderías que se dan é/la gi*ues;) ventura ó riesgo de nao^ 
y forma de sus escrituras; de lo» capitanes, maestres ó patrones de na- 
vios, sus pilotosy contra-muestres y marineros, y obligaciones de cadar 
uno; del piloto mayor del puerto de Bilbao, su bairm y río, y lo qne de- 
berá hacer y llevar de dereclios y entradas y salidas de navios; de los pi- 
lotos lemanes 6 de costa, y lo que deberán hacer y llevar por razón de sus 
limonajes ó atuajes; del régimen de la ría del puerto, y cuidado que de- 
berá tener el guarda de ella en su surgidero de Olaveaga; de los carpint<í- 
i'os-calafates, su número y calidades que deberán tener, y derechos que 
han de llevar; y de los gabarreros y barqueros,, gabarros y barcos; sns obli- 
gaciones, y fletes que se les deberán pagar. 

El capitulo 17 trata de los atrasados, fallidos,, quebrados ó alzados^ 
sus clases y modo de i)rocederse en sup. quiebras. 

Como apenas hemos querido dar idea del contenido do la» Ordenan- 
zas, no nos detendremos á examinar el mérito de sus disposieionea, lo 
que requiere tiempo y conocimientos de que no podemos disponer. Sin 
embargo, nos permitimos decir que acertadas son muchas de aquellas 
disposiciones, y en })rueba de ello nos basta observar que parte de éstas 
se conservaron en el Derecho mercantil vigente hoy en España y se enr 
cuentran en nuestro actual Código de Comercio. 

isa?.— EL Código Penal de este aüo |.L. 1.% P. 4.», T. 2?, R. G.} en 
su artículo 532 castiga al Presidente y Vicepresidente de la Repúbiiea,- 
Secretarios de Estado, Gobernadores, Jefes políticos con renta, Jeíea mi- 
litares de las Provincias, Magistrados de la Corte Suprema y de los Tri- 
bunales de Distrito, Magistrados militares de las Curtes marciales y Jue- 
ces letrados de 1.^ instancia, á los que ejercían jurisdicción eclesiástica, á 
los Curas párrocos, á los empleados de cualquiera ramo de la Hacienda 
.nacional, á los comandantes y cabos de los resguardos, qi^ comerciaranr 
dentro del Distrito donde respectivamente ejercían sus fvinciones> con la 

férdida de lo que se les aprehendía perteneciente á este comercio ilfeitov 
11 



[11 Vamos á indicar oirás disposiciones relacionadas con lia prohibición del artfv 
culo 5o2 citado. 

1840. ~£1 artículo 4?, último de la? ley de 8 de Maya ''Sobre fianzas de los em- 
pleados de Hacienda" (L. 8, P. 1, T. 5V,. K. G.) dispone que aquella prohibición nc» 
comprende á los estanqueros y estanquilleros de tabaco, á los administradores de re- 
caudación y comisionados parroquiales, á los administradores particulares d)e correóte 
ni á los colectores de diezmos. 

1843. — El artículo 17 de la ley de 4 de Junio **quc arreglad servicia de los patrty- 
nes y bogas del Magdalena" [L. 11, P. 4, T. 1, R. G.} prohibió á los Inspectores de 
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18 í3. — Nos parece conveniente citar una ley procedí mental, por ser 
la primera especial relativa á la manem de hacer efectivos algunos dere- 
chos mercantiles en juicio universfal : la ley de 13 de Junio *^De pro- 
cedimiento en los juicios de concurso de acreedores" (L. 13, P. 2.*, T. á, 
R. G-.) La mayor parte de las disposiciones de esta ley, que consta de 46 
artículos, se encuentran en el Código Judicial vigente. Notaremos res- 
pecto de ella qne establece 4 casos para formar concurso de acreedores ; 
que exige del deudor dos relaciones juradas, en una de las cuales deben 
indicarse los bienes, derechos y acciones del concursado, y en la otra, sus 
acreedores; que el Juez en el auto en que declaraba formado el concurso^ 
debía, entre otras cosas, disponer el arresto del deudor si yá no estaba 
preso; que la sentencia dictada en el juicio por Juez que no fuese letrado, 
debía coní^altai*se con asesor; que contra la sentencia de 2.* instancia po- 
dían interponerse los recursos de nulidad é injusticia notoria, de los cua- 
les conocía la Corte Suprema; que señala 4 casos de nulidad del juicio ; 
que no había en éste otras notiücaciones personales que las citaciones de 
lofc acreedores presentes en el lugar del juicio; y que el Juez debía nóhi- 
brar el Síndico del concurso cuando no era designado por los acreedo- 
res. [2] 

1S44. —En este año se expidieron tres leyes relativas íil comercio de 
exportación, de cabotaje y costanero y de importación, las cuales men- 
cionamos siquiera para que se sepa cuándo comenzó á legislar la Bepú- 
blica especialmente y con detención acerca de puntos importantes del 
Derecho mercantil. 

Ley de 29 de Abril ''Sobre exportación de productos nacionales y 
carga de buques" [L. 10, P. 3.', T. 5 o, R. G.] [3J. Esta ley consta de 23 
artículos di&tribuídos en dos capítulos, de los cuales ol 1." habla "sobre 
fíxportación de productos nacionales'' y el segundo ''de la carga de bu- 
ques y examen de las mercaderías ó efectos que se exporten. '* Él artícu- 
lo 1.° dice que todos los productos naturales ó manufacturados de la 
Nueva Granada eran de libre exportación y no pagaban derecho alguno 
nacional, con excepción del oro y plata en alhajas, barras 6 polvo, y en 
cualquiera otra forma natural en que se les extrajera de las minas ann- 
que estuviesen mezclados con algunas otras materias extrañas. Por los 
puertos de Panamá y Veraguas podían exportarse libremente dichos me- 
tales. No creemos necesario detenenios más en esta ley, la mayor parte 
de cuyas disposiciones tienen por objeto establecer las formalidades para 
cargar un buque. 



bogas el ejercicio del comercfo y muy particularmente el de licores en los lugares del 
iHstrito de su inspección. 

La ley de 6 de Junio de 1843 "Sobre comercio con la Goagira" [L. 12, P. 3, T 
5.«, B. G. J dispuso que n&die podría comerciar con la costa Goagira sin haber obteni- 
do licencia del Gobernador de Riohacha, previos ciertos requisitos, v en buques na- 
cionales. 



[2] Esta ley fue adicionada por la de 7 de Junio de 1850, y en lo relativo á los ne- 
gocios comerciales véase la ley de 16 de Junio de 1858, de que se habla en seguida. 

[3J Esta ley fue reformada por las leyes de 28 de Mayo de 1846 [L. 12, P. 8, T. 
5. Ap. á la R. G.] y 7 de 30 de Mayo de 1847 [L. 25, P. 3, T. 6, Ap. á la R. G.j Estas 
ley«B fueron derogadas por la de 31 de Mayo de 1849 [L. 83, P. 8, T. 5, Ap. a la K 
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La}' de 35 líe Mayo "Sobre comercio do cabotaje y costíinero/' (L, 
11, P. 3.", T. 5.°, K. G.) [1]. Comprende 10 ai-tículos. El !.♦ defino el 
eomercio de cabotaje diciendo quo es el que se hace entre los puertos ha- 
bilitados de la República para la importación y la exportación^ ó parala 
é^^portación solamente; v el costanero, diciendo que i% el que se hace en- 
tre los diversos puntos o parajes do la costa entre si, j con los expresa- 
dos puertos habilitados. Después de estas deñniciones entra la ley á es- 
tablecer la manera de verificar los comercios mencionados, disponiendo^ 
<;ntre otras cosas, que no podían hacerse sino en buques nacionales. 

Ley de 5 do Junio ''Sobre importación" [L. 13, P. 3„ T. 5.% R G.| 
[2]. De esta ley sólo diremos que consta de 64 artículos en 4 capittibs, 
de los cuales el 1? trata "De las Aduanas"; el 2^, *'Dp 1» entrada y desr 
carga de buques"; el .3.° **Del examen de mercaderías"; y el 4.<* •^l>e los 
derechos de importación." [3] 

1852. — Ley de 4 de Mayo '"Sobre establet'imiento de Tribunales de 
comercio, y sobre el modo de proceder en ios juicios sobro negocios mer- 
cantiles." JÉlsta ley, que consta de 3d articiilotí, estableció Tribunales de- 
conjercio en todas las cabeceras de Circuito en que los creyese oou'vc- 
nientes la respectiva Cámara de Provincia; indica la manera de elegir i^ 
los Jueces de esos Tribunales, y señala el procedimiento que éstos de- 
bían ob^rvar eu los juicios ordinarios de su incumbencia, pues el de lo» 
ejecutivos y el de los concursos era el mismo de las ejecuciones y oon- 
eursos comunes. Los Tribunales debían tenor un Secretario para la ac- 
tuación; y las sentencias no eran consultables con abogado ea ningúir 
caso. 

185^. — CÓDIGO DE Comercio. [Ley de 1.* de Junio]. Este Gódigo^: 
que rigió en el Estado de Antioquia hasta el 22 de Julio de 1887, consta- 
de 1110 artículos distribuidos eu 4 libi'OB, cada uno de los cuales- e^tásub-r 
dividido en títulos, y la mayor parte de éstos, en secciones. 

lío siéndonos posible hacer un examen detenido del Código de Co- 
mercio de 1853, que contieno disposiciones muy acertadas, y que eu su 
conjunto tiene bastante semejan&i con el actual, nos limitarexuos á dar: 
idea de su contenidí^. 

Él libro \Pj relativo á los comerciantes y agentes de comercio, trata» 
de la aptitud para ejercer el comercio, y calificación legal de loa eomer- 
ci^ntes; de la$ obligaciones comunes á todos los que profesan el comer* 
cip, que se federen al registro en asuntos de comercio, á la contabilidad* 
y correspondencia mcrcantilesj y de los oficiales auxiliares delisomeroior 
y sus obligaciones respectivas. Los auxiliares son: corredores, comisio- 
ijiístas factores, dependientes y porteadores. Antes de pasí^r é otro Ubyo? 
diremos que según éste se reputaban comerciantes en derecho á todas Im 
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[llLos artículos 2? y 9.° de esta ley fueron deregadoA por 1^ de 4 idje Jui^pi 4^ 
1851 "Reformatoria del sistema de Aduanas" (artículo 23). 

[2] Esta ley fue derogada por la de 14 de Junio de 1847 [L. 28, P. 3, T, 5, Ap-. 
álafe. G.J 

(ÍJ No sten4Q e^a ©kse de leyes asunto de nuestro trabajq. ppfíitiícüup? ^f^/ 
meacaánde Itife que en isfegulda se expidieron. Sólo aei'eMremos ^úe éñ 

31847. el 14 da Junid. fli 28, P. 8.*, T. 6,», Ap. ílall. G.] se bancionó etni. ley 
*'04'gá|iioa4elcoipermae imporliaciQB"; y qu - . - 

\m^ k ley^eí da Abril [L. 30, P. 8.% T. 6. Ap. á la B. &.] arregló M CDtt(fíp 
ció con l¿s Provincias de Panamá y Veraguas y con algunos Territorios. ^ 
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apersonas qne teniéndola fiapacídad legal para ejercer el comerdio, éé dcii- 
pabaii ordinaria y profesional mente en alguna ó algunas operaciones qué 
t3orrespondan á esa industria^ qne tenían esa capacidad todos los individúas 
qne según las lejes comunes la tenían para contratar y obligarse; qxre ^ 
permitía ejercer el comercio al hijo de familia mayor de 20 áñoé^qué hit- 
biese sido emancipado iegalmente, que tuviese peculio propio y qné fitr- 
biese sido habilitado para la administración de sus bienes en lá íotttik 
prescrita por las leyes comunes; y que los extranjero^ podían éjérctlf' íf- 
bremente ol comercio con los mismos derechos y obligación es qtfe los na- 
turales de la Nueva Granada*, salvas las excepciones de los TütatttSóá jiá- 
blicos. 

El libro 2.% relativo á los contmtos del comercio en general', & sus 
formas y efectos, trata de la formación de las obligaciones rfe comerófó 
,en general, de hs compaflías mercantiles distinguiendo las diferentes ei^*- 
'pecies de éstas y estableciendo las obligaciones mutuas entre los' socios,tsl 
término y liquidación de las compañías, y la sociedad accidental 6 dé 
cuentas en participación; de las compras y ventas mercantiles; de'ías 
permutas; de los préstamov«;; de los depósitos; de las fianzas; de los sega- 
ros de conducciones terrestres; del contrato y letras de cambio en cuanto 
á la manera de verificarlo y á sns consecuencias como endosos, protés*- 
tos^ recamino y resaca &"; (Je las libranzas y de los vales ó pagarés^ (i la 
orden; de las cartas-órdenes de crédito^ y de la prescripción de los oo«i- 
tratos mercantiles. 

El libro 3/ relativo ^1 comercio marítimo, trata de las naves, do las 
personas que intervienen en este comercio, tales como navieros, capits^ 
nes &.°; de los contratos es])eciales del comercio marítimo que son: el 
transporte marítimo, el contrato á la gruesa ó préstamo á riesgo maríti- 
mo, y los seguros marítimos; de ios riesgos y daños de este comercio 
{averías, arribadas forzosas y fiaufragios); y de la prescripción on la» obli- 
gaciones pecnliares á dicho comercio. 

El libro 4/' está exclusivamente destinado á las quiebras; y en conse- 
cuencia distingue las diferentes especies do ellas; dispone cómo deber ve* 
rificarse la íleclaración de quiebra; señala los efectos y retroacción de ós* 
ta; establece lo relativo al nombramiento de Síndicos, á la administra- 
ción de la quiebra, al examen y graduación de los créditos respectivos; 
y á la calificación de la quiebra y rehabilitación del quebrado, Conclui- 
réntos diciendo que el artículo 1,110 deroga las Ordenanzas de Bilbao y 
las demás disposiciones sustantivas sobre comercio, antes vigentes. [1] 

Otra ley de 1853^ relacionada con el asunto, fue la do 16 de Junio 
*^Sobre Tribunales y juicios de comercio", !a cual comprende 51 artícu- 
los. Indicáronlos algunas de sus disposiciones. 

En todas las cabeceras de Circuito en que lo creyese conveniente la 
respectiva Legislatura provincial, debía establecerse un Tribunal de eo- 
inercio á cargo de un Juez que, actuando con un Secretario, conociese 
X>rivivtivamente de los negocios comerciales. Kl Juez debía ser nombrtídd 
por una Asamblea de comerciantes, organizada dé acuerdo con tví^y 
l^artículos 2?, 3.® y 4."] La misma Asamblea debía elegir un Síndico y 
titíf depó^itaiíió para que sirviesen en los juicios. La ley establece el pra* 
codimiento pax'a los juicios ordinarios de comercio, procedimiento en 
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[1] Recordaremos que ]& üóftfíiHXK^ón dé 1859 »iit>riraló la prirftfff por dt?ifdá!í. 



1^ DERECHO COLOMBIANO 

que intervenían arbitros para resolver si los hechos estaban probados 6 
nó con el fin deque el Juez les aplicase el derecho respectivo (1). En el 
concurso de acreedores debían observarse las disposiciones de la ley 13, 
P. 2.*, T. 2,% R. 6. [Ley de 1843 j; y en los ejecutivos el que indica la ley 
14 de dichos Partida y Título de la misma Recopilación. Sí la quiebra 
resultaba fraudulenta, debía seguirse juicio por separado en conformi- 
dad con las leyes sobre jurados comunes; pero los juicos debían tomar- 
se de la lista de comerciantes^ y el Juez de comercio y su Secretario ha- 
cer las veces de Juez de Circuito correspondiente. Esta ley deroga la de 
4 de Mayo de 1852 sobre establecimiento de Tribunales de oomercio y 



modo de proceder en los juicios sobre negocios mercantiles. [2j 
1856. — Ley de 16 de Junio "Sobre Tribunales y juicios < 
cío." Esta ley, que deroga la de 16 do Junio de 1853 ^^Sobre Tribunali 
y juicios de comercio'', consta de 43 artículos y sólo se diferencia de ést 



de comer- 
les 
ésta 
en que suprime los arbitros ó sea la especie de jurado que debía declarar 
si estaban ó nó probados los hechos en que se fundaba la demanda, pa* 
ra que el Juez, on vista de las resoluciones de los arbitros, aplicase ei de- 
recho correspondiente. Según la ley de 1856, de que tratamos, á los Jue- 
ces de dereciio correspondía dictar la sentencia de la misma manera que 
hoy. (3) 

1858, — Aunque antes de este afio se habían creado los Estados fede- 
rales con facultad de legislar cu todos los ramos del Derecho privado, fue 
la Constitución do 1858 la primera que deslindó los negocios de la com- 
petencia de la Confederación Granadina, ó sea de la Nación, de los ^ue 
eran de la incumbencia de los Estados. El artículo 15 de esa Constitu- 
ción dice: "Son de la competencia exclusiva del Gobierno general los ob- 
jetos siguientes: 13. Todo lo concerniente á la legislueión ma- 
rítima y á la del couMjrcio exterior y costanero." Así es qae el comercio 
interior — -*' '^''* ' ' ^ :_i_- .¿^ 1. 1. . -n. í.„j^_ 1 .i^ i-.« 

CUJ 

Comercia 

correspondiente á los puntos que eran de competencia de ella de acuerdo 

con el artículo 15 citado. 

En 185 S desaparecieron los Tribunales especiales Je comercio nacio- 
nales de que antes hablamos. La ley de 29 de Junio de ese año **Orgáni- 
ca del Poder Judicial de la Confederación", dispuso que este Poder se 
ejercería por el Senado, por la Corte Suprema, por los Juzgados de Dis- 
trito y por Tribunales y Juzgados militares. De los Juzgados de Distri- 



[1] Como se ve, esta ley establece una «specie de jurado para calificar los hechos 
en los juicios -comerciales; lo mismo estableció respecto de los civiles comunes la ley 
"Sobre reformas judiciates", expedida el misnK) día que aquélla. Esto no es de extra- 
ilarse, porque son los Legisladores de 1853 los que han tenido mejor idea de la institu- 
ción del jurado entre nosotros, puesto que además de aceptarla para lo civil, la reco- 
nocieron como garantía individual para las causas criminales (numero 11, articulo 5 
úe la Constitución de 1853). 

[2] La ley de 8 de Junio de 1853 adoptó el sistema métrico decimal francés para 
todos ios actos y efectos oficiales. 

fSj La ley de 16 de Junio de 1853, que estableció el jurado para los juicios, civiles 
ordinarios, había sido derogada desde 1855 por ley de 10 de Mayo. Por consiguiente, 
desde este año desapareció dicho jurado para esos juicios. 
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?fco debían existir hasta dos en cada Estado, p]sta ley fue derogada por la 
41 de 16 de Mayo de 1865. 

1860. — La ley de 15 de Mayo ^*h^obre procedimiento en los negocios 
•civiles de 4a competencia de la Oonfederación'', sólo lo establéete para los 
juicios civiles ordinarios, paesto Ci^ueen cuanto á los ejecutivos, á los de 
concurso áe acreedores y de eomerci©, debía seguirse la traaiitación -ante- 
rior vigemte. Yá hemos dicho c«ál era la comercial. [1] 

1863. — La Constitución de este año en su artículo 17 dice: **Los Es- 
atados unidos de Colombia convienen en establecer un Gobierno generaL 
á cuya autoridad se someten en los negocios que pasan á expre- 
sarse: 5.° El régimen y ia -admiTiistración del comercio ex- 
terior, de citbotaje y cost-anero; de las fortalezas, puertos marítimos, flu- 
viales y secos en las fronteras, arsenales, diques y demás establecimientos 
públicos y. bienes pertenecientes a la Unión.'' Por lo mismo, esta CJonsti- 
tución en cuanto íA Derecho comercial de la incumbencia dft la Repúbli- 
ca, dejó las cosas cotno las había -establecido la Constitución de 1858. 

1864. — Aunque yá hemos nsto que desde 1858 dejaron de existir le- 
gal mente los Tribunales de comercio de la Nación, indicaremos cómo se 
m-garrizó en 1864 f4 Poder Judicial de la Unión para que se note la dife- 
rencia que en el particular so introdujo respecto de lo dispuesto por la 
ley de )íJ9 de Junio de 18^58, cirtada antes. 

La ley 19 de 30 de Abril de 1864 ^'Orgánica del Poder Judicial de 
la Unión", dispuso que este Poder se ejercería por el Senado, por una 
•Corte Suprema feda^al, por los Tribunales y Juzgados de los Estados, y 
por los que se cstablecieraTi en los Territorios que debían regirse por le- 
gislación especial. Como se ve, esta ley no creó como la de 1858, Juzga- 
dor de Distrito nuoionales en los Estados, sino que dio competencia & los 
de éstos para conocer de 'los asuntos de la incumbencia del Gobierno ge- 
u<»ral. 

Los Tribunales especiales do comercio no se han vuelto á establecer 
•en Ja Kacién, por cuenta de ésta, después de 1858. 

1870.— Código de Comercio marítimo. [Ley 102 de 11 de Julio]. 
Este Código, que fue iino de los adoptados por la ley 57 de 1887 para la 
Repiibdioa de Colombia, versa únicamente sobre el cofnercio marítimo, 
Cjue fue el ramo de couaet^cio que dejaron sól» de competencia del Go- 
bierno general las Constituciones de 1858 y 1863. [2] 

El Código comprende 532 artículos, (li«tribuidos en 10 títulos, sub- 
divididos en capítulos y algunos de éstos en seceioues. 

El titulo I.*",* 'Preliminar", contieno á artículos que nos permitimos 
extractar, porque aclaran ó corroboran lo que antes hemos sustentado. 
Se^úu el artícido 1.** el cümercio maritijno comprende: el comercio exte- 
rior de cabotaje y costanero de la Unión, cuyo régimen y administración 
corresponde al Gobierno general. Las materias que no comprenden el Có- 
digo ni las leyes sobre navegación, son de la incumbencia especial de los 

^ — I I I ■ I - II . I. . ■ 1 1 I I - 1 1 1 — - . ■ - 

[1] Ed 2 d« Septiembre de 1861 el Secretario de Gobierno del Presidente provisio- 
Hal de los Estados Unidos de Nueva Granada resolvió expresamente que esta ley no 
estaba vigente. Véase el Decreto de 20 de Julio de ese año, citado en otros capítulos. 
Laiey 41 de 16 de Mayo de 186o, no declaró vigentes las leyes de IS59 y 1860 (articu- 
lo 17, números 3V y^ 49) 

[2] En la edición separada eme se hizo de e«te Código ea 1874, se insertó la ley 10 
üe 11 de Marzo de 1873, una de las que lo reforman. 
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Eatados [artículo 2?]. El artículo 3,^ define los comernios do cabotaje y 
costanero. De acuemo con el artículo 4." lo ípie en ol Código se diga de 
Tribunales de comercio, debe entenderse dicho igualmente de los que 
hugt^n sus veces donde no los haya especiales, es decir, de aquéllos, 
de los Estados f^ue no tuviesen tales Tribunales especiales. Asi es que en 
Antioquia, donde no hubo estos, eran los comunes, que como hemos vis- 
to tenían jurisdicción en asuntos nacionales, los que hacían las vece» do 
:\quéllo8. 

Eespecto del resto del Código nos limitaremos á indicar s»i contó- 
la ¡tío. 

El título 2. o, dividido en 2 capítulos, trata de l.ts naves mercantes j 
de los propietarios y copropietarios de ellas. El título 3.", que compren- 
eje 3 capítulos, de los cuales el último está subdividido en 3 seccioneR, 
habla de las personas que intervienen en el comercio marítimo, tales son 
el naviero 6 armador, el capitán, el piloto, el contramaestre y el sobre- 
cargo. El titulo 4.% que no efitá subdividido en capítulos ni en secciones^ 
s^ ocupa en los contratos de los hombres de mar ó geníe^ de mar, palabras 
que en su acepción legal comprenden las mismas personas que la pal»- 
b^ra ^r?j!?«¿rrc?í5n, la cual comprende los oficiales, excepto el capitán,, lo» 
mjíiriueros y grumetes de la nave. 

El título 5.0 trata del fletamento, del conocimiento y de los pasaje- 
ros. Esto título está dividido en 3 capítulos, do los cuales el l.o^relaitivo 
al fletamento, comprenóe 5 secciones: la 1.* da deíiuiciones v reglas gene- 
rales acerca de este contrato de transporto; la 2." da regías especiales 
respecto dc5 la. capacidad i)ara fletar la nave y de la póliza del fletamen- 
tg; la 3.*, rerpecto de los derechos y obligaciones del fletante f la 4.* de^ 
los del fletador; y la 5.* do la rescisión del fletamento. Ei capítulo 2 • so^ 
refiere al conocimiento (") póliza de carga que es la escritura privada en 
que el capitán y el cargador reconocen el hecho del embarque de las mer- 
caderías y expresan las condiciones del transporte convenido. El capítu- 
lo S.** dispone lo conveniente acerca de los pasajeros, esto es, de sus dere-f 
ches y obligaciouej!. 

HahLi el título 6.** do loa riesgos y daños del transporte marítimo e» 
3 capítulos, de los cuales el 1." comprende 4 secciones dedicadas á defini- 
ciones y reglas generales} á la avería común ó la resolución de la averíay 
á la echazón; á ía justificación, regulación y repartimiento de las avería» 
comuneSyy á la avería particular. Son asunto de la^ tres secciones del ca- 
pítulo 2.* el abordaje, la arribada forzosa, el naufragio y varamiento^ 

El título 7.* vei'sa sobro el préstamo á la gruesa ó á riesgo maríti- 
mo. He aquí la materia del primer capítulo, subdividido en 3 secciones: 
naturalezít, forma y registro del préstamo y de la cesión de la póliza; 
personas capaces para dar ó tomar á la gruesa. Son materia de las 2 6ec- 
cronea del ^.' capítulo el capital y premio de las cosas afectas al préstamo 
y los derechos y obligaciones del prestamistn y prestador. 

Otros 2 capítulos comprende el título 8." que trata del seguro marí- 
timo: el capítulo 1 o en sus ^ secciones dispone lo conveniente respeetQ 
dé la forma, intern^a del seguro y de la forma externa del mismo; y etoa? 
pítulo 2 \ qjaQ ta«it)ién consta, 4.0 2 seccionqs, de h^. obligacionea, y d^i^e^ 
ehos ¿el asegurador y de las obligaciones y derechos del a^egíurado^ 

Los títulos 9" y 10 no están subdivídidos ni en capítulos ni en.see-^ 
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^•¡onee. El 1? versa pobre el contrato de cambio, y el 2.* sobre la prescrip- 
ción de laa obligaciones peculiares del comercio maríiimo. 

1873. — Ley 10 de Jl de Marzo *'Qne adiciona y reforma el Cóiliero 
lie ComcTcio de 11 de Julio de 1870." Esta ley, qae sólo consta de 8 arií- 
<5ulos, deroga y reemplaza el artículo 31 de dicho Código y modifica el 
36. Se insertó en la edición del Código de 1874, en los lugares corres- 
jiondientes. Fue la única ley adoptada con el Código en 1887. 

1875. — Ley 35 de 11) de Mayo ''Adicional al CcVligo de Comercio.'' 
Siifi 12 artículos están destinados á tratar del comercio fluvial nacional. 
Esta ley fue reformada por la 50 de 1876. [Ij 

1876.— La ley 2:¿ de 13 de Mayo *'Adi(;ional al Código de Comor- 
cio*', en 9 artículos contiene dispoí-icioiies sobre seguro exclusivamente. 
Keforma el articulo 413 de dicho Código, sobroga el 415 y deroga el in- 
ciso 2? del artículo 411. Estív lev no fue adoptada con el Código por la 
ley 57 de 1887. 

Otra ley de 1876 fue la 59 de 16 de Janio '*Qtie adiciona y reforma 
la 35 de 1875 'adicional al Código de Comercio." En sus 5 artículos tra- 
ta exclusivamente de la servidumbre legal relativa al uso público de laa 
riberas de los ríos cuj-a navegación toca arreglar á la República: eetable- 
<*^ que esa servidumbre, en cnanto sea necesario ünicaoiente para la na- 
vegación misma, se extiende al espacio de 20 mc'tros ymra cada margen 
de los rio?, medidos desde la linea hasta donde alcanzan las aguas en sit 
mayor incremento; y dispone lo conveniente respecto de la erección de 
obras útiles para la navegación á que so refiere la ley. Esta ley, que tam- 
poco fue adoptada con el Código en L887. además de adicionar y refor- 
mar la ley 35 citada, deroga los artículos 10 y 11 de ésta. Al Código de 
Oomercio no le intioduco ninguna modificación. 

1886. — Líi República unitaria establecida por la Constitucióu de es- 
te año, que dejó de la exclusiva incumbencia de aquélla la facultad da 
legislar acerca de los ramos del Derecho privado, requirió que espidiese 
un Código de Comercio completo, pues el que tenía versaba sólo sobre el 
comercio marítimo. Mientras que lo expedía, debía continuar rigiendo 
ej\ cada uno de los Departamentos que reemplazaron á los nueve Estados 
Sobeniraos de antes,la legislación del respectivo Estado^ de acuerdo con el 
iirticulo H do dicha Constitución. Expidió el Código en 

1887!.— CÓDIGOS BE ESTE AÑO. La ley 57 de- 15 de Abril de 1887 
'^^Sobre adopción de Códigos y unificación de la legislación nacional'', 
adopta para la República, con ciertas modificaciones, el Código de Co- 
mercio del extinguido Estado de Panamá, sancionado el 12 de Octubre 
de 1869; y el nacional sobre la misma materia, edición de 1874, que ver- 
sa únicamente sobre el comercio marítimo. Como ya hablamos de este 
ultimo Código, nos limitaremos á tratar del primero y en segnida de laft 
ndicíones que á ambos les hizo la ley 57. (2) 

EU Código de Comercio de Panamá comprende 960 artículos distri- 
bnídos en dos libros, precedidos de un título preliminar, los cuales están 

(t) Acere» d^navegaeióa mftrítífn» y fiaTÍál, se hao dictado yanas* lejea en la 
BqmUiea. lodíoaramo^, eotre otras, la» de 1864, 1867, 1S69, 187a, 1874 y 187V. 

(2) £n 1886 sólo se expidió una ley relacionada con el comercio: la 21 d6>2d-d» 
€9«^i«ibio/ "Que, prohibe el cooicrcia cnn ciertaf eosta^de^laRepáUáBa." B»I887 
íliff^ítlKl áa 21 d«i Jimia) seLezpidád una lej; "Sobre comercio de lo^puerUMifrancoe.-" 
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gubdivididos eii fcítuloa, la inayor purfee de éstos en ctipítiilos^ y algunos 
<lc éstos en secciones. Ei títaki preliminar establece I>o conveniente acer- 
ba de la preferencia «OR que se aplican las disposiciones d«l Oódigo, de 
la import^mcia legal <le las costumbres «lercaatiles, de la impoeieión ^p 
multas y de otros puntos secundario®. 

El libro 1.^, ^De loseoraerciantes y agentes de -oomercioP', en susS 
títulos trata de (a calificación tegal de 1<)6 comerciantes; de la cvlifíeacióit 
d*e los asuntos de comereio; de las obligaciones de los comerciantes don- 
de se habla dol denuncio de las liiquidaeioncs sociales, de la contabilidad 
nuTCíintil y de la correspondencia; de los corredores y agentes de cambio; 
de los martilieros y de las quiebras. 

ÍjI libro 2.**^ qxve comprende 18 títulos, trata ^*Dc los contratos y 
obligaciones rae4*cantiles en general." Son asamto, por lo mismo, do este 
libro la constitución, forma y efectos de los contratos y obligaciones; 'la 
compraventa; la permutación; la cesión do créditos mercantiles; el trans- 
porte por tierra, lagos, canales ó ríos navegables; el mandato comercial; 
el contrato de sociedades -colectiva, anónima, en comandita y asociación 
ó cuentas en participación; el seguro terrestre, de la vida, contra incen- 
dios y contra los riesgos á que están «ximostos los productos de la agri- 
<'ultura; la cuenta corrient-e; el contrato de cambio y las letras de cam- 
bio en todas sus operaciones como forma, términos, eii»loso8, ova!, pro- 
testos, recambio y resaca y prescripción; las libra.nzas y los vales ó paga- 
r-és á la orden; las cartas-órdenes de crédito; el préstamo; el depósito; el 
contrato de prenda; el de lianza, y la prescripción. 

No prescindiremos de observar que de acuerdo con el artícwlo 959, A 
continaución del Código, debía imprimirse el libro S° del Código do 
1853 [libro que trata del comercio marítimo] con el único objeto de com- 
])Ietar ios asuntos mercantiles, '^y á pesar de que la materia de dicho li- 
Í3ro es de la exclusiva competencia del Gobierno de \ti unión." Hoy ese 
libro está reemplazado con el Código nacional de 1870 que antes exami- 
namos. 

La ley 57 adicionó los Códigos de Panamá y nacional con un título 
único que sólo contiene disposiciones acerca de Bancos [artículos 46 á 62, 
inclusive de la ley]. 

La Parte Quinta de la ley 153, de 24 de Agosto de 1887 [artícalos 
274 á 277, inclusive] **Sobre legislación fiscal y comercial", introduce 
reformas, respecto de Bancos, á las disposiciones de la ley 57, que hemos 
indicado. 

1888.— Ley 27 de U de Febrero *'Quc reforma el Código de Comer- 
cío." Esta ley, que consta de 18 artículos, contiene disposiciones aaToa 
de las sociedatles ó compañías anónimas, de krs seguros y del contrato do 
prenda; deroga los artículos 553 á 566 inclusive, del Código de Comer- 
cio [capítulo 2.% tit. 7.°]; y reforma el tíd. 7.^, ctvp. 2.° y tit. S.% cap. 1? 
del mismo Código, así como el artículo 948 del mismo [tit. 15]. [1] 



p] !N^os parecen convenientes algunas observaciones acerca de la autorización le- 
gal o administrativa que de acuerdo con el articulo 553 del Código de Comercio adop- 
tado para la Bepública en 1887, requerían las sociedades anónimas para tener existen- 
cia legal. 

Dicho articulo fue derogado por el 17 de la ley 27 de 1888; la ley 62 de 
ese mivmp año, en su artículo 2/ dispuso que las sociedades anóxümasi domicUiadas 
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La ley 62 de 25 do Mayo ^'Adicional al Código de Comercio", que 
<K)n8ta de 6 artículos, coniieue disposiciones relativas á las sociedades 
anónimas. Sólo diremos qn« de acuerdo con el artícnlo 2.**, éstas no se 
tendráji por coMstituíí^aa y no podrán reclamar protección legal en su 
exifitenijia, si no ot)tu vieren autorización del Poder Ejecutivo. Esta auto- 
rización :se ro(]UÍere aun para lac establecidas antes de la sanción de la 

En el Departamento de Panamíi, que debe regirse por legislación 
««pecial^ según el artículo 201 de la Constitución, en virtud de la ley 83 
<le 20 de Octubre, están en vigor el Código de Comercio y sus leyes que 
k) reforman, deque trataTuos en este capítulo (artícnlo 1*) 

Otra loy adicioiuil al Código de Comercio de este ano de 1888, es la 
124 de 2^ de Noviembre. Consta de 3 artículos, de los cuales los dos pri- 
meros contienen disposiciones acerca de las sociedades anónimas; y el 3.* 
deroga los ¿irtículos L*, 2.% S,\ 4.° y 5." de la ley Ü/í antes citada. [IJ 



CAPITULO XVI f*l 
L£TES DE MINAS 



I. Antecedentes. jVoDmiua Becopilación. Becopilacíón de Indias. — II. Derecho Na- 
cional.— /^e« de 182S y 1829. Orde/uinzas de miiierí<t ds Nueva España, Leyes 
de 1884, 1886, 1844. 1847. 1858, 1860, 1868, 1670, 1873, 1876 y 1886. Código de M^ 
¡ms de 1887. Le^^s de 1S87 y 1888. 



ANTECEDENTES 

El grave asnnto de si las minas deben ser del duefio del suelo 6 pro- 
füedad del Estado, no ha sido resuelto de una misma manera por todas 

fuera del País, que tuvieseii por objeto empresas de carácter permanente en el territo- 
rto de la República, no se tendrían por constituidas si no obtenían autorización del 
Poder Ejecutivo; y la ley 124 también de 1888, derogó el artículo 2? citado y dispuso 
que 'ias Sociedades y Compañías anónimas constituidas durante la vigencia de los 
artículos 563 á 567 del Código de Comercio que no alcanzaron á ser oflcialmente re- 
conecidas antes de la expedición de la ley ¿7 de 1888, quedarían kgalmente por dis- 

f>osición expresa del Presidente de la República, en vista de sus estatutos para objeto 
ícíto y sin otra condición que la de quedar sujetas á las obligaciones legales." 

De esto puede deducirle que las sociedades anónimas que no se constituyeron du- 
rante la vigencia de los artículos 558 á 567 mencionados, no necesitan legalización. 
Sin embargo, el Sr. Presidente de la República en resolución de 8 de Junio de 1889 
(Diaria CjUial número 7,802) considerando "que ningún perjuicio se causa á los ciu- 
dadanos con que sometan al examen del Gobierno, si lo tienen í, bien, los estatutos de 
las compaftías 4 sociedades que f uiKien, sino que, al contrario, tal proceder es garan- 
tía para la sociedad", legalizo una compañía anónima. 

[*] Ebte capítulo ha sido tomado, con el permiso correspondiente, del Código db 
MiKAs Colombiano, concordado y anotado por Fernando Yélez y Antonio José XJri- 
be. — 1890. Se le bau hecho algunas adiciones. 
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lus Lo^'sínciones. Preftcindiendo do examinarlo filosóflcamente, no» limi- 
taremos á nnas pocns observaciones relativas al Derecho positivo de lú- 
guitas nMoionessolvre el purtir^nlar, especialmente de España. 

Kl Deroeiio romano declaró qne las minas de oro. plata, cobre, hie- 
rro, aít?ro, plomo y otras, pertenecían al propietario del fundo donde es- 
taban, 8¡guie!Kl() esta máxima: qve üominus cai solí domintis est cmli et 
inferorvniy es decir, la propiedad del suelo implica la de la parte superior 
T ía de la pnrfeo inferior. Esto uo impidió que los ^Imperadores romsinos se 
atribiiyepen nn déo-imo del producto de las minas cualquiera que fu^se 
el luírar donde so encontraran. 

NovísiM.v ÜECíOPiLACióíT. El Dercclio español no tnvo principio Í5 jo 
acerca de asiuito t;m importante, y por eso sus leyes contienen diferen- 
tes disposidones sóbrela materia: unas owa prohiben labrar sin real licen- 
cia las minas de oro, plata, plomo y cnalq^uiera ofero metal por pertene- 
cer al Rey; otras ({ue permiten á todos los individuos buscar y cavar on 
sus tierras las minas de metales y ])icdra8, y en las ajenas, con licen- 
cia del dueño, pero con la eorjdición de dar las dos terceras partes del 
producto al Estado; otras que declaran ser del real patrimonio las minr»s 
de oro, plata y azogue. íL^yes 1.% 2.' y 3% títnlo 18, libro 9). 

Después de estas diojíosicioncs se expidió una Ordenanza de 84 ca- 
I)ítu1(is, la cual establece la nueva forma que debía observarse en el des- 
■cubrimiento, registro, l{d)or y beneficio de las mmas de cualesquiera me- 
tales; concede su posesión y propiedad á los descubridores que las explo- 
tasen, bien fuera que estuviesen en terrenos públicos, comunes ó parti- 
culares; asigna; la parte del producto que corresfíondía al Estado; {^revie- 
ne formalidades respecto de las minas nuevas como de las antigofis aban- 
donadas; y establece ciertas prohibiciones y penas. (L. 4% T. 13, Lib* 9.) 

En cnanto á las minas de hierro y de carbón de piedra, la ley permi- 
tía la libre explotación. Sin embargo, la Corona tenía derecho de reser- 
varse para si las que necesitara para el uso de la marina, fundiciones, 
máquinas y otros objetos del servicio público, satisfaciendo al dueño su 
justo valor. El usufructo de estas minas era de la comunidad ó persona 
Á quien perttíneciese el de las demás cosas íjue jn'oducía el terreno don- 
de estaban. Por lo mismo, los dueños particulares podían descubi'irj[as y 
l)eneficiarlas por sí, ó permitir que otros lo hiciesen, venderlas 6 arren- 
darlas, sin más licencia ni formalidad que la indispensable para disponer 
del terreno que htff contenía. [Tít. 20, lib. 9.] Las minas y pozos de sal, 
^eran pro])iedad del Estado, de modo que ningún particular podía bcne- 
iiciar los que hallaba. [Tít. 19, lib. 9.] 

RKCOPrLACióN DE Indias. Además de estas disposiciones genérale» 
del Derecho español, las hubo especiales para Aménc», laí> euale» se* en- 
cuentran en la Recopilación de Indias. Acerca de éstas, haremos uü^ 
])oca,s. indicaciones. El libro cuarto y el octavo de esa obra resuelven pun- 
to» r«:lacionados coa las minas y los metales. Comenzaremos poí \tk% dis** 
l^osieioneg del primero de estos liaros-. 

El título 19, qiae contiene 16 leyes, trata ^'Del descnbrimícnfco y &• 
bor de las minas.»" La ley 1." [cédjula de Carlos V., de 9 de D^^iemlHrar det 
1526J permite que ''todas lagpersonasv de» eua^uier estad©, G0»dicfr4»^í 
preemÍQ^ncia 6 dignidad, españoles^ é indios [quedaron exceptuado» los* 
ettvaoiJBros] puedan, saícat oro,. pkita>, azogiae y otros Hietaks. . . .en» todatf 
las minas que hallaren 6 donde qvmkeven^y por bre» taAwepeny j^tee cd^ 
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^tjr y labrar libremente sin ningáíi género de inpediaaeato", eon la ooíi+ 
ilición de pagar ol impuüsto renl rejíp^íotivo y do observar lan luyes gene» 
rales y las Ordenanzas liecJias en cadík Provincia siendo couj&rmadus por 
el Rey. La ley 6.* permite deoiiuciur las minas tpie po se benefieiodeii 
dnrante ciiatre nioses. Debían aíijiidicarsc al dennnciador para que las 
labrase como verdadero dneíío. La l^y 12 prohibe vender metales al quo 
no fuese dnefio de minas. La 13 establece que los indios pudiesen tener 
y labrar minas de (»ri/ y plata comu los españoles. 

Título 20, **De los mineros y azogueroá y sus privilegios/^ Délas 7 
leyes que comprende mencionaremos el contenido de dos. 1^ ley 1* orde- 
na que los mineros fuesen favorecidos por las Justicias guardándoles y 
haciéndoles guardar todas las preeminencias de que gozaban, nna deéíH 
tas que i)or ninguna deuda se les pudiesen embar^^ar los eselavoe, herra- 
mientas, mantenimentos y otras cosns necesarias para la explotación de 
las minas. La ley ;¿." dispone que si los mineros liabían de ser presos por 
deudíís, lo fuesen en el Keal y asiento de minas. 

Título 21, *'De los Alcaldes mayores y Esciribanos de minas.'' 8ua ^ 
leyes establecen los requisitos que debían reunir los Alcaldes mayores, 
prohibe á éstos contratar con los mineros con pr(3texto(le avio, comprar- 
íes el oro, plata ni otros metales; tener compañía con dueño de minaa^ 
lo que también les estiiba prohibido á los Jueces y Escribanos de mina»» 
y dispone que los salarios de los Alcaldes y Veedores de mina$ se ]3aguea 
de ÍQ8 aprovechamientos de éstas. 

El título 22, que comprende 17 leyes, trata **Del cu8ay<9, fundición 
y marea del oro y plata.'' Líi última de dichas leyes establece **Las Ord^* 
lianzas quo han de guardar los ensayadores del Perú." El título ^3, que 
consta de 23 leyes, trata **De las Casas de moneda y sus oñeiales"'; el 'Mp 
*'Del valor del oro, platíi y moneda y su comercio'' en 8 leyes; y el 25 
[48 leyes] **De la pesquería y envío de perlas y piedras de estimación." 

Respecto de los títulos^ del libro 8.* indicaremos su contenido. 

Título 5.^ [6 leyes.] Trata ^*De los Escribanos de minas y Registros."' 
Estos registros eran los cjue se hacían en los puertos de las naves y fra- 
gatas que entraban ó salían. El título 10 [53 leyes] habla "Délos quiu- 
tos reales." Contieno disposiciones acerca de la parte del oro, plata, 
perlí» y piedras preciosas (}ue correspondían á la Corona de las qiso se 
hallaban en América. Esta parte se llamaba derechos de quito, £1 título 11 
[5 leyes] establece lo conveniente respecto '*De la administración de mi- 
llas y remisión del cobre á estos Reinos [á EspaQa] y de las de alorebite'^ 
[azufre.] El título 12 [8 leyes] trata "De los tesoros, depósitos y resca- 
tea." 

Agregaremos, antes do pasar á otra cosa, qne la mayor parte de 
lafi Legislaciones actuales como la de España, Ingl¿íterra, Prusia, Povti;-? 
g^, Chile, Venezuela y el Perú, han consagrado el principio de qae cier- 
"^ <^l9Í9Q do miu^ como laa de oro y plata» per^tenecen ai Esíado quiéa 
las cede á los particulares^ bajo algunas eoudiciones, en posesión j^ pro*» 
^dad ^ra qué las©xp!oten. La Legislación francesa y la belga sij^en 
él principio d^i Derechp romano al declarar qiiiQ las mipas son qel duelk> 
déí:ifMeÍo. ¡Siueqab^rgo, la prim<?i!a reooi>oo^ como excopció» que el Batan 
do tiene la facultad de hacer merced de las minas á quien no sea duelio 
dai terreno áonde estén situadas; pero debiéndose pagar á éste una renta 
como indemnización. En Austria, el Emperador puede hacer explotar por 
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611 cuenta toda clase de rainas^ lo cual sigiiiñca que se atribuye no sólo 
el dominio eminente sino la propiedad de ellas. Qiiednn xceptuadas de 
esto las de carbón de piedra, Itis cuales se adjudican al descubiídor, salvo 
el derecho del propietario del terreno para beneficiarlas por sí mismo^ 



DERECHO NACIONAL 

En la Nación continuó vi^rent-e el Derecha español despnés de Iji In- 
dependencia niiontrns no fue expresa ó tácitamente derogado ó reformado» 
por el Legislador colombiano. La derogación expresa de todo él, sólo 1» 
contiene el artículo 15 de la Ley 153 de 24 de Agosto de 1887 qne dice: 
**Todas las leyes españolas están Abolidas.'^ Así es que reríficada la Inde- 
pendencia, en asuntos legales de minas, se aplicaban dichas leyes. Vamos 
a indicar las que sucesivamente fueron reemplazándolas hasta substituir- 
las con un nuevo Derecho. 

1823. — La primera ley que se expidió en la República respecta del 
asunto que nos ocupa, fue la de 5 de Agosto de 1823 [L. 9. P. 4.* T. 5.* 
E. G.] que autorizó al Poder Ejecutivo para que diese en arrendamien- 
to, del modo que le pareciese más ventajoso, las minas pertenecientes en 
propiedad á la República, menos las de platina. Notaremos que eí 
artículo 2.° de esta ley, que consta sólo de 4, dispone que los arrendata- 
lios de las minas, para labrarlas, fortificarlas y ampararlas debían con- 
formarse á lo dispuesto en los artículos 9 y 10 de las Ordenanzas de Mi- 
nería de Nueva Espafia de que hablaremos en seguida [1], 

1829. — Estando el Libertador en Quito recibió del Ministro del Li- 
terior, Don José Manuel Restrepo, un proyecto de Decreto sobre arreglo 
del ramo de minería, el cual fue sancionado en aquella ciudad el 24 de 

(1) En contratos datados el 27 de Noviembre de 1824. el 18 de Abril de 1825 y el 
10 de Noviembre de 1853, se dieron en arrendamiento las minas de Santa Ana y la 
Hanta situadas en el actual Departamento del Tolima, y las de Supía y Marmato en 
el del Cauca. La ley 53 de 23 de Mayo de 1871 aprobó el contrato celebrado con lo» 
Sres. Percy Brandon y Daniel Carlos Chejne sobre prórroga de aquellos arrendamien- 
tos. La ley 8? de 16 de Abril de 1874 autorizó al Poder Ejecutivo para rescindir e\ 
contrato aprobado por la ley 58 citada. Efectivamente se rescindió el 20 de AbrU de 
1874 en lo que se refiere á las minas de Santa Ana y la Manta; pero dejando válido el 
arrendamiento de las de Supla y Marmato. 

La ley 86 de 8 de Ma3^o de 1865 aprobó el contrato de arrendamiento de las mixuui 
de oro, plata y cobre denominadas Alta, Baja y Vetas celebrado por el Poder Ejecu- 
tivo con el Sr. Tyrell Moore. La ley 41 de 5 de Junio de 1868 cedió al Estada de San- 
tander dichas minas. 

La ley 48 de 18 de Junio de 1874 cedió al Estado de Boyacá un derecho en la» 
minas de esmeraldas de Muzo, con la condición de que su producto lo aplicase á la 
instrucción pública primaria. La ley 4? de 18 de Marzo de 1875 derogó esta eondiciÓEU 
La ley 51 de 29 de Mayo de 1875 aprobó el contrato de anendamiento de las minas de- 
esmeraldas de Muzo y Coscuez celebrado el 21 de Abril del mismo año. La ley 27 de 
14 de Mayo de 1878 cedió á dicho Estado todos los derechos de la Nación en las mi- 
nas de Muzo. La ley 65 de 2 de Octubre de 1884 declaró que la cesión de estas minacr< 
comprendía ciertas tierras baldías. 

Para saber el mérito que hoy tienen las cesiones mencionadas, yéanse los artícu- 
los 186 y 202 de la Constitución de 1886. 



tÉVE'S DE HrKAS tW 

Octubre de 1829. Es la ley 10. P. 4.» T. 5.o de la Recopilación Grana- 
dina. 

El Decreto, qne so titula "Reglamento sobre minus", consta de 38 
artículos, distribuidos en 2 capítulop,. y se funda en 4 considoranidos, de 
los cuales los dos primeros son: **que la minería ha estado abandonada 
en Colombia, sinembar^jTo de que es una de las principaíes fuentes de la 
riqueza pública; y que para fomentarla es preciso derogar algunas anti- 
guas disposiciones (|ue han sido origen fecundo de pleitos- y discasionca 
entre los mineros.^' 

A causa de qne este Decreto puede considerarse como la primera ley 
expedida por la República sobre minas, y do haber regido dunmte rau- 
ellos años, nos permitimos dar cuenta de su contenido con alguna de- 
tención. 

El capítulo 1." trata '*De los descubrimientos, títulos y desorción de 
minas." Es la parte sustantiva del Decreto, y comprende los 22 primeros 
artículos. 

El artículo 1? dice: "Conforme á las lej''es,la& minas de cualquiera ola- 
se corre8i>onden á la República, cuyo Gobierno las concede en propiedad y 
posesión á los ciudadanos que las pidan, bajo las condiciones expresadas 
en las leyes y Ordenanzas de minas, y con las demás que contiene este 
Decreto.-' Lidicaremos algunas délas últimas. 

Por el título de propiedad de una mina de metales y piedras precio- 
sas, debían pagarse, además délos derechos de arancel, treinta pesos,que 
se destinaban para el establecimiento de una cátedra do minería y mecá- 
nica en cada rrovincia minera en que fuese posible. 

Cada mina 6 pertenencia de veta tenía de extensión 600 raras. A log 
descubridores de un cerro mineral absolutamente nuevo, se les concedían 
en la veta principal que más les agradara hasta tres pertenencias conti- 
nuas ó interrumpidas. El descubridor de veta nueva en cerro conocido, 
y en otras partes trabajado, podía obtener dos pertenencias. Los restau- 
radores de antiguos minerales abandonados, tenían derecho á las mismas 
l)ertenencias que los descubridores- 

En cuanto á las minas do lavaderos de oro corrido, no se aplicaban 
las reglas anteriores. La extensión de estas minas, dice el artículo 10, 
**ha sido siempre, y será las que les asignen sus títulos de registros, que 
tienen ordinariamente la cláusula que no sean de inmensidad; y no se 
entendei'á serlo cualquiera extensión de minas de oro corrido que los 
dueños hayan colgado 6 ahondado, de cuya propiedad jamás se les podrá 
l>rivar.'' 

Si se denunciaban demasías de minas, sólo se concedían en el caso 
de que los dueños de éstas ó de las minas vecinas, no las quisiesen para 
81 ; pero si no las ocupaban con sus labores en el término de un año, m 
adjudicaban al denunciante, previas las respectivas formalidades. 

Las minas se denunciaban ante el Gobernador de la Provincia, dan- 
do señales de sitio, cerro ó veta y presentando muestras de los metalen 6 
piedras preciosas de la mina. Se fijaban carteles en lugares públicos de !a 
parroquia donde estaba la mina, por tres semanas por lo menos. Dentro 
de los 90 días siguientes el denunciante debía tener en la veta de su re- 
gistro un pozo de vara y media de ancho y 10 de profundidad. Luego 
que lo tuviese, daba aviso al Juez político del Cantón para que se reco- 
nociera la veta^ su rumbo, dirección y demás circunstancias á presencial 



176 DLRECIlO CÜLÜMIUAA'O 

de osííribano ó testigos. Si hallaba que el donnnciaiito Imbín cuííi piído lo^ 
requisitos do su iiiciimbeneia, el Juez le daba ¡losesión de la mina con ci-^ 
tacióu de colindaiiteH inri ¡cundo las pertenencias y fijando la» estacas 6- 
mojones. Duraute los 90 días mencionados debían hacerse las opüaicio-- 
Des á las denuDcias. 

Las minas de oro corrido se denunciaban también ante el Gobema- 
<lor de la Pi-ovincia indicando situación de la mina, los hndei*06. Harne- 
ro de varas cuadradas que podia tener su superficie ó cuántas de lar^o y 
ancho y si era de antiguo 6 nuevo descubrimiento. Con la dennncria de^ 
bían presentarse })or lo monos 24 granos de oro. Si la mina era de anti- 
guo descubrimiento, y había oposición, el Gobernador decidía ésta; 0i era^ 
de nuevo descubrimiento, había 20 días para oponerse á la pososión con- 
tados desde que se citaba para darla; concluidos, sólo podía discutirae el 
dominio. 

Se tenía por primer descubridor do una mina ó veta al que probal» 
que primero había hallado metal en ella, aunque otros hi hubiesen cata-- 
do antes. En caso de duda, se tendría por descubridor al que primero la 
hubiese registrado. Ninguna mina podía denunciarse como desierta bas^ 
ta pasado un año continuo durante el cual se hubiese dejado do tmbajar^ 

Los denuncios de minas desiertas, pam ser admisibles, debían indi- 
car la situación de la mina, su último poseedor, si había noticia de él, y 
los do las minas vecinas para citarlos. Si no comp-arecían dentro de 20 
días se pregonaba el denuncio en los tres domingos siguientes; y no ha- 
biendo contradicción se notificaba al denunciante que dentro de 60 áía» 
tuviese limpia y habilitada alguna labor, por lo menos do 10 varas de 
profundidad, y dentro de los respaldos de la veta. Hecho esto se daba la 
posesión como en el caso de mina de veta mencionado. Si la mina denan-^ 
ciada era de oro corrido, en vez del pozo debían hacerse trabajos dentro^ 
de los 60 días, que indicaran que iba á darse eomienzo al laboreo de 1» 
mina. 

El capítulo 2." trata '*De los Jueces y juicios de minas." Es k parter 
procedimental del Decreto. Indicaremos algunas de sus disposiciones. 

Los Gobernadores eran los Jueces de minas en las Provin-cias, y ea 
cada Cantón ó Circuito,los Jaeces políticos ó Corregidores, ó loe qiMí hi- 
cieran sus veces. Lojs Gobernadores no conocían en primera instancia de 
las eausas de menor cuantía. En las parroquias ó asientos de minas d& 
importancia, podía el Gobierno nombrar un Juez por un término que no» 
excediera de tres afíos. 

Los Jueces de minas conocían de los juicios sobre descubrimieato»^ 
denuncias, pertenencias, miedidas, desagües v deserciones de minas; d& 
lo que se hiciera en perjuicio del laboreo de estas en contraTencidn á lafi» 
Ordenanzas; y de lo relativo á avíos de minas> i'escates de metales em 
piedras, ó de plata y oro, cobre, fierro, plomo y otras sustanciaá minera*^. 
les, máquinas y demás cosas de esta naturaleza. El procedimiento eti lo» 
juicios debía ser breve y sumario y se resolvían verdad sabida y buena fe 
guardada. Antes de seguir los juicios su curso, el Juez debía procurar ui»^ 
avenimiento entre las partes. Cuando el valor del juicio no exceáía-deif 
200 pesos so decidía verbaJraon te. ; 

Eu cuanto á lo criminal, los Jueces dé minas conoeían exeluaít»* 
níeatie de ciertas cansas como las de hurto dc: metales en piedra^ pl«íta ú 
eoroi plomo, herraitiientas y d)emá& eosas pertenecientes á lan^ mitlas y\se^. 
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rieficio de sus metales; y de los delitos cometidos en las mismas minas 6 
haciendas do beneficio por empleados de éstas. 

El artículo 38, último del Decreto, dice: "Mientras se forma una 
Ordenanza propia para las minas y mineros de Colombia, se observará 
provisionalmente la Ordenanza de minas de Nueva España, dada en 22 
de Mayo de 1803, exceptuando todo lo que trata del Tribunal de mine- 
ría, y jueces diputados de minas, y lo que sea contrario á las leyes y de- 
cretos vigentes. Tampoco se observará en todo lo que se halle reformado 
por el presente Decreto." A éste siguen unas; reglas para la njedida de 
las minas de veta. , 

Las Ordenanzas de minería de Nueva España citadas [1] que son 
de 22 de Mayo de 1783, están divididas en 19 títulos, y cada uno de és^ 
tos en cierto número de artículos. Así es que no se pueden citar sus dis- 
posiciones con sólo mencionar el artículo, como se nace respecto de las 
leyes y Códigos actuales, sino que se necesita además del artículo el tí tu-» 
lo. Diremos, para explicarnos mejor, que el título I.** por ejemplo, cons- 
ta de 28 artículos, y el 2 o de 16 &^ 

Los cuatro primeros títulos tratan del Tribunal general de la Mine- 
ría, de los Jueces y Diputados de los Reales de minas, de la jurisdicción 
en las causas de minas y del procedimiento que en éstas debe observarse 
en 1.*, 2.* y 3. "^ instancias. 

Él título 5.** declara que las minas son propias de la Real Corona de 
Espafia; que ésta las concede á los individuos particulares en propiedad 
y posesión con estas condiciones: 1.* Que contribuyan á la Real Hacien- 
da con la parte de metales señalada; y 2.' Que las labren y disfruten 
cumpliendo lo prevenido en las Ordenanzas. 

El título 6° indica los medios de adquirir las minas, tanto las do 
nuevo descubrimiento como las abandonadas, y dispone lo conveniente 
acerca de las denuncias de demasías en terrenos de minas ocupadas. 

El título 7.0 prohibe que ciertas personas denuncien minas, tales co- 
mo los extranjeros que sólo podían adquirirlas cuando se naturalizaban 
ú obtenían licencia real; los Regulares de ambos sexos que no podían 
adquirirlas de ninguna manera para ai ni para sus Conventos; y los Go- 
bernadores, Intendentes, Corregidores, Jaeces reales y Escribanos de mi- 
nas, que no podían adquirirlas sino fuera de sus jurisdiciones. Para los 
sirvientes no podían denunciarse sino á cierta distancia á$ las de sus 
amos. 

El título 8. o trata de las pertenencias y demasías, y de la extensión 
de las minas. El 9.o de cómo deben labrarse éstas, fortificarse y ampa- 
rarse. Contiene muchos pormenores respeto de la explotí^ción de las mi- 
nas, relativos á puntos que no deben ser materia de ley, tales como la de- 
terminación del modo de abrir socavones y de asegurarlos, construir pi- 
lares, puentes y macizos necesarios en las minas, escaleras de éstas &* 
El artículo 13 de este título dispone que si una mina dejaba de trabajar- 
se en cuatro meses continuos con cuatro operarios, quedaba desierta. 

i" I 

■■ " ■'■■ ■ ■ ' ■ I ■ ■ ■ m 

[11 Estas Ordenanzas, de acuerdo con el decreto de 1829 citado, rigieron también 
en «I Ecuador y Venezuela. Sin embargo, en esta última Nación se declararon vigen- 
tes en resolución de 29 de Abril de 1832. En Chile estuvieron en vigor en virtud de 
declaración de 11 de Julio de 1833 desde esa fecha en adelante. Posteriormente se de- 
rogaron. Inútil es apnregar que rigieron en México, puesto que á ese País se destina- 
ron. 
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El título 16 (17 artículos) está destinado exclusivamente á detormi-. 
nar cómo debían construirse los desagües do las minas, sus socavones^, 
pozos &.■ El título 11 trata de las minas de Compaüias; establece lo que. 
se juzgaba conveniente respecto de las utilidades de las Compañías par- 
ticulares y generales; de los votos de los socios; do la contribución de 
éstos para gastos; j de la intervención d© los herederos de un socio en la 
Compañía. 

Loe títulos IS á 19 hablan délos puntos quei siguen. Título 12, ''De. 
los operarios de minas, y de Haciendas ó de Ingenios de beneficio*', don- 
de se dan reglas sobrepago de jornales de minas &.* 13. "Dal surtimien-. 
to de aguas y provisiones de las minas", donde se establecen las servi- 
dumbres respecto de las minas. 14. '^De los maquileros y compradores de 
los metales", que señala los parajes para compra de metales, la manera 
d<) beneficiarlos, pago de los costos de beneficio &■ 1&. "De los aviadores 
de minas y de los mercaderes de platas", donde se detallan los pactos de 
avíos. 16. '*Del Fondo y Banco do avíos de minas", que establece la ma- 
nera de formar un fondo dotal para el avío de las minas con una contri- 
bución exigida de los mineros. 17. "De los peritos en el laboreo de la^. 
minas, y en el beneficio de los metales." 18. *^De la educación y enseñan- 
za de hi juventud destinada á ks minas y del adelantamiento de la in- 
dustria en ellas." 19. "De los privilegios de los mineros", éntrelos cuales 
privilegios figuran el de la nobleza concedida á esos industriales, y el de 
que éstos no pudieran ser presos por deudas. 

Basta la lectura del contenido de los títulos para comprender que 
muchas de sus disposiciones han desaparecido, y que las Ordenanzas, en 
lo general, manifiestan no sólo el buen deseo que animaba al Gobierno 
español para fomentar la mineiría^ sino también el acierto de varias de, 
sus providencias sobre asunto tan irjaportante. 

1834.— Ld ley de 10 de Mayo do este año (K 1% P. 1.', T. 2?, R. G.) 
"Orgánica de loa Tribunales y Ji^zgados"^ quitó tácitamente á los Go- 
bernadores las atribuciones judiciales que tenían en el ramo de miuas^. 
en conformidad con «1 artículo 23 del "Reglamento sobro minas'* de. 
1829, atribuciones de que antes hablaijios, puesto que el número 4? del 
artículo 81 de dicha Iqy establece que los Jueces letrados conocerían en 
primera instancia de todos los negocios contenciosos civiles y criminales. 
Así es que de 1834 en adelante los litigios sobre minas quedaron de la 
compotencia de los Tribunales ordinarios [1}. 

1836. — El número 6.** del artículo 35 de la ley do 16 de Mayo de 
1836 (L. 2, P. 2, T. 1.% R. G.) '^Adicional á la de régimen político y mu- 
nicipal de 1834", dispuso que eran rentas provinciales lo que en cada 
Privincia pagaran aquéllos á quienes se les librara título por alguna mi- 
na, conforme al Regamento citado. 

[1] En virtud de la ley de 21 de Junio de 1842 [L. 21, P. 2?, T. 19, R. G.] "Sobre 
administración parroquial", desaparecieron los Jueces especiales de parroquias o 
asientos de minas que permitía el artículo 24 de dicho Reglamento, y la facultad que 
«1 artículo 36 de éste daba á los Gobernadores do las Provincias para conceder á Ios- 
directores de asientos ó sociedades de minas, ó á algunos de los empleados en éstas, 
las atribuciones de Jueces pedáneos ó Alcaldes parroquiales. Quedaron, enconsecuenr 
ola, de las autoridades respectivas ordinarias los asuntos atribuidos en la partt proc«- 
4im»ütal del Reglamento á los Jueces especiales y pedáneps ó Alcaldes parroquiales. 
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1844.— La ley de 1/ de Junio de este año (L. 6% P. 4.% T. o.% E, 
•O.) "Sobre registros do instrumentos públicos y anotación de liipotcc&s^, 
■dispuso que se registri^ran indispensablemente **los títulos de registros 
de minas" (número 8, artículo 4P) fuera ilo otros documentos. Debíau 
registrarse en la oficina del Cantón Tcspectivo dentro de 20 días, conta- 
dos desde su expedición (artículo 5.*) El derecho do su registro era de 
•cien reales (inciso 5.o, artículo 7). Los artículos 14 y 15 indican la mane- 
ra do hacer el registro (1). 

1847. — El 9 de Junio de este año se sancionó una ley ^^Sobre arren- 
*damiento y" elaboración de las minas de esmeraldas" (L. 10, P. 4.% T. 5?, 
Ap. á la E. G.) de la cual citaremos algunas disposiciones. 

El artículo 1.° dice: "Las minas de esmeraldas descubiertas en el 
'territorio de la Eepública sólo pueden explotarse por cuenta de la N"a- 
'ción." De acuerdo con el artículo 2.'', la explotación de ellas debía hacer- 
'se por administración ó arrendamiento á juicio del Poder Ejecutivo. Los 

artículos 3,* v 4.^ establecen las reíalas para celebrar los contratos de 

arrendathiento. 

Como antes era permitido á los particulares el denuncio de micas de 
esmeraldas, el artículo' 6.* (dispone que continu^irán como de propiedad 
;partícular las minas que al tiempo de la sanción de -la ley, hayan sido 
descubiertas y denunciadas por particulares ante los Gobernadores, CQp- 
forme á las leyes y ordenanzas vigentes sobre la materia, con el objeto 
de obtener el títalo respectivo. Las minas particulares debían pagar el 
íier¡echo do quintos establecido por las disposiciones correspondientes. 
Según el artículo 9.**, último de la ley, las minas de esmeraldas pertene- 
cientes & particulares, volvían al dominio de la Nación, si sus dueños las 
'abandonaban dejando de trabajarlas durante él término de tín año. 

1858. — Hasta este año las minas habían ^ pertenecido á la Nación, 
¡quien generalmente las cedía á los particulares para su laboreo, de acuer- 
<io con las leyes citadas antes. La Constitución política de ese año, que 
estableció y organizó confetitucionalmente el sistema federal,dejó de pro- 
tpiedad de los Estados;casi todas las minas, puesto que el artículo 6.* de 
esa ley fundamental sólo declaró bienes do la Confederación Granadina 
-todos los muebles é inmuebles que pertenecían á la Eepública de la Nue- 



[1] Nos permitimos recordar algunas disposiciones legales relacionadas indirecta- 
•mente con el asunto, de que tratamos por ser las primeras que se espidieron acerca de 
los puntos que resuelven. 

El núttieró' 2 diél artículo S.^ de la ley de 20 de Abril de '1838 (L. 1?, P. 2, T. 5, 
R. G.) "Orgánica del crédito nacional", destinó para satisfacer los intereses de la deu- 
-dj^ nacional el producto del arrendamiento de mmaa de metales y de piedras preciosas 
y de cualesquiera fincas del Estado. 

El articulóle de la ley de 26 de Mayó de 1844 [L. 8.-,P. 4.», T. 5.«>, R. G.] "Or- 

Í pánica déla renta de salinas", autorizó al Poder Ejecutivo para comprar los terrenos, 
as minas de carbón y los bosques necesarios para la más productiva elaboración do 
las Ralinas 

El artículo 56 (inciso 5.") de la ley de "5 de Junio de 1844 (L. 13. P. 8.» T. 5.° R. 
G.) sobre importación, exceptuó de los derechos de ésta las máquinas, instrumentos y 
utensilios de cualquiera especie destinadosá las labores de las minas. 

La ley de 20 de Junio de 1853 facíuUó al Poder Ejecutivo para que destinase á la 
'Amortización de la deuda extranjera las fincas raíces, minas de metales y piedras pre- 
•ciosas de propiedad nacional, tierras baldías y los créditos activos de la RepülÜica en, 
■ tí exterior (artículo 3?) 
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va Granada; las tierras baldías; las vertientes saladas que eran de la Re- 
pública: las minas de esmeraldas y de sal gema, estuvieran ó no en tie- 
rras baldías; todos los créditos activos reconocidos á favor de la Repú- 
blica, ó que se reconocieran á favor de la Confederación; y los derechoB 
íjue se había reservado la República en el Ferrocarril de Panamá. Es 
claro que los bienes no enumerados que habían sido de la* Nación, pasa- 
ron á pertenecer á los Estados. Tan .cierto es esto que en 1859 expidió él 
Estado del Cauca un Código de minas, y el Estado de Panamá, una lej 
sobre la misma materia. v 

Asi es que después de la Constitución de 1858 las leyes nacionales 
de minería, se referían sólo á las minas de esmeraldas y de sal gema y á 
las de todas clases que estuviesen situadas en las tierras baldías. Las de 
esmeraldas y de sal gema y algunas de metales preciosos que eran propie- 
dad de la Nación desde la época colonial, las tenía y tiene para explotar- 
las por su cuenta bien 'directamente ó por medio de arrendamiento; pero 
EO para concederlas a los particulares en posesión y propiedad^ pues sou 
un verdadero bien patrimonial ó fiscal. Aunque los Ejstados de$de su es- 
tablecimiento, después de la Constitución de 1853 [1855 á 1857J tuvie- 
ron facultades para legislar en todos los ramos que comprende el Dere- 
cho privado, no •grataron de la minería sino luego que se sancionó la 
■ Constitución de 1858, los unos para declarar las minas propiedad del 
dueño del suelo, y los otros, como el de Antioquia, para dejarlas como 
antes estaban. Vueltos constitucionalmento á la República unitaria en 
1886, ésta recuperó el dominio eminente sobre las minas i>ara cederlas á 
los particulares con las condiciones de que hablaremos en seguida. [Ar- 
tículo 202 de la Constitución de 1886.] 

1860.— La ley de 27 de Abril ''Sobre tierras baldías que contengan 
J minas" [4 artículos] dispone que en el caso de que las minas de metales 
y piedras preciosas, excepto las de esmeraldas, que se descubran en tie- 
rras baldías, deban adjudicarse á los descubridores conforme á las leyes 
de los Estados, la Confederación cedía á los adjudicatarios el uso del te- 
rreno necesario para la explotación, siempre que no excediera de 4 hec- 
táreas por cada pertenencia de mina, y concedía á los dueños de minas 
que estuvieran situadas en las mismas tierras el derecho de ser preferi- 
dos en la adquisición de éstas, y el de tener por tales tierras los caminos 
. necesarios para comunicar las minas con las vías públicas inmediatas. 

[1] 

,1868.--En este año áe expidió la ley de 15 de Mayo [ley 13] [2] "So- 
< bré explotación de minas y depósitos de carbón por cuenta de la Na- 
ción." 

V El artículo 1.*" dice: "La República se reserva la propiedad de las 
íninas y depósitos de carbón situados en terrenos baldíos, ó que por cual- 

(í| Según Decreto del Presidente provisional de los Estados Unidos de Nueva 
^ Granaaá, dado él 20 de Julio de 1861, esta ley sólo rigió hasta ese día, pues dicho de- 
creto no declaró vigentes en los Estados Unidos de Nueva Granada, sino las leyes ge- 
nerales de la Confederaqión Granadina anterieres al 19 de Febrero de 1859, 

(2) Aunque fue el Congreso de 1873 (Ley 1^ de *^1 de Febrero) el primero que 
; dispuso que todas las leyes que se expidieran cada^ año se numerasen, cosa que antes 
^ no se había verificado, al hacer la Recopilación de leyes de 1875, que es la que tene- 
mos presente, el Poder Ejecutiyo resolvió que en ésta fuesen numeradas desde 1863. 
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quier título le pertenezcan, siempre que dichos terrenos estén sitnados 
en los Departamentos de Padilla, Valle Dupar, Tenerife y Banco, en el 
Estado del Magdalena, ó á una distancia que no pase de cincuenta kiló- 
metros de las riberas del mar en las costas de ambos océanos ó de los 
ríos navegables. Diclias minas ó depósitos no se entenderán vendidos ni 
adjudicados con los terrenos, y serán beneficiados por cuenta de la Re- 
pública en virtud de los contratos que al efecto celebre eLPoder Ejecuti- 
vo, los cuales serán sometidos á la aprobación del Congreso." 

De acuerdo con el artículo 2."* podía la República encargarse de be- 
neficiar también las minas de carbón de propiedad particular situadas en 
los terrenos inencionados, celebrando con sus daeflos los contratos res- 
pectivos. 

El Poder Ejecutivo podía suspender la adjudicación de tierras bal- 
días en los territorios cuyas minas y depósitos se reservaba la República, 
siempre que lo estimase conveniente [artículo 4?] 

feegún el artículo 6.% último de. la ley, al Estado en cuyo territorio 
se organizasen empresas para beneficiar minas ó depósitos de carbón por 
cuenta de la República, correspondería un diez por ciento de la utilidad 
neta que á ella le tocase en las empresas. 

1870. — En este afio se abolió el monopolio fiscal de las minas de es- 
meraldas establecido por la ley de 1847. Lo abolió la ley 37 de 31 de 
Mayo. 

El artículo 1.** dice: ^'Declárase libre la explotación de las minas de 
esmeraldas que en adelante se descubran, y de las descubiertas hasta hoy 
que no se hallen poseídas por la República. En consecuencia, los Estados 
legislarán sobre la materia como á bien tengan, manteniendo el principio 
de la libertad de explotación por los particulares.'^ 

La ley respetó los derechos adquiridos por los descubridores de mi- 
nas de esmeraldas en virtud del artículo 6.** de la ley de 9 de Junio de 
1847 citado. 

El artículo 5.% penúltimo de la ley, dice: *'Las minas de esmeraldas 
explotadas antes de la sanción de la presente ley, de que ha estado en po- 
sesión el Gobierno del país, continuarán siendo de propiedad nacional." 
1872. —El Código Judicial sancionado en este afío (Ley 57 bis de 7 
de Junio) contiene disposiciones relativas al denuncio de minas. (Capítulo 
12, título 11 del libro 2.» artículos 1,299 y siguientes de la edición de 
;1874; en la actual, capítulo 11 de los mismos título y libro, artículos 
1,384 y siguientes.) Esto Código fue adoptado para toda la República por 
la ley 57 de 1887. 

Según aquellas disposiciones, cuando se hace oposición ala adjudi- 
cación de una mina, se pasa el expediente al Juez de 1.* instancia en 
. cuyo territorio se encuentra la mina; y se previene al denunciante que 
formalice por escrito su demanda dentro de tres días; formalizada se se- 
guirá un juicio ordinario. Si no se formaliza oportunamente, y no es el 
caso de rescisión del término respectivo, se declara desierto el denun- 
cio. 

Este procedimiento puede presentar una dificultad. El Código do 

minas y las leyes que lo reforman fueron adoptadas para la República 

antes que el Código Judicial, pues se adoptaron por la ley 38 de 15 do 

.. Marzo de 1887. Ahora bien: de acuerdo con una de dichas leyes [la 292 

de 1875, artículo 53] ^'por regla general el opositor debe ser el actor en 
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''el juicio á que dé lugar su oposición"', y es por lo mismo quien debe for- 
malizar ésta. Esto, que os contrario á lo cU-ipuesto en el Código Judicial^ 
estará vigente? Puede decirse que no, puesto que la ley posterior, que 
en este caso es la Judicial, deroga á lu anterior en lo que le fuere contra- 
ria. 

Aunque es cierto que en conformidad con el artículo 3.' de la ley 
135 de 1887 se estima insubsistente una disposición legal cuando existe 
una ley nueva que regule íntográmentc la materia á que la anterior dis- 
posición se refería, este artículo no <ís peftinento, porque el Código Ju- 
dicial es posterior al Código do minas y ambos anteriores á la ley 153. 

Si fuese aplicable el número 2.' del artículo 5.' do la ley 57 de 1887 
á las leyes sancionadas en distintas épocas y no so refiriese á las que có- 
tniencen á regir en un mismo día, podría agregarse á las anteriores con- 
sideraciones, que. ai ser incompatibles disposiciones de una misma espe- 
cialidad ó generalidad de lote Códigos Judicial y do Minas, preferiría la 
del primero de estos Códigos. 

. El Tribunal dé Antioquia ha resuelto, según se nos informa, la di- 
^fictíítad mencionada en el sentido de que es de preferente aplicación el 
Código de minas por la razón principal de que éste regula íntegramente 
la materia de que ttata. La razón seria evidente si el Código de minas 
«^fuerH posterior al 'Código Judicial^ y si un Código no pudiese ser refor- 
mado en una disposición especial. 

No quiero decir esto que rió nos parezca más acertíido que sean eii 
lo general los opositores á un denuncio do minas, quienes deban ser coii'- 
siderados como demandantes, y los denunciadores como demandados. 
Sin embargo, á veces las leyes no disponen lo que parece más acer- 
tado. 

1873. — En este año se expidióla ley 29 de 19 do Abril adicional á 
la de 15 de Mayo de 1868 citada antes. Establece que las disposiciones 
de esta ley sobre explotación de minas y depósitos de carbón ^or cuénbtt 
de la Nación, so hacen 'extensivas á todas las minas y depósitos de aquel 
mineral, así coluo tainbién á las de guano y cualquiera otro abono seme- 
jante que se encuentre en los terrenos baldíos de la República. El artí- 
culo 2.% último de la ley, establece las Condiciones para los contratos 
que el Poder Ejecutivo podía celebrar respecto de la explotación de di- 
chas minas y depósitos. . . 

El Código Fiscal [Ley 106 de'13 de Junio de 1873] adoptado tatil- 
*bién para la Eepública por la ley 57 de 1887, contiene disposióionés 
acerca de las minas, disposiciones que se hallan en el título 14, del libro 
'{>riraero, qu*3 constare cinco capítulos. 

El capitulo 1.* tVatade ias'*Minás y metales preciosos." Según él ar- 
tículo 1,102, primero de este capítulo, '^pertenecen á la Nación lasiíiinas 
do metales preóiosds, desólibiertas ó qile se descubran en tierras baldías 
"ú otras que lo correspondan por óUalqtiier título y que no hayan sido 
adjudicadas." El artículo 1,103 disponeque ^'siempre qtíe dichas minas 
no sean necesarias para algún uso de la Nación, podrá el Poder Ejecuti- 
'no adjudicarlas á los descubridores que las pidan, concediéndolas en po- 
sesión y propiedad." P<Jr el título de concesión de cada mina debía pa- 
garse el derecho de $ 26. Las condiciones, formalidades y trámites para 
la adjudicación de las minas, debían expresarse en el Código de Fomen- 
to, el cual aún no se ha expedido. A quien se le adjudicaba una mina en 
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tierras baldías, tenía preferencia en la compra do las que se hallasen con- 
tiguas á la pertenencia de la mina. 

El capítulo 2." habla de las**Mina8 de esmeraldas." En virtud del ar- 
tículo l,109'']as minas de esmeraldas que en adelante se descubran y las. 
descubiertas que no se hallen poseídas por la República, podrán ser ex- 
plotadas libremente.'^ Se dejan á salvo los derechos adquiridos por los 
descubridores actuales de minas do esmeraldas. Lo&Estados debían man- 
tener el principio de la libertad de e^xplotación, por. los particulares, de^ 
dichas minas. Pudo imponer esta condición, porque de ej^las se había re- 
servada la Nación el dominio. Las minas de esmeraldas de que había es- 
tado en posesión el Qobierno gen^eral, continuaban de propiedad de la 
Nación. 

Capítulo 3.*, ^'Minas de carbón, depósitos de huano y otros abonos." 
El artículo 1,,116 reserva para la República "la propiedad de las minas y 
depósitos de carbón,, así como también las de huano y cualquier otra 
abono semejante que se encuentren en los terrenos baldíos de lai Nación, 
ó en los que por otro, título distinto le pertenezcan. Dichas minas ó de- 
pósitos no sa entenderán vendidos ni enajenados co,n tales terrenos, y. 
serán beneficiados por cuenta de la República ^n virtud de contratos ce- 
lebrados pior el PoderEjecutivo.'' El capítulo da reglas para la celebración, 
de los contratos. El artículo 1,124 concedía al Estado donde se organi- 
zaran empresas para beneficiar minas ó depósitos de carbón por cuenta? 
de la República, el diez por ciento de la utilidad neta que á ésta corres- 
pondiese en las empresas. En este capítulo (edición del Código Fiscal de 
1882) se refundieron las disposiciones de la ley 29 de 1873. 

El capítulo 4.'' sólo contiene la ley 53 de 23 de Mayo do 1871 que 
aprueba el contrato sobre arrendamiento de las minas de Santa Ana y 
La Manta, y de Supía y Marmato, y el mismo contrato. 

Del capítulo 5.' "Disposiciones varias", que contiene 2 artículos, ci- 
taremos el primero — 1,126 — en virtud del cual las minas de cobre, de 
hierro y otros metales no preciosos, las de azufre y demás no expresadas 
en el tílbulo 14 que examinamos, que se descubriesen en terrenos baldíos 
6 de propiedad nacional, serían también de la Nacíón,y sobre su explota- 
ción, arrendamiento, adiudicación &*, se aplicarían las disposiciones 
análogas contenidas en los capítulos ánterio!res y en el Código de Fo- 
mento. (1) 

1876.— El artículo. 1? de la ley 102 de 3 de Julio derogó los artícu- 
los 1,102 y 1,103 del Código Fiscal que hemos yisto. El artículo 2.% úl- 
timo de la ley, dispone qup las minas que se encuentren en los Territo- 
rios nacionales, mientras dichps Territorios sean administrados por 
cuenta de la Naclón,fierán adjudicadas por el Poder Ejecutivo observando 
lo ordenado en la ley 10. P. 4.* T. 5.' de la Recopilación Granadina. 

Como Ips Territorios nacionales quedaron incorporados en las sec- 
ciones, hoy Departamentos, á que primitivamente pertenecieron^ en vir- 

■ ■ III ■ .111 

(1) Por DO alargarnos demasiado hemos prescindido de hablar de las disposicio- 
nes relativas á las salinas. Sobre el particular nos limitamos á llamar la atención al 
titulo 49 del libro primero del Código Fiscal, título que trata de las "Salinas, organiza- 
ción del impuesto y de la renta." Veáse la * 'Compilación de leye^ y decretos referen- 
tes á la renta de salinas" publicada ea los números 8,025 y siguientes del Diario Ofi- 
<Jfa?del8»0. 
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tiid del artículo 4.* de la Coiistitución do 1880, el artículo 2.* citado, des- 
pués CÍO éscíi líenlió su importancia legal. 

1S8G —En 1885 desapareció de hecho la Federación, y en el año si- 
guiente la Gonótitución política declaró que la Nación se reconstituía ea 
forma do República unitaria. Esta obra respecto del asunto de que tra- 
tamos, dice: '*Art. 202. Pertenecen á la Repáblica de Colombia 2.** 

Los baldíos, minas y salinas que pertenecían á los Estados, cuyo domi- 
nio recobra la Nación, sin perjuicio de los derechos contituídos á favor 
de terceros por dichos Estados, ó á favor de éstos por la Nación á título 
de indemnización. 3." Las minas de oro, de plata, de platino y de piedras 
preciosas que existan en el territorio nacional, sin perjuicio de los dere- 
chos que por leyes anteriores hayan adquirido los descubridores y explo- 
tadores sobre algunas de ellas." 

Habiendo recuperado la Nación el dominio de las minas, no obstan- 
te que según el artículo H de la Constitución en cada Departamento 
continuaba rigiendo la Legislación del respectivo Estado mientras se es- 
pedía la que debía remplazaría para uniformar la de toda la República, 
en el asunto, so juzgó oportuno resolver previamente algunos puntos' im- 
portantes, puesto que no quedando las minas de propiedad de los Depar- 
tamentos que reemplazaban á los Estados, constitucionalmente no po' 
dían cederlas á los particulares aunque lo permitiese aquella Legislación 
que sólo tenía el carácter de transitoria. Por eso se expidió en el mismo 
año de 1886 la ley 64 de 24 do Noviembre "que contiene unas disposi- 
ciones sobre minas." 

Esta ley declaró válidos los actos de los Gobernadores de los Depar- 
tamentos en la materia de minas, siempre que se hubieran ¡ejecutado de 
acuerdo con la Legislación del respectivo extinguido Estado; la cual que- 
daba incorporada en la Legislación nacional, y los que ejecutasen hasta 
la vigencia de la Legislación uniforme sobre minas. Por consiguiente se 
declararon válidos los denuncios de minas hechos ante los Gobernado- 
res y los títulos que éstos expidieron de ellasi 

De acuerdo con el artículo 4.% último de la ley, los derechos fiscales 
provenientes de denuncios y adjudicaciones de minas, pertenecerían en 
adelante al Tesoro Nacional. Quedó facultado el Gobierno (artículo 59 
de la Constitución) para fijar esos derechos y reglamentarlos debida- 
mente. 

1887.— CÓDIGO DE MiiíAS. La ley 38 de 15 de Marzo adoptó el Códi- 
go de Minas del extinguido Estado de Antioquia y las leyes que lo adicio- 
nan, con ciertas reformas contenidas en 13 artículos, acerca de los cua- 
les diremos lo más importante. Del Código y de sus leyes adicionales ha- 
blaremos en la Parte segu7ida al trí^tar del Derecho de minería de Antio» 
quia. 

El artículo 2.® déla ley 38 dice: "Son donunciables las minas de oro, 
plata y platino, en las condiciones del Código que se adopta y con las 
condiciones que establece esta ley. Lo son igualmente las de piedras pre- 
ciosas, pero su extensión será un cuadrado de un kilómetro dé base, me- 
dido en la dirección qué indique el denunciante. Las minas de las de- 
más sustancias minerales, sean ó no metálicas, que so hallen en terrenos 
baldíos, con excepción de los depósitor^ de carbón, de huano ó cualquie- 
ra otro abono senj^jante y de las fuentes saladas y bancos de sal gema, 
pon también denunciables eon la extensión siguiente: las de filón, como 
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lo dispone el Código de minas de Antioquia para las de esta clase; la« 
de sedimento, tales como los minerales de hieiTO llamados de pantano, 
y las que se encuentren en capas, tendrán la misma extensión que laa 
llamadas de aluvión, es decir, cinco kilómetros cuadrados. Lo dispuesto 
en este artículo no perjudica los derechos adquiridos por adjudicaciones 
anteriores, hechas conforme á las leyes.'' 

Respecto de ios demás artículos haremos un breve resumen. 

Minas de aluvión en terrenos particulares, cultivados ó destinados 
á la cría ó cjeba de ganados, sólo podrán denunciarse por el dueño de 
aquéllos ó con su permiso (artículo SP) 

En los Departamentos donde por leyes anteriores el propietario del 
suelo lo era del subsuelo, las minas de filón en terrenos de los mencio- 
nados, tampoco podrán denui^ciarse sino por los duefíos de éstos 6 con 
gu permiso [^.rtículo 4.°] 

En cuanto á las minas de esmeraldas, queda vigente la prohibición 
ele hacer denuncios de miníis y tierras baldías en la zona que se reservó 
el Gobierno por Decreto ejecutivo de 14 de Diciembre de 1871 en ejecu- 
ción del artículo 6.'' de la ley 37 de 31 de Mayo de 1870 de que hemos ha- 
blado. (1) 

Ante los Gobernadores de los Departamentos deben denunciarse las 
minas como antes, y ellos son los competentes para adjudicarlas. (2) 
Antes de denunciarse deben hacerse en ellas exploracioi^es que persua- 
dan al comisionado para dar la posesión y á los peritos que en ésta 
intervienen, de que el metal (Renunciado ge encuentra realmente en el 
terreno. 

Los dueíios de minas están obligados á mantejier limpios los cauceg 
de los ríos á donde arrojen la carga ó los desechos del laboreo de la 
mina. 

El adjudicatario de una que deje pasar cinco años desde la adjudica- 
ción sin establecer trabajos fórmales de explotación, perderá el derecho 
adquirido aunque pague el impuesto correspondiente. También lo perde- 
rá si suspende aquéllos por más de un año, salvo fuerza mayor ó casq 
fortuito [artículo 11.] 

El derecho de título de las minas será de diez pesos. [31 Queda su- 
primida la obligación de presentar los 48 gramos de oro, y fas muestras 

(1) El artículQ69 citado dice: '*El Poder Ejecutivo fijará y hará publicar oportu- 
namente los linderos de las minas de esmeraldas desci^biertas y que pertenecen á lalHa- 
¡ción." Eso fué lo que hizo en el Decreto de 1871. 

(2) Deben^ps observar que aunque el Código de minas y sus leyes adicionales no 
reconocen apelaciones en el procedimiento administrativo para la adjudicación de 
minas, el Sr. Ministro de Fomento resolvió con fecha 2 de Mayo d,e 1889 que **la.s 
disposiciones que dicten las Gobernaciones de los Departamentos en asuntos de mi- 
nas, son revocables ó reformables por el Gobierno, á no ser en casos en que por diá 
posición expresa de la ley corresponda est^ resolución al Poder Judicial" (Diario Ofi- 
/dcUt número '/,791.) 

(3) Acerca de los impuestos que gravan las minas nos parecen convenientes al- 
gunas observaciones. De acuerdo con el Código de minas (cap. 11) debía pagarse un 
impuesto anual de $ 2 por cada pertenencia de las de veta, y $ 5 por cada mina de 
.oro corrido. En virtud de leyes fiscales, el aviso, el denuncio y el título estaban gra 
vados. La ley 110 de 21 de Enero de 1881, última del extinguido Estado de Antioquia 
sobre rentas, establecía que, por cada título de minas se pagarían $ 2Qt por cada de 
pancio de éstas, $ 5 y por cada aviso de las mismas, $ 1. Como la ley d8 de 1887 que 
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de mineral etoando el denuncio se refier.e á un filón que no esté á la tís- 
ta, por haberse explotado anteriormente. 

Ley 75 de 16 de Mayo de 1887. Esta ley, que consta de 3 artículos, 
concede á los denunciantes de minas de filón situadas en terrenos de pro- 
piedad nacional (los baldíos) derecho preferente á que se les adjudique 
por cualquiera de los títulos que las leyes sobre la materia señalan, en 
terreno continuo y adyacente al de las pertenencias que por la ley les 
corresponden, una extensión hasta de quinientas hectáreas. Esta gracia 
es extensiva á los que hayan denunciado y titiilado minas antes de la 
promulgación de la ley. (1) 

L^y 153 de 24: de Agosto de 1887. Esta ley que adiciona y reforma 
los Códígoa nacionales, la ley 61 de 1886 y la 57 de 1887, contiene algu- 
nas disposiciones sobre la legislación minera en su Parte séptima [artí- 
culos 313 á 317 inclusive]. Las indicaremos. 

La extensión de las minas de aluvión será un cuadrado que tenga 
tres kilómetros de base, ó un rectángulo de dos kilómetros de base y 
cinto de lado. La de las minas de s¿ílimento y las que se encuentren en 
capas, será un cuadrado de dos kilómetros do base. Las minas de alu- 
vión, según el Código [artículo 28] no debían exceder de un cuadrado 
que tuviese por baso cinco kilómetros. 

No pueden establecerse trabajo» de explotación en las minas de alu- 
f ion que existan en terrenos áe propiedad particular cultivados ó destina- 
dos á la cría ó ceba de ganados, por el dueño de ellos, sin denunciarlas 
previamente á fin de pagar el impuesto establecido por el Código de 
minas. 

El adjudicatario ó cesionario de minas, que pasados ocho años desde 
la fecha de la adjudicación, no bijbiere establecida trabajos de explota- 
ción, perderá el derecho adquirido, aun cuando pague el respectivo im- 
puesto. Igual pena sufrirá el adjudicatario ó cesionario que después de 
establecidos los trabajos dichos los suspenda por más de ocho afíos. 

Estas disposiciones, que son las únicas de dicha Parte séptima, re- 



liemos exaiminado, sólo adoptó el Código y las leyes que lo adicionaban; pero no las 
¿ficales como la 110 citada, es claro que las minas sólo quedaron .agravadas con el im- 
puesto anual de acuerdo con el mismo Código, y con el derecho de título de $ 10 en 
conformidad con el artículo 12 de la ley 38, hasta que comenzó á regir la ley 14 de 3 
de Febrero de 1888 que estableció un impuesto de $ 5 por cada denuncio de minas. 
(Oficio del 6r. Ministro de Hacienda, de 18 de Junio de 1887, número 118 del Meper- 
torio Oficial de Antioquia). La ley 14 citada introdujo algunas modificaciones al im- 
puesto anual de las ciTales nablaremos más adelante. El impuesto sobre los avisos no 
ha sido restablecido. Nos parece bien agregar que según resolución aprobada por el 
Sr. Ministro de Hacienda el 15 de Enero de 1889 (Diario Oficial número 7670-7671^ 
"cuando á un Registrador se presente un título de minas expedido en virtud del arti- 
culo 20 de la ley 392 de 1875, procederá de acuerdo con el artículo 2,670 del Código 
civil (para registrarlo). Pero si el primitivo título no hubiere sido registrado, desde ift 
fecha de su expedición se contará el término para registrar el nuevo título con el fitt 
de saber los derechos que deben pagarse." 

(1) El Sr. Ministro de Hacienda resolvió el 22 de Diciembre de 1888 (Diarto Ofi^ 
ciál N^ 7,680-7,681) que á los denunciantes de minas no se les adjudicarán gratuita- 
mente las 500 hectáreas de que se trata; que el derecho que tienen es el de ser preferi- 
dos en la adquisición de éstas; pero á cambio de títulos de concesión ó a título de^ 
cultivo. E.S decir, que ó tienen, que comprarlas con títulos de concesión, ó ganarlas» 
como cultivadores. 
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forn;aii los artículos 2 y 11 de la ley 38 de 1887, y derogan el articnlo 8 
do la misma ley, el cual exigía qne el denunciante hiciese en la mina las 
exploraciones necesarias para persuadir al comisionado para dar la pose^ 
sión y á los peritos que en ésta intervienen, de que el metal denunciado 
se encuentra realmente en el terreno. 

El Presidente de la República, seguramente en virtud del número 
3? del artículo 120 de la Constitución, expidió el Decreto número 761 de 
7 de Diciembre de 1887 "sobre minas**, reglamentario del Código de la 
materia, ó del procedimiento administrativo de ésto. El Decreto, que 
consta de 57 artículos, contiene disposiciones acerca de los avisos de las 
minas, do la medida y posesión de éstas, para lo cual da varias reglas, de 
algunos deberes de los denunciantes, del pago de los impuestos respe- 
tivos, de los títulos y de otros puntos. Citaremos sólo dos disposiciones. 
Según el artículo 27 "los Gobernadores de Departamento no desecharán 
los denuncios que se hagan, aunque crean que los denunciantes no tie- 
nen derecho de hacerlos. Los que quieran impugnar los derechos de lo8 
denunciantes, deben oponerse á la posesión, á fin de que sea el Poder Ju- 
dicial quien resuelva sobre los derechos de los particulares." En confor- 
midad con el artículo 46 los títulos de minas deben principiar por esta 
expresión: Título de mina de en letra clara y bien legible, como tam- 
bién debe ser la del resto del documento. 

1888. — Ley 14 de 3 de Febrero ^'adicional á las de minas." Consta 
de 7 artículos. El I* establece un impuesto de 5 pesos por cada deiiun- 
ció de minas. El 3.^ dispone que por cada mina de piedras preciosas, se 
paguen 5 pesos anuales. El 4?, que por las de aluvión, á razón de 5 pesos 
por cada 25 kilómetros cuadrados. Según el artículo $.• por las minas de 
sedimento y por las que se encuentren en capas, so debe un impuesto do- 
ble del que señala el artículo 4.** Acerca de estos impuestos, la ley haco 
otias indicaciones. 

Observaremos por último que aunque el Departamento de Pa- 
namá debe administrarse con arreglo á leyes especiales [artículo 201 
de la Constitución], allí rigen las mismas leyes de minas que en el 
resto de la República de acuerdo con el artículo 1.^ de la ley Í3 de 20 do 
Octubre de 1888. 

• • 

^ O estará por demás hacer una relación de las rejsolucíones queso 
han dictado acerca de la inteligencia de algunas disposiciones del Código 
de Minas j de las leyes que lo modifican. Para que sea completa no omi- 
tiremos ni las citadas antes. 

I. En 18 de Junio de 1887 se resolvió que no había impuesto do avi- 
sos. (Repertorio Oficial de Antioquia, número 118) Veáse la nota núme- 
ro 3 de la página 185. Esta resolución no se publicó en el Diario Oficial. 

II. Interpretación del artículo 1.* de la ley 75 de 1887, Resolución 
del Ministro de Hacienda de 22 de Diciembre de 18ííS [D. O. números 
7ÍÍ80-7681.J Véase la nota número 1 de la pág. 18C eu que se explica dicha 
resolución. 

III. Manera de registrar nuevos títulos de minas. Resolución del 
Gobernador de Antioquia,aprobada por el Ministro de Hacienda el 15 de 
Enero de 1880 [D. O. números 7,070-7,071] En la nota número 3 pag, 
iSO se manifiesta el contenido de csn roFolución. 
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IV. Resolución del Gobernador do Antioquia, aprobada por el Mi- 
nistro do Gobierno el 25 de Abril de 18S9 [D. O. n? 7776] en que se dis- 
pone que en los términos para el registro se cuentan los días feriados. 

V. Resolución del Ministro de Gobierno de 21 de Septiembre de 
1889 [D. O. números 7,807-7,888] en que se dispono que del término 
para el registro se deducen las distancias siempre que éste se verifique 
en el libro l.o de Registro. 

VI. Resolución del Ministro de Fomento de 2 do Majo do 1889 [D. 
O. número 7,791] en que se establece que las disposiciones de los Gober- 
nadores en asuntos de minas son revocables ó reformables j>or el Go- 
bierno. Veáse la nota número 2 de la página 185. 

VIL Resolución del Ministro de Fomento de 24 de Mayo de 1889 
[D. O. números 7,811-7,812] en que se establece que la distribución de 
acciones hecha en el denuncio puede variarse. 

VIH. Resolución del Ministro de Fomento de 11 de Junio de 1889 
[D. O. número 7,817] sobre lo que es exceso de una mina. Veáse en se- 
guida la resolución número XIX. 

IX. Resolución del Gobernador de Antioquia aprobada por el Minis- 
tro de Fomento el 6 de Septiembre de 1889 {Repertorio Oñcial de Antio- 
quia, número 321) en que se dispone que los filones nuevos descubiertos 
en terreno adjudicado, se consideran, para denunciarlos, como de anti- 
guo descubrimiento; y que los Alcaldes deben recibir los avisos en cual- 
quier hora y punto en que se les den. Esta resolución no la hemos halla- 
do publicada en el Diario Oficial. 

X. Resolución del Ministro de Hacienda de 7 de Septiembre de 1889 
[D. O. número 7,876] en que se dispone que cuando no so expida un tí- 
tulo do minas, se devuelvan al denunciante los derechos de título. 

XI. Resolución del Gobernador de Antioquia, aprobada por el Minis- 
tro de Fomento el 16 do Septiembre de 1889 (D. O. números 7,887- 
7,888) en que so dispone que no deben dejarse transcurrir 60 días des-, 
pues del segundo pregón del edicto para citar á los últimos poseedores de 
una mina. Esta resolución se relaciona con los artículos 358 y 359 del 
Código de Minas. 

XII. Resolución del Ministro de Fomento de 31 de Octubre de 1889 
(D. O. número 7,926) en que se dispone que no es válido, para los efec- 
tos del artículo 3.' de la ley 38 de 1887, el permiso dado para denunciar 
uña mina de aluvión, por quien no sea díieño del terreno cultivado ó des- 
tinado para la ganadería, donde esté situada. 

XIII. Resolución del Ministro de Fomento de 4 de ISToviembre do 
1889 (D. O. número 7,925) acerca de la ejecución del artículo 5 de la ley 
38 de 1877 en que se establece que corresponde á los Alcaldes dar cum- 
plimiento á dicho artículo; que no es juicio de policía lo que se practica 

Í)ara cumplirlo; y que el Gobierno puede revocar las disposiciones sobre 
a materia. 

XIV. Resolución del Gobernador de Bolívar, aprobada por el Minis- 
tro de Fomento el 9 de Enero de 1890 [D. O. número 7,969] según la 
cual las minas de carbón que estén en terrenos baldíos sólo pueden be- 
neficiarse por cuenta de la República, y las que estén en terrenos apro- 
piados corresponden á los respectivos dueños, y no se hallan, por lo tanto, 
en el mismo caso que las de oro, plata, platino &* 

XV. Resolución del Sr. Ministro de Fomento de 10 de Enero de 
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1890 [D. O. número 7,969] que dispone que los explotadores dé minas de 
filón en terrenos baldíos que no estén ocupados, con anterioridad á la 
posesión, por cultivadores, pueden impedir la tala del bosque que exista 
«n las pertenencias y en 4 hectáreas adyacentes; que para hacer efectivo 
el derecho que otorga el artículo 1." de la ley 75 de 1887 obteniendo la 
preferencia respectiva, basta hacer la solicitud de adjudicación ante el 
Gobernador; y que en los baldíos ocupados por cultivadores los explota- 
•íleres de minas, gozan de las servidumbres establecidas en favor de éstas 
por el Código de Minas. 

XVI. La resolución del Ministro de Fomento de 25 de Junio de 1890 
[D. O. número 8,119] declara que se asegura permanentemente la pro- 
piedad de las minas pagando 20 anualidades según el ai^tículo 45 de la 
ley 292 de 1875, pero siempre que se establezcan trabajos antes de 8 añog 
contados de la fecha de la adjudicación, y que no se suspendan por más 
do 8 aflos. 

XVII. En resolución de 17 de Julio de 1890 [D. O. Ns. 8,142-8,143] 
el Sr. Ministro de Gobierno establece que los títulos de minas cuando so 
protocalizan deben pagar los derechos de registro que se señalan en la 
primera parte del ordinal 10, del artículo 4.® de la ley 34 de 1887. 

XVIII. El Sr. Ministro de Fomento resolvió el 19 de Agosto de 
1890 [D. O. muneros 8,159-8,160] que si una mina se divide entre va- 
rios individuos, cada uno de éstos sólo tendrá obligación de pagar el im- 
puesto correspondiente á la respectiva porción de mina, según las dis- 
posiciones legales. 

XIX. El Sr. Ministro de Fomento aprobó el 19 de Agosto de 1890 
una resolución del Gobernador de Antioquia [D. O. numeroB 8,159- 
8,160] en que se dan reglas para medir excesos de minas á continuación 
ó como segregación de otras ya tituladas; en que se dispone que se en- 
tiende por repetir gratis una posesión conforme al inciso 4." del artículo 
14 de la ley 292 de 1875, devolver los derechos respectivos, ó no cobrar- 
los si se repite por los que en ella intervinieron; y en que se establece que 
los motivos do impedimentos y recusaciones de los empleados del orden 
administrativo son, en materia de minas, los mismos que para los fun- 
cionArios del Poder Judicial reconoce el Código Judicial. Veáse la reso- 
lución anterior número VIII. 

XX. Resolución del Sr. Gobernador de Antioquia aprobada por el 
Sr. Ministro de Fomento el 2G de Septiembre de 1890 (D. O. número 8,198) 
en que se declara que los dueños de una mina de filón pueden abrir túne- 
les fuera de los límites de aquella, y aprovecharse de los que ya estuvie- 
ren abiertos fuera de su propiedad, con el exclusivo objeto de explotar 
más fácilmente su mina, desaguarla y ventilarla, previa la caución que 
la ley civil señala para el pago de perjuicios, á juicio d© peritos que el 
Alcalde nombre. Esta resolución se funda en los artículos 40 y 47 de la 
ley 292 de 1875. 
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LETES PENALES [*| 

i; Antecedentes. — Las Siete Partidas y la Komsima Recopüaeión. Recopilación 
de Indias,—']!, DBREcno Nacional. ' Ztf¿^g« de 1821, 1824, 1825, 1830 y 1833» 
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1858,1869,1860,1862^1863 7 1871. Código Penal de 1873. Leyes de 1886. Código 
Penal de 1887. Leyes de 1887 y 1888. 
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No vamos á tratar del Derecho Penal que rigió en la Nación duran- 
te el Gobierno español, haciendo un examen detenido de el, sino simple- 
iQonte á dar una idea general de las penas con que se castigaban los de- 
litos, de las cuales, como se sabe, algunas eran no sólo injustas, sitio has- 

(*) Ajunque el asunto de esto libro son las leyes sustantivas del Derecho privado» 
hemos creído conveniente agregarle el presente capítulo relativo á las leyes penales 
que corresponden al Derecho público interno, lo mismo que los capítulos sobíe ex- 
propiado» y terrenos comunes y alguno otro que también pueden calificarse como 
correspondientes á aquel Derecho, en atención á su importancia y á que las leyes pe- 
nales pueden considerarse y son realmente la sanción legal que so aplica á los qiic 
violan, entre otitos, los derechos civiles de los ciudadanos. 

Nos parece oportuno hacer una clasificación del Derecho en su acepción de con- 
junto de leyes de cierta especie, pues es sabido que esa palabra tiene varias significa- 
ciones. 

Atendiendo á la naturaleza del objeto del Derecho, la clasificación científica de 
éste debe partir de la índole de las relaciones á que se refiere: cuando se refiere á to- 
das las Naciones que forman la gran sociedad humana, puede dettotninarse interrM' 
cional; cuando se refiere á cada Nacióti considerada por sí sola, puede llamarse na- 
eionál. 

I 

DERECHO INTERNACIONAL 

Comprende las leyes que reglan kis relaciones de las Naciones entre sí, ó que re- 
suelven cuál sea la autoridad extraterritorial de las leyes en los casos en que la perso- 
na de un individuo ó sus bienes ó sus actos se hallen en relación con leyes de diferen- 
tes países. Se divide en Dereclu) internacional publico y Derecho intej'nuctonal privado, 

* 

DERECHO INTERNACIONAL PÚBLICO 

Es la colección de las leyes ó reglas generales de conducta que las Naciones ó 
ÍJstados deben observar entre sí para su seguridad y bienestor común. (líello). 

DERECfiO INTERNACIONAL PRIVADO 

Es el que establece los principios que deben determinar la ley que ha de aplicarse 
para regular lastrelaciones recíprocas entre subditos de Estados diferentes, ó que de- 
ben regir las relaciones y los actos jurídicos, que se desarrollan ó se han verificado en 
iel territorio sujeto al: dominio de otra Sobei'anía. (Fiore). Este Derecho puede ser ci* 
Víl>* comereial, judicial ó penal, según la relación á que se refiera. 
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ta crueles y bárbaras (1), como fruto de épocas en que tan importante 
Derecho se encontraba en la infancia. En el Nuevo Eeino d^e Granada ri- 
gieron las leyes generales de España sobre el particular, y además las 
disposiciones especiales de la Eecopilación de Indias. 

Las Siete Partidas después de considerar como delitos (tit. 1.* de 
ia P. 7.*) '"los malos fechos que se fazen á plazer de la una parte, et á 
daño et á deshonra de la otra", clasifican las penas en siete especies: 4 
mayores y 3 menores. Las primeras eran: la de muerte ó perdimiento de 
miembro; la-de trabajo perpetuo en los metales ó labores del Rey; la de 
destierro perpetuo á isla ú otix) lugar cierto, con ocupaoi<Sn de todos los 
bienes; y la de perpetua prisión, que sólo podía darse al siervo, según di- 
ce la ley, porque la cárcel no es para castigo de los presos sino para guar- 
<1 arlos hasta que sean juzgados. Las tres menores eran : la de destierro 

II 

DERECHO NACIONAL 

Comprendíí las leyes positivas de cada Naeióu y se divide en público interné y pri- 
ixido. 

* 

DERECHO PÚBLICO INTERNO 

Es el que re^la las relaciones de los individuos con el Estado. Comprende: 

Derecho político ó constitucional. El conjunto d-e reglas que determinan las relacio- 
nes del Gobierno con los gobernados, la división de los poderes, las relaciones esta- 
blecidas entre éstos por la Constitución, los derechos primordiales garantizados á loa 
ciudadanos, y las condiciones bajo las cuales los miembros de la Nación tienen el goce 
y el ejercicio de estos derechos. (Pradier-Fodéré). 

Derecho adminhtratiw. El conjunto de reglas por las cuales se rigen los derechos 
de los particulares, ea cuanto concierne á la acción administrativa. Kige los derechos- 
respectivos y las obligaciones mutuas de la administración y de ios administrados. 
(ib.) 

Derecho penal 6 criminal. El conjunto de reglas que determinan en qué casos, y 
según ciertos procedimientos, qué ponas ha qttcrído el Legislador impoxHsr por la vio- 
lación de las leyes (ib), 

* * 

* 

DERECHO PRIVADO 

Es el que regla las relaciones de los individuos entre sí. Comprende: 

Dereclw civil. El conjunto de disposiciones que reglan el estado de la famiKa, li- 
gando á ella la distinción de lo mío y lo tuyo (ib.) 

DerecJio comercial. Ramo del Derecho privado que determina especialmente las 
relaciones de los comerciantes, vistos como tales, sea entro sí, sea con relación á los 
nó comerciantes (ib. ) 

Dereclio proeedimenial. El conjunto de reglas que trazan á los individuos el camino 
que deben seguk, ó los medios que deben emplear, para hacer valer en juicio sus de- 
rechos (ib.) 

Cada asunto que en el Derecho privado se desprenda del Derecho común, que-.es 
el civil, para tratarlo separadamente, será una nueva rama de aquel Derecho. Tafl «s 
el Derecho de minas &¡. » 



(1) La infame sentencia contra los comuneros Galán, Ortiz, Molina y Alcantttz, 
que puede leerse en 'Los Comuneros" por D. Manuel Briceño (pág. 175), es u^a de 
las muchas pruebas que pueden citarse de la iniquidad de las leyes peíales antiguas 
de España. 
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perpetuo á isla sin confiscación de bienes; la de infamia, privación drf 
oficio, ó suspensión temporal en el uso de él; y la do azotes, heridas y 
deshonra pública, poniendo al reo en la picota, ó al sol desnudo y unta^ 
do con niiej, para que le picasen las moscas. 

La Novísima Ebcopilación reconoció la clasificación de las penas 
én corporales y no corporales, y suprimió el carácter de perpetnas que al- 
gunas tenían reduciéndolas todas á temporales. [Leyes T. y 8.", tit. 40, 
lib. 12]. 

La pena capital ú ordinaria se prodigó mucho en las leyes españo- 
las. Con ella se castigaban hasta hechos que, por malos ó ¿bsurdos qué 
sean, nada tienen de delitos, tales cómo la predicción de lo que está 
por venir hecha por adivinos, sorteros ó hechiceros, si es que los hay (le- 
yes !.• y 3.% tit. 23-, P. 7.% y leyes 1.* y 2% tit, 4.% lib. 12, Nov. Eec), y 
la apostasía (ley 7% tit. 24 y la 4.% tit. 25, P. 7.^) La pcha capital contra 
los adivinos se conmutó por la práctica de los Tribunalies eü la de azotes 
á los hombres, y en la de sacar emplumadas y encorazadas á las mujeres, 
líespecto de los apóstatas cuando arrepentidos volvían á la fe, eran libres 
do estia pena y de la de confiscación que casi siempre la acompañaba; pero 
de acuerdo con la ley 5% tit. 25, P. 7^ quedaban infamados para siem- 
})re y por lo mismo no podían ser testigos, ni haber oficio y lugar hon- 
rado, ni otorgar testamento, ni ser herederos, ni hacer venta ó compra j 
ni dar ó recibir por donación. 

Si semejantes hechos merecían pena capital, nada tiene de extraño 
que con la misma se castigase, entre otros muchos criminales, á los trai- 
dores (L. 2.% tit. 2.*», P. 7.*); á los monederos falsos [L. 9, tit. 7.% P. 
7.*]; á los asesinos (L. 3, tit. 27, P. 7*); á los calumniadores en ciertos 
casos [L. 8, tit. 6?, P. 7*]; á los sodomitas (L. 2% tit 21, P. 7.*^); á los 
salteadores de caminos, á los piratas ó corsarios, á los que hurtaban co- 
sa santtt de lugar religioso, á los ladrones que entraban por fuerza en las 
casas (L. 18, tit. 14 P. 3*); á los forzadores de mujer virgen ó viuda de 
buena fama ó casada ó religiosa. (L. 3, tit. 20, P. 7.*) &.•* 

La pena de muerte se ejecutaba en épocas remotas por medio del 
fuego, la saeta ó la decapitación. La decapitación, que consistía en cortar 
la cabeza al reo, se practicaba con las personas distinguidas por reputar- 
se menos indecorosa que las otras. La especie de muerte acostumbrada 
después fue la de horca, la de garrote y la de arcabuceo: la de horca para 
los plebeyos; la de garrote para los nobles, y la de arcabuceo para los mi 
litares. La primera Se reputaba infamatoria; pero nó las otras dos. Los 
.nobles iban al sepulcro én bestia de silla; los plebeyos en bestia de albar- 
da; y los militares á pie. 

Acerca dé algunas de las demás penas haremos unas pocas observa- 
ciones. Con la pena dfe mutilación se castigaba á los que denostaban í 
Dios ó á Santa María, á quienes se les señalaba con fierro caliente en los 
bezos, ó se les cortaba la lengua, ó la maño (Leyes 4.' y 5.% tit. 28, P. 
7.') Además se les aplicaban otras penas como la de pérdida de parte de 
su hacienda y la de azotes. 

La pena de infamia, que todavía reconocen nuestras leyes, es la pér- 
dida ó lesión del honor y reputación, ó sea el descrédito, abominación 6 
mala fama en qne cae alguno por su mal obrar [Proemio y ley 1% tit. 6.% 
P. 7.»] La infamia, según esta ley, nace del hecho ó del derecho. La pri- 
knora la mipone la opinión de los hombres sensatos, la segunda la ley. Es^ 
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Tba viene ó sólo de la le"^ 6 bien dimana de una sentencia condenatoria* 
Por ministerio de la ley onin infames, entre otros, la mujer sor])rcndida 
en adulterio, la viuda que se casaba ó vivía Injuriosametite dentro del 
aHodel luto, pero esta infamia fue abolida por la ley 4", tit. 2.\ lib. 10, 
Nov. Rec, los alcahuetes, los que lidiabnn por precio con otros hombres 
ó con animales bravos, los usureros, los abogados que descubrían los se- 
cretos de su parte y el Juez que á sabiendas daba sentencia injusta. Por 
sentencia eran infames los traidores^ falsarios,* adúlteros, él condenado á 
indemnizaciones por dolo como administrador do tutela ó curaduría, el 
que hubiera sido castigado léon pena de azotes ú otrii pena pública, y 
'otros. (Leyes "3.'' y 4% lib. G.°, P. ?^ leyes 0, 1Í y 14, tit. G.% ley 24, tit. 
22. P. 3.»j leyes 17 y 19, tic. L°, P. 7.'^ y ley 2.», tit. 20, lib. 12, Ñov. Rec. 
y ley 5*, tit. 6^, P. 7>) El que incurría en infatóia, fuese de hecho ó de 
derecho, no poV eso perdía la hidalguía ó nobleza, que se consideraba co- 
mo calidad inherente al linaje y no á la persona; pero perdía el ejercicio 
Üe sus prerrogativas y exenciones. El infamo no podía ser Juez, Conseje- 
ro, abogado, asesor, relator, escñbano, acusador ni testigo; pero sí pro- 
Vjurador ó inandatario, tutor testamentario y Juez arbitro, y tener oficios 
ó cargos que le fuesen gravosos á él y beneficiosos al Rey ó al común de 
«Igún Concejo. (Loy 8.% tit. 16, P. 3.% ley 2.% tit. 1.", P. 7.* &.•) 

La pena de azotes no se imponía á los nobles sino á personas de ba- 
ga condición, especialmente en e\ caso de robo ó de escalamiento de cár- 
cel. Se ejecutaba paseando al delincuente montado en un burro por las 
calles públicas, y dándole en cada esquina cierto número de golpes con 
un instrumento de cuero en las espaldas descubiertas, hasta completar el 
total de azotes respectivo que generalmente era de 200. Esta pena, que 
casi siempre iba acompañada dó otras y que infamaba al reo, no delDÍa 
aplicarse de manera que éste mutiesc ó quedase lisiado. Respecto de la 
'curiosa pena d^ heridas hallamos un caso en la ley 14, tit. 9, P. 7, que 
dispone que si un siervo hace tuerto ó deshonra á otro hombre, "tonudo 
^8 el señor de lo meter en mano do aquél á quien fizo la deshonra, que 
lo castigue con feridas, de manera que lo non mate nin lo lisie." 

El duelo, combate regular entre dos personas, precediendo reto ó 
'desafío, era permitido por las leye? de Partida. Los títulos 3.° y 4.' de la 
Partida 7.*, explican la manera de hacer el reto ó desafío y el duelo, in- 
dicando quién podía hacerlo, ante quién, en qué lugar, por qué causas^ 
con qué formalidades y en qué pena incurría el vencido. Una ley de los 
Royes católicos, publicada en Toledo en 1480 lo prohibió absolutamente, 
castigando con pen'as severas á los que lo provocaban y aceptaban, y con 
la do muet'te al retador si mataba ó hería á su adversario. Aunque poste- 
riormente se hicieron variaeiones en cuanto á esas ponas, el duelo quedó 
prohibido xl^finítivamente desde aquel año. 

En la imposición de las penas debía tenerse consideración: I."» A la 
persona del reo, pues mayor castigo correspondía al siervo que al libre, 
al villano que al hidalgo, al mancebo que al viejo y mozo. El menor de 
10 años y medio no merecía pena alguna, y al menor de 17 se le debía 
minorar la correspondiente á los mayores. 2.* A la persona ofendida j 
pues siendo padre, señor, superior ó amigo del reo, éste merecía más pe- 
na. 3. o Al tiempo y lugar del delito. Así es que el ejecutado de noche 
merecía pena más grave que el hecho de día ; y mayor el cometido en 
iglesia, casa real, audieacia do Juez, ó casa de amigo, que ci que so eje- 
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cataba en otro paraje. 4 ^ Al modo de la ejccncióa del delito. Con más 

rigor s- castigaba ei iíomicidio á traición ó aleve, '^líe el ocmrido en riña 
ó en otra forma, y más el robo que el hurto. 5.* A la mayor ó menor gra- 
vedad del delito para que la pena fuese proporcionada. 6.* A las circnns- 
taiieias del delincuente. De modo que siendo pecuniaria la pena debía 
ser menor para el pobre que para el rico. Las penas se ejecutaban en pú- 
blico, pregonándo.^c los dclitf^s al mismo tiempo, para que sirviesen de e.s- 
caiTniento. (Leyes S^ y 11, tit. o], P. 7.') 

Recopilacióx de Indias. El libro séptimo trata de asuntos rela- 
cionados con el Derecho Penal, resfueltus ex|»resam'jnte para las colonias 
americanas. Dicho libro está dividido en 8 titulos, los cuales se subdivi- 
den en leyes, que no vienen á ser otra cosa que cédulas expedidas por 
los Monarcas españoles. El título 1.% (jue codí prende 29 leyes, habla *'de 
los pesquisidores y jueces de comisión*'; el título 2.° ''de los juegos y ju- 
p^adores" (7 leyes); el título '¿P *'de los casados y desposados en España 
é Indias que están ausentes de sus mujeres y esposas'' (9 leyes); el título 
4.°, "de los vagabundos y gitanos" [5 leyes]; el título 5.^ "de los mula- 
tos, negree, berberiscos é hijos de indios*' [29 leN'es]; el título 0.^ "de las 
cárceles y carceleros" (23 leyes); el título 7.* "de las visitas de cárcel" 
[21 leyes]; y el título 8.° "de los delitos y penas y su aplicación", que 
comprende 28 leyes, de ks cuales mencionaiemos unas pocas después de 
advertir qae la mayor porte tienen pur objeto ordenar que en las Indias 
se aplicasen las penas impuestas á los delitos por las leyes generales de 
España. La ley 5.* manda que la pena del marco contra los amanceba- 
dos y las pecuniarias, se duplicasen en las Imlias en ciertos casos. La ley 
9 prohibe que ninguna persona pueda llevar consigo estuque, verdugo ó 
espada de mas de cinco cuartas de vara do cuchilla. La pena pura los qne 
violaban esta ley por i)riniera vez, era de 10 ducados, 10 días de cárcel y 
l)érdidíí, del arma; por la segunda el doble de dicha pena y además un 
año de destierro. La ley 10 permite que los indios pudiesen ser condena- 
dos í1 servir en los conventos ó en ocupaciones públicas, pero no en las 
particulares. La pena con que generalmente se les castigaba era la de 
azotes. Xo podía imponérseles la de galeras. La ley 11 dispone que los 
individuos condenados á éstas, fuesen enviados á Cartagena ó Tierra fir 
me. La ley 14 prohibe que losíícntiles liombres fuesen condenados á ga- 
leras. Agregaremos que según la ley 11, tit. 10, del libro G.° los delitos 
contra los indios debían ser castigados con mayor rigor que los cometidos 
contra españoles. 

Xo concluiremos sin observar (jue de todos los Códigos españoles, 
sólo las Partidas establecieron e) tormento como medio de descubrir los 
delincuentes [Tit. 30 de la Part." 7."J La 1.* ley de dicho título dice 
que las maneras do dar tormentos eran varias; pero las principales dos: 
**la una so face con feridas de azotes; la otra es colgando al home que 
quieren tormentar de los brazos, et cargándol las espaldas et las piernas 
de lorigas ó de otra cosa pesada." No podían ser atormentados: los me- 
nores de 14 años; los caballeros, bajo cuyo nombre se entendían los sol- 
dados; los maestros de las leyes ó de otra ciencia; los Consejeros del rey 6 
del concurso de algiin pueblo, ni sus hijos siendo de buena fama; la 
mujer preñada, y los nobles. [L. 2." tit. 3.** P. 7.*] No solamente se da- 
ba tormento á los reos, sino también á los testigos que el Juez veía va- 
riaban en sus dichas maliciosamente (L. 8, tit. 30 P. 7."]; y no sólo á los 
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testigos que so coiifcnidecíaii, sino también á los que teniendo la taclia de 
infamia, no eran aptos pura dar testimonio eu una causa. 



DEEECHO NACIONAL 

1821. — El cambio político que se verificó en la Nación á consecuen- 
cia de la guerra de emancipación, tenía que modificar tácitamente cier- 
tos principios del Derecho Penal espafiol que establecían diferencias in- 
justas entre los delincuentes á causa de la condición social de éstos. Ga- 
rantizados por la Constitución de 1821 la libertad y seguridad persona- 
les, el domicilio y la correspondencia, la propiedad, el derecho de aso- 
ciación y de petición y, sobro todo, la igualdad de todos los ciudadanos, 
desaparecieron virtuaimento los privilegios y distinciones de nobleza que 
tanto influían legalmente en el seguimiento de las causas y aplicación 
de las penas. La Independencia estableció como esencial en el Derecho 
Penal, lo que nunca debe faltarlo para ser justo: la igualdad de todos 
ante la Ley. Dicha Constitución, además, suprimió la absurda y bárbara 
pena de la coníiscación de bienes. 

La Constitución estableció también la prensa libre, pero responsa- 
ble, y la ley de 17 de Septiembre de 1821 (L. 3, P. 3, T. 2, R G.) **So- 
bre libertad y juicios de im])reuta", en su título 2? señaló las penas en 
que incurrían los que cometían abusos por modio de la prensa. 

Citaremos además la ley de 17 de Septiembre de erte año (L. 23, P. 
S, T. 2, R. G.) que extinguió para siempre el Tribunal de la Inquisición, 
dejando á los Arzobispos y Obispos la jurisdicción eclesiástica y pura- 
mente espiritual que estaba á cargo de dicho Tribunal. De esta ley he- 
mos hablado en otros capítulos. 

1824.— La ley de 15 de Julio (L. 2, P. 1.% T. 7, R. G.) que deter- 
mina las funciones, deberes y emolumentos de los empleados consulares 
y agentes comerciales, en su artículo 17 dispone que si un Cónsul, Vice- 
cónsul ó Agente comercial concediere pasaporte, ó diere otro documento 
certificando que un extranjero es ciudadano de Colombia, sabiendo que 
no lo es, será condenado á una multa que no baje de 200 pesos ni exce- 
da de 1,000, y depuesto de su empleo. Esta ley consta de 18 artículos. 

Entramos en estos pormenores, de que pres^^indi remos en seguida, 
para indicar cuáles fueron los primeros pasos que dio el Derecho Penal 
entre nosotros, aun en puntos de poca importancia. 

1825.— La ley de 18 de Febrero de este año (L. 11, P. fi.% T. 1.% R. 
G.) establece penas contra los que se emplearan en el tráfico de esclavos 
de África. (2) Castiga con la muerte á los comandantes, pilotos y mari- 
neros de buques nacionales que en alta mar, ó en cualquiera de los puer- 
tos que están bajo la jurisdicción de la Eepública, se encuentren llevan- 
do personas extraídas de África como esclavos; y á los mismos empleados 

(1) Fue derogada por ley de 7 de Marzo de ISHG. 

(2) Esta ley caducó por Imberse extinguido la esclavitud cu ley de 21 de Mayo ile 
IS^l. Véase el capitulo I sobre esclavitud. 
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de buques extranjeros que se ocupen en trasportar esclavos á los puertos 
de la República ó en comprarlos y venderlos^ en éstos. Esta ley consta de 
G artículos. 

1830.— El Decreto de 2 de Marzo (L. 21, P. 3, T. 2, R G.) en so ar- 
tículo único dispuso que el militar que con alevosía, premeditación ó^ca- 
so pensado, matare d otro ó le hiriere, si resultare la muerte, será pasa- 
do por las armas: si de la herida no vcsultare la muerte, pero fuere gra- 
vo y hubiere mutilación de miembro ú otro daño de consideración, su- 
frirá el reo la pena de lO anos de presidio* Si la herida fuere leve se im- 
pondrá la pena de 1 hasta 5 años de presidio. 

1833.— Ley de 3 de Junio '*De procedimiento en las causas por trai. 
ción, sedición 6 rebelión." [L« 5.% P. 3, T. 2, R. G.] No obstante que es- 
ta ley, que consta de 36 artículos, se denomina de procedimiento, el cual 
establece en términos semejantes á los actuales para las causas crimina- 
les en general, señala penas contra los rebeldes. El artículo 26 condena 
á la de muerte **á los que por medio de tumultos ó facciones tomen las 
armas para destruir las autoridades constituidas ó para calnbiar la for- 
ma do Gobierno; á los que tengan comunicación con el enemigo, tumul- 
to ó facción; y á los que acoasejen, auxilien ó fomenten la rebelión, trai- 
ción ó conspiración." El artículo 17 castiga con pena de 5 á 8 años de 
presidio **á los auxiliadores de los revolucionarios, cuyos conatos no so 
hubieren realizado; á los que tuvieren comunicación con ellos; á los que 
sabiendo que se tramaba una revolución no la denunciasen; á los que 
expulsados fuera del país quebrantasen la expulsión, y á los que tratasen 
de seducir á alguno con el objeto de auxiliar á los revolucionarios. '' An- 
ticiparemos que estos artículos fueron derogados por el Código Penal de 
1837. La ley íntegra fue derogada por el Código de procedimiento de 11 
de Mayo de 1848 [L. 2, P. 3j T. 2, Ap. á la K. G.J 

La ley do 10 de Junio del mismo año "Orgánica del Ejercito" [L. 
1% P. 1*, T. 6."* R. G.] en su artículo 74 abolió la pena de palos que se 
aplicaba á los militares. 

1837. — El Código Pexal de este año [Ley de 27 de Junio, L. 1.% 
P. 4, T. 2, R. G.] es el primer conjunto de disposiciones legales que 
merezca el nombre de Código expedido por la República. No pudiendo 
hacer un examen detenido de este Código, que según su último artículo 
— el 919 — debía comenzar á regir ú observarse en toda la República el 
1.** de Junio de 1838, nos limitaremos á dar una ligera idea de su conte- 
nido. Está dividido en cuati*o libros; éstos, en títulos; los títulos en ca- 
pítulos, y algunos de éstos en secciones. 

El libro primero trata "De los delitos y de las penas en general.'' 
Consta de dos títulos, de los cuales el primero contiene "Disposiciones 
preliminares"; y el 2.°, subdividido entres capítulos, habla "Délas penas 
y de su ejecución." De estos tres capítulos el primero se refiere á "dispo- 
siciones generales", donde se clasifican las pecas; el segundo, á la aplica- 
ción de las penas corporales, y el tercero, á la de las penas no corpora- 
les. 

El artículo 1.* define el delito diciendo que "es la voluntaria y ma- 
liciosa violación de la ley por la cual se incurre en alguna pena", defini- 
ción que han conservado los Códigos posteriores así como la mayor par- 
te de las disposiciones del que examinamos. En suma, como observación 
general al libro primero, diremos que está dividido en los mismos títulos 



liFA'ES PENALES 197 

y capítulos que contiene el mismo libro del Código Penal vigente, y qne 
trae las mismas definiciones y muchas de las disposiciones de esta última 
obra en los títulos y capítulos corres])on dientes. El contenido del título 
1/ es exactamente igual en ambos Códigos. 

El titulo 2.** divide, como hoy, las penas en corporales y en no cor- 
porales. Las primeras son: la de muerte; la de trabajos forzados; la de 
presidio; la de reclusión en una casa de trabajo; la de vergüenza públi- 
ca; la de prisión; la de expulsión del territorio de la República; la de con- 
finamiento en un Distrito parroquial, cantón ó provincia determinada j 
la de destierro de nn Ingar ó Distrito determinado. Las penas no corpo- 
rales son: la declaración expresa de infamia; la privación de los derechos 
políticos y civiles, ó de algunos de ellos; la suspensión délos mismos; la 
sujeción á la vigilancia de las autoridades; la inhabilitación para ejercer 
empleo, profesión ó cargo público en general, ó en clase determinada; la 
privación de empleo, pensión, profesión ó cargo público; la suspensión 
de los mismos; el arresto; el apercibimiento judicial; la obligación de dar 
fianza de buena conducta; la multa ; la pérdida de algunos efectos cuyo 
importe »e aplique como multa [artículos 18, 19 y 20]. Es decir, 9 penas 
corporales y 12 no corporales. Estas últimas son exactamente las mismas 
del actual Código. 

En cuanto al modo de aplicar las penas, notaremos que los condena- 
dos á muerte debían sufrir la conocida con el nombre do garrote. Hoy 
son fusilados. El artículo 84 indica la manera de ejecutar esta pena. La 
úe trabajos forzados, que no podía pasar de 16 afíos, se cumplía en los 
puertos de mar ó en las fortalezas. La de presidio sólo podía llegar á 12 
años. La de vergüenza pública, que era la única que llevaba consigo la 
de infamia, se aplicaba en los términos del artículo 51, el cual dispono 
que el reo fuese sacado de la cárcel, atadas las manos, descubierta la ca- 
beza y sobre un jumento para ser conducido á un lugar público donde 
80 le colocaba sobre un tal3lado, atado á un palo, durante dos horas. Los 
declarados infames perdían los derechos de ciudadanía, no podían ser 
acusadores sino en causa propia, ni declarar en juicio, ni ser peritos, ni 
jurados, ni albaceas, ni desempefíar empleos, ni ser herederos, ni legata- 
rios sino de sus ascendientes y descendientes, ni obtener el usufructo do 
los bienes de sus hijos &." (artículo 58). 

En seguida veremos en qué épocas se suprimió la pena de muerte 
para los delitos políticos y para los comunes. La Constitución de 1886 la 
permite para los últimos. Las penas de trabajos forzados y de vergüenza 
pública han desaparecido completamente en virtud de leyes que también 
examinaremos. 

El libro segundo "De los delincuentes, y del modo de graduar los 
delitos y aplicar las penas", está dividido en dos títulos, el 1.° de los cua- 
les trata "De los delincuentes"; y el 2.'' "De las circunstancias que agra- 
van ó disminuyen los delitos y culpas, y del modo de graduarlos y apli- 
car las penas." Así es que los 4 capítulos del título 1." disponen lo con- 
veniente acerca de las personas punibles; de las personas excusables, dis- 
tinguiendo las unag de las otras; de los que responden de las acciones de 
otros; y de los que por la fuga, 6 de cualquier otro modo, pretenden elu- 
dir la pena; y los 3 capítulos del título 2.°, acerca de las circunstancias 
.que agravan ó disminuyen la malicia del delito ó culpa (secciones 1* y 
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2''); de la s:ra<iuaeión de los delitos y culpas y aplicación de las penas; y 
lie li»s rcinciUe'iicias. 

J^-'pi.'üiiiiinciite ohservaromos rG;=pecto del libro segundo que los res- 
);oi3sabÍís de los delitos ios califica en autores, cómplices, auxiliadores y 
cnc-nhridores pnra el efecto de las penas con que debían ser castigados; 
que el artículo 93 establece que tanto los nacionales como los extranjeros 
serííui castigados jior los delitos ó culpas que cometiesen en los casos del 
artículo, y los Agentes diplomáticos de la Nueva Granada serían también 
castigados conforme al Código por los delitos y culpas que cometiesen 
en país extranjero; que al mayor de 70 aílos no podía castigársele con 
las penas de trabajos forzados y presidio ; que la i)ena capital no podía 
aplicarse al menor de 17 aílos así como tampoco las de vergüenza públi- 
ca é infamia (artículos 102 y 103); y que eran excusables el demente, el 
que cometía la acción contra su voluntad y el menor de 7 años, como 
hoy. 

El libro t(?rcero *'De los delitos y culpas contra la sociedad, y de sus 
penaá", comprende doce títulos que tratan de los delitos y culpas contra 
la Constitución,- de los delitos contraía religión; de los delitos y culpas 
contra la seguridad exterior de la República; de los delitos y culpas con- 
tra la tranquilidad y contra el orden ; de los delitos y culpas contra los 
funcionarios ó empleados públicos en el ejercicio de sus funciones, y de 
los que se las usurpan ó los compelen con amenazas; del allanamiento de 
cárceles ú otros establecimientos de corrección ó castigo; de los presos, y 
de los responsables de su fuga; de los delitos contra la salud pública; de 
los delitos y culpas contra la fe pública ; do los delitos contra la moral 
pública; de los delitos y culpas contra la Hacienda nacional ; de los deli- 
tos y culpas de los funcionarios ó empleados públicos en el ejercicio de 
sus funciones; y de los delitos contra la libertad de la imprenta. 

El libro cuarto "De los delitos y culpas contra los particulares, y de 
sus penas", sólo consta de 3 títulos, de los cuales el 1? trata de los delitos y 
culpas contra las personas; el 2.° de los delitos contra la honra, fama y 
trauíjuilidad de los particulares; y el S."* de los delitos y culpas contra la 
propiedad. 

Respecto de estos dos libros observaremos que los títulos están sub- 
divididos en capítulos y la mayor parte de éstos en secciones, las cuales 
tratan especialmente de cada delito para establecer la pena que merecía. 
Bien especificados están los delitos de rebelión, sedición, tumultos, di- 
versas clases de falsificación, perjurio, bigamia, amancebamiento, preva- 
ricación, abusos de autoridad y otros muchos que son asunto del libro ter- 
cero. De los del libro cuarto indicaremos el homicidio, el aborto, heridas, 
raptos, fuerzas y violencias contra las personas, ultrajes, calumnias, inju- 
rias, piratería, robos, hui-tos, quiebras fraudulentas, estafas, abusos de con- 
fianza, incendio &* Especialmente notaremos que el Código consei*vó la 
pena capital contra los rebeldes, pero en casos más graves que los seña^ 
lados en los artículos .2t) y 27 de la ley de 3 de Junio de 1833, artículos 
que quedaron, en consecuencia, derogados. En los delitos comunes dicha 
pena se aplicaba á los asesinos, los piratas, los parricidas, los incendiarios 
en ciertos casos y los salteadores yladrones que de cualquier modo maten 
para robar ó hurtar. La pena de vergüenza pública se aplicaba, entre 
otros casos, en las reincidencias de algunos delitos y culpas cojitra la 
propiedad. 
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Es indudable que el Código do 1837, que se basó principalmente en 
el Derecho iienal írancés, ha servido de fuuilamento á los posteriores do 
la República y de los Estados. Reformas esenciales á sus principios, só- 
lo se le han introducido, en lo general, en cuanto á la supresión de algu- 
nas penas, y á la disminución do otras. Las de;nás reformas se refieren á 
cosas accesorias como definiciones, clasificaciones y redacción. 

1843.— -La ley de 22 de Mayo (L. 10. P. 3.* T. 2.^» R. G.) ^'De pro- 
cedimiento y penas contra las cuadrillas de malhechores" (3 artículos) en 
su artículo IV seRala la pena de niu(?rte para los jefes de las cuadrillas 
que cometieran robos en ciertos casos; en su artículo 2? dispone que á 
los demás cuadrilleros se les apliquen las que indicad Código Penal; y 
el artículo 3." dice que corresponde á los Jueces letrados ^ de Hacienda 
conocer en 1." instancia de las causas por estos delitos. (1) Este procedi- 
miento fue derogado por el Código procedimental de 11 de Mayo de 
1848 (L. 2, P. 3, T. 2, Ap. á la R. G.) 

La ley de 22 de Junio de este año de 1843 (L. 14, P. 6, T. 1", R. G.) 
"Sobre medidas represivas de los movimientos sediciosos de esclavos'^, cas- 
tiga á los que con sus discursos, sujestiones ó consejos provocasen á la 
fugaá algún esclavo, como á cómplices del delito de hurto del valor del 
esclavo; como á encubridores del mismo delito, (x los que diesen asilo ó 
protección al esclavo prófugo; y como á sediciosos á los que invitasen á 
los esclavos á que se sustrajesen á la obediencia de sus amos. (2) 

1844.— La ley de 11 de Junio [L. 6% P. 1.% T. 2% R. G.] **«obre re- 
formas judiciales", en su capíkilo 3.° '^Disposiciones varias", ordena 
[artículo 28] [3] que "el Tribunal que imponga en última instancia la 
pena de muerte, suspenderá la ejecución de la sentencia, y remitirtí los 
autos al Poder Ejecutivo, en el caso de que estime que hay motivo fun- 
dado para la conmutación de la pena ; y esto mismo se hará cuando el 
Poder Ejecutivo así lo disponga." Correspondía á éste, según ía Consti- 
tución de 1843, conmutar la pena de muerte por otra grave cuando hu- 

4 

(1) Haremos una relación de leyes anteriores que se refieren a puntos secundarios 
del asunto que nos ocupa. 

1841.— La ley de 18 de Mayo [L. 2, P. 3.% T. 19, R. G.] "Sobre policía general", 
en su título 3? establece penas contra los que contraviniesen á esta lej, tales como los 
que asistían á sociedades secretas, los que hicieran fijar en parajes públicos impresos, 
manuscritos &.* en que se excitara á la perturbación del orden, los que establecían 
imprenta ó litografía sin avisar al Jefe de policía su nombre y casa donde estaba el es- 
tablecimiento, los directores de teatro que representaban piezas dramáticas sin el per- 
miso respectivo &.* La pena generalmente era multa y prisión. 

1843.— La ley de 19 de Abril [L. 7, P. 4, T. 2, R. G.] permite que cuando la pe- 
na de presidio ó reclusión no pasara de 3 meses, podía, en ciertos casos, cambiarse 
por la de prisión, arreglándose on la graduación y proporción de ésta, á lo dispuesto 
en el capítulo 2.<», tit. 2.», lib. 2 del Código Penal de 1837. 

La ley de 25 de Abril del mismo año de 1842 [L. 13, P. 3.\ T. 2.o, R G.] con- 
tiene disposiciones relativas á la manera de computar á los reos, en el tiempo de su 
condena, la detención por un nuevo delito. No se computaba sino cuando se les ab- 
solvía de éste. 

[2] Esta ley caducó en virtud de la de 21 de Mayo de 18M que abolió la esclavi- 
tud. Acerca del artículo 4." de la ley de 1843 citada, véase el tratado con la Gran Bre- 
taña de 2 de Abril de 1852. 

(3) Este artículo fue reformado por el artículo 42, número 7 de la Couslitución 
posterior.. 
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hiera sníiciento motivo de conveniencia pública para la conmutaci6n [ar- 
tículos 102, número 12, y 117, número 8], 

1845.--LíTi ley de 26 do Abril [L. 1.% P. 4, T. 2.^, Ap. 6 la R. G.] 
reforma el artículo 04 del Código Penal en cuanto á las penfis subsidia- 
rias que debían reemplazar á las de privación ó suspensión de empleo, 
olí cío ó car^o público cuando el condenado yá no desempeñaba éste, y 
hace extensiva á los condenados á reclusión ó prisión, la disposición de^ 
artículo 918 del mismo Código en virtud de la cual á los reos condena- 
dos á presidio ó trabajos forzados que hubiesen tenido conducta ejem- 
plar, podía rebajárseles una parte de la pena [4 artículo$J. 

1846.— El artículo único de la ley de 2 de Junio [L. 3, P. 4, T. 2, 
Ap. 11 la II. G.] reforma el artículo 818 del Código Penal en el sentido de 
variar Lis penas que debían imponerse á los que hurtaban una caballe-r 
ría, un buey, una vaca, ó ganado menor de cualquiera especie que pasa- 
se de cuatro cabezas. La pena que señala para estos delitos es la de pre-: 
BÍdio 6 trabajos forzados, según el caso. 

1847.— Ley de 27 de Mayo [L. 4.% P. 4.% T. 2.o, Ap. á la E. G.] En 
8u artículo adicional al Código Penal, señala penas contra los empleados 
de conreos, colectores y subcolectores que retengan, malversen 6 dispon- 
gan arbitrariamente del todo ó parte de las encomiendas que giran por 
el correo. Las ponas que señala son las de privación de empleo, infamia, 
y de 1 á 6 años de trabajos (orzados. 

1849.— Ley de 31 de Marzo [L. 5.', P. 4.% T. 2.°, Ap. á la R. G.] 
Dispone que cuando de la herida, golpe ó maltrato de obra, no resulte al 
ofendido incapacidad que pasando de 30 días no produzca los efectos del 
articulo 669 del Código Penal, sufrirá el agresor la pena de 9 meses á 6 
aí5os de presidio; pero si la herida se causare con circunstancias de asesi- 
nato, la de 18 meses á 8 años de presidio. Hablamos detenidamente de 
esta ley, adicional á dicho Código, para notar la gran diferencia entre el 
máximo y mínimo de las penas que señala. La ley sólo tiene 2 artículos, 

En el mismo año de 1849 se expidió una ley que introdujo reforma 
sustancial al Código Penal de 1837 en cuanto á las penas: la ley de 26 de 
Mayo [L. 6^, P. 4, T. 2?, Ap. á la R. G.] *^ Aboliendo la pena de muerte 
y otras, en delitos políticos, y la de vergüenza pública en los comunes.'* 
[7 artículos]. Dispone que en los casos de traición, rebelión y sedición, 
en que debían imponerse las penas de muerte, trabajos forzados, presi- 
dio, reclusión, prisión ó infamia, se impondrá la de expulsión del terri- 
torio de la República en la proporción que indica el artículo 1.^ do la 
ley, y que los reos de esos delitos perderán los derechos políticos y civi- 
les; pero conservando el derecho legal de usufructo de los bienes de sus 
liijos, y el hereditario relativamente á sus ascendientes, descendientes y 
colaterales. El artículo 5." dice: ''Queda abolida la pena de vergüenza 
pública." Las demás disposiciones de lo^ ley se refieren á puntos secun- 
darios. 

1851. — Como la ley de 31 de Mayo de este año declaró que era com- 
pletamente libre la expresión del pensamiento y derogó todas las leyes 
sustantivas y procedimentales sobre libertad de imprenta,es claro que en 
ese año desaparecieron las penas con que las leyes anteriores castigaban loQ 
abusos de la prensa. La ley consta de 2 artículos. 

1853. — La ley de 27 de Mayo ''Adicional á las de establecimientos de 
castigo", dice cu su artículo I?: "^Suprímense la pena y los establecí? 
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mieiitos de trabajos forzados. Los individuos condonados Jioy Á aquella 
pena, sufrirán por igual tiempo la de presidio. Los que en adelanté fue- 
ren condenados por delito que tenga señalada dicha pena, sufrirán la de 
presidio por uua cuarta parte más del término correspondiente." Los 
seis artículos restantes de la ley tratan de puntos relacionados con los 
establecimientos de castigo, con excepción del artículo 6. • qu3 dispone 
que en el caso del artículo 2 de la ley de 19 de Abril de 1842, ley citada 
en la nota precedente, los jueces impondrían la pena do prisión por el 
t6rmi»o doble al que corresponda de presidio ó reclusión. (1) 

1858. — Creados los Estados de 1855 á 1857,estps, desde su creación, 
¡tuvieron facultades para legislar en asuntos del Derecho privado. L^ 
lüonstitución de 1858, que fue la primera de la Confederación, en el nú- 
jnere 16 del artículo 15 estableció que era de la competencia exclusiva 
del Gobierno general, *Ma legislación civil y penal respecto de las mate- 
rias que conforme á este articulo (el 15) son de la comj)etencia del Go- 
bierno de la Confederación." Así es que hablando de lo penal, era de la 
competencia de ésta lo relativo á los delitos contra el orden y la tran- 
jquilidad interior de la Confederación (número 4.9), á la falsificación de 
la moneda (númerp 12), y en una palabra, el castigo de la violación de 
los derechos cuyo origen ó garantía estaba en el Gobierno general en 
virtud del artículo 15 citado. 

Habiendo deslindado la Constitución de 1858, la competencia penal 
de la Nación do la de los Estados, se espidió en eso mismo año la ley de 
2 de Junio '^Sobre delitos y penas de la competencia de la Confedera- 
jción.*' Acerca de esta ley, que comprende 9 artículos, diremos que disr 
pone, entre otras cosas, que las infracciones de la Constitución y leyes 
de la Confederación se castigarían con arreglo al Código Penal de 1837 
y á las leyes que lo adicionan; que las leyes procedí mentales anteriores 
¡continuarían vigentes en los negocios de Ja competencia de la Confedera- 
ción; que los delitos políticos que la ley do 26 de Mayo de 1849 castiga- 
ba con la pena de expulsión de la Kepública, se castigarían con la do 
prisión; que habría en la Confederación un establecimiento de presidio y 
otro de reclusión costeados de las rentas nacionales para que en elloaf 
sufriesen las penas los individuos condenados por infracción de la Cons- 
titución y leyes nacionales; y que en las cárceles de los Estados podían 
ser detenidos y arrestadps los individuos contra quienes dictasen orden 
de prisión los Magistrados, Jueces y funcionarios nacionales. 

El deslinde de la competencia penal entre la Nación y los Estados, 
fue también el origen de la ley de 26 de Junio de 1858 "Qobre estable- 
dmÍQntos de castigo", según la cual los que existían sostenidos por la Re- 
pública el 15 de Septiembre de 1857, se dividirían entre tod,os los Estados 
de la Confederación, entregando á cada uno los reos que hubieran sido 
Xíondenados por delitos cometidos en sus respectivos territorios. (Artícu- 
lo 1.*^) Los otros 3 artículos tratan de la manera de pagar los gastos de 
conducción y manutención de los reos, y del establecimiento de peni- 
tenciarias en los Estados del Magdalena y Bolívar. 



(1) Recordaremos que la Constitución de 1858 suprimió la prisión por deudas, y 
MRcionó "la expresión libre del pensamiento; entendiéndose que por la imprenta es 
sin limitación alguna, y por la palabra y los demás hochos, con las limitaciones que 
tCBg^n cslabiecidiis las le}' es." 

19 
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1859. — La ley de 11 do Febrero determinó que correspondía al Pre^ 
sidente de la Coiáederación eonmiitar la pena de nmerte [artículo I.**} y 
que para que pudiese hacer uso de esta atribución, se te pasai^ía el proce- 
80 con el respectivo informe, por el Tribunal que hubiese dietad© la sen- 
tencia do última instancia (artículo 2.^, último de la ley.) (1) 

1880. — Ley de 25 de Abril "S»bre orckn interior de la Confedera- 
ción y reformatoria de las disposiciones penales relativas á los delitos con- 
tra el orden público" (9 artículos). Señala los casos en que ios fnincioua- 
rios de los Estados eran responsables ante el Poder Judicial de la Confe- 
deración, por perturbación de la tranquilidad y del orden general, con- 
fpnne al inciso 4.', artículo 15 de la Constitución, y establece las penas 
em que incurrían en este caso, las cuales, en lo general, eran expulsión del 
territorio de la Confederación, reclusión, multa ó confinamiento. La re^ 
elusión no pasaba de 10 aiios. 

1862. — El Presidente provisional de los Estados Unidos de Colombi» 
on Decreto de 18 de Junio de eaío aik), (ine solo consta de un articulo, 
derogó los artículos 462, 46S y 464 del Código Penal de 1837, artículoa 
que castigan el amancebamiento. 

1863. — La Constitución política de esto ano garantizó la inviolabi- 
lidad de la vida como derecho individual, estableciendo (número 1.% ar- 
tículo 15) que el Gobierno general y el de los Estados se comprometian 
á no decretar en sus leyes la pena de muerte. Quedó, pues, ésta supri- 
mida para toda clase de delitos. Estableció igualmente como garantía 
(número 2.® ib.) que ningún individuo podía ser condenado á pena cor- 
poral por más de diez añcs. Estas dos disposiciones introdujeron Turia- 
eiones sustanciales al Código Penal de 1837. 

1871. — De este año debemos mencionar la ley 22 de 11 de Abril 
^'Sobre policía de las fronteras", que comprende 40 ai'tículos y que aún 
está vigente. Citainsmos algunas de sus disposiciones. 

Según el artículo 1." siempre que en alguna de las Naciones limí- 
trofes de Colombia estén en guerra intestina, y á causa de ésUi pasen al 
territorio colombiano algunas personas con el carácter de asiladas ó emi- 
gradas, les será obligatorio presentarse á la primera autoridad política 
del primer Distrito fronterizo, y manifestarle su nombre y apellido, edad, 
estado, oficio, lugar de donde proceden y el i)unto que elijan pai-a resi»- 
dir. Este no podrá ser á una distancia menor de un miriámetro de la li- 
nea divisoria con la Nación que se halle en estado de guen*a (artículo 3). 

De acuerdo con el artículo 8." los emigrados y asilados gozarán en 
Colombia de completa seguridad en sus personas é intereses siempre qne 
cumplan con los preceptos de la ley, y que no violen la neutralidad del 
territorio colombiano. Se viola en cuatro casos según el artículo 9.": IP 
Si los emigrados no se retiran do la frontera á la distancia que indique 
la autoridad; 2 " Si por sí ó por interpuesta persona hicieren engiinches, 
armamentos ó aprestos de guerra de cualquiera clase que sean; 3." Cuan- 
do remitieren ó condujeren auxilio de armas, municiones ú otros elemen- 
tos de guerra para uno de los bandos beligerantes en la Nación vecina; y 

[1] Según el Decreto del Presidente provisional de los Estados Unidos de Nueva 
Granada, de 20 de Julio de 1861, en éstos quedaban vi^^entes las leyes generales de la 
Confederación Granadina anteriores al !.<> de Febrero de 1859. Por lo mismo, hasla 
ese día nada más rigió la citada y la que le sigue» 
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4.' Cuando el emigrado volviere á pasar la frontera con el carácter de be- 
ligerante ó permitiere que lo verifique alguna de las personas dependien- 
tes de él. La ley establece el procedimiento para cada uno de estos casos, 
y la pena que merece el que se encuentre en alguno de ellos. 

El artículo 21 castiga á los colombianos que auxilien ó ayuden á los 
asilados en la ejecución de los hechos violatorios de la neutralidad men- 
cionados en los números 2? y 3 " del artículo 9.° El artículo 68 de la ley 
57 de 1887 dispone que los colombianos que se hallen en el caso de di- 
cho artículo 21, serán castigados con la pena de 2 á 4 años de presidio. 

El artículo 33 establece que los colombianos que se enganchen para 
ir á servir como militares en alguno de los bandos beligerantes de Na- 
ción limítrofe de Colombia, á su regreso á esta serán juzgados y castiga- 
dos como responsables de delito contra el orden publico. 

1873.— CÓDIGO Peítal de los tístados Unidos de Colombia. (Lev 112 
de 26 de Junio). Este Código, que derogó el Penal de 1837 |L. 1*"?. 4, 
T. 2. R. G.] y que á su vez fue tácitamente derogado por la ley 57 de 
1887 que adoptó para toda la República el Código Penal del Estado de 
Cundinamarca sancionado el 16 da Octubre de 1858, consta de 663 artí- 
culos distribuidos en cuatro libros, cada uno de los cuales está dividido 
en títulos, siibdivididos en capítulos y algunos de éstos en secciones. Da- 
remos alguna idea de su contenido. 

Libro primero, "De los delitos y de las penas en general." Consta de 
tres títulos que tratatiin: el 1.** de disposiciones preUniiuares; el 2.o de 
la división y el asi íi «ación de los delitos; y el 3.* de las penas y su ejecu- 
ción. El título 3.* contiene disposiciones generales en que se clasifican 
las penas, y disposiciones sobre la ejecución de las corporales y sobre re- 
baja de penas y pescripción de éstas. 

Serán pocas nuestras observaciones respecto de este libro así como 
respecto de los demás. Define el delito y la culpa coHao el Código de 
1837; clasifica los delitos en políticos, de responsabilidad y comunes ó 
privados; y divide las penas en corporales y no corporales. Las primeras 
son: presidio, reclusión, prisión, expulsión del territorio de la República, 
confinamiento y destierro de un lugar ó Distrito determinado. Las pe- 
nas no corporales son: la privación de los derechos políticos y civiles, 
suspensión de los mismos, sujeción á la vigilancia de las autoridades, 
privación de empleos, inhabilitación para ejercerlos, arresto, apercibi- 
miento judicial, obligación de dar fianza de buena conducta, multa y 
pérdida de algunos efectos cuyo importe se aplique como multa. La pe- 
na de presidio no podía pasar de 10 aüos, la de reclusión de 8, la de pri- 
sión de 6, la de expulsión de 10, la de confinariiiento de 5, y el arresto de 
2. El condenado á la pérdida de los derechos políticos ó civiles en gene- 
ral, esto os sin determinar cuales perdía, no podía, entre otras cosas, ser 
jurado ni perito, ni elegir ni ser elegido, ni ser empleado como testigo 
en actos civiles, ni ser albacea, tutor ó curador, ni arbitro, ni adquirir 
por titulo de legado ó herencia sino de sus ascendientes ó descendientes. 
Los reos condenados á pena corporal tenían derecho á que se les rebaja- 
se la tercera parte de la pena si observaban buena conducta en el esta- 
blecimiento de castigo y no habían intentado fugarse de éste. 

Libro segundo, "De los delincuentes y del modo de graduar los de- 
litos y aplicar las penas." Está dividido en dos títulos de los cuales el 1.* 
trata de los delincuentes disponiendo cuáles son las personas punibles. 
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las exclusableSy las que rcRponden de las aecionea de otros en cuanto á lo 
eivil, y lo relativo á los casos de fuga ó a aquellos en que se pretendo 
eludir de cualquier modo la pena respectiva. El título 2." trata de las cir- 
cunstancias que agravan 6 disminuyen la malicia del delito ó culpa, de 
la grail nación délos delitos y culpas y de las reiiicideueias. 

Solo notaremos que en ciertos casos se podían castigar los delitos 
cometidos fuera de la República; que los responsables de los delitos eran 
los autores, cómplices, auxiliadores y fautores y los encubridores- de ellos; 
que la pena do presidio no so imponía al mayor de 70 aüos, sino la de re* 
clusión; que al menor de 17 aüos en lugar de la pen» de expulsión cuan- 
do la merecía, debía imponérsele la de confinamiento; y que erdw excu- 
sables el demente, el que cometía el delito cotra su voluntad, y el menor 
de 7 aüos. Al menor de 12 no se lo podía imponer pena; pero se preve- 
nía á sus padres, abuelos ó curadores que cuidasen de él, le diesen edu- 
cación y lo corrigiesen convenientemente. En ciertos casos podía ponér- 
sele en una casa de reclusión. En cada uno de los delitos ó culpas había 
tres grados, y los Jueces para señalar el gi'ado en cada caso, debían aten- 
der á la mayor ó menor gravedad, y al mayor ó menor número de la» 
circunstancias que agravan ó disminuyen el delito. Generalmente al deli- 
to en primer grado correspondía el máximo de la pena; al delito en se- 
gundo grado el término medio del mínimo y máximo, y al delito en ter- 
cer grado el mínimo. 

Libro tercero, "De los delitos y culpas contra la sociedad y sus pe- 
nas." Está dividido en 10 títulos que tratan de los delitos y culpas con- 
tra la Constitución; contra la paz y seguridad exterior de la República;, 
contra la paz y el orden interior, y contra los funcionarios ó empleados 
públicos en el ejercicio de sus funciones; de los delitos de allanamiento,, 
de fuga de presos, de falsificación de monedas y documentos; de los de- 
litos y culpas contra la sociedad doméstica, contra la Hacienda nacional,, 
contra el servicia público, especialmente contra la administración de 
justicia y contra la libertad de imprenta; y de los delitos y culpas de los 
empleados públicos, tales como prevaricación y abusos de autoridad. La. 
pena mayor que se imponía, según este libro, era la de 10 años de presi- 
dio con que se castigaba á los traidores en guerra exterior. Las penas- 
más comunes eran: suspensión de empleo, reclusión y multas. 

Libro cuarto, ^'Delitos comunes ó privados". Dividido en dos títulos^ 
de los cuales el 1.^ trata de los delitos y culpas contra las personas, que 
son: el homicidio, el envenenamiento, el aborto, el incendio, el castra- 
miento, las heridas, el duelo, el rapto y estupro, la compulsión, 6 sea la 
fuerza hecha á una persona para obligarla á otorgar testamento, escritu- 
ra ó contratos, ó (i firmar actos, escritos &.*; el coito alevoso, el ultraje 
é imputación calumniosa, la intolerancia, la exposición ó abandono de 
niños y la ficción de parto y la mala educación. El título 2." trata de los. 
delitos y culpas contra la propiedad que ?on : robo, hurto, robo de uso, 
infracción de privilegios, quiebras, abusos de confiímza, estafas, despojo» 
y otros ataques á las propiedades, y otros daños. 

Notaremos esto. El ultraje (artículo 544) era todo acto ó maltrata- 
miento de obra, no definido en los capítulos anteriores, que en la opi- 
.nión común cauvsaba afrenta, deshonra ó vitciperio, ó que atentase contra 
«1 pudor de una persona, ó manifestase escarnio ó desprecio de la misma.. 
íw]^utaoión cahimniosay era el denuncio ó la acusación de delitos con,tra 
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Una persona, que resultasen del todo infundados y maliciosos, pero qne 
hubiesen sido materia de procedimiento judicial y detención del supues- 
to reo. Eran reos de intolerancia los que pretendían que otra persona 
cambiase de religión ó do culto empleando para ello alguna compulsión 
material como amenazas, y los que perturbasen .4 otra persona en el ejer- 
cicio de su culto. Según el artículo 566 los padres, abuelos ó guardado- 
res que descuidasen la educación de un hijo^ nieto ó pupilo hasta el pun- 
to de que éste vagase por las calles ó los campos cometiendo raterías 6 
haeiendo otros daños, incurrían en la pena de multa y aun en la de 
arresto en ciertos casos. Con estas dos penas se castigaban los otros deli- 
tos mencionados, especialmente con la de multa. 

Respecto del duelo tiene el Código en su libro cuarto disposiciones 
nuevas que compendiaremos. "El duelo ó riña [artículo 509] entre dos, 
mediante arreglos preliminares, si fuere leal y no resultare de él homici* 
dio ni herida grave, se castigará con multa de 200 á 1,000 pesos." Si el 
duelo era leal y resultaba homicidio, el homicida era castigado cou ex- 
])ulsión por 4 á 8 afíos y con multa de 500 á 2000 pesos. Si resultaban be- 
ridas graves, con expulsión por 2 á 4 años y la multa indicad», y cuando 
no eran graves, <ion destierro por 1 á 2 años y dicha multa. Para que el 
duelo se reputase leal era "necesario que lo presenciasen dos testigos á 
lo menos por cada parte, y que la mayoría del número total convenga ea 
que no hubo traición ni alevosía.'' También eran castigados los que asis- 
tían al duelo como testigos ó cirujanos. Si el duelo no era leal, el homi- 
cidio ó heridas que de él resultasen, se castigaban con la pena común. 

Agl^garemos que la pena mayor que permitía la Constitución, ó sea 
la de 10 años de presidio, se aplicaba á pocos delitos comunes ó priva^ 
líos, como éí de parricidio. La mayoría de los graves se castigaba con 2 á 
4 ó G años de presidio ó reclusión. Los leves con arresto, multas ó pri- 
sión &* 

1886. — Después do establecido el sistema federal en la República, se- 
^ún lo hemos dicho antes, las leyes penales do ésta no tenían aplicación 
sino respecto de ciertos delitos; pues casi todos ó la mayor parte eran cas- 
tigados por las leyes de los Estados. Según la Constitución de 1863, ora 
de la exclusiva tíompetencia del Gobierno general la legislación y el pro- 
cedimiento judicial en los casos de presas, represas, piraterías ú otros 
crímenes, y en general, de los hechos ocurridos en alta mar, cuya juris- 
dicción corresponda á la ilación, conforme al Derecho internacional, y 
la legislación judicial y penal en los casos de violación de ese Derecho 
[números 14 y \b^ nrtíeulo 17]. Como la acuñación de la moneda estíiba 
á cargo de dicho Gobierno [número 12, ib] también era de su exclusiva 
"Competencia el castigj de los monederos falsos. Así es (jue el Código Pe- 
nal de 1873, sólo regía en los Tem torios nacionales, que estaban bajo la 
administración directa del Gobierno nacional, y en los casos indicados. 
La unificación de la Legislación decretada en la Constitución de 1886, de- 
bía traer como consecuencia el que los Códigos Penales de los Estados y 
el de la República ñiesen reemplazados con uno, basado, en cuanto á pe- 
nas, en principios diversos en parte á los de antes, de a«;uerdo con la mis- 
ma Constitución. Indicaremos las disposiciones de ésta que establecieron 
•esos principios. 

El artículo 29 dice: "Sólo im|K)ndrá el Legislador la penacíipital pa- 
ra castigar, en los casos que se definan como más graves, los siguientes 
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delitos, jnridicamente comprobados, íi saber: trnioión ala Patria en gue- 
rra extranjera, parricidi'), asesinato, incendio, asalto en cuadrilla do mal- 
hechores, piratería y ciertos <1 el i tos milití'ros definirlos })or las leyes del 
ejército. En ninsrun caso podrá aplicarse la pena capital fnera de los ca- 
sos en este artículo previstos." De acuerdo con el artículo 80 no hahrá 
pena de muerte por delitos políticos Apí es que defíapnreció la prohibu 
ción que establecía la Cimstitnción de 1803 de castigar con esa })ena los 
delitos comunes. Como la Constitución de 1880 no limita como aquélla 
á 10 afios las penas corporales, éstas ])ueden tener v tienen hoy mayor 
duración, ffeneralmeute la establecida en el Código t*enal de 1837. 

El articulo 34 prohibe que se imponga pena de confiscación, y el 23 
establece que en ningún caso podrá haber detención, prisión ni arresto 
por deudas ú obligaciones puramente civiles, salvo el arraigo judicial. 
Como el artículo 42 establece la prensa libre p^ro responsable, son pu- 
nibles los abusos que de ella se hagan en los casos que determina el ar- 
tículo. 

Citaremos otros dos artículos de la Constitución, que no carecen de 
importancia en el asunto que tratamos. 

El artículo 119 establece que corresponde al Presidente de la Repú- 
blica, en relación con el Poder Judicial: **6.^ Conmutar, previo 

dictamen del Consejo de Estado, la pena de muerte por la inmediata- 
mente inferior en la escala penal, y conceder indultos por los delitos })o- 
líticos y rebajas de penas por los comunes, con arreglo á la ley que recu- 
le el ejercicio de esta facultad. En ningún caso los delitos ni las rebajas 
de pena podrán comprender la responsabilidad que tengan loe favoreci- 
dos res|>ecto de particulares, según las leyes. No podrá ejercer esta últi- 
ma atribución respecto de los Ministros del Despacho, sino mediante pe- 
tición de una de las Cámaras legislativas." 

Do acuerdo con el artículo transitorio K "mientras no se expida la 
ley de imprenta, el Gobierno queda facultado para prevenir y reiirimir 
los abusos de la prensa " [1 J 

La ley 56 de 18 de Noviembre de 1886 reguló el ejercicio de las fa- 
cultades conferidas al Presidente de la República por el artículo 119, in- 
ciso 6.** de la Constitución. La ley consta de 9 artículos. 

Como fue expedida antes de la unificacióu de la legisbición y cuando 
todavía estaba rigiendo la de los extinguidos Estados, establece que an- 
tes de dicha unificación, podía pedir la conmutación de la pena de muer- 
te el Tribunal Superior que la impusiese, y que después de aquélla, pue- 
de pedirla la Corte Suprema ó el Tribunal respectivo si no se interpone 
recurso de casación y el reo se conforma con la sentencia. 

Según el artículo 6.° el Presidente de la República dispone del tér- 
mino de 20 días para acordar la conmutación de la pena capital, y en 
conformidad con el artículo 7.® la acordará si el dictamen del Consejo 
de Estado fuere favorable. (2) 

(1) Hizo uso de esta facultad en el Decreto número ItM de 17 de Febrero de 1888 
que todo periódico que se publique tiene obligación de insertar en sus columnas. Has- 
ta ahora no se ha expedido la ley de imprenta. 

(2) El artículo 72 del Código Político y Municipal (ley 149 de 1888) dis^oae que 
cí Presidente puede delegar á los Gobernadores de Departamento la atribución 6.» del 
artículo 119 de la Constitución en la parte relativa á la rebaja de penas. En atención 

r 
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1887.— Código Penal. Lu ley 5? do 15 do Abril adopté para todal» 
República, corao único, el Código Penal del extinguido Estado de Cun- 
dinHmfircfi, sanfioufulo el 16 de Octubre de 1858. Hasta que comenzó á 
regir esa hy estuvieron vigentes en la. Nación los Códigos Penales de los 
Estados (artículo ÍI de la Constitución) y el nacional en lo que era de su 
exclusiva incumbencia, como el castigo de los monederos falsos. Sin em- 
bargo, en virfcuíl del artículo J de la misma Constitueión, si antes de la 
unificación de la Legislación habían «^e ser juzgados jilgunos individuos, 
como responsables de alguno de los delitos que pueden castigarse con la 
pena de muerte, los Jueces ai)l¡carían el Código de Cundinamarca cita- 
do. De modo que éste, en cuanto á la pena de muerte, estuvo en vigor 
desde ante» de expedirse la ley 57 que nos ocupa. No obstante, no se apli- 
có en el particular á causa de que el Legislador no había definido los ca- 
sos graves quo mer?cfan aquella pena, en ciinipliTuiento del artículo 29 
de la Constitución. 

La ley 57 introdujo algunas reformas y adiciones al Código Penal 
adopfcado,*las cuales seencuentran dt4 artículo 63 al 71 de la ley. El ar- 
tículo 63 define, [)ara bs efectos del artículo 29 de 1a Constitución cka- 
do, los delitos que niiM-ecen pena de mTierte. Este ail^ícwlo fiw) derogado 
por el 2S1 de la ley 153, de que hablaremos en seguida. Los artículos 64 
á 66, iuíüusive, tratan de la aplicación y ejecución de las penas de presi- 
dio y reclusión en ciertos casos. El articulo 67 dice que en ningún caso 
t«erán reputados delitos políticos el saqueo de poblaciones, el incendio, 
el homicidio, el hecho de poner en libertad á los detenidos ó presos por 
delitos comunes y el asalto de las habitaciones rurales sin orden del Jefe 
respectivo. Los otros artículos tratan del ultrajo }>úblico al pudor, del 
abuso dí-shoncsto de las personas y de la transmisión dt) noticias falsas 
por el telégrafo. 

Acerca del Código P-enal adoptado, que consta de 830 iU'tículosi, na- 
da tenemos que oljservar, una vez que en poco difiere del de 1837, según 
k) notamos al examinar éste. Sin embargo, diremos que no restableció 
las penas do trabajos forzados ni la de vergüejiza pública; poro conserva 
la de infamia. La única diferencia importante entre los dos Códigos con- 
siste en que el de 1858 no trata del castigo de la falsificación y cercena- 
miento de las monedas y de la falsificación de los documentos naciona- 
les, por la sencilla razón de que estos hechos eran de hi exclusiva compe- 
tencia del Oobierno nacional, y que el Código de 1858 se refería á los 
asuntos qne quedaron de la incumbencia de los Estados después de la 
Constitución política de ese aflo. 

De no castigar td Código los delitos mencionados, se originó una di- 
ficultad después de la expedición de la ley 57, y fue ésta. Las falsificacio- 
nes cometidas antes, y aun después de esa ley ¿podían castigarse de 

á esto, el Presidente de la Kepitblica en Decreto número 178 de 20 de Febrero de 1889 
(D. O. número 7,710), delego á los Gobernadores la facultad de otorgar rebajas de 
pena por todos aquellos delitos de que en general conocen les Jueces de Circuito y los 
lancionarios de policía. El Presidente se reserva el otorgamiento de rebaja de pena 
por los crímenes de que conocen los Jueces Superiores de Distrito Judicial. 

El Consejo de Estado en Acuerdo número 3.o de 28 de Febrero de 1889 (D. O. 
número 7,719), estableció reglas de procedimiento en caso de consulta acerca de con- 
mutación de la pena de muerte. Este Acuerdo fue aclarado en otro número 5.* de 20 
de Agosto de 1889 (D. O. número 7,860). 
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acuerdo con el Código Penal üc 1873? Algnnos sostenían qae sí, pnestd 
que esto Códip^o había quedado vigente en cuanto á ese delito, y otros que 
no, porque tácitamente se había derogado el Código en todas sus partes. 
Estas opiniones encontradas, pasaron de la teoría a la práctica, pues hubo 
monederos falsos condenados y los hubo absueltorr. La naturaleza de nues- 
tro trabajo nos impide entrar en pormenores respecto dé este punto qué 
fue resuelto por la ley 153 del mismo año de 1887, de la cual pasamos á 
tratar. 

La ley 67 de 10 de Mayo de 1887 "Reformatoria dé la Gl de 1886 y 
la 48 de 1887", en los tres primeros artículos de los seis que comprende^ 
trata de Id manera de aplicarlas penas de presidio, de reclusión, de pri- 
isión y do arresto. 

Ley 153 de 24 de, Agosto. Su Parte tercera está destinada exclusiva- 
mente á reformas de la Lcgisbicióu penal. Sin embargo, como en la Par- 
te primera se resuelven algunos puntos de Derecho Penal, comenzare- 
mos por ella. Del artículo 43 al 47 so establecen ciertos principios parít 
ia aplicación y rebaja do las penas. Uno de ellos es que la ley preexisten- 
te prefiere á la ley ía:-^j05if-;/Ví6'¿o en materia penal; y otro, que en esta 
materia la ley favorable Ó permisiva prefiere en los juicios á la odiosa ó 
restrictiva, aun cuando aquella sea posterior al tiempo en que se come- 
tió el delito. Esta regla favorece á los íeos condenados que estén sufrien- 
do su condena. 

La Parte terceree comprende del artículo 136 al 236, inclusive. En 
cuanto al contenido do esta parte, nos limitaremos í\ decir que trata dé 
los delitos contra la paz y seguridad exterior de la República; de los de- 
litos y culpas contra la fe pública, donde se establecen las penas contra 
los que falsifican y cercenan las monedas, para llenar el vabio de que an- 
tes hablamos; de los delitos oficiales; de la violación y abusos contra el 
pudor; de las calumnias é injurias; de los hurtos y estafas; de los abusos 
de confianza; de los delitos Comunes que en ciertos casos son castigado^ 
con pena do muerte, los cuales se definen de acuerdo con el artículo 29 
de la Constitución; y de la ejecución de la pena capital. Notaremos es- 
2)ccialmente que el artículo 225 deroga los artículos 435 y 439 del Códi- 
go Penal, y el 236, los artículos 31, 32 y 33 del mismo Código. 

1888. — La ley 7.' de 31 de Enero ^'Sobre elecciones populares*', de- 
rogó (artículo 20) el ^capítulo 2.« del título 1.° del libro 3.° del Código 
Penal, que trata de los atentados contra los derechos políticos ó de ciu- 
dadanía. Dicho capítulo 2." fue ircemplazado por dicha ley, la cual esta- 
blece penas para los hechos á que el capítulo se refiere. 

Según la ley 83 de 20 de Octubre, en el Departamento de Panamá-, 
que debe administrarse con arreglo á leyes especiales (artículo 201 de la 
Constitución), están en vigor las leyes penales que rigen en el resto dé 
la República. 

La ley 134 de 27 de Noviembre de 1888, adiciona y reforma el títu- 
lo I.** del libro 5? del Código Penal. Los 8 artículos de la ley tratan dé 
los establecimientos de castigo, disponiendo que correspondía al Gobier- 
no su administración y reglamentación, que éste debe hacer constnlíif 
edificios adecuados para Pehitonciarías en loB Departamentos &.* 
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REOOPILAÓION GEANlDIÑA 

(115»Í31 A 1S44) 

Creetaos conven ibnte agregar el presente capítulo en el cuíil hare- 
mos nn examen do las colecciones de leyes que se han hecho en el paífcsj 
ii indicároino's al fin los Códigos vigentes^^ las leyes que loí5 reforman, y 
algunas otras disposiciones legales que consideramos como de más im- 
portancia por su frecuente ti.^o. 

En ley de 4 do Mayo de 1843 se dispuso qne el Poder Ejecutivo hi- 
ciera formar y publicar una recopilacióti de las leyes y decretos que men- 
'ciona la ley-j los cuale-s deben consi-lerarse, por tanto, como los únicos 
vigentes, hasta esa fecha, de. los expedidos por la Repúbliéa. 

A la Recopilacióti debían agregarse cuadros Relativos á la división 
política y judicial del territorio de la República; y á otros puntos sebun^ 
darlos. 

No habii«ndose dado cumplimiento á esta ley hasta 1844, el 12 dé 
Junio de este año fue adicionada en él sentido de incluir en la Recopi- 
lación las leye^ do 1844, y dé excluir otras que se habían moncionado eñ 
la primitiva. También dispuso la ley adicional que en hi Colección dé 
tratados públicos vigentes, que debía publicarse por separado de la Re- 
copilación (artículo 5 de la ley de 1843), se insertase el doble texto de lios 
tratados bilingües. 

Así es que las leyes expedidas por el Congreso de la República de 
1821 á 1844, inclusive, componen la obra titulada ^'Recopilación de las 
leyes de la Nueva Granada"', conocida común y aun oficialmente con él 
hombre de Recopila cióint Grai^adika. Esta obra se formó y publicó en 
1845 por Don Lino de Pombo, por comisión del Poder Ejecutivo y eil 
cumplimieiito de las leyes de Í843 y 1844 citadas. Ella no comprende si- 
ho las dispbsiciones legales vigentes en este último afío. 

La Recopilación está dividida en siete tratados, s«bdivididos en par- 
tes y éstas en leyes. Precédenla unos Prelirfiinares qne contienen la ley 
fundamental constitutiva de 1831, la Constitución de 1843, la ley de pu- 
blicación y ejecución de ésta y las dos leyes que dieron existencia á di- 
cha obra. Para dar idea de esta obra notable, que durante muchos años 
'estuvo en vigor en la mayor parte de sus disposiciones, de las cuales al- 
gunas pueden tener todavía aplicación, insertaremos las palabras que si- 
guen del Prólogo 'que la precede. 

"El Tratado primero, que aproximativamente pudiera llamarse d^ 
^Ito gobierno^ régimen político y fomento interior, está, subdividido en 
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seis Partea. La 1.' (comprende 18 leyes), encierní las de carácter más ge- 
neral y nacional; de homenajes á la grata moTiioria de los mártires y fuií- 
dadoreb de la Indopcmlencia; sobre pahollóii, escudo do armas, cenf^o, 
elecciones &*; y líis que con esptcmlidríd concierneti á los Poderes legis- 
lativo y ejecutivo: la 2 ■ parre (31 leyes) las del régimen gubernativo sec- 
cional y régimen municipal: la 3 " ('iO leyes), las relativas á orden públi- 
co y policía: la 4* (15 leyes) sobre vías de comunicación: la 5* (15 leyes) 
sobre industria, colonización é inmigración: y la 6* (14 leyes) sobre iodí- 
gonas y esclavos, 

*^EI Tratado segundo abraza todo el ramo judicial en cuatro partes: 
1.' (16 leyes), organización: t2.* [17J, juicios civiles: 3." [23], juicios cri- 
minales : 4.* [13] penas y establecimientos tie castigo." I^a 1.* ley de la 
Parte 4.* es el Código Penal de 1837. 

"El Tratado tercero comprendo en dos partías las leyes vigentes en el 
ramo de enseñanza pública." La Parte 1? consta de 11 leyes, de lascualeá 
la 1.* es la que asegura por cierto tiempo la propiedad áa las produccio- 
nes literarias y algunas otras [1834]. La Parte 2.' comprende 21 leyes. 

"El Tratado cuarto se versa sobre los negocios eclesiásticos, subdivi- 
dido en cuatro partes. Parte 1.* [19 leyes], patronato y negocios diocesa- 
nos: 2* f 17], feligresías y misiones : 3.' [17] órdenes religiosas: 4.' [10] 
disposiciones pontiticias que tienen fuerza de ley. 

**Kn el Tratado quinto está reunida la legislación de híwienda y mev- 
eantil. Parte 1.' (25 leyes), leyes generales de Hacienda, y sobre recauda- 
ción, distribución y contabilidad de las rentas del Esta»lo: 2." [15], cré- 
dito nacional: 3.* [16], leyes sobre navegación y comercio: 4.* [24], ren- 
tas internas. 

"El Tratado sexto se contrae al ramo militar, en dos partes, 4 saber: 
1.* [24 leyes], organización, servicio y administración: 2.* [20], instruc- 
ción, abonos, premios, y netos especiales de honores y recompensas, 

**E1 Tratado séptimo y último hace relación al negociado de relacio- 
nes exteriores: 1^' Parte [5 leyes], leyes de este ramo: 2.* Parte tratados 
públicos [18]. 

"La clasificación y división indicadas no son, ni podían ser, del to- 
do exactas, principalmente en los ramos judicial y militar; porque hay, 
entre las recopiladas, varias leyes que se rozan con negociados diversos, 
y que no era regular ni lícito repartir en trozos en diferentes lugares." 

Como se ve, las leyes recopiladas no lo fueron en el orden cronológi- 
co en que hemos mencionado las de que tratamos en este libro. Tampo- 
co están publicadas íntegras, pues se les suprimieron los emcabezamien- 
tos, los considerandos, los artículos que estaban derogados, la fecha de 
la expedición, colocando en 1a parte superior sólo la de la sanción, y las 
firmas correspon<lientes de los empleados legislativos y ejecutivos. En 
cuanto á las ventajas de la obra dice el Prólogo: "Pero se advertirá des- 
de luego que so ha hecho especial estudio de simplificar ésta cuanto fuese 
asequible, para facilitar su manejo: que se ha procurado relacionar las 
leyes unas con otras mucho más de lo exigido por el Poder Ejecutivo, 
con referencias y advertencias lacónicas y minuciosos índices: que se ha 
relacionado también íntimamente la Hecopilacióít con las colecciones 
oficiales primitivas, á fin de que con prontitud se haga cualquier cotejo 
para esclarecer dudas que ocurran, y á fin de conservar el encadenamien- 
to histórico del derecho patrio: que los textos han sido cuidadosamente; 
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exparf^ados, hasta donde eni lícito, do las faltas ortográficjis y de los ye- 
rros de' pluma y tipográficos que tíinto los dosfiguiahan : y que, aunque 
la ÍDi[)resióu no luz(?a por la elegancia y linipioza requeridas <mi puldica 
filones clásicas, porque no alciinzaban nllá los recursos del |)aís y los es- 
fuerzos del Gobierno y del Editor, es al menos clara, uniforuíc y correc- 
ta, y condensada lo bastante." 

Después de la Parte sépfima de la Recopilación, se hallan publicados 
estos cuadros: ] " De la división territorial política de la Nueva Grana- 
da, y de su población y cuerpo electoral con arn^glo al censo general de 
1843; 2.*' De la división territorial tie la Nueva Granada por Distritos y 
Circii¡to6 judiciales, tal como existía en Enero de 1845; 3." De la divi- 
sión territorial eclesiástica de la Nueva Granada; 4." De los empleos d 
oficios públicos por cuyo servicio se obtenía en la Nueva Granada algún 
sueldo ó indemnización del Tesoro nacional, conforme á la legislación 
vigente en Enero de 1845; 5." De los actos legislativos expedidos desde 
1833 hasta 1844 en q"e se dispuso de ordenanzas ó peticiones de las Cá- 
maras provinciales, y Concejos municipales ó comunales; 6." De los de- 
cretos legislativos sobre concesión de privilegios exclusivos, que se con- 
sideraban vigentes en Enero de 1845; y 7." De los Decretos legislativos 
expedidos soljre algunas disposiciones de la Silla Apostólica, no com- 
prendidos en la Parte 4.% Tratado 4." de la Recojiilación. Concluye ésta 
cjon excelente y minucioso Repertorio Alfabético acerca de su contenido. 
Agregaremos nue según la ley de 6 de Mayo de 1845 {L. 2, P. 1.% 
^"T. 1.**, Ap. á la R. G.) "Complementaria de las d(? 4 de Mayo de 1843 y 
J 2 de Junio de 1844, sobre Recopilación", las leyes recopiladas estaban 
^vigentes en los términos en rpie se hallan insertas en la Recopilación que 
oxu minamos, y que ésta era el único texto oficial para la ejecución, apli- 
<5ación y cita de las leyes, cita que debía hacerse así: "Ley tantas"; "par- 
^.e tal"; "tratado tal". 

Para que se vea la denominación con que deben citarse las leyes, 
pondremos algunos ejemplos relativos á las de uso más frecuente. El Re- 
culamente sobre minería expedido el 24 de Octubre de 1829 por el Liber- 
-tador, es la ley 10, Parte 4.% Tratado 5.^ La ley de 10 de Mayo de 1834 
•*Que asegura por cierto tiempo la propiedad de las producciones litera- 
tas y algunas otras", es la ley 1.% Parte 1.% Tratado 3.° El Código Pe- 
xial [ley de 27 de Junio de 1837] es la ley 1.% Parte 4.% Tratado 2.* La 
ley de 22 de Junio de 1842 "De procedimiento en los juicios ejecutivos", 
«8 la ley 14, Parte 2.% Tratado 2." La ley de 13 de Junio de 1843 ^'De 

Írooedimiento en los juicios de concurso de acreedores", es la ley 13, 
'arte 2*, Tratado 2.' La ley de 10 de Junio de 1843 **Sobre registio de 
instrumentos públicos y anotación de hipotecas", es la ley 6.', Parte 4.% 
Tratado 5-*» 



APÉNDICE A LA RECOPILACIÓN GRANADINA 

Las leyes de 1845 á 1850, mclusive, se hallan coleccionadas en una 
"^^bra titulada: **Apéndice á la Recopilación de las leyes de la Nueva Gra- 
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nadíi*', conocida con el nombre de Apéndice á la IlIXOPILACIóx Gra*- 
5^íADiXA. Dicha obra S3 ordenó y pubüeó en 18.30 por Don José iíiitonio 
de Plazíi, en virtud do disposición de) Poder Ejecutivo nacional. Las le- 
ves de 1845 (i 1849, inclusive, están ordenadas de la misma manera que 
las de la Recopiliioión Granadinji, esto es, por materias y iío cronológica* 
mente, mientras qne las leves do 1850 estar, en la líiiima i>arte del Apén». 
dice, colocadas en el orden en qne fnei-oii expedidas. 

El Apéndice está dividido, como la Keí:oi)i]íición, en Mete tratados, 
cada uno de los cnales, en sus j):irtes re!e])cetiv}if-', eoniprende leyes de la 
niisma naturaleza de las que se hallan en los tratad()S coires[>ondientes 
de la liecopilación, con la misma colocación que en esta se les dio. Sin- 
embargo, diremos que el Tratado !.• comprende G partes, de las cuales la 
1.« consta de 39 leyes, la 2.» de 69, la o.* de 20, la 4.*de 18, la 5.»de 13 y 
la 6.* de ó; que el Tratado '^.* tiene 4 partes: la 1.' con 15 leyes^ la 2 * 
con 7, la íj.' con 3 y "la 4.' con C; que el Tratado 3.° está snbdividido eu 
2 partes: la 1" comprendes leyes y la 2*^ IG; que el Tratado 4.% lo está 
en otras dob: la 1.* con 7 y la í¿.* con 6 leyes; que el Tratado 5? compren* 
de 4 partes: 1.* de 35 leye*^sj 2* de 8, 3.* de 37 y 4.' de 19; que el Tratado 
().o sólo tiene dos partes: la 1.' con 16 leyes, y la segunda con otras 16^ 
y que el Tratado 7.^ tiene otras dos partes, de las cuales la 1.* comprende 
9 leyes, y la 2." una colección de tratados públicos c£ue sólo consta de 6. 

En el Apéndice á diferencia de la Recopilación, no se suprimió co- 
sa ninguna de las leye«: ni el encabezamiento, ni los considerandos, ni la 
fecha de la expedición, ni las firmas de los empleados legislativos y eje- 
cutivos. Tampoco se otnitió la publicación de ninguna de las leyes expe- 
xlidas de 1845 á 1850, s:eguramente porque U(^ había ley que dispusiese 
la supresión do alguna. Así es que se encuentran todas las de ese perío- 
do, inclusive las derogadas. En la parte correspondiente del libro hay 
]iotas que indican las reformas, modificaciones ó supi^siones introduci- 
das á las disposiciones legales. También S3 indica si una ley está deroga»- 
da y por cuál. 

A continuación de las leyes ordenadas, que son las de 1845 á 1849, 
inclusive, hay un excelente Repertorio ó índice alfabético relativo á ellas^ 
Las de 1850, que se hallan después de ese índice, y que se publicaron sin 
clasificación ninguna, segiui lo hemos dicho, también están seguidas do 
un Repertorio, precedido de un índice cronológico. Antes de este Reper^ 
torio so encuentra una anotación de las leyes de 1850 "en cnanto reforman 
ó derogan otras leyes anteriores'^ de las comprendidas en el Apéndice. 

Respecto de la manera de citar las leyes de éste, menos las de 1850, 
nos basta decir que es la misma que debo observarse para citar las de la 
Recopilación. Pondremos ün solo ejemi)lo. El Código de procedimiento 
en los negocios criminales (Ley de 11 de Mayo de 1848) es la ley 2% Par- 
te 3?, Tratado 2.° De modo que para citar uno de sus artículos debe de- 
cirse: artículo tal de la Ley 2.% Parte 3.% Tratado 2.° del Apéndice á la 
Rccopilació n Granadina. 



ACTOS OFICIALES DE 

Los actos oficiales del Gobierno provisional q[uc süi-gió de la revoln» 
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ción de 1860, so liallan publicados en dos volúmenes, de los cuales el 2^ 
es apéndice del 1.°, impresos conforme á lo dispuesto en Pecreto de 7 do 
Abril de 1862, 

Esta obra no comprende exclusivíimente Decretos de carácter Icgis-f 
lativo: se encuentran en clhi desde simjiles oficios hastu Decretos que re- 
suelven graves cuestiones de legislación, 6 que adoptan providencias de 
trascendentales resultados (|uc aun hoy se perciben. Parece que en dicha 
libro está consignado todo lo que hizo por escrito el Gobierno dictatorial 
del General Mosquera. 

Los actos no están publicados en orden cronológico, sino clasificadoa 
según la Secretaría de Estado, de que emanaron. Hablando del tomo 
principal diremos que primero se encuentran los actos de la Seciíetart^v 
DE Estado y Eelacioxes Exterioujss en dos partes: la una Departa- 
mentó de Relaciones Exteríorein^ y la otra De2)artcn)iento de Obras j^'^^^lí- 
cas; en seguida los actos do la Secretaría de lo Ixteeior en cinco 
partes: Departamento de lo Interior, Departamento de Justicia^ Departamenf 
to del CuliOj Departamento de Fomento y Departamento de Beneficencia y Be- 
compensas; después los actos de la Secretaría de Guerra y Marina 
en dos Departamentos: uno de Gíierra y otro de Marina; á continuación 
los actos de la Secretaría DE Hacienda en estos Departamentos: de 
<2euda nacional (ramos de crédito.público y de manumisión); áe gastos de 
Jlacienda y del Tesoro; del Tesoro; de Hacienda (ramos de Aduanas, de 
bienes nacionales, d« salinas,de timbre y de negocios generales); de Con- 
tabilidad general; de Correos y de Beneficencia y Recompensas; viene eu 
«eguida la Secretaría del Tesoro y cridito nacional, en estos Depar-. 
"tamentos: de deuda nacional^ del Tesoro y de Contabilidad. Termina el 
"Volumen con los Actos y Acuerdos de la Junta Suprema del Crédito na:* 
oional. 

La clasificación del Apéndice es la misma que la del tomo principal 
que hemos indicado. Así es que para hallar lo que se desea, es necesaria 
fiaber la Secretaría á que corresponde para buscarlo allí. 

En cuanto á la naturaleza de los aetos oficiales, sabido es que loa 
<le consecuencias más graves fueron los relacionados con la Iglesia; es de- 
C3ir los Decretos sobre desamortización de bienes de manos muertas y de 
"tiuicióii, de los cuales el 1?, correspondiente á la Secretaría de Hacienda, 
ise encuentra en el Departamento de deuda nacional, ramo de crédito pú- 
t)lÍG0, y el 2.® en la Srecretaría de lo interior, ramo del culto. 

Debemos agregar que el Código Judicial de 1872 (Ley 57 bis de 7 
ele Junio) en su artículo 1941 dispuso (número 3.^) que debían observar- 
lo como ley los Decretos de carácter legislativo expedidos por el Gobier- 
lao provisional desde 1861 hasta el 4 de Febrero de 1863. 

En ley número lo de 11 de Abril de 1872 se mandó formar una 
IRecopilación CoLOMBiAiíA, Convenientemente dividida en ramos y 
^Jtnaterias, que contuviese las leyes vigentes desde la Recopilación Granar 
<3ina basta las que expidiese erCongreso de 1872. La Recopilación debía 
acometerse á la aprobación del Congreso de 1873 (artículo 3?) y no com- 
rendería los actos legislativos simplemente derogatorios de otros; loa 
ontraídos á aprobar convenios ó contratos para pago de deudas parüou- 
^Ares; los presupuestos de gastos; los contraídos á hacer excepciones ó 
:3xencioíies, ó 6 conceder autorizacioaes,quo debían surtir dentro de poeos 
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(lías Ó haber surtido integramente, sus efectos; ui las leyes sobro pie de 
fuerza [artículo 4.'] 

Según leemos en la colección de leyes de que pasamos á hablaF 
[nota número 598, pág. 1228] la ley anterior, so cumplió por contrato 
hecho con loa Sres. Agustín Núñez y José Bel ver; pero la Recopilación 
no fue aprobada en el Congreso de 1873 ó á lo menos no hallamos constan- 
cia de su aprobación, ni se publicó. Por lo mismo, legalmente no existe- 
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El Congreso de 1874 dispuso la publicación en un solo volumen de 
las leyes nacionales de 1863 á 1874, precetlidas de la Constitución del 
primero de estos años, y con notas, de unas á otras leyes, relativas a las 
reformas que hubiesen tenido. 

No habiéndose concluido la obra cuando el Congreso de 1875 cerró 
sus sesiones, dispuso el Poder Ejecutivo que en ella se incluyesen las le- 
yes de ese atlo. 

La obra se denomina "Constitución y leyes de los Estados Unidos 
de Colombia, expedidas en los años de 1863 á 1875." Comprende, ade- 
más de la Constitución de 1863, todas las leyes de dichos años, inclusive 
las reformad>*s, derogadas, cumplidas y transitorias. Está dividida en 2 
volúmenes, de los cuales el 1? ^'Comprende la Constitución nacional y 
leyes expedidas de 1863 hasta 1870, inclusive; y el 2.**, que empieza en 
la página 725, contiene las leyes y tratados internacionales de 1871 á 
1875, las notas de referencia sobre cada una de his comprendidas en am- 
bos tomos, los índices cronológicos de todas ellas, y su clasificación gene- 
ral por el orden alfabético de materias, legislativas, con la cita de la pá- 
gina en que se encuentra el texto de cada ley." Eu las notas de refe- 
rencia se indica cuáles de las leyes de la colección estaban vigentes en 
1875, cuáles reformadas, derogadas ó cumplidas y cuáles eran transito- 
rias. 

A las leyes no se les suprimió cosa ninguna: ni las disposiciones de- 
rogadas, ni encabezamiento, ni firmas correspondientes. Así es que están 
publicadas de la misma manera que se hallaban en los cuadernos de le- 
yes de cada año. Puede decirse que una de las causas de la edición de 
que se trata, ñie la escasez de aquellos cuadernos. 

Las leyes están colocadas en orden cronológico y numeradas aparte 
las de cada aflo, por resolución del Poder Ejecutivo, puesto que la ley 
que las mandó numerar sólo se expidió en 1873 [Ley I.** de 21 de Febre- 
ro "Sobre numeración y cita de las leyes.''] Antes de 1873 no se numera- 
ban las leyes. 

Debemos advertir que en cuanto á las leyes de que hemos hablado 
anteriormente, relativas al período de 1863 á 1875, nos hemos referido á 
la colección anterior. Y también que antes de la ley 1" do 21 de Febrero 
de 1873, los actos del Congreso se denominaban unas veces leyes y otras 
decretos, según su importancia; pero que en esa ley se dispuso [artículo 
l.o] que todo acto de carácter legislativo llevase el nombre de Ley. 
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RESUMEN DEL NUMEEO DE LEYES EXPEDIDAS DE 

Como mero dato estadístico, vaoios á indicar el número de leyes 
expedidas eu la Eepública desde 1821 hasta hoy, prescindiendo sólo de 
Larer cnenta de algunas. 

La Recop. Granadina [1821 á 1844] comprende 407 leyes. 

Prescindimos de mencionar las que no fue- 
ron incluidas en esa obra, que son muchas, porque 
«o estaban vigentes cuando ella se hizo. 

El Apéndice á la Recopilación [1845 á 1850]. 444 — 

En 1851 se expidieron - - 75 — 

Enl852 ^ 55 — 

Eu 1853 .T 49 — 

En 1854 34 — 

En 1855 81 — 

En 1856 34 — 

Enl857 63 — 

En 1858 40 — 

Enl859 40 — 

En 1860 33 — 

Prescindimos de los Decretos del Gobierno 
l)rovi8ional de 1861 á 1863. 

De 1863 á 1875 [reunidas en la Colección cita- 
da antes] — — . 896 — 

En 1876. • 1Ü9 — * 

En 1877. 73 — 

En 1878. «- .-. 63 — 

Fa\ 1879 64 — 

Enl880 110 — 

Eu 1881 87 — 

En 1882 91 — 

Eul883 - 41 — 

En 1884 64 -. 

Prescindimos de los Decretos legislativos de 

1885 y parte de 1886. 

^^ 100/? rQ^jjggj^ Legislativo 



En 1886 
En 1887 
En 1888 
En 1888 



.*•• * ^ m m 



92 
153 
66 
Congi'cso] — — .. 84 



3344 leyes. 
Es un total [1] que causa admiración, y que podría hacer suponer 

(1) Como se ve, en él no están incluidas la multitud de leyes expedidas por los Es- 
tados de 1855 á 1886. 
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(juc en ]{i Ropiiblica se ha legislado muy bien y sobro asuntos muy im- 
l)ortantcs, y (luo ella cuenta, por lo mismo, con una excelente Legisla- 
i'Áüu, Sin embargo, quizá nada de cato es cierto. ía\ mayor parte de laa 
.3,000 y tantas leyes, no merecen este nombre, pnes son 6 do honores, á 
de recompensas, ó de privilegios especiales, ó de indultos, ó de condona- 
ciones. Jui una palabra: se refieren á puntos secundarios y de carácter 
transitorio. En cuanto i la bondad de la Legislación, no nos corresponde 
dar concepto en una obra de esta naturaleza, ni seríamos competentes 
para calificarla de una ufanera acertada y siu riesgo de equivocarnos. 



PEINCIPALÍS CÓDIGOS Y LEYEg VIQENTBS 

Con el fin de completar los datos de este capítulo indicaremos I05 
principales Códigos y leyes que están en vigor, pues el ejercicio de la 
profesión de abogado nos lia convencido de que mucj^as veces, debido 4 
la multitud de nuestras leyes y á la confusión que en ellas suele reinar, 
es cosa difícij saber que ley existe respecto de tal asujito, ó por cuále»^ 
está modificada. 

Después de mencionar como la suprema ley la Constitución de 
1886, comenzaremos por agrupar las leyes que adiciquan ó ii),ojiifieian car 
da uno de los Códigos, ó que se referen á ós);.os. 

fff * 

CÓDIGO CIVIL 
adopjbado por la ley 57 de 15 de Abril de 1887, 

Ley 33 de 26 de Octubre de 1886 
sobre propiedad literaria y artística. 

Ley 35 de 13 de Mayo de 1869 
sobre patentes de invención, mejora 6 introducción de cuevas indus- 
trias. 

Ley ^.^ d^ 17 de Agosta de 1886 
que prohibe ciertas enajenaciones de bienes raíciBS. 

Ley 14 de 4 de Febrero de 1887 
que contiene disposiciones mayormente tranátorias sobre administraciÓQ 

departamental y municipal. 

(Los artículos conducentes son el 11 que reconoce círculos de K"otar 
ría y Registro^ y el 12 que trata del nombramiento de Notarios y Regisr 
tradores. ) 

Ley 34 de 5 de Marzo de 1887 
}>or la cual se cstaibleceií. los derechos de registro ¿e instruj^cntos publlí- 

ICOS y priyaíjos. 
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Let 46 de 16 de Marzo de 1887 
que adiciona y reforma la 39 de 1880, la 61 de 1886 y la 14 de 1887. 

(El nnico artículo pertinente es el 6.*' que se refioFe á Circuitos d» 
Notaría y dé Begistro.) 

Ley 48 de 23 de Marzo de 18&7 
Fiscal. 

^El artículo conducente es el 14 que fue subrogado por el 238 de la 
ley 149 d© 1888). 

Ley 57 de 15 de Abril de 1887 
sobre adopción de Códigos y uniñcación de la Legislación nacional. 

(Introduce modificaciones á los Códigos adoptados)^ 

Ley 153 de 24 de Agosto de 1887 
que adiciona y refarina los Códigos nacionales^ la ley 61 d^ 1886 y la 57 

de isa?. 

Ley 8.» de 31 de Enero de 1888, 
por la ctíal se reforman algunas disposiciones sobre régimen político y 

municipal y la ley 48 de 1887. 

(Los artículos conducente» son el 1.% 2.**^ y 6.® que tratan de Nota- 
riato y Registro.) 

Ley 30 de 25 de Febrero de 1888 
que reforma el Código Judicial y varias otras leyes. 

(Los artícalos que vienen á propósito son el 34, 35 y 36 que versan 
sobre el matrimonio, del 37 al 90^ inclusive, que tratan del cuasi-contra^ 
to de comunidad^ y el 97 que crea un Circuito de Notaría y Begistro en 
el Departamento étél Tolima^ 

Ley 35 de 27 de Febrero de 18«8 

que aprueba el Convenio de 31 de Diciembre de 1887, celebrado entre el 

Sumo Pontífice y el Presidente de la República. 

Ley 39 de 3 de Mayo de 1888 
aclaratoria de la 8.' de 1888. 

Ley 56 de 21 de Mayo de 1888 
por la cual se determina el periodo de ios Notarios y Registradores. 

Ley 100 de 14 do Noviembre de 1888 
adicional al Código Civil y reformatoria de la ley 153 de 1887 y de la 8? 

de 1888. 

Ley 126 de 26 de Noviembre de 1888 
sobre creación de algunas Notarías y Oficinas de Registro. 

Ley 149 de 3 de Diciembre de 1888 
sobre régimen político y municipal. 

20 
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(Son conducentes los artículos 54 á 60 ^ne tratan do la promulga- 
ción y efectos de la ley, del 61 al 64 que indican la manera de contar ios 
plazos, artículos todos que reemplazan los correspondientes del Código 
Ciyil, 7 el artículo 238 que establece qne los bienes mostrencos y vacan- 
tes pertenecen á los Municipios donde se hallen, lo mismo que los bíenei? 
de personas que hayan muerto ó murieren sin dejar herederos testamen- 
tarios ó ábiniestatOy artículo que reemplaza el 14 de la ley 48 de 1887.) 

CÓDIGO DE COMERCIO 

tia ley ^"1 de 188f adoptó el de Fánamá de 186? y el marítimo ü^ 
eional de 1874. 

Ley 20 de 23 de Septiembre de 1886 
por la cual se da una autorización al Banco Nacional. 

Let 21 de 22 de Septiembre de 1886 
quo prohibe el comercio con ciertas costas de la Bepública^^ 

Ley 36 de 28 de Octubre d^ 188(> 
sot)re Aduanas. 

Ley 71 de 30 de ÍToyiembre ¿fe 1886 
]^or la cual se ordena el pago de un crédito^ 

Ley 87 do 2a de Diciembre de 1886 
sobre crédito público. 

Ley 90 de 20 de Diciembl-e de 1886 
por la cual se reforma el artículo 2.^ de la ley 21 á& 1886. 

Ley 91 de 20 de Diciembre de 1886 
sobre arbitrios ñscales. 

(Sólo es conducente el artículo 3.* que habla de artículos de prohibí-^ 
da importación.) 

Ley 27 de 18 de Febrero de 1887 
que adiciona y reforma la 87 de 1886. 

Ley 57 de 15 de Abril de 1887 
nohiQ adojKíión de Códigos y unificación de la Legislación nacional. 

Ley 107 de 21 de Junio de 1887 
sobre comercio de los puertos francos. 

Ley 119 de 8 de Julio de 1887 
adicional á la 91 do 1886 ''Sobre arbitrios fiscales.'* 

(Artículo conducente el 1? qúo trata do artículos de importación 
piohibida.) 
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Ley 124 de 13 de Julio de 1887 
sobre Tarios asuntos fiscales. 

(Son pertinentes los dos primeros artículos.) 

Ley 153 de 24 de Agosto de 1887 
^ue adiciona y reforma los Códigos nacionales, la ley 61 de 1886 y la 57 

de 1887. 

Ley !.• de 17 de Enero db 1888 
pot la cual se deroga la de 1.^ de Julio de lb87, número 116, que pro- 
mueve ia gradual extinción del papel de curso forzoso. 

Ley 27 de %l do Febrero de 1888 
que reforma el Código do Comercio. 

Ley 62 de 25 de Mayo de 1888 
adicional al Código de Comercio* 

Ley 79 de 10 de Octubre de 1888 
por la cual se da una autorización al Gobierno. 

(Lo autoriza para conceder á los Bancos particulrres derto plazo 
^mra recoger «US billetes.) 

Ley 124 de 26 de Noviembre de 1888 
adicional al Código de Comercio. 

Ley 135 de 27 de Noviembre de 1888 
reformatoria del Código Judicial y de la ley 57 de 1S87. 

(Sólo son conducentes los cuatro artículos primeros que tratan de 
oficinas de mobilización.) 

€ODIGO DE MINAS 

lEl del Estado de Antioquia fue adoptado por la ley 38 de 1887, 

Ley 64 do 24 de Noviembre de 1886 
que contiene unas disposiciones sobre minas. 

Ley 292 (antioquefia) de 20 de Septiembre de 1875 
que adiciona y reforma el Código de Minas. 

Ley 38 (antioquefia) de 4 de Diciembre de 1877 
que adiciona y reformu el Código de Minas y la ley 292 de 1875. 

Ley 38 de 15 de Marzo de 1887 
X>or la cual se adopta el Código de Minas del extinguido Estado de An- 
tioquia. 

CÓDIGO Judicial, adoptado por la ley 57 de 1887. 

(Es conducente el capítulo XI, título XI, libro 2.^^ -artículos 1,384 
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Ley 143 de 5 de Agosto de 1887 
por la cual se adiciona y reforma la ley 61 de 1886. 

Ley 153 de 24 de Agosto de 1887 
que adiciona y reforma los Códigos nacionales, la ley 61 de 1886 y la 57 

de 1887. 

Ley 8.» de 31 de Enero de 1888 
por la cual se reforman algunas disposiciones sobro régimen político y 

municipal, y la ley 48 de 1887. 

[Artículo conducente el 3.*^ que asigna funciones judiciales ú loa 
Inspectores de Policía.] 

Ley 30 de 25 de Febrero do 1888 
que reforma el Código Judicial y varias otras leyes. 

Ley 36 de 27 de Febrero de 1888 
que adiciona y reforma las relativas á empréstitos, suministros y expro- 
piaciones, y la ley 38 de 1882, sobre devolución de ciertas propiedades^ 

[Es artículo conducente el 5/ que autoriza al Gobierno para nom- 
brar un Fiscal especial.] 

Ley 52 de 17 de Mayo de 1888 
reformatoria de la 30 de 188& 

Ley 102 de 14 de Noviembre de 1888 
reformatoria do la 61 de 1886, y 143 de 1887. 

Ley 132 de 27 de Noviembre de 1888 
reformatoria de la 30 de 1888. 

Ley 135 de 27 de Noviembre de 1888 
reformatoria del Código Judicial y de la ley 57 de 1887 

Ley 147 de 1.» de Diciembre de 1888 
sobre organización judicial. 

[Esta ley reemplaza el libro 1.^ del Código Judicial.] 

Ley 149 de 3 de Diciembre de 1888 
sobre régimen político y municipal. 

I El título Vn, - artículos 251 y siguientes, -trata del Ministerio pú- 
blico.] 

• « 
CÓDIGO FISCAL 

y las leyes y decretos con fuerza de ley relativos á la organización y ad- 
ministración de las rentas nacionales. [1] 

Adoptado por la ley 57 de 1887. 

(l) Del Código Fiscal hay una edición completa en 2 tomos, de los cuales el IV se 
publicó en 1882 y el 2? en 18¿4. Esta edición comprende las lej-es ref oí-materias del Có- 
digo expedidas hasta 1884, inclusive. 
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Let 146 de 23 de Noviembre de 1888 
orgánica de la Oficina general de Cuentas (1) 

Let 149 de 3 de Diciembre de 1888 
sobre régimen político y municipal. 

[Es conducente el capítulo 8.* del título VI que trata de bienes, ren^ 
tas^ contribuciones y gastos de los Distritos]. 

* 
CÓDIGO MILÍT^lR 

La ley 57 de 1887 adoptó el nacional y las leyes que lo adicionan y 
reforman. (1) 

* 

CÓDIGO político T MUNICIPAL 

Es la Ley 149 de 3 de Diciembre de 1888, sobre régimen político y 
municipal. 

* 

* lie 

Leyes sobre baldíos. Se hallan en la '^Recopilación de las leyes y 
disposiciones Tigentes sobre tierras baldías'^^ de 1884. 

Ley 13 de 20 de Mayo de 1883 ''Sobre denuncio de fuentes saladas 
en el Cauca, Antioquia y Tolima." (3) 

Decreto número 406 de 12 de Julio de 1886 que reglamenta dicha 
ley. {Diario Oficial número 6,?33). 

Ley 110 de 24 de Noviembre de 1888 "Orgánica del impuesto de 
papel sellado y timbre nacional/' 

Ley 83 de 20 de Octubre de 1888 "Por la cual se determina la legis- 
lación especial que debe regir en el Departamento de Panamá.'' 

Decreto 452 de 5 de Agosto de 1886 "Por el cual se establece un 
impuesto sobre el degüello de ganado mayor" [artículo L de la Constitu- 
ción J. Leyes que á él se refieren: Ley 19 de 8 de Febrero de 1887 y ley 
144 de 6 de Agosto del mismo año. El Decreto y las leyes con otros De- 
cretos y circulares sobre la materia, están publicados en una ''Compila- 
ción de las disposiciones sobre el impuesto de degüello''. ^ 1887. 

Exención de derechos de importación. Para solicitarla deben te- 
nerse presentes principalmente el Decreto 533 de 1880 [D. O. 5,490], el 
Decreto 720 de 23 de Diciembre de 1886 (D. O. 0,900), la resolución del 

(1) Sólo mencionaremos las leyes posteriores á 1885. 

(2) Véase la "Compilación de le^es y decretos referentes & la renta de salinas", 
publicada en los números 8,025 y siguientes del Diario Oficial, 
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Ministerio de Hacienda de 5 de Febrero de 1887 sobre formalidades para 
la ejecución de la ley 8.' de 1887 [D. O. 6^949], la resolnción del misme 
Ministerio dictada el 20 de Septiembre de 1887 sobre documentos qxxe 
deben presentarse al solicitar excenciones de derechos de Aduana FD. 0^ 
7,178], el Decreto 731 de ^ de Noviembre de 1887 (D. O. 7,242) y el 
Decreto 67 de 25 de Enero de 1888 (D. O. 7,283). Los Decretos citados 
son del Ministerio de Hacienda. La parte conducente de ellos y las^ reso- 
luciones acotadas se encuentran publicados en el número 308 del Reper- 
torio Oficeal de Antioqni.i d" 7 de A;^ sto .le 1H89 

Reclamaciones sobre sumiiiistros, empréstitos y expropiacionesi. 
Las leyes, deretos y resoluciones sobre la materia se encuentran en la 
'^Compilación complementaria del Código Judicial nacional" publicada 
en 1887 por el Sr. Dr. Manuel J. An^ant^i menos la ley 36 de 1888 y 1* 
15 del mismo afio. 
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LEYES SUST&NTIYÁS 



ANTECEDENTES 

En otra parte hornos dicho que las leyes espaiíolas continnaron tn 
gicndo en la Nación después de que ésta ijroclamó su independencia d© 
la madre Patria, y hasta que las derogó ó modificó expresamente, menos 
en lo que eran contrarias á las instituciones políticas de la forma repu- 
blicana, pues en esto el Derecho privado tenía que ceder al publico, por- 
que la continuidad d« la Legislación no puede suepeíiderse ni interrum- 
pirse. Ahora agregamos que de la misma manera quedaron en vigor en 
los Estados Soberanos en que se dividió el país de 1855 á 18b7, las leyes 
nacionales mientras aquéllos no las reemplazaron. Asi es que %n lo que 
Bo legislaron sus leyes fueron las mismas del Gobierno central que deja- 
ban. Por lo mismo, ti'atando del Derecho antioqueüo nos limitaremos á 
meucionar las leyes expedidas por el extinguido Estado de Antioquia, 
pues las nacionales que en éste rigieron, yá las indicamos, y nos basta 
referirnos á ellas tanto para que se conozcan los autecedenttjs de aquel 
Derecho como para dar una idea completa de él. 

Creado el Estado de Antioquia, éste se apresuró á reemplazar algu- 
nas leyes nacionales, como la de matrimonio de 1856, la cual derogó en 
el niísmo año; pero otras, como el Código de Comercio de 1853, puedo 
decirse que subsistieron hasta que desapareció el Estado, pues sólo deja- 
ron de regir unos pocos días de Enero de 1864, según veremos en segui- 
da. El Estado en cuanto al Derecho civil se limitó á adoptar el Código 
Civil de Cundinamarca de 1858 ; en cuanto al Derecho criminal, expidió 
un Código Penal basado en el de la Kepública de 1837. El único Código 
que debe considerarse obra suya, es el de Minas de 1867. 

Parece á primera vista que esta segunda parte del libro debiera com- 
prender los mismos capítulos que lá primera ; pero bien examinado el 
punto, se ve que no los comprende, porque algunos de los asuntos trata- 
dos en la parte anterioi', como el de Patronato y el del Fuero, habían si- 
do decididos de una manera definitiva por la !N ación antes del estableci- 
miento de los Estados, y éstos no variaron lo resuelto por aquélla, y por- 
que otros, como la sucesión de extranjeros y los censos, no fueron trata- 
dos especialmente por el Estado. Queda dicho anteriormente que sólo 
son materia de esta obra los puntos legales que han sido asunto de leyes 
especiales de la Kepública ó de Antioquia y que se refieran al Derecho 
privado en su parte sustantiva. 

Sólo nos resta decir que á esta segunda parte le hemos agregado un 
capítulo sobre distribución de terrenos comunes, y cuadros sobre la di- 
visión política, judicial y notarial del Departamento, por la importancia 
que estos asuntos tienen especialmente en Antioquia. 



CAPITULO PEELIMIXAE 

DERECHO PUBLICO INTERNO 

I. Estado de Antioquia. Corístitución de 1812.— II. Proviitcia de Antioquia.—IIL 
Provincias de Antioqüia, Medellín y Córdoba. Sxis Cowttitucíones. IV. Pbo- 
vfNciA DE Antioqüia. Constitución de 1865. V. Estado de Antioqüia. Gonstüti' 
eión de 1856. VI. Estado Soberano de Antioqüia. Constituciones de 1863. Cons- 
titución de 1864. Co?i8titueión de 1877. VII. Departamento de Antioqüia. 



ESTADO DE ANTIOQÜIA 
(i@io a 1910) 

En la Provincia de Antioqüia, creada definitivamente, durante el 
Gobierno español, en 1576, pues hasta ese año había pertenecido á la Go- 
bernación de Popayán, se organizaron en 1810 Juntas políticas que asu- 
mieron la dirección del Gobierno, lo que no trajo como consecuencia la 
división del territorio en partes independientes. Así es que la uniJad de 
la Provincia no sólo se conservó, sino que ésta vino á ser un Estado ver- 
daderamente soberano, puesto que fue necesario su asentimiento para 
que formase parte de la Confederación de las Provincias Unidas de la 
ííueva Granada. Al formar parte de ella, se reservó su soberanía en cnan- 
to á gobierno interior conservándola facultad de legislar en todos los ra- 
mos que comprende el Derecho. 

Damos á la Provincia el nombre de Estado, tanto porque tuvo el 
carácter de tal, según el significado filosófico de esta palabra, como por- 
que su primera Constitución se denominó "Constitución del Estado de 
Antioqüia." Y le señalamos como término de duración do 1810 á 1819, 
porque aunque en 1816 fue sometido nuevamente al Gobierno español, 
este sometimiento lo consideramos, y fue cosa transitoria — época de la- 
cha, — y porque en 1819 al entrar á formar parte de la primitiva Repú- 
blica de Colombia, perdió su soberanía. 

Previas estas observaciones, y la de que Antioqüia declaré su inde- 
pendencia absoluta de España en 1813 (1), nos ocuparemos en el examen 
de la primera Constitución del Estado. No obstante que en el capitulo 
preliminar de la Parte primera de este libro, dimos nuestra opinión acer- 
ca del mérito general de las Constituciones de las Provincias Unidas de 
la Nueva Granada, al hablar especialmente de la de Antioqüia seremos 
un poco prolijos, pues nos parece que semejante obra merece algunas de- 
tenidas consideraciones. 

Constitución de 1812. (2) Se titula: ^'Constitución del Estado db 

Jl] Esta declaración consta en el "Reglamento para la proclamación de la Inde- 
pendencia de Antioqüia", el cual se publico en el número 779 del Boletín Oficial de 1875. 

[2] Fue reformada el 6 de Julio de 1815 por la Asamblea reunida en Medellín. 
Tenenos á la vista un ejemplar de la Constitución de 1812, publicado en Santafé de 
Bogotá en la imprenta ae D. Bruno Espinosa, por D. Nicomedes Lora. Esta Constitu- 
ción se insertó en el BcHetin Oficial de Antioqüia en los números 493 y siguientes de 
1871. 
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Antioqüia sancionada por los Representantes de toda la Provincia y 
aceptada por el Pueblo el 3 de Mayo del aflo de 1812." (3) Está dividida 
en 10 títulos, algunos de los cuales están subdivididos en secciones ; és- 
tas y los títulos que no comprenden ninguna, están divididos en artícu- 
los. El título I contiene los "Preliminares y bases de la Constitución", 
en 3 secciones: 1." (fuera del preámbulo, 2 artículos) trata de l(»s Pre- 
liminares ó sea de las causas y bases de la Constitución; la 2.* (33 artícu- 
los) de los derechos del hombre en sociedad; y la 3.* (10 artículos) de los 
deberes del ciudadano. El título II establece la forma de Gobierno. El tí- 
tulo III, "Del Poder Legislativo", comprende 3 secciones: la 1.* (56 artí- 
culos) habla de la Legislatura, 6 disposiciones comunes á las dos Cáma- 
ras; la 2." (41 artículos), del Senado; y la 3*? (11 artículos) de la Cámara 
de Representantes. El título IV trata "Del Poder Ejecutivo", sus Conse- 

Í'eros y Secretarios en 2 becciones, de las cuales la 1.' tiene 41 artícu- 
08 y la 2*, 3. Las 4 secciones del título V, dedicado al ^Toder Judi- 
cial", se refieren: la 1* [17 artículos] al Supremo Tribunal de Justicia; 
la 2.* [3 artículos] á la Alta Corte de Justicia; la 3.' [10 artículos] á los 
Jueces de primera instancia; y la 4." (11 artículos) á ciertas prevencio- 
nes generales acerca del Poder Judicial El título VI [5 artículos] trata 
"Délos Diputados para el Congreso." El título VII, *'Del Tesoro común" 
(II artículos). El título VIII, *'De la fuerza armada *' (14 artículos). 
El título IX, de la 'instrucción pública" [4 artículos]. El título X (23 
artículos) comprende "Disposiciones generales." 

Así como el artículo l.o de la Constitución está precedido de algunas 
palabras que justifican la expedición de ella, fundándose en (ue disuelto 
el Gobierno por haber sido reducidas á cautiverio las personas que goza- 
ban el carácter de soberanos, les habían sido "devueltas á los españoles 
de ambos hemisferios las prerrogativas de su libre naturaleza, y á los 
pueblos las del Contrato social", con lo cual reasumían la soberanía para 
gobernarse, así cohoío estas consideraciones, repetimos, preceden al pri- 
mer artículo,al último le siguen estas palabras dignas de recuerdo: "ved 
aquí; habitantes de la Provincia de Antioquia, las leyes fundamentales 
de nuestra sociedad: leedlas continuamente, y después que en los cora- 
zones de vuestros hijos se hallen grabados los Misterios Santos del Cris- 
tianismo, ponedles en sus manos este pequefio volumen, para que cono- 
ciendo desde su niñez los imprescriptibles áerechos del nombre, sepan 
luego defender la inestimable libertad que les habéis conquistado." 

Indicado el contenido de la Constitución, que por si solo puede dar 
alguna idea de ésta, son oportunas dos clases de observaciones: la una 
relativa á la manera cómo se estableció el Gobierno, y la otra á las ga- 
rantías sociales que son el punto que más se relaciona con el objeto de 
esta obi-a. 

j B I , I, I - 11 II I II 11 T * ' 

[3] Los EepreseDtantes la firmaron en ]a muy noble y leal ciudad de Santiago de 
Arma de Rionegro el 21 de Marzo de 1812. Los Representantes fueron: Juan Carras- 
quilla, Presidente, Diputado por Medellín; Diego Gómez de Salazar, Vicepresidente.Di- 
putado por Rionegro; Pedro Francisco Carvajal, Manuel Hurtado, ManuelJosé Bernal, 
José Miguel de la Calle y Francisco Ignacio Mejía, Diputados por Rionesro; por Me- 
déllin, José Ignacio üribe; por el Departamento del Nordeste, Vicente Moreno; por 
Marinilla, Isidro Peláez y Jorge Ramón de Posadas; por Antioquia, Manuel A. Mar- 
tínez, José M? Ortiz, José Pardo, Andrés Avelino de Uruburo, Jnan Esteban Mar- 
tínez, Francisco Jayier Barrientos, Pedro Arrublas y Juan Francisco Zapata. 
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El artículo !.• del título II declara que "el pueblo que liabitia el te- 
rritorio de la Provincia de Antioqúia, segnii sus límites, y demarcación 
actual, so erige en un Estado libro, independiente y soberano concen- 
trando su Gobierno y administración interior, sin reconocer otra autori- 
dad suprema, sino es aquella que expresamente delegare en el Congreso 
General de la Nueva Granada, 6 en el do las ProviüciaS Unidas.'' "El 
Gobierno Soberano del Estado, dice el artículo 2.* del mismo título, será 
popular y representativo", y el artículo 3.* establece (^ne "los Poderes Le- 
gislativo, Ejecutivo y Judicial, estarán sepamdos é independientee, y no 
podrán ser á un mismo tiempo ejercidos por una sola persona^ ni por u;i 
solo cuerpo." No reservándose el Estado sino la soberanía imnameíite, 
esto es, la que regula los negocios domésticos ó internos, dijo en el arti- 
culo 52 del título II que la Legislatura del Estado "no pasará leyes^ ni 
decretos en los negocios, que inmediatamente tengan trascendencia sobro 
las demás Provincias, ó sobre sus ciudadanos, ni en los asuntos interio- 
res que sean comunes á los Estados Unidos, ni en los que toquen al co- 
mercio extranjero, á la marina, á la navegación, á la paz, y á la guerra, 
pues todos estos pertenecen privativamente al Congreso General de la 
Nueva Granada, ó al de las Provincijis Unidas." Tampoco debía mez« 
ciarse la Legislatura en los demás asuntos que por el Acta de Federa- 
ción con las otras Provincias, se delegasen expresamente á dicho Con- 
greso (artículo 53). 

Estas disposiciones demuestran que los legisladores antioqueños te* 
nían ideas claras y precisas en cuanto á la forma de Gobierno federal 
que querían para la Provincia, no obstante que esa forma era la más im- 
propia para defenderse de la madre Patria, bin embargo, si en esas ideas 
no se separaron de la propiedad constitucional, no sucedió lo mismo res- 
pecto de otros puntos, como se comprende con notar que dedicaron 24 
artículos (sección 2* del título III) á dar reglas para elegir los Senado* 
res, con lo cual intercalaron en la Constitución una especie de Código 
de elecciones; que los artículos 7.* y 8." del título X indican los trata-» 
mientes que debían darse á algunos empleados y los mayores sueldos do 
que podían disfrutar (1); y sobre todo que la sección 3.* del título I es- 
tá destinada á señalar los deberes del ciudadano, los cuales están basa^^ 
dos principalmente en estos dos principios: **No hagas á otro lo que no 
quieras se haga contigo"; "Haz constantemente á los demás el bien que 
quisieras recibir de ellos" (artículo 2). A estos principios siguen reglas 
morales, tales como la de que no es buen ciudadano quien no es buen 
padre, buen hijo, buen hermano, buen amigo y buen esposo, y la do que 
ninguno es hombre de bien, sino es franca y religiosamente observador 
de las leyes. Reglas ciertas pero impropias de una Constitución. 

El Poder Legislativo residía en un Senado y en una Cámara ó Sala 
de Eopresentantcs queso llamaban '"La Legislatura de Antioquia"; se 
reunía todos los años durante dos meses; y sus sesiones debían ser pii- 



[1] Eran: el del Presidente del Estado 2,000 pesos anuales; el de su primer Con- 
sejero 1,200; el del segundo. 1,000; el del Secretario del Estado 1000; el de cada uno 
de los Jueces del Superior Trit)unal, y el del Fiscal de éste, 1,200; el de cada Senador, 
Kepresentante y Secretario del Senado 100 pesos mensuales, por el tiempo de las se- 
siones, y el del Secretario déla Cámara de Representantes, archivero de la Legislatura 
800 pesos anuales. 
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blicas^ á menos que se requiriese el sigilo. El tilbulo IIÍ establece las atri- 
buciones y deberes de la Legislatura, entre los cuales hay algunos (Juo 
son meros pre«eptos morales. 

El Jefe del roder Ejecutivo se denominaba "Presidente del Estado 
de Antioquia'*; tenía 2 Consejeros y un Secretario general; era nombra- 
do, lo mismo que sas Consejeros, por las 2 Cámaras reunidas; duraba en 
sti empleo 3 años; y era Presidente do la Legislatura y Capitán general 
de toda la fuerza armada. Debía sancionar las leyes^ y podía objetar és- 
tas. 

El Podeir Judicial residía en el Supremo Tribunal de Justicia, en 
tina Alta Coree de Justicia, organizada por la Cámara de Represen tan tus 
cuando, según las leyes, debía surtirse algán recurso extraordinario para 
ante el Gobierno español; y en los Jueces do 1.* instancia. Así es que los 
litigios debían terminarse sin salir del Estado. 

Pasando á las garantías sociales, que la Constitución denomina de- 
rechos del hombre en sociedad, indicaremos las principales que reconoce. 
La libertad ó sea la '^facultad que el hombre tiene de hacer todo lo que 
txo sea en daño de tercero ó en perjuicio de la sociedad''; la libertad de 
imprenta, pero responsable por los abusos; la igualdad de todos los iudi- 
TÍduos ante la Ley, lo que suprimió los privilegios y títulos nobiliarios; 
la seguridad que ^'consiste en la protección, que concede igualmente la 
socÍMad á cada uno de les miembros para la conservación de su persona, 
de sus derechos y de sus propiedades'^; la de que todo hombre so presu- 
ma inocente mientras no se le declare culpado; la do que ninguno puede 
ser juzgado ni castigado sin ser '^oído y convencido legalmente, y en 
Tirtud de una lev |)romulgada antes de cometerse el delito"; la de que 
ninguna ley civil ni criminal pueda tener efecto retroactivo ; la de que 
nadie puede ser privado de su propiedad sino en el caso de que lo exija 
la necesidad pública, legalmente acreditada, y bajo la condición implíci- 
ta de una justa y precisa indemnización. 

El artículo 54 de la sección 1.* del título III dispone que no se san- 
cionase ninguna ley que directa ó indirectamente autorice la fundación 
de mayorazgos y vinculaciones civiles perpetuas, las cuales quedaban 
prohibidas, y que la Legislatura determinase por una ley el modo de ex- 
tinguir las vinculaciones existentes, dividiéndose entre aquéllos á quie- 
nes justamente pertenezcan. La sección 4.^ del título V ordena **que 
liingún Juez ó Tribunal pueda usar la bárbara cuestión del tormento^ que 
abolida en todas sus partes, queda marcada con la execración pública"; 

3ue la prisión no tendría lugar en las causas civiles, sino cuando el deu- 
or de mayor cuantía no diese ñanza, siendo además sospechoso da fuga, 
ni en las criminales, sino por los delitos de gravedad, habiendo prueba 
Verdaderamente semiplena; que el airesto en causas civiles de menor 
cuantía no se verificaría sino en caso de sospecha de fuga del deudor, y 
en las criminales por delitos que no fuesen üe gravedad, cuando hubiese 
presunciones vehementes; y que sería un asilo inviolable por la noche la 
habitación de todo ciudadano, sea del estado, clase ó condición que fue- 
se. No se podía allanar sino con ciertos requisitos. 

El artículo 16 del título X dice: ^'Todos y cada uno de los Poderes, 
Jaeces y autoridades de la BepúbUea observarán inviolablemente las Le- 
yes, Ordenanzasii Cédulas y reales Ordenes, que constituyen los Códigos 
nacionales en todo aquello que ao fee hallen expresamente derogados, ó 
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no sean contrarios á la Constitución del Estado. En caso de duda consulta^ 
rán al Poder Legislativo." El Poder Legislativo debía formar un Código* 
Civil y otro Criminal luego que lo permitiesen las circunstancias [artí- 
culo 10, sección 1.% título III], y el Podíer Ejecutivo debía proponer & 
las Provincias Unidas quo esos dos Códigos se uniformasen en éstas [ar-^ 
tículo 55 ib. ib.] El Presidente del Estado debía proceder eü ejercicia 
del derecho de Patronato de acuerdo con la autoridad eclesiástica mien- 
tras se disponía otra cosa. El Presidente tenia facultad de conceder in- 
dultos generales cuando lo permitía el bien del Estado. Estimando loa" 
constituyentes que el juicio por jurados sería convenienle,^ dispusieron^ 
que la Legislatura introdujese esta práctica euando el pueblo fuese apta 
para observarla [artículo 11, sección 4.% titulo VJ. 



PEOVDÍOIA DE ANTIOQUIA 

(1I3(1& Á 1^61) 

Establecida la Bepública de Colombia por el Congreso de Afigt>8tlr- 
ra en 1819, el Estado de Antioquia perdió su soberanía, puesto que de' 
hecho entró á formar parte de un Gobierno central. Dicho Congreso di- 
vidió la Eepública en tres gmndes Departamentos que fueron: Venezmela^- 
Quito y Cundinaroarca, que comprendía las Provincias de la Nuevas 
Granada, quedando este nombre suprimido. Así es que la Proviisícia db 
Antioquia en virtud de tal división hizo parte del Departamento de' 
Cundinamarca. (1) 

Dos días después de sancionada la Constitución nacional de 1821 — 
el 8 de Octubre — sancionó el Libertador una ley **sobre organización y 
régimen político de los Departamentos, Provincias y Cantones en que se 
divide la República." Esta ley dividió el territorio colombiano en siete De- 
partamentos [artículo 1."], de los cuales el 5.* fue *'el de Cundinamarca 
formado de las Provincias de Bogotá, Antioquia, Mariquita y Neiva.'^ 
Aumentados los Departamentos por leyes posteriores, la Provincia de 
Antioquia siguió perteneciendo al de Cundinamarca,> hasta que se esta- 
bleció como un Departamento. [2] 

La primera Constitución de la Eepública de la Nueva Granada 
[183'^], suprimió los Departamentos dividiendo el territoritorio nacional 
en Provincias, éstas en Cantones j los Cantones en Distritos parroquia- 
les. En virtud de esta nueva división, el territorio antioquefio quedó for- 
mando una sola Provincia, administrada por un Gobernador, depen- 
diente del Poder Ejecutivo, de quien era agente inmediato constitucio- 



[1] La cnpital de la Provincia de Antioquia, fue hasta 1826 la ciudad de Antio- 
quia; en este año se trasladó dicha capital á la yilla de Medellín, que la conserva 
hasta hoy. [Artículo 8.^ de la ley sobre división territorial de 18 de Abril de 1836.] 

[2] La Provincia de Antioquia se segregó del Departamento de Cundinamarca- 
en 1830 para establecerla como Departamento separado. En 1882 volvió á ser Provin- 
cia. No hemos creído que este cambio mereciese una clasiñcación diferente á la adop- 
tada en el presente capitulo en cuanto á las denominaciones que ha tenido Antioquia«- 
pues ese cambio no modificó el modo de ser de esta seccióu de la Kepública. 
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Artl, y con quien se entendía por el órga:io del Secretario del Despacho 
despectivo [artículo 15 IJ. 

La Constitución de 1832 creó las Cámaras de Provincia [articula 
156] con estas atribuciones f artículo 160J: Perfeccionar las elecciones pa- 
ra Senadores y Eepresentantes, de los que no hubiesen obtenido la plu- 
ralidad absoluta de votos en las Asambleas electorales; i)roponer al Uon- 
eejo de Estado 3 individuos para el nombramiento de cada uno de los 
Magistrados de la Corte Suprema de Justicia; proponer una terna á 
esta Corte para el nombramiento de cada uno de los Magistrados del 
Tribunal de su respectivo Distrito Judicial; proponer al Poder Eje- 
cutivo lista de 6 individuos para que, de entre ellos, eligiese al que 
hubiera de ser nombrado Gobernador; hacer el repartimiento del con- 
tingente de hombres con que debía contribuir la Provincia para el 
ejército y armada; decretarlas contribuciones y arbitrios necesarios para 
el especial servicio de la Provincia; fijar el presupuesto de gastos ; pro- 
mover el adelantamiento de la Provincia, su policía interior y obras pú- 
blicas; velar sobre la exacta recaudación, economía y distribución de las 
rentas provinciales; examinar las cuentas de recaudación é inversión de 
éstas; y desempeñar, finalmente, las demás atribuciones que les designa- 
ra la ley. El Congreso quedaba con la facultad de anular los actos de las 
Cámaras, los cuales podían ser suspendidos por el Poder Ejecutivo. Las 
Cámaras se reunían cada ano, y sus miembros duraban en sus funciones 
dos aQos. 

Nos hemos detenido en estos pormenores para que se sepa cuáles 
fueron las primeras atribuciones que tuvieron las Cámaras provinciales. 
Como la Constitución de 184:3 se limitó á establecer éstas, pero sin in- 
dicar sus funciones [artículos 135 a 139J, quedó á la ley el señalarlas. Ci- 
taremos sólo dos leyes de las que trat¿in del asunto, })ues las demás, ó se 
refieren á Cámaras de determinadas Provincias, ó sólo á ciertos asuntos 
especiales. [IJ 

De esas dos leyes, la de 19 de Mayo de 1834, que sirvió de complemen- 
to á la Constitución de 1S32 [L. 1.% P. 2% T. 1.% K. G.] en su artículo 
124 8eñala las atribuciones y deberes de las Cámaras. De los 32 que com- 
prende mencionaremos algunos : Crear empleos para el servicio especial 
de las Provincias y asignarles dotaciones; contratar empréstitos para la 
ejecución de obras públicas; conceder privilegios; promover el estableci- 
miento de Bancos provinciales; promover la educación y civilización de 
los mdígenas; y deeretar las penas, que no podían consistir sino en mul- 
tas, prisión ó trabajo en obras públicas, para obligar al cumplimiento de 
sus Ordenanzas. 

La otra ley es de 29 de Mayo de 1848 [L. 51, P. 2.% T. 1.**, Ap. á la 
R. 6.] [2], la cual derogó todas las leyes que le fuesen contrarias. Su 
artículo 3.* señala las atribuciones exclusivas de las Cámaras, y el 4.* las 
que no les eran exclusivas. Se conoervaron las de la ley de 1834. De las 
otras sólo diremos que esas Corporaciones quedaron facultadas para im- 

[1] La» disposiciones relativas a las Cámaras de Provincia se hallan en los trata- 
dos pnmeros, partes segundas de la Recopilación Granadina y del Apéndice á ésta, en 
las leyes de 1850, las cuales están al fin del Apéndice, y en las de 1852. En 1853 el 
asunto varió, como lo veremos en seguida, á causa de la Constitución de e8€ año. 

[2\ Esta ley fue adicioBada por uxia de 32 de Junio de 1850. 
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|)oner derechos de peaje, ])ontazgo y pasaje; para establecer las reglas 
que debían observarse en la distribución de las aguas qno servían á ]m 
poblaciones, a la agricultura ó á la minería; para arrc/^lar todo lo relati- 
vo á resguardos de indígenas, así para su medida y repartimiento, como 
Í)ara su adjudicación y enajenación; para arreglar la pesca y la caza en 
as aguas ó en las tierras desiertas ó de propiedad común, y ])ara estíi- 
blecer reglas para la conservación do los bosques y de las aguas. Entre' 
las atribuciones quo no les eran exclusivas, se encuentran la do ordenar 
la construcción do diques, muelles y desembarque en los puertos de mar 
ó de río de la Provincia; la de promover la inmigración de extranjeros 
útiles; la de proveer á Ta reducción y civilización de los indígenas erran- 
tes que hubiera en la Provincia, y la de ordenar el establecimiento de Ca- 
jas de Ahorros y reglamentarlas. 

Diremos, antes de pasar á otra cosa, que fue en 1832 cuando las^ 
Provincias comenzaron á expedir Ordenanzas en virtud de la Constitu- 
ción de ese año. A la vista tenemos las do la Provincia de Antioquia; pe- 
ro ni en este capítulo ni en ninguno de los siguientes, es el caso de exa- 
minarlas, puesto que propiamente no se refieren á asuntos del Derecho 
publico ni privado. Lo que hemos dicho ha tenido sólo yov objeto daf 
una idea de las facultades y atribuciones de tales Cámaras, para que se 
pueda apreciar la importancia de éstas. 



PROVINCIAS DE ANTIOQUIA, MEDELUN Y OORDOBA 

La ley dio 15 de Mayo do 1851 dividió la Provincia do Antioquia. pa- 
ra su mejor administración,cn tres Provincias, á saber: 1.' ANTiOQüiA,8a 
capital la ciudad de este nombre, compuesta de los Cantones de Antio- 
quia y Santa-Rosa; 2.» Medellíit, su capital la ciudad del mismo nona- 
bre, conipuesta de los Cantones de Medellín y Nordeste, y el Distrito 
paiToquial de Santo Domingo, exceptuándose la parte de su territorio 
comprendida entre la bodega de Remolino y el puente del río Nare, que 
se agregó á la aldea de Canoas; 3* Cóí&doba, su capital k ciudad de 
Rionegro, compuesta de los Cantones de Rionegro, Marinilla y Sala- 
mina. 

Los artículos 2P y 3.° hicieron nueva división en dos Cantones do 
cada una de las Provincias de Antioquia y Medellín. En el artículo 4." se 
estableció que en cada una de las Gobernaciones de las tres Provincias 
habría estos empleados: un Gobernador con doce mil reales de sueldo 
anual; un Secretario, con cuatro mil; dos oficiales, cada uno con tres mil 
doscientos, y un portero con mil seiseientos. 

El artículo 6. o, último do la ley, hablado la elección de Represen- 
tantes y Senadores de las Provincias. 

La Constitución de 1853 creó la autonomía municipal de las Provin- 
cias, facilitándolas [artículo 48] para disponer lo ()uo juzgasen convenien- 
te á su organización, régimen y administración interior, sin invadirlos 
asuntos do competencia del Gobierno general, los cuales detalla la Cons- 
titución. Es claro que los demás quedaban de la in'cuiiibencia de las Pro- 
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viticias, las cuales, por medio de sus Legislaturas, debían darse Cousti- 
tnciones. El Gobierno ó régimen mnnicipal de cada Provincia estaría á 
teargo de i;na Legislatura provincial, en la parte legislativa; y de un Go- 
bernador cu la parte ejecutiva, el cual stTÍa también el agente natural 
del Poder Ejecutivo general, con los demás funcionarios que al efecto so 
establecieran. La Legislatura debía ser do elección popular y no podía 
constar de menos de 7 individuos. Los Gobernadores duraban en el ejer- 
cicio de su empleo 2 afios, podían ser reelegidos para un nuevo peHodo 
sin interrupción, y el Presidente de la Eepública podía suspenderlos 
cuando lo juzgase conveniente, dando cuenta á la Suprema Corte de la 
Nación para que fijase el tiempo de la suspensión [artículos 50 á 53], 
Les era prohibido á las Provincias someter á los granadinos de otra Pro- 
vincia y á sus propiedades, a obligaciones y gravámenes á que no estu- 
viesen sujetos ios granadinos, productos y propiedades do la misma Pro- 
vincia, y privarlos de los derechos ó protección de que debían disfrutar 
los de la misma Provincia, teniendo las condiciones exigidas respecto de 
los naturales de ella (artículo 49). Los miembros de las Legislaturas go- 
zaban de las mismas inmunidades ó irresponsabilidad que la Constitu- 
ción concedía á los Senadores y Representantes del pueblo (artículo 55). 

Constituciones de las tres Provincias. No nos detendremos .1 
examinar la Constitución que cada una délas 3 Provincias se dio á fines 
<]e 1853 ó al comienzo de 1854. (1) Sólo indicaremos las principales atri- 
buciones que reconocen al Poder Legislativo, para que se comprenda 
znejor el alcance de la autonomía municipal. Se reducían á apropiar 
íinualmente la suma necesaria para los gastos públicos do la Provincia.; 
á decretar y suprimir contribuciones; á crear y suprimir empleados al 
servicio especial de la Provincia y seüalarles sueldos y atribuciones; á 
fomentar la instrucción primaria; á crear y suprimir distritos y aldeas; 
á conceder privilegios por tiempo determinado á los que se comprome- 
tiesen á abrir nuevas vías de comunicación, á mejorar algunas de las es- 
tablecidas, ó á introducir alguna industria nueva; á dictar las Ordenan- 
zas sobre policía general en la Provincia; á organizar la Hacienda pro- 
vincial; á dictar las Ordenanzas reglamentarias del régimen municipal, 
y en suma, á dictar todas las Ordenanzas en los ramos que no estuviesen 
expresamente comprendidos en las 13 facultades que el artículo 10 de la 
Constitución nacional de 1853, reservó al Gobierno gonerixl. 
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podían establecer acerca do lo primero. Así es que so limitaron á orga- 
nizar los Poderes Legislativo y Ejecutivo. La Constitución nacional de 
1853 conservó la unidad del Derecho patrio, según lo vimos en el capítu- 
lo preliminar de la primera parte. 



[1] La Constitución de la Provincia de Córdoba, que consta de 39 artículos, fue 
sancionada en Rionegro el 13 de ]N"oviembre de 18ó8; Ja de la Provincia de Medellín 
[65 artículos], on la ciudad de este nombre, el lo de los mismos mes y año; y la de la 
l*roviucia áv. Antioquia [64 artículos], en Antioquia c) 3 de Febi;fro de 1854. Esta úl- 
tima Colaslituciüü fue rcl'ormuda por la ordenanza 1." de 38 de Octubre de 18r»4. 
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PEOVINOIA DE ANTIOQUIA 

La ley de 14 de Abril de 1855 restableció la antigua PiioviííCiA dk- 
Antioqüia, compuesta de las Provincias de Antioquia, Medellín y Cór- 
doba, de que antes hablamos, dándole por capital la ciudad de Medellín. 
La ProTÍncia reintegrada debía constituirse por una Legislatura com- 
puesta de tantos Diputados cuantos correspondiesen á razón de uno por 
cada cuatro mil habitantes, la cual se reuniría en Medellín el 1.** de Sep- 
tiembre del mismo año de 1855, y ese día dejarían de existir las tres 
Provincias indicadas quedando yerifícada la reintegración. £1 artícul(y 
6.", último de la ley, dispone que la nueva Provincia de Antioquia tenían 
derecho á las tierras baldías que, conforme á las leyes vigentes, corre?» 
pondían á las Provincias que la formaban. 

Constitución ue 1855. Estando vigente la Conátitución nacional 
de 1853, y habiéndose reunido en una sola Provincia las tres de Antio- 
quia, Medellín y Córdoba, era evidente que la nueva ó reintegrada nece- 
sitaba su Constitución municipal, la cual fue expedida por la Legislatu-- 
ra reunida en Medellín y se sancionó el 31 de Octubre do 1855. [1] Na 
habiendo diferencia esencial entre esta Constitución y las tres que exa- 
minamos antes en cuanto á las atribuciones del Poder Legislativo (2),. 
sería innecesario lo que dijésemos sobre el particular. 



ESTADO DE ANTIOQUIA 

Dijimos en el capítulo preliminar de la primera parte que á la Cons- 
titución de 1853 siguió la creación de verdaderos Estados federales. El 
primero que se creó fue el de Panamá por el Acto adicional á la Consti- 
tución, sancionado el 27 de Febrero de 1855. El artículo 12 de dicho Ac- 
to dice: "Una ley podrá erigir en Estado que sea regido conforme al pre- 
sente acto legislativo, cualquiera porción del territorio de la Nueva Gra- 
nada. La ley que contenga la erección de un Estado, tendrá la misma 
fuerza que el presente acto de reforma constitucional; no pudiendo ser' 
reformado sino por los mismos trámites de la Constitución." 

De conformidad con este artículo, la ley de 11 de Junio de 1856 creó" 

[1] La Legislatura en Ordenanza 1? de 14 de Septiembre de 1855 había arregla- 
do provisionsdmente la administración de la Provincia mientras se expedía la Consti- 
tución. 

[2] En la Constitución de 1855 se copiaron literalmente dichas atribuciones (arti- 
culo 16) de la ConstituciÓA de la Provincia de Medellín de 1853 (artículo 17.) Estas dos- 
Constituciones dividieron la Legislatura en dos Salas: Senado y Cámara provincial. 
Las Constituciones de las Prevmcias de Antioquia y Córdoba tístablecierou una í^Iim 
Bala. 
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el Estado de Antioquia compuesto de la Provincia de este nombre, 
entre otras condiciones, con las qne signen, que son las principales. El 
Estado dependería de la Nueva Granada en estos asuntos: todo lo reJati- 
vo á relaciones exteriores; organización y servicio del Ejército permanen- 
te y de la Marina de guerraj crédito nacional; naturalizacién de extran- 
jeros; rentas y gastos nacionales; el uso del pabellón y escudo de armas 
^e la RepúbliCíO:; lo relativo á las tierras baldías que se reservaba la Na- 
ción; pesos, pesas y medidas oficiales. En todos los demás asuntos de lé- 
vgislíición y administración, el Estado podía estatuir libremente lo que á 
bien tuviese por los trámites de su propia Constitución. Para el servicio 
público ^en los negocios que la Nación se reservaba, la Ley, ó el Poder 
Ejecutivo, podían establecer en el territorio del Estado los empleados 
necesarios; y en la Constitución particular de éste se declararían como 
fundamentales é irrevocables, las garantías contenidas en el artículo 5.** 
<áe la Constitución nacional de 1653. La Legislatura constituyente del 
Estado se compondría de 41 ímiembros y se reuniría el 15 de Septiembre 
>de 1856. 

La ley de 15 de Septiembre de 1856,que arregló provisionalmente el 
<jobierno del Estado, declaró que continuarían rigiendo la Constitución 
provincial de 1855^ las leyes de la República y las Ordenanzas provincia- 
les que estuvieran vigentes, en todo lo que no fuesen incompatibles con 
la ley qne creaba el Estado, á menos que se derogasen por la Asamblea. 

CoNSTiTUC[6:> DE 1856. La Asamblea reunida en Medellín, expidió 
3a Constitución del Estado de Antioquia el 25 de Octubre de 1856 (1), 
la cual fue sancionada el 28 del mismo mes. Consta de 107 artículos, y 
de sus disposiciones mencionaremos sólo las que más se relacionen con 
>el asunto principal de esto libro. 

El Estado garantizó á sus miembros: la libertad individual; la se- 
guridad personal; la inviolabilidad de la propiedad; la libertad de indus- 
tria y de trabajo; la libertad de profesar libremente su religión y ejercer 
:fin culto; la inviolabilidad del domicilio y do la correspondencia privada; 
iia expresión libre del pensamiento de palabra ó por escrito; la libertad de 
reunirse sin armas, de discutir públicamente los negocios públicos y de 
representar sobre ellos á las autoridades^ la libertad de la enseñanza, y la 
agualdad de los derechos individuales. Estos dei'ecbos tenían por límite 
^el derecho de otros individuos y lo que exigieran la subsistencia y segu- 
ridad del Estado. La ley señalaría estos límites (artículos 10 y 11). 

Cuando una necesidad pública legalmente comprobada bacía nece- 
sario el uso ó expropiación de un objeto de propiedad particular, el pro- 
pietario debía ser indemnizado previamente de su justo valor. En los ca- 
sos urgentes de guerra ó de otra calamidad pública, la indemnización 
podía no ser previa [artículo 13]. Ningún miembro del Estado sería 
•obligado á comparecer en juicio sino ante los Juzgados y Tribunales 
competentes establecidos por la Constitución ó la Ley, ni condenado sin 
ser oído y vencido en juicio [artículo 14]. Ningún delito se castigaría 

[1] Fue reformada por acto de 2 de Diciembre de 1857, el cual derogó el artículo 
$1 de la Constitución. La reforma se limita á establecer los medios por los cuales po 
■día ser adicionada ó reformada la Constitución en todo ó en parte. La ley de 8 d 
Octubre de 1856 dispuso que la ciudad de Medellín sería la capital del Estado. Este 
«capital no se ha variado. 
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con peiin. de confiscacióu; pero esto no impedía los comisos ni las multas 
que las leyes asignan á algunas culpas ó delitos [artículo 17 1. Ninguna 
ley tendría efecto retroactivo ni sería obligatoria antes de su promulga- 
ción [artículo 96]. Los miembros del Pastado no podían ser reducidos á 
Ín'isión en juicio civil por deudas [artículo 97]. Los bienes y rentns de 
os establecimientos de educación pública, de c:u'idad y beneficencia no 
serían gravados con contribuciones [artíeuio 98]. Las garantías Címte- 
nidas en el artículo 5.° de la Constitución nacional de 1853, se declara- 
ron fundamentales é irrevooables [artículo 104 1. 

Entre las atribuciones del Poder Legislativo [1] que sería ejercido 
por una Ijegislatura compuesta de dos salas deuominadas ''íSenado" y 
**Sala de los Diputados'', se encuentran la de conceder })or tiempo limi- 
tado privilegios exclusivos, ó las ventajas ó indemnizaciones conve- 
uientes, con el fin de promover la realización ó mejora de empresas y 
obras que interesaran al Estadoj la de crear los empleos necesarios para 
el servicio público del Estado, y determinar los derechos y las obligacio- 
nes de los respectivos empleados} la de conceder amnistías ó indultos ge- 
nerales por los delitos contra el orden público que violaran las leyes del 
Estado, siempre que algún grave motivo de conveniencia pública lo exi- 
giera; y la de dictar todas las le^es y otros actos legislativos que juzgase 
convenientes, ea todos ios ramos y negocios que sean materia de ley, y 
que no estuviesen exceptuados en el artículo 2.° de la Constitución (2); 
c interpretar, reformar ó derogar cualesquiera leyes y actos legislativos 
vigentes [artículo 34, números 8.°, 9."*, 10 y 13J. Todo proyecto de ley ne- 
cesitaba la sanción del Poder Ejecutivo, quien podía objetarlos (artículo 
39) y estaba á cargo de un Gobernador que ejercía su empleo por 4 
años (3). 

De las atribuciones del Poder Ejecutivo sólo citaremos la de con- 
mutar, de acuerdo con el Tribunal Superior, la pena de muerte por ocni, 
cuando algún motivo grave y notorio (ie conveniencia pública lo exigie- 
ra; y la de conmutar en destierro del territorio del Estado, oyendo pre- 
viamente el informe de dicho Tribunal, las penas corporales impuestas 
por delitos contra el orden púidico, en caso de notoria conveniencia pú- 
blica [artículo 50, números 12 y 13j. 




del Tribunal Superior y del Procurador del Estado cuando se hubiese 
declarado con lugar á formación de causa contra alguno de ellos por de- 
litos comunes, y que conocía de las causas de responsabilidad contra los 
mismos empleados, contra los Senadores y Diputados y contra los miem- 
bros del Consejo del Estado, so componía de tres Jueces sacados por la 
suerte en cada caso que ocurriese de entro los Senadores del Estado, con 

[1] La Legislatura tenía sesiones ordinarias cada dos años (artículo 24). Todas las 
Conbtituciones del Estado dispusieron esto mismo. 

[2]Los exceptuados eran los de la exclusiva competencia del Gobierno General 
que antes indicamos. (Ley nacional de 11 de Junio de Í856.) 

[3] La misma duración señalaron las Constituciones posteriores al Jefe del Poder 
Ejcoutivo, que cu 1863 y desde 1867 en adelante se denominó Presidente. 
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las forraalidíidos legales. El Tribunal se componía de tres Magistrados 
nombrados por la Legislatura [artículos 63. 64 y 65.] 

El artículo 106 derogó en el Estado la Constitución de la República 
en todo lo que se refiriese al Gobierno del Estado, 1a Constitución nm- 
nicipal de la Provincia de Antioquia y todas las leyes, ordenanzas y dis- 
posiciones que estuviesen en oposición con las disposiciones de la Consti- 
tución que nos ha ocupado. 

No obstante la Constitución nacional de 1858 que organizó la Con- 
federaciüu Granadina, en el Estaco de Antioquia no se juzgó necesario 
oxpedir otra; porque la de 1856 correspondía al modo de ser de la Con- 
federación. Creados los Estados de 1855 á 1857 y organizados constitu- 
cionalmente, para perfeccionar el cambio político que esto implicaba, só- 
lo se requería una Constitución para la República, pues la do 1853 no 
estaba en armonía con la existencia de Estados federales y soberanos. 

'VI 

ESTADO SOBEEANO DE ANTIOQUIA 

En la guerra de 1860, el Gobierno del Estado de Antioquia tomó 
parte en defensa del Gobierno de la Confederación Granadma y pudo 
hacer frente a la poderosa revolución de ese año hasta 1862. Pero agota- 
dos sus recursos y solo, puede decirse, en la desastrada lucha en que sos- 
tenía la causa de un Gobierno que yá había dejado de existir, en conve- 
nio celebrado en la Aldea de María el 13 de Octubre de 1862, [1] **el 
Gobernador del Estado de Antioquia sometió pacíficamente el Estado al 
Gobierno de los Estados Unidos de Colombia; y en consecuencia puso 
á disposición de éste todas las armas, municiones y demás elementos d© 
guerra que había tenido á su cargo en todo el Estado" [artículo I." del 
Convenio] . 

Incorporado el Estado en los Estados Unidos de Colombia que ha- 
bían surgido de la revolución, se le denominó Estado Soberano de An- 
tioquia; y de acuerdo con Decreto del Presidente provisional de dichos 
Estados, datado el 9 de Noviembre de 1862, continuarían observándose 
en el Estado las leyes vigentes el 13 de Octubre del mismo año, en todo 
lo que no se opusieran á los actos, decretos, providencias y resoluciones 
del Poder Ejecutivo nacional encargado de la Gobernación del Estado 
[artículo 1.* del Decreto ] (2) 

La ley de 9 de Diciembre de 1862 (3) expedida por la Legislatura 
constituyente, en su artículo 2.* dice: "La Constitución del Estado, las 
leyes, ordenanzas, decretos y demás actos legales que han estado hasta 
hoy vigentes en el Estado, y el Decreto fundamental expedido por el Po- 
der Ejecutivo el 13 del pasado continuarán en su fuerza y vigor en todo 



[1] Este convenio se publicó en el número 2, de 18 de Noviembre de 1862, de la 
Crónica Oficial de Antioquia. 

[2] Está publicado en el número citado de la Crónica, 

[3] Está publicada en el número 11 de la misma Crónica. 
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lo qne no se oponcran al Pacto de los Estados Unidos de Colombia, ce- 
lebrado en Bogotá el 20 de Septiembre de 1861, y al cambio político ve- 
rificado en el Estado ej 14 do Octubre iiltimo hasta que sean puestas en 
ejecución la Constitución y leyes que debe expedir esta Legislatura". 

CoKSTiTUciOKES DE Í863. Dos se expedievou en este afio: la primera 
el ft6 de Enero, sancionada el día siguiente, y la segunda el 29 de Mfiyo, 
la cual se sancionó ese mismo día. (1) La proximidad entre las dos pue- 
de explicarse obsex'vando que se juzgó n^ícesario dar ai Estado una Cous»- 
titución desj)ués de sancionada el 8 de Mayo do 1863 la que constituyó 
Jos Estados Unidos de Colombia. Cada una de las dos Constituciones 
consta de 109 artículos, lo que no significa que sean exactamente iguales. 
No nos detendremos á hacer un examen detenido de ellas. 

La de 26 de Enero declaró al Estado parte integrante de los Esta- 
dos Unidos de Colombia, y dependiente del Gobierno general de éstos, 
en los negocios que determina el Pac¿o de Unión firmado ea Bogotá el 
20 de Septiembre de 1861. Los demás quedaban de la competencia del 
Estado. 

De las disposiciones de esta Constitución citaremos unas pocas. Los 
extranjeros gozarían de los mismos derechos civiles y garantías que los 
antioqncfíos, y estarían sometidos como éstos á las leyes y autoridades 
del Estado. Eptre las garantías otorgadas aun os y á otros se encuentran^. 
la vida, de la cual no serían privados en ningún caso por vía de pena,- 
la propiedad, de la cual no serían privados sino por vía de pena ó con- 
tribucióíi general ó por expropiación en caso de necesidad pública no 
pudiéndose inj>oner la pena de confiscación de bienes en ningún caso; la 
expresión lü)re del pensamiento entendiéndose que por la imprenta era 
sin limitación alguna, y por la palabra y por los demás hechos, con las 
mismas que hayan establecido ó establezcan las leyes; la libertad de in- 
dustria y trabajo, y el juicio por jurados con algunas excepciones. Bl 
artículo 14 declara que no habrá esclavos en Colombia. 

Kespecto del Poder Ijegislativo, que se ejercía por una Asamblea en 
una sola Sala, únicamente diremos que podía conceder amnistías por las 
faltas y errores políticos, é indultos especiales por delitos cor» unes eu 
casos de grave motivo de conveniencia públi' a. El Poder Ejecutivo, que 
debía ser ejercido por un Magistrado que se llamaría "Presidente del 
Estado", tenia facultad de indultar á los que so separaran de algún mo- 
tín, sedición ó rebelión. El período del Presidente era de 4 años. El 
Poder Judicial se ejercía por la Asamblea Legislativa, por el Tribunal 
Superior y por los demás Tribunales y Juzgados que estableciera la Ley. 

Correspondía á las Municipalidades, entre otras cosas, el nombra- 
miento de Notarios y de Jueces de Circuito (2), y de suplentes de éstos. 

De las ^^disposiciones varias" (título 15) mencionaremos éstas. Nin- 
guna ley tendría efecto retroactivo, ni sería obligatoria antes de su promul- 
gación, excepto en materia penal, cuando la ley posterior impusiese me- 
nor pena. Las Corporaciones, asociaciones y comunidades religiosas, se- 

^ ■ ■ ^— ^— — ^^—— '' I -■■II ■ !»■■- ■ m ~ ■■ ■■■■■ M. M ■ ■ ■■■. I — . , ,,.■■, , , I I ■■ I ■ I. ^mm^^^^^^^^^^ 

[1] De estas dos CoDstiluciones, solo la de Enero se inserto en el periódico oficial 
(números 25 á 28 inclusive de la Crónica Oficial). Ambas están publicadas en folleto. 

[2] Según el Decreto de 13 de Noviembre de 1862 (número 3 de la Crónica Ofi- 
tial) en que el General Mosquera reorganizó el Estado, los Jueces de Circuito era» 
nombrados por el Tribunal Superior. 
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-rían inhábiles para la aclqnisición de fincas raíces. Qnedaba prohibido el 
'establecimiento de capellanías y cnalesquiera fundaciones sobre fincas 
raíces. 

Esta Constitución no rigió, ])uesto que de acuerdo con su artículo 
109, su vigencia comenzaba .-^1 IP de Junio de 1S63, y antes de esta fe- 
cliH se sancionó la de 29 de Mayo del mismo año, on la cial se consigna- 
ron las disposiciones anteriores con las raodiñcaciones que pasamos á in- 
dicar. 

La Constitación de 29 de Mayo además de garantizar la inviolabili- 
dad de la vida humana á todos los criminales, estableció que no podían 
ser condenados á pena corporal por más de diez años, y decretó la liber- 
tad absoluta de imprenta y la libertad de expresar los pensamientos de 
palabra ó por escrito, sin limitación alguna. Estas modilicaciones eran 
consecuencia precisa de la Constitución nacional de 18G3. 

El artículo 107 de la Constitución declaró abrrogada en todas sus 
partes la de 28 de Octubre de 1856. 

La guerra interior del Estado que comenzó en Diciembre de 1863, 
trajo como consecuencia un cambio de Gobierno en aquél, y por consi- 
-guiente nueva Constitución y nuevas leyes. 

El Sr. Dr. Pedro J. Berrío, Jefe de la revolución, como Goberna- 
dor provisional del Estado Soberano de Antioquia en Decreto de 10 de 
Enero de 1864 (1) dispuso que mientras se ponía en ejecución la Cons- 
titución del Estado que debía expedir la Legislatura Constituyente, con- 
tinuarían en su fuerza y vigor la Constitución, leyes y demás disposicio- 
nes que rigieron en el Estado hasta el 16 de Octubre de 1862, en lo que 
no se opusieran '*al nuevo orden de cosas proclamtido por los pueblos de 
Antioquiael 7 de Diciembre de 1863." Como la revolución triunfante 
declaraba que el Estado seguía formando ]mrte de los Estados Unidos 
de (-olombia, era natural que dichas Constitución y leyes, quedasen mo- 
dificadas en lo que fueran opuestas á las nacionales. Volvió, pues, á re- 
gir, aunque por pocos meses, la Constitución de 1850. 

La Asamblea constituyente del Estado en su ley 1.* de 15 de Junio 
de 1864 dispuso lo siguiente: "Art. 1.° El Estado Soberano de Antioquía 
res parte integrante de la República de los Estados Unidos de Colombia, 
conforme á la Constitución nacional do ocho de Muvo de mil ochocientos 
sesenta y tres. -Are. 2.^ Mientras se expiden la Constitución y líis leyes 
que deben regir en los negocios del Estado, continuarán observándose 
las que hoy están vigentes, 5^ los actos del Gobierno provisorio que, so- 
bre asuntos do la competencia de la Legislatura, haya expedido desde el 
10 de Enero último hasta la fecha, y estén hoy en observancia." 

Constitución de 1864 (2). Fue expedida el 13 de Agosto y sancio- 
nada el mismo día. Consta de 105 artículos, y respecto de su contenido 

■ — . 

[1] Publicado en el número 2 del Boletín Oficial de 23 de Enero de 1864. 

[2] Fue adicionada ó modificada por los siguientes actos legislativos: El de 7 de 
Enero de 1865 que sólo trata de la elección de Senadores y Representantes para el pe- 
ríodo que estaba en curso; el de 14 de Mayo de 1866 que reforma el artículo 67 de la 
Constitución: y el de 23 de Agosto de 18o7 (lUc da al Magistrado (pie ejerce el Poder 
Ejecutivo el nombre de Presidente del Estado en vez del de Gobernador, y que dispo- 
ne que el mismo individuo no puede ser elegido Presidente del Estado por más dedos 
períodos consecutivos. Según la Constitución no podía reelegírsele cuando concluía 
su período. 
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haremos unas pocas observaciones, puesto quo en los asuntos que so re- 
lacionan con lu materia do este libro, como son los derechos civiles ó ga- 
rantías individuales, uo hay diferencia entre esta Constitución y la de 29 
de Mayo de 1863. 

La Constitución sometió el Estado a la autoridad del Gobierno ge- 
neral en los negocios delegados á éste, según el artículo 17 de la Consti- 
tución de la Eei)íiblicíi. En los que eran de la competencia de dicho Go- 
hierno, pero no exclusiva, el Estado se reservó la facultad de disponer 
lo que á bien tuviese. Los demás quedaron de la exclusiva incumbencia 
del Estado. Este reconoció y garantizó (\ los habitantes y transeúntes 
los derechos, indi viduales que enumera el artículo 15 de la Constitución 
nncional, que son los mismos de la Constitución del Estado áe 29 de 
Mayo de 1863, y además el juicio por jurados, con algunas excepciones 
como en esta última Constitución. 

Entre las atribuciones de la Legislatura, que debía reunirse en un 
solo cuerpo cada dos años, lo mismo que según las Constituciones de 
1863, se encuentra la de conceder por tiempo limitado privilegios exíílu- 
sivos, ó las ventajas ó indemnizaciones convenientes, con el fin de pro- 
mover la realización ó mejora de empresas y obras que interesasen al 
Estado. Esta facultad no se puso en las Constituciones de 18(33. 

El Magistrado encargado del Poder Ejecutivo, tendría el título de 
Gobernador, el cual se le cambió por el de Presidente en el Acto reforma- 
torio de la Constitución, expedido en 1867. El mismo individuo no po- 
día ser elegido Gobernador para dos períodos consecutivos. Esto también 
se modificó en dicho acto. El período era de 4 años. Entre las atribucio- 
nes del Gobernador está la de proveer cualesquiera empleos cuya provi- 
sión no hubiese sido atribuida por la ley á otros funcionarios ó indivi- 
duos. Es oportuno observar quo el nombramiento de Jueces de Circuito 
y de Notarios, que. las Constituciones de 1863 atribuían á las Municipa- 
lidiides, quedaron, do acuerdo con la ley, de la incumbencia de la Legis- 
latura el de los Jueces, y de la del Poder Ejecutivo, el de los Notarios. 
Otra atribución del Gobernador era la de conmutar en destierro del te- 
rritorio del Estado las penas corporales impuestas por delitos contra el 
orden público. 

El Poder Judicial se ejercería por la Legislatura, por el Tribunal 
Superior, por los Juzgados de Circuito, y por los demás Tribunales y 
Juzgados que estableciese la ley. El Tribunal se compondría de tres Ma- 
gistrados (artículo 67). El acto legislativo de 14 de ]^ayo de 1866 dejó á 
la ley el señalar el número do Magisti'ados. 

El artículo 102 declaró en vigor las disposiciones de los artículos 6? 
y 7." de la Constitución nacional que declaran la incapacidad de las co* 
munidades y entidades religiosas para adquirir bienes raíces, y que pro- 
hiben las fundaciones, mandas, legados, fideicomisos y toda clase do es- 
tablecimientos con que se pretenda sacar una finca de la libre circula- 
ción. 

El artículo 103 declara que el Derecho de gentes hace parte de la 
Legislación del Estado; y que sus disposiciones regirían especialmente en 
los casos de guerra. El artículo 104 declaró vigentes las leyes, ordenan- 
zas y actos de carácter legislativo que estuviesen en observancia. El ar- 
tículo 105 derogó la Constitución do 28 de Octubre de 1856. 

La guerra general que comenzó en 1876 cambió el Gobierno del Es 
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tado. El Jefe Civil y Militar de éste, en decreto do 10 de Abril de 1877 
(1), dispuso que mientras se organizaba definitivamente el Gobierno ci- 
vil, quedaban en su fuerza y vigor todas las disposiciones legales vigen- 
tes durante el anterior Gobierno. En decretos do la misma focha se man- 
dó obtervar la Constitución del Estado, y se organizó provisionalmente, 
por el Poder Ejecíntivo nacional, el Gobierno de Antioquia. 

La Convención ConstiUiyence del Estado en acto legislativo sancio- 
nado el 21 de Agosto de 1877, arregló provisionalmente el Gobierno del 
Estado declarando que este era parte integrante de la Unión Colooibia- 
na conforme á la Constitución nacional de 1863, y que mientras se orga- 
nizaba convenientemente continnaríaen su fuerza y vigor la Legislación 
que tenía inclusive los decretos, órdenes y providencias del Gobierno ge- 
neral y del civil y militar que cesaba en aquella fecha. 

Constitución" de 18T7 (2). Es innecesario el examen de esta Cons- 
titución que consta de 81 artículos, porque respecto de los derechos ci- 
viles ó garantías sociales, que es lo que se roza directamente con el asun- 
to de esta obra, ella no iiizo modificación ninguna ni podía hacerla á lo 
dispuesto en la Constitución de 1804. Sólo notaremos que entre las atri- 
buciones que otorgó á la Asamblea, so encuentra la de ''conceder privi- 
legios para obras 6 inventos do utilidad pública, que deban hacerse 6 
aplicarse en el Estado'^ (número 10 del artículo 25); que la promulga- 
ción de las leyes se verificaba publicando éstas en el periódico oficial y 
que regían en todo el Estado treinta días después de concluida su publi- 
■cación [3] [artículo 29], y quo ninguna disposición legislativa tendría 
-efecto retroactivo, excepto en materia penal cuando la ley posterior im- 
pusiese menor pena, ó cuando suprimiese absolutamente la aneantes es- 
triba señalada al hecho ú omisión que se castigaba [artículo 00]. Los ar- 
tículos 75 y 80, de los cuales el último fue suprimido en el acto refor- 
matorio de 1878, derogaron en todas sus partes la Constitución de 13 de 
Agosto de 1864 y los actos constitucionales que la adicionaron y refor- 
Jiaaron. 

DEPASTAMENTO DE ANTIOQUIA 

La guerra que terminó en 1885 hizo desaparecer en ese mismo afio 
la soberanía del Estado, pues la República volvió al sistema central. Pe- 
ro constitucionaimente sólo en 1880 se organizó este sistema ó forma de 
Gobierno. 

[1] Publicado en el suplemento ni iiiínjero 1.'' ilel Begistro Oficialas 1877. Véanse 
los Decretos de la misma fecha publicados en el numero 4 del mismo periódico. 

[2] Fue notablemente reformada por acto legislativo sancionado el *20 de Noviem- 
bre de 1878, acto que consta de 43 artículos. Sólo notaremos que éste modilicó varios 
artículos de la Constitución, que adicionó ésta con algunas disposiciones, y que lo de- 
rogó el parágrafo del inciso 7.^ del artículo 25, el artículo 30, el parágrafo del artículo 
38, el parágrafo del inciso 14 del artículo 35, los artículos 51, 52, 53, 77 y 80 y el pa- 
rágrafo del artículo 81. 

[3] El Código Político y Municipal de 1864 [Octubre 3] dispuso [artículo 50] quo 
las ley(ís serían obligatorias en todos los Distritos del Esítado un mes después de 
6u iusersión en el periódico oficial. La ley *'dc régimen político y municipal" de 18 
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El Secretario de Hacienfla de la Ropública, eucargado del Gobier- 
no de Antioquia, en Decreto de 12 de Marzo de 1885 [1], declaró vigen- 
tes las leyes que regíun en el Estado eu cuanto no so opusieran á la ley 
marcial y á los Decretos del Poder Ejecutivo nacional. 

La Constitución de 1886 estableció qne las Secciones que compo- 
nían la Unión Colombiana, denominadas Estados y Territorios naciona- 
les, continuarían siendo partes territoriales de la República Je Colom- 
bia, conservando los mismos límites ijue tenían y b-xjo la denomiiiacióii 
de Departamentos [artículo áP] Así fue qne el antiguo Estado Sobera- 
no do Antioquia pasó á ser Departamento de Antioquia. 

El título XVllI de la Constitución organiza la adminifitracióu de- 
partamental y municipal. No nos detendremos en el examen de ese títu- 
o. Sólo diremos que eu el se señalan las atribuciones de las Asambleas 
departam en tales. 

El artícnlo H de la Constitución estableció que mientras el Poder 
Legislativo no dispusiera otra cosa, continuaría rigiendo eu cada Depar- 
tamento la Legislación del respectivo Estado. El artículo 321 de la ley 
153 de 24 de Agosto de 1887 dice: **Por virtud de la ley 57 y do la pre- 
sente, el artículo transitorio H de la Constitución ha surtido sus efectos 
íntegros. Queda, en consccu*?ncia,abolida la Legislación de los extingiii- 
dos Estados, excepto las disposiciones de carácter administrativo seccio- 
nal, y las de policía, ó sea aquéllas ({uo versen sobre materias cuya regu- 
lación comjiete á las Asambleas departamentales con arreglo á los artí- 
culos 185 y 186 de la Constitución. Las disposiciones de esta naturaleza 
continuarán en vigor como ordenanzas departamentales, en cuanto no 
sean contrarias á la Constitución y leyes de la RepúVjlica." Juzganoos, 
pues, que para saber si rige una ley del antiguo Estado, basta observar 
si se refiere á asunto que sea de la competencia del Departamento de 
acuerdo con la Constitución: si no lo fuere, la ley no rige. 

Hacemos las observaciones anteriores con el ñn de que se pueda 
apreciar mejor la manera cómo desapareció la soberanía del Estado de 
Antioquia. 



CAPITULO I 
ESCLAVmiD 

Ley de 1814. 



Aunque en el capítulo I de la Parte primera dijimos algo acerca de 
la ley relativa á esclavos, expedida en el año do 1814 por la Legislatura 

de Septiembre de 1856 disponía que el Alcalde de cada Distrito promulgaba las 
leyes leyéndolas en publico íntegramente el primer día de concurrencia inmedia- 
to" después de que las recibía, y que si se omitía esto, se tendrían por promulga- 
das por su publicación en el periódico oficial [artículos 81 á 861. Lo mismo dis- 
pusieron la ley de 4 de Diciembre de 1857 [artículos 76 á 79] y la ley de 22 de Di- 
ciembre de 1859 [artículos 202 á 205], ambas sobre régimen político y municipal. Las 
disposiciones de estas leyes fueron tomadas de la Ordenanza 46 de 12 de Febrero de 

1855 [artículos 63 á 69]. 

« ■ II.» 111» 

[1] Publicado en los números 1? y 2? del BoUÜih Oficial. 



ESCLAVITUD 243 

de Antioquia, nos parece conveniente publicarla íntegra, debido á la im- 
portancia del asunto á que se refiere. 

1814. "Ley decretada por la Legislatura provincial de Antioquia, 
concediendo la libertad á los bijos de los esclavos. 

Cuando el Ser Supremo pronunció la libertad de los pueblos de 
América, v la destrucción de sus opresores, no fue desde luego con otro 
objeto que con el de bacerlos más virtuosos, más justos y más dignos de 
volver á ejercitar sus derechos primitivos. Al trabajar en la grande obra 
de nuestra regeneración políticn, á cada paso se presentan unos seres 
desgraciados, hombres á quienes el bárbaro Gobierno de España ha tra- 
tado con la última abyección y condenado á ser perpetuamente esclavos. 
Equiparados á las bestias, crecen sin educación, viven sin sentimientos, 
y mueren dejando su posteridad sujeta á iguales vicisitudes. Esta parte 
de la humanidad que bá trcscietitos aflos gime en la servidumbre, es el 
objeto de la ternura y compasión del Gobierno. Días há que lo ocupan 
profundas meditaciones para mejorar su suerte, sacarla de tan funesto 
estado, colocarla en la clase de ciudadanos, y restablecer en lo posible el 
equilibrio de condiciones para que goce de la beneficencia de un Gobier- 
no justo y equitativo que jamás lograría bajo las leyes bárbaras «le Es- 
paña. Para llenar estos sagrados objetos la Legislatura de la Kepública 
de Antioquia, 

decreta: 

Art. 1." Los hijos de esclavos que nazcan desde el día de la sanción 
de esta ley, serán libres y como tales se inscribirán sus nombres en los 
jTCgistros cívicos de las Municipalidades. 

2? Será una obligación precisa de los dueflos de esclavos educar y 
mantener á sus hijos que nazcan desde este día, pero éstos en recompen- 
sa, deberán indemnizar de los gastos emprendidos en su crianza, pres- 
tando á aquéllos sus obras y servicios hasta la edad de diez y seis años 
cumplidos. 

3." Los hijos de esclavos que llegando á la edad de que habla el ar- 
tículo anterior no tuviesen oficio de qué subsistir y ser útiles á la Repú- 
'blica, ó fuesen inmorales y viciosos, no entrarán al goce de los derechos 
de ciudadano y quedarán á disposicióu de las Juntas de que adelante so 
tratará, para que cuiden de su educación y reforma hasta que den prue- 
bas de haber rectificado su conducta. 

4.° Separar á los hijos de los padres, ó á éstos de aquéllos, es rom- 
per atrevidamente los lazos del amor filial, y herir en lo más vivo las 
leyes de la naturaleza. Por tanto se prohiben las ventas para fuera de 
una población, de padres é hijos separadamente los unos de los otros. 

5.^* El esclavo que habiendo conseguido su emancipación abusase de 
ella, será suspendido en el ejercicio de sus derechos, y entregado á Lis 
Juntas hasta que se haya reformado. 

QP Se prohiben en adelante las introducciones, así como su extrac- 
ción de esta Kepública para otros Estados, y se declaran nulas, y de nin- 
gún valor las ventas que se hagan con este objeto. 

7.^ Será una obligación forzosa de todo testador, manumitir por 
eausa de muerte, uno de cada diez esclavos teniendo herederos forzosos, 
y no teniéndolos la cuarta parte de ellos. 

8.0 El que acredite haber manumitido diez y sois esclavos que no 
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soan (le aquellos que por su avanzada edad ó enfermedad no puedan snh^ 
sistir por si, será honra'Io con nii escudo que tenga la si<¿fuiente inscrip- 
ción: '^üintíndano henemérito de la República y amigo de ¡a Immanidad.^^ 
9.° Con el objeto de ir libertando sucesivamente á los siervos, so 
fundará un montepío compuesto: 1/ De las donaciones y liberalidades 
con que para tan santo fin quieran contribuir los ciudadanos sensibles 
y virtuosos; ^Z,"^ De las cantidades que se recaudan con el título de man* 
das para la redención de cautivos; 3." Do una capitación anual impuesta 
ú los propietarios en esta proporción : deberán pagar dos pesos fuertes 
por cada esclavo varón desde la c^ad de 15 aüos hasta la de 45 años, y 
por las mujeres desde la edad de 12 hasta de 55 á peso fuerte. 

10. Los Sabpresidentes, por si, ó por comisarios de su satisfacción^ 
exigirán de los propietarios una matrícula jurada (con certifitíjioión de 
los Párrocos, que extenderán gratuitamente en servicio de la humani- 
dad) en que consto el número, edad y sexo de los esclavos que tengan, 
3a cual se renovará en cada año. Y para evitar todo fraude que pudiera 
haber sobre el particular, el duefio perderá el esclavo cuya posesión ocul- 
te, quedando aquél por este mismo hecho en uso de su libertad. 

11. En cada uno de los Departamentos se erigirá una Junta do 
^^ Amigos déla humanidad*^ compuesta del Subpresidente del Cantón; do 
cuatro vecinos que nombrará el Gobierno, y de un Tesorero deprobidaU, 
que otorgará las lianzas correspondientes para que, colectando las su- 
mas que provengan de los ramos destinados á la manumisión de esclavos 
por lo que respecta al marco territorial del Departamento, se provea á 
la redención anual de los que deban emanciparse en la forma y términos 
que se expresarán por un reglamento detallado. 

12. El primer día de pascua de resurrección será el destinado en to- 
dos los afíos para la manumisión de esclavos, pagando á sus amos el va- 
lor por una justa tasación, y escogiendo á los más honrados y más an- 
cianos para soltarlos de las cadenas de la servidumbre. 

13. La contribución de los propietarios, se hará precisamente por el 
mes de Enero de cada año. 

14. Cada una de las Juntas de amigos déla humanidad, tendrá u^uii 
sesión en cada mes para tratar sobre las mejoras de este pláií, y sobre el 
aumento de los medios y arbitrios de la manumisión de esclavos, elevan- 
do al Gobierno las observaciones que hayan practicado. 

15. Las Juntas ?e ocuparán también en tomar ios informes necesa- 
rios y asegurarse mucho sobre la conducta arreglada y antiguos buenos 
servicios deh)s siervos para la preferencia de su libei'tad, atendiendo así 
mismo á aquellos que se hayan formado lícitamente un peculio con que 
poder subsistir en su nuevo estado. 

16. Suspéndase la publicación de la presente ley hasta el primero de 
Agosto, sin perjuicio de la libertad de vientres, que se gozará desde el 
día. Comuniqúese t los Estados Unidos para los efectos acordados, y ál 
Supremo Poder Ejecutivo para su cumplimiento y ejecución. 

Dado en el Palacio del Supremo Poder Legislativo de la República 
de Autioquia, Abril "ZO de 1814* 

José Miguel de la Calle, Prefecto. — Antonio Arboleda, Vice-Prefec- 
to. — Pedro ArrubliL—José Pardo» — José Antonio Benitez, Representan- 
te y Secretario." 



Como antes de crearse los Estados, que fueron Lis enfidndes do la 
Eepública, que además de esta, tenían facultad de legislar, se había abo- 
lido definitivamente la eschivitud, el Derecho antioquoño no tuvo que 
tratar ni trató acerca de ella. Sin embargo, en algunas Constituciones 
del Estado se dijo, aunque era innecesiirio, que en éste no habría escla- 
vos. 



CAPITULO II 

indígenas 

Ordenamos de IM^.—Leyen de 1859, 1864, 1859, 1873 y l^L— Decreto de 1SS7.— Or- 
denanza de 1888. — Decreto de 1889. 

Aunque el Derecho antioqueño no comienza sino en 1856 que fue 
cuando la creación del Estado dio á estp la facultad de legislar en todojí 
los ramos que comprende el Derecho privado, al tratar de los indígenas 
nos permitimos hablar de algunas ordenanzas de la Provincia de Antio- 
quia, en atención á que respecto de ese asunto dieron las leyes de la Ke- 
pública á las Provincias ciertas atribuciones de importancia. Para que 
se tenga conocimiento de éstas indicaremos aquellas leves. 

La ley de Z de Junio de 1834 [L. 3.% P. 6, T. I.*», É. G.], relativa al 
repartimiento de los resguardos, con el fin de que éste se hiciese cou 
más facilidad, encargó á las Cámaras de Provincia que, oídos los infor- 
mes do los Gobernadores, quienes debían recibir los de los Jefes políti- 
cos, reglamentasen la ejecución do las leyes de 1821 [L. 1.', P. tí.*, T. 
1.°, E. G.] y 1832 [L. 2.% P. 6, T. l.o, R. G.] en la parte que tratan de 
la distribución de los resguardos. Las Cámaras, en sus reglamentos, de- 
bían observar lo dispuesto por dichas leyes y las reglas de la de 1834. 

La lev de 3 de Junio de 1848 ^'orgánica de la administración v ré- 
gimen miínicipar (L. 51, P. 2, T. l.o, Ap. á la R. G.) dice: ''Art. 3.^ 

Son atribuciones y deberes exclusivos de ia Cámara Provincial 

17. Arreglar todo lo relativo á resguardos de indígenas, así para su me- 



Tilización de los indígenas errantes que haya en la Provincia." 

El artículo 4.^ de la ley de 22 de Junio de 1850, que adiciona la an- 
terior y la de 30 de Mayo de 184Ü, dice: ^'Corresponde á las Cámaras do 
l^rovincia arreglar la medida, repartimiento, adjudicación y libro enaje- 
11 ación de los resguardos de indígenas, pudiendo, en consecuencia, auto- 
i'izar á éstos para disponer de sus propiedades del mismo modo y por los 
Xnismos títulos de los demás gran.adinos." 

Como se ve, las Cámaras Provinciales fueron autorizadas por las le- 
yes anteriorcíí para intervenir en la distribución de los resguardos, y pa- 
*4 autorizar la enajenación de estos. Veamos lo que se resolvió en An- 
' oquia acerca de esos puntos. 

1848. — La Ordenanza 3.* de 20 de Sqrticmbre de eüte afio, sanciona- 
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da el 27 dol mismo mes, eu su artículo único fuiídatlo eu la atribución- 
17 del artículo 3? de la ley de 1848 uienciüiiadji, dispuso que los (erre- 
nos de resguardos repartidos hasta esa fecha en los Disti-ítos parroquia- 
les de Buriticá, Córdoba, La Estrella, Peñol, Sabanalurga y Sopctrán,- 
eran enajenables por los que los poseían, como los demás bienes inmue- 
bles. 

La Ordenanza 21, sancionada el 3 de Octubre del mismo año, dis- 
pone, fundada en lo mismo que la anterior, que los terrenos de resguar- 
do repartidos hasta esa fecha en las fracciones del Chuscal, Sabaletas y 
San Antonio de Pereira, eran enajenables por sus poseedores de la mis- 
ma manera que los demás bienes raíces. 

Otra Ordenanza de 1848 sobre el asunto, es la 24, que manda recti- 
ficar el repartimiento de los terrenos de los resguardos de los indígenas 
de Caflasgordas, sanciunada el 28 de be])tiembre, y '[ue colocamos á con- 
tinuación de las dos precedentes á causa del numero que lleva. Consta 
do 18 artículos, v está fundada en la atribución 17 del articulo 3." de la 
ley de 3 de Junio citada antes. 

La reetifícación del repartimiento de aquellos terrenos, debía hacer- 
se por un agrimensor y dos avaluadores nombrados por el Cobernador 
de la Provincia, teniendo presentes las disposiciones de bis leyes 2*J y 3.', 
P. 4.*, T. 1." de la 11. G. Tres meses antes de comenzarse la rectilicación, 
debía anunciarse ésta con el fin de que los que tuvieran derecho á los 
terrenos, se presentasen ante el Alcalde del distrito de Cañasgordas á ha- 
(;erse inscribir en el registro que éste llevaría sobre el asunto. Recibido 
el registro por el Gobernador, éste lo pasaría con las observaciones con- 
venientes al agrimensor y avaluadores para que procediesen á desempe- 
ñar su encargo en los términos y de la manera que establece la Ordenan- 
za. Sólo agregaremos que el agrimen.sor debía formar dos mapas de los 
terrenos, en ios cuales se numerarían las respectivas porciones y se seña- 
larían su« linderos. Uno de los mapas debía custodiarse en la Prefectura 
pública del Cantón de Antioquia y el otro en La Alcaldía de Cafjas-gor- 
das. (1) 

1859. — La ley de 22 de Diciembre "sobre régimen político y muni- 
cipal", destina su capítulo 23 á tratar de la administración de los Dis- 
tritos donde haya tribus salvajes. Diremos en suma que facultó al Go- 
bierno del Estado para que nombrase, cuan do lo estimara con veniente, nn" 
Jefe de Indígenas y un Protector de Indígenas para cada uno de esos Dis* 
tritos. La ley establece las funciones de estos empleados, que son las. 
mismas que se indican en la ley que sigue. 

1864. El Código 27 Político y Municipal sancionado el 3 de Octubre 
de 1864, en su capítulo 16, de su título 4.° (artículo 373 y siguientes) 

_.. — - - - . ^- ■ 

[1] De la Ordenanza 19 de 2 de Enero de 1854 de la Provincia de Medellín, "so- 
bre distribución de terrenos comunes entre pobladores", citaremos estas disposicio- 
nes. **Ai*t. 89 Son antiguos pobladores: I.* Los indígenas que hayan vivido en el terri- 
torio del Distrito ó aldea cuyos terrenos se van á repartir. Art. 10. -Los antiguos po- 
bladores y poseedores actuales son enteramente iguales en derechos, y las únicas ra- 
zones de preferencia que se establecen entre ellos son las siguientes: 1^ A los indíge- 
nas se les entregarán sus porciones en un mismo globo, siempre que sea posible, sin 
atacar derechos adquiridos, pero si hubiere más de una tribu, se les entregará un glo- 
bo separado, si así lo exigieren." La ley de 11 de Diciembre dé 1856 eontiene iguales 
disposiciones [artículo 7."^, número 1.» y artículo 9, número 1.°] 
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contiene disposiciones acerca de la administración de los Distritos don- 
de hubiese tribus salvajes. Citaremo» algunas. 

Para estos Distritos podía el Grobernador del Estado nombrar, cuan- 
do lo estimase conveniente, dos empleados denominados Jefe de Indíge- 
nas y Protector de Indígenas. El Jefe debía ser de la tribu' para la cual 
se designase, y el Protector, una de las personas más caracterizadas del 
Distrito. 

El Jefe debía mantener el orden entre los indígenas y aprehender y 
entregar á la autoridíid política del Distrito, á los indígenas que come- 
tiesen delito en la tribu. Las atribuciones del Protector eran s 1.* Prote- 
ger á los indígenas en todos los negocios en que fuera interesado un indí- 
gena por una parte, y por la otra, otro que no fuese indígena,© cualquie- 
ra Corporación ó compañía particular 5 2.* Reclamar ante las autorida- 
des del orden administrativo, contra cualquiera injusticia que los fun- 
cionarios públicos ó los individuos de los Distritos que no fuesen indíge- 
nas, cometieran contra éstos; 3.* Intervenir en los contratos que hicieran 
los indígenas sobre fincas raíces, y firmar los documentos respectivos, sin 
cuyo requisito no tendrían fuerza alguna. 

El Protector no necesitaba poder de ninguna especie para represen- 
tar como actor ó como reo en los negocios de los indígenas (artículo 
377). Los negocios de los inilígenas,en la parte relativa á éstos, se exten- 
dían en papel común (378). Los Protectores no podían exigir de esos indi- 
viduos honorarios de ninguna clase, ni celebrar con ellos contratos sobre 
fincas raíces [artículo 379J. 

1869. — En este afío se expidió una ley "sobre protección de indíge- 
nas'' [ley 161 de 29 de Septiembre], la cual consta de 33 artículos res- 
pecto de los cuales haremos algunas observaciones. 

Los artículos 1? al 9V, inclusive, tienen por objeto desarrollar las 
disposiciones del Código Político y Municipal de 1864 respecto de la re- 
presentación judicial de los Protectores de indígenas por éstos, resol- 
viendo varios puntos que antes eran dudosos. El artículo 10 dispone que 
el Procurador general del Estado debía gestionar en 2.* y 3* instancia, 
en nombre del indígena á quien el Protector hubiese representado en 1" 
instancia ante los Jueces de Circuito. Los artículos 11 á 14 contienen 
disposiciones relativas á la representación de los indígenas en 2.' y en 3.* 
instancia. Estos fueron declarados pobres de solemnidad en sus gestio- 
nes municipales, administrativas y judiciales (artículos 15 y 17). 

Fuera de otras disposiciones relativas á procedimientos, la ley esta- 
bleció que los indígenas podían terminar por transacción sus controver- 
sias con ciertas formalidades [artículo 20] ; que el Poder Ejecutivo haría 
rectificar y reformar si era necesario, la mensura y amojonamiento de los 
resguardos de acuerdo con los preceptos legales (artículos 21 á 24); que 
el Protector debía visitar cada seis meses las tribus que le estuviesen en- 
Oomendadas (artículo 25); que debía procurarse el establecimiento de mi- 
siones entre los indígenas (artículo 26); que las funciones del Protector 
Jio se liarían extensivas á los individuos que llevasen vida civilizada (ar- 
ticulo 32); y que la ley reformaba y adicionaba el capítulo 16 del Códi- 
go Político y Municipal de 1864. 

1873. — La ley 220 de 13 de Agosto de este afio, que comprende 5 
«artículos, autoriza al Poder Ejecutivo para disponer lo conveniente res- 
I>€cto del arreglo de los,resguard(ís de indígenas de los distritos de Fron- 
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tino y Cañasgordas. De esta ley sólo citaremos el artículo 5. o en virtud 
del cual el Fiscal del Circuito Judicial de Antioquia, debía intervenir á 
favor de los indígenas de tales Distritos en las cuestiones que se promo- 
viesen contra aquéllos relacionadas con los terrenos do los resguardos^ 

1884.— Otra ley "sobre resguardos de indígenas" [la 188 de 21 de 
Junio], se expidió en este año. Autoriza al Poder Ejecutivo ))ara arre* 
glar lo relativo á los resguardos de indígenas de Cañasgordas, Frontino, 
Ituango y Jardín, á fin de que se asegure la propiedad y se imparta la 
protección debida á las personas, sean ó nó indígenas, que hayan adqui- 
rido tierras en esos resguardos. 

El artículo 2.* de esta ley, que consta de 13 artículos, señala los tí- 
tulos legítimos de propiedad en dichas tierras. Los artículos 3.^ á 5.^ 
contienen disposiciones relativas al modo de fijar los linderos de las por- 
ciones de los resguardos que no fuesen claros según los respoctivos títu- 
los. Los artículos 6.^, 7.° y 8.° ordenan que el Poder Ejecutivo vendie- 
se con ciertas formalidades los lotes que sobraran en los resguardos des- 
pués de separados los de los indígenas ó representantes de éstos. El artí- 
culo 9 indica la inversión que debía darle al producto de la enajenación 
[2]. 

1887. — El Gobernador del Departamento de Antioquia en Decreto 
número 848 de 3 de Mayo de 1887, dispuso lo conveniente para el arre- 

flo definitivo de los resguardos de indígenas de Frontino y Cañasgor- 
as, Decreto que mereció la aprobación del Gobierno de la República, y 
que tuvo su debido cumplimiento. Consta de 26 artículos. 

1888. — La Ordenanza 18 de 25 de Julio [9 artículos], declaró que 
aquel Decreto tenía fuerza de Ordenanza y dictó otras disposiciones so- 
bre el particular. 

1889.— El Decreto número 30 [20 de Marzo] del Sr. Gobernador del 
Departamento de Antioquia, declaro cuáles eran los títulos definitivos de 
propiedad de los resguardos cuestionados. Este Decreto consta de 5 artí- 
culos. 

No examinaremos los Decretos y la Ordenanza citados, porque son 
muy recientes, y además porque se encuentran publicados con los demás 
documentos que á ellos se refieren, en una obra titulada: "Documentos 
relativos al arreglo definitivo de los resguardos de indígenas de Frontino 
y Cañasgordas.'^ [3] 



[1] El Poder Ejecutivo de Antioquia dispuso la ejecución de esta ley en Decreto 
de 8 de N^oviembre de 1873 [Boletín Oficial número 610 de 1 de Diciembre de 1873.J 
El contrato para el arreglo de los resguardos está publicado en el Boletín Oficial nu- 
mero 711 de 25 de Febrero de 1875. Véase sobre el particular el informe del Illmo. 
Sr. Obispo de Antioquia que se encuentra en el niímero 659 de 9 de Noviembre de. 
1874, del periódico citado. 

[2] El Poder Ejecutivo reglamentó esta ley en Decreto niímero 796 de 4 de Agos- 
to de 1884 {Begistro Oficial número 1,384 de 22 de Agosto de 1884). VéaHse el infor- 
me sobre un proyecto de ley que formalice los títulos de propiedad relacionados con 
los resguardos de indígenas de Cañasgordas y Frontino, y el proyecto, publicados en 
el Begutro Oficial número 1,304 de 16 de Mayo de 1884. 

[8] Publicada en 2 tomos [1889 y 1890) en la Imprenta del Departamento de An- 
tioquia. Véase sobre el asunt« un informe del Prefecto de Occidente que se encuentra 
en los números 34 y 35 del Bepertorio Oficial de 7 de Diciembre de 1886. 



CAPITULO III 

TERRENOS COMUNES 

Ordenamos de 1836 y 1855.— i^g« de 1856 j 1871. 

•Como complemento al capítulo precedente, nos permitimos decir al- 
gana cosa acerca de la distribución de tierras entre pobladores; y como 
ea osta materia tuvieron intervención importante las Cámaras provin- 
ciales, mencionaremos algunas Ordenanzas antioqueñas relacionadas coa 
ella. 

Desde queso constituyó la República de Colombia, comenzó el Le- 
gislador á destinar varias porciones de las tierras baldías á los fundado- 
res de nuevas poblaciones [1], porciones que debían distribuirse entre és- 
tos de acuerdo con los correspondientes preceptos legales. En la ley de 
6 ele Mayo de 1834 [L. 7, P. 5, T. 1, R. G.], autorizó á las Cámaras de 
Provinci;; para que diesen oportunamente los reglamentos necesarios con 
el fin de que el repartimiento" de dichas tierras se hiciera entre los nue- 
vos pobladores del modo más equitativo y conveniente [artículo 6]. Da 
aqnl les vino á las Cámaras, puede decirse, la facultad de transmitir á 
ciertos individuos el dominio de determinados lotes de terrenos; puesto 
que aunque la adjudicación general de éstos se hacía por la República, 
la individual propiamente, eran aquellas Corporaciones quienes la decre- 
taban. 

1836. — La Cámara provincial de Antioquia, fundándose en la ley do 
1834 citada, expidió una Ordenanza [la do 4 de Octubre de 1836] ''so- 
bre distribución de tierras á nuevos pobladores." De esta Ordenanza, que 
consta de 13 artículos, citaremos las disposiciones más importantes. 

La distribución de las tierras entre los pobladores debía hacerse por 
UTia Junta compuesta del Alcalde de la nueva colonia, si yá estaba 
nombrado, ó del del Distrito á que correspondía, y de dos vecinos hon- 
raclos, nombrados por el Jefe político del Cantón, á propuesta del mismo 
Alcalde. 

La Junta, previas ciertas formalidades de publicidad, procedería á 
hacer la distribución del terreno correspondiente, y á entregar á cada 
poblador hasta sesenta fanegadas, según sus recursos y el número de su 
fanailia, procurando guardar la más justa proporción atendida la buena 
ó mala calidad del terreno y demás circunstancias. Las distribuciones re- 
querían la aprobación del Jefe político. Cada interesado tenía derecho 
para pedir una copia del registro en que constaba la porción que se le 
había asignado, y ios linderos de ésta. 

Los pobladores debían comenzar á rozar sus porciones dentro de 12 
meses, y no adquirían ol dominio y el título de ellas sino las cultivaban 
por cuatro años, y antei de este tiempo no podían enajenarlas. 

Para los gastos de medida y repartición de las porciones, se separa- 
ba un lote del terreno, el cual se vendía en pública gubasta. 

(1) Sobre el asunto pueden verse entre otras leyes las siguientes: Leyes 4.«, 5.», 
e?. ?«, 8.* y 9.«, P. 5, T. 1.0, R. G.; 3* P. 1.% T. 5 Ap, á la R. G.; 3.* P. 2», T. 1?, 
Ap. á la R. G.; 1? P. 5?, T. 1? Ib, ó? P. 4\ T. 5.« ib, 0.« R 5.-, T. 1/ ib., y 12, P. 
6.-, T. 1.0 ib. 
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En eí mismo año de 1836 se expidió otra Ordenanza [19 de Octa-- 
bre] sobre el asunto, que consta de 32 artículos. Citaremos el contenida 
de algunos de éstos. 

La Ordenanza se refiere á la distribución de terrenos adjudicado» 
en común á varios ciudadanos antes del año de 1 82 1^ para la fundacióní 
de poblaciones. 

La Junta que debía hacer el repartimiento se componía del Alealde^ 
y Pcrsonero del Distrito y de nn vecino de conocida honradez é impar- 
cialidad nombrado por el Gobernador de la Provincia, oyendo previa- 
mente al Jefe político respectivo. 

Las formalidades conque debía proceder la Junta para cumplir sa 
encargo, eran más minuciosa» que las de la Ordenanza anterior. El re- 

f)artimiento debía hacerlo en esta proporción: de 60 á 80 fanegadas co- 
ombianas á cada hombre soltero que hubiese cumplido 21 años de edadf 
de 80 á 100 á los casados; de 100 á 125 á los casados que tuviesen cuatro 
hijos vivos bajo su dependencia; y de 125 á 150 á los casados que tuvie- 
sen más de cuatro hijos vivos también bajo su dependencia. Las mujeres 
viudas y las que libremente administraban sus bienes, tenían derecho á 
los terrenos en la misma proporción indicada. 

De acuerdo con el artículo 18 "los individuos á quienes se repartió 
tierra para colonizarla, bien á virtud de los reglamentos y disposiciones^ 
particulares del VL-dtador español D. Juan A. de Mon, 6 bien en virtud^ 
del reglamento del antiguo Estado de Antioquia de 30 de Julio de 1812^^ 
no se consideraban con derecho legítimo á las tierras, ni ellos ni sus he- 
rederos, si no cumplían con las condiciones de cultivarlas y poblarlas em.- 
todo ó en parte en los términos y del modo prevenidos en aquellos regla- 
mentos.'' 

Era obligación de los individuos entre quienes se hacía el reparti- 
miento, construir casas en sus respectivas posesionen y cultivar éstas du— 
rante cuatro años. Si cumplían esto, la Junta al pie del título de adju- 
dicación certificaba que podían enajenar, cambiar y traspasar libremen- 
te sus porciones, pero nunca á iglesia,, monasterio ó mano muerta. Lo9 
títulos se extendían en papel del sello 5." 

En esta Ordenanza no se dice que quedase derogada ni reformad» 
la anterior. 

1855. — La Ordenanza 19 de 22 de Octubre de este año "Sobre repar- 
timiento de los terrenos pertenecientes en común á los pobladores de 
Anorí, Cruces y Zea'*, consta de 8 artículos, y según se ve no tenía ca- 
rácter de general. (1) 

En virtud del artículo IPy en los Bistritos mencionados debían reu- 
nirse, lo más pronto posible, los respectivos CaWldos, Alcaldes y Procu^ 
radores para dictar las reglas que estimasen convenientes con el objeto» 
de aue se hiciese con equidad el repartimiento de los terrenos que perte- 
necían en común á los pobladores de aquellos Distritos. 

El articulo 2." dispone que para verificar esto no había necesidad 
dé observar la Ordenanza vigente sobre el asunto, pues sólo debían te^ 



[1] La Provincia de Medellín en la Ordenanza 19 de 2 de Enero de 1854, "sobre- 
distnbución de terrenos comunes entre pobladores", dio reglas para verificar ésta. No» 
nos detonemos á examinar esta Ordenanza, ni las de las Provincias de Antioquia y 
Córdoba, po;rque sólo hemos creído conveniente tratar de las wdenanzas relatÍYW ^ 
t^do el toiritorio antioqjiieño 
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Tierse en cuenta las circunstancias especiales Je los pueblos interesados^ 
y los términos en que se había hecho la donación correspondiente. 

Las reglas que se acordasen para el repartimiento por los Cabildos 
y empleados indicados, no podían llevarse á efecto sin la aprobación del 
Gobernador de la Provincia. 

1856. — En e^e año se expidió la primera ley [11 de Diciembre] del 
Estado de Antíoquia "Sobre distribución de terrenos comunes entre po- 
bladores." Conaita de 56 artículos, muchos dé los cuales fueron tomaaos 
de la Ordenanza de 19 de Octubre de 1836. Indicaremos los principales 
para hacer notar las difei^ncias con aquélla. 

De acuerdo con el artículo 1.® los terrenos adjudicados en común 
á varios pobladoies antes de 1821, debían repartirse de conformidad con 
la ley. Según el artículo 2.% si existía algún terreno donado ^n común 
-por cualíjuiera persona ó autoridad, sin dictar reglas para su reparti- 
miento, antes ó después de 1827, también debía distiibuirse observando 
las disposiciones de la ley que nos ocupa. 

Correspondía al Gobernador del Estado anunciar en eíl periódico ofi- 
-cial qué terrenos iban á repartirse haciendo ciertas indicaciones. 

Como tenían derecho á recibir de osos terrenos los antiguos pobla- 
dores, los poseedores y los demás que llenaran ciertas ibrmalidades, la 
ley indica éstas y clasifica aquéllos. 

Las Juntas para hacer el repartimiento se componían del Procura- 
dor municipal, de un vecino honrado elegido por el Gobernador y de 
otro por la Corporación municipal 6 por el Corregidor en su caso. M 
principal deber do la Junta era formar un registro -de los individuos que 
Teclamaban terreno, y remitirlo con ciertos datos al Gobernador. Reci- 
bidos, éste nombraba una comisión compuesta de uno ó más individuos 
para que hiciese la repartición y entrega correspondientes, La adjudica- 
oión se hacia á la«uerfee. 

La proporción de los lotes de terreno á que tenían derecho los adju- 
dicatarios, era la misma establecida en la Ordenanza citada. La entrega 
•de aquéllos se hacía á presencia de dos testigos honrados, y de cada en- 
trega se extendía una diligencia en el Libro correspondiente que debían 
llevar los repartidores. Las diligencias debían firmarse por el repartidor 
•ó repartidores y por los testigos que los acompafíaban. Copia de ellas, en 
papel común, se entregaba á los respectivos interesados. 

Las obligaciones de los adjudicatarios eran las mismas que estable- 
cía la Ordenanza de 19 de Octubre de 1836. Si las cumplían, á los 4afios 
-de verificada la entrega, adquirían en pleno y entero dominio el lote co- 
rrespondiente, y podían enajenarlo, cambiarlo y traspasarlo libremente 
sin restricción ninguna. Había derecho á denunciar los excesos de loe lo- 
tes 6 porciones. El pago al repartidor debía hacerse por los interesados. 

La ley concluye derogando todas las leyes y ordenanzas anteriores 
•que trataban sobre el repartimiento de terrenos comunes entre poblado- 
res. [1] 

[1] La ley de 36 de Noviembre de 1859 "sobre adjudicación y enajenación de 

tierras pertenecientes al Estado", en sus artículos 4.o y 5."^ destina 16 hectáreas para 

la formación de un poblado en las tierras baldías á que tenía derecho el Estado, y 88 

X>ara darlas á cada familia que se trasladase á vivir en ellas. Esta misma ley autorizó 

^lü Consejo del Estado para enajenar 10,880 hectáreas de tierras que el Estado tenía en 

*CJoncordia. 
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1871. — La ley 203 de 23 de Octubre de este afío adicionó y reformó 
la anterior. 

Seírún el artículo I** la distribución v entreríi do los terrenos comu- 
ne¿ entre pobladores, en los casos ú que se contraen los artículos 1? y 2? 
de la ley de 11 de Diciembre de 185G, se hará en lo sucesivo de acuerdo 
con las reglas que al efecto so dicten por el Poder Ejecutivo. (1) Í9in 
embargo, continuarán observándose los artículos 6.% 7.^, 8.o, 9.^, 18, 
19, 20, 21, 22 y 23 de dicha ley [artículo 2P] Los títulos de proiñedad 
referentes á las entresfas de que sé trata, debe expedirlos el Poder Eje- 
cutivo [artículo 3?] Este mismo podrá revalidar títulos antiguos [artí- 
culo 4.'j Se autoriza al Poder Ejecutivo [artículo 6.'] para variar como 
lo crea más conveniente, los artículos 40, 41, 42, 49, 50, 51, 52, 53 
y 54 de la ley de 185G. Con excepción de estos artículos y de los citados 
antes [1.** y 2.% 6.* á 9.** y 18 á 23J se derogaron los restantes de la cita- 
Ja ley. La de 1871 consta de 8 artículos. 



CAPITULO lY 

LEYES CIVILES 

LeJ/es de 1850, 1857, 1862 v 1863. Código Cicil de 1864. Leyes de 1871, 1873, I87ó, 1877, 
1881. 1884, 1885 y 1886. 

Creado el Estado de Antioquia en 1856 [Ley de 11 de Junio] queda 
este con facultad de legislar en todos los ramos que comprende el Dere- 
cho civil privado, según lo hemos dicho antes. En el presente capítulo 
vamos á indicar las leyes que se adoptaron en conjunto y las que se ex- 

Í)idieron especialmente acerca del Derecho civil, exceptuando de éstas 
as que sólo se refieren á puntos de que tratamos en capítulo especial, 
como las relativas al matrimonio, al notariado y al registro, materias es- 
tas dos últimas que fueron parte de aquel Derecho después de la adop- 
ción del Código Civil de Cundinamarca. 

1856. — La ley de 15 do Septiembre de este año que an*egló provisio- 
nalmente el Gobierno del Estado, dice: 

*'Art. I* Desde esta fecha y hasta quo sea puesta en ejecución la 
Constitución del Estado que debe expedir la presente Asamblea Consti- 
tuyente, continuarán en su fuerza y vigor en el Estado, la Constitución 
Erovincial, las leyes de la República y las Ordenanzas provinciales que 
asta hoy han estado vigentes, en todo aquello en que no sean incompa- 
tibles con la ley de 11 de Junio último, creando el Estado de Antioquia; 
á menos que sean expresamente derogadas por algúu acto de esta misma 
Asamblea." [2] 



[IJ El Presidente del Estado Soberano de Antioquia expidió el 24 de Febrero de 
1874 im Decreto, que es el que rige, * 'sobre distribución de terrenos comunes entre 
pobladores." Está publicado en el niimoro 025. del Boletín Oficial de 2 de Marzo de 
ese año. 

(2) Hemos viste (página 231) que la Constitución de 1812 había declarado Tigen- 
tes las leyes españolas con ciertas excepciones. 
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El artículo 4.** dispuso que los empleados públicos que existían con- 
tinuarían en el ejercicio de sus funciones mientras no se hiciera varia- 
ción; y el artículo 5.% que en los negocios judiciales y civiles en que las 
leyes concediesen recurso de apelación, de nulidad ó de injusticia noto- 
ria para ante la Suprema Corte de Justicia, estos recursos se interpon- 
drían para ante los dos Ministros del Tribunal Superior del Estado que 
no hubiesen conocido en el negocio, quienes conocerían de 61 como lo ha- 
cía la Corte Suprema. 

La ley consta de 7 artículos, fl] 

La Constitución de 1856 (28 de Octubre) en su artículo 106 dice : 
^*Por la presente Constitución quedan derogadas en el Estado la Consti- 
tución de la República en todo lo que se refiera al gobierno del Estado, 
la Constitución municipal de la ProTÍncia de Antioquia, todas las leyes, 
ordenanzas y disposiciones que estén en oposición con las disposiciones 
en ella contenidas." Por consiguiente, las demás leyes, ordenanzas y dis- 
posiciones continuaron vigentes, lo que quiere decir que el Derecho gra- 
nadino vino á ser antioqueflo, en todo lo que no fuese expresa ó tácita- 
mente derogado por la Legislatura de Antioquia. Una de las primeras 
cosas en que se derogó fue en lo relativo al matrimonio [ley de 27 de 
Noviembre do 1856],- pero como de éste hablaremos en capítulo aparto, 
no debe ser materia del presente. 

1857. — Quizá no está fuera de su lugar decir que el artículo único 
de la ley de 24 de Noviembre de 1857, estableció que á virtud de lo 
dispuesto en el artículo 97 de la Constitución del Estado, que prohibe 
que los miembros de éste fuesen reducidos á prisión en juicio civil 
por deudas, estaban derogados de una manera absoluta: el inciso !.• del 
artículo 3. o de la ley 13; el inciso 9.% artículo 14, y el artículo 45 de la 
ley 14, P. 2.*, T. 2." de la Recopilación Granadina, y reformado en la 
parte respectiva el artículo 44 de la ley últimamente citada. La prisión 
por deudas había sido suprimida por la Constitución de 1853. (2) 

1862. — p]l Presidente provisional de los Estados Unidos de Colom- 
bia, como encargado de la Gobernación del Estado Soberano de Antio- 
quia, expidió un Decreto de 9 de Diciembre de 1862 '*Sobre observancia 
de las leyes y decretos ejecutivos en el Estado Soberano de Antioquia," 
(3) En su parte dispositiva, que consta de 6 artículos, entre otras dispo- 
siciones, contiene las que siguen. 

Art. 1.' Continuarán observándose en el Estado Soberano de Antio- 
quia las leyes vigentes el día en que fue sometido al Gobierno do los Es- 
tados L^niJos de Colombia [el 13 de Octubre de 1862], en todo lo que no 



[1] No dejaremos de recordar que desde 1856 se pensó en la expedición de Códi- 
gos Civil, Penal, Judicial, Militar y Administrativo, pues la ley de 15 de Octubre de 
ese año, dispuso que el Gc^bernador hiciese comprar y presentíisc (i la Legislatura de 
uno á diez ejemplares de dichos Códigos publicados en la Nueva Granada, en las Re- 
públicas líispaiio-Americanas y en España. 

[2] Como al hablar del Derecho Colombiano dijimos cuándo se había adoptado 
el sistema métrico decimal, observaremos que la ley del Estado do 28 de Noviembre 
de 1857 "sobre pesas y medidas", dispuso que desde el 1.^ de Abril de 1858 y mien- 
tras podía establecerse ese sistema, regiría en el Estado para las transacclonss de loa 
particulares, el sistema de pesas y medidas establecido en la ley 11, P. 3, T. 1? R. G. 

[3] Número 2 de la Crónica Oficial de 1883. 
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se oponga á los actos^ decretos, providencias y resoluciones del Poder 
Ejecutivo nacional, encargado de la Gobernación del Estado. 

Art. 2.0 Con la misma limitación expresada en el artículo anterior 
continuarán observándose respectivamente los acuerdos de las Corpora- 
ciones municipales, rigentes en aquel día. 

Art. 4.0 Todos los actos judiciales que se hayan ejercido por otros 
individuos con el carácter dé funcionarios en el ramo judicial que no 
fueran los que existían el día que el Estado fue sometido á la Unién Co- 
lombiana 6 que no hayan sido nombrados por el Poder Ejecutivo nacio- 
nal, encargado de la Gobernación, son nulos, de ningún valor ni efecto; 
y los Jueces en la secuela de los negocios judiciales tomarán conocimien- 
to de los asuntos que les corresponr^an, considerándolos repuestos al es- 
tado que tenían cuando, por cualquiera causa, dejaron de ejercer sus 
funciones los Jueces que existían el día que el Estado se sometió á la 
Unión Colombiana. (1) 

La Legislatura Constituyente del Estado en ley áo 9 de Diciembre 
de 1862 que organizaba provisionalmente el Gobierno del Estado f 6 ar- 
tículos] dispuso que "la Constitución del Estado, las leyes, ordenanzas, 
decretos y demás actos legales que han estado hasta hoy vigentes en el 
Estado, y el Decreto fundamental expedido por el Poder Ejecutivo el 13 
del pasado, continuarán en su fuerza y vigor en todo lo que no se opon- 
gan al Pacto de Unión de los Estados Unidos de Colombia, celebra«lo 
en Bogotá el 20 de Septiembre de 1861, y al cambio político verificado 
en el Estado desde el 14 de Octubre último, hasta que sean puestas en 
ejecución la Constitución y leyes que debe expedir esta Legislatura." (2) 

1863. — La ley de 6 de Julio [3] adoptó para su observancia en el 
Estado los siguientes Códigos del Estado de Cundinamarca: 1.^ El Ci- 
vil, sancienado el 8 de Enero de 1859; 2.^ El de Comercio, sancionado 
en la misma fecha; 3.' El Penal, de 16 de Octubre de 1858; 4.^ El'Mili- 
tar^ de 26 del mismo mes y afio, y o." El de Policía, sancionado el 8 de 
Enero de 1859. Las disposiciones de estos Códigos tendrían fuerza de 
ley en cuanto no se opusieran á la Constitución y leyes generales de la 
Unión, á la Constitución del Estado, y con las variaciones que les hace 
la ley adoptante. Sólo mencionaremos las reformas relativas al Código 
Civil diciendo que la ley de adopción modificó los artículos 12, 134, 226, 
371, 418, 698, 1,037, 1,310, 1,320, 1,350, 2,135, 2,583, 2,631, 2,634, 
2,635, 2,713, 2,714 á 2,719, 2,723 y 2,725 del Código, y que suprimió de 
éste los artículos 13, 185, 186, 209 y 214, los incisos 1/ y 2.« del artículo 
660, los artículos 661, 662, 663 y 664, el aparte 2.'» del artículo 676, el 
último aparte del artículo 1,029, el torcer aparte del artículo 1,356 y las 
excepciones que contienen los artículos 179, 208 y 2,632. Al hablar del 
matrimonio, del notariado y del registro, indicaremos cuáles de aquéllas 
reformas y supresiones se refieren á esos tres asuntos. 

Según la ley, que consta de 55 artículos, lo dispuesto en ella comen- 
zaría á regir el 1.* de Enero de 1864 menos las disposiciones contenidas 
en los artículos 4.", que trata de matrimonios, y 33, que suprime la pena 

[1] Número 2 de la Crónica Oficial de 1862. 

(2) Número 11 ib. ib. 

(3) Publicada en el número 17 de. la Gaceta Oficial de Antioquia. 
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4Íe mnerte, qne comenzarían á regir desde la sanción de la ley. Nos pa- 
rece claro, por lo mismo, que los Códigos adoptados, sólo debían estar en 
vigor del 1.° de Enero de 1864 en adelante. 

Como el Código Civil adoptado es, con pocas diferencias, igual al 
<jue actualmente rige, el cual yá examinamos (página 79 y siguientes), 
nada diremos acerca de él. 

1864. — El Gobernador provisional del Estado Soberano de Antio- 
«quia, en Decreto de 10 de Enero de 1864 publicado en el número 2.* del 
Boletín Oficial de 23 del mismo mes, dispuso: *^Art. 1." Mientras se po- 
ne en ejecución la Constitución del Estado qne debe expedir la Legisla- 
tura Constituyente, continuarán en su fuerza y vigor la Constitución, 
leyes y demás disposiciones que rigieron en el Eítado hasta el 16 de Oc- 
tubre de lb;62, en lo que no se opongan al nuevo orden de cosas procla- 
mado por los pueblos de Antioquia el 7 do Dicien»bre de 1863; al Decre- 
to de esta misma fecha tsn que me declaro en ejercicio del Gobierno pro- 
visorio, á las disposiciones del presente Decreto y de los que expida en lo 
sucesivo." 

En virtud del Decreto de 10 de Enero, que no hizo modificaciones 
al Derecho civil, dejaron de regir los Códigos adoptados por la ley de 6 
de Julio de 1863. Sin embargo, es indudable que estuvieron en vigencia 
<lesde el 1.* de Enero de 1864, quizá hasta el 23 del mismo mes, fecha 
-en que se publicó el Decreto que los derogaba, ó hasta que éste quedase 
premulgado en el Estado. Nos parece que la fecha del Decreto no es la 
-que debe fijarse como la en que comenzó su observancia, puesto que se 
publicó posteriormente á ella en el periódico oficial. Es inútil agregar 
que el Decreto no señala la fecha en que principiaría á regir. 

La Asamblea constituyente del Estado en ley de 15 de Junio de 
1864 [Ley 1"] que arregló p/ovisionalmente el Gobierno y la adminis- 
tración del Estado, ordenó [artículo 2] que mientras se expedían la 
-Constitución y las leyes que debían regir en los negocios del Estado, 
continuarían observándose las que estaban vigentes, esto es, las que 
había puesto en vigor el Gobernador provisional el 10 de Enero de 1864, 

Líos actos díí este emi)leado (jue, sobre asuntos de la competencia de la 
egislatura, hubiese expodido desde dicho 10 de Enero hasta el 15 de 
-Junio de 1864 y que estuviesen en observancia. 

La Constitución de 1864 (13 de Agosto) en su artículo 104 declaró 
vigentes las leyes, ordenanzas y actos de carácter legislativo que estu- 
^viesen en observancia mientras no fueran reformados ó derogados por 
la Asamblea Constituyente ó por la Legislatura. 

CÓDIGO CIVIL. — La ley 20 de 20 de Septiembre del mismo año de 
1864 adoptó para su observancia en el Estado el Código Civil de Cundi- 
namarca sancionado el 8 de Enero de 1859, (1) esto es, el mismo que ha- 
bía adoptado la ley de 6 de Julio de 1863, en cuanto no se opusiera a la 
Constitución y leyes generales de la Unión, y á la Constitución del Esta- 
tado, y con las variaciones que le hace la ley adoptante. 

La ley 20, que consta de 34 artículos, agregó al título preliminar 

[1] En 1869, de acuerdo con la ley 88 de 28 de Mayo de 1866, se publicó una edi- 
ción del Código Civil por cuenta del Estado, en la cual se hicieron las variaciones, 
.adicioneb y supresiones decretadas en la ley 20 citada. Esto alteró el orden de los ar- 
tículos. Las citas que en las leyes posteriores á 1869 se hacen al Código, se refieren á 
Itt edición de ese año que no se acabó de publicar sino en 1870. 
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del Cód 
en los 



Código un capítulo sobre derogación de las leyes; adicionó los artí- 

illl, 134, 206, í>25y 2,?36; reformólos artículos 208 [inciso 2.°j 
728, 740, 743, 744, 1,320, 1,728 [inciso 2.'|, 2,135 (inciso 3.^), 2,639, 2,713 
(inciso 1.°), 2,756 y 2,770 (inciso 1."), y suprimió los artículos 185 y 186, 
que reemplazó, 209, parte final del 214, 887 á 896, inciso 3.*' del artículo 
1,029, artículos 1,114, 2,329 á 2,336, artículos que reemplazó, y 2,407 á 
2,416. 

Según el artículo 34 de la ley, el Código comenzó á regir en el Es- 
tado el 1.° de Enero de 1865, y desde ese día quedaron deroga- 
das, aún en la parte en que no fuesen contrarias á las disposiciones con- 
tenidas en el mismo Código, las leyes anteriores concernientes á las ma- 
terias de que en él se trata. Sólo continuarían vigentes las disposicion-es 
especiales que regían sobre minas. 

Aunque hemos dicho antes por qué no examinamos el Código 
cuestionado, nos permitimos notar algunas do las pocas diferencias 
que tiene con el Código Civil nacional sancionado en 1873. Separándose 
de éste y del chileno, que someten á la ley territorial tanto los bienes raí- 
ces como los muebles, el Código antioqueño declaró sujetos á dicha ley 
sólo los primeros mientras que dispuso que los derechos y obligaciones 
relativos á bienes muebles so regirían por las leyes del domicilio del due- 
fío. El Código antioqueño permitió el matrimonio civil para las personas 
que no fuesen católicas á diferencia del Código chileno que sólo estable- 
ció el religioso, y del nacional de 1873 que únicamente reconoció el civil. 
El de Antioíjuia no suprimió, como el nacional, los títulos sobro consti- 
tución de censo en general y vitalicio, que tiene el chileno; — y ambos — 
el nacional y el antioqueflo— reconocieron la adopción y organizaron el 
Notariado y el Eegistro, separándose del chileno que no reconoce aqué- 
lla ni trata de éstos. En cuanto al reconocimiento de hijos naturales los 
principios esenciales del Código do Antioquiasonlos mism.os del de Chi- 
le, lo que no ocurre en el nacional de 1873 que se sepjiró de dichos prin- 
cipios para adoptar otros que les son opuestos. La ley 153 de 1887 optó en 
el particular por los principios del Código antioqueflo. 

1871. — La !ey 196 de 11 de Octubre de este año, que constada 10 
artículos, fue la primera que adicionó y reformó el Código Civil. Como 
las adiciones y reformas se refieren al Notariado y al Kegistro, hablare- 
mos de las disposiciones de la ley en otra parte, 

1873.— Otra ley [234 de 11 de Septiombre] se expidió en 1873 en 
que solo se modifican disposiciones del Código Civil relativas al Nota- 
riado. Por la razón apuntada antes, nada decimos de ella en esto capí- 
tulo. 

1875. — En este año se expidieron tres leyes relacionadas con el Có- 
digo Civil: la 281 de 10 de Septiembre, la 298 y la 299 de 22 del mismo 
mes. Como la primera y la última tratan del matriraonio,y de los emplea- 
dos que reemplazaban ú los Notarios y á los Secretarios Municipales en 
ciertos casos, no son asunto de este capítulo. La segunda, en su artículo 
único, dice: ^^La ley presume que son hijos naturales, respecto de la ma- 
dre, los simplemente ilegítimos aunque no se les haya reconocido por 
escritura pública ó en testamento." Esta disposición introdujo modifica- 
ción esencial á los principios establecidos por el Código en cuanto á hi- 
jos naturales. 

1877. — El Jefe Civil y militar del Estado en Decreto ^^sobre obser- 
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vancia do leyes" de 10 de Abril do 1877 (1) dispuso qne mientras el Go- 
bierDQ civil se organizaba deíinitivamentb, se decianiban en su fuerza y 
Ti'gor todas las disposiciones legales, vigentes durante el anterior Gobier- 
no. (El del Estado qne había existido hasta el h de Abril de este año). 

La Convención ConstitiiyentK) del Estado en acto que arreglaba pro- 
visional mene el Gobierno del Estado, sancionado el 21 de Agosto de 
1877, ordenó que mientras el Estado se organizaba convenientemente 
continuaría en svi fuerza y vigor la actual Legislación inclusive los de- 
cretos, órdenes y providencias del Gobierno general y del civil y militar 
que cesaba dicho día. 

La Constitución del Estado sancionada el 13 de Octubre de 1877, 
en su artículo 75 declaró vigentes las leyes y decretos legislativos que re- 
gían el Estado, en lo qne no fuesen opuestos á dicha Constitución. 

Puede considerarse como lev civil la 39 de 4 de Diciembre del mis- 
mo aOo de 1877 que exime de derechos do registro ciertas escrituras, pe- 
ro de ella hablaremos en el Notariado y Eegistro. 

La ley 43 de 5 de Diciembre del año á que nos referimos, que re- 
forma el Código Civil, trata exclusivamente del matrimonio. Por esto, 
su examen corresponde al capítulo que sigue. 

1881. — En este año se expidió una larga ley reformatoria del Códi- 
go Civil, en la cual so refundieron las anteriores: la 106 de 18 de Enero. 
De sus o3 artículos, todos, con excepción de tres, se refieren al matrimo- 
nio y al Notariado. Por lo mismo, aquí sólo debemos hablar do esos ti'es 
artículos. 

Uno de ellos es el 9.% en virtud del cual se colocó á continuación 
del artículo 345 del Código, como inciso, el artículo único do la ley 298 
de 1875, relativo á hijos naturales, que antes citamos. Los otros dos ar- 
tículos son el 10 y el 11, de los cuales el 1.** trata de pruebas supletorias 
del estado civil, que debían ser adnüisibles, y el 2? suprimo los incisos 2.' 
y siguientes del artículo 434 del Código. 

El artículo 32 de la ley citada deroga además de las disposiciones 
del Código Civil, suprimidas en la misma ley, las leves 196 de 1871, 234 
de 1873, 281, 298 y 299 de 1875, 43 de 1877 y las demás leyes y disposi- 
ciones que fuesen contrarias á dicha ley. 

Otra ley de 1881 relacionada con asuntos civiles, es la 107 de 19 de 
Enero, por la cuíd se reconocen en el Estado los actos que ejecuten en 
811 calidad de Notaiio los empleados consulares. De esta ley hablaremos 
en el capítulo sobre el Notariado. 

1884. — Quizá pueda considerarse como relativa á negocio civil la ley 
184 de 18 de Junio de 1884 *'sobre mobilización de la propiedad raíz en 
el Estado", y por esto la mencionamos. Consta de 78 artículos distribuí- 
dos en siete títulos que tratan : el 1.** de la "mobilización en general, sus 
condiciones y efectos"; el 2.o, de los **trámites de la mobilización"; el 
3.% "de la emisión de billetes en general"; el 4.% del "remate de las fin- 
cas mobilizadas"; el 5.*, del "^procedmiiento por deterioro ó destrucción 
de la finca mobilizarla"; el 6.% **de ia oficina de mobilización", y el 7.% 
de "disposiciones varias'^ 

1885. — El Secretario de Hacienda do la Unión Colombiana, encar- 
gado del Gobierno del Estado, en Decreto número IP de 12 do Marzo do 

(1) Pnl)]icado en el Suplemento al lierjintro Oficial número l.<» 
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1885 (1), declaró vigentes las leyes qne regían en el Estado en cnanto 
no se opusieran á la ley marcial y á los Decretos del Poder Ejecutivo 
nacional. 

El Jefe civil y militar del Estado de Antioqnia expidió el 24 de 
Septiembre de 1885 el Decreto número 315 (2) por el cual se declaró 
«n vigor, y se adicionó y reformó el Código Civil. 

El Decreto, que consta de 15 artículos, dispuso en el 1.^ que desde 
.i5u publicación regirían las disposiciones del Código (.'ivil del Estado, tar- 
jes como están consignadas en la edición de 1870,de que antes hablamos 
[nota 1.» de la pág. 257], con las únicas variaciones que les hace el mis- 
mo Decreto. Por consiguiente, quedaron derogadas todas las leyes refor- 
matorias de dicho Código. 

El artículo 2." reproduce la disposición del artículo único de la ley 
298 de 1875 respecto de hijos naturales. Los demás artículos tratan del 
Notariado y del matrimonio, asuntos deque se habla en capítulos apai'te. 
El artículo 15 disí)one que el Decreto regiría en cada Distrito desde el día 
de su publicación. 

1886. — Ei Decreto número 408 de 22 de Julio de este año [3], expe- 
dido por el Sr. Jefe Civil y Militar del Estado, reformó el Código CiviL 
Consta de 4 artículos, los cuales tratan exclusivamente de la servidum- 
bre de tránsito. El artículo 1? establece dos casos en que para los efectos 
del artículo 954 del Código Civil se presume de derecho el reconocimiento 
expreso del predio sirviente. El artículo 2 " introduce excepciones á esa 
presunción El 3 ° dispone que la servidumbre apárenle de tránsito puede 
constituirse por medio de escritura pública ó por documento privado ju- 
dicialmente reconocido por las partes, ó por el goce tranquilo de 10 afios 
entre presentes y 20 entre ausentes, pudiendo computarse para- este efec- 
to el goce disfrutado hasta la fecha del Decreto, y que las servidumbres 
inaparentes de la misma especie sólo podrán adquirirse por título escrito. 
El artículo 4tP dice que el Decreto reforma el capítulo 3." del título 12 
del libro segundo del Código Civil y las demás disposiciones del mismo 
Código que establezcan requisitos especiales para la traslación ó cons- 
titución del derecho de servidumbre de tránsito. 

Aunque sean impropias las apreciaciones filosóficas en un libro co- 
mo éste, que no es otra cosa que una relación descarnada de las leyes 
sustantivas colombianas y antioqueñas, no podemos prescindir, después 
de indicar el contenido del Decreto citado, de observar, con todo el i^s- 
peto que se merecen los altos empleados, sobre todo cuando son personas 
de gran sabiduría y honradez, que no nos parece aceptable ni convenien- 
te que la autoridad política legisle sobre el Derecho privado. Enhora- 
buena que esa autoridad en épocas de revolución, cuando es tan difícil 
ponerles límites á sus facultades, cambie en conjunto una Legislación 
por otra, como se hizo en el Decreto de 10 de Enero de 1864 expedido 
por el Sr. Gobernador provisional del Estado, ó que en ciertos asuntos, 
como el matrimonio, tan íntimamente relacionados con las ideas políti- 

(1) Publicado en los números 1.^ y 2.° del Boletín Oficial. 

(2) Publicado en el número 58 del Boletín Oficial, correspondiente al 25 de Sep- 
tiembre de 1885. 

(8) Publicado en el número 144 del Bjiktin Oficial correspondiente al 28 de Julio 
de 1886. 
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cas, disponga lo que esté de acaerdo con el modo de pensar de su parti- 
do, como se hizo en el Decreto anterior de 24 de Septiembre de 1885; 
pero no es quizá razonable que en una República, donde la facultad de 
legislar es privativa del Poder Legislativo, desempeñe en ningún caso la 
autoridad política ó ejecutiva la grave tarea de reformar las leyes civiles 
sabiamente ordenadas en un Código; porque esto no solo no le corres- 
ponde, sino porque puede ser causa de que esas leyes pierdan su enlace 
y coordinación. 

La Constitución de 1886 reconstituyó la Nación colombiana en for- 
ma de República unitaria, y en consecuencia de las diez Legislaciones 
que teníamos durante la federación, sólo quedó una: la nacional. Sin 
embargo, como ésta puede decirse que no existía para todas las necesi- 
dades de la República ó que podía no ser edeciiada á ellas, el artículo H 
de la Constitución dispuso que mientras el Poder Legislativo no orde- 
nara otra cosa continuaría rigiendo en cada Departamento la Legislación 
del respectivo Estado. 

1887. La ley 57 de 15 de Abril de este año al adoptar Códigos Ci- 
vil, de Comercio, Penal, Judicial, Fiscal (1) y Militar para toda la Repú- 
blica, reemplazó en estas materias las Legislaciones de los antiguos Esta- 
dos Soberanos. 

El artículo 321 de la ley 153 de 24 de Agosto del mismo año do 
1887, declaró abolida la Legislación de los extinguidos Estados, excepto 
las disposiciones de carácter administrativo seccional y las de policía 6 
sea aquellas que versen sobre materias cuya regulación compete á las 
Asambleas Departamentales con arreglo á los artículos 185 y 186 de la 
Constitución. Véanse nuestras observaciones sobre el asunto consignada* 
en el último párrafo del capítulo sobre derecho público interno del E&- 
tadOy pág. 244. 



OAPrruLO Y 

MATRIMONIO 

Ijf^es de 1856, 1857, 1863, 1864, 1868, 1874, 1875, 1877, 1881 y 1885. 

1856. — Recordaremos que en los Estados continuó rigiendo la Le- 
gislación nacional mientras ésta no fue derogada ó modificada por ellos. 
La primera ley que sobre matrimonio se expidió en Antioquia, fue la de 
la Asamblea (Constituyente sancionada el 27 de Noviembre de 1856. La 
examinaremos con alguna detención por haber sido la primera. 

Comprende 57 artículos distribuidos en seis títulos^ que tratan de 
los pantos que pasamos á indicar. 



(1) Estos Códigos comenzaron á regir en toda la República el 23 de Julio de 1887 
(articulo 1.^ de la ley 57), puesto que la publicación de la ley que los adopta se con- 
cluyó el 22 de AbrU de dicho afio. Este oía quedaron suprimidos los Códigos de los 



263 DEKKCnO AXTIOQüEKO 

Título l.o '^Disposiciones preliminares". Después de establecer que 
para los efectos civiles y políticos, la ley considera el matrimonio como 
un contrato, y que para que los produzca es necesario que se celebre de 
acuerdo con la ley, dispone que el matrimonio sólo puede disolverse por 
la muerto de alguno de los cónyuges y que todo pacto en contrario es 
nulo; que la ley reconoce como válidos los matrimonios que se hubieran 
celebrado y que se celebraren conforme á las prácticas y ritos religiosos 
de los contrayentes con tal que se limitasen á la unión de un solo varón 
con una sola mujer; y que el matrimonio contraído fuera del Estado era 
válido siempre que hubiese sido celebrado de acuerdo con los ritos reli- 
giosos de los contrayentes ó conforme á las leyes «leí país en que se hu- 
biese contraído, y que sólo uniese indisolublemente á un varón con una 
mujer. 

En el título 2.° se indican las personas que pueden contraer matri- 
monio y las cualidades y condiciones que requerían para contraerlo. 
Mencionaremos éstas. El varón era nííbil á los 14anos; la mujer A los 12. 
Cuando el primero era menor de 21 años y la segunda de 18, no podían 
contraer matrimonio libremente; puesto que necesitaban para casarse del 
permiso de sus padres; á falta ó por impedimento de éstos, del del cura- 
dor respectivo; por defecto de éste, del del abuelo paterno, y en defecto 
de éste, del del abuelo materno, y por falta de ambos, del del Juez pa- 
rroquial del Distrito correspondiente. Las personas á quienes debía pe- 
dirse el permiso no estaban obligadas á manifestar las causas de su nega- 
tiva,y contra ésta no quedaba recurso. El funcionario que autorizaba un 
matrimonio á que faltaba el permiso, incurría cu una multa de 100 á 
200 pesos, y los menores eran castigados con las ponas señaladas en la 
parte final del artículo 457 de la ley 1.% P. 4.% T. 2^ de la R. G., artí- 
culo de que hablamos en la página 94, pero esta informalidad no anu- 
laba el matrimonio. 

En la línea recta de ascendientes y descendientes era prohibido el 
matrimonio en todos los grados; en la colateral, entre hermanos. El 
adoptante no ¿jodía contraer matrimonio con la hija adoptiva, ni el hijo 
adoptivo con la que había sido mujer del adoptante. El hombre y la mu- 
jer adúlteros no podían casarse con su cómplice si antes de efectuarse el 
matrimonio se había declarado el delito jurídicamente y había precedido 
entre ellos promesa de matrimonio durante la vida del consorte ó con- 
sortes muertos. Ningún hombre ni mujer casados podían contraer ma- 
trimonio mientras subsistiese el vínculo contraído. Las personas que ha- 
bían hecho voto solemne de castidad, como los religiosos profesos de ant- 
bos sexos y los ordenados de alguna ó algunas de las tres órdenes mayo- 
res del sacerdocio católico, no podían celebrar el contrato matrimonial á 
menos que el voto hubiese sido relajado. 

El título 3.° establece las formalidades para celebrar el matrimonio. 
Su artículo 1." [18 de la ley] dice: **E1 matrimonio de aquellos indivi- 
duos no católicos que, por cualquier motivo, no puedan usar del derecho 
que para celebrarlo les concede el artículo 4.** de esta ley [esto es, el de 
celebrarlo de acuerdo con sus ritos religiosos |, se verificará para que pro- 
duzca efectos civiles, con las siguientes formalidades'', relativas como se 
comprende al matrimonio civil. De modo que éste no les era permitido 
á los católicos. En cuanto á esas formalidades sólo diremos que el matri- 
monio debía celebrarse ante el Notario público del Distrito respectivo. 
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si lo había, ó si no ante el Juez parroquial con la presencia y autoriza- 
ción de dos testigos hábiles previamente juramentados. 

Título 4.^, "Nulidad del matrimonio". Los matrimonios celebrados 
conforme á las prácticas y ritos religiosos de los contrayentes, sólo po- 
dían declararse nulos por la autoridad correspondiente de la congrega- 
ción religiosa á cuyo rito se hubiesen sujetado los casados al tiempo de 
contraer matrimonio y conforme á las Cánones que los regían. Así es 
que sólo los matrimonios que se celebraban ante la autoridad civil, po- 
dían ser anulados por ésta. La ley establece los motivos de nulidad de 
ellos, las personas que podían alegarlos, el tiempo dentro del cual debían 
alegarse, y el Juez que conocía de los juicios correspondientes, el cual 
no era otro que el de. Circuito. 

El título 5." habla de la separación de los casados. Respecto de los 
matrimonios religiosos sólo podía decretarla la autoridad eclesiástica. 
En los matrimonios civiles daban lugar á la separ:ición ó divorcio délos 
cónyuges, estas causas: 1.* Adulterio de la mujer judicialmente declara- 
do; 2.* Amancebamiento del marido judicialmente decidido; y 3.* Las 
graves y frecuentes injurias, los maltratamientos de obra, la sevicia de 
UBO de los cónyuges hacia el otro, si con ello peligra la vida de los con- 
sortes ó se hace imposible la paz y el sosiego domésticos. 

De las ''disposiciones varias" del título 6.^ citaremos algunas. El 
matrimonio declarado nulo producía efectos civiles y políticos respecto 
de los hijos, y si había buena fe también respecto de los esposos. Si sólo 
la había en uno de éstos, no producía esos efectos para el de mala fe. Las 
personas que contraían matrimonio concurriendo alguna causa de nuli- 
dad, los funcionarios que los autorizaban y los testigos que los presen- 
ciaban, ejecutando talos hechos á sabiendas de la causa de nulidad, eran 
castigados respectivamente con las penas establecidas en loa artículos 
457, 458 y 459 de la ley 1.', P. 4.', T. 2.o de la Recopilación Granadina 
(pág. 94). La nulidad del matrimonio y la separación de los cónyuges 
Jegalmente decididos, llevaban consigo la separación y entrega de bie- 
nes. Los matrimonios celebrados después de la ley nacional de 20 de Ju- 
nio de 1853, y en que sólo se hubiesen guardado los ritos religiosos, «^lue- 
daban validados. Los derechos y obligaciones civiles que emanan del 
contrato matrimonial, eran los mismos'*que establecían las leyes que es- 
taban en observancia antes de la citada de 1853. El último artículo de 
la ley deroga la ley de la República de 8 de Abril de 185(5 sobre matri- 
monio. [1] 

1857, — El artículo único de la ley de 27 de Febrero de este afío, di- 
ce: **En virtud de lo dispuesto en el artículo 101 de la Constitución del 
!Estado de Antioquia [2], la pena señalada en el artículo 11 de la ley so- 
bre matrimonio, de 27 de Noviembre de 1856, para los que autoricen ó 
presencien un matrimonio, sin que se les compruebe el permiso de que 
trata el artículo 7.° de la misma ley, no comprende á los Ministros del 

(1) El artículo 79 de la ley de 17 de Diciembre de 1859 "orgánica del Poder Ju- 
dicial del Estado'', dispone que el Superior Tribunal, los Jueces de Circuito y parro- 
quiales, tenían los deberes y atribuciones que respectivamente les declaraba la ley de 
¿7 de Noviembre de 1856 sobre matrimonio. 

(2) Ese artículo declara que el ejercicio de la religión católica sería cumplida- 
mente asegurado. 
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culto católico que obren en tales casos cou arreglo á las doctrinas de la- 
Iglesia." 

1863. — La ley de 6 de Julio que adoptó Códigos para el Estado, en- 
tre ellos el Civil y el Penal dé Cuiidinamarca, reemplazó las disposicio- 
nes anteriores sobre matrimonio. Los Códigos adoptados debían comen- 
zar á regir el 1.® de Panero de 1864; pero de las reformas que la ley le hi- 
zo al Civil, comprendidas en los artículos 4.* y 5.% la del artículo 4.** 
quedó en vigor desde dicho 6 de Julio. Este artículo 4.° dice: "El artí- 
culo 134 (del Código) quedará así : 'Son válidos para los efectos civi]e& 
y políticos los matrimonios celebrados ante los i-espectivos Ministros de 
los cultos, conforme a los cánones ó constituciones religiosas a que lo» 
contrayentes se hayan sujetado para celebrar el m!;trimonio. Es un de- 
ber de los contrayentes avisar al Notario ó Juez de Distrito en su caso, 
el día y la hora que se haya señalado para la celebración del matrimonio^ 
Y es una obligación del Notario ó Juez concurrir el día indicado al ac- 
to, y practicar en él la diligencia del artículo 132 [esto es, el acta en que? 
debía constar el lugar, día, mes y año de la celebración del matrimonio;, 
los nombres y apellidos de los casados &.*) Son nulos civilmente los ma- 
trimonios que se celebren por los Ministros del culto que no se hayan 
sometido al Gobierno en los términos do la ley nacional de policía de 
cultos." El artículo 5.^ citado dice: "Después del artículo 226 se agre- 
gará el siguiente; *Lo dispuesto en los artículos 222 y 225 será cumplido 
por los Ministros del Culto cuando ante ellos se trace de celiebrar esta 
clase de matrimonio." El artículo 222 prohibe el matrimonio del viudo 
sin que presente al funcionario respectivo certificado en que conste que 
no tiene hijos, ó que se nombró curador especial para los bienes de los^ 
que tenga, y el artículo 225 prohibe que se autorice el matrimonio de 
una mujer cuando haya sido disuelto su anterior ó declarado nulo, es- 
tando ella embarazada mientras no se verifique el parto, ó no habiendo- 
señales de preñez, antes de cumplirse los 270 días subsiguientes á la di- 
solución del matrimonio ó á la declaración de nulidad. 

Además de hacer estas reformas al Código, la ley adoptante derogó- 
de éste los artículos 185, 186, 209 y 214 y las excepciones do los artícu- 
los 179 y 208, derogaciones que quitaron la competencia á los Ministros 
de los cultos para decretar el divorcio y la nulidad del matrimonio. Por 
consiguiente, estos asuntos quedaron de la exclusiva incumbencia de la 
Potestad civil. 

Kesultando de las observaciones anteriores que la ley de 1863 reeo-^ 
noció la validez de los matrimonios religiosos, la cual reconocía también 
el Código, juzgamos innecesario indicar las disposiciones de éste relati- 
vas al matrimonio civil, que establece como el principal, porque son se- 
mejantes á las del Código Civil de los Estados Unidos de Colombia, de- 
las cuales hablamos antes [pág. 99]. Como el Código Penal adoptado 
por aquella ley, es el que actualmente rige en la República^ tampoco in- 
dicaremos las penas acerca de la materia, pues quedan mencionadas en 
la página 101. 

1864. — Como el Gobernador provisional del Estado en Decreto de 
10 de Enero de este afío, publicado el 23 del mismo mes, dispuso que só- 
lo continuarían rigiendo las leyes que estaban en vigencia el 16 de Oc- 
tubre de 1862, quedaron derogadas las de 1863. Sin embargo, debe tener- 
se presente que de éstas, en cuanto á matrimonio, estuvo en vigor el ar-' 
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tíííiilo 4 ° (le la ley de 6 de Julio de 1863, de este día en adelante, y las 
demás desde el K^ de Enero de 1864 hasta el 23 del mismo mes, según 
hemos visto antes. 

La ley de la Asamblea Constituyente do 15 de Junio de 1864 confir- 
mó lo dispuesto en el Decreto citado. 

La ley 20 de 20 de Septiembre de esc afio adoptó nuevamente el Oó- 
di|^o Civil de Cundinamarea haciéndole algunas reformas. Mencionare- 
mos las relati\'«s al matrimonio, después de i>ecordar que el Código co- 
menzó á re'^ir el 1.* de Enero de 1865. 

El artículo 7." do la ley establece que no se reconocerían como váli- 
dos pura los efectos civiles y políticos, los matrimonios de católicos quo 
no so hubiesen celebrado en conformidad con el artículo 134 del Código, 
el cual declara válidos los celebrados ante los respectivos Ministros 
de los cultos, conforme a los cánones ó constituciones religiosas á quo 
los contrayentes se hubiesen sujetado. Quedó, pues, prohibido el matri- 
monio civil para los católicos, puesto que tenían obligación de casarse re- 
ligiosamente. 

Consecuenciales de esta reforma sustancial, son las demás. El artí- 
culo 6P de la ley eximió á los Ministros del culto católico de las penas 
en que se incurría por íiutorizar un matrimonio de menores quo no hu- 
biesen obtenido el permiso correspondiente. El artículo 8.° declaró quo 
sólo la autoridad coi'respondiente de la congregación religiosa á cuyos 
ritos se hubiesen sujetado los cónyuges al celebrar su matriraonioj podía 
decretar la separación de los esposos conforme á los cánones respectivos, 
pero quedando subsistente el vinculo matrimonial. El artículo 10 decla- 
ra lo mismo respecto de la nulidad de los matrimonios, do la cual debía 
conocer el Ministro religioso respectivo. En virtud del artículo 13 lo 
dispuesto en los artículos 223 y 225 del Código en cuanto al matrimonio 
<lc \'iudo ó de mujer que pasaba á otras nupcias, no comprendía á los 
Ministros del culto, cuando ante ellos so celebraba el matrimonio. 

1868. — El Código Penal que comenzó á regir el 20 de Julio de este 
afío en virtud de la ley 119 de 17 de Octubre de 1867 (aHículo 5) y del 
Decreto del Presidente del P]sfcado de 3 de Enero de 1868 (artículo 1.^), 
establece penas (artículos 401 y siguientes) contra los que contrajesen 
nuevo matrimonio sabiendo que subsiste el que antes habían contraído: 
3 á 6 años de presidio; contra los que autorizaren estos matrimonios á 
sabiendas: inhabilidad para ejercer empleo ó cargo público y reclusión, 
de 3 á 6 aOos; contra los testigos que presenciaban á sabiendas osos ma- 
trimonios: 2 á 4 años de reclusión; contra las personas que sabiendo quo 
tienen algún impedimento de los que anulan el matrimonio, lo contraen: 
2 á 5 años de presidio; contra los que autorizan matrimonio sabiendo que 
^existen esos impedimentos: 2 á 4 amis de reclusión con la inhabilitación 
indicada; contra los que los presencian como testigos á sabiendas: 1 á 2 
^ÜOB de reclusión; contra los funcionarios que omitían alga na formalidad 
(qué causaba nulidad del matrimonio^ privación de su empleo y multado 
So á 200 pesos; si no la causaba: multa de 20 á 80 pesos; contra los testi- 
gos que presenciaban el matrimonio de menores sabiendo que no habían 
obtenido el permiso respectivo: multa de 16 á 50 pesos y apercibimien- 
to; y contra los n-icncres en este caso: igual multa y arresto de 1 á 3 me- 
ces. Estas penas, que se entendían sin ])crjuic¡o de la rosponaa bilí dad ci- 
vil coiTospoadicutc, Uo cotn prendían á los Ministros del culto católico ni 

23 
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á los testigos c|uc al antorizar 6 presenciar un matrimonio que se celebra^ 
ba sin la previa licencia ó permiso, lo hacían de acuerdo con las leyese 
canónicas. 

1874. — La Corté Suprem« federal en acuerdo de 2 de Noviembre de 
este afio (1) suspendió la ejecución do los artículos 136 y sxi píirágrafo, 
187 y el parágrafo ó segunda pailtg del artículo 209 del Godizo Civil» 
[edición do 1869-'1870] que daban validez á los matrimonios religiosos, 
y á los divorcios ó nulidades del matrimonio decretados por la autoridad 
eclesiástica. No quedó, pues, subsistente cu Antioquia en vir^id de est» 
suspensión, sino el matrimonio civil: El Senado de Plenipotenciarios e» 
resolución de 29 de Junio de 1876 declaró definitiv»amonte nulos los ar- 
tículos y parágrafos citados. 

1875. — Con el fin de dar validen á los matrimonios religiosos, que la 
habían perdido desde la suspensión de la Corte indicada, la Legislatui-a» 
de Antioquia expidió la ley 281 de 10 de Septiembre de 1875^ **que adi- 
ciona y reforma el Código Civil." Consta de siete artículos, precedidos do 
Tarios considerandos, que tienen por objeto demostrar que la validez de" 
los matrimonios religiosos no ise oponí^ á las i nstitueiones de la Eepú- 
blica. 

El artículo 1® reconoce como legal todo matrimonio celebrado den- 
tro 6 fuera del Estado, conforme á la religión de los contrayentes core 
tal que no pugne con la moral, y que la religión, bajo la cual se haya 
otorgado ó se otorgue^ sea de las admisibles en el país. (Lo eran todas). 
El artículo 2." dispono que cuando los que quieran conltaer matrimonio 
en el Estado no pudiesen verificarlo de la manera indicada en el artícu- 
lo 1.**, lo podían celebrar civilmente de acuerdo con los preceptos del Có* 
digo. El artículo 3.^ reconoce como separados ó como anulados, en sus* 
respectivos casos,los matrimonios que lo estuviesen según las reglas de la> 
religión que se hubiesen observado para celebrarlo. La celebración, la se- 
paración y la anulación de los matrimonios religiosos de acuerdo con el 
artículo 4.', se probaría con la atestación del respectivo Ministro del cul- 
to, sin perjuicio de admitirse las pruebas supletorias. Esto es lo esencial 
de la ley. 

La Corte Suprema en acuerdo de 20 de Diciembre de 1875 [2J sus^ 
pendió la ejecución de los artículos 3." y 5.* de la ley 281, y los artículo»- 
1^.% 2." y é.** de la misma en cuanto por ellos se daba á los actos religiosos> 
referentes al matrimonio, efectos civiles. Volvió, pues, el matrimonio ci- 
vil como el único que podía producir dichos efectos en el Estado. El Se- 
nado en resolución de 29 de Juüio [3] de 1876 anuló los mismos artícu- 
los citados; 

1877. — Ley 43 de 5 de Diciembre. En sus seis artículos, que se i^efie- 
i?en exclusivamente al matrimonio, dispone lo que pasamos á indicar. 

Según el artículo l.o sólo producían efectos civiles y políticos los 
matrimonios celebrados ante el Notario público del Circuito ó ante el 
Juez del Distrito, con las formalidades prescritas en el capítulo 3.° deP 

( 1) Se publicó en el Diario Oficial de 28 de Noviembre de 1874, número 8,3141 

(2) Se publicó ea el Díaño Ofi^cialáe 11 de Enero de 1876, número 8,633. 

(3) Esta resolución y la citada antes, taml^ién de 18T6, se encuentran publicadas^ 
en los cuadernos de leyes respcctiyoií. 
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título 4." del libro primero del Código Civil. Quedó, pues, como único el 
matrimonio civil. 

El artículo 2." prescribe que los Ministros de los cultos religiosos te- 
nían el deber de exigir á los cónyuges qu'e celebraban matrimonio ecle- 
siástico, el certificado de haber celebrado previamente el civil. Si falta- 
ban á este deber sufrían la pena de 20 á 100 pesos de multa,. 6 la de pri- 
sión por 8 días á un mes. 

De acuerdo con el artículo 4.* los Jueees de Distrito ante quienes se 
celebraban matrimonios, debían pusar relación mensual de éstos al Nota- 
rio respectivo. 

El artículo 5," establece que los Jueces y Notarios no debían cobrar 
derechos por razón de matrimonios. El artículo 6,**' deroga el inciso del 
artículo 113, el artículo 136 y su parágrafo^ los artículos 187 y 209 del 
Códiga Civil,, y los artículos 1." á 5.' de la ley 281 de 1875, y todas las^ 
domas disposiciones que se opusieran á la ley. La mayor parte de los ar- 
tículos citados, según hemos visto, habían sido suspendidos por la CoiiiQ 
Suprema federal y anulados por el Senado do Plenipotenciarios. 

1881. — La ley 106 de 18 de Enero "que adiciona y reforma el Códi- 
go Civil", en sus artículos 1.^ á 8, inclusive,, reproduce la ky 43 de 1877 
con algunas ))ocas adiciones que indicaremos. La pena á los Ministros 
religiosos cuando no exigían la certificación de haberse celebrado el ma- 
trimonio civil, debía ser impuesta por el Jefe municipal del Distrito* 
donde se cometía la falta. Además de las disposiciones legales derogadas- 
por la ley 43, la de 1881,- derogó el parágrafo del artículo 181 y el arti- 
eulo 214 y el parágrafo del 225. Del artículo 209 sólo derogó el parágra- 
fo, y en el castv 5. o del artículo 199 swprimió las palabras '*ó ante los res- 
pectivos Ministros de lo» cultos." 

1885.— El Decreto n limero 315 de 24 de Septiembre [1] del Jefe Ci- 
vil y Militar del Estado de Antioquia,restablecióel matrimonio religioso 
eomo pasamos á verlo. 

En conformidad con Sii artículo 1.% desdo la publicación del Decrete 
(25 de Septiembre) regirían las disposiciones del Código Civil tales co- 
mo estaban consignadas en la edición de 1870 (.la que hemos llamado de 
1869-1870) con las únicas variaciones que les hace el Decreto.^ En conse- 
cuencia, quedaron derogados los acuerdos de la Corte Suprema de 1874 
y 1875 y las resoluciones de anulación del Senado de 1876 antes citados, 
y las iejes 281 de 1875, 43 de 1877 y 106 de 1881, y restablecido el ma- 
trimonio religioso. 

El articulo 14 del Decreto dice: *Tara los efectos civiles y políticos 
son válidos los matrimonios que se hayan celebrado conforme á los ritos 
religiosos de los contrayentes; y se podrán probar con certificaciones ex- 
pedidas por los Ministros del culto." Esto tuvo por objeto validar los 
mittrimonios que no se habían celebrado civilmente. 

1887. — La ley 57 nacional de 15 de Abril de 1887 reemplazó las dis- 
posiciones antioqueñas sobre mcitrimonio. 



(1) Publicado eu el número 53 del Boletín (JficicU, 



OAl^lTULO TI 

PRIVILEGIOS 

Ordenanzas de 1805 y 1858. Leyes de 1856, 1859, 18C3, 1804, 1871, 1873, 1877, ISSff, 
1887 y 1888. Ordenanza de 1890. 

'.■ 

Kecordando lo que dijimos en el capítulo VIII do la Parte primera^ 
observaremos que ios privilegios, generalmente liabLando, vinieron á ser 
incompatibles con la forma do gobierno que sucedió á la Monarquía es- 
pañola en la Nación. De ellos, sólo los relativos á inventos, ák introduc- 
ción de algún arto 6 industria, y á las producciones literarias y artísti- 
cas, pudieron subsistir bajo aquella forma. 

Consecuente con estos principios fue la Constitución que se dio la 
Provincia de Antioquia en 1812, puesto que en su artículo 5." de la sec- 
ción 2.*, del título l.o, estableció que ningún hombre ni ninguna corpo- 
ración ó asociación de hombres, tenían título alguno para obtener venta- 
jas ó particulares y exclusivos ])rivilegios distintos de los que gozaba la 
comunidad. Este artículo fue desarrollo del que le antecede que decretó 
la igualdad de todos los individuos ante la ley. 

En cuanto a los privilegios compatibles con la Ilepúbliea, aunque 
nada dice especialmente dicha Constitución, juzgamos que podían ser 
concedidos por el Poder Legislativo en atención a que en el artículo 52, 
sección 1.% título 3?, no se declararon de la incumbencia del Gobierno 
general de las Provincias Unidas de la Nueva Granada. 

Fundada la antigua República de Colombia bajo la forma de go- 
bierno central [1819] desapareció de derecho la Constitución menciona- 
da, y con ella el antiguo Estado de Antioquia con todas sus facultades 
y atribuciones. Por tanto, pasó á la Kepública el derecho de otorgar los 
privilegias permitidos. 

Después de establecida la República de la Nueva Granada (1831) la 
ley de 19 de Mayo de 1834 [L. 1.% P. 2.% T. l.«, R. G.] *^sobre régimen 
político y municipal de las Provincias, Cantones y Distritos parroquia- 
les", facultó á las Cámaras de Provincia [número 20, artículo 124] para 
''conceder por el tiempo necesario privilegios exclusivos;, ó las ventajase 
indemnizaciones convenientes, en favor de los empresarios de las obras 
públicas particulares de la Provincia, y en favor de los autores ó intro- 
ductores de algún método, invento ó máquina útil á la misma Provincia, 
con tal que se consideren indispensables para su ejecución, y no sean 
contrarios á los intereses de la comunidad; y aceptar deiinitivameute 6 
dar reglas para la aceptación de las propuestas que se hagan para la eje- 
cución (Jo alguna obra pública interesante á la Provincia. Los privilegios 
é indemnizaciones que consistan en el derecho de percibir alguna contri- 
bución nueva, no se llevan á efecto en esta parte sin la previa aprobación 
del Congreso." 

La misma ley en el número 16 de su artículo 156, facultó á los Con- 
cejos municipales para conceder privilegios en los mismos términos que 
las Cíjnnras do Provincia, respecto de las obras públicas particulares del 
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Cantón, 6 de los autores ó introductores á éste de algún método, inven- 
to ó máquina útil al Cantón. (1) 

La ley de 29 de Mayo de 1848 (L. 51, P. 2, T. 1.% Ap. á la R. G.) 
la cual derogó todus las leyes que le fuesen contrarias [artículo 84, pe- 
núltimo do la ley], conservó la facultad de otorgar privilegios concedida 
ú las Cámaras de Provincia, en estos términos: *TJonceder por tiempo li- 
mitado privilegios exclusivos, ó las ventajas é indemnizaciones vionve- 
íiientes, con el ñn de promover la realización ó mejora de empresas ú 
obras públicas interesantes á la Provincia, ó el establecimiento de artes ó 
industrias desconocidas en la Provincia, así como el adelanto de las ar- 
tes é industrias ya conocidas en ella" [número C.% artículo 3*J. Entro 
las atribuciones de los Cabildos parroquiales, mencionadas en el artí-culo 
34 [números 1 á 21] no figura la de otorgar privilegios que á esas Corpo- 
raciones les había concedido la ley de 1834, citada antes. 

La Constitución de 1853, que creó la autonomía municipal de las 
Provincias, respecto de privilegios sólo se reservó la facultad do conce- 
derlos para objetos de utilidad pública que no tuviesen carácter pura- 
mente provincial [número 13, artículo lOJ. Por consiguiente, quedó de 
la competencia de las Provincias disponer lo que cstimaseu conveniente 
acerca del asunto, pero respetando aquella facultad, en virtud del artícu- 
lo 48 de la misma Constitución. 

Antes do hablar de las disposiciones antioqueñas en cuanto a privi- 
legios, agregaremos que tanto la Constitución nacional de 1858 como la 
do 1863, dejaron de los Estados la facultad de conceder privilegios me- 
nos para la navegación de ríos que sirviesen do canal al comercio de más 
do un Estado, y para las producciones literarias, las cuales siempre han 
sido privilegiadas sólo por la Nación. Notaremos que ambas Constitucio- 
jies declaran que el Poder Ejecutivo podíi^ conceder privilegios por in- 
venciones útiles aplicables á nuevas operaciones industriales ó á la per- 
fección de las existentes; pero que esto no impedía que los Estados j)u- 
diesen otorgarlos para lo mismo [número 10, artículo 29 y artículo 43, 
número 14, Constitución do 1858; número 8, artículo 49 y artículo C6, 
número 13, Constitución de 1863]. 

Las tres Provincias do Antioquia, Medellín y Córdoba en sus Cons- 
tituciones, declararon atribución de la Legislatura conceder privilegios 
exclusivos respecto de obras que interesaran á la Provincia respectiva. 
Nada dijeron sobre las facultades que en el particular tuvieran los Ca- 
bildos. 

1855. — La Constitución de la Provincia do Antioquia reintegrada, 
reprodujo aquella atribución (número 8, artículo IG), y en cuanto á los 
Cabildos guardó el mismo silencio. 

La Ordenanza 31 de 2 de Noviembre de 1855 (2) ^'sobre vías de co- 

(1) Respecto de privilegios la intervención de las Provincias, se^^ún las leyes ante- 
riores, se lia bía reducido en lo general á que los Gobernadores diesen ciertos infor- 
mes acerca de los privilegios solicitados, ó ii que concediesen algunas licencias en 
cuanto á alfijunos de éstos, ó á qué recibiesen juramento en ciertos casos á los autores 
de obras literarias ó artísticas. (Leyes !.• y 2?, P. 4?, T. l.^ K. G. y Ley 1^ P. l.\ 
T. 3.0, R. G.) 

[3] Debe tenerse presente que en el Estado de Antioquia continuaron vigentes las 
Ordenanzas que regían cuando éste fue creado eu lo que no fuesen contrarias á la 
Constitución del Estado de 1856 (artículo 10:j de ésta). 
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municación", en su capítulo 7? estableció reglas para la concesión de pri- 
vilegios á los individuos ó comiiañías que quisiesen encargarse de la 
construcción ó conservación de un camino. Los que pretendiesen el pri- 
vilerio debían dirigirse al Gobernador haciéndole la propuesta respecti- 
va, la cual se publicaba, previo informe del Consejo provincial, sin men- 
<5Íonar los nombres de los proponentes, pava ver si había quién la me- 
jorase. Oído el dictamen del Cotisejo sobre la propuesta de mejora, ésta 
se pasaba é lo» primitivos proponentes con el fin de que si querian acep- 
tar las modificaciones se les concediese el privilegio; de lo contrario, éste 
se daba á los segundos- Véanse los capítulos 2.* á 6.* relacionados en 
parte con la materia. 

1856. — lia Ordenanza 46 de 12 de Febrero, estableció entre las fun- 
-ciones de los Cabildo», la de '^'acordar todo lo que estime conveniente pa- 
ra la mejora y prosperidad de los respectivos Distritos, siempre que sus 
acuerdos no afecten los intereses de otras localidades dí se opongan á la 
Constitución política de la República ó municipal de la Provincia; á las 
leyes generales y ordenanzAS municipales." ^Níímero 11, articulo 26). 
Por lo mismo, podían otorgar privilegios. 

La Constitución del Estado de Antioquia de 28 de Octubi^ de 1856, 

en su artículo 34, dice: ^Son atribuciones de la Legislatura 

S.* Conceder por tiempo limitado privilegios exclusivos, ó las ventajas é 
indemnizaciones -convenientes^ con el fin de promover la realización ó 
mejora de empresas y obras que interese» al Estado." Nada dice esta 
Constitución de las facultades, atribuciones y debei^s de los Distritos. 

La ley de 18 de Diciembre de 1856 sobre régimen político y muni- 
cipal dispuso: **Art. 46. Son funciones del Cabildo: 11. Acor- 
dar todo lo que estime eonveuiente para la mejora y prosperidad de los 
respectivos Distritos, siempre que sus acuerdos no afecten los intereses 
de otras localidades, ni se opongan á la Constitución política áe la Re- 
pública ó munici[)al del Estado, á las leyes generales y ordenanzas mu- 
nicipales." Este inciso, que es copia del número 11 del artículo 26 de la 
Ordenanza 46 de 12 de Febrero de 1856, que antes insertamos, faculta- 
ba indirectamente á los Cabildos para conoeder privilegias siempre que 
reuniesen los requisitos del inciso. 

1859. — La ley de 22 de Diciembre *'sobre caminos públicos", que 
derogó (artículo 124, último de la ley) todas las leyes y disposiciones an- 
teriores sobre caminos, dejando no obstante subsistentes los dei^echos 
adquiridos «n virtud de ellas, en su capítulo 5." trata de !a concesión de 
privilegios para la apertura y mejora de los caminos públicos,y en el 6.**, 
de las condiciones que debían llenar los empresarios en cuanto é la eje- 
cución de la obra privilegiada. Indicaremos algunas de las disposiciones 
de estos capítulos. 

El Poder Ejecutivo del Estado quedaba autorizado para otorgar los 
privilegios de que se trata (artículo 36). Si el privilegio era para la cons- 
trucción de un camino por te/ritorio desierto, podía concederse hasta 
por 15 años, si el camino era de heiTadura, y hasta por 30, si de ruedas. 
Si el camino se construía en territorio poblado, y era de herradura, po- 
día adjudicarse hasta por 20 años, y si era de ruedas, hasta por 60. Los 
concesionarios de cammos en territorio desierto podían cobrar los dere- 
ohos que á bien tuviesen por el uso de aquél; y los de camino nuevo por 
territorio poblado sólo los establecidos en el capítulo 7.® de la ley (artí- 
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«^ulo 62 y siguientes). Al Gobierno del Estado no podían cobrarse dere- 
^€hos (artículo 58). Cuíindo los privilegios eran pÁra la composición y 
mejora de los caminos, no podían pasar de 20 aQoft Podían otorgarse 
también para la construcción de un puente, de hoÁ barca ó de otro ve- 
hículo de trasporte de esta 'uatu raleza. Toda propQiita sobre concesión 
de algún privilegio debía publicarse, y si el que la bacía tenía adelanta- 
dos algunos gastos en la exjÜoración de la vía proyectada, debía ser pre- 
iferido para la adjudicación en igualdad de circunstancias. El capífcnlo 6:' 
enumera detenidamente los requisitos con los cuales debían construirse 
ó repararse los caminos privilegiados, y el estado en que debían entre- 
garse al Gobierno, concluido ef privilegio. 

La ley de 22 de Diciembre del mismo año "sobre régimen político y 
municipal", al hablar de las atribuciones de «las Corpomciones municipa- 
les, reprodujo el núnnfcero 11 del artículo 46 de la ley de 18 de Diciembre 
de 1856 sobre el mismo régimen (artículo 60, número'9). (1) 

1863. — Ninguna de las dos Constituciones del Estado de este año, 
<«stableció entre las atribuciones del Poder Legislativo la de otorgar pri- 
vilegios. Sin embargo, la tuvo en virtud de la Constitución nacional de 
.1863, porque ésta no reservó la concesión de ellos al Gobierno nacional 
como antes notamos. Dichas dos Constituciones sí reconocieron á los 
Distritos ó Municipios la facultad de otorgar privilegios, puesto que re- 
produjeron el número 11 del artíctílo 46 de la ley de 1856 mencionada 
.Jnumero 9, artículo 75 y número 9,;artículo 76), el cual fue igualmente 
reproducido en el número :20 del ai-tículo 170 de la ley de 22 de Agosto 
de 1863 **sobre régimen político y municipal." (Oaoeta Ofieial número 
'26). (2) 

1864. —En virtud dtíl Decreto d^l Gobernador provisional d«l Esta- 
ndo de 10 de Enero, de las Constituciones y leyes anteriores quedaron de- 
rogadas las expedidas con posterioridad al 16 de Octubre de 1862. 

La Constitución de -este año (13 de Agosto) dispuso: **Art. 34. Son 

atribuciones de la Legislatura: 8.* Conceder por tiempo limita- 

"do privilegios exclusivos, ó las ventajas ó indenmizaciones convenientes 
con el fin (Je promover la realización ó mejora de empresas y obras que 
interesen al Estado;" Esta Constitución nada^ijo de las atribuciones de 
los Cabildos. 

La ley 18 de 17 de Septiembre de 1864 en sus artículos 5.", 6.*, 7. o, 
8." y 9? introdujo reformas á las disposiciones sobre concesión de privile- 
gios de la ley de 22 de Diciembre de 1859, entre ellas la de exigir un fiíi- 
dor al que solicitaba un privilegio para que respondiese bajo la multa 
de 400 pesos, de que el concesionario principiaría la construcción de -la 
obra en el término establecido en el artículo 56 do la ley de 1859. 

El Código 27 Político y Municipal de 3 de Octubre de 1864 en su ar- 
tículo 129, número 10, dispuso que era función de las Corporaciones 

^m^^^^^'t^m ■■■! ■ ^^i^M^I ■ II II 1^— ^M ■ 1»^ ¡■■■■■■■■■■■Mal I. I. ■ ■»»■■■ m i !■■■ ■! ^^m^^ ■ ■>!■■»■ ■■■— ■■ ■■■ ^ M»i^l— ^«^l ■ ■ 1^1^^^ 

[11 Dicho número 11, que viene de la Ordenanza 46 de 1856, ae ha reproducido 
-en las leyes principales de régimen político y municipal. Lo hallamos también en el 
I>ecreto de 13 de Noviembre de 1863 [Grbnica Ofldal, número 8] '*para reorganizar 
-el Estado de Antioquia" [número 18, artículo 12] y en el Código 37 de 1864 "políti- 
<co V municipar' ífartículo 129, número lOJ. De modo que los Cabildos siempre han 
'jteDido autorización para otorgar privilegios en los casos del número 11 citado. 

1^]. Todas las leyes del £.<^tadQ sobre bi9a«s y rentus, gravarpp ^ox^ % 50 cada (i- 
íLúíd oe privilegio exclusivp. 
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niunicipales ^'acordar todo lo conveniente }iara la mejora y prosperidad 
ílel Distiito, siempre que sus acuerdos no afecten los inter¿ses de otrrwj 
Distritos, ó se opongan á la Constitución y leyes del Estado ó de ln 
Unión que tengan fnerzíi obligatoria en 61." Si hemos insertado nueva- 
mente esta disposición de que hemos hablado tantas veces, es para que 
se vea la forma que se le dio en 1864:. 

1871. — La ley 210 do 2 de Noviembre **orp:ánica de caminos", que 
derogó todas las leyes y disposiciones que sobre caminos regían hasta 
ese (lía, dedicó sus capítulos 5.", 6." y 7.° á la concesión de privilegfios 
para la apertura de caminos públicos, á las condiciones con que debían 
ejecutarse las obras privilegiadas, y á los derechos que los dueños de és- 
tas podían exigir (artículos 53 á 91). Sólo diremos de esta ley que en lo 
esencial, en cuanto á privilegios, contiene las disposiciones de la de 22 
de Diciembie de 1859, y que seguía autorizado el Poder Ejecutivo del 
Estado para otorgar los privilegios de que se trata. [1] 

1875. — Ley 305 de ^{3 de Septiembre '^adicional y reformatoria de 
la 210 'orgánica de caminos." Los artículos 4.° á 17, inclusive, de la ley 
305 contienen disposiciones relativas á la concesión de privilegios para 
la construcción de caminos, puentes, pasos do río ú otras obras en las 
vías de comunicación. £1 Poder Ejecutivo para hacer la concesión debe 
tener presentes los capítulos 5?, 6? y 7.^ do la ley 210 do 1871, y además 
las reglas de la ley 305, de las cuales citaremos algunas. La du radón 
del privilegio y el máximo de las cuotas que por peaje, pontazgo ó jmsa- 
jo puede cobrar el privdegiado, serán fijados por el Poder Ejecutivo te- 
niendo presentes ciertas indicaciones de la ley. El artículo 11 señala cier- 
tas obras que el Poder Ejecutivo debía ofrecer en licitación desde No- 
viembre de 1875. Siempre que ofrezca alguna debe hacerlo por medio do 
un Decreto en que se fijen las condiciones con que debe construirse 6 
mejorarse la obra, los derechos que se otorguen al empresario, el tiem- 
po del privilegio, y las formalidades que deban observarse en la presen- 
tación de las propuestas, en las pujas y en la celebración del remate. El 
artículo 17 dispone que del Tesoro del Estado se den ciertas cantidades 

{)ara auxiliar la ejecución de algunas de las obras indicadas en el artícu- 
oll. 

Ocurre preguntar: ¿Las leyes 210 de 1871 y 305 de 1875 estarán vi- 
gentes? O más claro : ¿P]l Gobernador del Departamento podrá otorgar 
los privilegios de que ellas tratan? No pudiendo detenernos á discutir es- 
te asunto, nos limitaremos á llamar la atención á lo que dijimos en el 
capítulo A^III de la primera parte en lo relativo á los años de 1886 á 
1888 (página 115) y á los dos últimos párrafos del capítulo preliminar de 
esta segunda parte (página 244). 

1877. — La Constitución do este aflo [13 de Octubre] entre las atri- 
buciones del Poder Legislativo puso la de "conceder privilegios para 
obras é inventos de utilidad pública, que deban hacerse ó aplicarse en 
el Estado." [Número 10, artículo 25], 

1886.-^E1 artículo 185 de la Constitución nacional de este año per- 

[1] La ley 329 de 26 de Agosto de 1873 fue la que autorizó al Poder Ejecutivo 
para llevar á cabo la construcción del camino de Medellín á lo que hoy es Puerto Be- 
rrío, otorgando un privilegio para la ejecüición de la obra, si lo juzgaba coayeniente. 
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mi te indirectamente qno las Asambleas Departamentales puedan otorgar 
privilegios para la construcción de obras públicas. [1] 

. 1887. — En virtuí] de la ley 14 de 4 do Febrero fartículo G.°] los Go- 
bernadores antes de la reunión de Lis Asambleas Departamentales, ejer- 
cían, las atribuciones de éstas. Por lo mismo, podían otorgar i)rivilegiüs 
[2]. 

1888. — El Código Político y Municipal [ley 149 de 3 de Diciembre], 
dispone que las Asambleas Departamentales pueden ^'conceder })rivile- 
gios para obras de interés publico; pero tales concesiones necesitan la 
aprobación del Gobierno do la República, cuando interesen á más de un 
Departamento" [artículo 129, número 2j; y que los Concejos municipa- 
les pueden concederlos "para obras de interés público del Distrito; pero 
las concesiones no sorÁn válidas sin que las apruebe el Gobernador, oyen- 
do previamente el informe del respectivo Prefecto. Si las obras interesan 
á m4s de un Distrito, corresponde á las Asambleas cijuceder el privile- 
gio" (artículo 208, número 16). (3) 

1800. — La Ordenanza 21 de 20 de Julio ^-'sobre caminos", trata de 
la concesión de privilegios, sacados á licitación por la Junta Departa- 
mental de Caminos, de que es Presidente el Gobernador, para mejorar ó 
construir éstos [números 2.^ á 8.° del artículo 5.% artículos G." y 7.% y 
número 7? del articulo O &" 



CAPITULO yn 

escribanías, notariado, registro 

Leyes de 1856, 1857, 1859, 1S63, 1864, 1871, 1873, 1875, 1878, 1881 y 1335. 

En el capítulo XIII, Parte primera, indicamos que los antiguos Es- 
cribanos ejercían dos clases de funciones diferentes: una, autorizar con 
su firma los autos y diligencias de los procedimientos judiciales,- otra, 
autorizar las escri curas de los actos y contratos que se celebraban entre 
las partes. Esta segunda \íi peniieron en virtud de la ley de 3 de Junio 
de 1852 íjue creo y organizó el oficio de notario ])úblico. De modo que 
cuando se estableció el Estado, las funciones do los Escribanos eran úni- 
camente las que hoy tienen los Secretarios de los Juzgados ó semejantes 
á éstas. Por lo mismo, tratando del Derecho antioqueño, nada debería- 
mos decir de los Escribanos, puesto que no son asunto de este libro las 
leyes orgánicas y procesales, sino fuera porque en la loy de 3 de Diciem- 
bre de 1856, se dispuso que reemplazaran á los Notarios en ciertos casos. 



[1] La ley 82 de 1886 *'fíobre propiedad literaria y artística", dispone que para 
asegurar ésta se practiquen ciertas diligencias eu las Gobernaciones de los Departa- 
mentos [artículos 27. 28 y 29]. 

[2] Véase la última nota del capítulo VIII, Parte segunda, pág. 116. 

[3] Véase la ley 74 de 26 de Septiembre de 1888. 
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La Provincia de Antioquia, y las tres en que estuvo dividida, tuvie- 
ron facultades para crear escribanías y notarías, para nombrar las pei^so- 
nas que debían servirlas y pnra señalar la duración del empleado respec- 
tivo. Jnstílicamos esto, refiriéndonos á la ley de 10 de Mayo de 1834 (L. 
1», F. 1«, T. 2.0 R. G., artículo 98) y á la ConstitueiÓQ de 1853 que en 
sil artículo 48 dejó de la incumbencia de las Provincias lo conveniente á 
su orgariizacióo, régimen y adrainistnición interior^ siempre que no in- 
vadiesen ios asuntos do la exclusiva competencia del Got)ierno geneiaL 
Así fue que la Provincia de Antioquia en la Ordenanza 13 de 17 de Oc- 
tubre de 1855, estableció lo conveniente acerca de la elección, duracióu 
y reemplazo de los ís'^oLarios, y señaló el número de Notarías que habría 
en la Provincia. Aunque sólo trataremos de las leyes que sdbre el parti- 
cular expidió la Legislatura d^l Estado, puesto que antes de la creación 
de ésto no hubo Derecho antioquefio, notaremos qive según aquella Or- 
denanza los Notarios y sus suplentes eran nombrados por la Legislatu- 
ra; que duraban cuatro aflos en el ejercicio de su empleo; que cuando 
los suplentes no podían reemplazar á los Notarios, desempeflaba las fun- 
ciones de éstos el individuo que designaba la Corporación municipal del 
Distrito de la residencia del Notario; que el destino d© Notarío era de 
voluntaria aceptación; que sus renuncias y excusas debían ser decidida» 
por la ijegislatura, y en receso de ésta, por el Gobernador de ia Provin- 
cia; y que quedaban derogadas todas las Ordenanzas contrarias á la 13 
mencionada. El artículo 4.° de ésta establece el número de Notarios de 
la Provincia. [Ij 

1856. — La ley de 3 de Diciembre [38 artículos] "sobre Escribanos", 
los cuales debían ser nombrados por el Gobernador, previa oposición de 
acuerdo con la ley, tuvo por objeto principal determinar las funciones y 
deberes de esos empleados en su carácter de Secretarios de las Corpora- 
ciones municipales, de los Alcaldes, de los Jueces parroquiídes y de lo» 
CoiTegidores. Sin embargo, como los designó para ejercer las funciones 
de los Notarios en los Distritos donde no hubiera estos empleados, iudi- 
caromos del contenido do la ley lo que sea pertinente. 

Según el número 4° del artículo 13, en los Distritos en que no hubie- 
se Notario, ejercía las funciones de tal el Escribano en estos asuntos: pa- 
ra llevar el registro del estado civil de las personas; para recibir y exten- 
der los actos cuya demora fuese perjudicial, que debían otorgar perso- 



[1] La Ordenanza 29 de 4 de Febrero de 1856 entre las rentas de la Provincia, so- 
líala el impuesto denominado derechos de hipotecas y registros, el cual debía ser or- 
ganizado por Ordenanza especial [artículo 3.^] La Ordenanza 47 de 13 de Febrero del 
mismo año, estableció tales derechos así: 20 centavos por cada 100 pesos de la suma á 
que ascienda la venta, obligación ó contrato; si el acto no versaba sobre cantidad, las 
partes graduarían ésta; 80 centavos por todo poder registrable; 80 centavos por toda, 
cancelación; 3 pesos por cada sentencia deñnitiya en negocio civil; 2 pesos por cadn 
testamento ó codicilo; y 20 centavos por cada 100 pesos asegurados con hipoteca. 
Cuando los actos y documentes se registraban después del término legal [20 días], se 
causaba el derecho doble. Esto no se refería á las hipotecas. El artículo 3. •' de la Or- 
denanza establece quién debía pagar los derechos de registro. Notaremos que desde 
la ley nacional de 20 de Abril de 1850 "sobre descentralización de algunas rentas y 
gastos públicos, y sobre organización de la Hacienda nacionar', habían quedado de 
las Provincias los derechos de anotación de hipotecas y registro. Véase la nota 2 pág« 
376. 
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tías enfermas ó impedidas, como testamentos, poderes, protestas y otros 
semejantes; y pnra los contratos, cualquiera que ín^se su cnantía. 

Entre los libros que debían llevar por separado los Escribanos, se 
^ncuentrAn: el protocolo de los actos que autorizaban como Notario; el li- 
bro de nacimientos y de adopción de hijos naturales; el de matrimonios, 
y el de defuncio.nes (números 4.o, 5. o, G o y 7.^ del artículo 18). 

Cuando el Escribano ejercía las funciones de Notario, debía arreglar- 
•se á la ley sobre Notarías y tenía los mismos deberes y estabti sujeto á la 
anisma responsabilidad que los Notarios (artículo 19). 

De las escrituras de contratos que autorizaba el Escribano, además 
«del original del protocolo y de las copias que exigían los otorgantes, de- 
bía sacar dos copias auténticas, una para ser registrada y otra para ser 
•protoeolada en la Notaría del Circuito. La primera se entregaba á los m- 
jteresados para que en el término de la ley (20 días) y cuatro veces el de 
Ja diatancia á la cabecera del Circuito, la hiciesen registrar (artículo 20). 

Cuando los Escríbanos obraban como Notarios.estaban sujetos á las 
penas que la» leyes señalaban para castigar los delitos y faltas de estos 
lempleados como tales (artículo 34). Los derechos del Escribano respecto 
•de ios actos que ejecutaba como Notario, eran los correspondientes á 6s- 
ie [artículo 36^ número 24 1. [1] 

1857. — Ley de 5 do Marzo ''sobre elección, duración y reempLazo de 
los Notarios públicos." Esta ley consta de 13 artículos, de los cuaíes indi- 
caremos las disposiciones principales. 

Los Notarios serían nombrados por la Legislatura y durarían en 
su encargo cuatro años contados del 1.° do Enero siguiente á su elección. 
<Jada Notario tendría un suplente nombrado también por la Legislatura, 
y para reemplazar á éste habría uu designado elegido por la Corporación 
municipal del Distrito donde residía el Notario. 

El artículo 4.** establece los C/ircuitos de Notaría del Estado. Eran : 
Amaga, Amíiltt, Antioquia^ Marinilla, Medellín, Rionegro, Sonsón, San- 
ta-Rosa y-Sopetrán. En el de Medellín había dos Notarías. 

El destino de Notario era de voluntaria aceptación, y sus renuncias 
y excusas serían resueltas por la Lcgiblatura, y en receso de ésta, por el 
Poder Ejdcutivo. 

Según el artículo 9, cuando alguno quería extender alguna escritura 
de poder por ante algún Secretario de la Ci>rporación raanicipal, ó Escri- 
bano de Distrito, éstos tendrían facultad de autorizar esa escritura, aun- 
que los otorgantes no fuesen personas enfermas ó impedidas. Según el 
áirtículo 10 los Secretarios de dichas Corporaciones podían autorizar es- 
.crituras de contratos cuyo valor principal no excediese de 800 pesos. 

El artículo 13 derogó la Ordenanza 13 de 17 de Octubre de 1855. 

La ley de 4 de Diciembre de 1857 estableció 10 Circuitos de anota- 
•oión de hipotecas y registro de instrumentos públicos: Medellín, Nordes- 
te, Santa-Rosa, Antioquia^ Sopetrán, Amaga, Rionegro, Marinilla, Son- 
són y Salamina. 

El artículo 4, último de esta ley, dice: "Lo dispuesto en el artículo 

[1] La ley de 5 de Marzo de 1857 sobre régimen político y municipal, dispuso en 
su artículo 14 que mientras se establecían las Escribanías de acuerdo con la ley de 
1856, los Cabildos nombrarían un Secretario y los Alcaldes otro para que reemplaza- 
sen á los Escribanos en sus funciones respectivas. 
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30 (le la loy do o do •\riir70 dol presento año, sobro elección, duración y 
reemplazo de los Notarios públicos, no tiene higarcn los Distritos cabe- 
cera de los Circuitos de Notaría." l'or lo mismo, los Secretarios miinici- 
]>ales do esos Distritos no podían autorizar escrituras do contratos de 
ningún valor. (1) 

]S50.-'La ley de 14 do Diciembre suprimió los Escribanos piiblicos 
creados por la ley de 3 de Diciembre de 1856, la cual quedó derogada cu 
todas sus partes. 

En virtud de esta supresión el artículo 2.° de la ley do 1850, que só- 
lo tiene 3 artículos, dispuso : ""En los Distritos donde no baya Notarios, 
los Secretarios de las Corporaciones municipales ejercerán las siguientes 
funciones: 1." Llevar el registro civil de las personas; 2.* Extender y au- 
torizar testamentos; 3.* Extender y autorizar toda clase de poderes y sus- 
tituciones de éstos; 4.* Extender y autorizar toda clase de escrituras so- 
bre contratos cuyo valor no exceda de 800 pesos. En los Distritos cuya 
cabecera diste 10 ó más leguas de la Notaría respectiva, los Secretarios 
de las Corporaciones municipales podrán extender y autorizar escrituras 
de contratos sea cual fuere su cuantía; o." iMantener y conservar en buen 
estado el archivo que formen como Notarios, y el de la Corporación mu- 
nicipal; G.*^ Extender y autorizar toda especie de copias de los documen- 
tos (|ue existen en sus archivos; y 7.'^ Exteruler y autorizar las escrituras 
de discernimiento y fiarizas de tutelas y cúratelas, cuando así lo dispon- 
ga el Juez competente." [2J 

18G3. — La ley de G de Julio adoptó, entre otros Códigos, el Civil de 
Cundinamarca, el cual debía comenzar á regir el 1." de Enero de 18G4. 
Como este Código trata del Norariado y del Registro y como la ley adop- 
tante les hizo algunas reformas y adiciones, mencionaremos lo principal 
sobre la materia. 

Los títulos 43 y 44 del libro cuart) del Código están destinados: el 
primero al Notariado público, y el segundo al Kegistro de instrumentos 
l)iiblicos. El título 43 trata en 7 capítulos del establecimiento de Notarios 
públicos, su nombraun'ento, despucho y duración, sus renuncias y licen- 

[1] El artículo 148 de la ley de 4 de Diciembre de 1857 **sobre adrninislracioa po- 
ííticay municipal", dic(;: "Lo» Secretarios de los Ayuntamientos y de los Corregido- 
res donde no haya escribano, ejercerán las funciones atribuidas por las leyes á los Se- 
cretarios de los Cabildos." 

[2] La ley de 23 de Diciembre de 1859 que derogó la Ordenanza 47 de 13 de Fe- 
brero de 18r)6, establece derechos de regtstro de instrumentos públicos y de anotación 
de hipotecas. El artículo 9 dice: "Cuando los documentos expresados en este capítu- 
lo [entre los cuales están las escrituras de hip«teca| fueren re.cjistrados después del 
término legal, se causará derecho doblo del expresado respectivamente." En virtud 
del artículo 16 si se registraba un documento otorgado antes de la Ordenanza 47 cita- 
da, se cobraría el derecho establecido por la ley de 1859 de que se trata. La ley de 81 
de Octubre de 1861 "sobre arbitrios y rentas", elevó al doble los derechos de registro 
de instrumentos públicos establecidos por aquella ley. El artículo 94 del Decreto del 
Presidente del Estado de 9'de Junio de 18oo que reglamentó la ley de 24 de Mayo del 
mismo año sobre bienes y rentas, dispuso que por derecho de anotación de hipotecas 
y registro de instrumentos públicos se cobrarían las cuotas establecidas en los artícu- 
los IV y 2? de la ley de 22 de Diciembre de 1859, la cual quedaba vigei:te en todas sus 
partes. El Decreto del Gobernador provisional, datado el 10 de Enero de 1864, decla- 
ró en vigencia sólo las leyes que rigieron hasta el 16 de Octubre de 1862. Por lo mis- 
mo, volvió á regir en cuanto á derechos de registro é hipotecas la ley de ISGl, antes 
indicada. Véase la nota 1 pág. 274. 
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cías y modos do reem])lazarlos; de los libros que deben llevar los NotM- 
rios; de los actos 6 instrumentos que jnisan ante los Xotarios y copiají 
que expiden; de la cancelación de los instrumentos públicos ; d'e los ar- 
chivos de las IS'otarías y sus visitas; de los derechos del Notario ]K)r los 
actos de su oficio; y doí modo de suplir al Kotario para ciertos actos en 
algunos Distritos. El título 44, en sus 9 capítulos, habla del objeto del 
registro; de la Glicina de re;r;istro y deberes del empleado encargado de 
ella; de los libros que debe llevar el Registrador; de los títulos, actos y do- 
cumentos sujetos al registro; del modo de hacer el registro; de los dere- 
chos del Registrador; de los efectos del registro; de la cancelación de és- 
te; y del archivo de la oficina de registro y las visitas á ésta. 

Como las disposiciones do los dos títulos indicados regulaban ínte- 
gramente la materia relativa al Notariado y al Registro, reemplazaron 
las de las leyes nacionales sobre el asunto que habían regido en el Es- 
tado. 

Las modificaciones y adiriones hechas á las disposiciones de aquelloíí 
títulos por la ley de 6 de Jubo de 18t33, fueron las que pasamos á seña- 
lar. 

Esta ley atribuyó á las Municipalidades el nonibramionto de Nota- 
rios y de sus suplentes, lo que, según el Código, era de la incumbencia 
del Poder Ejecutivo. [1] 

El artículo 2,713 del Código quedó así: **En los Distritos ó aldeas 
que no fueren cabecera de Notaría, ejercerán las funciones del Notaria- 
to, cuando así lo disponga la Municipalidad respectiva, el Secretario del 
«Juez de Distrito, en la extensión de poderes de todas clases, sustitución 
<ie poderes, protestos y otros actos y en el otorgamiento de escrituras so- 
t>re contratos cuyo valor principal no exceda do bOO pesos. En tales ca- 
sos los Secretarios de los Jueces de Distrito cumplirán con los deberes 
cjne en el presente título se impone á los Notarios, pues como tales los 
x*eputa la ley cuando ejercen las funciones á que se contrae este artículo 
y las que se lea atribuyen en el libro 1." de este Código, titulado Pr^tehas 
del estado civilP — "En la autorización áque so contrae la primera parte 
clel presente artículo no se comprenden los testamentos, los cuales debe* 
xán otorgarse conforme á lo dispuesto en el libro 3.° de este mismo Có- 
digo, título 'Ordenación del testamento.^' 

El artículo 18 de la ley que reemplazó al 2,723 del Código, atribuyó 
5il Jefe municipal respectivo el nombramiento de Registrador de instru- 
xnentos públicos. El artículo 19 dispuso como adición al artículo 2,725 
Cjue el Registrador llevase también un libro para la inscripción de ins- 
trumentos privados, (i la cual se refiere el capítulo que la ley agregó al 
"título 44, libro 4.° del Código Civil, -capítulo denominado **sobre regis- 
t;ro de instrumentos privados" (artículos 21 á 32, inslusive). La ley dero- 
gó además el artículo 2,032 del Código que trata del nombramiento de 
Jíotarios interinos. [2] 



(1) De acuerdo con el Decreto orgánico del Estado de 13 de Noviembre de 1862, 
también eran las Municipulidades las que nombraban loa Notarios (artículo 12, núme- 
To 14); y los Jefes municipales, á los Ret^stnidorcs [artículo 55, número 6?J Las dos 
Oonstituciones de 1883 dispusieron igualmente que las Municipalidades eligiesen los 
ifotarios (artículos 75, número 15, y 7(J, número 16). 

(3) La ley de 15 de Julio de 1868 estableció una oíicina denotaría y otra de Rcgis* 
tro en cada uno de los Distritos de Salaniina vManizales. 
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1864. — En virtud del Decreto de 10 de Enero, expedido por el Go- 
bernador provisionul del Estado, dejaron de regir en éste las leyes poste- 
riores al 16 de Octubre de 1862. Por lo mismo, respecto de Notariado y 
Registro se volvió á Ihs disposiciones que regían antes de tal fecha. 

La ley 20 de 20 de Septiembre de 1864 adoptó ntrevamente el Códi- 
go Civil de Cundinamarca para que comenzase á regir el 1.** de Eaero de' 
1865. A las disposiciones uel Código sobre Notaría y Registro, dicha ley 
les introdujo las modiñcaciones que siguen. 

El artículo 2,639 del Código, lo reemplazó con éste: "Los Notarios 
durarán en sus destinos por cuatro años, pudiendo ser reelectos." 

El inciso l.o del artículo 2,713, con éste: **En los Distritos que no* 
fueren cabcc(Ta de Circuito de Notaría, ejercerá las funciones del Nota- 
riato el Secretario municipal en la extensión de protestos y otros actos, 
cuya demora sea perjudicial, de poderes de todas clases, sustitución de* 
poderes, de escrituras de discernimiento y fianzas de tutelas y cúrate- 
las, cuando lo disponga el Juez competente, y en otorgamionto de escri- 
turas sobre contratos cuyo valor principal no exceda de 800 pesos; pero- 
en los Distritos cuya cabecera diste cinco ó más miriámetros de la del 
Circuito respectivo de Notaría^ dichos Seeretarios podrán autorizar es- 
crituras de contratos sea cual fuere su cuantía. En tales casos los Secre-- 
tarios de las Corporaciones municipales cumplirán con los^ deberes que- 
ea el presente título se imponen á los Notarios, pues como tales los re-- 
puta la ley cuando ejercen las funciones á que seconti^ie este articulo, y 
las que se los atribuyen en el libro 1? de este Código, título Pruebas del 
estado civiC\ 

Al articulo 2,736 se le agregaron 4 párrafos relativos al tiempo en que 
debía verificarse el registro: era el de 20 días^ pasados éstos debían jmgar- 
se los derechos dobles, menos respecto de hipotecas las cuales ho podían 
registrarse después de transcurridos 20 días contados desde la fecha á& 
la res})ectiva escritura. 

El artículo 33 de la ley varía los derechos del Registrador estableció 
dos en el articulo 2,756 del Código. |1] 

En virtud de la ley de 20 de Septiembre que nos oeupa fueron? 
reemplazadas nuevamente en el Estado las disposiciones nacionales so- 
bre Notariado y Registro. 

1871. — Ley 196 de 11 de Octubre *'que adiciona y reforma el Códi^ 
go civil". Las disposiciones de esta ley, que se comprenden en 10 artí^ 
culos, se refieren exclusivamente al Notariado y al Registro^ El articula 
1.* dice: "Para los efectos del artículo 1,078 del Código Civil [2] [íse re- 
ñere al otorgamiento de testamentos], se entiende que no hay notario €ff 

(1) La ley 10 de 18 de Asfosto de 1864 "sobre bienes y rentas del Estado", fijó* 
los dei^chos de anotación de hipetecas y de registro de instrumentos públicos (ar- 
tículos 17 á 23). Esta ley estableció impuesto sobre documentos privados. Como de 
aquellos derechos siguen ocupándose las leyes de rentas, no volveremos á tratar de 
ellos. 

La ley 13 de 28 de Agosto de 1864 sobre división territorial estableció los Círeuí' 
tos de notaría y registro (artículo 12). No seguiremos á las leyes ni á los Decretos eje- 
cutivos en las variaciones sobre división territorial del Estado. 

(2) Téngase presente que de 1871 en adelante las citas que hagamos al Código se' 
reñeren á la edición antioqueña de éste de 1869-1870. Las anteriores íi 1871 se reñeren> 
á la edición de dicho Código hecha en Cundinamarca en 1859. 
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los distritos que no senn cabecera del Circuito deNoiaríu, y también eu és- 
tos respecto de las fracciones, caseríos y habitaciones f?ituado8 á más 
de tres kilómetros de la oficina del respectivo Notario." Los artículos 
2." y S.' tratan del papel en que debían extenderse escrituras relativas á 
contratos cuyo valor principal no excediera de 100 pesos. El artículo 4." 
reemplaza al 2,617 del Código; el 5.% al 2,619; el 6." agrega un inciso 
al 2,639; y el 7.° es un nuevo artículo para después del 2,671. El artícu- 
lo 8." señala los derechos que los otorgantes debían al Notario cuando 
se trataba de las escrituras indicadas en el artículo 2.'; y el artículo 9.**> 
de los que se debían á los Registradores por el registro de las mismas es- 
crituras. (1) 

1873. — La ley 234 de 11 de Septiembre sólo reforma en sus 3 artícu- 
losy disposiciones del Notariado. Él artículo 1." reemplaza el inciso 1.^ 
del artículo 2.671 del Código; el artículo 2? es un nuevo inciso para el 
artículo 2y673; y el artículo 3.^ reemplaza al artículo 2,G89 que estable- 
ce los casos en que los Secretarios municipales podían ejercer las funcio- 
nes de Notarios en los Distritos que no fuesen cabecera de Circuito de 
Notaría. Sólo notaremos que en virtud de dicho artículo 3.^ en los Dis- 
tritos cuya población fuese ó excediese de 5,000 liabi tantos, podían los 
Secretarios municipales autorizar escrituras de contratot»,cualquiera que 
fuese la cuantía de éstos. 

1875. — La ley 299 de 22 de Septiembre, que comprende 3 artículos, 
determina la manera de reemplazar á los Notarios principales y suplen- 
tes, é los Secretarios municipales, y á los Registradores y ii sus suplentes 
en casos de impedimento para desempeñar sus funciones en asuntos es- 
peciales. [2] 

1878. — El acto legislativo reformatorio de la Constitución, sancio- 
nado el 20 de Noviembre de 3878, en su artículo 25 dispuso que corres- 
pondía á la Asamblea legislativa el nombramiento de Notarios y Regis- 
tradores. Por lo mismo, quedó derogado el artículo 2,607 del Código ci- 
vil que atribuía al Poder Ejecutivo la elección de Notarios, y reformado 
el 2,699 en lo relativo á la designación de Registradores. 

1881. — La ley 106 de 18 de Enero "que adiciona y reforma el Códi- 
go civil" en sus 33 artículos reunió y modificó las disposiciones de las 
leyes de 1,870 á 1,878 mencionadas y las demás civiles de esos mismos 
años. Los artículos 12 á 3^1 inclusive tratan del Notariado y del Registro. 
Indicaremos algunas de las disposiciones más importantes de esos artí- 
culos. 

El artículo 12 reproduce el IP de la ley 106 de 1871. El artículo 13 
reforma el 2,603 del Código dejando á la ley la designación de los Cir- 
cuitos y cabeceras de Notaría, lo que antes correspondía al Poder Ejecu- 
tivo. El artículo 14 es un nuevo artículo para después del 2,606 del Có- 

(1) En 17 de Julio de 1872, resolvió el Secretario de Hacienda que las copias de 
las hijuelas de una sucesión no había necesidad de registrarlas {BokUn Oficial, núme- 
ro 534). Dichas copias no vinieron á ser registrables sino en virtud de la resolución 
del Sr. Ministro de Gobierno de que se hablará en las JResoluciones ejecutivas. 

(2) La ley 39 de 4 de Diciembre de 1877 eximió de derechos de registro las escri- 
turas de donación de ñncas raíces á favor de lo^ Distritos, de los hospitales y estable- 
cimientos de educación, de beneficencia y de caridad. £1 artículo S." de la ley 153 de 
1888 dispuso que los notarios y re^stradores no cobrasen derechos poi* las escrituras 
de aseguro de los Tesoreros municipales. 
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digo; el anéenlo lo reemplaza al 1,007, disponiendo que correspondía á 
Ja Asanibhia legislativa el nombramiento de Notarios principales }'' su- 
pleiites; el íirtículo !(> reemplaza al '2,608j el artículo 17, al 2,610; el ar- 
tículo \Sj al parágrafo del 2,611; el artículo 19 modifica al 2,612; el ar- 
tículo 20 reemplaza el 2,617; el artículo 21, al 2,600: el artículo 22 agre- 
ga nn iiisiso al artículo 2,Go95 ^^ artículo 23, reemplaza al inciao del ar- 
tículo 2,671; el artículo 2t es un nuevo artículo para después del 2,671; 
el artículo 25, es inciso j^ara el 2,67o; y el ariículo 26 agrega 4 incisos al 
número 6." del artículo 2,683. El artículo 27 dice: ''Kn el artículo 2,089 
se suprimirán las j)alabras 'cuya cabecera diste (tinco ó más miriámetros 
de la del Circuito respectivo de Notaría', y se reemjdazarán con las si- 
guientes: 'cuya población sea ó exceda de cinco mil habitantes.' Lo de- 
más quedará como está'\ El artículo 28 es uu nuevo artículo para des- 
pués del 2.689. El artículo 29 derogó el 2,695 del Código. El artículo 
Í30 dice: '*La refereucia del articulo 2,699 al capítulo 1.^ del título XLIII 
del mismo Código, se entenderá hecha á dicho capítulo con las modiíica- 
ciones que en él introduce la presente lev.'' El artículo 31 agrega doa in- 
cisos al 2,732 del Código. 

La ley concluve derogando, entre otras leyes,las indicadas antes, ex- 
pedidas de 1871 a 1878. 

En 1881 se sancionó el 19 de Enero la ley 107 por la cual se reco- 
nocían en el Estado los actos ejecutados por los tímpleados consulares 
on su calidad de notarios. De acuerdo con el artículo 1.% en el Estado no 
daba entera fe y crédito á los actos, documentos y contratos que pasaban 
ó se otorgaban por ante los respectivos Cónsules de la Unión. Por lo 
mismo, el artículo 2.° dice que los Cónsules podínn desempeñar las fun- 
ciones do Xotarios con respecto á los antioqueños residentes en los paí- 
ses en donde los Cónsules estaban acreditados. Los actos otorgados ante 
esos empleados, debían autenticarse y registrarse. El artículo 3.", últi- 
mo áf) la ley, dispone que el papel en que debían actuar los Cónsules, 
sería el de las respectivas localidades en que se encontrasen. (5) 

3 885. — El Decreto 315 de 2-i de Sepliombro expedido por el Jefe Ci- 
vil y Militar del Estado dispuso que desde la publicación de dicho Decre- 
to, la cual se veriñcó en el número 53 del Boletín Ojie íal de 25 del mismo 
mes, regirían las disposiciones del Código Civil, tales como catán con- 
siguadíis en la edición de 1870 (1869-1870) con las variaciones que les 
hace el Decreto. Vamos á indicar las relativas al Notariado comenzando 
por observar que cu virtud de tal Decreto quedó derogada la ley 106 do 
1881 que reunió las reformatarias del Código civil que hemos examina- 
do. 

El artículo 3.° del Decreto reemplaza al 1,078 del Código; el artí- 
culo 4" agrega nn inciso al 2,606; el artículo 5." agrega otro inciso al 
2,717; el artículo 6.°reemi)laza al 2,619; el artículo 7,^ agrega un inci- 
so al artículo 2,639; el artículo 8." reemplaza el número l.o del artículo 
2,670; el artículo 9.*' reemplaza el inciso 1." del artículo 2,671; el artícu- 



(5) T.a ley 114 de 1881 Formó un Circuito de notaría y de registro de los dístritod 
de SoiJRÓn, Áhcjorral y Pcnsilvrinia cou (íabocera en Sonsón. La ley 141 df? 1888 tras- 
ladó ]ji cabcfíM-a d'jl Circuito de Notaría de Jericó,de este Distrito al de Ande«. La ley 
146 de este mismo íiño trasladó lu cabecera del Circuito de Notaría y de registro <ie 
Sonsón al distrito del Retiro que habí?t formado i)arte del Circuito de Rione^ro. lia 
blamos de Cbtab moditicatiüncs, porque coiíGtau en ley especial. 
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lo 10 agrega nn inciso al artículo 2,673; el artículo 11 agrega otro inciso: 
al número 6/ del artículo 2,683. El artículo 12 dice: 'TBn el artículo 
2,689 se suprimen estas palabras: 'cuya cabecera diste cinco 6 m&& miriá- 
metros déla del Circuito respectivo de Notaría', y se reemplazan con las 
siguientes: ^cuya población sea ó exceda de cinco mil habitantes^. Lo de- 
más queda como está." Este artícnlo reproduce el 27 de la ley 106 de 
1881. El artículo 13 del Decreto agrega nn artículo después del 2,689 
del Código. El artícnlo 15, último del Decreto, dice qne éste regiría en 
cada Distríto desde el día de su publicación. 

El Código civil de Antioquia, y por lo ínistóo sus disposiciones 
¿Kierea del Notariado y del Registro tales como quedaron de acuerdo con 
el Decreto 315 citado, rigieron hasta que fue promulgada la ley nacio- 
nal número 57 de 1887, do la cual hablamos en el capítulo XIII de la 
Parte primera (pág. 14Ó) capítulo á que nos referimos para completar el 
presento en lo que fuere del caso. 



CAPITULO vin 

EXPROPIACIÓN 

Xeyes de 1856, Í859, l8tó, 1864, Í866, 1871, 1873, 1877 y 1879. 

Hemos visto en la Parte primera, capítttlo XIV, qué desdé la pñ- 
"ínera, Constitución de la República de Colombia expedida en 1821 se per'- 
mitió la expropiación de la propiedad particular por motivo de utilidad 
pública. Antes de haíblar de las leyes del Estado de Antioquia sobre el 
asunto indicaremos la intervención qiíe en éste tuvieron las Provincias 
de la República. 

La Constitución de 183^2 que setialó las atribuciones de las Cámaras 
provinciales, no dio fa^cultad á éstas para intervenir de ninguna manera 
en las expropiaciones qne debieran hacerse. La Constitución de 1843 tam> 
poco dijo nada sobre el particular, pues dejó á la ley el indicar dichas 
atribuciones. En la ley de 2 de Jutíia de 1846 (L. 7. P. 4. T. 1 Ap. á la 
R. G.) qne determina los caso^ en que pueden tomarse las propiedades 

f)ara usos públicos, y las formalidades que deben observarse para tomar- 
as, es donde primero hallamos que fuesen de la incumbencia de algunos 
empleados de las Provincias, ciertas diligencias relativas á expropiacio- 
nes. En virtud de dicha ley correspondía á los Gobernadores, Jefes po- 
litices y Alcaldes, según el caso, decretar la aplicación de propiedades 
á nsos públicos, como para la constmccióní de edificios, vías de comuni- 
cación, puentes, calles &.* [artículo 4.**], ó calificar la necesidad y urgen- 
cia de ocupar edificios particulares para coárteles, ó de toníar caballe- 
rías, carruajes, embarcaciones, alimentos, vestuarios &• para el ejército. 
Los artículos 17, 18 y 19 señalan el procedimiento qne dichos empleados 
debían observar para ejercer las atribuciones indicadas. La ley de 2 de 
Junio de 1848 [L. 14, P. 4, T. 1.^ Ap. á la R. G.l "sobre expropiación 
por cansa de necesidad pública" que derogó la de 1846 mencionada, dis- 
pone [artículo 6.% número 1 o] que son autoridades competentes paisa 

¿?4 
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decretar la ejecución de la obra que requiera la expropiación de la pro- 
piedad particular: para las obras y trabajos nacionales el Poder Ejecuti- 
vo; para las proYÍnciales el Gobernador; para las de los Territorios el 
Prefecto, y para las do los cantones y comunales el Jefe político con apro- 
bación del Gobernador de la Provincia. Según el artículo 36,por causa de 
necesidad pública pueden las autoridades del orden político tornar^ con- 
tra la voluntad de sus. dueflos, caballerías, carruajes, embarcaciones, ví- 
veres, armamentos &.' para el ejército. Jl] 

Previas estas observaciones vamos a tratar de las leyes del Estado 
relativas á expropiación. 

1856.— La primera Constitución del Estado de Antioquia, sanciona- 
da el 28 de Octubre de 1856, en su artículo 13 dijo: **Cuando una nece- 
sidad pública, le^almente comprobada, hiciere necesario el uso 6 expro- 
piación de un objeto de jiropiedad particular, el propietario será indem- 
nizado previamente do su justo valor. En los casos urgentes de guerra ó 
de otra calamidad pública, la indemnización podrá no ser previa." [2] 

Notaremos que las Constituciones de las Provincias de Antioquia, 
Medellín^ Córdoba y do Antioquia reintegrada, no obstante la Constitu- 
ción nacional de 1853 que creó la autonomía municipal, nada dijeron so- 
bre expropiación. Fue, pues, la Constitución de Antioquia de 1856 la 
primera g[ue reconoció en el Gobierno la facultad de usar de la propie- 
dad particular en beneficio público. 

El 16 de Diciembre de 1856 se sancionó la primera ley del Estado 
de Antioquia *'sobre expropiación por causa de necesidad pública." Cons- 
ta de 34 artículos distribuidos en tres títulos qne tratan: el 1.% de defi- 
nir los motivos de necesidad pública parala expropiación en los casos or- 
dinarios; el 2.*^, de las formalidades para verificar la expropiación en esos 
casos; y el ZP^ de la expropiación en los casos urgentes ó extraordinar' 
ríos. 

Indicaremos algunas de las disposiciones más importantes de la le^^ 
Eran casos do necesidad pública ordinarios la construcción de forti- 
ficaciones, de almacenes de pólvora, de parques, de cuarteles, de cami- 
nos y edificios públicos, de establecimiento de telégrafos y paraiTa^os, 
do escuelas, cárceles, cementerios, acueductos, fuentes públicas, hospita- 
les, de posadas ó mesones ó casas de posta en despoblados &.* 

Respecto del procedimiento para verificar las expropiaciones ordina- 
rias, nos limitaremos á decir que es semejante al de la ley de 2 de Junio 
de 1848 citada antes. Lo mismo decimos de los motivos y formalidades 
para las expropiaciones urgentes: tienen idéntica semejanza con los de 
dicha ley* En suma, las diferencias entro ésta y la que examinamos, no 
se refieren á puntos sustanciales sino á los accesorios que poca importan- 
cia tienen para calificar la bondad de una ley. Como de la de 1848 ha- 
blamos detenidamente en la Parte primera, capítulo XIV, es innecesario 
que entremos en pormenores sobre el particular. 

1859. — La ley de 19 de Noviembre, que derogó la de 16 do Diciem- 
bre de 1856, comprende 27 artículos distribuidos en dos capítulos, dé los ^ 

' ' j _ ■ 

j 

[1] Yéasfe lo que dijimos en la página 157. 

[H] La Constitucióa de 1812 había autorizado la expropiación, previa indemniza* -* 
don. Véase la página 231. 
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cuales el primero se refiero á la expropiación en los casos comunes, jr ol 
segundo á la ocupación de la propiedad en caso de guerra. 

La ley de 1859 simplificó los procedimientos ordinarios establecidos 
por la de 1856: fue ésta la principal modificación que introdujo á los 
principios consignados en la primitiva ley de 1866. Para demostrarlo, 
nos bastan unas pocas observaciones. 

En el capítulo 1.^, después do señalar los casos de expropiación, dé 
los cuales se suprimieron algunos de los de la ley de 1856, como los de 
construir posadas ó mesones ó casas de posta en despoblados, se estable- 
ce que cuando hubiera necesidad de verificar una expropiación, la auto- 
ridad política á quien tocara intervenir en el asunto, extendería una di- 
ligencia circunstanciada «n que se indicasen los motivos que justifical^in 
la expropiación; que esa diligencia «e le pasara al Ministerio público pa- 
ra que éste, agregándole una información de tres testigos que declararán 
sobre los hechos respectivos y el concepto de dos peritos acerca de lo que 
debía expropiarse, promoviese la demanda correspondiente antq,©l Juez 
de Circuito; que éste preparase ol juicio siguiendo los trámites de los or- 
dinarios ; y que cuando estuviera en estado de dictar sentencia, lo remi- 
tiese al Tribunal Superior, quien, en Sala de Acuerdo, debía resolver el 
«sunto de una manera definitiva. Deeretada la expropiación, se valowtbét 
la propiedad por medio de peritos para satisfacer su preeio antes de 
usarla. 

No nos detendremos á examinar el procedimiento para la expropia- 
ción en los casos do ^uerra^ asunto del capítulo 2.®, porque éste pocas di- 
ferencias sustanciales tiene con el de la ley de 1856, 

1863. — Las dos Constituciones de este año, en cuanto á expropia- 
ción, sancionáronlos mismos principios que la de 1856. 

La Asamblea Legislativa de 1863 expidió nn Código Judicial, dol 
cual sólo se publicó una parte del libro primero en la &aceta Oficial de 
aquel año. Como ese Código no rigió, nos parece innecesario averiguar 
lo que dispusiera respecto del procedimiento para verificar expropiacio- 
nes. 

1864. — La Constitución de esto afío permitió la expropiación do la 
propiedad particular en los mismos términos que las tres Constituciones 
anteriores. 

1866. — El Código Judicial expedido por la Asamblea Legislativa de 
este año [1] (Ley 90 de 1.** de Junio), contiene en el título vigésimo 
quinto del libro segundo, disposiciones acerca del procedimiento para 
expropiar. 

El artículo 1,361, primero de dicho título, dice: "El agente del Mi- 



[1] La ley 38 de 18 de Octubre de 1864 dispuso que una comisión tomando por 
base el Código .ludicial de Cundinamarca de 1858, formase un proyecto de Código 
Judicial para Antioquia. La Asamblea de 1866 expidió el Código, y en la ley 88 de 28 
de Mayo, autorizó al Poder Ejecutivo para que señalase el día en que el Código de-' 
bía comenzar á regir en el Estado. El Poder Ejecutivo, en Decreto de 16 de Noviem- 
bre de 1866, dispuso que comenzaría á regir el 1." de Enero de 1867. Nos detenemos 
en estos pormenores, porque se refieren al primer Código Judicial, expedido por el 
Legislador antioqueño que rií^ió en el Estado. Debemos agregar que el proyecto men- 
cionado fue formado y modificado, respectivamente, por los Sres. Dres. Román de 
Hoyos y Ramón Martínez Benítez v que en ley de 80 de Noviembre de 1857 yá se ha- 
bía dispuesto el nombramiento de dos comisiones que se encargasen de formar la una 
un Código completo de procedimiento civil, y la otra uno de procedimiento criminal. 
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BÍsterio publico, á quien toqwe promover el juioio de expropiación, po- 
drá solicitar ante cualquiera de los Jueces del Distrito en que resida, que' 
se tomen las declaraciones y se haga el reconocimiento por peritos, de 
que trata el artículo 3.* de la ley de 10 de Noviembre de 18.59 'sobre ex- 
propiación y ocupación de la propiedad por causa de necesidad pública.'^ 

Hemos copiado este artículo para que se vea que la ley de 1859 cita- 
da, quedó vigente, pues el Código se limitó á reformarle. 

Según éste, el agente del Ministerio público que debía ])roponer la 
demanda de expropiación, ora: el Procurador general cuando en la ex- 
propiación tenía interés el Estado; cuando ella interesaba á un solo Dis- 
trito, el Procurador de éste; y en los demás casos, el Fiscal del Circuito.^ 
En el primer caso el juicio respectivo se seguín ante el Tribunal Supe- 
rior, y en los otros dos ante el Juez del Circuito. El procedimiento del^ 
juicio era el correspondiente á los ordinarios. Dmante el término Je- 
pruebas se hacía el avalúo de lo que pretendía expropiarse, y en la sen- 
tencia en que se decretaba la expropiación, se determinaba, en vista del 
avalúo, la suma que por vía de indemnización debían pagarse al expro- 
piado. 

1871. — Ley 180 de 4 de Septiembre "quie adieiena y reforma la áer 
19 de Noviembre de 1859 sobre expropiación^'* 

De los 16 artículos que comprende la ley 180 citaremos los más im- 
portanteSy después de advertir que ella tuvo por objeto principal facili- 
tar la manera de llevar á caba las expropiaciones, sobre todo cuando se' 
tratase de la construcción de un camino público importante. 

El artículo 1." dice: "Entiéndese que hay 'grave motivo de necesi^ 
dad pública', para los efectos del niimero 5.*, artículo 10 de la Constitu- 
ción del Estado, cuando cinco testigos mayores de 30 años, propietarios^ 
que sean personas notables del lugar y que no tengan ninguna^ tacha le- 
gal, declaren bajo de juramento que, en su opinión, hay necesidad pú- 
blica manifiesta de ocupar la propiedad de cuya expropiación se trata." 

El artículo 2. ^ agregó dos casos de necesidad pública á los de la ley 
de 1859: 1? La apertura do calles y camellones para hermosear & mejo- 
rar las poblaciones; y 2.? El ensanche de los caminos públicos. 

El agente del Ministerio público debía proponer la demanda dé ex- 
propiación acompañando una diligencia firmada por el funcionario en- 
cargado de ejecutar la obra respectiva en que constasen los motivos que 
justificaban la expropiación, y declaraciones de los cinco testigos de que" 
trata el artículo 1? El procedimiento para seguir el juicio era sumario. 
El Juez dentro de los tres días después de presentada la demanda,á más' 
tardar, declaraba si era el caso- de ocupar la propiedad ajena cuestiona- 
da. Si el duefio de ésta pedía que el juicio se abriese á pruebas, se abría 
por diez días improrrogables y comunes á ambas partes. Las sentencias 
de loa Jaeces de Circuito eran apelables para ante el Tribunal Superior, 
y en éste no* había término de pruebas. Dicho Tribunal conocía en pri- 
mera y última instancia en Sala de Acuerdo, de los juicios de expropia- 
ción en que tuviera interés el Estado, observando el mismo procedimien- 
to que los Jueces de Circuito. 

El artículo 14 establece que los artículos 6.^ y siguientes de la ley 
de 19 de Noviembre de 1859 debían observarse para llevar á efecto la ex- 
propiación decretada^ El artículo 16 deroga en todas sns partes el título^ 
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:25, libro segundo del Código Judicial [de 1866], título que antes exami* 
üíimos. [1] 

1873. — La ley 258 de 24 de Agosto de 1873 ''que adiciona y reforma 
el Código Judicial y á la ley 197"/eontiene respecto de expropvación las 
«disposiciones que pasamos á indicar. 

El artículo 29 de dicha ley 258 dice: ''Las disposiciones de la ley 
180 sobre expropiación, se tendrán como parto integrante del Código Ju*- 
<iicial, y reemplazarán á las del título 25, libro segundo con estas yaria- 
<íiones: 

Al artículo 7.* se le agregará este inciso: 

La apelación se sua'tirá remitiendo inmediatamente loa autos al su- 
perior. 

El artículo ^.o quedará así : 

Las partes tienen derecho á pedir que el asunto se ahra a prueba 
por diez días improrrogables y comunes; pero de él sólo pueden usar 
ilentro de los tres días siguientes al del en que se ejecutoríe el auto que 
decreta la expropiación. 

Si se ha interpuesto el recurso de apelación, el término para pedir 
la apertura á prueba so contará desde que se notifique el auto que man- 
-da cumplir lo resuelto por el superior. 

Art. 30. Artículo nu^vo para después del anterior. 

Cuando la expropiación versare sobre parte de una cosa solamente^ 
para estimar los duüos y perjuicios de que debe ser indemnizado el due- 
110, se estimará el valar que tenga la finca al hacer la expropiación y lue- 
go el que tendrá después que ésta se haya ejecutado; el menor valor que 
tenga en el ultimo caso será lo que deba indemnizarse.'^ 

Son las únicas disposiciones de la ley acerca de la expropiación. El 
principio del artículo 30 relativo á las bases que debían servir para esti- 
mar el valor de lo expropiado en ciertos casos, no lo contenía ninguna 
-de laarleyes anteriores sobre la materia. (2] 

187?. — La Constitución de este año, sancionada el 13 de Octubre, 
giinintlzó, como antes^ á los ciudadanos y a los extranjeros "la propie- 
dad; no pudiendo ser privados de ella sino por pena ó contribución gene- 
ral, cou arreglo á las leyes, ó cuando así lo exija algún grave motivo de 
.necesidad pública, judicialmente declarado, y previa indemnización. Eu 



[1] En la ley 210 de 2 de Noviembre de 1871 "orgánica de caminos", se impuso á 
los que obtenían privilegio para construir un camino, entre otras obligaciones, la de 
indemnizar á los dueños de los terrenos por donde debiese pasar el camino, el valor de 
la parte que hubiera necesidad de expropiar conforme á la ley [número 10, artículo 

.78]. 

De la ley 210 hablamos en el capítulo sobre privilegios, pág. 272. 

[21 El artículo 16 de la ley 305 de 23 de Septiembre de 1875 "adicional y reforma- 
toria de la 210 'orgánica de caminos", dice: "Cuando entre dos territorios poblados^ 
6 entre un territorio poblado y un puerto de río navegable, hubiere un camino que 
sea de propiedad particular, y hubiere necesidad de expropiarlo, porque el peaje que 
se cobra en él es muy gravoso á los transeúntes y desproporcionado con el costo de 
construcción y conservación del camino, al hacer la expropiación se tomará por base, 
para estimar el valor de la obra, el de la tierra que el camino ocupa y el costo de cons- 
trucción de ébte, y esta suma se aumentará en un 20 por ciento. Pero si el dueño del 
camino quisiere sujetarse á una tarifa de peaje moderada, obligándose á mantener ea 
Jbuen estado el camino, se preferirá este arreglo á la expropiación.'' 

De la ley 305 hablamos en el capítulo sobre privilegios, pág. 272. 
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caso de guerra la indemnización ])uede no ser previa, y la necesidad de 
la expropiación puede ser declarada por autoridades que no sean del or- 
diín judicial. Lo dispuesto en este inciso no autoriza para imponer pena 
de confiscación eu ningún caso'' (número 5.*, artículo 7.°) 

El 7 de Noviembre de 1877 se sancionó la ley 8.* "por la cual se fo- 
mentan obras do utilidad pública." En sus 19 artículos contiene disposi- 
ciones relativas á los motivos que justificaban la expropiación y al modo 
da verificar ésta. 

Según el artículo !.• de la ley todo individuo ó compañía podía lle- 
var á efecto cualquiera obra de utilidad pública, obteniendo previamente 
permiso del Consejo del Estado. Como podía ocurrir que para llevarla á 
cabo hubiese necesidad de ocupar alguna propiedad particular, la ley 
dispone que del escrito en que se solicitase dicho permiso del Consejo, és- 
te diera traslado al dueño de la propiedad, por el término de 10 á 30 
días, para que manifestara si convenía en la ejecución de la obra sin in- 
demnización alguna, ó si exigía ésta. Si la exigía, la expropiación debía 
verificarse de acuerdo con el procedimiento establecido por la misma ley 
^ue examinamos. Acerca do éste nos limitaremos á decir que es sumario. 

El artículo O.® declara casos de grave motivo de necesidad pública 
para los efectos de dicha ley, el 1.** y 2.® del artículo 2.** de la ley 180 de 
1871, y el 2.% 5.*^ 6.» y 7.' de la ley de 19 de Noviembre de 1859. 

1879. — El 4 de Diciembre de este año se sancionó un nuevo Código 
Judicial para el Estado [Ley 82] [1]. El artículo 1,928, penúltimo de es- 
ta obra, dice; ''Esto Código comenzará á regir el día quo lo determine 
el Poder Ejecutivo, y desde ese día quedará derogado el de 1." de Junio 
de 1866 y todas las leyes que lo adicionan y reforman." El Presidente 
del Estado, en Decreto de 20 do Septiembre de 1880, dispuso que el Có- 
digo de que so trata empezase á regir en todo el Estado el 15 de Noviem- 
bre del mismo año. 

Como la ley de expropiación, niimero 180 di3 1871, y las que la mo- 
dificaron, correspondían al Código Judicial do 1866, quedaron deroga- 
das el 15 de Noviembre de 1880. 

El Código Judicial de 1879 dedicó su título 25 del libro segundo 
[artículos 1,353 á 1,367, inclusive] á los juicios de expropiación. Sólo 
diremos que en cuanto al procedimiento, dicho título consignó en lo 
esencial las disposiciones de la ley 1 80 de 1871 ; que en su artículo 1,354, 
secundo del título, estableció como casos de grave motivo de necesidad 
publica en que podía decretarse una expropiación, los mismos de antes; 
y que reprodujo las disposiciones de la ley 258 do 1873 que hemos copia- 
do. [2] 

'■ ■ ■ ■ ■ .., .. — ■ ' ■ ■ — ■ ' • 

[l]Lal€yS6 de 29 de Octubre de 1878 dispuso que el Tribunal Superior del 
Estado presentase á la Asamblea un proyecto completo de CódijfO Judicial y otro de 
Código Penal. Suponemos que el Código sancionado el 4 ds Diciembre de 1879 tuyo 
por ba3e el proyecto del Tribunal, 

[2] Nos permitimos indicar las leyes del Estado sobre procedimiento judicial, co- 
mo dato de alguna importancia. 

1856. Ley de 11 de Diciembre. Ley de 16 de Diciembre ''sobre expropiación". 

1857. Ley de 17 de Noviembre. 

1859. Ley de 19 de Noviembre "sobre e^ípropiación", 

1863. CÓDIGO Judicial [do rigió]. 

1864. Ley 3^ de 18 de Octubre. 



CAPITULO IX 
LETES COMERCIALES 

Ordenanza de 1855. Leyes de 1856 y 1857. Código de Comercio de 1863. Leyes de 1864. 

Cuando se creó el Estado de Antioquia por ley de 11 de Junio de 
1856, regían en la Provincia de este nombre el Código de Comercio de 
1853 y la ley de 16 de Junio de ese mismo año "sobre Tribunales y jui- 
cios do comercio", la cual fue derogada por la de Ifi de Junio de 1856 
quo lleva la misma denominación, y que también rigió en Antioquia has- 
ta 1857. 

1855.— Como la citada ley de 16 de Junio do 1853, disponía que en 
todas las cabeceras de Circuito en que lo creyese conveniente la respecti- 
va Legislatura provincial, so establecería un Tribunal de Comercio á 
cargo de un Juez, que actuando con un Secretario, conocería privativa- 
mcnto de los negocios comerciales y de las tercerías en juicios de comer- 
cio [artículo 1."], la Asamblea Constituyente de la Provincia do Antio- 
quia en la Ordenanza 9.' de 13 de Octubre do 1855, (jue arreglaba el peiv 
sonal y sueldos délos Juzgados do Circuito y parroquiales, dispuso que lia- 
bría en la ciudad de Mcdellín un Tribunal do Comercio, cuyos emplea- 
dos gozarían do las asignaciones anuales siguientes: el Juez, quinientos 
setenta y seis pesos, y el Secretario, cuatrocientos ochenta y tres. 

1856. — La ley de 25 de Octubre en su artículo 3/ dice: "Queda su- 
primido el Tribunal ae Comercio establecido en Medellín por la Orde- 
nanza provincial de 13 de Octubre de 1855." De acuerdo con el artíciüo 
4.0 '*lo8 negocios, así pendientes como fenecidos en dicho Tribunal, pa- 
sarán al Juzgado 2.^ de lo Civil del Circuito de Medellín, el cual cono- 
cerá de aquellos por los trámites de la ley de 16 de Junio de 1856, sobre 
juicios y Tribunales de Comercio." 

El Tribunal de Comercio no se ha restablecido en Antioquia, y el Juez 
2.® citado perdió la atribución privativa de conocer de los juicios de co- 
mercio. 

El artículo 52 de la ley do 11 de Diciembre de 1856 ^^eobre reformas 
judiciales", dice: "Los socios de compañías de comercio, formadas antes 
de la ley do IP de Junio de 1853, titulada 'Código de Comercio', tienen 
personería para comparecer en juicio como actores ó como demandados, 



1806. Ley 86 de 23 de Mayo. Ley 88 de 28 de Mayo. Código judicial [Ley 90 de 
l.o de Junio], 

1869. Ley 164 de 31 de Septiembre. 

1871. Ley 180 de 4 de Septiembre * 'sobre cxpropiacióa''. Ley 197 de 13 de Octu- 
bre. 

1873. Ley 258 de 24 de Agosto. 

1875. Ley 308 de 25 de Septiembre. 

1877. Ley 8 de 7 do JSToyiembre. Habla de expropiación. Ley 51 de 5 de Diciem* 
bre. 

1878. Ley 5C de 29 do Octubre. Ley 68 de 30 de Noviembre. 

1879. CÓDIGO Judicial. [Ley 82 do 4 de Diciembre]. 

1884. Ley 171 de *¿0 de Marzo. Ley 186 de 20 de Junio. 

1885. Decreto número 031 de 31 de Diciembre de 1885, del Jefe Civil y Militar 
del Estado. 
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por razón de los contratos y negocios de sa sociedad, bastando que se 
oompruebe^ aun cenando no sea con escritura púbiicu^ que se formó diclia 
sociedad." 

Citamos esta disposición porque no carece de importancia, y porque 
.deseamos no omitir ninguna de las sancionadas por el Legislador antio- 
.queño. 

1857. -^La ley de 5 de Marzo ^'sobre reformas judiciales", derogó la 
ley nacional de 16 de Junio de 1856 **sobre juicios y Tribunales de Co- 
mercio" y dispuso que "los juicios ordinarios y ejecutivos de comercio 
se seguirían conforme á las disposicioues comunes" [artículo 22J. 

Los artículos 23 y 39 de dicha ley, contienen disposicioneH especia- 
les sobro juicios de comercio relativas al remate de los bienes de las quie- 
bras y á los impedimentos de los Jueces para conocer de éstas. El artícu- 
lo 31 dispone que "euando haya dos ó más Jueces de lo civil ó de lo cri- 
minal en un Circuito, conocerán por turno riguroso de todos los negocio» 
que ocurran. El repartimiento se hará por el respectivo Juez 1.® á pre- 
sencia de su Secretario." [1] 

1863. — CÓDIGO DE Comercio. La ley de 6 de Julio adoptó para el 
Estado, entre otros Códigos, el de Comereio^ sancionado en el Estado de 
Cundinamarca el o de Enero de J859, Código que tendría fuerza de ley 
en Antioquia desd^ el 1.^ de Enero de 1864 en adelante, en cuanto no se 
opusiese a la Constitución y leyes generales de la unión y á la Constituí 
Clon del Estado. 

La le^r adoptante no introdujo ninguna reforma al Código de que 
tratamos, y aunque éste sólo rigió unos pocos días en el Estado, como 
lo veremos ¡en seguida, indicaremos siquiera su eontenido. 

Comprende 628 artículos, distribuidos en tres libros, su biivididos eu 
títulos^ y la m^yor parte 4e éstos en capítulos. 

El libro primero sobre * 'comerciantes y agentes de cojnercio" consta 
de tres títulos que tratan: el 1.^, de la aptitud para ejercer el comercio 
y calificación legal de los comerciantes^ el 2.^, en cuatro capítulos, de las 
obligaciones comunes á todos los que profesan el comercio, las cuales se 
refieren á matrícula de copaerciantes, registro en asuntos de comercio, 
contabilidad mercantil y correspondencia mercantil; y el 3.^, en otros 
cuatro capítulos, de los agentes au?:iliares de comercio que son: corredo- 
res, comisionistas, factores y deiiendientes y porteadores. 

El libro segundo está dedicado á los ^'contratos de comercio en ge- 
neral: sus formas y efectos." El título 1? comprende disposiciones preli- 
minares sobre la formación de las obligaciones de comercio. El título 2,* 
relativo á las compañías jpercantiles, en sus cuatro capítulos establece 
las diferentes especies de compañías; sus efectos respectivos y formali- 
.dades con (^ue se han de contraer; las obligaciones entre los socios de cor 
mercio; el térmiuo y Ucjuidación de las compañías de comercio, y la so- 
ciedad accidental ó cuentas en participacióiji. Los tres capítulos del títu- 
lo 3. o que habla del contrato de compraventa mercantil, califican éste é 
indican los derechos y obligaciones que origina y lo relativo á la venta do 
.créditos no endosables. Los títulos 4 á 8, inclusive, tratan de las permur 
.tas; de los préstamos y réditos de las cosas prestadas; de los depósitos 



im 



[1] El Juez 1.» conservó esta atribuciÓJíi hast^ 1889 [artículo 110 de la ley 147 de 
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^mercantiles; de las fianzas mercantil-es y do los seguros de conducciones 
terrestres. El título 9 relativo á contratos y letras de cambio, compren- 
.de 12 capítulos que versan sobre la forma de las letras de cambio; los 
términos de las letras y su vencimiento; las obligaciones del librador; la 
aceptación y sus efectos; el endoso y sus efectos; el aval y sus efectos; la 
'presentación do las letras y efectos de la omisión del tenedor; el pago 
de letras; los protestos de letras; la intervención en la aceptación ó en el 
pago; las acciones que com})eten al portador de una letra de cambio; y el 
recambio y resaca. Los títulos 10 á 12, que es el último del libro, están 
dedicados á las libranzas y vales ó pagares á la orden; á las cartas-órde- 
nes de crédito; y á disposiciones generales sobre la prescripción en los 
,<5on tratos mercantiles. 

El libro tercero en sus seis títulos, que no están subdivididos en capí» 
:1;ulos,trataexelus¡vamente de las**Quiebras", así: estado de quiebra y sus 
-diferentes especies; declaración de quiebra; efectos y retroacción de la 
«<Ieclaracióu de quiebra; graduación y pago de los acreedores; calificación 
•de la qijiebra, y rebabilitación. A continuación del título 6." viene un tí- 
stulo final que contiene * ^disposiciones varias". 

Este Código está basado en el de 1853. Para comprenderlo basta 
.<;omparar el contenido del uno y del otro. La diferencia cardinal entro 
-los dos consiste en que el adoptado en 186-3 no trata del comercio marí- 
'tiimo, que está reglamentado en el libro tercero del Código de 1853, por- 
vC[ue ese comercio en virtud de las Constituciones nacioi\ales de 1858 y 
-1863^ quedó de la exclusiva competencia del Gobierno general de la Ile- 
^úblíca. 

1864.>-r-En el capítulo IV al hablar de las leyes civiles dijimos [pág, 
:257|: 

"El Gobernador provisional del Estado Soberano de Antioquia, eu 
Deciíeto de 10 de Enero de 1804 publicado en el número 2.* del Boletín 
\Ofiaial de 23 del mismo mes, dispuso : 'Art. IP Mientras se pone en eje- 
cución la Constitución del Estado que debe expedir la Legislatura Cons- 
ütuyjente, continuaráii en su fuerza y vigor la Constitución, leyes y de- 
.más disposiciones que rigie/on en el Estado hasta el 16 de Octubre de 
:i862, en lo que no se opongan al nuevo orden de cosas proclamado por 
ios pueblos de Antioquia el 7 de Diciembre de 1863 ; al Decreto de esta 
anisraa fecha en que me declaro en ejercicio del Gobierno provisorio, á las 
^disposiciones del presente Decreto y de los que expida en lo sucesivo.' 

En virtud del Decreto de 10 de Enero, que no hizo modificaciones 
,al Derecho civil (ni tampoco al comercial), dejaron de regir los Códigos 
adoptados yjor la ley de 6 de Julio de 1863. Sm embargo, es indudable 
que estuvieron en vigencia desde el 1." de Enero de 1864, quizá hasta el 
23 del mismo mes, fecha en que se publicó el Decreto que los derogaba, 
6 hasta que quedase promulgado el Decreto en el Estado. ISTos parece 
xjue la íecha del Decreto no es la que debe fijarse como la en que comen- 
zó su observancia, puesto que se publicó posteriormente á ella en el pe- 
riódico oficial. Es inútil agregar que el Decreto no señala la fecha ea 
4jue principiaría á regir. 

La Asamblea Constituyente del Estado en ley de 15 de Junio de 
1864 [l*ey 1^, que arregló provisionalmente el Gobierno y la adminis- 
tración, del Estado, ordenó [artículo 2], que mientras se expedían la 
Cons.titución y las leyes que debiau regir en los negocios del Estado^con- 
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ti miarían observAnrloso las quo estaban vigentes, esto es, las que había 
puesto en vigor el Gobernador provisional el 10 do Enero do 1864, y los 
actos de este empleadlo que sobre bisuntos do la competencia de la Legis- 
latura, hubiese expedido desdo dicho 10 de Enero hasta el 15 de Junio 
de 1864 V quo estuviesen en observancia. 

La Constitución de 1864 [13 de Agotto] en su artículo 104 declaró 
vigentes las leyes, ordenanzas y actos de carácter Isgislativo que estuvie- 
sen en observancia mientras no fueran reformados ó derogados por la 
Asamblea Constituyente ó por la Legislatura." 

De acuerdo con esto, volvió á regir en el Estado desde Enero de 
18G4 el Código do Comercio do 1853, y continuó rigiendo hasta el 23 de 
Julio de 1887, en quo entraron en vigor los adoptados para toda la ite- 
pública por la ley 57 de eso año, no obstante que en estas leyes del Esta- 
do so dispuso la formación de un Código de Comercio y de otros: ley 92 
de 31 de Julio de 1867 "sobre formación de unos Códigos" (de Comercio, 
de Minas, Militar); ley 223 do 21 de Agosto de 1873 "sobre formación 
dtí un proyecto de Código de Comercio"; y ley 101 de 17 de Enero de 
1881 ''sobro formación de unos Códigos" (de Comercio, Fiscal y Políti- 
co y Municipal). Ninguna de estas leyes se cumplió en cuanto á la pre- 
paración del Código de Comercio. Notaremos que la última en su articu- 
lo 8." dice: "Quedan derogadas las leyes siguientes : — la ley 80, de 3 de 
Mayo do 1866, 'sobre formación do un Código PenaPj-í-la ley 88, do 28 
do Mayo de 1806, 'sobro promulgación y observancia del Código Judi- 
cial del Estado';— la ley 92, de 31 de Julio de 1867, 'sobre formación de 
unos Códigos', — la loy 163, de 30 de Septiembre de 1869, 'sobre forma- 
ción de un Código de Policía'; —la ley 223, de 21 de Agosto de 1873, 'so- 
bre formación do un proyecto de Código de Comercio'; y la ley 56, de 29 
de Octubre de 1878, 'por la cual se ordena la formación* de los Códigos 
Judicial y Penal del Estado." 

Agregaremos quo Códigos Judiciales se expidieron en el Estado tres: 
uno en 1863, que no rigió; otro en 1866, y otro en 1879; que en 1864 se 
adoptó definitivamente el Código Civil del Estado de Cundinamarca; 
que en ese mismo afio se sancionó un Código Político y Municipal; que 
en 1867 se expidieron los Códigos Penal y do Minas que comenzi*ron á 
regir en 1868, y Militar que comenzó á regir el 2 de Enero de 1870; y 
que en 1878 so sancionó un Código de Policía general. Fueron estos los 
únicos Códigos del Estado, además del de Comercio adoptado en 1863, 
y dos de Elecciones, uno de 1864 y otro de 1879. 



CAPITULO X 

LEYES DE MINAS 

Ley de 1864. Código de Minas de 1867. Zeyes de 1871, 1875 y 1877. 

Aunque el Estado de Antioquia se creó desde 1856 [ley de 11 de Ju- 
nio], como las minas no fueron propiedad de los Estados sino en virtud 
do la Constitución de 1858, según lo observamos en el capítulo XVI do 
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la primera parte fpág. 179J, fue de este año en adelante cuando aqué- 
llas quedaron sometidas á la Legislación del Estftdo [1]. 

1864. — Hasta este año las minas se rigieron por las leyes que estu- 
vieron en vigor en toda la República, las cuales yá examinamos. En 1864 
se expidió por la Asamblea Constituyente del ÍEstado Soberano de Añ- 
il] No obstante esto, nos parece oportuno indicar los impuestos que han gravado 
las minas en Antioquia desde 1855 en que las Provincias de Anti©quia, Medellín y 
Córdoba, creadas en 1851, volvieron á reunirse en una sola coa el nombre de Antio- 
quia. 

1856. — La Ordenanza ÍÍ9 de 4 de Febrero sobre bienes y rentas de la Provincia, 
gravó el denuncio de una mina con 4 pesos y la propiedad con 5 pesos [artículo 35]. 
1857. La ley del E:tado de Antioquia, sancionada el 5 de Marzo, sin derogar los 
impuestos indicados, eu el capítulo 3? dispone que por cada mina de oro se pague 
lina contribución anual desdo 1 á 24 pesos. Este impuesto, que equivalía á lo que las 
leyes llamaban sostener er^taca, se lijaba respecto de cada mina por el Consejo del Es- 
tado, teniendo presentes las reglas establecidas por la ley. 

La ley de 3 de Diciembre del mismo año de 1857, que derogó la anterior de 5 de 
Marzo, eu el capítulo 3V dispone que por cada mina de veta ú oro corrido, cuya ex- 
tensión no pase de una legua cuadrada, que no se halle en laboreo formal, se paguen 
4 pesos anuales. El artículo 19 dice: ''Ninguna mina se considera en laboreo formal, 
cuando en el curso de cada año contado del 1? de Enero al 31 de Diciembre, no haya 
trabajado en ella por lo menos un peón costeado por el dueño de la mina ó recomen- 
dado por él, durante 90 días continuos ó interrumpidos.'* Asi es que una mina no es- 
.taba desierta, aunque no se pagase el impuesto, si estaba en laboreo formal [artículo 
20]. 

1861. La ley de 31 de Octubre "sobre arbitrios y rentas" gravó con $ 10 el denun- 
cio y con $ 6 el título de cada mina de oro que se registrase [artículo 1?] [Boletín Ofi- 
cial número 62J. 

1888. La ley de 24 de Mayo "sobre bienes y rentas del Estado" elevó el derecho 
de título á $ 8 [artículo 13] y el anual á $ 8 por las minas que no se hallaban en labo- 
reo formal [articulo 24]. íío estaban en laboreo formal cuando en el curso de un año 
no trabajaban en ellas dos peones por lo men«s 100 días interrumpidos ó continuos 
(artículo 27). Esta ley derogó las anteriores. El Decreto reglamentai io de ella datado 
el 6 de Junio de 1863, dispuso que el impuesto anual mencionado se pagase el IV de 
Julio de ese año, y que de eso día en adelante se seguiría pagando anualmente [artí- 
culo 100] [Registro Oficial números 10 suplemento y 13]. 

18C4. En virtud del Decreto del Gobernador provisional, datado el 10 de Enero 
de 1864, quedaron en vigencia en el Estado sólo las leyes que regían el 16 de Octubre 
de 1863 {RyUtiii Oficial número 2). La ley 1^ de 15 de Junio de 1864, que arregló pro- 
visionalmente ol Gobierno del Estado, confirmó dicho Decreto. Por consiguiente, á 
consecuencia de éste desaparecieron los impuestos de minas de 1863. 

La ley 10 sancionada el 13 de Agosto de 1864, en el capítulo 5? conservó las dis- 
posiciones citadas de la ley de 1857; pero aumentó el impuesto anual á $ 16, y en el 
artículo 15 gravó el denuncio de una mina con 8 6 y el título de ella con 8 10. Xa ley 

10 derogó la Ordenanza 39 de 1856, la ley de 3 de Diciembre de 1857 y la de 31 do Oc- 
tubre de 1861. 

1867. —El Código de Minas de este año [Ley 127 do 21 do Octubre] em el capítulo 

11 estableció un impuesto anual de 2 pesos por cada pertenencia de mina do veta y de 
5 pesos por cada mina de oro corrido, impuestos quo debían pagarse por todas las mi- 
nas, estuvieran ó nó en laboreo formal, pues la ley no hace distinción por esto. Que- 
daron subsistentes el impuesto de denuncio y el de título señalados por la ley 10 de 
1864. 

1868.— El Presidente del Estado en Decreto de I.' de Agosto de 1868 [Boletín Ofi- 
cial número 290], dispuso que el impuesto anual sobre las minas so pagase proporcio- 
nalmente desde la posesión de la mina [artículo 91]. 

1871.— La ley 182 de 16 de Septiembre que derogó la 10 do 1864, gravó el denun- 
cio do toda mina con 6 pesos [artículo 34], el título de ella con 10 pesos (número 9. 
artículo 27] y dejó subsistente el impuesto anual sobre las minas, establecido por el 
Código de 1867. 

Es bueno advertir que segúu el aitículo 7." de la ley 209 de 1871, los dueños de 
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tioquia, la primera ley sobre minas [ley 28, de 3 de Octubre] [1]. Hare- 
mos un ligero análisis de su contenido. Está dividida en 10 capítulos 
Cjue comprenden 96 artículos. 

Capítulo 1.% "disposiciones preliminares". El artículo 1.** dice: "Las 
minas existentes en el territorio del Estado pertenecen: I.** Ala Nación, 
las do esmeraldas y sal gemu; 2.° Al Estado, las de oro, plata, platina y 
cobre; y B.'* Al dueOo del terreno, todas Iaq demás minas de cualquiera 
clase que sean, no comprendidas en los incisos anteriores." 

Según el artículo 2?, el Estado confería el pleno dominio de sus mi- 
nas á los particulares, siempre que fuesen denunciadas y adjudicadas de 
acuerdo con la ley, y que los adjudicatarios cumpliesen los deberes que 
csUi les imponía. 

La adjudicación de una mina llevaba consigo la condición tácita en 
su favor del uso del terreno necesario para su explotación, y del de los de- 
más objetos indispensables para ésta que se encontresen en el paraje de 

minas tituladas, que hubiesen pagado el impuesto anual y que no estuviesen en li- 
tigio, podían asegurar permanentemente la propiedad de ellas y quedar libres del im- 
puesto en lo sucesivo, sin que nadie pudiera registrarles sus minas, si pagaban de una 
vez los impuestos anuales de 20 años. Este artículo se conservó en la ley 292 [artículo 
45] de 1875, que derogó la 209, y está vigente según la ley 38 nacional de 1887. Sin 
embargo, sobre el asunto deben tenerse presentes los artículos 315^ 310 de la ley 153 
de 1887 que disponen que si en las minas se comienza la explotación pasados 8 años 
después de su adjudicación ó se suspende por más de 8 años, el adjudicatario de ellas, 
las perderá aunque pague el respectivo impuesto. Véase la resolución número XVI 
pág. 189. 

1873. — La ley 233 de 8 de Septiembre estableció el impuesto de 20 pesos por cada 
título de mina y el de 10 pesos por cada denuncio (artículo 9). El impuesto anual si- 
guió el mismo. 

En Decreto del Presidente del Estado del mismo año de 1873 (19 de Noviembre, 
Boletín Oficial número 607), se dispuso como en el Decreto de 1868 que el impuesto 
tmual se debía proporcionaímente desde la posesión de la mina. 

1875.— La ley 276 de 27 de Agosto, que derogó la ley 233 citada, gravó cada títu- 
lo de mina con 20 pesos, el denuncio con 5 pesos y estableció por primera vez un pe- 
so de impuesto por cada aviso de mina. Notaremos que como las Corporaciones mu- 
nicipales podían gravar los objetos gravados por el Estado con impuestos que no ex- 
cediesen de la cuarta parte de los de éste (número 8, artículo 226, ley 182 de 1871), 
algunos Distritos gravaron los avisos de minas después de la ley 276. 

La ley 292 de 1875 [artículo 23] dispone que el pago del impuesto anual debe' ha- 
cerse por primera vez después que se dé la posesión de la mina y antes de terminar el 
año común en que tal acto se haya verificado, sin que en este caso haya lugar á reba- 
jar el impuesto por razón de no haber transcurrido un año[cabal desde el acto de la po- 
sesión. 

1876.— El Decreto número 25, de 8 de Agosto, del Presidente del Estado, aumen- 
tó al doble la tasa de las contribuciones públicas, entre las cuales estaban los impues- 
tos sobre minas {Boletín Oficial, número 160). 

1878. — El Decreto número 41, de 27 de Febrero, del Presidente del Estado, reba- 
jó á la mitad las contribuciones elevadas al doble en virtud del Decreto número 25 ci- 
tado {Begütro Oficial número 64). 

1881.— La ley 110 de 21 de Enero, que derogó la 276 de 1875, dejó los mismos im- 
puestos con que ésta gravaba los títulos, denuncios y avisos de las minas. Las Corpo- 
raciones municipales conservaron la facultad que hemos mencionado. 

Refiriéndonos á la nota 3^ pág. 185, quedan completas las observaciones sobre los 
impuestos de las minas. 

[1] Notaremos que en la ley de 11 de Diciembre de 1856 "sobre reformas judicia- 
les", sé dispuso que los juicios sobre minas se siguieran por la vía ordinaria y que ea 
ellos no era necesario que precediese la diligeucia de conciliación [artículo 13]. 
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SU situación, naturalmente pagando al propietario del terreno y de di- 
chos objetos, la indemnización del caso. En cnanto al uso de aguas para 
la explotación, hay reglas especiales, relativas, entre otras cosas, á la ser- 
vidumbre legal para conducirlas por terrenos de otros propietarios. 

El artículo 6.° establece los puntos donde no podían buscarse, ca- 
tarse y denunciarse minas. Esos puntos eran las áreas de población y lOQ 
metros dé distancia de sus últimas casas; los patios, jardines, huertas y 
solares. En los terrenos cercados y de cultivo permanente no podían ca- 
tarse y explotarse minas sin avisarlo previamente á los dueños del te- 
íreno. 

Se entendía por primer descubridor de una mina el que la hubiese 
catado primero y sacada mineral que contuviese realmente metal, siem- 
pre que la denunciara dentro de los 90 días siguientes contados desde 
aquél en que empezó á trabajar en ella. Pasado este término, el primer 
descubridor era el que primero la denunciaba ante el Poder Ejecutivo. 
ÍOL ley no exigía el aviso de la mina dado á los Alcaldes, que estableció 
el Código de 1867. 

El capítulo 2.® trata "de la división de las minas y extensión que 
pueden tener." Las divide en minas áe filón, de sedimento y de aluvión. El 
descubridor de mina de veta ó filón en cerro enteramente nuevo tenía dere- 
cho á tres pertenencias continuas; si el cerro era conocido, á dos; y si el 
filón era conocido, á una. Cada pertenencia tenía de longitud 600 metros y 
de latitud 240. La extensión de las minas de aluvión no podía exceder de 
5 kilómetros cuadrados. Los restauradores de los minerales abandonados 
gozaban de los derechos de los primeros descubridores, entendiéndose 
que respecto de las minas de veta, las pertenencias serían siempre conti- 
nuas y de extensión de 600 metros cada una. 

El capitulo 3. o indica las formalidades de los denuncios de minas. 
JEl escrito de denuncio, que se presentaba al Poder Ejecutivo del Estado, 
debía expresar el punto donde estaba situada la mina y si era de nuevo 6 
de antiguo descubrimiento. Al escrito se acompañaban 48 granos de oro, 
y 8Í la mina era de veta, además una muestra del mineral. 

Capítulo 4.*, ''de la posesión de las minas". Si el denuncio era le- 
gal^ el Poder Ejecutivo mandaba dar la posesión de la mina, y para dar- 
la podían ser comisionados los Prefectos, Alcaldes ó Corregidores ó cual- 
quiera otro empleado que ejerciera jurisdicción administrativa. A esa di- 
ligencia debían preceder la fijación de un cartel en que se anunciara que 
iba á practicarse, fijado por tres semanas en lugar público de la cabecera 
del Distrito donde estaba la mina, y la publicación por bando del cartel 
en los domingos que comprendisran las tres semanas. Si se hacía oposi- 
ción al denuncio se remitía el asunto al Juez del Circuito respectivo; si 
se formalizaba oportunamente, se seguía el juicio del caso. El capítulo 
indica los términos en que debía darse la posesión. Dada ésta, el I'oder 
Ejecutivo expedía el titulo de propiedad correspondiente. 

El capítulo 5.' trata "do las minas desiertas ó abandonadas." Según 
el artículo ál, primero del capítulo, las minas adjudicadas conforme á 
las leyes anteriores y las que se adjudicaran de acuerdo con la qne nos 
ocapa^ quedarían desiertas 6 abandonadas y adjudicables por consiguien- 
te al primer denunciante, siempre que no se hubiese trabajado en ellas 
en un afio común, durante 90 días continuos ó interrumpidos; 6 que no 
se hubiesen pagado los derechos señalados por la ley, respecto de las mi- 
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pitillo 7.°, de la expedición de los ^'títulos" de éstas. El capítulo 8% de 
las "nulidades de los títulos." El capítulo 9.*, de la "prePación de dere- 
chos entre los que pretenden una mina/' El capítulo lO, de la "conserva- 
ción de las minas y revalidación de títulos." El capítulo 11, del "impues- 
to sobre las minas." Según su artícalo 164 el pago del impuesto anual 
correspondiente era lo único que se necesitaba para conservar el derecho 
á una mina adquirida legalmente y de la cual se tiene el titulo' respecti- 
vo. Hoy se necesita además estíiblecer trabajos de explotación' en ella 
dentro de los ocho años siguientes á su adjudicación, y no suspenderlos 
por más de ocho años [artículos 315 y 316 de la ley 153 mencionada]. 

El capítulo 12 habla de las "servidumbres en favor de las minas;" El 
capítulo 13, de las "indemnizaciones á que son obligad osf* ios mineros." 
El capítulo 14 da reglas respecto del uso de las **a^uas para líts minas." 
El capítulo 15 trata del **laboreode las minas en litigio.' 'El capítulo 16^ 
de las * 'compañías que elaboran minas." Notaremos que las Compañías 
para explotación de minas son colectivas, en comandita, anónimas y or- 
dinarias. Las reglas del capítulo son especialmente para las última», la» 
cuales se forman de hecho ó sea por ministerio de la ley entre los dueños 
de una mina que no han organizado Compañía. Notaremos también que 
según el artículo 257 de este capítulo cuando un solo socio era dueño de 
12 ó más acciones, su voto valía siempre por uno menos de la mkad de 
los que podían computarse en la reunión respectiva. En virtud de la ley 
292 de 1875 (artículo 29) desapareció esta restricción, y hoy cada socio 
tiene derecho de representar todos los votos correspondientes asas accio- 
nes. 

Los capítulos 17 á 25, inclusive, tratan de la "posesión" de las mi- 
nas; del "modo de adquirir y perder la posesión^'; d© las **accioneff pose- 
sorias"; do las "minas desiertas ó abandonadas"; de los "juicios ordina- 
rios sobre minas"; de los "juicios de deslinde'^; de los "j'nicios poseso- 
rios"; y de los "juicios especiales". Los capítulos 26 y 27 coHtieBcn "dis- 
posiciones varias" y "disposiciones finales". 

1871. — ^En este año se expidió la ley 209 sancionada el 2 de Noviem- 
bre "que adiciona y reforma el Código de Minas", la cual consta de 18 
artículos. Las disposiciones de esta ley, con excepción del artículo 14, se 
incluyeron en la ley 292 de 1875 vigente hoy. Según dicho artículo el in- 
dividuo que hubiese avisado una mina si no formalizaba ei denuncio den- 
tro del término legal, no podía avisarla de nuevo ni por sí ni píVr inter- 
puesta persona dentro de los cuatro años siguientes á la fecha del aviso. 

A causa de la ley nacional de 31 de Mayo de 1870, que abolió e> mo- 
nopolio fiscal de las minas de esmeraldas, la ley 209 que nos ocupa, de- 
claró que las minas de esta clase existentes en el territorio del Estado, 
pertenecían á éste, quien las cedería en posesión y propiedad á los que las 
denunciasen conforme á las disposiciones del Código de Minas de 1867. 

En la ley 209 se estableció por primera vez que los dueños de minas 
tituladas, que paguen el impuesto anual, pueden asegurar permanente- 
mente la propiedad de ellas satisfaciendo de una vez ese impuesto por 20 
años (artículo 7."). Según el artículo 15 no pueden denunciarse minas 
de oro de aluvión dentro de los límites délas minas de veta tituladas. El 
artículo 17 dispone que se publiquen en el periódico oficial los denuncios 
de minas abandonadas. 

1875. — Ley 292 de 20 de Septiembre "que adiciona y reforma el Có- 
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1867. — El Código de Minas del Estado Soberano do Antioonia 
(ley 127, sancionada el 21 de Octubre de 1867), comenzó á regir ol 1? de 
Enero de 1868, y desde ese día quedó derogada la ley de 3 de Octubre de 
1864 **8obre minas" (artículo 459). (1) 

Como este Código rige actualmente en toda la Kepiiblica, en virtud 
de la ley 38 do 1887, nos limitaremos á indicar su contenido. Está divi- 
dido en 27 capítulos que comprenden 462 artículos. 

De las "disposiciones preliminares'* del capítulo 1? nos peimitimos 
insertar el primer artículo que dice: "Las minas existentes en el territo- 
rio del Estado pertenecen: l.o A Ja Nación, las de esmeraldas y sal ge- 
roa; 2.*^ Al Estado, las de oro, plata, platina y cobre; y 3." Al dueño del 
terreno, todas las demás de cualquiera clase que sean." El artículo 2.* 
de la ley 38 citada modificó este artículo. Una de las variaciones que le 
hizo fue la de no incluir entre las minas denunciables las de cobro. Leyes 
posteriores del extinguido Estado de Antioquia, según veremos en se- 
guida, declararon que las minas do esmeraldas también pertenecían al 
EstadO) y que éste las cedía en propiedad á los particulares. 

Bl contenido do los demás capítulos del Código es el que signe. 

El capítulo 2? trata del ''descubrimiento de las minas." Su artículo 
6.* declaró por primera vez que se entiende por primer descubridor de 
una mina el individuo que primero de aviso de su descubrimient-o al Je- 
fe Municipal del Districo (hoy Alcalde Municipal) donde este situada la 
mina. 

El capítulo 3.** establece la "división, extensión y medida do las mi- 
nas." Por su formación y para los efectos de la ley, se dividen en minas 
dejilón ó de veta^ de ¡sedimento y de aluvión \i oro corrido. Las de veta, 
con respecto á la extensión que de ellas podía otorgarse, se subdividían 
en minas en cerro absolutamente nuevo; minas nuevas en ceiro conoci- 
do; y minas nuevas en filón conocido ó en otras partes labrado [artícu- 
los 18 á 21, inclusive]. Esta subdivisión fue derogada por la ley 292 que 
examinaremos más adelante. El descubridor de una mina de veta tenía 
derecho de una á tres pertenencias, según fuera la clase de ella de acuer- 
do con la subdivisión indicada. Hoy tiene derecho en todo caso hasta 
tres portee encías. La extensión de cada una de estas es un rectángulo de 
600 metros de longitud y 240 de latitud. La extensión de las minas do 
aluvión no podía exceder de un cuadrado que tuviese por base cinco ki- 
lómetros; Esto ha variado (artículo 313, ley 153 de 1887). Las minas de 
sedimento no podían adquirirse sino en virtud de concesiones especiales 
del Legislador [artículo 443] y por eso el Código nada dispone acerca 
d« su extensión. Hoy tienen la que indica el artículo 313 de la ley 153 
citada. 

El capítulo 4.* trata del "denuncio de las minas de nuevo descubri- 
miento." El capítulo 5.% de "cómo debe darse la posesión de las minas." 
El capítulo C.% de las "oposiciones" á los denuncios de las minas. El ca- 

(l) Debemos recordar que el proyecto que sirvió de base á este Código fue pre- 
sentado á la Legislatura de Antioquia por los Honorables Diputados Dr. Rafael Bo- 
tero Alvarez, D. Ignacio Hernández, D. Juan Pablo Kestrepo y D. Juan E. Sierrn. 
La ley 92 de 31 de Julio de 1867 había autorizado al Poder Ejecutivo para que nom- 
brase ó contratase una ó más comisiones que se encariñaran de la formación de pro- 
yectos de Códigos de Comercio, de Minas y Militar. Para d de Minas debía tomarse 
como base lia ley 28 de 1864. 
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mica suspendiese su laboreo sin dejarla desierta ó abandonada, confor- 
me á la ley, podía cualquier otro i»rop¡etario de minas tomar para sus 
empresas el agua que servía á la mina suspendida, siempre que la nece- 
fcitara (i juicio do i)eritos, sin perjuicio de restituirla al propietario pri- 
mitivo tan pronto como la necesitase para restablecer sus trabajos, ii no 
ser que se hubiese perdido el derecho por abandono de la mina. 

La ley que nos ocupa restableció el pago de los 48 granos de oro al 
denunciar una mina. Yá hemos visto que la ley 38 de 1887 derogó esto 
pago diciendo que suprimía "la obligación de presentar los 48 gramos 
de oro." Lo que siempre se exigió en Antioqnia fueron 48 granos de o/o. 
llesumiendo lo ocurrido con éstos, diremos que la ley J¿8 de 1864 exigi<^» 
que se acompañasen al denuncio; que los soprimió la ley 292 de 1875; 
que volvió á exigirlos la ley 38 de 1877; y que últimamente los suprimiü» 
de nuevo la ley 38 de 1887. lloy, pues, no son obligatorios. 
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CAPITULO XI 

LEYES PENALES 

Leyai de ia56, 1857, 1859 y 1873. üúdígo Penal de 1863. Leyés de 1864. Código Penal 
de 1867. Lsyes de 1869, 1873, 1875, 1877, 1878, 1879 y 1886. 

En el Estado de Antioquia continuaron rigiendo durante algún 
tiempo el Código Penal de 1837 y las leyes que lo reformaron y que es- 
taban en vigencia en la República cuando se creó el Estado. En el pre- 
Bcnte capítulo vamos á indicar las leyes que modificaron dicho Código 
hasta que fue reemplazado definitivamente en 1867; yen5eguída,lasque 
adicionaron al Código desde ese año hasta que desapareció en 1887. 

Pero Jantes conviene recordar que el Legislador antioqueño desde la 
Constitución de 1812, aceptó en materia penal algunos de los principios 
del Derecho moderno; puesto que en aquella obra notable estableció la 
igualdad de todos los individuos ante la ley, y dispuso que todo hombro 
so presuma inocente mientras no se declare culpado; que ninguno puede 
ser juzgado ni castigado sin ser "oído y convencido legalraente, y en vir- 
tud de una ley promulgada antes de cometerse el delito"; que ninguna 
ley civil ni criminal puede tener efecto retroactivo; y que quedaba aboli- 
do el tormento, medio bárbaro y aVsurdo de averiguar los Lechos corres- 
pondientes. Es bueno agregar (jue ^n la misma Constitución, la cual exa- 
minamos en el capítulo jireliminar de esta segunda ])artc, se ordenó la 
formación de un Código Penal, excelente proyecto que no pudo realizar- 
se, debido seguramente á los graves acontecimientos políticos que siguie- 
on ni tranquilo año de 181í¿. 

185G. — La primera ley del Estado sobre materia penal se sancionó el 
18 d? Octubre de 1856 y tiene por objeto fijar penas y crear establecí- 
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micntos de castigo. [1] Consta de 51 artículos distribuidos en ocho ca- 
pítulos. 

Kl capítulo 1.'' trata "de las penas que pncilen imponerse en el Es- 
tado". El artítulo 1." las divide en corporales y no cor[)urales. Según el 
artículo 2.'* eran corporales: la de muerte; la de presidio; la do reclusión; 
y la de ex[)nlsión del territorio del Estado; y no corporales, de acuerdo 
con el artículo o,"": la declaración de ser indigno de la confianza pública; 
la privación de los derechos políticos y civiles ó do algunos de ellos ; la 
suspensión de los mismos; la inhabilitación para ejercer empleo, profe- 
sión ó cargo ])úblico en general ó en clase detormiuada; la privación de 
empleo, pensión, profesión ó cargo público; la suspensión de los mismos; 
el arrosto; el apercibimiento judicial ; la obligación de dar fíauza de bue- 
na condiictti; la multa; el trabajo en obras públicas; el confinamiento: cl 
destierro de un lugar determinado; y la pérdida de algunos efectos, cuyo 
importe se aplique como multa. El artículo 4.' dispone que en los casos 
en que por cl Códjgo Penal ó por otra ley se impusiera la pena de jiri- 
sión, se aplicaría la de reclusión en razón de tres días de ésta por cada 
cuatro de prisión. El artículo 5.% último del capítulo, dice que **privau 
de la libertad al penado las penas de presidio y de reclusión." 

Hemos coi)iado íntegro el capítulo 1.^ ; porque es el que da idea 
exacta de las reformas que la ley hizo al Código Penal de 1837, puesto 
<jue son la clase de penas impuestas por el Legislador, lo que mejor indi- 
ca el sTTstoma penal seguido por éste. 

Como se ve, el Legislador antioqueDo varió las penas establecidas por 
aquel Código. De las corporales suprimió la de trabajos forzados, la de 
vergüenza pública (1) y la do prisión; y do las no corporales, la de infa- 
mia y la sujeción á la vigilancia de las autoridades. Además, el confina- 
miento y el destierro, que en el Código son penas corporales, pasaron .4 
ser no corporales según la ley. Esta agregó las penas de '^declaración ^do 
ser indigno de la confianza ])úbli(;a", que reemplaza á la de infamia, y 
la de "trabajo cu obras públicas", no reconocidas X)or el Código, 

De los demás capítulos de la ley mencionaremos cl contenido. El 
capítulo 2P trata de los establecimientos de castigo, que eran el Presi- 
dio y la Reclusión; el 3.*, de la disciplina en dichos establecimientos; el 
áP, de la ocupación de los ]n*csidiarios y reclusos; el 5.", de los emplea- 
dos eri los ostablcciraiontos de castigo; el 0.", de las penas de los indivi» 
dúos de tales establecimientos; el ?.°, de las visitas á éstos; y el 8.' con- 
tiene disposiciones varias. El artículo 51, último de la ley, dice: '*Deró- 
gnnsc las leyes 4 % 5.*, G.% T.», 8.% O \ 10 y 11, parte 4.% tratado 2P do 
la Recopilación Granadina; y los artículos 18, 19 y 20 de la ley 1.* de la 
niisma parte y tratado." 

El 12 de Noviembre del mismo afio de 185G se sancionó una ley quo 
señala penas á los delitos contra la seguridad y el orden públicos. Com- 
prende 79 artículos, distribuidos en nueve capítulos, que tratan: el 1?, 

[1] En la Ordenanza 53 de 23 de Febrero de 1856, se determino la responsabni- 
dad de lo8 funcionarios municipales inferiores y cl procedimiento que debía seguirse 
para exigirla. Dicha Ordenanza fue dero<?ada por la ley de 28 de Noviembre de IS.'íT 
"adicional y reformatoria do las de procedimiento criminal", ley que desapareció cou 
cl Código Judicial de 18G6. 

!•] Esta pcua liabíu sido abolida cu la llepública desde 1810. Véa-c la pá£;iua2C0i 
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de los delitos y culpas contra la Constitución dol Estado; el 2.*, do la re- 
belión; el 3?, de la sedición; ol 4.^, de dispovsiciones comunes á la rebe- 
lión y á la sedición; el 5.^, de lus motines ó tunuilto?, asonadas y otras 
conmociones populares; el 6.^, de disposiciones comunes á la rebciión, la 
sedición y los motines y asonadas; el 7.', de las agresiones á mano íirma- 
da contra el Estado; el 8.^, de los delitos y culpas contra los funcionarios 
y empleados públicos; y el 9.* contiene disposiciones varias. 

Pocas serán nuestras observaciones acerca de esta ley. 

No restableció la pena de muerte para ningún delito político, aboli- 
dii desae 1849 (página 200). Castiga estos delitos con reclusión, destie- 
rro del Estado, confinamiento, multa y otras penas inferiores. La reclu- 
sión no pasaba de 16 años; el destierro podía ser por cuatro años y la 
multa podía comprender hasta la cuarta parte del valor libro de los bie- 
nes del delincuente. Se podía imponer á éste más de una pena. Los aten- 
tados contra la vida del Gobernador, contra la de un Senador, liepreseu- 
tantc, Secretario do Estado, Magistrado ó Juez ó cualquiera otro em-- 
pleado público, los castiga con la pena de presidio que podía llegar hasta 
cuatro años, aunque no se hiriese ni consumase el delito principal. Las 
heridas, golpes ó maltratamientos causados á dichos empleados, los cas- 
tiga con la pena de 3 á 8 años de presidio, según ol caso. El asesino do 
uno de osos empleados, merecía la pena de muerte, S2gún el Código Pe- 
nal, que era el aplicable. 

El artículo 77 establece que cuando se imponía la pena de multa en 
cualquier caso, si el multado no la satisfacía dentro de 72 horas conta- 
das desde la respectiva notificación, so consideraba conmutada en arres- 
to á razón de 24 horas de éste por cada dos pesos de multa. La pena de 
arresto en virtud del artículo 78, podía conmutarse siempre á solicitud 
del penado en trabajo en obras públicas por la mitad del tiempo de di- 
cho arresto. El artículo 79 dice: **Quedan derogados el capítulo 1.^, tí- 
tulo L% los capítulos 1.^*, 2." y 3.°, título 4." y capitulo 1.", título 5.°, li- 
bro tercero del Código Penal y la ley do 26 de Mayo de 1849." (1) 

1857, — La ley de 24 de Noviembre declaró la inteligencia del artícu- 

« 

[1] La Asamblea Constituyente de 1856 expidió varias leyes importantes. Indica- 
remos algunas para dar idea de ellas, pues fueron las primeras del Estado en los asuH- 
tos de que tratan. 

Ley de 3 de Diciembre ''adicional y reformatoria á la de procedimiento en nego- 
cios criminales" (al Código de procedimiento de 1848). 

Ley de 16 de Diciembre que arregla el Ministerio público. 

Ley do 9 de Diciembre "sobre excarcelación en negocios criminales". 

Ley de 13 de Diciembre "sobre el modo de proceder en los juicios ante elJurado 
Supremo". El Jurado Supremo, compuesto de tres Jueces sacados á la suerte de en- 
tre los Senadores del Estado, conocía, según el artículo 64 de la Constitución de 1856, 
de las causas de responsabilidad contra el Gobernador, los Magistrados del Tri- 
bunal Superior, d Procurador del Estado, los Senadores, Diputados y los miem- 
bros del Consejo del Estado, y decretaba la suspensión del Gobernador, los Magistra- 
dos y el Procurador cuando se hubiese declarado que había lugar á formación de cau- 
sa contra alguno de ellos por delitos comunes. 

Ley de Í4 de Diciembre "sdbre policía general". 

Ley de 15 de Diciembre que dispone la construcción de una casa de reclusión. 

Ley de 16 de Diciembre "sobre jurados". 

Ley de 17 de Diciembre "sobre procedimiento en las causas de policía". 

Ley de 18 de Diciembre "de régimen político y municipal". 

No entraremos á mencionar en seguida las leyes que reformaron las anteriores, & 
que las derogaron, porque ellas no son asunto de este libro. 
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T.O 97 de la Constitución del Estado que dispone que "los miembros del 
lEstado no podrán ser reducidos á prisión en juicio civil por deudas." 

El artículo único de la ley dieeí "A virtud de lo dispuesto en el ar- 
"tículo 97 de la Constitución del Estado han quedado derogados de una 
xnanera absoluta: el inciso 1/ del artículo 3.** de la ley loj el inciso 9, ar- 
'tículo 14, y el artículo 45 de la ley 14, parte 2.', tratado 2? de la Recopi- 
lación Granadina, y reformado en la parte respectiva elarlícnlo 44 de la 
ley últimamente citada. En consecuencia, en ninguno de los caisos de los 
artículos que acaban de citarse, se puede mandar reducir á prisión ó 
«irrcsto á los miembros del Estado, cualquiera que sea, por otra parte, la 
íecha de las obligaciones ó hechos que den 6 hayan dado lúgár á decre- 
"tar dicha prisión ó arresto." 

Citamos esta ley porque tiene por objeto ha<;er efectiva tiñia de las- 
.garantías sociales reconocidas desde la Constitución nacional de 1853. 

La ley de 4 de Diciembre de 1857, que comprendé 15 artículos, adi¿- 
ciona y reforma la de 18 de Octubre de 1856, que antes examihatnos. 
Sólo diremos que dichos artículos tienen por objeto disponer lo conve- 
iiiente acerca de la manera de aplicar las penas de presidio, rieclueión y 
multa y de otros puntos secundarios. [1] 

1859. -La ley de 17 de Diciembre modifica las relativas á Estable- 
cimientos de castigo. Sus siete artículos se refieren, como los de la loy 
precedente, á la aplicación de las penas mencionadas y de la de trabajo 
-en obras públicas, la cual en ciertos casos (artículo 5.*") podía conmutar- 
se en dinero á razón de un peso por cada día de trabajo. 

Otra ley de 1859, también de 17 de Diciembre, dispuso lo que se 
juzgó oportuno respecto del arreglo y disciplina de las cárceles públicas, 
y de todo lo que se relaciona con estos establecimientos. (2) 

1863. — Las dos Constituciones de este año abolieron la pena do muer- 
te en todo caso (número 4, artículo 12 de la Constitución de 27 de Ene- 
ro, y número 1.% artículo 13 de la de 29 de Mayo). Dicha pena quedó 
definitivamente abolida por la Constitución nacional de este año. Recor- 
daremos que el Presidente provisional de los Estados Unidos de Colom- 
bia, en Decreto de 18 de Junio de 18C2 había suprimido el delito de 
amancebamiento (pág. 202). 

CÓDIGO Penal. La ley do 6 de Julio de 1863 (3), entre otros Códi- 
gos, adoptó el Penal del Estado de Cundinamarca, sancionado el 16 de 
Octubre de 1858 haciéndole algunas reformas. Como este Código es el 
que actualmente rige y de ól yá tratamos (página 207), nos limitaremos 
á mencionar dichas reformas, comprendidas del artículo 33 al 41 de la 
ley. 

[1] La ley de 25 de Febrero de 1857 adicionó la de excarcelación de 1856. 

El 25 de Noviembre de 1857 se sancionó una ley * 'sobre procedimiento contra los 
-defraudadores á las rentas públicas.'' 

[2] En 1859 se expidieron estas leyes, relacionadas indirectamente con el asunto 
que nos ocupa: 

Ley de 17 de Diciembre "orgánica del Poder Judicial del Estado". 

Ley de 19 de Diciembre "sobre conducción de reos''. 

Ley de 22 de Diciembre "adicional á la de procedimiento contra los defraudado* 
TCS á las rentas públicas'*. 

Ley de 22 de Diciembre "sobre régimen político y municipal". 

[31 Publicada en el número 17 de la Gaceta Oficial 
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El artículo 33 dice: "Suprímese en el artículo 10 (del Código) la ])o- 
na de muerte. En consecuencia, en todos los artículos del Código y de- 
más disposiciones vigentes en que se impon^^a dicha ])ena, se sustitiiirA 
con la de 8 á 10 afios de presidio y obligación de dar ílanza de buena con- 
ducta, sin derecho por parte del reo á obtener rebaja de la pena.'' 

El artículo 34 suprimió la pena de infamia de que trata el artículo 
20 del Código. 

El artículo 35 limitó el máximo de la pena de presidio á 9 aílos. El 
artículo 36 dispuso que á esa pena en ciertos casos y á las de reclusión, 
prisión ó arresto, so les rebajase la quinta piírte do 3o que seüala el Có- 
digo. 

El artículo 37 dice: "R\ artículo 240 queda así: *E1 qne á presencia 
de los Tribunales ó de las autoridades públicas indultare ú ofendiere de 
hecho á alguna persona que se halle piesente, seria castigado por esto 
irrespeto con un arresto do tres días á un mes, y con una multa de 3 á 
30 pesos." 

El artículo 38 modificando el 430, castiga con privación de empleo 
y multa al funcionario público qne de cualquier modo impidiese á un 
particular la publicación de sus opiniones. 

El artículo 39, que reemplaza el G09, dispone que el Tribunal Supe- 
rior, disminuyese á los reos que hubieran obsei'vadü buena conducta, la 
tercera parte de la pena. 

El articulo 20 indica las raciones á que tenían derecho los reos en el 
caso del artículo 775 del Código. El artículo 41 derogó los artículos 26, 
31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 52, 74, 96, 179, 180, 331, 332, 333, 578 á 
592, inclusive, y 781 d^d Código; v suprimió parte de los artículos 44, 
73, 132, 133, 181, 234, 235, 728, yVlel 745 y siguientes del título 6.% del 
libro quinto, la pena de látigos ó azotes. 

No hemos omitido ninguna de las reformas hechas al Código, por- 
que ellas dan idea del sistema penal do los Legisladores de 1863. 

18G4. — El Gobernador provisional del Estado en Decreto de 10 de 
Enero, que se publicó el 23 del mismo mes, declaró que sólo regirían en 
el Estado las leyes que estuvieron en vigor hasta el 16 de Octubre de 
1862. Por consiguiente, quedó derogado el Código Penal do 1863, y co- 
mo éste debía comenzar á regir el 1.** de Enero de 1864, segiín la ley que 
lo había adoptado, sólo estuvo en vigencia desde dicho día 1.^ hasta el 
23 del mismo mes de Enero, menos en cuanto á la pena de muerte, la 
cual quedó abolida desde el 8 de Mayo de 1863, día en que se sancionó 
la Constitución nacional de ese afio, y además en virtud del artículo 33 
de la ley adoptante, el cual comenzó á regir desde la sanción de esta ley. 
Según dicha Constitución, la pena de presidio, lo mismo que las demás 
corporales, no podía pasar de 10 afios. 

Con estas modificaciones y las que le habían hecho las leyes del Es- 
tado al Código Penal de 1837, volvió este á regir en Antioquia de acuer- 
do con el Decreto de 10 de Enero antes citado. 

El Gobernador provisional del Estado, seguramente para cumplir 
la Constitución nacional de 18(53, en Decreto de 19 de Enero de 1864, 
publicado en el número 2 del Boletín Oficial de 23 de diclio mes, dispu- 
so que mientras la pena de muerte, abolida por aquella Constitución, era 
reemplazada por otra en la Legislación criminal del Estado, se sustituía 



LEYES PEXALES 303 

con la (lo diez años do presidio, sin que los reos qao la mereciesen, goza- 
sen del beneficio de rebaja de pena. 

Es inútil decir que la Constitución del Estado de 1864 y lo mismo 
las posteriores, mantuvieron la abolición do la pena de muerte, y la 
limitación do las corporales á 10 atlos, porque esto era consecuencial do 
la Constitución de la República. 

El capítulo 3.° do la ley 38 do 18 de Octubre do 1864 ^'sobre refor- 
mas judiciales", contieno disposiciones relativas al ramo penal. El artí- 
culo 15, primero del capítulo, dice: **La pona de muerte se sustituyo con 
la de 10 afios de presidio, sin que ten^a lugar el beneficio do la rebaja 
de pena." Los artículos 10 y 17 introducen reformas á la ley de 12 de 
Noviembre de 185C. El artículo 18 las introduce á la ley do 4 do Di- 
ciembre do 1857. El artículo 19 haco extensivo el artículo 918 del Códi- 
go Penal á las penas do arresto y de trabajo en obras públicas. 

1867.— CÓDIGO Peííal. (Ley 1'28 do 19 do Octubre de 18G7) (1). 
Xlcspecto do este Código, quo comen/!Ó á regir el 20 de Julio do 1868 (2) 
nuestras observaciones se reducirán á decir que sus diferencias esenciales 
con el del Estado de Cundinamarca de 1858, que le sirvió de base, so re- 
fieren á las penas especialmente á causa do la Constitución nacional de 
1863, quo suprimió la do muerte y quo limitó las corporales á 10 años. 
Así es que ninguna de éstas, establecida por el Código antioqueílo, pa- 
sa de dicho tiempo, á diferencia do lo quo ocurro en el Código cundina- 
rnarqués. Las penas corporales y no corporales del Código antioqueño 
son las mismas señaladas en la ley del Estado do 18 do Octubre do 1856, 
con excepción de la do muerto quo establece esta ley, y quo el Código 
tuvo que suprimir. 

Diremos, por último, que el Código do 1867 comprende 1,045 artí- 
culos, distribuidos como en el Código do Cundinamarca, en cinco libros 
c^uo tratan: el l.*^,do los "delitos y penas en general"; el 2.o,do los ''de- 
lincuentes y modo do graduar los delitos y do aplicar las penas"; el 3.% 
de los ''delitos y culpas contra el Estado, y sus penas"; el 4?,do los "do- 
lites y culpas contra los particulares, y sus penas"; y el 5.',de los ''esta- 
blecimientos de castigo". 

18G9. — En este aflo se comenzó á reformar el Código Penal en la 
ley 151 sancionada el 23 de Septiembre. Sus 13 artículos adicionan los 
artículos 116, 703, 809, 890, 1,035 y 1,041 y modifican los artículos 150, 

[1] La ley 80 de 3 de Mayo de 18C6 autorizó al Poder Ejecutivo del Estado para 
que contratase una comisión que. tomando por base el Código Penal de Cundinamar- 
ca sancionado el 16 de Octubre de 1858, formara un proyecto de Código Penal del 
Estado de Antioquia. Los artículos 3?, 4.° y 5.» de la ley establecen la manera como 
la Legislatura discutiría y votaría el proyecto. El que sirvió de base do discusión, 
"fue formado y modificado, respectivamente, por los distinguidos ciudadanos Ramóu 
Martínez Benítez, Benicio Ramírez, Eladio M. Moreno y Fabriciano Escobar", segúu 
consta en resolución de la Legislatura de 19 de Octubre de 1867. 

(2) La ley 119 de 17 de Octubre de 1867 "sobre promulgación y observancia de los 
Códigos Penal y Militar", dispuso (artículo 4.«)que se tendrían por promulgados des- 
de que el Poder Ejecutivo anunciara eu el periódico oficial que estaba terminada la 
impresión de ellos y puestos en venta; y que empezarían a regir en todo el Estado el 
día que designara ¿1 Poder Ejecutivo (artículo 5.*) 

El Presidente del Estado, en Decreto de 3 de Enero de 1868 ordenó que los Códi- 
P:os Penal y Militar mencionados empezarían ú regir eu todo el Estado el día 20 de 
Julio de J868 [artículo 19] El militar sin embargo, no comenzó á regir sino el 3 de 
Enero de 1870. 
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421, 814, 890 y 1,045 del Código. La naturaleza de nuestro trabajo no 
nos permite entrar en poruienores. 

1873. — El 24 do Septiembre se sancionó lasfginulaley (259) "adicio- 
nal y reformatoria del Código Penal." Sus tres últimos artículos — 19 á 
21 — comprenden un nuevo capítulo para después del décimo del libro 
cuarto. De los demás artículos diremos que introducen modificaciones á 
la aplicación de las penas de presidio y confinamiento en ciertos casos, á 
las reincidencias-en lo cual es minuciosa la ley- y á la calificación de lof^ 
•delitos de heridas, robo, hurto y estafa. 

1875. — La ley 307 de 25 de Septiembre en sus cuatro artículos mo- 
difica el 292 del Código y establece que el casamiento do los amanceba- 
dos los libertaría de la pena, y que dos ó más estafas ó abusos de con- 
fianza cometidos en distintas ocasiones se castigarían con el máximo de 
la pena correspondiente el delito que la mereciese mayor. 

1877. — La Constitución sancionada el 13 de Octubre como la de 
1864 suprime la pena de muerte y limita las corporaks á 10 aflos (nú- 
meros 1." y 2.', artículo 7). Además dispone que ninguna disposición le- 
gislativa tendría efecto retroactivo, excepto en materia penal cuando la 
ley posterior imimsiese menor pena, ó cuando suprimiese absolutamente 
la que antes estaba senah»da al hecho ú omisión que se castigaba [artícu- 
lo 60]. Esto mismo dispone el inciso %." del artículo 9. o del Código Pe- 
nal de 1867. 

1878. — La ley 59 de 22 de Noviembre dispuso en sus siete artículos 
la manera de establecer y orf^anizar talleres y escuelas en los estableci- 
mientos de castigo. No sabemos que este buen pensamiento se hubiese 
realizado. 

1879. — En la ley 85, de 6 de Diciembre, se refundieron las reforma- 
torias del Código expedidas en 1869, 1873 y 1875 y se introdujeron mo- 
dificaciones á éste. La ley 85 consta de 63 artículos, acerca de los cuales 
fiólo notaremos que los artículos 34 á 36 comprenden un capítulo sobre 
iminitasión ca¡u?nniosa que .reemplaza al capítulo 2.", del título 2.® del 
libro cuarto del Código Penal; y que los artículos 38 y 39 comprenden otro 
capítulo sobre intolerancia para después do aquél. El artículo 61 de la 
ley dice: ''Quedan suprimidos el capítulo 2.% título 2.**. libro cuarto del 
tpódigo, y los artículos 17, 29, 118, 410, 627, 628, 629, 630, 631, 632, 633, 
754 y 854 del mismo." El artículo 62 dice : "Sólo quedarán vigentes el 
Código Penal y la presente ley, que deroga, adiciona y reforma dicho 
Código." Según el artículo 63, la ley principiaría á regir veinte días des- 
pués de recibirse en cada Distrito publicada en el periódico oficial. [IJ 

1886. — El Jefe Civil y Militar del Estado de Antioquia en Decreto 
número 198, de 30 de Marzo do 1886, que comenzó á regir el 1.' de Ma- 
yo de ese año, después de disponer (artículo 1.°) que en lo sucesivo re- 
giría el Código Penal tal como se encuentra en la edición de 1868, con 
las adiciones y modificaciones que se expres:*n en el Decreto, y que que- 
daban, por tanto, derogadas las leyes 151 do 1869, 259 de 1873, 307 de 

[1] La ley 120 de 29 de Noviembre de 1881 mandó construir un edificio destinado 
para la detención de los dipsómanos; y la ley 127 de 17 de Marzo de 1882, dispuso el 
establecimiento en la ciudad de Medellín de una casa ó asilo de enajenados denomi- 
nado "Manicomio de Antioquia". Vaya esto como curiosidad histórica; pues respec» 
to del edificio para dipsómanos nada se hizo, y la Casa de enajenados apenas se co- 
menzó á construir en 1889. 
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1875 y 85 do 1810, entra á establocer las adiciones y modificaciones co- 
rrespündientes. 

De oste Decreto, que reproduce Tniichas de las disposiciones de las 
leyes de 1869, 1S73 v 1875, sólo diremos que en su último artículo — el 
^3— deroga los artículos 115 á 118, 120, 127 á 131), 143 y 144 del Código 
de Policía (ley 72 óe 14 de Diciembre de 1878), y Ina demás disposicio- 
nes de dicho CVxligo, y de cualesquiera otras leyes quesean contrarias al 
Decreto, exceptuando las disposiciones de carácter especial ó transitorio, 
como las de los artículos 30 á 45 de la ley 194 do 1871, que fomenta el 
establecimiento do un Banco, los artíeiüos 222 á 249 del Código do elec- 
ciones y otras soniejantes. 

El Decreto 198 rigió basta el 23 de Julio do 1887, día en que comen- 
zó la vigencia del Código Penal nacional, adoptado i>or la ley 57 de ese 
«ño (artículo l."J 
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DATOS DIVERSOS 

1. lÍESUMEN DEI. XÓMEmO DE LETE3. II. PROíCrPALES LBYES Y ORDENANZAS VIGEN- 
TES. 



RESUMEN DEL NÜMEEO DE LEYES EXPEDIDAS DE 

Como dato estadístico, y para que se comprenda cuál fue la activi- 
dad legislativa del Estado de Antioquia, indicaremos el número de leyes 
•que expidió durante su existencia, prescindiendo do Decretos del Poder 
Ejecutivo dados en tiempos de guerra, aunque puedan tener carácter do 
ley. 

En 185C y 1857 se expidieron.-- 95 leyes. 

En 1861, 1862 y 1863 unas 50 — 

En 1864 _- 31) 

En este aflo comenzaron á numerarse las 
leyes. Se numeraron de seguida hasta 1875, 
inclusive. En 1877 se comenzó nueva nurae- 
ración.*El período de 1864 á 1875 comprendo 
309 leyes, entre las cuales hay actos legislati- 
vos denominados decretos. 

En 1865 se expidieron — . 37 — 

Enl866 13 — 

Enl867 38 — 

Enl869 40 — 
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EnlSn 46 — 

En 187:3 48 — 

Eul8:5 4S — 

Eiil877 100 — 

En este alio, repetímos, so comenzaron á 
numerar de nnevo his leyes y sepíiniflamento 
(le los Decretos. Así es que de las 100 leyes, 
Imy 54 actos legislativos denominados leyes y 
46 denominados decídelos. 

En 1878 so expidieron. .-• 3G — 

En 1879 44 — 

En 1880, 1881 y 1883 104 — 

En 1883 40 — 

Enl884 53 — 

Do 1877 á 1884, iriclnsive, se expidieron 
por la Legislatura 192 leyes y 185 decretos, 
lo qne da un total de 377 actos legislativos 
que en nuestro cómpnto hacemos figurar co- 
mo leyes, puesto que la diferencia entre hy y 
deci^eto legislativo consiste en la importancia 
del asunto á que se refieren. Cuando trataban 
de asuntos generales so denominaban leyes, y 
cuando do asuntos particulares, como condo- 
naciones, honores, recompensas, indultos &.% 
decretos. 

Agregaremos ii lo anterior cuatro Decre- 
tos expedidos por el Jefe Civil y Militar del 
Estado de 1885 *á 188G, dos de íos cuales re- 
forman el Código Civil, uno el Código Penal 
y el otro, el Código Judicial 4 — 



Deduciendo de este total como la mitad, 
que se refiere á intereses particulares ajenos 
complctamento á lo quo debe ser materia de 
las leyes quo forman la Legislación de un 
país, tenemos que el Estado do Antioqnia du- 
rante los 30 aüos de su existencia, expidió co- 
mo unas 400 leyes. Entre éstas se cuentan los 
Códigos siguientes: Civil, Penal, Judicial, 
Militar, de Minas, Político y Municipal, de 
Policía y de Elecciones (1), de los cuales en 
nuestro concepto el único original es el do Mi- 
nas, que fue adoptado para toda la Repúbli- 
ca en 1887. 



860 leyes. 



[IJ En el Estado se expidieron dos Códigas de elecciones, uno en 1864 (ley 89 do 
19 de Octubre) y otro en 1879 [ley 88]. Antes observamos que se e;cpidieron tres C6- 
dií^os Judiciales (página 286, nota 3^)- 
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II 

PRINCIPALES LEYES Y ORDENANZAS VIGENTES 

(1®00) 

EepefcireiTios lo qne hemos dicho varias veces. 

De acuerdo con el artículo H de l;i Constitución de 1886 continuo 
rigiendo en cada Departamento la Legislación del respectivo Estado 
mientras el Poder Legislativo no dispusiera otra cosn. El artículo 34 de 
la ley 153 de 1887 declaró que quedaba abolida la Legislación de los ex- 
tinguidos Estados, **excepto las disposiciones de carácter administrati- 
vo seccional, y las de policía, ó sea aquéllas que versen sobre materias 
cuya regulación competo á las Asambleas Departamentales con arreglo á 
los artículos 185 y 186 de la Constitución", disposiciones que continua- 
rán en vigor como ordenanzas departamentales, en cuanto no sean con- 
trarias á la Constitución y leyes de la Kepública. [1] 

En virtud de esto, hay algunas le3'es del extinguido Estado do An- 
tioquia que aun rigen. Víamos á indicar las principales, y lo mismo ha- 
remos respecto de las Ordenanzas de 1888 y 1890, y do otras disposicio- 
nes consignadas en Decretos ejecutivos. 

CÓDIGO DE policía 
[de 16 de Julio de 1886] 

adoptado por la Ordenanza 20 de 29 de Julio de 1888, la cual le introdu- 
ce reformas. 

Ordexais^za 15 de 21 de Julio de 1890 

orgánica de la Gendarmería. 

Orden^axza 32 de 11 de Agosto de 1890 
sobro administración municipal [capítulos 3.% 8 ** y 10]. 



[1] El Ministro de Gobierno resolvió en 1887 (D. O. 7.197 de 12 de Octubre de 
dicho año): "La Legislación de los extinguidos Estados ha quedado abolida, con ex- 
cepción de las disposiciones de carácter administrativo seccional, y las de policía, ó 
sea aquellas que versen sobre materias cuya regulación compete á las Asambleas De- 
partamentales, con arreglo á los artículos 185 y 186 de la Constitución. Las disposi- 
ciones de esta naturaleza continuarán en vigor como ordenanzas departamentales, en 
cuanto no sean contrarias á la Constitución y leyes de la República. 

"En consecuencia, es prohibido á las autoridades y funcionarios públicos de la 
Nación, de los Departamentos y de los Distritos aplicar la Legislación de los extin- 
guidos Estados que quedó abrogada por ministerio del artículo 321 de la ley 153, 
nombrada (de 1887) salvo las disposiciones que el mismo artículo exceptúa. 

*'Los derechos adquiridos por causa de la abolida Legislación, subsistirán, ri- 
giéndose al tenor de Ip establecido en los artículos 1? á 49, Parte primera de la última 
expresada ley." 
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Ley (lo 10 do Dicioihbro do 18r)0 
orfiránica de la a.iuiilli^tra<•.¡óu <lol Estado |h()bro Hacienda]. 

Lf.y ]8t> de 10 do Se})tionibre de ISTl 
sobre bienes y rentas del Ei^tado. (En la j)aito conesponílieiite). 

Ley 232 do 27 de Ajrosto de 18:3 
sobre procedí miento contra los defraudadores de las rentas públicas. 

L>:y 165 de 19 de Diciembre de 1883 
por la cual se adiciona y refornuí la 182 de 1871. 

[Estas dos leyes tratan de los remates que se hacen ante el Consejo 
Departamentalj. 

Ley 187 d<3 21 de Junio de 1884 política y municipal. 

Okdex ANZA 32 do 11 de Agosto de 1890 
sobre administración municipal. 

[Lh ley 187 y la Ordenanza 32 tratan de la distribución de la contrí- 
l>ueióii dn*ecta|. 

OuDENAiíZA 21 de 29 de Julio de 1890 
sobre caminos. 

Decreto número 1 de 1.* de Octubre de 1890 

por el cual se reglamenta la Ordenanza número 21 de 29 de Julio de 1890 

sobre caminos (Repertono Oficial números 465-46(3). 

fEn un folleto publicado en la Imprenta del Departamento— 1890 — 
están reunidas las "disposiciones vigentes sobre caminos", entre las cua- 
les se hallan la Ordenanza 21 y el Decreto número 1.* citados]. 

Ley de 11 de Diciembre de 1856 
sobre distribución de terrenos comunes entre pobladores. 

Ley 202 de 23 de Octubre de 1871 
que adicionó la precedente de 1856 

Decreto de 24 de Febrero de 1874 
sobre distribución de terrenos comunes entre pobladores {Boletín Oficial 

número 625 de 2 de Marzo de 1874). 

Ordenanza 11 de 12 de Julio de 1890 
que reglamenta los trabajos de la Asamblea Departamental de Antio- 

quia. 

* ♦ 

RENTA DE LICORES 

Ley 182 de 16 de Septiembre de 1871 
sobre bienes y rentas del Estado. 
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I^y 232 (le 30 de Ago.sto fie 1873 
sobre procodirnicnto contra los defraudadores á las rentas públicas {Bo- 

Iciin. Oficial número 592). 

DfíCRETO do 1.° de noviembre de 187n 
orgánico de la recaudaeión de las rentas del Estado. Caj)ítnla 13 {Bole- 
tín Oficial número 607]. 

Lky CX de 21 de Enero de 1881 
adicional y reformatoria de las rentas del Estado [Ber/is¿ro Oficial nú- 
mero 476]. 

Df.cheto número 305 de 4 de Xoviembre de 1885 
fiobre fraude á la renta de licores destilados [Boletín Oficial número 72], 

Decrf/io número 85 de 30 de Enero do 1886 

por el cual se impone pena al empleado que cometa ó tolere el delito de 

fraude á las rentas públicas [Boletín Oficial número 98J. 

Decreto número 272 de 13 de Mayo de 1886 
por el cual se adiciona y reforma la ley 232 de 1873, sobre procedimien- 
to contra los defraudadores á las rentas públicas [Boletín Oficial número 

125]. 

Decreto número 416 de 28 de Julio de 1886 
por el cual se adicionan las leyes sobre bienes y rentas del Estado (Bole- 
tín OfirCial número 148). 

Decreto número 444 de 6 de Agosto de 1886 
por el cual se adicionan y reforman algunas disposiciones de las leyes 
182 de 1871 y 110 de 1881, sobre bienes y rentas del Estado {Boletín Ofi- 
cial número 151). 

Decreto número 843 (bis) de 3 de Mayo de 1887 

por el cual se adiciona y reforma el 272 de 13 de Mayo de 1886, que á su 

vez adicionó y reformó la ley 232 de 1873, sobre procedimiento contra 

los defraudadores á las rentas públicas (Repertorio Oficial número 152). 

Decreto número 1,135 de 26 de Diciembre de 1887 
que aclara el 843 [bis| de 3 de Mayo de 1887, relativo al procedimiento 
contra los defraudadores á las rentas públicas [Repertorio Oficial número 

165]. 

RENTA DE DEGÜELLO DE GANADO MENOR [1] 
Decreto número 489 de !.• de Septiembre de 1886 



[1] Los datos acerca de las disposiciones relativas á Rentas los debemos á la bon- 
dad del joven D. Antonio J. Uribe, Subsecretario de Hacienda del Departamento, 
quien los ha tomado de una obra sobre disposiciones fiscales de Antioquia que tiene 
en prensa, la cual no dudamos do que sera de grande importancia debido á la inteli- 
gencia y conocimientos de tan distinguido joven. 
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por el cual se establece un impn(»sto sobre el dcí^ücllo de ganado menor 

[Boletín Oficial número 158], 

DECKF/ro número Glí2 do 26 de Xoviembre de 1886 
por el cual so orp;aniza la aduiinistraeión y recaudación del impuesto so- 
bre el degüello do ganado menor [liejjeriorio Oficial número 31]. 

Decreto número G25 do 10 de Diciembre do 1886 
sobre cesión de un impuesto á losDislrltus ¡la cuarta jurte de lo que pro- 
duzca el degüello de ganado menor) [liejjoiorio Oficial número 36]. 

Decreto número 650 de 27 de Diciembre de 1880 
por el cual se señala sueldo eventual á los empleados de Hacienda en- 
cargados de recaudar el impuesto sobre el degüello de ganado menor 

[Rcj)er torio Oficial número ¿2]. 

Decreto número 651 de 27 de Diciembre de 1886 
por el cual se adiciona el de 26 de Noviembre último, número 612 [Re- 

pcriorio Oficial número 4-2]. 

Decreto número 843 de 30 de Abril de 1887 

por el cual se hace una. declaratoria en cuanto á multas por fraude al 

impuesto sobro el ganado menor [Bcj^criorio Oficial número 101]. 

Decreto número 226 de 17 de Agosto de 1888 
adicional 4 los Decretos relativos al impuesto sobre el degüello de gana- 
do menor [^Rcpcrtorio Oficial número 221]. 

Decreto número 32 do 1." de Febrero de 1890 
adicional á los Decretos relativos al impuesto sobro el degüello do ga- 
nado menor [Ilej)crtorio Oficial número 34.6]. 

* 

REKTA DE AISIS 

Ley CX de 21 de Enero de 1881 

adicional y reformatoria de bi de rentas del Estado. Esta ley ^avó la 

l)roducción del anís en el Estado \Iiegisiro Oficial número 476]. 

Decreto número 613 de 27 de Noviembre de 1886 
l)or el cual se reglamenta la administración y recaudación del impuesto 
sobre el anís que se produzca en el Departamento [Beiicriorio Oficial nú- 
mero 32]. 






RENTA DE TABACO 



Ley CX de 21 de Enero de 1881 
adicional y reformatoria de la de rentas del Estado. 

Esta ley gravó la producción y consumo Jdcl tabaco cu el Estado 
[artículo 2/'j [llef/ióíro Oficial número 476J. 
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Decreto número 134 de 15 de Mayo de 1885 
que impone iiu recaigo do 50 por ciento sobre el tabuco [Bolelín Oficial 

número 12]. 

Decreto número 91 de 10 de Mayo de 1890 
sobro el consumo del tabaco [liepcrtorio Oficial número 398]. 

INSTRUCCIÓN PUBLICA [1] 

Ley 12 de 1» de Agosto de 1886 
tsobre autorizaciones al Gobierno cu el ramo de Instrucción pública ¡Eo" 

pertorio Oficial de Antioquia número 21], 

Ley GO de 20 de Noviembre de 188G 
por la cual se ordena la fundación de la Escuela do Minas de Antioquia 

{R. O. Gl]. 

Ley 121 de 11 de Julio de 1887 
sobre establecimiento de Escuelas de Artes y Oficios [R, O. 12G]. 

Ley 89 de 7 de Noviembre de 1888 
sobre Instrucción pública nacional [ií. O. 252]. 

Ley 92 de 13 de Noviembre de 1888 
que fomenta la Instrucción pública [R. O, 253]. 

Decreto nacional número 595 de 9 de Octubre de 1886 
fcjobre Instrucción pública in-imaria [Z¿. O, 38]. 

Decreto nacional número 59« de 9 de Octubre de 1886 
sobre Instrucción pública secundaria y proícsional [i^. O, 41]. 

Decreto nacional número 181 de 3 de Marzo do 1887 
por el cual se establecen Escuelas de Minna \^D, O. 6.975]. 

Decreto nacional número 610 de 17 de Septiembre de 1887 
por el cual se reforma el 181 de 1887 [D. O. 7,181J. 

Decreto nacional número 118 de 1? de Febrero de 1888 

por el cual se devuelve una atribución á los Inspectores generales [la de 

designar alumnos becados para las Escuelas Normales] [D. O. 7,288]. 

Decreto nacional número 544 de 14 de Junio do 1888 



[1] Auuque sólo deberíamos hablar de las disposiciones legales del Departamento, 
como en el numero VI <¿e la página 216, omitimos las leyes y decretos nacionales 
sobre instrucción pública, los indicamos aquí. Debemos agregar que los datos sobre 
el particular los hemos recibido del distinguido caballero D. Liborio Echavarría 
Vclez, actual {Secretario de Gobierno del Departamento, con la advertencia de que 
contienen disposiciones que yá no rigen, pero que ííc rcquicreu ptUu comprender otras 
posteriores. 
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sobro enseñanza y prácticas religiosas on los establecimientos de odiioa^ 

eióii [R, O. 2124]. 

Decketo nacional número 818 do 3 do Octubre de 18S8 
qii': fija el período anual do las Escuchis oficiales [N. O. 243]. 

Rectificación al Decreto anterior {B. O. 246). 

Decreto nacional número 897 de 16 de Noviembre de ISBo 
por el cual se suprimen los Inspectores Provinciales en Antioquia [A*- 

O. 255J. 

Decreto nacional número 808 de 21 de Noviembre de 1888 
por el cual se fijan his condiciones para que los Colegios departamenta- 
les puedan sor subvencionados por el Gobierno [R. O. 255], 

Decreto kaoional número Hl de 20 de Enero de 1889 
sobre concesión do subvención á Colegios públicos y privados [R. O. 

281]. 

Decreto nacional número 195 de 28 de Enero de 1889 
por el cual se asigna un sobresueldo á los Inspectores provinciales [12, O^ 

282]. 

Decreto nacional número 68 do 6 de Eebrero de 1889 
sobre concesión de becas [J?. O. 280]. 

Decreto nacional número 180 de 22 de Febrero de 1889 
sobre incorporación en la Universidad nacional de Institutos &.* [i?. O, 

283]. 

Decreto nacional número 709 de 22 de Agosto de 1889 
Restablece los Inspectores provinciales en Antioquia [R. O. 317]. 

Decreto nacional número 751 do 21 de Septiembre de 1889 
por el cual se señala la época de las vacaciones en la.s Escuelas Normales 
y la fecha on que deben rendir sus informes anuales los Inspectores do 

Instrucción pública [R. O. 328]. 

Decreto nacional número 939 de 14 de Diciembre de 1889 
por el cual se ñja el mínimum de que deben gozar los Directores de Es 

cuelas primarias de la República [R. O. 340]. 

Decreto nacional número 987 de 4 de Diciembre de 1889 
orgánico de la Universidad nacional [R, O, 275]. 

Decreto nacional número 25 de 27 de Enero de 1890 
por el cual se establece la forma en que es posible habilitar como uni- 
versitarios, estudios hechos fuera de la Universidad nacional [JEl Mo7iú 

tor de Antioquia número 20]. 

Decreto nacional número 359 de 28 de Mayo de 1890 
por el cual se adiciona el 939 [R, O. 391]. 
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Decreto nacional número 399 de VI de Junio de 1890 
|[)or el cual se fomentan Iijstifciitos nacionales de obreros en varios De- 
partamentos [K. O. 403]. 

Decreto nacional número 677 de 27 do Septiembre de 1890 
por el cual se suspenden las Asambleas do Institutores {R. O. 490). 

Reglamejíto na«ional para las Escuelas primarias (B O. 77). 

— — — Normales (J£'¿^l/o?i¿7or nú- 

mero 14). 

Reformas al id. de id. id. [El Monitor número 23 J. 

Ordexaxza 23 de 28 de Jnlio de 1888 
especial sobre Instrucción pública {R, O. 219). 

Ordenanza 28 de 29 de Julio de 1888 
orgánica do la Instrucción pública primaria {R, O. 219). 

Ordenanza 6.* de 10 de Julio de 1890 
sobre autorizaciones al Gobernador relacionadas con la Instrucción pú- 
blica primaria {R, O, 405). 

Ordenanza 9* de 11 de Julio de ISdO 
por la cual se adiciona y reforma la número 23 de 27 de Julio de 1888 

{R, O. 406). 

Decreto número 761 Je 10 de Marzo de 1887 
por el cual se fijan los viáticos de los Inspectores provinciales {R. O. 

83). [1] 

Decreto número 820 de 15 de Abril de 1887 
que señala sueldos á los Subdirectores {R, O, 98). 

Decreto número 1,132 de 23 de Diciembre de 1887 

por el onal se destina una suma del Tesoro del Departamento para becas 

de 5 alumnos de la Escuela de Minas (i?. O. 163-164). 

Decreto número 118 de 30 de Abril de 1888 
oue reglamenta el modo de presentar las nóminas los Directores de Es- 
cuela {R. O. 202). 

Decreto número 352 do 13 de Diciembre de 1888 
en ejecución de la Ordenanza 22 de 1888 [R, O. 253). 

Decreto número 249 de 30 de Diciembre de 1889 
por el cual se adiciona y reforma el 352 que reglamenta la Ordenanza 

23 de 1888 {R, O. 838). 

Decreto número 12 de 27 de Enero de 1890 
por el cual se crea un periódico oficial de Instrucción pública (i2. O. 

344). 

[1] Eite Decreto t los que siguen son del Sr. Gobernador del Departamento. 

26 
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Decrkto número 22 de 11 de Febrero de 1890 
por el cual se pone en vigencia el 339 nacional [E. O. 353]^ 

Decreto número 85 de 13 de Mayo de 1890 
sobre organización de la Escuela nacional de Minas [B, O. 381-^82]. 

Decreto número 107 de 30 de Mayo de 1890 
por el cual se aumentan los sueldos de algunos Directores der Eacnelas- 

elementales \R. O. 389-390}. 

Decreto número 196 de 22 de Septiembre der 1890 
sobre aumento de sueldos de las cátedras de la Universidad [R. ft 455-' 

456]. 

Decreto número 230 de 17 de Octubre de 1890 
por el cual se señalan lo» sueldos de los Directores de Escuelasr prima-- 

rias [i2. O. 472]. 

Decreto número 245 de 10 de Noviembre de 1890 
sobre creación de nuevas becas en la Escuela nacional de Minas fJi. O^ 

493]. 

Decreto número 263 de 29 de Noviembre de 1890 
en desarrollo de la Ordenanza 9.' de 1890 [R. O. K)9]. 

Agregaremos las siguientes leyes nacionales de 1890 de que &asta^ 
ahora tenemos eonoci miento: 

Ley 20 de 21 de Octubre de 1890 
sobre becas en la Universidad nacional (J). O, 8^21). 

Ley 53 de 17 de Noviembre de 1890 
por la cual se crea un nuevo establecimiento de edueación (un Liceo na- 
cional en Bogotá) {D, O, 8,252). 

Ley 69 de 21 de Noviembre de 1890 
que crea un taller modelo en la capital de la Bepública para ensefíanzai 
de herrería, fundición de metales, mecánica práctica y calderería [D. O. 

8,255]. 

Ley 71 de 22 de Noviembre de 1890 
por la cual se crea la Academia de Medicina nacional {D. O. 8^55). 
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LEYES SUST&NTIY&S DE 



(ISOO) 



EESOLÜOIONÉS EJECUTIVAS 

(r>e l^^O ^ l^OO) 

Al imprimir el capítulo XVI ele la primera parte» que trata áe las 
leyes de minas, nos pareció que sería conveniente, tanto para dar más 
importancia de actualidad á este libro, como para indicar una de las 
fuentes á que debe ocurrirse para comprender las dispoaiciones legales, 
hacer un resumen de las resoluciones que el Gobierno ha dictado respec- 
to de las leyes civiles, comerciales, de minas y penales. Ese resumen do- 
be ir á continuación del capitulo respectivo; pero como sólo pudimos 
preparar oportunamente el i-elativo al XVI citado, y como los capítulos so- 
bre leyes civiles y comerciales yá estaban impresos, las otras i-esoluoiones 
las damos á continuación indicando el capítulo á que se refieren. Adver- 
timos que los capítulos que citamos son de la Parte primera; que yá 
muchas de las resoluciones, especialmente las relativas á derechos de re- 
gistro, no tienen aplicación debido á las lejes de 1890, que examinare- 
mos más adelante; y que extractamos las publicadas hasta el número 
8,274 del Diario Oficial, correspondiente al 18 de Diciembre de 1890* 



0APITUI.0 II 

indígenas 

I. El Ministro de Gobierno resolvió (D. O. número 7,166 de 11 de 
Septiembre de 1887) que en lo relativo á resguardos no hay disposición 
especial que rija; y que en el particular pueden aplicarse las reglas del 
Código Civil sobre comunidad de bienes, relacionadas con el capítulo 4?, 
del titulo 9 del libro segundo del Código Judicial, y lo estatuido en el 
artículo 224 de la ley 57 de 1887. (1) 

II. El mismo Ministro aprobó esta resolución {D, O. número 7,418, 
de lo de Junio de 1888): '*Las parcialidades de indígenas se hallan so- 
metidas á las disposiciones civiles que rigen para todos los ciudadanos; 
están comprendidas en las leyes nacionales vigentes; los Cabildos de in- 
dígenas no son legales y no ejercen jurisdicción alguna; y los empleados 
del orden administrativo son incompetentes para conocer en instancia 
alguna de los asuntos que versen entre indígenas, excepto en aquellos 
casos á que se refiere el Decreto número 57 de 1887 'sobre policía rural 
(del Departamento del Cauca). (1) 

III. Del mismo Ministro de Gobierno es esta resolución [D. O, nú- 
mero 7,813, de 17 de Junio de 1889]: '^Es evidente que los Cabildos de 
indígenas no tienen carácter legal conforme á las actuales instituciones, 
ni ejercen jurisdicción para podérseles conceder personería jurídica; pe- 
ro si pueden nombrar quién los represente en la gestión de sus negocios 
ante las autoridades ó corporaciones." (1) 

!■ ■ I ■ ■« « III I ■ I ■■ ■ T 11 I ■ I I 1 I ■ ■ ■ I ■ » i ' , 

(1) Los Cabildos de iadígenas existen hoy en virtud de la ley 89 de 1390, de la 
cual hablaremos después, y los indígenas, en ciertos casos, no están sometidos á la 
Legislación general de la Kepiíblica, según ésa misma ley. 



OAPITULO Y 

LEYES CIVILES 

Aquí indicaremos sólo una resolución ejecutiva que no trata de asun- 
tos civiles como el matrimonio y el notariado, pues las que se reiSeren 
á éstos se Terán en el capítulo correspondiente. 

El Ministro de Gobierno resolvió (D, O, número 7,245, de 29 de No- 
viembre de 1887): "Según el artículo 1,080 del Código Civil,lo que cons- 
tituye esencialmente el testamento cerrado es el acto en que el testador 
presenta, en persona, al Notario y á los testigos dicho instrumento. En 
el Protocolo notarial debe, por tanto, extenderse, en los casos de que se 
trata, una diligencia en que conste con la debida claridad: 1.*" Que el tes- 
tador declaró personal y solemnemente, ante el Notario y los testigos, 
que el pliego que presentaba contenía su testamento, firmado por él; 2.** 
Que tal declaratoria fue hecha de un modo claro 6 inequívoco, sea de vi- 
va voz, sea de la manera preceptuada en el articulo 1,081 del Código ci- 
tado, según el caso; 3." Que dicho pliego estaba ó fue cerrado exterior- 
mente, de forma que no se puede extraer el testamento sin romper la cu- 
bierta ; y 4.° Que en la misma cubierta se puso la nota de que trata el 
aparte cuarto del citado artículo 1,080, la cual se inserta textualmente.'^ 

[1] 



CAPITULO TI 
MATRIMONIO 

I. Según la resolución del Ministro de Gobierno (Z>. O. número 
7,200, do 15 de Octubre de 1887) los matrimonios que se celebren ante 
Juez pueden verificarse fuera de la oficina del Juzgado. 

II. El Ministro de Gobierno aprobó una resolución del Gobernador 
de Bolívar (D. O. 7,234, de 18 de Noviembre de 1887]) en que se indica 
de qué formalidades puede prescindirse en la celebración del matrimonio 
civil cuando uno de los contrayentes, ó am.bo8, estuvieren en inminente 
peligro de muerte. 

III. En 1888 resolvió el Ministro de Gobierno qué empleado civil es 
el que debe presenciar el matrimonio católico. Véase la nota primera de 
la pág. 102. (2) 

fV. La resolución del Ministro de Gobierno complementaria de las 
dos que indica el número precedente, establece preceptos relativos á^ la 
celebración de los matrimonios católicos, en cuanto á la intervención 

aue en éstos tienen los funcionarios civiles (D. O. 7,501, de 28 de Agosto 
1888). 

V. Según resolución aprobada por el Ministro de Gobierno (2>. O. 
7,901, de 19 de Octubre de 1889) los matrimonios católicos que se cele- 



pl Véase el artículo 11 de la ley 95 de 1890. 
[2] Véase el artículo 2> de la ley 95 de 1890. 
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?3ren de conformidad con las disposiciones del Concilio de Trcnto, surten 
tcfectos civiles aun cuando no los haya presenciado el funcionario civil, 
.el cuíil debe intorveuir en el matrimonio eclesiástico para los efectos do 
la inscripción. Véase además la resolución publicada en el número 8,011 
del D. O, de 22 de Marzo de 1890. 

VI. Para los católicos es obli^^atoria la celebración del matrimonio 
de acuerdo con los ritos de la Iglesia, para qae produzca efectos civiles y 
«ea válido, ses^ún resolución del Ministro de Gobierno [D. O. IJlb de 2 
de Mayo de 1889). 

VIL El Sr. Ministro de Gobierno resolvió {D. O. 7,869 de 2 de Sep- 
tiembre de 1889) ''que todo matrimonio en que alguno de ios contrajen- 
¿tes sea católico^ debe celebrarse únicamente por ante la respectiva auto- 
ridad eclesiástica." 

VIII. El mismo Ministro declaró {D, 0. 7,257,de20 de Diciembre de 
1887) que el Gobierno no podía decidir, según el artículo 10 de la ley 46 
de 1887, si una mujer casada católica,mas no civilmente, podía enajenar 
;ó hipotecar libremente sus bienes inmuebles en conformidad con el inciso 
-del artículo 19 de la ley 57 de 1887. 



CAPITULO XII 
ínteres. QUITA. ESPERA 

I. El Secretario del Tesoro resolvió con fecha 25 de Mayo de 1886 : 
•"Los pagarés otorgados á favor del Banco Internacional, fundado en 11 
de Noviembre de 1885 [en Bogotá], después de terminada la guerra, no 
quedan comprendidos en el interregno legal señalado en el artículo 1.^ 
del Decreto número 254 citado [de 26 de Abril de 1886 1, por cuanto so- 
bre dichos pagarés no milita la razón de fuerza mayor ni de caso fortui- 
to.'' (D. O. 6,687, de 27 de Mayo de 1886). 

II. El mismo Secretario dictó esta resolución el 5 de Junio de 1886: 
**Los pagarés y obligaciones públicos y privados, otorgados desde el 18 
ide Diciembre de 1884 en adelante, no están comprendidos en las disposi 
anones del Decreto ejecutivo de 26 de Abril último, sobre pago de obli- 
gaciones públicas y privadas, como que los contratantes procedieron con 
-conocimiento de la situación del país, y no podían, por tanto, alegar la 
íuerza mayor ni el caso fortuito que los ampara según la Legislación ci- 
vir (D. O. 6,698 de 9 de Junio de 1886). 

III. El Ministro del Tesoro resolvió con fecha 3 de Marzo de 1887: 
^*Las obligOioiones cuyo plazo se venció antes del 18 de Diciembre de 
1884, pero que no fueron pagadas hasta aquella fecha, están comprendi- 
•das en la disposición del artículo 2.** del Decreto número 254, de 26 de 
Abril de 1886, para el efecto de la liquidación de intereses, los cuales no 
podrán liquidarse sino al 6 por ciento anual en el tiempo comprendido 
del 18 de Diciembre de 1884 al 26 de Abril do 1886" (2). O. 6,972, de 4 
do Marzo de 1887). 



OAPITTJLO XIII 

escribanías, notariado, registro 

Cuando no indiquemos el orv^sm de las resGluciones que pasamos á 
mencionar, son del Minisleiio de (íobierno. 

I. Los Notarios (Z). O. 7,932-7,933 de 1? de Diciembre de 1889) sólo 
])or Cíins:; del servicio y durante vointiciiatro horas, pueden separarse de 
í:i Cíjbecera del Circuito. 

II. El período {/). O. 7,207, de 4 de Enero de 1888) de vigencia del 
Protocolo es el de un año común, lo que significii que la numeración d© 
los instrumentos debe c^^raenzar el 1.* de Enero y tsrminjir el 31 de Di- 
ciembre de cada año; pero cuando lo abultado del Protocolo lo exija, 
pueden formarse varios tomos, sin interrumpir la numeración de los ins- 
trumentos (artículo 2,572 del Código Civil]. 

Antes [/A O, 7,132 de 9 de Agosto de 1887] se había resnelto que 
aunque al comienzo de cada año común se abría nuevo Protocolo, la nu- 
meración principiaba con la vigencia del papel. De acuerdo con la reso- 
lución publicada en el número"7,284 del D. O. de 28 de Enero de 1888, 
la numeración de los instrumentos otorgados ante Notario, se refiere al 
período que comprende la duración del Protocolo, y nó á la vigencia del 
])apel sellado. 

III. *'Cuando [D. O. 7,381, de 10 de Marzo de 1888] se haga la 
cancelación de una escritura en una Notaría distinta de la en que está 
k matriz de la escritura de hipoteca, el Notario que haga la cancelación 
expedirá un certificado que se protocolizará por el Notario que tenga en 
su archivo la escritura de imposición, y pondrá la respectiva nota de 
cancelación; y verificada así ésta, expedirá un certificado para que haga 
la desanotación el respectivo Registrador." 

IV. Los instrumentos públicos que pasan ante los Notarios deben fir- 
marse el mismo día en que se otorgan [Z>. O. 7,763-7,764, de 14 de Abril 
de 1889]. 

V. Para la práctica del inventario solemne el Notario debe concu- 
rrir al acto del avalúo de los bienes. Por cualesquiera certificaciones que 
den, no cobrarán sino los 40 centavos de que habla el artículo 2,624 del 
Código Civil (D. O. 7,400, de 30 de Mayo de 1888). 

VI. Acerca de las funciones que los Secretarios municipales pueden 
ejercer como Notarios, véanse las resoluciones publicadas en estos núme- 
ros del D. O. : 7,225, de 9 de Noviembre de 1887; 7,344, de 1 1 de Abril 
de 1888; 7,513, de 8 de Septiembre de 1888; 7,905, de 24 de Octubre de 
1889; (1) y 8,002-8,003, de O de Marzo de 1890. Téngase presente el artí- 
culo 5.* de la lev 100 do 1888. 

» 

VII. La prohibición del artículo 2,556 del Código Civil comprende 
á los {Secretarios municipales en su carácter do Notarios [D. O. 7,588- 
7,589, de 11 de Noviembre de 1888]. [2] 

VIII. La ley 34 de 1887 abrogó todas las de los extinguidos Estados 
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11 Esta se insertó en la nota 1? de la pág. 149. 
2] Véase el artículo 40 de la ley 95 de 1890. 
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conexionadas con el impuesto de registro [D. O. 7,085 de 24 de Junio de 

1887]. [IJ 

ÍX. Por la protocolización de los actos de matrimonio debe pagarse 
derecho do registro [D. O, 7,207, de 22 de Octubre de 1887]. 

X. '*La graduación del valor de los documentos, por parte de los in- 
teresados, no tiene lugar sino en los casoa eu que no pueda fijarse la 
cuantía. Una vez determinada ésta, sea por lo que reza el documento, 
sea por lo que resulte do autos, el impuesto debe aforarse con arreglo al 
artículo 4.» déla ley 34 del año en curso'' (1887) [D. O, 7,197, de 12 de 
Octubre de 1887J. [2] 

XI. "Por toda nueva inscripción en los libros do registro que sea so- 
licitada por los interesados, deberá pagarse el derecho correspondiente." 
Para la cancelación de la nota de registro del embargo de una finca, el 
Kegistrador debe solicitar del Juez que indique la cuantía, y en relación 
oon ésta y nó con el avalúo de la finca, debe cobrarse el derecho estable- 
cido en el inciso 2P del artículo 4.", Ley 34 de 1887 [D. O. 7,544, de 5 de 
Octubre de 1888]. Esta resolución se revocó por la que se encuentra eu 
el numero 7,080-7,681 del D. O, de 27 de Enero de 1889,*que señala los 
derechos que puede cobrar el Registrador en ciertos casos. [3] La protoco- 
lización del certificado sobre cancelación de una escritura otorgada en No- 
taría distinta de aquélla en que se verifica la cancelación, debe pagar de- 
recho de registro de conformidad con el inciso 1.* del artículo 4 de la ley 
34 de 1887. Al interesado y no á otra persona puede el Notario dar tan- 
tas copias de dicha protocolización cuantas pidiere [D, O. 7,580-7,581 de 
4 de Noviembre de 1888]. 

XII. Sólo se deben derechos de registro por las sentencias definiti- 
vas v no por las interlocutorias (D, O. 7,254, de 16 de Diciembre de 
18871. (4) 

XIII. Los títulos relativos á minas, tierras baldías, certificados ile 
impuestos complementarios sobre censos, traslación de una finca nacio- 
nal á particulares, ó viceversa, es conveniente registrarlos tanto en el li- 
bro principal como en el duplicado [D, O. 7,680-7,681, de 27 de Enero 
de 1889]. 

XIV. Los testamentos de toda clase deben inscribirse en el libro de 
registro número 2.°, y cuando sirvan de título traslaticio de dominio de 
inmuebles, además en el libro número 1." [D, O. 7,777-7,778, do 5 de 
Mayo de 1889]. El libro en que debe extenderse el registro de documen- 
tos privados protocolizados que se refieren á bienes inmuebles, es el libro 
número 2.* [D. O. 7,946, de 21 de Diciembre de 1889]. 

XV. *'1P Las diligencias de remate de bienes raíces se registrarán 
después de aprobadas por el respectivo Juez, quien pasará, al efecto, el 
expediente al Registrador de instrumentos públicos y privados ; 2P El 
pago del derecho de registro se comprobará ante el empleado que debe 
efectuar el registro, anotar la diligencia original y recoger la boleta; 3.** 
Los autos aprobatorios de los remates de inmuebles no son sentencias 
definitivas, razón por la cual no están sujetos á la formalidad del regis- 
tro; 4." La protocolización de las diligencias de remate que hayan sido 

1] Dicka ley 84 ha sido derograda por la ley 39 de 1890. 

'2) Véase el artículo li de la ley 39 de 1890. 

31 Véase el artículo 5? de la ley 39 de 1890. 

'4j Véase el número 3.«», artículo 4?, ley 39 de 1890, 
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registradas oportunamente, no causaiíi derecho de registro; y así se ha- 
rá constar en la respectiva escritura; y 5." En lo que respocta á los ins- 
trumentos en que tenga interós el Fisco nacioníií, debe estar<^e, única- 
mente, al artículo 8." de la ley 34 supracitada" (de 1887) {D. O, 7,145, de 
22 de Agosto do 1887). 

XVI. Pasados 20 días del otorgamiento de una escritura de hipoteca, 
no debe registrarse (D.O 7,233,de IT de Noviembre de 1867). El registro 
de escrituras constitutivas de liipoteca, sólo puede veriíicarse dentro del 
término fatal de 20 días. Por lo mismo, no le son aplicables los artículos 
2.° y 3." de la ley 34 de 1837 {D. O. 7,592, de J4 de Noviembre de 1888). 
En el término para el registro do las escrituras otorgadas en el extranje- 
ro, no debe computarse el de la distancia, calculada por los itinerarios 
de los correos (/>. O. 7,732-7,733, de 17 de Marzo de 1889). En el tér- 
mino que señala la ley para el registro no se computan los días de la dis- 
tancia, siempre que la inscripción respectiva deba hacerse en el libro 
primero de registro {D, O. 7,887-7,888, de 29 de Septiembre de 1889). 
En los veinte días señalados por la ley ])ara hacer el registro,se compren- 
den los feriados y de vacantes (D. O. 7,776, de 4 de Mayo de 1889). [1) 

XVII. Las hipotecas constituidas en escritura de compraventa, cau- 
san el derecho de registro de que trata el inciso 1.** del artículo 4.** d^e la 
ley 34 de 1887. Las escrituras y documentos cuyo valor no alcance á 100 
pesos, pagarán el derecho de registro proporcional mente [Z). O. 7,104, 
de 13 de Julio de 1887]. f2J 

XV^III. El registro de un instrumento verificado después de venci- 
dos los veinte días respectivos, no puede hacerse si no se paga el dere- 
cho doble. Si se trata de hipotecas no debe hacerse en ningún caso \D. 
O. 7,^33, de 17 de Noviembre de 1887J. El derecho doble equivale á otro 
tanto del primitivamente señalado, y es al Registrador á quien debe 
comprobársele que se satisfizo \B. O, 7,284, de 38 de Enero de 1888]. 
Véase además la resolución publicada en el número 7,552 del JD. O. de 
12 de Octubre de 1888. Por el registro de sentencias definitivas dictadas 
antes de la ley 34 de 1887, debe pagarse el derecho doble de acuerdo 
con la ley fiscal que regía cuando ellas se dictaron (D. O, 7,750, de 30 
de Marzo de 1889). Los documentos otorgados antes de dicha ley 34, de- 
ben pagar el derecho doble, si el registro no se ha hecho en los términos 
de esa ley, los cuales para tales documentos han debido empezar á con- 
tarse desde la vigencia de ésta {D, O. 7,192, de 7 de Octubre de 1887 y 
J). O. 7,732-7,733, de 17 do Marzo de 1889). Si el registro no ee hace 
oportnn amenté, porque no exista ó no funcione el respectivo Registra- 
dor, no se deben los derechos dobles (D. O. 7,984, de 11 do Febrero de 
1890). [3] Véase la resolución n.« XXXIL 

XIX. Cuando en las escrituras de protesta no se expreso el valor de 
ésta, se pagará por derecho de registro la cuota que señala el inciso 10, 
artículo 4.% ley 34 de 1887. Las escrituras de reconocimiento de hijos na- 
turales pagan esa misma cuota (Z>. O. 7,686, de I.*" de Febrero de 1889). 
Para registrar las sentencias de adjudicación de capellanías, el interesa- 
do puede señalar la cuantía para jiagar el impuesto respectivo {D. O. 
— ' ' ■ - - I ._ 

;il Véanse los artículos 3.* y 4.» de la ley 89 de 1890. 

'3j Véanse los números 1.° y o, artículo 4? ley 89 de 1890. 

3J Véanse los artículos 2.'^, 3.° y 10 de la ley 39 de 1890. 
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7,900, de 17 de Octubre de 1889). Por las escrituras de cancelación ea 
-que tienen interés la Nación, los Departamentos &.*, no se deben dere- 
chos de registro (D. O. 7,920, de 18 de Noviembre de 1889). Se debe el 
tJerecho de registro cuando el título procede de un remate público, aun- 
•que la cosa rematada sea de una d^ las entidades á quienes la ley exime 
del pago de derechos {B. O, 7,926, de 23 de Noviembre de 1889). Las 
«entencias de las autoridades eclesiásticas están sujetas al registro (i>. 
O. 7,864, de 28 de Agosto de 1889). (1) 

XX. Las hijuelas de adjudicación no deben derechos de registro (D. 
C 7,325, de 19 de Marzo de 1888). Contrarias á esta resolución, son las 
posterioi^es que tratan de las cartillas de hijuela. Como éstas traspasan 
•el dominio de bienes, debea registrarse pagando el derecho establecido 
-en el ordinal 2?, artículo 4.% d« ia ley 34 de 1887 (JD. O. 7,385, de 17 de 
Mayo de 1888). Esta resolución fue confirmada por otras publicadas en 
estos números del Diario Oficial: 7,492, de 20 de Agosto de 1888j 7,580- 
7,581, de 4 de Noviembre de 1888; 7,790, de 23 de Mayo de 1889; 7,795, 
de 30 de Mayo de 1889 ; y 7,867-7,868, de 1.* de Septiembre de 1889. 
Los 20 días de térmmo paru el registro de cada cartilla de hijuela, se 
empezarán á contar desde la fecha en que haya sido protocolizada la res- 
pectiva causa de sucesión. (2>. O, 7,795, de 30 de Mayo de 1889). Antes 
«de registrarse ia partición general de los bienes de una sucesión, no pue- 
■den registrarse las cartillas de hijuela {B. O. 8,142-8,143, de 3 de Agos- 
to de ia90). [2] 

^XI. Las sentencias de pai-tición en juicios moituorios, están suje- 
tas al pago de derechos de registro (I>. O, 7,083, de 22 de Junio de 
1887). No debe cobrarse ningún derecho do registro por las sentencias 
en que se declare á alguno heredero en conformidad con el artículo 100 
^e la ley 153 de 1887 (D. O. 7,254, de 16 de Diciembre de 1887). Por el 
•derecho do registro de la protocolizadón de los juicios de sucesión, no 
debe exigirse suma mayor de 2 pesos, que es la deteroiinada por ol ordi- 
nal 10 del artículo 4.« de la ley 34 de 1887 (D, O. 7,835-7,836, de 14 de 
■Julio de 1889). El registro del decreto que da la posesión efectiva de los 
bienes de una sucesión, no causa derechos {D. O. 7,410, de 8 de Junio de 
1888). Cuando se solicite la protocolización de los inventarios y parti- 
ción de bienes de una sucesión separadamente, se debe ei derecho de re- 
gistro establecido en el inciso 10 del artículo 4.'' de la ley 34 de 1887 (2>« 
'O. 7,461, de 24 de Julio de 1888). La protocolización de un juicio de su- 
-cesión comprende la de la cueuta de división y partición (D. O, 7,856, 
♦de 17 de Agosto de 1889). Los testamentos abiertos otorgados ante No- 
tario antes de la ley 34 de 1887, causan 4 pesos por derecho de registro, 
■si se registran dentro de 20 días contados de la fecha del fallecimiento 
<lél testador; si después, derechos dobles. Para los testamentos cerrados, 
lo mismo que para los otorgados ante testigos, los 20 días comienzan á 
contarse desde la fecha del auto ejecutoriado que ordene su protocoliza- 
-ción (Z>. O. 7,790, de 23 de Mayo de 1889). {3J 

XXII. El pago del derecho de registro por el otorgamiento de una 
escritura, debe veriñcarse en la oficina de Hacienda del lugar de la resi- 
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11 Véanse loa artículos 4.«, número 8, 5? y 12 de la ley 89 de 1890. 

2] Véase el artículo 4.°, número 7.», ley 89 de 1890. 

8] Véanse los artículos 3.o, 3.^ y 4,°, número 7, ley 39 de 1890. 
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dencia del Notario {D. O. 7,058, de 29 de Mayo de 1887). Pagado el dere- 
cho de registro en la oficina correspondiente de un Departamento, no 
debe exigirse de nuevo en otro (D. O. 7,809, de 14 do Junio de 1880). [Ij. 

XXIII. Los Registrad oros no puoden ejercer &us funciones en el re- 
gistro de instrumentos en que estén «1 i rectamente interesados (2>. O. 
7,258, de 20 de Diciembre de 1887]. Acerca de este ])nnto véase la reso- 
lución publicada en el número 7,813, del D. O. de 17 do Junio do 1889, 
que no deroga lo indicado. [2| 

XXIV. Acerca de los dereclios í^ue los Registradores pueden exigir 
en pago de sus servicios véanse las resoluciones publicadas en estos nú- 
meros del D. O.: 7,680-7,681, do 27 de Enero de 1889: 7,709, de 21 do 
Febrero de 1889; 7,860, de 22 de Agosto de 1889; v 7,924, de 19 do No- 
viembre de 1889. [8] 

XXV. En los contratos de compraventa los derechos fiscales ó de re- 
gistro los pagarán los vendedores ; ios demás gastos de la escritura, por 
mitad entre el comprador y el vendedor; y los del Registrador, por el que 
presente la copia de la escritura para que sea registrada {D. O, 8,002- 
8,003, de 9 do Marzo de 1890). [4] 

XXVI. Según resolución aprobada por el Ministerio de Hacienda 
[D. O. 8,006, de 15 de Marzo de 1890], pueden los Notarios extender es- 
crituras en papel habilitado sin estampillas en los casos de la ley. 

XXVII. En resolución del Ministerio de Hacienda [D, O. 8,009, de 
18 de ^.larzo do 1890], se dispuso que los contratos celebrados con el Go- 
bierno por valor de 100 pesos ó do menos, no están comprendidos en el 
artículo 6.** de la ley 110, de 1888; que para el caso del papel sellado los 
contratos de arrendamiento no deben computarse por el valor de cada 
mensualidad, sino por el total rpíntjvo á todo el tiempo á que se refieran 
los documentos respectivos: y que ci.rjnlo haya necesidad de extender 
dos ó más ejemplares de un mismo contrato, deben ponerse todos en el 
papel sellado correspondiente. 

XXVIII. Por las escrituras otorgadas en el extranjero hay que satis- 
facer los derechos fiscales de registro antes de registrarlas (2>. O. 8,010, 
de 20 de Mar¡?ío de 1890). [5J 

XXIX.Tja cancelación de registro de embargo ó de demanda, pue- 
de decretarla el Juez á pedimento de acreedor y deudor ó de demandan- 
te y demandado [D. O, 8,010, de 20 de Marzo de 1890]. 

XXX. Las cartillas de hijuela deben registrarse [JJ. O. 8,012-8,013, 
de 23 de Marzo de 1890] en el libro que manda llevar el artículo 38 de la 
ley 57 de 1887, y como son documentos traslaticios del dominio, en los 
libros 1.^ y 2.^, ó en ambos, según el (jaso. 

XXXÍ. Las escrituras de hipoteca otorgadas en país extranjero [D. 
O, -8,024, da 12 de Abrd de 1890], no pueden registrarse pasados los 20 
días, fatides que el Código Civil concede para practicar esta diligencia, 
contados desdo la fecha de la escritura respectiva. Véase la nota 3, pág. 
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Véase el artículo 17, ley 39 de 1890. 
Véase el artículo 38 de la ley 95 de 1890. 
Véase el artículo 37 de la ley 95 de 1890. 
Véase el artículo 14 de la ley 89 de 1890. 
Véase el artículo 6." de la ley 39 de 1890. 
Véanse los articulas 29 y 3.°, ley 39 de 1890. 
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XXXII. El derecho de registro doble debe pagarse al tenor de la 
Legislación vigente al tiempo de hacerse la inscripción ó registro [/>. O. 
8,024, de 12 de Abril de 1890J. Véase la resolución anterior numero 

xYiii ni 

XXaIII. El registro de instrumentos privados debe ser firmado por 
los otorgantes ó herederos [D. O, 8,027, de 14 de Abril de 1890]. 

XXXIV. El amparo de pobreza no exime de los derechos de regis- 
tro establecidos en la ley 34 de 1887 (D, O. 8,028, de 15 de Abril de 
1890). 

XXXV. Las escrituras de permuta de bienes inmuebles están com- 
rendidas, para el pago del derecho de registro, on el caso 1." del artícn- 
o 4.0 de la ley 34 de 1887 [D, a 8,036, de 22 de Abril de 1890]. Cuan- 
do en una escritura de compraventa se constituye hipoteca, se deben de- 
rechos por ésta y por la compra. [2] 

XXXVI. liOs actos de donación de bienes hereditarios están sujetos 
al pago de los derechos de registro [D, O, 8,041-8,042, de 27 dé Abril 
de 1890). Las escrituras de cesión de derechos en una sucesión, por cual- 
quier título, y por cantidad determinada, y las cesiones de derechos de 
todas clases, litigiosos ó nó, son contratos que están sujetos al pago de 
40 centavos por cada 100 pesos del valor de las transferencias conforme 
al punto l.^ artículo 4.« de la ley 34 de 1887 (D, O. 8,183-8,184, de 21 
de Septiembre de 1890). [3] 

XXXVII. El derecho de registro exigíble por la protocolización de 
documentos sobre reparto de inmuebles, es el de dos pesos (D, O. 5,049- 
8,050, de 4 de Mayo do 1890). [4] 

XXXVIII. Los derechos de registro por el contrato de permuta, se 
computan sólo sobre el precio de la finca de más valor. Si hay que re- 
gistrar una escritura en más de un Circuito, y para verificar la inscrip- 
ción en uno de ellos, se deja transcurrrir el término legal, deben pagar- 
se derechos dobles (D. O, 8,056, de 10 de Mayo de 1890). Cuando una 
escritura deba registrarse en dos Circuitos, no se considera perfecto el 
acto con la inscripción en uno de ellos (Z>. O. 8,057-8,058, de 11 de Ma- 
yo de 1890). [5] 

XXXIX. El térmico para registrar las sentencias definitivas se 
cuenta desde que ellas quedan ejecutoriadas por ministerio de la ley (2>. 
O. 8,064, de 17 de Mayo de 1890). [6J 

XL. Si en un instrumento público distintas personas conceden po- 
deres diferentes, el derecho de registro debe pagarse por cada uno de és- 
tos (2>. O. 8,142-8,143, de 3 de Agosto de 1890.) [7] 

XLI. El derecho de registro por escrituras que se extiendan especi- 
ficando moneda extranjera, deberá pagarse haciendo el cómputo á la mo- 
neda nacional (2>. O. 8,170, de 4 de Septiembre de 1890). 



1890. 



11 Véase el artículo 10, ley 39 de 1890. 

"i Véase el número 5, artículo 4? y el artículo 8 de la ley 39 de 1890, 
ij Véase el artículo 4. o, númeio IV de la ley 39 de 1890. 

Véase el número 11, artículo 4? de la ley 39 de 1890. 

Véanse los artículos 8.<>, 8.» y 17 de la ley 89 de 1890. 

Véase el inciso 89 del articulo 2» de la ley 89 de 1890. 
'7l Véanse el número 4.», artículo 4?, ley 39 de 1890 y el artículo 41, ley 95 d« 
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XLII. Guando se presente á un Eegistrador la causa mortuoria de 
los bienes de una sucesión^ de los cuales hacen parte algunos yá embar- 
gados, no debe registrar la sentencia que aprobó la partición, mientra» 
no se levante el embargo (2>. O. 8,176, de 11 de Septiembre de 1890)* 
Esta resolución fue revocada declarándose que las sentencias aprobato- 
rias de particiones no están comprendidas en la prohibición que estable- 
ce el artículo 43 de la ley 57 de 1887 (D. O. 8,205, de 10 de Octubre de 

1890). rií 

XLllI. No es precisa la certificación previa del Registrador sobre 
ue una finca no está embargada para qae el Notario extienda eseritur& 
D. O. 8,186, de 23 de Septiembre de 1890), 

XLÍV. Sobre legalidad de escrituras otorgadas ante los Seeretarios 
municipales, puede verse la resolución del Ministro de Gobierno publica^ 
da en el número 8,212 del Diario Oficial, de 18 de Octubre de 1890, re- 
solución en Que se dispuso que era al Poder Judieisd á quien correspon* 
día decidir el punto en cada caso particular. 

XLV. Olvidábamos estas resoluciones. El Código Civil nacional no- 
permite el nombramiento de Notarios interinos (/>. O. 7,166, de 11 de 
Septiembre de 1887). Esto lo permite hoy el artículo 181 de la ley 149 de 
1888. [2] El Notario es quien debe pedir el comprobante de estar pagóse 
los derechos fiscales de registro correspondientes (2>. O, 7,325, de 19 de^ 
Marzo de 1888). Mientras no se le presente dicho comprobante, no- de«< 
be prestar su oficio (D. O. 7,190, de 5 de Octubre de 1887. [3]. 
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CAPITULO xnr 

EXPROPIACIÓN 

La resolución respecto de la ley que rige en la República dei^ufe 
de 1886 sotre expropiación, se insertó en la página 167. [4] 



CAPITULO XV 

LETES COMERCIALES 

En este capítulo prescindimos de examinar cierta clase de leyes^ 
que aunque correspondientes á las comerciales, nos pareció que tenían 



Véase el artículo 42 de la ley 95 de 1890. 
Véanse los artículos 31 y Z% de la ley 95 de 1890. 
3] Véase el artículo 16 de la ley 39 de 1890. 

(4) El Congreso de 1890 ha expedido la ley 50 de 18 de Noviembre "sobre emro^ 
placiones por causa de utilidad publica ". 
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poca importancia al tratarse del Derecho de Comercio de una manera 
general: tales son las relativas á Bancos, á Aduanas y las que prohiben 
el comercio con ciertas costas de la Kepública, ó la importación de cier- 
tos artículos. Sin embargo, como todas estas leyes las mencionamos en la 
página 218, creemos conveniente indicar algunos Decretos y resolucio- 
nes relacionados con ellas. 

I. Decreto número 1,104, de 8 de Enero de 1885, por el cual se ole- 
va á dos millones de pesos la emisión de billetes del Banco nacional y se 
hacen ciertas concesiones (á Bancos particulares y á los particulares) {JD. 

O. 6,279, de 8 de Enero de 1885). 

II. Decreto número 1,105, de 9 de Enero de 1885, por el cual se de- 
roga el artículo 5." del Decreto anterior. (Este artículo permitía á los 
particulares pagar hasta un 50 por ciento de lo que debían á los Bancos 
de Bogotá, en billetes del Banco nacional) {D. O, 6,281, de 10 de Enero 
de 1885). 

III. Decreto número 260, de 24 de Marzo da 1885, sobre arbitrios 
fiscales {D. O. 6,343, de 24 de Marzo de 1885). 

IV. Decreto número 610, de 14 de Septiembre de 1885, sobr« bille- 
tes del Banco nacional (D. O, 6,470, de 16 de Septiembre de 1885). 

V. Decreto número 829, de 4 de Diciembre de 1885, por el cual se 
dispone una emisión de billetes de á $ 1 (D, O, 6,533, de 5 de Diciembre 
de 1885). 

VI. Decreto número 886, de 24 de Diciembre de 1885, por el cual se 
regulariza la circulación de los billetes del Banco nacional (D, O, 6,548, 
de 24 de Diciembre de 1885). 

VII. Decreto número 104, de 19 de Febrero de 1886, por el cual sé 
establece la unidad monetaria y moneda de cuenta de la República (i>. 
O. 6,601, de 19 de Febrero de 1886). 

Vin. Decreto número 448, de 2 de Agosto de 1886, sobre equiva- 
lencia de los billetes del Banco nacional [3, O. 6,754, de 2 de Agosto de 
1886], 

IX. El Ministro del Tesoro resolvió: ''La moneda de 0,500 es de 
forzoso recibo en todas las transacciones públicas y privadas" [D. O, 
7,656, de 4 de Enero de 1889J. 

X. El mismo Ministro resolvió : ^'La moneda de níquel continuará 
siendo de forzoso recibo en el pago de todas las rentas y contribuciones. 
En todas las transacciones particulares es obligatorio el recibo de las mo- 
nedas de níquel hasta en un 20 por 100" [D. O. 7,656, de 4 de Enero de 
1889], Véase la resolución que sigue, número XIV. 

XL Acerca de legalización de sociedades anónimas, véase la nota 1? 
de la página 170. 

XII, El Ministro del Tesoro resolvió [V. O. 7,952-7,953, de 29 de 
Diciembre de 1889]: "1.** No habiendo creado el Legislador Jueces de 
comercio, toca á los Jueces de Circuito hacer las veces de estos funcio- 
narios, á que se refiere el mencionado artículo 31 del Código del Bamo; 
y en los lugares donde no haya Jueces de Circuito despacharán los Jue- 
ces municipales. 2.** Los recaudadores del impuesto de Timbre nacional 
son los llamados á registrar los libros Mayores de los comerciantes ó de 
los establecimientos mercantiles [artículo 23 de la expresada ley 110 de 
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1888]; de coya diligencia rnmitírán los rocaadadores copia autorizada á 
Su Señoría ei Ministro del Despacho do Hacienda." [1] 

Xni. La diligencÍH de qne tratan los artículos 31 del Código do Co- 
niercio y 23 de la ley 110 de 1888, según resolución del Ministro de Ha- 
cienda, no será extendida en el libro ''Mayor" de los comerciantes, 
mientras la primera página de tal libro uo contenga las respectivas es- 
tampillas de timbre nacional [D. O. 8,067, de 19 de Mayo de 1890]. [1] 

XIV. El Ministro de Hacienda se abstuvo de resolver qué cantidad 
de níquel es de forzoso recibo en el pa^o de las deudas [D. O. 8,110, de 
27 de Junio de 1890}. Véase la resolución anterior número X. 



CAPITULO XVI 
LETES DE MINAS 

Las resoluciones sobre minas se hallan en las páginas 187 á 189t 



CAPITULO XYII 

LEYES PENALES [*] 

I. En la página 206, nota segunda, citamos el Decreto 173, de 20 dé 
Febrero de 1889, por el cual se delega una facultad á los Gobernadoreis, 
y los Acuerdos números 3.' y 5? del Consejo de Estado que establece» 
reglas de procedimiento en caso de consulta acerca de la conmutación de 
la pena de muerte. 

II. El Ministro de Gobierno aprobó esta resolución del Gobernador de 
Antioquia: "Los reos que se fuguen estando cumpliendo alguna pena por 
infracción á leyes de policía ó á disposiciones sobre fraude á las rentas pú- 
blicas, deberán ser juzgados por los Jueces ordinarios, en conformidad 
con lo estatuido en los artículos 1,969 y 1,970 del Código Judicial,, y, por 
eonsiguiente, no son competentes para conocer del delito de fuga los 
mismos funcionarios que hayan dictado la primera sentencia" [i>. O, 
&>004, de 11 de Marzo de 1890J. 

III. El Ministro de Gobierno resolvió: "Cuando un reo sea condena- 
do ár sufrir dos penas, por delitos diferentes, en causas que han sido se- 
guidas por Jueces de distinta jurisdicción, empezará el cumplimiento de 



f 11 Véase el artículo 1? de la ley 65 de 1890; 

[*J £1 Congreso de 1890 ha expedido un nuevo Código Penal para la República. 
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ellas por la más grave" [Z>. O. 7,934, de 3 de Diciembre de 1889]. 

IV. El gasto que ocasionen los reclusos condenados por loa Jueces 
municipales, es do cargo de los Distritos. Eesolucióa del Ministro deGro- 
bierno \B. O, 8,031, de 18 de Abril de 1890]. »'. 

Y. El Ministro de Gobierno resolvió [D. O. 8,120-8,121, do 6 de 
Julio de 1890] que la erogación que ocasione la exhumación y disección. ■ 

anatómica de cadáveres, se hará por cuenta del Erario de los Departa- \ 

nientos, mientras la ley no disponga otra cosa» \ 

VI. Resolución del Ministro de Gobierno [Z>. O, 8,173-^8,174, de 7 
de Septiembre de 1890], sobre la aplicación de la pena por el delito de 
amancebamiento cuando los reos se casan después de condenados. 



LEYES DE 1890 

Habiéndose demorado la impresión de este libro por cansas indepen- 
dientes de nuestra voluntad, podemos agregarle un resumea de las le- 
yes expedidas por el Congreso de 1890, en el cual seguiremos el mismo 
orden de los capítulos correspondientes á la Parte primera á que dichas 
leyes se refieren. Si del libro se hiciere una segunda edición, tanto las le- 
yes mencionadas en este Resumen, como las Resoluciones ejecutivas y las 
disposiciones omitidas por inadvertencia que indicamos al comienzo ba- 
jo el titulo de Omisiones, deben intercalarse en el lugar que les corres- 
ponde. 



CAPITULO II 

indígenas 

1890. — Ley 89 de 25 de Xoviembre "por la cnal se determina la ma- 
TiCra como deben ser gobernados los salvajes que vayan reduciéndose á 
la vida civilizada" (D. O. 8,263,^ de 8 de Diciembre de 1890). 

Esta ley comprende 42 artículos distribuidos en seis capítulos que 
tratan: el 1?, de disposiciones generales; el 2?, de la organización de los 
Cabildos de indígenas ; el 3.°, de los resguardos; el 4.% de los Protecto- 
res de indígenas; el 5.^, de la división de terrenos de resguardos, y el 6% 
de las ventas de éstos. 

Citaremos unas pocas disposiciones. 

Según el artículo 1." "la Legislación general de la Eepública no re- 
girá entre los salvajes que vayan reduciéndose á la vida civilizada por 
medio de misiones. En consecuencia, el Gobierno, de acuerdo con la au- 
toridad eclesiástica, determinará la manera como esas incipientes socie- 
dades deben ser gobernadas." En conformidad con el artículo 2.o "las 
comunidades de indígenas, reducidas yá á la vida civilizada, tampoco se 
regirán por las leyes generales do la Eepública en asuntos de resguardos. 
En tal -virtud se gobernarán por las disposiciones consignadas á conti- 
nuación." 

En todos los lugares en que se encuentre establecida una parcialidad 
de indígenas, habrá un pequeño Cabildo nombrado por éstos conforme 
á sus costumbres, el cual se renovará el 1.** de Enero de cada año (artí- 
culo d^) En cnanto al Gobierno económico de las parcialidades, las fa- 
cultades de los Cabildos serán las que les hayan transmitido sus usos y 
estatutos particulares, con tal que no se opongan á lo que previenen las 
leyes, ni violen Lis garantías de que disfrutan los miembros de la par- 
cialidad en su calidad de ciudadanos (artículo 4.") Las faltas de los indí- 
genas contra la moral, serán castigadas por el Gobernador del Cabildo 
;• -p' etivo con penas corn^coionales que no excedan de uno á dos días de 
arresto (artículo 5.") El artículo IP indica las atribuciones de los Cabil- 
dos; entre las cuales están la de distribuir, con aprobación del Alcalde 
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del Distrito, "para el efecto de elaborar entre los miembros de la comuni- 
dad las porciones de resguardos que se mantengan en común", y la do 
impedir que los indígenas vendan, arrienden ó hipotequen porción algu- 
na del resguardo. 

Cuando no se pueda averiguar cuáles son los indígenas 6 sus des- 
cendientes que tienen derecho á un resguardo, el Prefecto de la Provin- 
cia respectiva declarará que pertenece como ejidos á la población que en 
él ó á sus inmediaciones esté situada. La resolución del Prefecto requie- 
re la aprobación del Gobernador del Departamento (artículo 14). El ar- 
tículo 22 reserva para la Nación las fuentes saladas, con dos ó más gra- 
dos de saturación, que se hallen en los resguardos. 

De acuerdo con el artículo 23, los Cabildos de indígenas pueden 
nombrar apoderados que los representen ante las autoridades para pro- 
mover la nulidad de ventas ó hipotecas de las tierras del Resguardo, y en 
general en cualesquiera negociaciones en que la comunidad haya sufrido 
perjuicios de que }>ueda reclamar. Esto no obsta para que las comunida- 
des de indígenas puedan ser patrocinadas por los Fiscales de Circuito y 
de los Tribunales Superiores en ciertos asuntos (artículo 24). Los apode- 
rados y Fiscales son los Protectores de los indígenas. 

Los artículos 30 á 36 establecen los requisitos para verificar la divi- 
sión de los tórrenos de los resguardos. Mientras dure la indivisión de és- 
tos, los indígenas continuarán como hasta aquí en calidad de usufruc- 
tuarios, con sujeción á los preceptos de la ley (artículo 38). Divididos los 
terrenos, cesarán las funciones de los Cabildos de las parcialidades (artí- 
culo 39), 

Según el artículo 40, los indígenas asimilados á la condición de los 
menores de edad para el manejo de sus porciones en los resguardos, po- 
drán vender éstas observando las reglas para la enajenación de bienes 
raíces de los menores de 21 aQos. El artículo 41 encarga á los Goberna- 
dores de Departamento de dictar los reglamentos necesarios en desarro- 
llo de la lej y de llenar los vacíos de ésta sin contravenir á sus precep- 
tos. El articulo 42 deroga todas las leyes y disposiciones contrarias á Ja 
que hemos examinado. (1) 



CAPITULO V 

LEYES CIVILES 

1890. — Ley 39 de 12 de Noviembre ^'por la cual se establecen los 
derechos do registro de instrumentos públicos y privados" (D. O. 8,244, 
de 22 do Noviembre de 1890). De esta ley hablaremos on el Cap. XIll. 

Ley 95 de 2 de Diciembre ^^sobre reformas civiles" (D. O. 8,264, de 
9 de Diciembre de 1890). 

(1) La ley 84 de 11 de Noviembre de 1890 (D. O. 8,235, de 14 de Noviembre de 
1800) "por la cual se reforma la 39 de 1886" dispone que el Gobierno compre los te- 
rrenos denominados "Macas", situados en el Departamento del Caucn, y que verifi- 
cada la compra queden de facto en favor de la comunidad de indígenas de Carlosa- 
ma, haciendo parte inte^ante de sus resguardos como lo estaban antes de haber sido 
indebidamente desamortizados. La ley 34 consta de 4 artículos. Para la partición de 
comuBidades de indígenas, véase el artículo 270 de la ley 105 de 1890 ( D. O. 8396 y 
siguientes.) 
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Comprende esta lev 42 articiiios, aeere:i de h^s cuales haremos algu- 
nas i oeas obserraciones 

LL articulo 1." define la fuerza matíor ó <ríí«í^ fo^rtiñfo. 

I»5 &r:icTLlo% 2.* á 7.% ííiciu>íve, tratan ¿e £'Uiit>5 n-Iativos al ma- 
trimonio, y por lo mismo s^^n asnr.co del capí mío sígniente. 

EL artícalo S." establece cue en «ías^^ de »fue un adako se halle en es- 
tado habitual de imbecilidad ó idiotismo, de deiii».neia ó de locura furio- 
sa, áerá i^rí^ado de la administración de ¿ns bienes, aunque tenga inter- 
valos lúcidos. 

El artículo 9.^ anmenía á diez años el tiempo necesario para ad- 
Cfuírir por prescripción las 8er\'ídnmbres continuas v aparentes (artículo 
U39 de! CMiso Círil.) 

El artículo 10 adiciona los artículos 859. 9T0 y 1,993 de dicho Código. 

El artículo 11 reemplaza al 1.0S3 del CiKÍícr«>.y el 12 trata de la con- 
dición de no contraer matrimonio imnuesta al heredero ó legatario [artí- 
culo 1132 del Código]. 

J»s demá. artículos de la ley introducen reformas al libro cuarto 
del Código Civil, las cuales se reíieren al pago por consignación [artícu- 
lo 13 J: al beneficio de cotnpefencía [artículo li]; á la nulidad absolut;i [ar- 
tículo 15]: á la comunidad de bienes [artículos 1*> á 29]: y al Notariado 
y llegistro [artículos 30 á 42]. [1] 



(JAPITtXO ^^I 
MATRIMONIO 

1S90.— Lev i)b de 2 de Diciembre "sobre reformas civiles" [2>. O. 
8,264, de 9 de 'Diciembre de 1800]. 

Los artículos 2." á 7.° de esta le\' se refieren, según hemos dicho, á 
])Unt'^>í relacionados con el matrimonio. 

En virm j del articulo á.^ son los Xsirtarios ó Secretarios municipa- 
les los empleados que deben registrar los matrimonios católicos. Por lo 
mismo, las resoluciones del Ministro de Gobierno que mencionamos en 
la nota 1.' de la página 102, están anuladas, no obstante que disponen 
JO mismo que dicho artículo 2.° 

* ■ - . - — 

[1] La ley 37 de 13 de Nonembre de JS90 "por la cual se autoriza el estableci- 
mícnio de uu Monte de Kedad y se concede un auxilio" (D. O. 8,240, de 18 de í«io- 
víembre de 1890) reconoce al Monte de Piedad [artículo 3.°] la facultad de proceder 
al remate de las prendas que se le depositen sin observar lo dispuesto en los artículos 
2,422 y 2,425 del Código Civil. 

La ley 89 de 1890 contiene algunas disposiciones relativas á materia propiamente 
vÁvW. Loa artículos IV y 2? ordenan que la Legislación general de la República uo re- 
írírá t'Utre los indígenas en ciertos casos. El artículo 33 dispone que el partidor de 
jtesguardos observe eu su procedimiento las reglas del Código Civil para las divisio- 
ne« comunes. De acuerdo con el artículo 40 las porciones que á los indígenas corres- 
¡KJDdan en los resguardos, se venderán observando las reglas prescritas para la venta 
de bienes raíces de los menores de 21 años. 
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El artículo 3.° autoriza á los Jueces para dictar, á petición de la mu- 
jer, las medidas provisionales que esfciine convenientes para que el mari- 
do, como administrador de los bient-s de la mujer, no causo perjuicio á 
ésta en dichos bienes,ni en lo que le corresponda en los gananciales de la 
sociedad conyugal. 

Se relacionan con el divorcio los artículos 4.*' y 5." El 4." dispone 
que en las causas do divorcio de matrimonio católico corresponde á los 
Jueces de Cncuito de la residencia de la mujer ó de la vecindad del mari- 
do, á prevención, adoptar las providencias de que tratan los artículos 
157 y 158 del Código Civil. Según el artículo 5.% en caso de divorcio por 
adulterio, el marido ]>uede en cualquier tiempo reclamar contra la legiti- 
midad del hijo concebido por su mujer durante el matrimonio. Este ar- 
tículo adiciona el 217 del Código Civil, Cuando el nacimiento del hijo se 
ha verificado después del décimo mes siguiente al día en que la mujer 
ab.mdonó detinitivamente el hogar conyugal, también puede el marido 
reclamar contra su legitimidad, en cualquier tiempo, aunque no esto di- 
vorciado, de acuerdo con el artículo 6.° de la ley. 

El artículo 7.% que tiene por objeto desvanecer una duda legal, di- 
ce: ''No obstante lo dispuesto en el inciso 1.* del artículo 56 de la ley 
1Ó3 de 1887, se presume el reconocimiento por parte de la madre respec- 
to de los hijos concebidos por ella siendo soltera ó viuda; en consecuen- 
cia, tales hijos tendrán el carácter de naturales con relación á su madre 
como si hubieran sido reconocidos por instrumento público.'' 

Acerca délas penas en que incurren los que contraen matrimonio 
sin licencia ó permiso necesitándolo; los que autorizan ó presencian un 
matrimonio nulo, y otros que intervienen en ese acto, en ciertos casos, 
ténganse presentes las disposiciones del Código Tenal de 1890. 



CAPITULO Yin 
PRIVILEGIOS 

1890. — Respecto de las penas con que se castiga á los que violan un 
privilegio, debe tenerse presente el Código Penal de 1890. 



CAPITULO XIT 

ínteres, quita, espera 

1890. — Ley 77 de 19 de Noviembre "por la cual se concede una fa- 
cultad á los Bancos particulares y Compañías anónimas." [D, O, 8,2f)5, 
de l.o de Diciembre de 1890]. 

Dicha ley comprende 5 artículos, de los cuales el 1.' dice : ''Desde 
la promulgación de la presente ley, los Bancos particulares y Compañías 



^> .'n:r*ií?si -r,r -i'tr. :1;-." ih'-^rn'^r'r.^ ':i .t^tíi :e- w*s íescTieíiTn?. intereses y 
7J» .r^^^n'rv "í. s^rriga •^^ -ii*".-!".:': -^^* le .a Ley T7 le Ii¿7 j Toa aní- 



sscaraASua *7EásrADa ssbstho 

4<v y ítl fi>*jf •<»:ir'^. £¡ft pr.mera^ la 3'} de I:i «le 3rovienibF& "^r ¡a eial se 
^^Ao\<'i*>i*:(\ ;^ ^*íT^íí^>« <fe re;?íscro de ínstmmentos piibíícfw j prÍT^ios''' 
\f/. O, '^r.2M^ 4e ^ d<^ JiOriémhini de 1^00 L EaCa lev. que coasta de 19 
íii'tÍAn ;/V5^, ^\ ^ íltirno díí%: ''Qrr edita derogauLk» la lej 34 de 5 de Hayo 
c^A í^'7, 7 C/Vi-aí* líiA ííemá.í di^pofticTor.ea sobr? dereeíiTS de registro que 
^. ^y/c\^ívr. Á ]a pff^emt^ ley: r reformado eí rnciao ^' del artícalo 2.665 
flM ^UAs^fp ('ÁvWr X>í5 \:J^ demúá anículos, ia'iíearemcw lo máá impor- 

/j»^ A/^r;'';r'}6 ^'AXí e\ artíealo I,* I08 Eeristrad^res debea llevar nn li- 
Kfr ftíiTí* ^'! r^ri^tro de inAtrnmentrje privados. E¿te artícnlo es reprodue- 
fj,u M í/' d^r :a l^' '^ d^r I Sí?, 

W f*SuU'A\\h 'Z: establece el ténníno denrro del caal debe Terifíearse 
^I V'.^sííUh d/; loí antos v docnmentna qae reqaierea ínseripeión en la 
tfi\f'M\H d<j feí(í.Hro, En ef partícnlar se ha hecho por primera Tez nna 
m^/hñ/'.h^í/íf »ü*taneíal, pnea aquel término, f\ue había sido de 20 días 
np^U'. lí* íey de í^ de Janío de ll*i4 [L. í>, R 4, T. 5, R. G.], ha venido 
Á VHfhn^f f^y/tn el ea«o. Asá es qne paede ser de 20, 40, 60 ó 120 díaa. 
H^/f^^f} t*í hfiífsnlo Z^ loa ados y documentos de íjne trata el artículo 2.® 
fmf'A^í rP>p(\%ír^rM'. en ctialqoíer tiempo con excepción de los censtitnti- 
y^fíi d^ h'tffOiem; pero rí fie ha dejado transcurrir el término señalado pa- 
rí» eft^lft Wfio, «/í pfl^ará fldemáu nn recargo del 50 por ciento computado 
n4fhr^ el (hrecAuf f/rímitívo. 1^8 leyes anteriores mandaban pagar en este 
mMf doble» loíí derecho» de registro. Cnando no se hnbiere registrado nn 
ifínirttmmío rlontro del término legal y deba cobrarse el derecho con di- 
e/ho rtíf^rfiOf hg lújuídará con arreglo á la ley qne regía cnando se otorgó 
oí instrumento [artículo 10]. 

Kn el flrtieulo 4? 00 sefialan los derechos fiscales de registro. Notare- 
mwi rjtte m^ dÍMininuyen, en lo general, los que fijaba la ley 34 de 1887; 
<ltio m eximen de eotos derechos los poderes para pleitos, sea qne so otor- 
HUan m Colombia 6 en país extranjero; qne se establecen para las hipo- 
hvnr, y qiio debo pdgnrDo un peso por las aprobaciones judiciales de par- 
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ticióu de herencia ó de bienes comunes, cuando ol valor de diclios bienes 
no exceda de 1,000 pesos; si excediere, además un recargo de 10 centa- 
vos por cada 100 pesos. ^*En este derecho queda comprendido el de las 
hijuelas cjue la partición contenga.'' Los derechos de registro se deben 
aun cuando los documentos que los causen hayan sido otorgados fuera 
de la Kepública [artículo 6 °J 

El artículo 5? exime de tales derechos las escrituras de fiai^za ó hipo- 
teca que se otorguen para asegurar el manejo de los caudales públicos; 
las que tengan por objeto asegurar los capitales de los establecimientos 
de instrucción pública ó de beneficencia, y el registro de las demandas ci- 
viles y de los autos de embargo. Yá hemos visto que los poderes ])ara 
pleitos tampoco están gravados con los derechos do registro. El artículo 
12 dice: "El Fisco nacional, el de los Departamentos y Municipios, los 
Establecimientos de instrucción pública y los de beneficencia no pagarán 
derechos de registro en ningún caso." Según el artículo 9 por los contra- 
tos accesorios de fianza ó prenda sólo se debe el derecho de registro cuan- 
do se hagan constar en instrumento diferente de aquél en que conste el 
contrato principal. 

De acuerdo con el artículo 7.° los títulos de propiedad de las minas 
pagan el derecho de titulo que menciona el Código de la materia, derecho 
que continúa perteneciendo á la Nación. [1] 

El articulo 8.** establece cómo se paga el derecho de registro por las 
permutas y arrendamientos. 

En el artículo 14 se indica quiénes son los que deben satisfacer los 
derechos, según el acito ó contrato de que se trata. 

La deficiencia en el cobro ó pago de derechos de registro, siempre 
que aparezca la respectiva boleta del Eecaudador, no produce nulidad en 
el acto 6 contrato ni en el correspondiente instrumento. 

El artículo 16 prohibe que los Notarios autoricen escrituras ó proto- 
colicen documentos sin que se compruebe haber pagado el derecho de re- 
gistro respectivo. 

Hemos indicado la mayor parte de los artículos de la ley 39 por el 
frecuente uso que tiene. 

T;ey 95, de 2 de Diciembre "sobre reformas civiles" [D, O, 8,264, de 
9 de diciembre de 1890]. Esta ley, que es la segunda de 1890 que trata 
del Notariado y el Eegistro, dedica á éstos sus artículos 30 á 42. Eespee- 
to de dichos artículos haremos algunas observaciones. 

''Las cabeceras de los Circuitos judiciales lo serán también do Cir? 
cuito de Notaría y de Registro; sin perjuicio de que el número de Cir- 
cuitos de Notaría y Eegistro sea mayor que el de los judiciales" [artícu- 
lo 301. 

Cuando falten el Notario ó su suplente, el Prefecto ó Alcalde,según 
el caso, nombrará un Notario interino, el cual sólo ejercerá las funciones 
del Notariado por el tiempo que transcurra hasta la posesión de los No- 
tarios principales ó de sus suplentes [artículos 31 y 32], 

En los Circuitos en que haya más de una Notaría, no puede nom- 

■ II — - — . — ■ ■ ■ ■ ■ 

[IJ El artículo 4.«> de la ley 64 de 1886, estableció que los derechos fiscales prove- 
nientes de denuncias y adjudicaciones de minas, correspondían al Tesoro nacional. El 
artículo 3.» de la ley 48 de 1887 declaró que pertenecían á los Departamentos los de- 
rechos de registro. 
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>;Oii'r;irioi i-^-ilrS p-jT io*í m'-Z'-'j^ j C'jziztvlZíjS ii-ajo va;.>r n.o pase cíe 50 pe- 

■'ic loH Xora/ios ^-^narifl'i . -reste ri su otíeio f-iera Je .sa odcina. [1] 

El artíc'oio 3"^ dice: "'L> dispue^ito respecto ilel X». cario en el título 
42 del Cúdi;2f^ Civil y en las leves que lo adlcíonrm ó reforman, en ccan- 
to á laa c'jalídaíies neceáaríaa para obtener el descina. á sn nombramien- 




tie refinncias y erícu-saá, ^e h;ice extensivo al RegistradMr de iiistriimoiitos 

imblícoá/' 

I>>Si artículos 30 y 40 di^pouen '|ne h.¿ íitgi^tnulart's y Io5 Secreta- 
ríos mnnicípales en su calidad de Noturií^', feng.-iii suplentes rjae los re- 
emplacen en los casos re<pectivos- 

Dc acuerdo con el artículo 41 no e.-.tán .sjijcUjs al registro los potle- 
res para pleitos. 

E\ artíínilo 4'J esítaijlece U!ia exccfnúón acen-a d».» lo dispuesto en el 
artículo 4"» de la lev 07 df: 18íj7. 



CAPITULO XIV 
EXPROPIACIÓN 

1890. — Ley 50 de 18 de Noviembre *'áobre expropiaciones por causa 
de utilidad pública' [D. O. 8,252, de 20 de Noviembre de 1890]. 

De los 34 lirtículos de que consta la ley, indicaremos lo que nos pa- 
rezca más oportuno. 

Establece 14 casos como graves motivos do utilidad pública para 
decretar la enajenación forzosa de la propiedad, en tiempo de paz, según 
el inciso 2P del artículo 32 de la Constitución. Como son semejantes á 
lo» de la ley do 2 de Junio de 1848 [L. 14, P. 4», T. I.», Ap. á la R. G. J 
nada diremos acerca de ellos. La presunción legal de que en dichos ca- 
sos hay grave motivo de utilidad pública, admite prueba en contrario en 
cada caso particular, menos cuando una ley haya declarado de utilidad 
pública la obra de que se trate [artículos I." y 2.**] 

Tanto los bienes de individuos particulares como los de sociedades, 
corporaciones ó comunidades de cualquiera clase, pueden expropiarse. 
Los bienes nacionales no están sujetos á expropiación, los departamenta- 
les lo están sólo á beneficio directo de la Nación y los municipales 
á bcuclicio de la Nación ó del Departamento. Cuando se trate de expropiar 



f 1] Kl artículo 29 de la ley 89 de 1890, dispone que los Notarios presten su oficio 
gratuitamente, en ciertos casos, á les indígenas que tienen derecho á los Resguardos. 
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una misma cosa, para dos ó más empresas de entidades políticas, será 
preferida,en primer lugar, la obra nacional; en sejarundo, la departamen- 
tal ; y en tercero, la municipal ¡artículos 3.* y 4.°] 

En cuanto ai proccdimiente p<ira llevar á cabo una expropiación, se- 
rán pocas nuestras observaciones. En los casos comunes debe comenzar- 
se por una resolución cidministrativa en que se exprese clai'amente qué os 
lo que dabe expropiarse, con que objeto y por qué motivo, y además, los 
pasos dados para conseguir lo que se necesita por medio de un contrato. 
Dicha resolución se dicta por el Gobierno si se trata de asunto nacio- 
nal; por el Gobernador del Departamento, si de asunto departamental; 
por el Alcalde, si de municipal, y por el Ordinario eclesiástico, en ciertos 
casos. A la resolución deben agregarse documentos 6 informaciones pa- 
ra justificar la necesidad de la expropiación. Aquélla y éstos deben ser- 
vir de base al representante de la autoridad respectiva para promover el 
respectivo juicio de expropiación que debe seguirse por los trámites de 
la vía ordinaria. En dicho juicio se ventilará el monto de la indemniza- 
ción que deba concederse a^ respectivo interesado, monto que debe fijar- 
se por el Juez ó Tribunal teniendo en cueTita el dictamen de peritos y 
los demás datos que estime convenientes [artículos 6.* á 14]. 

Cuando se trata de expropiaciones en tiempos anormales, como de 
guerra, de epidemia ó de inundaciones, y de objetos propios para las ne- 
cesidades de esas épocas, se observarán en cuanto al procedimiento las 
3*eglas especiales consignadas en los artículos siguientes al 18. En el par- 
ticular hay, por lo mismo, un procedimiento extraordinario. La suma á 
que ascienda una expropiación verificada en tiempo do guerra, será pa- 
gada seis meses después de restablecido el orden publico, y ganará el in- 
terés de 12 por 100 anual, mientras se haga el pago [artículo 32]. 

El artículo 33 deroga todas las leyes relativas á la materia; y el artí- 
culo 34 dispone que la ley qne nos ocupa tendrá aplicación oi el Depar- 
tamento de Panamá. 

Ley 119 de 24 de Diciembre de 1890 ''reformatoria de la 56 del pre- 
sente año, sobre expropiaciones por causa de utilidad pública" [2>. O. 
8,303 de 15 de Enero de 1891]. liespecto de esta ley diremos que su prin- 
cipal objeto es reformar los procedimientos ordinario y extraordinario 
establecidos por la 50 para verificar una expropiación. El artículo 19 di- 
ce: "Deróganse las siguientes disposiciones de la citada ley 56 del pre- 
sente año, sobre expropiaciones por causa de utilidad pública: el ordinal 
13 del artículo IP, el inciso 2." del artículo 2.^ y los artículos 6.**, 11, 12, 
13, 14, 17, 18, 20, 21, 22, 23, 24, 25 y 26." El artículo 21, último de la 
ley, dispone que ésta empezará á regir el día en que entre en vigencia 
la 56 mencionada. 



CAPITULO XV 

LEYES COMERCIALES 

1890. — La ley 65, de 21 de Noviembre "por la cual se reforma el ar- 
tículo 31 del Código de Comercio [D. O. 8,252, de 29 de NoTÍembrc de 
1890] en su artículo único dice : 

*'E1 artículo 31 del Código de Comercio quedará así : 

28 
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Habiéndose demorado la impresión de este libro por cansas indepen- 
dientes de nuestra voluntad, podemos agregarle un resumea de las le- 
yes expedidas por el Congreso de 1890, en el cual seguiremos el mismo 
orden de los capítulos correspondientes á la Parte primera á que dichas 
leyes se refieren. Si del libro se hiciere una segunda edición, tanto las le- 
yes mencionadas en este Resumen, como las Resoluciones ejecutivas y las 
disposiciones omitidas por inadvertencia que indicamos al comienzo ba- 
jo el título de Omisiones, deben intercalarse en el lugar que los corres- 
ponde. 



CAPITULO II 

indígenas 

1890. — Ley 89 de 25 de Noviembre "por la cual se determina la ma- 
TiCra como deben ser gobernados los salvajes que vayan reduciéndose á 
la vida civilizada" (D. O. 8,263,^ de 8 de Diciembre de 1890). 

Esta ley comprende 42 artículos distribuidos en seis capítulos que 
tratan: el 1?, de disposiciones generales; el 2?, de Ja organización de los 
Cabildos de indígenas ; el 3.°, de los resguardos; el 4.% de los Protecto- 
res de indígenas; el 5.^, de la división de terrenos de resguardos, y el 6% 
de las ventas de éstos. 

Citaremos unas pocas disposiciones. 

Según el artículo I." "la Legislación general de la Eepúblíca no re- 
girá entre los salvajes que vayan reduciéndose á la vida civilizada por 
medio de misiones. En consecuencia, el Gobierno, de acuerdo con la au- 
toridad eclesiástica, determinará la manera como esas incipientes socie- 
dades deben ser gobernadas." En conformidad con el artículo 2.° "las 
comunidades de indígenas, reducidas yá á la vida civilizada, tampoco se 
regirán por las leyes generales do la Eepública en asuntos de resguardos. 
En tal virtud se gobernarán por las disposiciones consignadas á conti- 
nuación." 

En todos los lugares en que se encuentre establecida una parcialidad 
de indígenas, habrá un pequeño Cabildo nombrado por éstos conforme 
á sus costumbres, el cual se renovará el 1.** de Enero de cada año (artí- 
culo 3.'*) En cnanto al Gobierno económico de las parcialidades, las fa- 
cultades de los Cabildos serán las que les hayan transmitido sus usos y 
estatutos particulares, con tal que no se opongan á lo que previenen las 
leyes, ni violen Lis garantías de que disfrutan los miembros de la par- 
cialidad en su calidad de ciudadanos (artículo 4.") Las faltas de los indí- 
genas contra la moral, serán castigadas por el Gobernador del Cabildo 
:« .-P'-etivo con penas coitpccí cuales que no excedan de uno á dos días de 
arresto (artículo 5.") El artículo 1P indica las atribuciones de los Cabil- 
dos; entre las cuales están la de distribuir, con aprobación del Alcalde 
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del Distrito,"parael efecto do elaborar entre los miembros de la comuni- 
dad las porciones de resguaFdos que se mantengan en común", y 1» de 
impedir que los indígenas vendan, arrienden ó hipotequen porción algu- 
na del resguardo. 

Cuando no se pueda averiguar cuáles son los indígenas 6 sus des- 
cendientes que tienen derecho á un resguardo, el Prefecto de la Provin- 
cia respectiva declarará que pertenece como ejidos á la población que en 
él ó á sus inmediaciones esté situada. La resolución del Prefecto requie- 
re la aprobación del Gobernador del Departamento (artículo 14). El ar- 
tículo 22 reserva para la Nación las fuentes saladas, con dos ó más gra- 
dos de saturación, que se hallen en los resguardos. 

De acuerdo con el artículo 23, los Cabildos de indígenas pueden 
nombrar apoderados que los representen ante las autoridades para pro- 
mover la nulidad de ventas ó hipotecas de las tierras del Resguardo, y en 
general en cualesquiera negociaciones en que la comunidad haya sufrido 
perjuicios de qne }tueda reclamar. Esto no obsta para que las comunida- 
des de indígenas puedan sor patrocinadas por los Fiscales de Circuito y 
<\e los Tribunales Superiores en ciertos asuntos (artículo 24). Los apode- 
vados y Fiscales son los Protectores de los indígenas. 

Los artículos 30 á 36 establecen los requisitos para verificar la divi- 
sión de los tórrenos de los resguardos. Mientras dure la indivisión de és- 
tos, los indígenas continuarán como hasta aquí en calidad de usufruc- 
tuarios, con sujeción á los preceptos de la ley (artículo 38). Divididos los 
terrenos, cesarán las funciones de los Cabildos de las parcialidades (artí- 
<3ulo39). 

Según el artículo 40, los indígenas asimilados á la condición de los 
Jucnores de edad para el manejo de sus porciones en los resguardos, po- 
<irán vender éstas observando las reglas para la enajenación de bienes 
raíces de los menores de 21 aflos. El artículo 41 encarga á los Goberna- 
<:lores de Departamento de dictar los reglamentos necesarios en desarro- 
llo de la ley y de llenar los vacíos de ésta sin contravenir á sus precep- 
tos. El artículo 42 deroga todas las leyes y disposiciones contrarias & la 
<jue hemos examinado. (1) 



CAPITULO V 

LEYES CIVILES 

1890. — Ley 39 de 12 de Noviembre "por la cual se establecen los 
derechos do registro de instrumentos públicos y privados" (D. O, 8,244, 
^e 22 do Noviembre de 1890). De esta ley hablaremos on el Cap. XIII. 

Ley 95 de 2 de Diciembre "sobre' reformas civiles" (D. O. 8,264, de 
« de Diciembre de 1890). 

(1) La ley 84 de 11 de Noviembre de 1890 {D. O. 8,235, de 14 de Noviembre de 
1800) "por la cual se reforma la 89 de 1886" dispone que el Gobierno compre los te- 
rrenos denominados "Macas", situados en el Departamento del Caucn, y que verifi- 
cada la compra queden de facto en favor de la comunidad de indígenas de Carlosa- 
ma, haciendo parte inte^ante de sus resguardos como lo estaban antes de haber sido 
indebidamente desamortizados. La ley 84 consta de 4 artículos. Para la partición de 
comunidades de indígenas, véase el artículo 270 de la ley 105 de 1890 ( 2>. O, 8296 y 
siguientes.) 
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Comprende esta ley 42 artículos, acerca de los cuales haremos algu^ 
ñas i)Ocas observaciones. 

El artículo IP define \íi fuerza mayor ó caso fortuito. 

Los artículos 2.° á 7.% inclusive, tratan de puntos relativos al ma- 
trimonio, y por lo mismo son asunto del capítulo siguiente. 

El artículo 8.° establece que en caso de que un adulto se halle en es- 
tado habitual de imbecilidad ó idiotismo, do demencia ó de locura furio- 
sa, será privado do la administración de sus bienes, aunque tenga inter- 
valos lúcidos. 

El artículo 9.^ aumenta á diez años el tiempo necesario para ad- 
quirir por prescripción las servidumbres continuas y aparentes (artículo 
939 del Código Civil.) 

El artículo 10 adiciona los artículos 859, 970 y 1,995 de dicho Código. 

El artículo 11 reemplaza al 1,083 del Cód¡go,y el 12 trata de la con- 
dición de no contraer matrimonio impuesta al heredero ó legatario [artí- 
culo 1132 del Código]. 

Los demás artículos de la ley introducen reformas al libro cuarto 
del Código Civil, las cuales se reíieren ai pago por consignación [artícu- 
lo 13J; al beneficio de compete^icia [artículo 14]: á la nulidad absoluta [ar- 
tículo 15]; á la comunidad de bienes [artículos 10 á 29]; y al Notariado 
y Eegistro [artículos 30 á 42]. [1] 



(JAPITULO VI 

MATRIMONIO 

1890.-— Ley 05 de 2 do Diciembre '^sobre reformas civiles*' [D, O. 
8,264, de 9 de Diciembre de 1890]. 

Los artículos 2.** á 7." do esta \^y se refieren, según hemos dicho, á 
puntos relaciontidos con el matrimonio. 

En virtud del artículo 2.° son los íí"o,tarios ó Secretarios municipa- 
les los empleados que deben registrar los matrimonios católicos. Por lo 
mismo, las resoluciones del Ministro de Gobierno que mencionamos en 
la nota 1.* de la página 102, están anuladas, no obstante que disponen 
lo mismo que dicho artículo 2.o 

[1] La ley 37 de 13 de Noviembre de ]890 "por la cual se autoriza el estableci- 
miento de uu Monte de Piedad y se concede un auxilio" (7>. O. 8,240, de 18 de Iso- 
viembre de 1890) reconoce al Monte de Piedad [artículo 3."] la facultad de proceder 
al remate de las prendas que se le depositen sin observar lo dispuesto en los artículos 
2,422 y 2,425 del Código Civil. 

La ley 89 do 1890 contiene algunas disposiciones relativas á materia propiamente 
civil. Los artículos IV y 2? ordenan que la liCgislación general de la República no re- 
ííirá entre los indígenas en ciertos casos. El artículo 33 dispone (jue el partidor de 
Resguardos observe en su procedimiento las reglas del Código Civil para las divisio- 
nes comunes. De acuerdo con el artículo 40 las porciones que á los indígenas corres- 
pondan en los resguardos, se venderán observando las reglas prescritas para la yenta 
de bienes raíces de los menores de 21 años. 
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El artículos." autoriza á los Jueces para dicUr, á petición de la mu- 
jer, las medidas provisionales que esfcirne convenientes para que el mari- 
do, como admiinstrador de los bienes de la mujer, no cause perjuicio á 
6sta en dichos bienes,ni en lo que le cí)rresponda en los gananciales de la 
sociedad conyugal. 

Se relacionan con el divorcio I00 artículos 4." y o.** El 4.*' dispone 
c^ue en las causas do divorcio de matrimonio católico corresponde á los 
Jueces de Circuito de la residencia de la mujer ó de la vecindad del mari- 
<lo, á prevención, adoptar las providencias de que tratan lt)S artículos 
157 y 158 del Código Civil. Según el artículo 5.% en caso de divorcio por 
adulterio, el marido jniede en cualquier tiempo reclamar contra la legiti- 
midad del hijo concebido por su mujer durante el matrimonio. Este ar- 
tículo adiciona el 217 del Código Civil. Cuando el nacimiento del hijo se 
ha verificado después del décimo mes siguiente al dia en que la mujer 
ab.mdonó definitivamente el hogar conyugal, también puede el marido 
reclamar contra sn legitimidad, en cualquier tiempo, aunque no esté di- 
vorciado, de acuerdo con el artículo 6.° de la ley. 

El artículo 7.% que tiene por objeto desvanecer una duda legal, di- 
ce: ''No obstante lo dispuesto en el inciso 1.* del artículo 56 de Ja ley 
153 de 1887, se presume el reconocimiento por parte de la madre respec- 
to de los hijos concebidos por ella siendo soltera ó viuda; en consecuen- 
cia, tales hijos tendrán el carácter de naturales con relación á su madre 
como si hubieran sido reconocidos por instrumento público.'' 

Acerca délas penas en que incurren los que contraen matrimonio 
sin licencia ó permiso necesitándolo; los que autorizan ó presencian un 
matrimonio nulo, y otros que intervienen en ese acto, en ciertos casos, 
ténganse presentes las disposiciones del Código Penal do 1890. 



CAPITULO Yin 
PRIVILEGIOS 

1890. — Respecto de las penas con que se castiga á los que violan un 
privilegio, debe tenerse presente el Código Penal de 1890. 



CAPITULO XII 

ínteres. Quita, espera 

1890. — Ley 77 de 19 de Noviembre "por la cual se concede una fa- 
cultad á los Bancos particulares y Compañías anónimas.'* [D, O. 8,255, 
de 1.0 de Diciembre de 1890]. 

Dicha ley comprende 5 artículos, de loe cuales el 1." dice : "Desde 
la promulgación de la presente ley, los Bancos particulares y Compañías 
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aiumimas pofirán fijnr libremente lii rata de sus descuentos, intereses y 
rjonriisionos." lía desaparecido, pues, la prohibición del artículo oG de la 
ley 57 de 1887. 

En virtud del artículo ^.* de la ley 77 citada, los Bancos y Compa- 
ñías do que se tratt», debun publicar por la imprenta y en avisos que 
mantendrán fijes en sus oficinas, las ratüs de que habla el artículo 1.% y 
lio podrán ser alteradas hasta noventa días después de su publicación. 

Do acuerdo con el artículo 3.** ^'los Bancos establecidos ó que se es- 
tablezcan podrán prestar dinero a interés sobre fincas raíces.'^ 

El artículo o.° deroga el artículo 56 de la ley 57 de 1887 y los artí- 
culos 213, 214 y 215 de la ley 153 del mismo aflo. 



CAPITULO xni 

escribanías, notariado, registro 

1890. — Dos leyes de este aflo tratan de asuntos relativos al Notaria- 
do y al Registro. La primera, la 39 de 12 de Noviembre "por la cual se 
establecen los derechos de registro de instrumentos públicos y privados" 
[Z>. O. 8,244, de^ 22 de Noviembre de 1890J. Esta ley, que consta de 19 
artículos, en el ultimo dice: ^'Quedan derogadas la ley 34 de 5 de Mayo 
de 1887, y todas las demás disposiciones sobre derechos de registro que 
so opongan á la presente ley; y reformado el inciso 3.' del artículo 2,665 
del Código Civil." De los demás artículos, indicaremos lo más impor- 
tante. 

De acuerdo con el artículo 1.** los Registradores deben llevar un li- 
bro para el registro de instrumentos privados. Este artículo es reproduc- 
ción del 1.° de la ley 34 de 1887. 

El artículo 2." establece el término dentro del cual debe verificarse 
el registro do los autos y documentos que requieren inscripción en la 
oficina de Registro. En el particular se ha hecho por primera vez una 
modificación sustancial, pues aquel término, que había sido de 20 días 
desde la ley de 1.*» de Junio de 1844 [L. 6, P. 4, T. 5, R. G.], ha venido 
á variarse, según el caso. Así es que puede ser do 20, 40, 60 ó 120 días. 
Según el artículo 3? los actos y documentos de que trata el artículo 2.° 
pueden registrarse en cualquier tiempo con excepción de los constituti- 
vos de hipoteca; pero si se ha dejado transcurrir el término señalado pa- 
ra cada uno, se pagará además un recargo del 50 por ciento computado 
sobre el derecho primitivo. Las leyes anteriores mandaban pagar en este 
caso dobles los derechos de registro. Cuando no se hubiere registrado un 
instrumento dentro del término legal y deba cobrarse el derecho con di- 
cho recargo, se liquidará con arreglo á la ley que regía cuando se otorgó 
el instrumento [artículo 10]. 

En el artículo 4? se señalan los derechos fiscales de registro. Notare- 
mos que se disininayen, en lo general, los que fijaba la ley 34 de 1887; 
que se eximen de estos derechos los poderes para pleitos, sea que se otor- 
guen en Colombia ó en país extranjero; que se establecen para las hipo- 
tecas; y que debe pagarse un peso por las aprobaciones judiciales de par- 
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ticióii de herencia ó de bienes comunes, cujindo el valor de diclios bienes 
no exceda de 1,000 pesos; si excediere, además un recargo de 10 centa- 
vos por cada 100 pesos. **En este derecho queda comprendido el de las 
hijuelas que la partición contenga.'' Los derechos de registro se deben 
aun cuando los documentos que los causen hayan sido otorgados fuera 
de la República [artículo 6 "J 

El artículo 5? exime de tales derechos las escrituras de fiaqza ó hipo- 
teca que se otorguen para asegurar el manejo de los caudales públicos; 
las que tengan por objeto asegurar los capitales de los establecimientos 
de instrucción pública ó de beneficencia, y el registro de las demandas ci- 
viles y de los autos de embargo. Yá hemos visto que los poderes ])ara 
pleitos tampoco están gravados con los derechos de registro. El artículo 




-egistro en ningún caso." Según el artículo 9 por 
tos accesorios de fianza ó prenda sólo se debe el derecho de registro cuan- 
do se hagan constar en instrumento diferente de aquél en que conste ei 
contrato principal. 

De acuerdo con el artículo 7.° los títulos de propiedad de las minas 
pagan el derecho de título que menciona el Código de la materia, derecho 
que continúa perteneciendo á la Nación. [Ij 

El artículo 8.** establece cómo se paga el derecho de registro por las 
permutas y arrendamientos. 

En el artículo 14 se indica quiénes son los que deben satisfacer los 
derechos, según el acto ó contrato de que se trata. 

La deficiencia en el cobro ó pago de derechos de registro, siempre 
que aparezca la respectiva boleta del Recaudador, no produce nulidad en 
el acto ó contrato ni en el correspondiente instrumento. 

El artículo 16 prohibe que los Notarios autoricen escrituras ó proto- 
colicen documentos sin que se compruebe haber pagado el derecho de re- 
gistro respectivo. 

Hemos indicado la mayor parte de los artículos de la ley 30 por el 
frecuente uso que tiene. 

líey 95, de 2 de Diciembre *^sobre reformas civiles" [Z>. O. 8,264, de 
9 de Diciembre de 1890]. Esta ley, que es la segunda de 1890 que trata 
del Notariado y el Eegistro, dedica á éstos sus artículos 30 á 42. Respee- 
to de dichos artículos haremos algunas observaciones. 

"Las cabeceras de los Circuitos judiciales lo serán también de Cir- 
cuito de Notaría y de Registro; sin perjuicio de que el número de Cir- 
cuitos de Notaría y Registro sea mayor que el de los judiciales" [artícu- 
lo 301. 

Cuando falten el Notario ó su suplente, el Prefecto ó Alcalde,según 
el caso, nombrará un Notario interino, el cual sólo ejercerá las funciones 
del Notariado por el tiempo que transcurra hasta la posesión de los No- 
tarios principales ó de sus suplentes [artículos 31 y 32]. 

En los Circuitos en que haya más de una Notaría, no puedo nom- 

[IJ El artículo 4.«> de la ley 64 de 1886, estableció que los derechos fiscales prove- 
nientes de denuncias y adjudicaciones de minas, correspondían al Tesoro nacional. El 
artículo 3.« de la ley 48 de 1887 declaró que pertenecían á los Departamentos los de- 
rechos de r^istro. 
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Inarso pnr:i lus Notarías del n.isnio á porsoims que tengan entre sí algu- 
no do los parentescos do que liabla el artículo 35. 

*'Jj(>s Notarios y los Registradores no cobrarán sino la mitad de los 
ironorarioá legales por los actos y contratos cuyo valor no pase de 50 pe- 
«os" [artículo 37J. El artículo 3-i astableco los derechos que pueden exi- 
^rir los Notarios cuando presten su olJcio fuera de su oñcina. [1] 
^ El artículo 3« dice: '-Lo dispuesto respecto del Notario en el título 
42 del Código Civil y en las leyes que lo adicionan ó reforman, en cuan- 
to á las cualidades necesarias para obtener el destino, á sn nombramien- 
to remoción y posesión, á los impedimentos y manera de reemplazo, á 
la^luraoión, á la prohibición de encargarse de la gestión particular ú ofi- 
cial de negocios ajenos, alas horas de despacho público, á la concesión 
d« renuncias y excusas, se hace extensivo al Registrador de instruiiiciitos 

públicos." 

Los artículos 39 y 40 disponen que los Registradores y los Seci-eta- 
rios municipales en su ctilidad de Notarios, tengan suplentes que los re- 
emplacen en los casos respectivos. 

De acuerdo con el artículo il no están sujetos al registro los pode- 
res i)ara pleitos. 

El artículo 42 establece una excepción acerca do lo dispuesto en el 
artículo 4;J do la ley 57 de 1.887. 



( L\PiTUI.Ü XIY 
EXPROPIACIÓN 

1890. — Ley oG de 18 de Noviembre **sobre expropiaciones por causa 
de utilidad pública" [D. O. 8,252, de 29 de Noviembre de 1890J. 

De los 34 artículos de que consta la ley, indicaremos lo que nos pa- 
rezca más oportuno. 

Establece 14 casos como graves motivos do utilidad pública para 
decretar la enajenación forzosa de la propiedad, en tiempo de paz, segiiii 
el inciso 2P del artículo 32 de la Constitución. Como son semejantes á 
los de la ley de 2 de Junio de 1848 [L. 14, P. 4% T. l.«, Ap. á la R. G. J 
nada diremos acerca de ellos. La presunción legal de que en dichos ca- 
sos hay grave motivo de utilidad pública, admite prueba en contrario en 
cada caso particular, menos cuando una ley haya declarado de utilidad 
pública la obra de que se trate [artículos I.** y 2.**] 

Tanto los bienes de individuos particulares como los de sociedades, 
corporaciones ó comunidades de cualquiera clase, pueden expropiarse. 
Los bienes nacionales no están sujetos á expropiación, los departamenta- 
les lo están sólo á beneficio directo de ia Nación y los municipales 
á beneficio de la Nación ó del Departamento. Cuando se trate de expropiar 

» —■■■■■■■■■■■■■■■ I . ^ ■ ■ ■ ■ ■ ■■ — - ■ ■- I —* - —■■ "— — -■ .1 ■ I ■■ -« ^^ ^ > , , — ^ 

[1] El artículo 29 de la ley 89 de 1890, dispone que los Notarios presten su oficio 
gratuitamente, en ciertos casos, á los indígenas que tienen derecho á los Resguardos. 
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una misma cosa, para dos ó más empresas de entidades políticas, será 
preferida,en primer lugai', la obra nacional; en secundo, la departamen- 
tal ; y en tercero, la municipal ¡artícnlos 3.* y 4.*] 

Én cuanto al procodimiente para llevar á cabo nna expropiación, se- 
rán pocas nuestras observaciones. En los casos comunes debe comenzar- 
se por una resolución administrativa en que se exprese claramente qué es 
lo qne dabe expi'opiarse, con qué objeto y por qué motivo, y además, los 
pasos dados para conseguir lo que se necesita por medio de un contrato. 
Dicha resolución se dicta por el Gobierno si se trata de asunto nacio- 
nal; por el Gobernador del Departamento, si de asunto departameutal; 
por el Alcalde, si de municipal, y por el Ordinario eclesiástico, en ciertos 
casos. A la resolución deben agregarse documentos ó informaciones pa- 
ru justificar la necesidad de la expropiación. Aquélla y éstos deben ser- 
vir de base al representante de la autoridad respectiva para promover el 
respectivo juicio de expropiación que debe seguirse por los trámites de 
la vía ordinaria. En dicho juicio se ventilará el monto de la indemniza- 
ción que deba concederse al respectivo interesado, monto que debe fijar- 
se por el Juez ó Tribunal teniendo en cuenta el dictamen de peritos y 
los demás datos que estime convoTiientes [artículos 6.' á 14]. 

Cuando se trata de expropiaciones en tiempos anormales, como de 
guerra, de epidemia ó de inundaciones, y de objetos propios para las ne- 
cesidades de esas épocas, se observarán en cuanto al procedimiento las 
reglas especiales consignadas en los artículos siguientes al 18. En el par- 
ticular hay, por lo mismo, un procedimiento extraordinario. La suma á 
que ascienda una expropiación verificada en tiempo de guerra, será pa- 
gada seis meses después de restablecido el orden publico, y ganará el in- 
terés de 12 por 100 anual, mientras se haga el pago [artículo 32]. 

El artículo 33 deroga todas las leyes relativas á la materia; y el artí- 
culo 34 dispone que la ley que nos ocupa tendrá aplicación en el Depar- 
ta m<ínto de Panamá. 

Ley 119 de 24 de Diciembre de 1890 ''reformatoria de la 56 del pre- 
sente afio, sobre expropiaciones por causa de utilidad pública" [D. O. 
8,303 de 15 de Enero de 1891]. Kespecto de esta ley diremos que su prin- 
cipal objeto es reformar los procedimientos ordinario y extraordinario 
establecidos por la oG para verificar una expropiación. El artículo 19 di- 
ce: **I)eróganse las siguientes disposiciones de la citada ley 56 del pre- 
sente año, sobre expropiaciones por causa de utilidad pública: el ordinal 
13 del artículo IP, el inciso 2." del artículo 2.** y los artículos 6.®, 11, 12, 
13, 14, 17, 18, 20, 21, 22, 23, 24, 25 y 26." El artículo 21, último de la 
ley, dispone que ésta enjpezará á regir el día en que entre en vigencia 
la 56 mencionada. 



CAPITULO XY 

LEYES COMERCIALES 

1890. — La ley 65, de 21 de Noviembre "por la cual se reforma el ar- 
tículo 31 del Código de Comercio [D. O. 8,252, de 29 do Noyiembrc de 
1890] en su artículo único dice : 

*'B1 artículo 31 del Código de Comercio quedará así : 

28 
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'Arfc, 31. Los libros enunciados en los tres primeros incisos del artí- 
culo 21 estarán encuaderimdoSj forrados y foliados; ans hojas serán ru- 
bricarlas por el Juez de Comercio y su Secretario, y en la primera de 
ellas se pondrá ima nota fechada y firmada por amüos, que indique el 
número total de hojas y la persona á quien pertenece el libro. 

'tín los Distritos donde no ha^^a Tribunal de Comercio, cumplirá es- 
tas formalidades el Juez del Circuito ó el del Distrito y sus respectivos 
Secretarios." [2] 

Ley 111 ce 28 de Diciembre de 1890, **por la cual se autoriza al Go- 
bierno para crear Cámaras de Comercio'' [A O. 8,299, de 10 de Enero 
de 1891J. Consta de 10 artículos. Sólo notaremos que las Cámaras ten- 
drán el carácter de Tribunales de Comercio, como arbitros y amigables 
componedores, para resolver todas las diferencias que puedan ocurrir en- 
tro comerciantes, siempre que las partes quieran someterse ásn decisión 
[artículo 7.0] 



CAPITULO XVII 

LEYES PENALES 

El Congreso de 1890 ha expedido un nuevo Código Penal para 1» 
República, el cual no se ha publicado. Por lo mismo, y no pudiendo de- 
morar más la publicación de esto libro, nos vemos en la necesidad de na 
decir cosa ninguna acerca del contenido de dicho Código,que es la ley 19* 

Ley 121 de 24 de Diciembre de 1890 "que reforma la 19 del presen- 
te año", esto es el Código Penal [D, O. 8,303, de 15 de Enero de 1891 J. 
Las refermas so refieren especialmente al artículo que debe ir después 
del 411 y el 678. Entendemos que en la edición del Código se intercala- 
rán las modificaciones en el lugar correspondiente. 

La ley 123, de 23 de Diciembre de 1890, sobro Casas de corrección 
y E:-:cuelas de trabajo (D. O 8,303 citado), dispone que el Gobierno or- 
ganice en la capital de la República una Casa de corrección, á la cual de- 
be ir íinexa una sección denominada Escuela de Trabajo, El Gobierno 
puede contratar en Europa ó los Estados Unidos un Director para dicha 
Casa. La ley consta de 10 artículos. 



CAPITULO XYin 

RECOPILAGIONES DE LEYES 



PRINCIPALES CÓDIGOS Y LEYES VIGENTES 

(ISOO) 
Además de las mencionadas en las páginas 216 á 224 que no hayan 



[' ; YA ^Atonto de Piedad est.^blecido por la ley 37 de 1890, para verificar el remate 
de prendas, está eximido de las formalidades que prescribe el titulo 15 del Código de 
Comercio. 



LEYES DE 1890 339 

sido derogadas por las leyos de 1890, las qae pasamos á indicar expedidas 
por ei Congreso de este año. 

# 

CÓDIGO CIVIL 

Ley 39 de 12 de Noviembre de 1890 

por la cual se establecen los derechos do registro de instrumentos pábli- 

cos y privados {D, O. 8,244, de 22 de Noviembre de 1890). 

[Deroga la 84 de 1887]. 

Ley 95 de 2 de Diciembre de 1890 
sobre reformas civiles [Z>. O. 8,264, de 9 de Diciembre de 1890]. 

CÓDIGO DE COMERCIO 

Ley 14 de 13 de Octubre de 1890 
por la cual se da una autorización al Gobierno [Z>. O. 8,210, de 14 de Oc- 
tubre de 1890]. 

[So le autoriza para conceder á los Bancos particulares un plazo 
hasta de dos años para recoger sus billetes]. 

Ley de 16 de Octubre de 1890 

sobro establecimiento de una Aduana en el río San Juan, Departamento 

del Cauca [D. O. 8,212, de 18 de Octubre de 1890], 

Ley 21 de 21 de Octubre de 1890 
ndicional y reformatoria de la 36 de 1886 [sobro aduanas] [D. O, 8,221, 

de 28 de Octubre de 1890]. 

Ley 15 de 21 de Noviembre do 1890 
por la cual se reforma el artículo 31 del Código de Comercio [D. O, 

8,252, de 29 de Noviembre de 1890]. 

Ley 77 de 19 de Noviembre d« 1890 
por la cual se concede una facultad á los Bancos particulares y Compa- 
ñías anónimas [i>. O. 8,255, de 1.^ de Diciembre de 1890]. 

Ley 111 de 28 de Diciembre de 1890 
por la cual se autoriza al Gobierno para crear Cámaras de Comercio [Z>. 

O. 8,299, de 10 de Enero de 1891]. 

Ley 115 de 19 de Diciembre de 1890 
«obre arbitrios fiscales (D, O. 8,299, de 10 de Enero de 1891). (Contiene 

disposiciones sobre el Banco nacional). 






CÓDIGO PENAL 



El expedido por el Congreso de 1890, que aun no se ha publicado. 
Ss la ley 19. 
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Ley 121 de 24 de Diciembre do 1890 

que i-eforma el Código (D. O. 8,303, de 15 de Enero de 1891). 

Ley 123 de 23 de Diciembre de 1890 

aobr© Casas de corrección y Esencias de trabajo, y por la cual se dan al 

Gobierno ciertas autorizaciones {D, O. 8,303 citado). 

* * 
CÓDIGO JUDICIAL 

Ley 4 de 10 de Septiembre de 1890 

que deroga una disposición y reforma otra del Código do Organización 

Judicial [JD. O. 8,177, de 13 de Septiembre de 3890J. 

Ley 72 de 21 de Noviembre de 1 890 
que reforma la 147 de 1888 sobre organización judicial [D, O. 8,255, de 

10 de Dieiembre de 1890]. 

Ley 105 de 24 de Diciembre de 1890 
sobre reformas á los procedimientos judiciales [D, O, 8,296 y siguientes, 

do 7 de Enero de 1891 &.'] 

Ley 118 de 24 de Diciembre de 1890 
sobre división territorial judicial [D. O. 8,294, de 5 de Enero de 1891]. 

Leyes 50 y 119 de 1890 
sobre expropiación citadas en seguida. (Establecen procedimiento pafá 

expropiar). 

Ley 124 de 29 de Diciembre de 1890 
sobre sucesión abintcstato de extranjeros (D. O, 8,303 de 15 de Enero de 

1891). 



* 
» m 



CÓDIGO FISCAL 

Ley 35 de 12 de Noviembre de 1890 

por la cual se adiciona el capitulo 4.o, titulo 4.% libro 1.** del Código 

riscal (Z). O. 8,242,de 20 de Noviembre de 1890). 

Ley 73 de 22 de Noviembre de 1890 
reformatoria del Código Fiscal [D. O. 8,255, de 1." de Diciembre de 

1890]. 

Ley 115 de 19 de Diciembre de 1890 
sobre arbitrios fiscales (/>. O. 8,299, de 10 de Enero de 1891). 






CÓDIGO MILITAR 

Ley 84 de 20 de Noviembre de 1890 
Bobre recompensas militares [D. O, 8,259, de 5 de Diciembre de 1890]. 
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Ley 96 de 7 de Diciembre de'lSOO 
€obre ci'cación del Monte Pío Militar {D, O, 8,265, de 10 de Diciembre 

de 181^0). 






liíLiXCIONKS 

Ley 7/ de 31 de Enero de 1888 
sobre elecciones })opulares [1] 

Ley 20 de 14 de Febrero de 1888 
que determina ciertos gastos. (Entre éstos los relativos á elecciones). 

Ley 43 de 8 de Mayo de 1888 
«idicional á la 7.* de 1888 [Determina la manera de hacer las elecciones 

en Panamá). 

Ley 71 de 17 de Septiembre de 1888 
^di<;ional y i*eforinator¡a de la ley 7.* de 1888 referente al nombramiento 

de Concejeros municipales en ciertos casos. 

Ley 41 de 14 de Noviembre de 1890 
aior la cual se reforma la T. de 1888 {D. O. 8,251, de 28 de Noviembre 

de 1890). 

^': 

Baldíos. Además de las disposiciones mencionadas en la página 223, 
til Decreto del Ministerio de Hacienda número 678, de 26 de Septiem- 
hxQ de 1890 (/>. O. 8,207-8,208,de 12 de Octubre de 1890) por el cual se 
deroga el marcado con el número 334, de 31 de Julio de 1878, y se regla- 
menta la posesión de las tierras baldías que se adjudican. 

Ley 22 de 23 de Octubre de 1890 

por la cual se deroga el artículo 4.° de la ley 40 de 1886, que hace una 

cesión. [La de cien mil hectáreas de tierras baldías al Departamento de 

Antioquia] (D. O. 8,221, de 28 de Octubre de 1890). 

^ Ley 33 de 7 de Noviembre de 1890 
por la cual se adiciona y reforma la 83 de 1888, sobre LBgislación espe- 
cial para la administración del Departamento de Panamá; y se desarro- 
lla el artículo 201 de la Constitución (Z>. O. 8,235, de 14 de Noviembre 

de 1890^. 

Ley 43 de 14 de Noviembre de 1890 
sobre auxilio á los Establecimientos de Beneficencia de la Bepública (D, 

O. 8,266, de 11 de Diciembre de 1890). 

[1] Aumque no deberíamos mencionar sino las leyes de 1890 como antes (número 
VI, páginas 216 á 224] omitimos las leyes electorales, las indicamos aquí. 



:]42 DERFXIIO COLOMBIANO 

Ley oC de 18 de ís'oviembre de 1890 
sobre expropiaciones por causa de utilidad pública [D. O. 8,252, de 29 

de Noviembre de 1890]. 

Ley 119 de 24 de Diciembre de 1890 

reformatoria de la 56 del presente año sobre expropiaciones por causa de 

utilidad pública [Z>. O. 8,303, de 15 de Enero de IbOl]. 

Ley 89 do 25 de Noviembre do 1890 
))or la cual se determina la manera como deben ser gobernados los sal- 
vajes que vayan reduciéndose á la vida civilizada [D, O. 8,263, de 8 de 

Diciembre de 1890]. 

ExcEXCiÓN" de derechos de importación. Para solicitarla deben te- 
nerse ]U'esentes además de las disposiciones citadas (página 223) tres 
resoluciones del Ministerio de Hacienda publicadas eu el número 8,037 
del I). O, de 23 de Abril de 1890. 

Ley 114 de 29 de Diciembre do 1890 

l)or la civrú so adiciona y reforma la 110 de 1888 sobre papel sellado y 

timbre nacional [Z>. O. 8,299, de 10 de Enero do 1891]. 

Ley 122 de 23 de Diciembre de 1890 
adicional á las do instrucción pública [D. O. 8,303, de 15 de Enero de 

1891]. 

lias demás de instrucción pública las citamos en las páginas 311 á 
314. 

Ley 113 de 29 de Diciembre de 1890 
por la cual se establece una contribución nacional para el sostenimiento 
de Lazaretos [D. O. 8,299, de 10 de Enero de 1891]. 
La citamos porque grava las sucesiones. 
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CAPITULO X 

SUCESIONES DE EXTRANJEROS 

1890. — Yá estaban impresos los capítulos anteriores cuando tuvimos 
conocimiento de la ley 124, de 29 de Diciembre de 1890 '*sobre sucesión 
abintestato de extranjeros" [2>. O. 8,303, de 15 de Enero de 1891], y por 
ecíto no queda en el lugar que le corresponde. IjOs 15 artículos de esta 
ley tienen por objeto disponer lo conveniente acerca de los bienes de los 
extranjeros que fallezcan en la República sin hacer testamento; para eTÍ« 
tar su pérdida ó extravio. 



DIVISIÓN TEREITOEIAL 

DEL DEPARTAMENTO DE ANTIOQUIA 

Careciieiido de tiempo y de datos ]>:ira indicar la división fcorrítorial 
de todos los Departamentos de la Repúbiicii, nos limitareaios á la del 
Departamento de Antioquia. 



DIVISIÓN política 

El Departamento se divide en ocho Provincias que son: 

Proviítcia del Centro, capital Medellm, compuesta de los muni- 
cipios de Amaga, Barbosa, Caldas, Copacabana, Envigado, Estrell.i, Fre- 
donia, Guarne, Girardv:>ta, Helicón la, Itag^üí, Medeüín, Puerto Berrío, 
Santo Domingo, San Roque, Santa Bárbara, San Pedro, Titiribí y Yo- 
lombó. 

Provincia del Norte, capital Santa Rosa, compuesta de los mu- 
nicipios de Amalfi, Anorí, Carolina, Don Alatías, Entrerríos, Eemedio&, 
San Andrés, Santa Rosa, Segovia, Zaragoza y Zea. 

Provincia de Noroeste, capital Yariimal, compuesta de los mu- 
nicipios de Angostura, Raudal, Campamento, Ituango y Yarumab 

Provincia del SüR< capital il/a«í2;aZe.9, compuesta de los municipio» 
de Abejorral, Aguadas, Aranzazu, Filadelfia, Manizales, Neira, Pacora, 
Pensil vania, Salamina y Sonsón. 

Provincia de Oriente, capital Marinilla, compuesta de los muni- 
cipios del Carmen, La Ceja, Cocorná, Concepción, G-uatapé, Marinilla, 
Peñol, Retiro, Rionegro, San Carlos, San Luis, San Rafael, Santuario, 
San Vicente y Vahos. 

PoViNCiA DE Occidente, capital Aniioquia, compuesta de los mu- 
nicipios de Antioquia, Anzá, Betulia, Buriticá, Cañasgordas, Dabeiba, 
Frontino, Giraldo, Pavarandocito y TJrrao. 

Provincia de Sopetrán, capital Sopetrán, compuesta délos muni- 
cipios de Belmira, Ebéjico, Liborina, Sabanalarga, Sucre, San Jerónimo 
y Sopetrán. 

Provincia de Suroeste, capital Jericó, compuesta de los munici- 
pios de Andes, Bolívar, Concordia, Jardín, Jericó, Nueva Caramanta, 
Támesis y Valparaíso. 



DIVISIÓN JUDICIAL 

£1 Distrito Judicial de Antioquia está compuesto de todas las Pro- 
vincias del Departamento, tiene píor capital á Medellín, y está dividido 
en los siguientes Circuitos Judiciales: 

El de Macízales, compuesto de los municipios de Manizales^ que 
es su cabecera, Neira y Filadelfia. 

El de Salamina, compuesto de los municipios de Sala^nina, que es 
8u cabecera, Aranzazu y^Pacora. 
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El de íSoxsÓN", coiopiiesto de los municipios de Sonsóuj que es su 
cabecera, Aguadíis y Pensilvanin. 

El de AiíE.iORHAL, coin])Mesto de los municipios de Abejorral, que 
es su cab^^eera, líftiro y La Ceja. 

El do KiOKEGtto, compuesto de los municipios de Rionegro, que es 
su cabecera, Guarne y San Vicente. 

El de Marixilla, compuesto de los municipios de Marinilla, que 
es su cabecera, Peñol, Santuario, Vahos, Cocorná, San Carlos, Carmen, 
Guatiipé, San Rafael y San Luis. 

El de Medellín, compuesto de los municipios de MedelUn, que es 
su cabecera, Copacabana, Girardotu, San Pedro, Envigado, Itagüí, Es- 
trella y Caldas. 

El de Santo Domingo, compuesto de los muuicipics do Santo Do- 
mingo, que es su cabecera, Barbosa, Concepción, Yolonibó, Puerto Berrío 
y Sau Roque. 

El do Santa Rosa, compuesto de los municipios de SaiUa Rosa, 
que es su cabecera, Angostura, Anorí, Carolina, Don Matías, Entrorríos, 
San Andrés y Zea. 

El de Yaruxal, compuesto de los municipios de Yarumal, que es 
su cabecera, Ituango^ Raudal (Cáceresj y Campamento. 

El de Amalfi, compuesto de los municipios de AniaJfi, que es su ca- 
becera, Remedios, Zaragoza y Segovia. 

El de SoPETRÁN, compuesto do los municipios de Sopetrán, que es 
su cabecera, San Jerónimo, Ebójico, Sucre,Liborina, Sabanalarga y Bel- 
mira. 

El de Antioqüia, compuesto de los municipios de Anéioquta, qne 
•s su cabecera, Anzá, Betulia, Buriticá, Giraldo y Urrao. 

El de Frontino, compuesto de los municipios de Frontino, que es 
su cabecera, Cañasgordas, Dabeiba y Pavarandocito. 

El de Jericó, compuesto de los municipios de Jericó, que es su ca- 
becera, Támosis, Valparaíso, Nueva Caramanta, Bolívar, Andes y Jar- 
dín. 

El de Titiribí, compuesto de los municipios de Titiribí, que es su 
cabecera, Concordia y Heliconia. 

El de Fredonia, compuesto de los municipios de Fredonia, que es 
su cabecera, Santa Ralbara y Amaga. 

El Tribunal Superior de Antioqüia consta de 8 Magistrados: 4 para 
' lo civil y 4 para lo criminal. En la cabecera del Circuito deMedellín hay 
6 Jueces, fuera de los 2 Jueces Superiores de lo criminal qne tienen ju- 
risdicción en todo el Departamento; en las de los Circuitos de Marinilla, 
Santo Domingo, Santa Rosa, Yarumal, Amalfi, Sopetrán, Antioqviia y 
Jf rico, bay 2 Jueces; y en las de los demás Circuitos, 1 Juez. En Mede- 
llín hay 5 Fiscales: 2 de Circuito, 2 de los Juzgados Superiores y 1 del 
Superior Tribunal. 



CIRCUITOS DE notaría Y DE REGISTRO 

Según el artículo 30 de la ley 95 do 1890 las cabeceras de los Circui- 
tos Judiciales lo serán también de Circuito de Notaría y de Registro, 
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sin perjuicio de que el número de Circuitos de Notaría y Registro sea 
mayor que el de los judiciales. 

' Por consiguiente, cada uno de los Circuitos judiciales mencionados 
antes, es también Circuito de Notaría y Registro. 

Además hay estos Circuitos de Notaría y de líegistro: 

El de Eemedios que comprende los municipios de Remedios, Sego- 
Tia y Zaragoza [NechíJ, creado por la ley 126 de 1888; y 

El de Valparaíso, que comprende los municipios de Valparaíso, 
Nueva Caramanta y Támesis, creado por la ley 12G citada. 

En el Circuito de Mcdellín hay dos Oficinas de Notaría. En los de- 
lüiifl Circuitos una sola, y en todos una de Registro. 
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